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ADVERTENCIA  PRELIMINAR 


Deseosos  de  uniformar  esta  Biblioteca  eco- 
nómica, y atendiendo  á las  valiosas  indica- 
ciones de  ilustrados  Abogados  y naiembros  de 
la  Magistratura,  nos  hemos  decidido  á intro- 
ducir en  la  presente  edición  de  la  ley  impor- 
tantes reformas,  tanto  en  lo  que  se  refiere  al 
tamaño  del  libro  cuanto  en  lo  que  respecta 
á la  extensión  y colocación  de  lo  que,  en  for- 
ma de  notas,  de  ampliaciones  ó de  comple- 
mentos, debe  contener  para  su  mayor  utili- 
dad y facilidad  en  su  manejo  un  libro  de  esta 
clase. 

Para  conseguir  tal  objeto  hemos  dividido 
la  obra  en  dos  partes  y tomitos  distintos  que 
podrán  (como  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil) 
adquirirse  y encuadernarse  junta  ó separada- 
mente, según  las  necesidades  y el  gusto  del 
que  haya  de  utilizarlas.  Ambas  partes  lleva- 
rán sus  respectivos  índices  ordinario  y alfa 
hético,  de  modo  que  el  que  tenga  la  Ley  pue- 
da adquirir  sólo  el  Complemento,  ó prescin- 


VI 


ADVERTENCIA  PRELIMINAR 


dir  de  éste  y adquirir  sólo  aquélla,  cuando 
ella  le  baste  para  su  objeto. 

El  tomito  dedicado  á reproducir  el  texto  de 
la  Ley,  sólo  lleva  las  notas  más.  indispensa- 
bles, con  la  doctrina  de  la  jurisprudencia  de 
frecuente  aplicación  y las  referencias  más  ne- 
cesarias. Además,  como  apéndices  que  consi- 
deramos indispensables,  agregamos  á la  Ley 
la  del  Jurado,  y la  parte  procesal  de  las  de 
explosivos  y represión  del  anarquismo. 

En  el  tomo  complementario,  que  procura- 
remos publicar  en  breve  plazo,  insertaremos 
en  partes  distintas:  1.^  Brevísimos  comen- 
tarios y aclaraciones  doctrinales  de  la  Ley; 
2.®  Las  aclaraciones  introducidas  por  Leyes  ó 
Decretos  y por  Circulares  de  la  Presidencia  y 
Fiscalía  del  Tribunal  Supremo,  etc.;  3.®  La 
jurisprudencia  completa  recaída  sobre  los  di- 
versos preceptos  de  la  Ley,  limitándonos,  por 
regla  general,  á reproducir  la  doctrina,  excep- 
to en  aquellas  sentencias  que  por  sii  impor- 
tancia ó vaguedad  sea  necesaria  la  reproduc- 
ción, en  todo  ó en  parte,  del  hecho;  4.®  Los 
formularios  de  uso  más  frecuente,  á fin  de  fa- 
cilitar á los  principiantes  que  lo  necesiten  el 
ejercicio  de  la  profesión  ó el  desempeño  de 
sus  funciones,  facilitando  también  la  cónsul- 
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ta  el  minucioso  índice  alfabético  de  las  ma- 
terias en  el  tomo  contenidas. 

Esta  reforma  servirá  además  para  que  los 
señores  Profesores  de  Derecho  de  las  Univer- 
sidades puedan  recomendar  á los  alumnos  de 
Procedimientos  la  adquisición  de  la  obrita, 
como  la  más  económica  y la  más  adecuada 
para  favorecer  el  estudio  de  la  importante 
materia  del  Derecho  procesal  y para  com- 
prender y utilizar  mejor  sus  explicaciones. 

Tales  son  nuestros  propósitos,  procurando 
así  hacer  cuanto  nos  es  posible  para  facilitar 
la  adquisición  y el  estudio  de  los  Códigos  y 
Leyes  españolas,  poniéndolas  al  alcance  de 
todos,  por  modesta  y difícil  que  sea  su  posi- 
ción y sus  medios. 

Madrid,  Noviembre  1898. 


LEYES  DE  BASES 

(DE  7 DE  FEBRERO  DE  1881) 
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Artículo  Se  autoriza  al  Gobierno  de  8.  M. 
para  que,  oyendo  á la  Sección  correspondiente  de 
la  Conoisión  general  de  Codificación,  redacte  y pu* 
blique  una  Ley  de  Enjuiciamiento  criminal,  toman 
do  por  base  la  Compilación  general  de  16  de  Octn* 
bre  de  1879  y las  siguientes: 

Primera.  Reformar  y ampliar  los  preceptos  qoe 
se  reputen  necesarios  para  que  la  sustanciación  de 
las  causas  criminales  de  la  jurisdicción  ordinaria 
sea  uniforme  y todo  lo  breve  posible,  sin  perjuicio 
del  esclarecimiento  de  la  verdad  y del  sagrado  de 
recho  de  defensa. 


Segunda.  Establecer  por  principio  general  qu(‘ 
la  prisión  provisional  procede  en  todo  delito  cuya 
pena  exceda  de  prisión  correccional,  según  la  esca* 
la  correspondiente  del  Código  penal,  y fijar  reglas 
precisas  para  que  los  preceptos  de  esta  ley  sobre 
este  punto  sean  rectamente  interpretados,  así  co- 
mo las  concernientes  para  que  las  fianzas  presta- 
das por  los  procesados  en  los  casos  que  la  ley  de* 
termine  para  continuar  en  libertad  provisional  no 
llegen  á ser  ilusorias. 


Tercera. 


Publicidad  en  los 


juicios  criminal(‘¿^. 
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á excepción  de  aquellos  que  no  lo  permita  la 
moral. 

Cuarta.  Procedimiento  para  el  juicio  oral  en 
única  instancia  en  las  cansas  por  delitos  que  corres- 
pondan á la  competencia  de  los  Tribunales  de  par-  ’ 
tido,  á la  de  las  Audiencias  y al  Tribunal  Supremo. 

Quinta.  Establecer  un  procedimiento  extraor- 
dinario breve,  á la  vez  que  con  las  suficientes  ga- 
rantías, tanto  á la  investigación  como  á la  defensa, 
para  los  responsables  de  los  delitos  que  merezcan 
penas  correccionales  aprehendidos  in  fraganti\  pro- 
cedimiento que  se  aplicará  desde  luego  por  mi- 
nisterio de  la  ley. 

Sexta.  Y por  último,  introducir  en  la  nueva  lej 
las  demás  modificaciones  que  la  ciencia  y la  expe- 
riencia aconsejen.  ♦ 

Art.  2.0  (Derogado  por  el  artículo  único  de  la 
Ley  que  subsigue). 


(DE  9 DE  JUNIO  DE  1882) 

Artículo  único.  El  art.  2.®  de  la  Ley  de  H de 
Febrero  de  1881  será  sustituido  con  el  siguiente: 

«Alt.  2.0  Se  autoriza  asimismo  al  Gobierno  de 
S.  M.  para  que  proceda  al  establecimiento  de  los  ' 
Tribunales  colegiados  y del  juicio  oral  y público 
en  las  causas  criminales,  con  sujeción  á las  siguien- 
tes bases: 

Primera.  Los  Jueces  de  primera  instancia  con- 
servarán en  lo  civil  las  mismas  atribuciones  qu^ 
hoy  tienen.  Kn  lo  penal  conocerán  en  apelación  de 
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los  juicios  de  faltas,  y serán  Jueces  de  instrucción 
respecto  á las  causas  por  toda  clase  de  delitos  que 
ocurran  en  el  territorio  de  su  demarcación. 

Segunda.  Se  establecerán  en  todas  las  provin- 
cias de  España  una  ó más  Audiencias  de  lo  crimi- 
nal, las  cuales  conocerán  en  instancia  única  y en 
juicio  oral  y público  de  todas  las  causas  por  delitos 
que  se  cometan  en  su  respectivo  territorio,  salvas 
las  excepciones  que  se  establezcan  en  la  Ley  Orgá- 
nica. Estas  Audiencias  se  compondrán  de  un  Pre- 
sidente y un  número  de  Magistrados  que  nunca 
podrá  bajar  de  dos,  y que  se  aumentará  te- 
niendo en  cuenta  la  densidad  de  población  y la 
cantidad  de  delitos  que  dentro  del  territorio  se  co- 
metan. Habrá  igualmente  en  cada  Audiencia  un 
Fiscal  y el  número  de  Auxiliares  fiscales  que  sean 
necesarios,  uno  ó más  Secretarios  y Oficiales  de 
Sala- y los  subalternos  que  exija  el  servicio.  Los 
Presidentes  de  las  Audiencias  de  lo  criminal  po- 
drán, para  el  despacho  de  las  causas  de  penas 
correccionales,  distribuir  en  dos  ó más  Salas  el  nú- 
mero de  Magistrados  de  la  dotación  del  Tribunal, 
y disponer,  cuando  la  necesidad  lo  exija,  que  una 
Sección  se  constituya  temporalmente  en  la  pobla- 
ción más  á propósito  para  juzgar  determinadas 
causas. 

Tercera.  Las  Audiencias  territoriales  continua- 
rán como  Audiencias  de  lo  civil  para  todo  el  terri- 
torio de  su  actual  demarcación;  pero  tendrán  ade- 
más el  número  de  Magistrados  necesarios  para  el 
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despacho  de  las  causas  criminales  por  delitos  qué 
se  cometan  en  la  provincia  donde  residen.  Los  Pre- 
sidentes de  estas  Audiencias  podrán  disponer,  cuan- 
do lo  estimen  necesario,  que  los  Magistrados  de  las 
Audiencias  de  lo  criminal  de  su  territorio  presten 
servicio  por  tu'no  en  otra  Audiencia  cuando  esté 
incompleto  el  número  de  Magistrados  y no  sea  po- 
sible reemplazarlos  por  los  suplentes.» 


EXPOSICIÓN 


' Señor:  La  ejecución  de  las  dos  leyes  promulga- 
das en  virtud  de  Reales  decretos  de  22  de  Junio 
de  este  año  presupone  un  nuevo  Código  de  Enjui- 
(úamiento  penal,  una  modificación  profunda  en  la 
Ley  Orgánica  del  Poder  judicial  de  15  de  Septiem- 
bre de  1870,  la  determinación  del  número  y resi- 
dencia de  los  Tribunales  colegiados  que  han  de 
- conocer  en  única  instancia  y en  juicio  oral  y pú- 
blico de  los  delitos  que  se  cometan  dentro  de  su 
respectivo  territorio,  y,  por  último,  la  formación 
de  los  cuadros  de  personal  de  esos  mismos  Tribu- 
nales, cuyos  Presidentes  deben  estar  adornados  de 
condiciones  especiales  de  capacidad  para  la  direc- 
ción y resumen  de  los  debates. 

Basta  la  mera  enunciación  de  estos  trabajos  pre- 
paratorios para  comprender  que,  ni  por  Su  índole 
y naturaleza,  ni  por  su  extensión  y excepcional 
impo^ancia,  podían  terminarse  en  breve  plazo. 
Cábele,  sin  embargo,  al  infrascrito  la  satisfacción 
de  anunciar  hoy  á V.  M.  que  todos  ellos  pueden 
darse  por  ultimados,  gracias  al  patriótico  concurso 
que  han  prestado  al  Gobierno  hombres  eminentes 
no  sólo  en  la  ciencia  del  Derecho,  sino  también  en 
el  conocimiento  especial  de  la  topografía,  censo  de 


6 


KXPOSICIÓN 


población,  vías  de  comunicación  y estadística  cri- 
minal del  territorio  de  la  Península  é- islas  adya- 
centes. 

El  Gobierno  de  V.  M.  no  se  propone  publicar 
todos  esos  trabajos  á la  vez;  antes  al  contrario 
cree  conveniente  anticipar  la  promulgación  del 
Código  de  Enjuiciamiento  para  que,  mientras  se 
instalan  las  Audiencias  de  lo  criminal,  puedan  es- 
tudiarle y conocerle  los  Magistrados,  Jueces,  Fisca- 
les, Letrados  y demás  personas  que  por  modo  más 
ó menos  directo  y eficaz  han  de  concurrir  á su 
planteamiento  y aplicación. 

No  será  su  estudio  muy  difícil  ni  prolijo,  porque 
al  cabo  el  proyecto  que  el  Ministro  que  suscribe 
somete  hoy  á la  aprobación  de  V.  M.  está  basa- 
do en  la  Compilación  general  de  16  de  Octubre 
de  1879,  de  conformidad  con  lo  preceptuado  en  la 
autorización  votada  por  las  Cortes;  pero  así  y to- 
do son  tan  radicales  las  reformas  en  él  introduci- 
das, que  bien  podía  pasar  por  un  Código  comple- 

/ 

lamente  nuevo  y de  carácter  tan  liberal  y progre- 
sivo como  el  más  adelantado  de  los  Códigos  de 
procedimiento  criminal  del  continente  europeo. 

Entre  esas  reformas  son  sin  duda  las  menos  im- 

'í=v' 

portantes  aquellas  que,  sugeridas  por  la  experien- 
cia, tienen  por  objeto,  ya  aclarar  varios  preceptos 
más  ó menos  obscuros  y dudosos  de  la  Compila- 
ción vigente,  ya  uniformar  la  jurisprudencia,  ó ya, 
en  fin,  facilitar  la  sustanciación  de  alguhos  recur- 
sos y muy  especialmente  el  de  casación,  acérca  del 
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cual  ha  hecho  observaciones  muy  oportunas  y dis- 
cretas el  Tribunal  Supremo,  que  naturalmente  han 
sido  acogidas  con  el  respeto  que  merece  una  Cor- 
poración que  está  á la  cabeza  de  la  Magistratura 
española,  y que  es  por  la  ley  intérprete  y guardián 
de  la  doctrina  jurídica. 

Las  de  verdadera  importancia  y transcenden- 
cia son  aquellfis  otras  que  se  encaminan  á suplir, 

' como  en  las  cuestiones  prejudiciales,  algún  vacío 
sustancial  por  donde  era  frecuente  el  arbitrio  un 
tanto  desmedido,  y,  más  que  desmedido,  contra- 
dictorio de  la  jurisprudencia,  á corregir  los  vicios 
crónicos  de  nuestro  sistema  de  enjuiciar  tradicio- 
nal y á rodear  al  ciudadano  de  las  garantías  ne- 
cesarias para  que  en  ningún  caso  sean  sacrificados 
los  derechos  individuales  al  interés  mal  entendido 
del  Estado. 

Sin  desconocer  que  la  Constitución  de  1812,  el 
Reglamento  provisional  para  la  Administración  de 
justicia  de  1835  y otras  disposiciones  posteriores 
mejoraron  considerablemente  el  procedimiento 
criminal,  sería  temerario  negar  que  aun  bajo  la  le- 
gislación vigente  no  es  raro  que  un  sumario  dure 
ocho  ó más  años,  y es  frecuente  que  no  dure  me- 
nos de  dos,  prolongándose  en  ocasiones  por  todo 
este  tiempo  la  prisión  preventiva  de  los  acusados; 
y aun  podría  añadirse,  para  completar  el  cuadro, 
que  tan  escandalosos  procesos  solían  no  há  mucho 
terminar  por  una  absolución  de  la  instancia^  sin  que 
nadie  indemnizara  en  este  caso  á los  procesados 
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«le  las  vejaciones  sufridas  en  tan  dilatado  período, 
y lo  que  es  más,  dejándoles  por  todo  el  resto  de 
sn  vida  en  situación  incómoda  y deshonrosa,  bajo 
la  amenaza  perenne  de  abrir  de  nuevo  el  proce- 
dimiento el  día  que  por  malquerencia  se  prestaba 
á declarar  contra  ellos  cualquier  vecino  rencoroso 
y vengativo.  Esta  práctica  abusiva  y atentatoria  á 
los  derechos  del  individuo  pugna  todavía  por  man- 
tenerse, con  éste  ó el  otro  disfraz,  en  nuestras  cos- 
tumbres judiciales;  y es  menester  que  cese  para 
siempre,  porque  el  ciudadano  de  un  pueblo  libre 
no  debe  expiar  faltas  que  no  son  suyas,  ni  ser  víc- 
tima de  la  impotencia  ó del  egoísmo  del  Estado. 

Con  ser  estos  dos  vicios  tan  capitales,  no  son, 
sin  embargo,  los  únicos,  ni  acaso  los  más  graves 
de  nuestro  procedimiento.  Lo  peor  de  todo  es:  que 
en  él  no  se  da  intervención  alguna  al  inculpado  en 
el  sumario;  que  el  Juez  que  instruye  éste  es  el 
mismo  que  pronuncia  la  sentencia  con  todas  las 
preocupaciones  y prejuicios  que  ha  hecho  nacer 
en  su  ánimo  la  instrucción;  que,  confundido  lo  ci- 
vil con  lo  criminal  y abrumados  los  Jueces  de  pri- 
mera instancia  por  el  cúmulo  de  sus  múltiples  y 
variadas  atenciones,  delegan  frecuentemente  la 
práctica  de  muchas  diligencias  en  el  Escribano, 
(piien,  á solas  con  el  procesado  y los  testigos,  no 
siempre  interpreta  bien  el  pensamiento,  ni  retrata 
con  j)erfecta  fidelidad  las  impresiones  de  cada  uno, 
por  grande  que  sea  su  celo  y recta  su  voluntad; 
que.,  por  la  naturaleza  misma  de  las  cosas  y la  ló- 
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gica  del  sistema,  nuestros  Jueces  y Magistrados 
han  adquirido  el  hábito  de  dar  escasa  importancia 
á las  pruebas  del  plenario,  formando  su  juicio  por 
el  resultado  de  las  diligencias  sumariales  y no  pa- 
rando mientes  en  la  ratificación  de  los  testigos, 
convertida  en  vana  formalidad;  que,  en  ausencia 
del  inculpado  y su  defensor,  los  funcionarios  que 
intervienen  en  la  instrucción  del  sumario,  anima- 
dos de  un  espíritu  receloso  y hostil  que  se  engen- 
dra en  su  mismo  patriótico  celo  por  la  causa  de  la 
sociedad  que  representan,  recogen  con  preferencia 
los  datos  adversos  al  procesado,  descuidando  á las 
veces  consignar  los  que  pueden  favorecerle;  y que, 
en  fin,  de  este  conjunto  de  errores,  anejos  á nues- 
tro sistema  de  enjuiciar,  y no  imputable  por  tanto 
á los  funcionarios  del  orden  judicial  y fiscal,  re- 
sultan dos  cosas  á cual  más  funestas  al  ciudadano: 
una,  que  al  compás  que  adelanta  el  sumario  se  va 
fabricando  inadvertidamente  una  verdad  de  artifi- 
cio, que  más  tarde  se  convierte  en  verdad  legal, 
pero  que  es  contraria  á la  realidad  de  los  hechos 
y subleva  la  conciencia  del  procesado;  y otra,  que 
cuando  éste,  llegado  el  plenario,  quiere  defenderse, 
no  hace  más  que  forcejear  inútilmente,  porque  en- 
tra en  el  palenque  ya  vencido  ó por  lo  menos  des- 
armado. Hay,  pues,  que  restablecer  la  igualdad  de 
condiciones  en  esta  contienda  jurídica  hasta  donde 
^lo  consientan  los  fines  esenciales  de  la  sociedad 
humana. 

Quizás  se  tache  de  exagerada  é injusta  esta  crí- 
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tica  ci6  la  organización  de  nuestra  justicia  crimi- 
nal. lOjalá  que  lo  fuera!  Pero  el  Ministro  que  sus- 
cribe no  manda  en  su  razón  y está  obligado  á de- 
cir á V.  M.  la  verdad  tal  como  la  siente;  que  las 
llagas  sociales  no  se  curan  ocultándolas,  sino  al 
revés,  midiendo  su  extensión  y profundidad  y es- 
tudiando su  origen  y naturaleza  para  aplicar  el 
oportuno  remedio.  En  sentir  del  que  suscribe,  sólo 
por  la  costumbre  se  puede  explicar  que  el  pueblo 
español,  tan  civilizado  y culto  y que  tantos  progre- 
sos ha  hecho  en  lo  que  va  de  siglo  en  la  ciencia,  en' 
el  arte,  en  la  industria  y en  su  educación  política, 
se  resigne  á un  sistema  semejante,  mostrándose 
indiferente  ó desconociendo  sus  vicios  y peligros, 
como  no  los  aprecia  ni  mide  el  que,  habituado  á 
respirar  en  atmósfera  malsana,  llega  hasta  la  asfi- 
xia sin  sentirla.  El  extranjero  que  estudia  la  orga- 
iiización  de  nuestra  justicia  criminal,  al  vernos 
apegados  á un  sistema  ya  caduco  y desacreditado 
en  Europa  y en  América,  tiene  por  necesidad  que 
formar  una  idea  injusta  y falsa  de  la  civilización  y 
cultura  españolas. 

Lo  que  hay  que  examinar,  por  tanto,  es  si  el  ad- 
junto proyecto  de  Código  remedia,  si  no  todos,  al 
menos  los  más  capitales  defectos  de  que  adolece 
la  vigente  organización  de  la  justicia  criminal.  Es 
preciso  en  primer  término  sustituir  la  marcha  pe- 
rezosa y lenta  del  actual  procedimiento  por  un  sis- 
tema que,  dando  amplitud  á la  defensa  y garantía 
<le  acierto  al  fallo,  asegure  sin  embargo  la  celeridad 
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del  juicio  para  la  realización  de  dos  fines  á cual 
más  importantes:  uno,  que  la  suerte  del  ciudadano 
no  esté  indefinidamente  en  lo  incierto,  ni  se  le 
causen  más  vejaciones  que  las  absolutamente  in- 
dispensables para  la  averiguación  del  delito  y el 
descubrimiento  del  verdadero  delincuente;  y otro, 
que  la  pena  siga  de  cerca  á la  culpa  para  su  debida 
eficacia  y ejemplaridad. 

Pues  bien,  Señor,  hé  aquí  el  conjunto  de  medios 
que  el  nuevo  sistema  ofrece  para  el  logro  de  resul- 
tado tan  transcendental;  la  sustitución  de  los  dos 
grados  de  jurisdicción  por  la  instancia  única;  la 
oralidad  del  juicio;  la  separación  de  lo  civil  y lo 
criminal  en  cuanto  al  Tribunal  sentenciador;  igual 
separación  en  cuanto  á los  Jueces  instructores  en 
ciertas  ciudades  populosas  en  donde  hay  más  de 
un  Juez  de  primera  instancia  y es  mucha  la  crimi- 
nalidad; un  alivio  considerable  de  trabajo  en  cuan- 
to á los  demás  Jueces,  á quienes  se  descarga  del 
plenario  y del  pronunciamiento  y motivación  de  la 
sentencia,  ya  que  razones  indeclinables  de  econo- 
mía no  permiten  extender  á ellos  dicha  separación; 
multitud  de  reglas  de  detalle  esparcidas  aquí  y allá 
eii  el  adjunto  Código  y singularmente  en  sus  dos 
primeros  libros,  para  que  ios  Jueces  instructores, 
eñ  el  examen  de  los  testigos  y en  la  práctica  de  los 
demás  medios  de  investigación,  se  ciñan  á sólo  lo 
que  sea  útil  y pertinente;  y,  por  último,  la  inter- 
vención del  procesado  en  todas  las  diligencias  del 
sumario  tan  pronto  como  el  Juez  estime  que  la 
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publicidad  de  las  actuaciones  no  compromete  la, 
causa  pública  ni  estorba  el  descubrimiento  de  la 
verdad.  Por  regla  general  nadie  tiene  más  interés 
que  el  procesado  en  activar  el  procedimiento;  y sí 
alguna  vez  su  propósito  fuera  prolongarlo  se  lo 
impediría  el  Juez,  y sobre  todo  el  Fiscal,  á quien 
se  da  el  dereclio  de  pedir  la  terminación  del  suma-' 
rio  y la  apertura  del  juicio  oral  ante  el  Tribunal  co- 
legiado. Concurrirá  también  al  propio  fin  la  inspec- 
ción, continua  y sistemáticamente  organizada  en  , 
la  ley,  de  la  Audiencia  de  lo  criminal  y del  Minis- 
terio público  sobre  la  marcha  de  los  procesos  en  el 
período  de  la  instrucción  3'  la  conducta  de  los  Jue- 
c,es  instructores.  Ko  es,  finalmente,  para  echado  en 
olvido,  cuando  de  la  brevedad  del  juicio  se  trata, 
el  libro  IV,  donde  se  establecen  procedimientos  es- 
peciales y sumarios  para  los  delitos  m fraganti^ 
para  los  de  injnria  y calumnia  y para  los  cometi- 
das por  medio  de  la  imprenta. 

Podrá  ser  que  ni  la  Comisión  de  Códigos  ni  el 
Gobierno  hayan  acertado  en  la  elección  de  los  me- 
dios en  este  punto  tan  interesante  de  la  ciencia 
procesal;  pero  la  verdad  es  que  no  han  encontrado 
(‘tros,  ni  se  los  ha  sugerido  el  examen  de  los  Códi- 
gos modernos  atentamente  estudiados  con  tal  fin. 
/cy  de  11  de  Febrero,  en  la  base  referente  á 


! va. 


la  prisión  |>reventiva,  permite,  por  la  flexibilidad 
de  sus  tórmínos,  mejorar  considerablemente  esta 
paite  de  nuestra  legislación  sin  necesidad  de  pedir 
b'u  reforma  á las  Cortes.  El  texto  legal  bien  anali- 
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zado  resulta  tan  elástico,  que  lo  mismo  se  presta  al 
desenvolvimiento  de  la  base  en  un  sentido  tirante 
y restrictivo,  que  en  otro  más  amplio,  expansivo  y 
liberal. 

Ocioso  parece  añadir  que  el  Gobierno  de  V.  M.  se 
ha  decidido  por  lo  último,  toda  vez  que  podía  ha- 
cerlo  sin  cometer  una  transgresión  de  la  ley;  como 
en  la  materia  de  fianzas,  tan  íntimamente  ligada 
con  todo  lo  que  se  refiere  á la  prisión  preventiva, 
ha  procurado  armonizar  los  fines  de  la  justicia  con 
los  derechos  del  procesado,  poniendo  coto  á la  po- 
sible arbitrariedad  judicial  y estableciendo  reglas 
equitativas  y prudentes  que  permitan  mayor  am- 
plitud que  hasta  ahora,  así  en  los  medios  y formas 
de  las  fianzas  como  en  la  entidad  de  ellas. 

Es  igualmente  inútil  decir  que  la  absolución  de 
la  instancia,  esta  corruptela  que  hacía  del  ciudada- 
no á quien  el  Estado  no  había  podido  convencer 
de  culpable  una  especie  de  liberto  de  por  vida,  ver- 
dadero  siervo  de  la  curia  marcado  con  el  estigma 
del  deshonor,  está  proscrita  y expresamente  pro- 
hibida por  el  nuevo  Código,  como  había  sido  antes 
condenada  por  la  ciencia,  por  la  ley  de  1872  y por 
la  Compilación  vigente.  De  esperar  es  que  las  dis- 
posiciones de  la  nueva  ley  sean  bastante  eficaces 
para  impedir  que  semejante  práctica  vuelva  de 
nuevo  á ingerirse  en  forma  más  ó menos  disimu- 
lada en  nuestras  costumbres  judiciales. 

Los  demás  vicios  del  Enjuiciamiento  vigente 
quedarán  sin  duda  corregidos  con  el  planteamien- 
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to  del  juicio  oral  y público  y la  introducción  del 
sistema  acusatorio  en  la  ley  procesal. 

El  Reglamento  provisional  de  26  de  Septiembre 
de  1835,  y las  disposiciones  posteriores  publicadas 
durante  el  Reinado  de  la  Augusta  Madre  de  V.  M., 
introdujeron,  como  ya  se  ha  dicho,  evidentes  me- 
joras en  el  procedimiento  criminal;  pero  no  altera- 
ron su  índole  esencialmente  inquisitiva.  Las  Leyes 
de  16  de  Septiembre  de  1870  y 22  de  Diciembre 
de  1872,  inspirándose  en  las  ideas  de  libertad  pro- 
clamadas por  la  revolución  de  1868,  realizaron  una 
reforma  radical  en  nuestro  sistema  de  enjuiciar 
con  el  establecimiento  del  juicio  oral  y público;  pe- 
ro mantuvieron  el  principio  inquisitivo  y el  carác- 
ter secreto  del  procedimiento  en  el  período  de  ins- 
trucción, siguiendo  el  ejemplo  de  Francia,  Bélgica 
y otras  naciones  del  continente  europeo. 

El  Ministro  que  suscribe,  de  acuerdo  con  sus  co- 
legas, no  ha  vacilado  en  aconsejar  á V.  M.  que  dé 
un  paso  más  en  el  camino  del  progreso,  llevando 
en  cierta  medida  el  sistema  acusatorio  al  sumario 
mismo,  que  es,  después  de  todo,  la  piedra  angular 
del  juicio  y la  sentencia.  En  adelante  el  Juez  ins- 
tructor, por  su  propia  iniciativa  y de  oficio,  podrá, 
ó mejor  dicho  deberá  acordar  que  se  comuniquen 
los  autos  al  procesado  desde  el  momento  en  que  la 
publicidad  y la  contradición  no  sean  un  peligro  pa- 
ra la  sociedad  interesada  en  el  descubrimiento  de 
los  delitos  y en  el  castigo  de  los  culpables.  Si  no  se 
liace  espontáneamente  en  el  plazo  de  dos  meses, 
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cóíitados  desde  que  se  incoó  la  causa,  la  ley  da  al 
acusado  el  derecho  de  solicitarlo,  ya  para  preparar 
los  elementos  de  su  defensa,  ya  también  para  iin- 
pedir'con  su  vigilante  intervención  y el  empleo  de 
ios  recursos  legales  la  prolongación  indeñnida  del 
sumario.  En  todo  caso,  antes  y después  de  los  dos 
meses,  el  que  tenga  la  inmensa  desgracia  de  verse 
sometido  á un  procedimiento  criminal  gozará  en 
absoluto  de  dos  derechos  preciosos,  que  no  pueden 
menos  de  ser  grandemente  estimados  donde  quiera 
(}ue  se  rinda  culto  á la  personalidad  humana:  uno, 
el  de  nombrar  defensor  que  le  asista  con  sus  con- 
sejos y su  inteligente  dirección  desde  el  instante 
en  que  se  dicte  el  auto  de  procesamiento;  y otro, 
»el  de  concurrir,  por  sí  ó debidamente  representa- 
do, á todo  reconocimiento  judicial,  á toda  inspec- 
ción ocular,  á las  autopsias,  á los  análisis  químicos, 
y,  en  suma,  á la  práctica  de  todas  las  diligencias 
periciales  que  se  decreten  y puedan  influir  así  so- 
bre la  determinación  de  la  índole  y gravedad  del 
delito  como  sobre  los  indicios  de  su  presunta  cul- 
pabilidad. 

Subsiste,  pues,  el  secreto  del  sumario;  pero  sólo 
en  cuanto  es  necesario  para  impedir  que  desapa- 
rezcan las  huellas  del  delito,  para  recoger  é inven- 
tariar los  datos  que  basten  á comprobar  su  exis- 
tencia y reunir  los  elementos  que  más  tarde  han 
de  utilizarse  y depurarse  en  el  crisol  de  la  contra- 
dicción durante  los  solemnes  debates  del  juicio 
oral  y público.  Y á tal  punto  lleva  la  nueva  ley  su 
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espíritu  favorable  á los  fueros  sagrados  de  la  de- 
fensa, que  proscribe  y condena  una  preocupación 
hasta  ahora  muy  extendida  que,  si  pudo  ser  excu- 
sable cuando  el  procedimiento  inquisitivo  estaba 
en  sil  auge,  implicaría  hoy  el  desconocimiento  de 
la  índole  y naturaleza  del  sistema  acusatorio  con 
el  cual  es  incompatible.  Alude  el  infrascrito  á la 
costumbre,  tan  arraigada  en  nuestros  Jueces  y Tri- 
bunales, de  dar  escaso  ó ningún  valor  á las  prue- 
bas del  plenario,  buscando  principal  ó casi  exclu- 
sivamente la  verdad  en  las  diligencias  sumariales 
practicadas  á espaldas  del  acusado.  No:  de  hoy  más 
las  investigaciones  del  Juez  instructor  no  serán 
sino  una  simple  preparación  del  juicio.  El  juicio 
verdadero  no  comienza  sino  con  la  calificación  pro- 
visional y la  apertura  de  los  debates  delante  del 
Tribunal  que,  extraño  á la  instrucción,  va  á juzgar 
imparcialmente  y á dar  el  triunfo  á aquel  de  los 
contendientes  que  tenga  la  razón  y la  justicia  de 
su  parte.  La  calificación  jurídica  provisional  del 
hecho  justiciable  y de  la  persona  del  delincuente 
hecha  por  el  acusador  y el  acusado  una  vez  con- 
cluso el  sumario,  es  en  el  procedimiento  criminal 
lo  que  en  el  civil  la  demanda  y su  contestación,  la 
acción  y las  excepciones.  Al  formularlas  empieza 
realmente  la  contienda  jurídica,  y ya  entonces  se- 
ría indisculpable  que  la  ley  no  estableciera  la  per- 
fecta igualdad  de  condiciones  entre  el  acusador  y 
el  acusado.  Están  enfrente  uno  de  otro,  el  ciuda- 
dano y el  Estado.  Sagrada  es  sin  duda  la  causa  de 
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ia  sociedad,  pero  no  lo  son  menos  los  derechos  in- 
dividuales. En  los  pueblos  verdaderamente  libres 
el  ciudadano  debe  tener  en  su  mano  medios  efica- 
ces de  defender  y conservar  su  vida,  su  libertad, 
su  fortuna,  su  dignidad,  su  honor;  y si  el  interés 
d^e  los  habitantes  del  territorio  es  ayudar  al  Estado 
para  que  ejerza  libérri mámente  una  de  sus  funcio- 
nes más  esenciales,  cual  es^la  de  castigar  la  infrac- 
ción de  la  ley  penal  para  restablecer,  allí  donde  se 
turbe,  la  armonía  del  derecho,  no  por  esto  deben 
sacrificarse  jamás  los  fueros  de  la  inocencia,  por- 
que al  cabo  el  orden  social  bien  entendido  no  es 
más  que  el  mantenimiento  de  la  libertad  de  todos 
y el  respeto  recíproco  de  los  derechos  individuales. 

Mirando  las  cosas  por  este  prisma  y aceptada  la 
idea  fundamental  de  que  en  el  juicio  oral  y público 
es  donde  ha  de  desarrollarse  con  amplitud  la  prue- 
ba, donde  las  partes  deben  hacer  valer  en  igualdad 
de  condiciones  los  elementos  de  cargo  y descargo, 
y donde  los  Magistrados  han  de  formar  su  convic- 
ción para  pronunciar  su  veredicto  con  abstracción 
de  la  parte  del  sumario  susceptible  de  ser  repro- 
ducida en  el  juicio,  surgía  natural  y lógicamente 
una  cuestión  por  todo  extremo  grave  y delicada;  es 
á saber:  la  de  si  la  contradicción  de  un  testigo  en- 
tre su  declaración  en  el  juicio  oral  y las  dadas  ante 
el  Juez  instructor  en  el  sumario  sería,  por  sí  sola, 
fundamento  suficiente  para  someterle  á un  proce- 
dimiento criminal  por  el  delito  de  falso  testimonio. 
El  Gobierno,  después  de  madura  deliberación,  ha 
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upiHilo  por  la  negativa.  Al  adoptar  esta  solución 
lia  cedido  en  primer  término  á las  exigencias  de  la 
lógica,  que  no  permite  atribuir  á los  datos  recogi- 
dos eji  el  sumario  para  la  preparación  del  juicio, 
una  validez  y eficacia  incompatibles  con  la  índole 
y naturaleza  del  sistema  acusatorio.  No  es  esto 
ciertamente  autorizar,  ni  menos  santificar  el  enga- 
ño y la  mentira  en  el  período  déla  instrucción;  esa 
misma  contradicción  en  las  declaraciones  testifica- 
les podrá  ser  libremente  apreciada  por  los  Jueces 
y penetrar  en  el  santuario  de  su  conciencia  como 
nn  elemento  de  convicción,  si  llega  el  caso  de  juz- 
gar el  perjurio  del  testigo;  lo  que  únicamente  quie- 
re la  ley  es  que  éste  no  sea  procesado  como  autor 
de  falso  testimonio  por  la  sola  razón  de  aparecer 
‘'u  contradicción  con  sus  declaraciones  sumariales, 
leofendo  serio  no  más  cuando  haya  motivos  para 
presumir  que  faltó  á la  verdad,en  el  acto  del  juicio; 

; orrjrítí  siendo  éste  el  arsenal  donde  el  acusador  y 
• d acusado  deben  tomar  sus  armas  de  combate  y 
de  defensa  y el  Tribunal  los  frindamentos  de  su  ve- 
ría iícto,  claro  es  que,  en  definitiva,  sólo  en  este  trá- 
nnte  puede  el  testigo  favorecer  ó perjudicar  injus- 
ta :nente  al  procesado,  y ser  leal  ó traidor  á la  so- 
< uí'íad  y á sus  deberes  de  ciudadano.  A esta  razón 


;cnm/u-nte  lógica  agrégase  otra  de  mayor  trans- 
cndi^iicia,  cnrd  es  la  de  facilitar  la  investigación  de 
a verdad  y asegurar  el  acierto  de  los  fallos. 


sería  rendir  e,ulto  á los  progresos  de  la 
rompiendo  con  el  procedimiento  escrito, 
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inquisitivo  y secreto  para  sustituirle  con  los  prin- 
cipios tutelares  de  libertad,  contradicción,  igual- 
dad de  condiciones  entre  las  partes  contendientes, 
publicidad  y oralidad,,  si  el  testigo,  cuyas  prime- 
ras impresiones  ha  recogido  calladamente  el  Juez 
instructor  trasladándolas  á los  autos  con  más  ó 
menos  fidelidad,  se  presentara  en  el  acto  del  juicio 
delante  del  Tribunal  sentenciador  y del  público 
que  asiste  á los  debates  cohibido  y maniatado  por 
el  recuerdo  ó la  lectura  de  sus  declaraciones  suma- 
riales. Medroso  de  la  responsabilidad  criminal  que 
podría  exigírsele  á la  menor  contradicción,  en  vez 
de  contestar  con  soltura  y perfecta  tranquilidad  á 
las  preguntas  del  Presidente,  del  Ministerio  públi- 
co y de  los  defensores,  limitaríase  á ratificar  pura 
y simplemente  sus  declaraciones,  convirtiéndose 
entónces  su  examen  en  el  acto  solemne  del  juicio 
en  vana  formalidad.  Si  no  han  faltado  escritores 
distinguidos  y jurisconsultos  eminentes  que  al 
analizar  las  condiciones  del  procedimiento  inquisi- 
tivo han  censurado  acerbamente  que  se  obligara  á 
los  testigos  del  sumario  á ratificarse  en  el  plenario 
con  la  seguridad  de  ser  castigados  como  perjuros 
en  caso  de  apartarse  en  la  diligencia  de  ratifica- 
ción de  loque  antes  habían  declarado;  si  esta  funda- 
dísima crítica  iba  dirigida  á un  sistema  en  el  que  el 
sumario  era  el  alma  de  todo  el  organismo  procesal, 
por  no  decir  el  proceso  entero,  tratándose  en  la 
hora  presente  de  un  método  de  enjuiciar  en  el  cual 
el  sumario  es  una  mera  preparación  del  juicio, 
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siendo  en  éste  donde  deben  esclarecerse  todos  los 
hechos  y discutirse  todas  las  cuestiones  que  jue- 
guen en  la  causa,  no  es  posible  sostener  aquella 
antigua  legislación  tan  inflexible  y rigurosa  que, 
sobre  anular  la  libertad  y espontaneidad  de  los 
testigos,  expuestos  á una  persecución  originada  en 
una  traducción  infiel  de  su  pensamiento,  pugnaría 
hoy  abiertamente  con  la  índole  del  sistema  acusa- 
torio y con  la  esencia  y los  altos  fines  del  juicio  pú- 
blico y oral. 

Todas  estas  concesiones  al  principio  de  libertad, 
que  á una  parte  de  nuestros  Jueces  y Magistrados 
parecerán  sin  duda  exorbitantes,  no  contentarán 
aun  probablemente  á ciertas  escuelas  radicales  que 
intentan  extender  al  sumario,  desde  el  momento 
mismo  en  que  se  inicia,  las  reglas  de  publicidad, 
contradicción  é igualdad  que  el  proyecto  de  Códi- 
go establece  desde  que  se  abre  el  juicio  hasta  que 
se  dicta  la  sentencia  firme.  No  niega  el  infrascrito 
que  insignes  escritores  mantienen  esta  tesis  con 
ardor  y con  fe;  pero  hasta  ahora  no  puede  conside- 
rársela más  que  como  un  ideal  de  la  ciencia,  al 
cual  tiende  á acercarse  progresivamente  la  legisla- 
ción positiva  de  los  pueblos  modernos.  ¿Se  realiza- 
rá algún  día  por  completo?  El  Ministro  que  suscri- 
be lo  duda  mucho.  Es  difícil  establecer  la  igualdad 
absoluta  de  condiciones  jurídicas  entre  el  indivi- 
duo y el  Estado  en  el  comienzo  mismo  del  proce- 
dimiento por  la  desigualdad  real  que  en  momento 
tan  crítico  existe  entre  uno  y otro:  desigualdad  cal- 
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culadamente  introducida  por  el  criminal  y de  que 

éste  solo  es  responsable.  Desde  que  surge  en  su 

\ 

mente  la  idea  del  delito^  ó por  lo  menos  desde  que, 
pervertida  su  conciencia,  forma  el  propósito  deli- 
berado de  cometerle,  estudia  cauteloso  un  conjun- 
to de  precauciones  para  sustraerse  á la  acción  de  la 
justicia  y coloca  al  Poder  público  en  una  posición 
análoga  á la  de  la  victima,  la  cual  sufre  el  golpe 
por  sorpresa,  indefensa  y desprevenida.  Para  res- 
tablecer, pues,  la  igualdad  en  las  condiciones  de  la 
lucha,  ya  que  se  pretende  por  los  aludidos  escrito- 
res que  el  procedimiento  criminal  no  debe  ser  más 
que  un  duelo  noblemente  sostenido  por  ambos 
combatientes,  menester  es  que  el  Estado  tenga  al- 
guna ventaja  en  los  primeros  momentos,  siquiera 
para  recoger  los  vestigios  del  crimen  y los  indicios 
de  la  culpabilidad  de  su  autor.  Pero  sea  de  esto  lo 
que  quiera,  la  verdad  es  que  sólo  el  porvenir  puede 
resolver  el  problema  de  si  llegará  ó no  á realizarse 
aquel  ideal.  Entre  tanto  los  que  tienen  la  honra  de 
dirigir  los  destinos  de  un  pueblo  están  obligados  á 
ser  prudentes  y á no  dar  carta  de  naturaleza  en 
los  Códigos  á ideas  que  están  todavía  en  el  período 
de  propaganda,  que  no  han  madurado  en  la  opi- 
nión ni  menos  encarnado  en  las  costumbres,  ni  se 
han  probado  en  la  piedra  de  toque  de  la  expe- 
riencia. 

El  Gobierno  de  V.  M.  cree  ser  consecuente  con 
el  espíritu  liberal  que  informa  su  política,  introdu- 
ciendo dentro  de  ciertos  límites  racionales  el  siste- 
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ma  acusatorio  en  el  sumario,  lo  cual  constituye  un 
gran  progreso  sobre  la  Ley  de  22  de  Diciembre  de 
1872.  No  hay  tampoco  una  sola  nación  en  el  conti- 
nente europeo  que  vaya  en  esto  más  allá  que  el  ad- 
junto proyecto  de  Código,  ni  siquiera  la  Alemania, 
en  cuyas  leyes  procesales  quedó  impreso  como  en 
roca  de  granito  el  sello  característico  del  individua- 
lismo germánico,  sin  que  hayan  alcanzado  á borrar- 
le ni  la  autoridad'prepotente  de  sus  Monarcas,  ni 
sus  grandes  glorias  militares,  ni  su  reciente  y por- 
tentoso engrandecimiento  territorial. 

Con  idéntico  criterio  resuelve  el  nuevo  Código 
las  demás  cuestiones  fundamentales  del  Enjuicia- 
miento. En  materia  penal  hay  siempre  dos  intere- 
ses rivales  y contrapuestos:  el  de  la  sociedad,  que 
tiene  el  derecho  de  castigar,  y el  del  acusado,  que 
tiene  el  derecho  de  defenderse.  El  carácter  indivi- 
dualista del  derecho  se  ostenta  en  el  sistema  acu- 
satorio, en  el  cual  se  encarna  el  respeto  á la  perso- 
nalidad del  hombre  y á la  libertad  de  la  conciencia, 
mientras  que  el  procedimiento  de  oficio  é inquisi- 
tivo representa  el  principio  social  y se  encamina 
preferentemente  á la  restauración  del  orden  jurí- 
dico perturbado  por  el  delito,  apaciguando  al  pro- 
pio tiempo  la  alarma  popular.  Por  lo  tanto,  el  pro- 
blema de  la  organización  de  la  justicia  criminal  no 
se  resuelve  bien  sino  definiendo  claramente  los  de- 
rechos de  la  acusación  y de  la  defensa,  sin^sacrifi- 
car  ninguno  de  los  dos,  ni  subordinar  el  uno  al  otro, 
antes  bien  armonizándolos  en  una  síntesis  superior. 
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Formado  de  oficio  ó á instancia  de  parte  el  su- 
mario por  un  funcionario  independiente  del  Tri})U- 
nal  que  ha  de  sentenciar;  obligado  por  la  ley  este 
instructor  á recoger,  así  los  datos  adversos  como 
los  favorables  al  procesado,  bajo  la  inspección  in- 
mediata del  Fiscal,  del  acusador  particular,  y has- 
ta donde  es  posible,  del  acusado  ó su  Letrado  de- 
fensor; otorgada  una  acción  pública  y popular  pa- 
ra acusar,  en  vez  de  limitarla  al  ofendido  y sus 
herederos;  reconocida  y sancionada  la  existencia 
del  Ministerio  fiscal,  á quien  se  encomienda  la  mi- 
sión de  promover  la  averiguación  de  los  delitos  y 
el  castigo  de  los  culpables,  sin  dejar  por  esto  de 
defender  á la  vez  al  inculpado  inocente,  resulta 
que  puede,  sin  peligro  de  los  intereses  públicos  y 
particulares,  ceñirse  el  Tribunal  al  ejercicio  de 
una  sola  atribución:  la  de  fallar  como  Juez  impar- 
cial del  campo  sin  sujetarse  á una  prueba  tasada 
de  antemano  por  la  ley;  antes  bien,  siguiendo  li- 
bremente las  inspiraciones  de  su  conciencia,  exen- 
to de  las  pasiones  que  enciende  siempre  la  lucha 
en  el  ánimo  de  los  contendientes  y sin  el  aguijón 
del  amor  propio,  excitado  en  el  Juez  instrucJor 
por  las  estratagemas  que  en  ocasiones  emplean  el 
acusado  y el  acusador  privado  para  burlar  sus  in- 
vestigaciones, y,  aun  sin  esto,  por  las  mismas  difi- 
cultades inherentes  de  ordinario  á la  instrucción. 

Para  mantener  al  Tribunal  en  esta  serena  y ele- 
vada esfera  y no  desvirtuar  el  principio  acusato- 
rio que  informa  el  nuevo  Código,  ha  creído  el  í|ue 
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suscribe  que  únicamente  al  Ministerio  físcal  ó al 
acusador  particular,  si  le  hubiere,  corresponde  for- 
mular el  acta  de  acusación  comprensiva  de  los 
puntos  sobre  que  en  adelante  deben  girar  los  de- 
bates, siguiendo  en  esto  al  Código  de  instrucción 
criminal  austríaco,  que  es  acaso,  de  los  actualmen- 
te vigentes  en  la  Europa  continental,  el  que  ha 
desarrollado  con  más  lógica  y extensión  el  siste- 
ma acusatorio.  Así  es  como  se  logra  que  la  cues- 
tión criminal  que  en  el  proceso  se  agita  ó discute 
vaya  intacta  al  Tribunal  á quien  corresponde  de- 
cidirla; así  es  como  las  partes  pueden  preparar 
con  perfecto  conocimiento  de  causa  los  respecti- 
vos elementos  de  cargo  y de  descargo  y hacer  sus 
acusaciones  ó defensas  con  fe  y libertad  comple- 
ta, sin  la  coacción,  siquiera  sea  moral,  que  no  pue- 
de menos  de  existir  cuando  el  que  ha  de  fallar 
prejuzga  en  cierto  modo  el  fallo,  formulando  de  ofi- 
cio el  acta  de  acusación,  lo  cual  lleva  naturalmen- 
te el  desaliento  al  ánimo  de  aquel  de  los  conten- 
dientes á quien  perjudica  la  calificación  jurídica 
hecha  prematuramente,  aunque  con  carácter  pro- 
visorio, por  el  Tribunal.  Ni  son  estos  los  únicos  in- 
convenientes que  acarrea  la  adtnisión  del  acta  de 
acusación  de  oficio,  pues  una  vez  formulada  ésta, 
ó se  obliga  al  Ministerio  fiscal  á sostenerla  contra 
sus  convicciones,  poniendo  en  tortura  su  concien- 
cia, ó se  le  deja  en  libertad  para  combatirla,  en  cu- 
yo caso  ya  no  son  las  partes  quienes  contienden 
entro  sí,  sino  que  se  discute  únicamente  el  pensa- 
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miento,  la  opinión,  el  juicio  formulado  por  el  Tri- 
bunal, que  de  este  modo  desciende  á la  arena  del 
combate  para  convertirle  en  acusador,  con  el  ries- 
go inminente  de  que  la  excitación  del  amor  pro- 
pio de  los  Jueces  ofusque  ó perturbe  su  inteligen- 
cia. No;  los  Magistrados  deben  permanecer  duran- 
te la  discusión  pasivos,  retraídos,  neutrales,  á se- 
mejanza de  los  Jueces  de  los  antiguos  torneos,  li- 
mitándose á dirigir  con  ánimo  sereno  los  debates. 
Por  esto  entre  las  obligaciones  impuestas  al  Mi- 
nisterio fiscal  en  Francia  y Alemania  de  formular 
, un  acta  de  acusación  cuando  así  lo  ha  acordado  el 
respectivo  Tribunal,  y la  libertad  que  á dicho 
Ministerio  otorga  la  ley  austríaca,  ha  optado  el 
que  suscribe  por  la  última  solución,  que  respeta 
más  los  fueros  de  la  conciencia,  los  derechos  in- 
dividuales,  y está  más  en  consonancia  con  el  prin- 
cipio fundamental  en  que  descansa  el  sistema  acu- 
satorio. 

Este  principio  aplicado  en  absoluto  adolece,  sin 
embargo,  de  un  vicio,  que  han  puesto  de  relieve 
insignes  Magistrados  encanecidos  en  la  adminis- 
tración de  justicia.  Proscrita  para  siempre  la  abso- 
lución de  la  instancia^  y rigiendo  sin  excepción  la 
máxima  non  bis  in  idem^  evidente  es  que  el  error 
del  Fiscal  en  la  calificación  jurídica  del  hecho  jus- 
ticiable produce  la  impunidad  del  delincuente.  Está 
bien  que  en  los  procesos  civiles  el  Tribunal  tenga 
la  obligación  de  absolver  ó condenar,  así  como 
también  la  de  ajustar  estrictamente  su  fallo  á los 


26 


EXPOSICIÓN 


términos  en  que  las  partes  hayan  planteado  el  pro- 
blema litigioso,  ó sea  á la  acción  ejercitada  por  el 
demandante  y á las  excepciones  formuladas  por  el 
demandado;  porque  las  cuestiones  que  en  esos  pro- 
cesos se  ventilan  son  de  mero  interés  privado,  y 
porque  además  no  es  raro  que  pueda  subsanarse 
total  ó parcialmente  en  un  nuevo  proceso  el  error 
padecido  al  entablar  la  acción,  para  lo  cual  suelen 
hacerse  reservas  de  derecho  en  la  sentencia  en 
favor  del  condenado;  pero  en  los  procesos  crimina- 
les, que  pueden  incoarse  de  oficio,  están  siempre 
en  litigio  el  interés  social  y la  paz  pública;  y,  te- 
niendo el  Tribunal  la  obligación  de  condenar  ó ab- 
solver libremente  sin  reserva  alguna  y sin  que  le 
sea  lícito  abrir  un  nuevo  procedimiento  sobre  el 
mismo  hecho  ya  juzgado,  es  violento  torturar  la 
conciencia  de  los  Magistrados  que  le  forman  hasta 
el  punto  de  colocarles  en  la  dura  alternativa  de 
condenar  al  acusado  á sabiendas  de  que  faltan 
á la  ley  ó cometen  una  nulidad,  ó absolverle  con  la 
convicción  de  que  es  criminal,  dejando  que  insulte 
con  su  presencia  y aire  de  triunfo  á la  víctima  y 
su  familia  tan  sólo  porque  el  Ministerio  público  no 
lia  sabido  ó no  ha  querido  calificar  el  delito  con 
arreglo  á su  naturaleza  y á las  prescripciones  del 
Código  penal.  De  todas  suertes  es  innegable  que 
llevados  á tal  exageración  el  sistema  acusatorio  y 
la  pasividad  de  los  Tribunales,  éstos  abdican  en  el 
Fiscal,  en  cuyas  manos  queda  toda  entera  la  justi- 
cia. De  su  buena  ó mala  fe,  que  no  sólo  de  su  peri- 
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cia,  dependería  exclusivamente  en  lo  futuro  la 
suerte  de  los  acusados. 

Y suponiendo  que  algún  día  el  legislador,  echán- 
dose en  brazos  de  la  lógica,  llegase  hasta  este  últi- 
mo límite  del  sistema  acusatorio,  el  Gobierno  de 
V.  M.  ha  creído  que  la  transición  era  demasiado 
brusca  para  este  país,  en  que  los  Jueces  han  sido 
hasta  ahora  omnipotentes,  persiguiendo  los  delitos 
por  su  propia  y espontánea  iniciativa,  instruyendo 
las  causas  los  mismos  que  habían  de  fallarlas, 
ejerciendo  la  facultad  omnímoda  de  separarse  de 
los  dictámenes  fiscales,  así  durante  la  sustancia- 
ción  como  en  la  sentencia  definitiva,  calificando 
según  su  propio  juicio  el  delito  y designando  la 
pena,  sin  consideración  á las  conclusiones  de  la 
acusación  y la  defensa,  y empleando  por  último  la 
fórmula  de  la  absolución  de  la  instancia,  ó lo  que 
es  lo  mismo,  dejando  indefinidamente  abierto  el 
procedimiento  cuando,  faltos  de  prueba  para  con- 
denar, infundían  en  su  mente  las  diligencias  su- 
mariales livianas  sospechas  contra  el  acusado.  La 
sociedad  debe  marchar,  como  la  naturaleza,  gra- 
dualmente y no  á saltos:  los  progresos  jurídicos 
deben  irse  eslabonando,  si  han  de  encarnar  en  las 
costumbres  del  país.  Por  esto,  el  Gobierno  propone 
á V.  M.  la  solución  contenida  en  el  art.  733,  que  no 
altera  en  rigor  la  virtualidad  del  principio  acusato* 
rio.  Según  la  estructura  de  la  adjunta  ley,  concluso 
el  sumario,  las  partes  hacen  la  calificación  provi- 
sional del  hecho  justiciable.  Sobre  sus  conclusio- 
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lies  versan  las  pruebas  que  se  practican  durante 
todo  el  juicio,  y al  término  de  éste,  cuando  ya  no 
faltan  más  que  los  informes  del  Fiscal  y del  defen- 
sor del  acusado,  autorízase  á uno  y otro  para  con- 
firmar, rectificar  ó variar,  en  vista  de  las  pruebas, 
su  primera  calificación.  Al  llegar  á este  trámite,  to- 
do en  rigor  está  acabado:  los  Jueces  han  oído  al 
reo  y los  testigos;  han  examinado  las  demás  piezas 
de  convicción  y están  en  condiciones  de  apreciar 
con  amplitud  y acierto  la  naturaleza  del  hecho  que 
es  materia  del  juicio.  Si  en  tal  momento  les  asalta 
una  duda  grave  sobre  su  verdadera  calificación  ju- 
rídica, ¿qué  dificultad  puede  haber  en  que  hipoté- 
ticamente, sin  prejuzgar  el  fallo  definitivo  y sólo 
por  vía  de  ilustración,  invite  el  Presidente  del  Tri- 
bunal al  Ministerio  público  y defensor  del  proce- 
sado para  qae  en  sus  informes  discutan  una  tesis 
más?  El  principio  acusatorio  quedaría  quebrantado 
si  ésta  no  hubiera  de  discutirse  y resolverse  con 
arreglo  á las  pruebas  ya  practicadas,  dando  lugar 
á que  se  abriese  de  nuevo  ó se  prorrogase  el  juicio; 
pero  como  éste  está  ya  terminado  y no  es  permiti- 
do volver  sobre  él,  todo  lo  que  puede  suceder  es 
que  el  Fiscal  ó el  Letrado  necesiten  veinticuatro 
horas  para  razonar  sobre  la  hipótesis  del  Tribunal 
con  la  conveniente  preparación. 

Con  ser  tan  modesta  y estarían  ceñida  esta  fa- 
cultad, declara,  sin  embargo,  la  ley  qde  no  se  ex- 
tiende á los  delitos  privados  ó que  sólo  pueden  per- 
seguirse á instancia  de  parte,  ni  á la  calificación 
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de  las  circunstancias  atenuantes  ó agravantes,  ni 
á la  de  la  participación  respectiva  de  los  procesa- 
dos en  la  ejecución  del  crimen,  quedando  reduci- 
da á la  satisfacción  de  una  necesidad  apremiante 
originada  en  un  interés  público  y de  orden  social. 
Aun  encerrada  en  tan  estrechos  límites,  el  Minis- 
tro que  suscribe  hubiera  renunciado  á ella  y man- 
tenídose  en  el  rigorismo  del  principio  acusatorio, 
si  los  Códigos  más  progresivos  y liberales  de  la 
Europa  continental  le  hubieran  alentado  con  su 
ejemplo;  pero  no  hay  ninguno  que  no  dé  mayor 
amplitud  á la  intervención  del  Tribunal  en  el  jui- 
cio. En  Francia  y Alemania  ya  se  ha  visto  que  el 
Ministerio  fiscal  tiene  la  obligación  de  formular  el 
acta  de  acusación  cuando  así  lo  acuerda  el  Tribu- 
nal respectivo,  y además  la  misma  ley  alemana  y 
la  austríaca  dejan  á éste  en  libertad  de  apreciar  el 
hecho  justiciable  sin  sujetarse  á la  calificación  que 
de  él  hubieren  hecho  las  partes,  y sin  tomar  la  pre- 
caución de  someter  á éstas  la  nueva  faz  de  la  cues- 
tión, á fin  de  que  la  discutan  ampliamente  antes 
de  que  recaiga  el  veredicto.  Precediendo  este  so- 
lemne debate,  no  ampliándose  ni  reformándose  en 
ningún  caso  las  piezas  de  convicción,  no  puede,  en 
rigor,  acusarse  de  incongruencia  al  fallo,  puesto 
que  la  ley,  en  suma,  se  limita  á establecer  un  me- 
dio de  suplir  la  omisión  del  Fiscal,  cuyo  deber  es 
hacerse  cargo  de  todas  las  calificaciones  probables 
que  autorice  la  prueba  practicada,  y que  pueda 
aceptar  el  Tribunal,  redactando  al  efecto,  cuando 


30 


EXPOSICIÓN 


fuere  necesario,  la  pretensión  alternativa  de  que 
habla  el  artículo  732.  El  Tribunal  propone,  hipo- 
téticamente y sobre  la  base  de  una  prueba  inalte- 
raV)le,  un  tema  de  discusión  momentos  antes  de 
pronunciar  su  veredicto,  cuando  cada  Magistrado 
tiene  ya  formado  su  juicio  definitivo  sobre  el  voto 
que  se  va  á dar.  Mejor  es,  por  tanto,  que  le  emita 
después  de  un  debate  que  puede  iluminar  su  men- 
te y rectificar  su  juicio,  que  no  autorizarle  para 
que  en  el  fallo  se  separe  de  las  condiciones  deba- 
tidas por  las  partes  y siga  sus  propias  inspiracio- 
nes, no  contrastadas  en  el  crisol  de  la  contradic- 
ción, como  le  autorizan  los  Códigos  austríaco  y ale- 
mán, á pesar  de  ser  los  más  adalantados  de  la  Eu- 
ropa continental. 

Tales  son.  Señor,  prescindiendo  de  otras  muchas 
reformas  de  menor  importancia,  aunque  sustancia- 
les, y de  evidentes  mejoras  de  detalle  en  el  método 
y la  redacción,  las  novedades  de  más  bulto  que  eb 
proyecto  adjunto  introduce  en  nuestro  procedí- 
miento  criminal. 

No  desconoce  el  Ministro  que  suscribe  que  la 
aplicación  y cumplimiento  de  la  nueva  ley,  singu- 
inrmente  en  los  primeros  años,  tropezará  con  gra- 
vita (lifiíjultades,  siendo  la  mayor  de  todas  ellas  la 
falta  de  costumbres  avlecuadas  al  sistema  acusato- 
rio y al  juicio  oral  y públi(;o.  Educados  los  españo- 
lo.s  durante  siglos  en  el  prottedimiento  escrito,  se- 
creio  é impiisitorial,  lejos  de  haber  adquirido  con- 
fianza en  la  justicia  y de  coadyuvar  activamente  á 
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SU  recta  aduiinistración,  haciendo,  como  el  ciuda- 
dano inglés,  inútil  la  institución  del  Ministerio  pú- 
blico para  el  descubrimiento  y castigo  de  los  deli- 
tos, han  formado  ideas  falsas  sobre  la  policía  judi- 
cial, y se  han  desviado  cada  vez  más  de  los  Tribu- 
nales, mirando  con  lamentable  recelo  á Magistra- 
dos, Jueces,  Escribanos  y alguaciles,  y repugnando 
figurar  como  testigos  en  los  procesos.  Pero  este  mal 
será  mayor  cuanto  más  tiempo  pase;  y como  lo  ac- 
tual no  puede  seguir  sin  desdoro  de  la  Nación  y de 
Jos  Poderes  que  la  gobiernan,  lo  mejor  es  decidirse, 
que  alguna  vez  se  ha  de  empezar,  si  la  España  no 
ha  de  ser  una  excepción  entre  los  pueblos  cultos 
de  Europa  y América. 

El  Gobierno  de  V.  M.  tiene  tal  confianza  en  la 
aptitud  especial  y las  condiciones  privilegiadas  de 
nuestra  raza,  que  espera  será  breve  el  aprendizaje, 
no  tan  sólo  en  la  aplicación  de  esta  ley,  sino  en  la 
obra  aun  más  delicada  de  compartir  con  los  Jueces 
la  misión  augusta  de  administrar  justicia  como  Ju 
rado;  y que  muy  pronto  el  ciudadano  español  de- 
mostrará que  es  digno  de  gozar  de  las  mismas  ven- 
tajas que  poseen  los  extranjeros. 

Al  logro  de  fin  tan  importante  y transcendental 
coadyuvarán,  sin  duda,  el  celo  é ilustración  de  la 
Magistratura  y del  Miriisterio  público;  que  no  es 
posible,  Señor,  montar  una  máquina  delicada  y ha- 
cerla funcionar  con  éxito,  sino  contando  con  el 
asentimiento,  el  entusiasmo,  la  fe  y el  patriotismo 
de  los  que  han  de  manejarla. 
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Kii  vista  de  las  razones  expuestas,  el  Ministro 
que  suscribe  tiene  la  honra  de  someter  á la  apro- 
bación de  V.  M.  el  adjunto  proyecto  de  decreto. 

REAL  DECRETO 

(de  14  Septiembre  1882). 

Artículo  1.®  Se  aprueba  el  adjunto  proyecto  de 
Código  de  Enjuiciamiento  criminal,  redactado  con 
arreglo  á la  autorización  concedida  al  Gobierno  por 
la  ley  sancionada  en  11  de  Febrero  de  1881,  y pu- 
blicada en  virtud  del  Real  decreto  de  22  de  Junio 
de  1882. 

Art.  2.0  El  nuevo  Código  de  Enjuiciamiento 
criminal  comenzará  á regir  'en  el  tiempo  y de  la 
manera  que  establecen  las  reglas  siguientes: 

1. a  Se  aplicará  y regirá  en  su  totalidad  desde 
el  día  siguiente  al  en  que  se  constituyan  los  Tribu- 
nales de  que  habla  la  ley  sancionada  en  16  de  Ju- 
nio de  1882  y promulgada  por  virtud  de  Real  de- 
(;reto  de  22  de  Junio  del  propio  año. 

2. a  Se  aplicará  y regirá  desde  15  de  Octubre 
próximo  en  la  parte  referente  á la  formación  de  los 
sumarios  comprendida  desde  el  título  IV  del  li- 
}>ro  II  hasta  el  art.  622  del  título  XI  del  mismo 
libro. 

3. a  Las  causas  por  delitos  cometidos  con  ante- 
rioridad al  16  de  Octubre  próximo  continuarán 
sustanciándose  con  arreglo  á las  disposiciones  del 
procedimiento  vigente  en  la  actualidad. 
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4.a  Si  las  causas  á que  se  refiere  la  regla  ante- 
rior no  hubieren  llegado  al  período  de  calificación, 
podrán  sustanciarse  con  arreglo  á las  disposiciones 
del  nuevo  Código  si  todos  los  procesados  en  cada 
una  de  ellas  optan  por  el  nuevo  procedimiento. 

Para  ello  el  Juez  que  estuviese  conociendo  del 
sumario  en  16  de  Octubre  próximo  hará  compare- 
cer á su  presencia  á todos  los  procesados  acompa- 
ñados de  sus  defensores.  Si  aun  no  los  tuvieren,  se 
se  les  nombrará  de  oficio  para  la  comparecencia. 
Esta  se  hará  constar  en  la  causa  por  medio  de 
acta. 

6.®  Cuando  las  causas  por  delitos  cometidos 
con  posterioridad  al  16  de  Octubre  próximo,  y las 
á que  se  refiere  la  regla  anterior  alcancen  el  estado 
de  conclusión  del  sumario  antes  de  que  se  hayan 
constituido  las  nuevas  Audiencias  de  lo  criminal, 
se  suspenderán  en  tal  estado  en  los  Juzgados  que 
de  ellas  entiendan,  debiendo  remitirlas  á dichas 
Audiencias  en  el  mismo  día  en  que  éstas  se  cons- 
tituyan. 

6.^  Las  8alas  de  lo  criminal  de  las  actuales  Au- 
diencias conocerán,  en  tanto  que  se  constituyan  las 
nuevas,  de  los  recursos  que  se  entablen  en  los  su- 
marios instruidos  ó continuados  con  sujeción  á 
los  preceptos  de  la  nueva  ley. 

Los  Jueces  de  primera  instancia  se  considerarán 
desde  luego  como  Jueces  instructores  en  las  causas 
que  se  ajusten  al  nuevo  procedimiento. 

Art.  3.0  Un  Keal  decreto  fijará  con  la  debida 


Ley  de  Enj.  criminal 


3 


34 


REAL  DECRETO 


anticipación  el  día  en  que  han  de  constituirse  los 
nuevos  Tribunales. 

Art.  4.0  Desde  que  cesen  en  sus  cargos  los  ac- 
tuales Promotores  desempeñarán  las  funciones  del 
Ministerio  público  durante  la  primera  instancia,  en 
las  causas  que  se  sigan  sustanciando  con  arreglo  al 
procedimiento  vigente  en  la  actualidad,  los  Fisca- 
les municipales  que  sean  Letrados,  y,  á falta  de  és- 
tos, los  que  designen  los  Fiscales  de  las  Audiencias 
territoriales. 

Art.  5.”  Las  Salas  de  gobierno  del  Tribunal  Su- 
premo y de  las  Audiencias  y,  en  su  día,  los  nue- 
vos Tribunales,  consultarán  directamente  con  el 
Ministerio  de  Gracia  y Justicia,  para  su  resolución, 
las  dudas  que  puedan  originarse  en  la  inteligencia 
y aplicación  de  este  Eeal  decreto. 

Dado  en  San  Ildefonso  á 14  de  Septiembre 
de  1882. 
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DISPOSICIONES  GENERALES 


TITULO  PRIMERO 

PRKL1M1NARK8 

CAPÍTULO  PRIMERO 
Reglas  generales. 

Artículo  1.®  No  se  impondrá  pena  alguna  por 
consecuencia  de  actos  punibles  cuya  represión  in- 
cumba á la  jurisdicción  ordinaria,  sino  de  confor- 
midad con  las  disposiciones  del  presente  Código  ó 
de  leyes  especiales,  y en  virtud  de  sentencia  dic- 
tada por  Juez  competente  (1). 


(1)  No  obstante  lo  preceptuado  en  el  Tratado  de  ex- 
tradición entre  España  y Portugal,  estará  bien  aplica- 
da la  pena  de  muerte  al  reo  del  delito  complejo  de  robo  y 
asesinato,  siendo  incumbencia  del  Jefe  del  Estado  hacer 
que  se  cumplti  el  precepto  del  Tratado  aplicando  el  co- 
rrespondiente indulto  para  que  no  se  ejecute  dicha  pena. 
(S.  15  Abril  1884).— Los  Tribunales  españoles  son  com- 
petentes para  conocer  de  los  delitos  graves  cometidos 


36 


LIBRO  PRIMERO — TÍTÜLÓ  1 


Art.  2.0  Todas  las  Autoridades  y funcionarios 
que  intervengan  en  el  procedimiento  penal  cuida- 
rán, dentro  de  los  límites  de  su  respectiva  compe- 
tencia, de  consignar  y apreciar  las  circunstancias 
así  adversas  como  favorables  al  presunto  reo;  y es- 
tarán obligados,  á falta  de  disposición  expresa,  á 
instruir  á éste  de  sus  derechos  y de  los  recursos 
que  pueda  ejercitar,  mientras  no  se  hallare  “asistido 
de  defensor. 


CAPITULO  II 
Cuestiones  prejudiciales 

Art.  3.0  Por  regla  general  la  competencia  de 
los  Tribunales  encargados  de  la  justicia  penal  se 
extiende  á resolver,  para  sólo  el  efecto  de  la  repre- 
sión, las  cuestiones  civiles  y administrativas  pre- 
judiciales propuestas  con  motivo  de  los  hechos  per- 
seguidos, cuando  tales  cuestiones  aparezcan  tan 
íntimamente  ligadas  al  hecho  punible  que  sea  ra- 
cionalmente imposible  su  separación  (2). 


por  españoles  en  el  extranjero,  siempre  que  no  hayan  si- 
do allí  objeto  de  juicio  ni  de  indulto.  (S.  8 Junio  1895). — 
No  es  aplicable  bajo  ningún  concepto  el  art.  341  de  la 
Ley  Orgánica  judicial  al  caso  en  que  la  pena  aplicable 
al  delito  en  el  país  donde  se  cometió  sea  menor  que  la 
impuesta  por  nuestro  Código.  (S.  21  Dic.  8*7). 

(1)  La  existencia  de  cuestiones  prejudiciales,  de  in- 
fluencia en  la  determinación  de  los  hechos  procesales  y\ 
en  la  situación  jurídica  de  las  partes,  no  es  materia  de 
casación,  porque  constituyendo  un  método  procesal  para 
fijar  los  liechos  y su  procedencia,  no  puede  ser  objeto  de 
los  errores  de  derecho  que  dan  lugar  á dicho  recurso. 
(S.  14  Mayo  1895). 

(2)  El  conocimiento  de  la  causa  instruida  á un  Alcal- 
de por  pescar  en  vedado  particular,  corresponde  exclusi^ 


PRELIMINAREvS 
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Art.  4.®  Sin  embargo,  si  la  cuestión  prejadicial 
fuese  determinante  de  la  culpabilidad  ó de  la  ino- 
cencia, el  Tribunal  de  lo  criminal  suspenderá  el 
procedimiento  hasta  la  resolución  de  aquélla  por 
quien  corresponda;  pero  puede  fijar  un  plazo,  que 
no  exceda  de  dos  meses,  para  que  las  partes  acu- 
dan al  Juez  ó Tribunal  civil  ó contencioso  admi- 
nistrativo competente  (1). 

Pasado  el  plazo  sin  que  el  interesado  acredite 
haberlo  utilizado,  el  Tribunal  de  lo  criminal  alzará 
la  suspensión  y continuará  el  procedimiento. 

En  estos  juicios  será  parte  el  Ministerio  fiscal. 

Art.  5.®  No  obstante  lo  dispuesto  en  los  dos  ar- 
tículos anteriores,  las  cuestiones  civiles  prejudicia- 
les referentes  á la  validez  de  un  matrimonio  ó á la 
supresión  de  estado  civil,  se  deferirán  siempre  al 
Juez  ó Tribunal  que  deba  entender  de  las  mismas, 
y su  decisión  servirá  de  base  á la  del  Tribunal  de 
lo  criminal. 

Art.  6.0  Si  la  cuestión  civil  prejudicial  se  refie- 
re al  derecho  de  propiedad  sobre  un  inmueble  ó á 
otro  derecho  real,  el  Tribunal  de  lo  criminal  podrá 
resolver  acerca  de  ella  cuando  tales  derechos  apa- 


vamente á la  Autoridad  judicial.  (R.  D.  4 Febrero  1889). 
— El  vínculo  de  parentesco  que  media  entre  el  ofensor  y 
el  ofendido  ó los  efectos  de  la  sanción  penal  que  estable- 
ce el  art.  417  del  Código,  es  cuestión  íntimamente  liga- 
da al  hecho  punible  y de  la  competencia  de  los  Tribuna- 
les encargados  de  la  justicia  penal.  (S.  13  Julio  1897). 

(1)  Lo  dispuesto  en  este  artículo  y ios  dos  siguientes 
puede  considerarse  como  una  excepción  á lo  preceptuado 
en  el  111  y en  el  114.  Unicamente  tienen  facultad  para 
suspender  el  procedimiento  penal  por  una  cuestión  pre- 
judicial el  Tribunal  de  lo  criminal  y no  el  Juez  de  ins- 
trucción.— No  suspenden  el  procedimiento  las  cuestiones 
prejudiciales  que  exigen  previa  ó únicamente  una  recla- 
mación gubernativa.  (^Circular  del  Fisc.  delTrib.  Sup.  31 
Marzo  1889). 
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rezcan  fundados  en  un  título  auténtico  ó en  actos 
indubitados  de  posesión  (1). 

Art.  7.0  El  Tribunal  de  lo  criminal  se  atempe- 
rará respectivamente  á las  reglas  del  derecho  civil 
ó administrativo,  en  las  cuestiones  prejudiciales 
que,  con  arreglo  á los  artículos  anteriores,  deba  re- 
solver (2). 


TITULO  II 

Dá  LA  COMPETENOIA  DE  LOS  JUECES  Y TRIBUNALES 

EN  LO  CRIMINAL 

CAPITULO  PRIMERO 

De  las  reglas  por  donde  se  determma 
la  competencia. 

Art.  8.0  La  jurisdicción  criminal  es  siempre 
improrrogable. 

Art.  9.0  Los  Jueces  y Tribunales  que  tengan 
competencia  para  conocer  de  una  causa  determina- 
da, la  tendrán  también  para  todas  sus  incidencias, 
para  llevar  á efecto  las  providencias  de  tramita- 


(1)  Puede  resolver  la  cuestión  civil  prejudicial  el 
Juez  f{ue  conoce  enjuicio  de  faltas  por  pastar  un  ganado 
en  propiedad  ajena.  (S.  29  Ab.  188T), — El  Juez  puede  apre- 
ciar libremente  la  prueba  y establecer  que  el  derecho  del 
denunciante  se  funda  en  un  título  auténtico.  (S.  14 
Abril  1888). — No  hay  cuestión  prejudicial  que  resolver 
cuí«ndo  el  Tribunal,  al  establecer  los  hechos,  afirma  de 
(juién  es  la  posesión.  (S.  2 Junio  1891). 

(2)  Los  incidentes  sobre  admisión  de  cuestiones  pre- 
judiciales deben  tramitarse  como  artículos  de  previo  pro- 
nuncianiiento,  no  pudiendo  promoverse  estos  incidentes 
sino  antes  de  evacuarse  el  traslado  do  calificación.  (Cir- 
cular del  Fisc.  del  Trib.  Sup.  30  Ab.  1888). 
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ción,  y para  la  ejecución  de  las  sentencias  (1). 

Art.  10,  Con  'esponderá  á la  jurisdicción  ordi- 
naria el  conocimiento  de  las  causas  y juicios  crimi- 
nales, con  excepción  de  los  casos  reservados  pol- 
las leyes  al  Senado,  á los  Tribunales  de  Guerra 
y Marina  y á las  Autoridades  administrativas  ó de 
policía  (2). 

Arl.  !!•  El  conocimiento  de  las  cansas  por  deli- 


(1)  Eutre  estas  incidencias  debe  incluirse  la  aplica- 
ción de  la  g-racia  de  indulto.  (Auto  29  Jul.  1889). 

(2)  La  cuestión  de  si  el  árbol  do  que  ha  cogido  fruto 
un  dependiente  de  una  Diputación  provincial  correspon- 
día ó no  á la  Corporación,  y de  si  ésta  le  había  ó no  auto- 
rizado para  ello,  es  de  las  que  deben  resolverse  previa- 
mente y puede  servir  de  base  al  fallo  que  en  su  día  dic- 
ten los  Tribunales.  (R.  D.  11  Feb.  1885). —No  debe  sus- 
citar competencia  la  Administración  en  la  causa  instrui- 
da por  apoderarse  violentamente  el  procesado  de  las  in- 
signias y autoridad  de  Alcalde  (R.  D 28  Mayo  1884);  ni 
en  la  instruida  por  haber  ocupado,  en  beneficio  de  un  ca- 
mino vecinal,  sin  haberlo  mandado  recomponer  el  Ayun- 
tamiento, terrenos  de  propiedad  particular  (R.  D.  16  Mar- 
zo 1884);  ni  en  el  juicio  de  faltas  por  daños  causados  por 
granados  en  heredad  particular  aunque  se  alegue  servi- 
dumbre de  comunidad  de  pastos  (R.  D.  30  En.  1884;  ni 
en  la  causa  contra  un  Alcalde  por  exacciones  ilegales 
(R.  D.  12  En.  1884);  ni  por  abusos  contra  el  ejercicio  de 

^ los  derechos  individuales,  no  estando  en  suspenso  las  ga- 

' rantías  constitucionales  (R.  D.  12  En.  1884). — Cuando  el 
daño  en  un  monte  público  se  ejecuta  con  animo  de  lucro 
es  competente  la  Autoridad  judicial  y no  la  administra- 
tiva. (S.  30  Ab.  1890).  — La  falsificación  de  documentos 
militares  por  quiei\,está  con  licencia  ilimitada  y sin  dis- 
frute de  haberes,  corresponde  á la  jurisdicción  ordinaria 
(Auto  31  Jul.  1890)  — También  corresponde  á esta  juris- 
dicción el  conocimiento  de  los  delitos  de  imprenta  come- 
tidos por  militares.  (Auto  19  Sep.  1891)  — La  jurisdicción 
ordinaria  es  la  conípetente  para  conocer  de  los  delitos  de 
imprenta  cometidos  por  los  que  no  sean  aforados.  (Auto 
28  Diciembre  1897). 
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tos  en  que  aparezcan  á la  vez  culpables  personas 
sujetas  á la  jurisdicción  ordinaria  y otras  aforadas 
corresponderá  á la  ordinaria, salvo  las  excepciones 
consignadas  expresamente  en  las  leyes  respecto  á 
la  competencia  de  otra  jurisdicción  (1). 

Art.  12.  Sin  embargo  de  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo anterior,  la  jurisdicción  ordinaria  será  siem- 
pre competente  para  prevenir  las  causas  por  delitos 
que  cometan  los  aforados. 

Esta  competencia  se  limitará  á instruir  las  pri- 
meras diligencias,  concluidas  las  cuales,  la  juris- 
dicción ordinaria  remitirá  las  actuaciones  al  Juez  ó 
Tribunal  que  deba  conocer  de  la  (musa  con  arreglo  á 
las  leyes,  y pondrá  á su  disposición  á los  detenidos 
y los  efectos  ocupados. 

La  jurisdicción  ordinaria  cesará  en  las  primeras 
diligencias  tan  luego  como  conste  que  la  especial 
competente  instruye  causa  sobre  el  mismo  cielito. 

Los  autos  de  inhibición  de  esta  clase  que  pronun- 
cien los  Jueces  instructores  de  la  jurisdicción  ordi- 
naria son  apelables  ante  la  respectiva  Audiencia. 

Entre  tanto  que  se  sustancia  y decide  el  recurso 
de  apelación,  se  cumplirá  lo  dispuesto  en  el  art.  22, 
párrafo  segundo,  á cuyo  efecto  y para  la  sustancia- 
ción  del  recurso  se  remitirá  el  correspondiente  tes- 
timonio. 

Art.  13.  Considéranse  como  primeras  diligen- 
cias; las  de  dar  protección  á los  perjudicados,  con- 
signar las  pruebas  del  delito  que  puedan  desapa- 
recer^ recoger  y poner  en  custodia  cnanto  conduz- 


(1)  Véase  el  Cófligo  de  Justicia  militar,  art.  15  y si- 
guientes y la  Ley  Orgánica,  art.  321  y siguientes. — El 
auto  de  sobreseimiento  provisional  dictado  por  la  juris- 
dicción ordinaria  en  el  caso  á que  se  refiere  este  artículo, 
no  es  motivo  de  inhibición  á favor  de  la  Autoridad  mi- 
litar. (Auto  14  Julio  98)." 
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ca  á su  comprobación  y á la  identificación  del  de- 
lincuente, y detener  en  su  caso  á los  reos  pre- 
* suntos. 

Art.  14.  Fuera  de  los  casos  reservados  al  Sena- 
do, y de  aquellos  que  expresa  y limitativamente 
atribuya  la  ley  al  Tribunal  Supremo,  á las  Audien- 
cias territoriales,  á las  jurisdicciones  de  Guerra  y 
Marina  y á las  Autoridades  administrativas  ó de 
policía,  serán  competentes  por  regla  general: 

1.0  Para  los  juicios  de  faltas,  los  Jueces  muni- 
jpipales  del  término  en  que  se  hayan  cometido  (1). 

2.0  Para  la  instrucción  de  las  causas,  los  Jueces 
instructores  del  partido  en  que  el  delito  se  haya 
cometido  (2). 

3.^  Para  conocer  de  la  causa  y del  juicio  res- 
pectivo, la  Audiencia  de  lo  criminal  de  la  circuns- 


(1)  Para  acreditar  el  extremo  de  pertenecer  á un  tér- 
mino municipal  el  lugar  donde  se  ha  cometido  la  falta, 
basta  una  certificación  del  Alcalde  y Secretario  del  pue- 
blo respectivo.  (Auto  30  Octubre  ISOT). 

(2)  Los  delitos  de  injuria  ó calumnia  se  cometen  allí 
donde  se  les  da  publicidad;  y por  consiguiente,  el  come- 
tido en  una  carta  se  consuma  donde  ésta  se  recibe.  (Au- 
to 4 Julio  1889). — En  la  cuestión  de  competencia  en  un 
delito  de  estafa,  debe  atenderse  al  punto  donde  se  hace  el 
pago  objeto  de  ella.  (Auto  1*7  Sept.  1891).  Véase  la  nota 
al  art.  303.  — El  delito  por  la  desaparición  de  una  cosa 
depositada  debe  perseguirse  en  el  lugar  en  que  se  cons- 
tituyó el  depósito.  (Auto  6 Marzo  1897). — En  la  causa 
por  defraudación,  por  haber  facturado  sin  guía  unos  li- 
cores, debe  conocer  el  Juez  del  lugar  donde  se  factura- 
ron. (Auto  l."  Mayo  1897). — Cuando  no  se  conozca  el  lu- 

# gar  del  delito  ni  se  hayan  descubierto  pruebas  materia- 
les del  mismo,  debe  conocer  de  él  el  Juez  ante  quien  se 
haya  hecho  la  denuncia.  (Auto  21  Septiembre  1897).— 
Del  hecho  de  viajar  sin  billete  debe  conocer  el  Juez  del 
lugar  en  que  se  descubrió  y se  negó  el  viajero  á pagar  su 
importe.  (Auto  26  Abril  1898). 
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cripción  en  donde  el  delito  se  haya  cometido  (1). 

Art.  15.  Cuando  no  conste  el  lugar  en  que  se 
haya  cometido  una  falta  ó delito,  serán  Jueces  y 
Tribunales  competentes  en  su  caso  para  conocer 
de  la  causa  ó juicio; 

1. ”  El  del  término  municipal,  partido  ó circuns- 
cripción en  que  se  hayan  descubierto  pruebas  ma- 
teriales del  delito  (2). 

2. ^  El  del  término  municipal,  partido  ó circuns- 
cripción en  que  el  presunto  reo  haya  sido  aprehen- 
dido (3). 

3.0  El  de  la  residencia  del  reo  presunto  (4). 

4.0  Cualquiera  que  hubiese  tenido  noticia  del 
delito. 

Si  se  suscitase  competencia  entre  estos  Jueces  ó 
Tribunales,  se  decidirá  dando  la  preferencia  por  el 
orden  con  que  están  expresados  en  los  números 
que  preceden  (6). 


(1)  Respecto  de  las  causas  contra  los  Jueces  de  ins- 
trucción, son  competentes  las  Audiencias  de  lo  criminal 
en  cuya  jurisdicción  se  halle  el  Juzgado. ''(S.  23  Feb.  y 19 
Mar,  1895). — No  procede  el  recurso  de  casación  por  in- 
fracción de  esta  disposición,  por  no  estar  incluida  en  el 
artículo  849  de  esta  ley.  (S.  28  Nov.  1896). 

(2)  Tiene  aplicación  este  precepto  cuando  no  puede 
determinarse  de  manera  precisa  el  partido  judicial  en  que 
se  ejecutó  el  hecho.  (Auto  4 Mayo  1898). 

(3)  Cuando  no  se  conoce  el  lug^ar  donde  se  cometió  el 
delito  ni  hay  pruebas  materiales  de  éste,  debe  conocer 
de  él  el  Juez  ante  quien  se  hizo  la  denuncia.  (Auto  28 
Septiembre  1897). 

(-1)  Cuando  el  lugar  en  que  se  haya  cometido  una  fal- 
ta corresponda  en  común  á dos  ó más  municipios,  sin  que 
pueda  determinarse  lijamente  cuál  de  ellos  ejerce  allí  ju- 
risdicción, es  aplicable  lo  preceptuado  en  este  número, 
(S.  12  Nov.  1896). 

(5)  Resuelto  el  juicio,  toda  competencia  resulta  mal 
formada.  (S.  7 Junio  1888).— Desconociéndose  a qué  Juz- 
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Tan  luego  como  conste  el  lugar  en  que  se  hu- 
biese cometido  el  delito,  se  rerídtirán  las  diligen- 
cias al  Juez  ó Tribunal  á cuya  demarcación  corres- 
ponda, poniendo  á su  disposición  á los  detenidos 
y efectos  ocupados. 

Art.  16.  La  jurisdicción  ordinaria  será  la  com- 
petente para  juzgar  á los  reos  de  delitos  conexos 
siempre  que  alguno  esté  sujeto  á ella,  aun  cuando 
los  demás  sean  aforados  (1). 

Lo  dispuesto  en  el  párrafo  anterior  se  entiende 
sin  perjuicio  de  las  excepciones  expresamente  con- 
signadas en  este  Código  ó en  leyes  especiales,  y 
singularmente  en  las  leyes  penales  de  Guerra  y 
Marina  respecto  á determinados  delitos  (2). 

Art.  17.  Considéranse  «lelitos  conexos: 

Los  cometidos  simultáneamente  por  dos  ó 
más  personas  reunidas,  siempre  que  éstas  vengan 
sujetas  á diversos  Jueces  ó Tribunales  ordinarios 
ó especiales,  ó que  puedan  estarlo  por  la  índole 
del  delito  (3). 


gado  pertenece  el  punto  donde  se  cometió  el  delito,  es 
competente  aquel  ante  el  cual  se  promovió  la  causa.  (Au 
to  15  Ab.  1890). 

(1)  La  jurisdicción  ordinaria  debe  conocer  de  un  de- 
lito de  injuria  dirigida  al  propio  tiempo  á un  militar 
aforado  y á un  funcionario  del  orden  civil  (Auto  5 No- 
viembre 1889);  si  se  dirigen  sucesivamente,  es  compe- 
tente la  jurisdicción  ordinaria  del  uno  y la  de  guerra  del 
otro.  (Auto  5 Mayo  1890).  — El  Tribunal  del  Jurado  debe 
conocer  de  la  causa  por  delitos  conexos,  cuando  uno  de 
ellos  es  de  su  competencia.  (Auto  9 Jul.  1891). 

(2)  Relaciónanse  con  lo  dispuesto  en  este  artículo  los 
329,  330  y 350  de  la  T.ey  Orgánica  del  Poder  judicial  v 
los  15  á 19  del  Código  de  Justicia  militar. 

(3j  Aun  cuando  los  delitos  sean  análogos  y cometidos 
por  la  misina  persona,  no  son  conexos  cuando  se  cometen 
contra  varios  y en  distinto  lugar  y tiempo.  (Auto  25 
Septiembre  1890). 
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2.0  Los  cometidos  por  dos  ó más  personas  en 
distintos  lugares  ó tiempos  si  hubiese  precedido 
concierto  para  ello  (1). 

3.®  Los  cometidos  como  medio  para  perpetrar 
otros,  ó facilitar  su  ejecución. 

4.0  Los  cometidos  para  procurar  la  impunidad 
de  otros  delitos. 

5.0  Los  diversos  delitos  que  se  imputen  á un 
procesado  al  incoarse  contra  el  mismo  causa  por 
cualquiera  de  ellos,  si  tuvieren  analogía  ó relación 
entre  sí  á juicio  del  Tribunal  y no  hubiesen  sido 
hasta  entonces  objeto  de  procedimiento. 

Art.  18.  Son  Jueces  y Tribunales  competentes, 
por  su  orden,  para  conocer  de  las  causas  por  deli- 
tos conexos: 

1.0  El  del  territorio  en  que  se  haya  cometido 
el  delito  á que  esté  señalada  pena  mayor  (2). 

2.0  El  que  primero  comenzare  la  causa  en  el 
caso  de  que  á los  delitos  esté  señalada  igual  pena. 

3.0  El  que  la  Audiencia  de  lo  criminal  ó el  Tri- 
bunal Supremo  en  sus  casos  respectivos  designen, 
cuando  las  causas  hubieren  empezado  al  mismo 
tiempo,  ó no  conste  cuál  comenzó  primero. 


(1)  Cuando  los  diversos  delitos  objeto  de  un  proceso 
aparecen  encaminados  con  posible  concierto  al  mismo  fin 
de  perjudicar,  están  comprendidos  en  la  conexidad  que 
seiiala  este  número  y el  siguiente.  (Auto  3 Nov.  1896). 

(2)  Tratándose  de  un  poder  ilegal  otorgado  con  una 
cédula  personal  íalsificada  en  punto  distinto  donde  aquél 
we  formo,  corresponde  el  conocimiento  del  sumario  al 
.luez  del  punto  donde  tuvo  lugar  el  primer  delito.  (Auto 
22  Diciembre  1890), 


ÓOMPBTEKOIA  DE  LOS  JUECES  Y TRIBUNALES  45 


CAPITULO  II 

De  las  cuestiones  de  competencia  entre  los  Jueces  y 
Tribunales  ordinarios  (1). 

Art.  19.  Podrán  promover  y sostener  compe- 
tencia: 

1.0  Los  Jueces  municipales  en  cualquier  estado 
del  juicio,  y las  partes  desde  la  citación  hasta  el 
acto  de  la  comparecencia. 

2.®  Los  Jueces  de  instrucción  durante  el  suma- 
rio (2). 

3.0  Las  Audiencias  de  lo  criminal  durante  la 
sustanciación  del  juicio. 

4.0  El  Ministerio  fiscal  en  cualquier  estado  de 
la  causa. 

6.0  El  acusador  particular,  antes  de  formular  su 
primera  petición  después  de  personado  en  la  causa. 

6.®  El  procesado  y la  parte  civil,  ya  figure  como 
actora,  ya  aparezca  como  responsable,  dentro  de 
los  tres  días  siguientes  al  en  que  se  les  comunique 
la  causa  para  calificación. 

Art.  20.  Son  superiores  jerárquicos  para  resol 
ver  sobre  las  cuestiones  de  competencia,  en  la 
forma  que  determinarán  los  artículos  siguientes: 


(1)  Los  preceptos  contenidos  en  el  presente  capítulo 
no  son  aplicables  cuando  los  conflictos  se  sustancian  en 
causas  contra  reos  de  flagrante  delito.  En  este  caso  se 
tramitan  y deciden  las  competencias  por  el  procedimien- 
to especial  que  marca  el  ^t.  782. 

(2)  A pesar  de  lo  terminante  del  precepto  de  este  nú- 
mero, que  no  puede  dar  lugar  ni  aun  á asomo  de  duda, 
el  Consejo  de  Estado,  con  desconocimiento  de  este  pre- 
cepto, ha  declarado  mal  formada  más  de  una  competen- 
cia. Véase  el  Real  decreto  de  10  de  Febrero  de  1886  {Ga 
teta  del  19)  y el  de  3 Noviembre  del  mismo  aüo. 
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1.0  De  los  Jaeces  municipales  del  mismo  par- 
tido, el  de  instrucción. 

2.0  De  los  Jueces  de  instrucción  de  una  misma 
(‘,¡rcuns(íripción,  la  Audiencia  de  lo  cri:ninal. 

3.'^  De  las  Audiemúas  de  lo  criminal  del  mismo 
territorio,  la  Audiencia  territorial  en  pleno. 

4.0  De  las  Audiencias  territoriales,  ó cuando  la 
(’.ompetencia  sea  entre  una  Audiencia  de  lo  crimi- 
nal y la  Sala  de  lo  criminal  de  una  territorial,  el 
Tribunal  Supremo. 

Cuando  cualquiera  de  los  Jueces  ó Tribunales 
mencionados  en  los  números  l.o,  2.®  y 3.o,  no  ten- 
;o:an  superior  úimediato  común,  decidirá  la  compe- 
tencia el  que  lo  sea  en  el  orden  jerárquico,  y,  á 
falta  de  éste,  el  Tribunal  Supremo. 

Art.  21.  El  Tribunal  Supremo  no  podrá  formar 
ni  promover  competencias,  y ningún  Juez,  Tribu- 
nal ó parte  podrá  promoverlas  contra  él. 

Cuando  algún  Juez  ó Tribunal  viniere  entendien- 
do en  asunto  cuyo  conocimiento  estuviere  reserva- 
do al  Tribunal  Supremo,  ordenará  éste  á aquél,  de 
oñcio,  á excitación  del  Ministerio  fiscal  ó á solicitud 
de  parte,  que  se  abstenga  de  todo  procedimiento  y 
remita  los  antecedentes  en  el  término  de  segundo 
día  para,  en  su  vista,  resolver  (1). 

El  Tribunal  Supremo  podrá,  sin  embargo,  auto- 
rizar, en  la  misma  orden  y entretanto  que  resuelve 
¡a  competencia,  la  continuación  de  aquellas  dili- 
gencias cuya  urgencia  ó necesidad  fueren  raani- 
liestas. 

Contra  la  decisión  del  Tribunal  Supremo  no  se 
da  recurso  alguno 

Art.  22.  (Cuando  dos  ó más  Jueces  de  instruc- 
ción se  reputen  cotnpeLentes  para  actuar  en  un 


(1)  Véase  lo  dispuesto  en  el  art.  50  de  esta  ley. 
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asunto,  si  á la  primera  comunicación  no  se  pusie- 
ren de  acuerdo  sobre  la  competencia,  darán  cuenta 
con  remisión  de  testimonio  al  superior  competente; 
y éste,  en  su  vista,  decidirá  de  plano  y sin  nltinior 
recurso  cuál  de  los  Jueces  instructores  debe  a<‘- 
tuar  (1). 

^ Mientras  no  recaiga  decisión,  cada  uno  de  los 
Jueces  instructores  seguirá  practicando  las  diligen- 
cias necesarias  para  comprobar  el  delito  y aquellas 
otras  que  considere  de  reconocida  urgencia. 

Dirimido  el  conflicto  por  el  superior  á quien  com- 
peta, el  Juez  de  instrucción  que  deje  de  actuar  re- 
mitirá las  diligencias  practicadas  y los  objetos  re- 
cogidos al  declarado  competente,  dentro  de  segun- 
do día,  á contar  desde  el  en  que  reciba  la  orden  del 
superior  para  que  deje  de  conocer  (2). 

Art.  23.  Si  durante  el  sumario  el  Ministerio 
fiscal  ó el  acusador  particular  entendiesen  que  el 
Juez  instructor  no  tiene  competencia  para  actuar 
en  la  causa,  podrán  reclamar  ante  el  Tribunal  su- 
perior á quien  corresponda,  el  cual,  previos  los  in- 
formes que  estime  necesarios,  resolverá  de  plano 
y sin  ulterior  recurso. 


(1) .  Durante  el  sumario  no  se  deben  remitir,  al  susci- 
tarse la  competencia,  las  actuaciones  originales,  pues 
han  de  seguirse  practicando  las  oportunas  diligencias  en 
averiguación  del  delito.  (Auto  20  Septiembre  1886,  y 
sentencia  1*7  Julio  1884). 

(2)  Las  dudas  que  pueda  haber  sobre  la  competencia 
de  los  Jueces  instructores  en  las  causas  de  que  conoce  la 
jurisdicción  ordinaria,  se  resuelven  siempre  de  plano 
por  las  reglas  determinadas  en  este  artículo  y en  el  si- 
guiente; no  procediendo  consiguientemente  en  ningún 
caso  recurso  de  casación  ni  contra  las  providencias  ó 
autos  de  los  Jueces  de  instrucción  referentes  á su  com- 
petencia, ni  contra  las  resoluciones  del  superior  respec- 
tivo. (S.  27  Jun.  1884). 
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En  todo  caso  se  cumplirá  lo  dispuesto  en  el  pá* 
rrato  segundo  del  artículo  anterior. 

Art.  24,  Terminado  el  sumario,  toda  cuestión 
de  competencia  que  se  promueva  suspenderá  los 
procedimientos  hasta  la  decisión  de  ella. 

Art.  25.  El  Juez  ó Tribunal  que  se  considere 
competente  deberá  promover  la  competencia. 

También  acordará  la  inhibición  á favor  del  Juez 
ó Tribunal  competente,  cuando  considere  que  el 
conocimiento  de  la  causa  no  le  corresponde,  aun- 
que sobre  ello  no  haya  precedido  reclamación  de 
los  interesados  ni  del  Ministerio  fiscal. 

Los  autos  que  los  Jueces  municipales  ó de  ins- 
trucción dicten  inhibiéndose  á favor  de  otro  Juez 
ó jurisdicción,  serán  apelables,  observándose  en  es- 
te caso  lo  dispuesto  en  el  último  párrafo  del  art.  12. 
Contra  los  de  las  Audiencias,  podrá  interponerse, 
el  recurso  de  casación  (1). 

Art.  26.  El  Ministerio  fiscal  y las  partes  pro- 
moverán las  competencias  por  inhibitoria  ó por 
declinatoria. 

El  uso  de  uno  de  estos  medios  excluye  abso- 
lutamente el  del  otro,  así  durante  la  sustanciación 
de  la  competencia  como  una  vez  que  ésta  se  halle 
terminada. 

La  inhibitoria  se  propondrá  ante  el  Juez  ó Tri- 
bunal que  se  repute  competente. 

La  declinatoria,  ante  el  Juez  ó Tribunah  que  se 
repute  incompetente. 


(1)  Si  el  Ministerio  fiscal  ha  sido  oído  antes  de  dic- 
tarse los  indicados  autos,  y su  opinión  se  hubiere  acep- 
tado por  el  Juez  6 Audiencia  respectiva,  no  debe  interpo- 
nerse recurso  alguno. — -Si  no  ha  tenido  intervención,  ó 
hubiera  opinado  en  contra  de  la  procedencia  de  dicho 
auto,  entonces  debe  apelar  del  mismo,  si  ha  sido  dictado 
por  un  Juez  municipal  ó de  instrucción.  (Memorias  del 
Fiscal  del  Tribunal  Supremo  de  188á  y 1886). 
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Art.  27.  El  Juez  municipal  ante  quien  se  pro* 
ponga  la  inhibitoria,  oyendo  al  Fiscal  cuando  éste 
no  la  hubiera  propuesto,  resolverá  en  término  de 
segundo  día  si  procede  ó no  el  requerimiento  de 
inhibición. 

El  auto  denegatorio  de  requerimiento  es  apela- 
ble en  ambos  efectos  para  ante  el  Juez  de  instruc 
ción  respectivo  (1). 

Art.  28.  Si  el  Juez  municipal  estimare  que 
procede  el  requerimiento  de  inhibición,  lo  manda- 
rá practicar  por  medio  de  oficio,  en  el  cual  consig- 
nará los  fundamentos  de  su  auto. 

El  oficio  se  remitirá  dentro  de  veinticuatro  horas 
precisamente. 

Art.  29.  El  Juez  municipal  requerido  de  inhi- 
bición, oyendo  al  Fiscal,  resolverá  en  término  de 
segundo  día  si  desiste  de  conocer  ó mantiene  su 
competencia. 

En  el  primer  caso  remitirá,  dentro  de  las  veinti- 
cuatro horas  siguientes,  las  diligencias  practicadas 
al  Juez  requirente. 

Si  mantiene  su  competencia,  se  lo  comunicará, 
dentro  del  mismo  plazo,  exponiendo  los  funda- 
mentos de  su  resolución. 

Art.  30.  Recibidos  los  autos  por  el  Juez  requi- 
rente, declarará,  sin  más  trámites  y dentro  de  vein- 
ticuatro horas,  si  insiste  en  la  competencia  ó se 
aparta  de  ella. 

En  el  primer  caso,  lo  participará  en  el  mismo  día 
al  Juez  requerido  para  que  remita  las  diligencias 
al  Juez  ó Tribunal  que  deba  resolver  la  com  \íten- 
cia,  á tenor  de  lo  dispuesto  en  el  art.  20,  haciondo 
él  la  remisión  de  las  suyas  dentro  de  las  veinti- 
cuatro horas  siguientes. 


(1)  Véase  el  art.  33. 


Lby  db  Enj.  criminal 
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En  el  segundo  caso,  lo  participará  en  el  mismo 
'lia  (1)  al  Juez  requerido  para  que  éste  pueda  con- 
tinuar conociendo. 

Los  autos  que  los  Jueces  requeridos  dicten  ac- 
cediendo á la  inhibición  serán  apelables  para  ante 
el  respectivo  Juez  de  instrucción.  También  lo  se- 
rán los  que  dicten  los  requirentes  disistiendo  de 
la  inhibición. 

Art.  31.  Recibidas  las  diligencias  en  el  Juzga- 
do ó Tribunal  llamado  á resolver  la  competencia  y 
oído  el  Fiscal  por  término  de  segundo  día,  la  de- 
cidirá dentro  de  los  tres  siguientes  al  en  que  el 
Ministerio  fiscal  evacúe  el  traslado. 

Contra  lo  resuelto  por  el  Juzgado  ó Audiencia 
procederá  el  recurso  de  casación. 

Contra  la  resolución  del  Supremo  no  se  da  re- 
curso alguno. 

Art.  32.  Cuando  se  proponga  declinatoria  ante 
un  Juez  municipal,  resolverá  éste  en  término  de 
segundo  día,  oyendo  previamente  al  Fiscal,  sobre 
3i  procede  ó no  acordar  la  inhibición. 

El  auto  en  que  se  deniegue  la  inhibición  es  ape- 
lable en  ambos  efectos  para  ante  el  Juzgado  á 
quien  corresponda  resolver  la  competencia,  el  cutd 
sustanciará  el  recurso  en  la  forma  prevenida  en  el 
párrafo  primero  del  artículo  anterior. 

Contra  la  resolución  del  Juzgado  procederá  el 
recurso  de  casación, 

Art.  33.  La  inhibición  ante  los  Tribunales  de 
lo  criminal  se  propondrá  en  escrito  con  firma  de 
Letra  'o. 

Eñ%i  escrito  expresará  el  que  la  proponga  que 
no  ha  empleado  la  declinatoria.  Si  resultase  lo  con- 
trai'io,  será  (‘.(mdenado  en  costas,  aunque  se  decida 


(1)  Así  dice  la  Gaceta  y la  Colección  Legislaiwa.  En  la 
edición  oficial  se  lee  <plazo». 


COMPETKNCIA  DB  l OH  JUECES  Y TRIBUNA l, ES  51 


en  sn  favor  la  competencia  ó aunque  la  abandone 
en  lo  sucesivo. 

Art.  34.  El  Tribunal  ante  quien  se  propóngala 
inhibitoria  oirá  por  término  de  uno  á dos  días,  se- 
gún el  volumen  de  la  causa,  al  Ministerio  fiscal, 
cuando  éste  no  la  haya  propuesto,  así  como  las  de- 
más partes  que  figuren  en  la  causa  de  que  pudiera 
á la  vez  estar  conociendo  el  Tribunal  á quien  se  ha- 
ya instado  para  que  haga  el  requerimiento,  y,  en 
su  vista,  mandará,  dentro  de  los  dos  días  siguientes, 
librar  oficio  inhibitorio,  ó declarará  no  haber  lu- 
gar á ello. 

Art.  35.  Contra  el  auto  en  que  se  deniegue  el 
requerimiento  de  inhibición  sólo  habrá  lugar  al  re- 
curso de  casación  (I). 

Art.  30.  Con  el  oficio  de  inhibición  se  acompa- 
fiiará  testimonio:  del  escrito  en  que  se  haya  pedido, 
de  lo  expuesto  por  el  Ministerio  fiscal  y por  las 
partes  en  su  caso,  del  auto  que  se  haya  dictado  y 
de  lo  demás  que  el  Tribunal  estime  conducente  pa- 
ra fundar  su  competencia. 

El  testimonio  se  extenderá  y remitirá  en  el  pla- 
zo improrrogable  de  uno  á tres  días,  según  el  volu- 
men de  la  causa. 

Art.  37.  El  Tribunál  requerido  acusará  inme 
diatamente  recibo,  y,  oyendo  al  Ministerio  fiscal,  al 
acusador  particular  si  le  hubiere,  al  procesado  ó 
procesados  y á los  que  figuren  como  parte  civil, 
por  un  plazo  que  no  podrá  exceder  de  veinticuatro 
horas  á cada  uno,  dictará  auto  inhibiéndose  ó de- 
clarando que  no  ha  lugar  á hacerlo. 


(1)  Este  artículo  se  refiere  á los  autos  en  que  se  de- 
niegue el  requerimiento  de  inhibición  por  los  Tribuna- 
les de  lo  criminal,  y no  á los  que  los  Jueces  de  primera 
instancia  pueden  dictar  en  asuntos  de  su  competencia. 
(S.  28  Ab.  1883). — En  estos  autos  no  hay  necesidad  de 
cer  declaración  de  hechos  probados.  (S.  30  Oc,  1888^ 
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Contra  el  auto  en  que  el  Tribunal  se  inhibiere 
no  se  dará  otro  recurso  que  el  de  casación. 

Art.  38.  Consentida  ó ejecutoriada  la  sentencia 
en  que  el  Tribunal  se  hubiese  inhibido,  se  remitirá 
la  causa,  dentro  del  plazo  de  tres  días,  al  Tribunal 
que  hubiera  propuesto  la  inhibitoria,  con  emplaza- 
miento de  las  partes  y poniendo  á disposición  de 
aquél  los  procesados,  las  pruebas  materiales  del 
delito  y los  bienes  embargados. 

Art.  39.  Si  se  denegare  la  inhibición  se  comu- 
nicará el  auto  al  Tribunal  requirente,  con  testimo- 
nio de  lo  expuesto  por  el  Ministerio  fiscal  y por 
las  partes  y de  todo  lo  demás  que  se  crea  condu- 
cente. 

El  testimonio  se  expedirá  y remitirá  dentro  de 
tres  días. 

En  el  oficio  de  remisión  se  exigirá  que  el  Tribu- 
nal requirente  conteste  inmediatamente  para  con- 
tinuar actuando  si  no  insiste  en  la  inhibición,  ó 
que  en  otro  caso  remita  la  causa  á quien  corres- 
ponda para  que  decida  la  competencia. 

Art.  40.  Recibido  el  oficio  que  expresa  el  ar- 
tículo anterior,  el  Tribunal  que  hubiere  propuesto 
la  inhibitoria  dictará  sin  más  trámites  auto  en  tér- 
mino de  segundo  día. 

Contra  el  auto  desistiendo  de  la  inhibición  sólo 
procederá  el  recurso  de  casación  (1). 

Art.  41.  Consentido  ó ejecutoriado  el  auto  en 
que  el  Tribunal  desista  de  la  inhibitoria,  lo  comu- 
nicará en  el  término  de  veinticuatro  horas  al  reque- 
rido de  inhibición,  remitiéndole  al  propio  tiempo 
todo  lo  actuado  para  su  unión  á la  causa. 

Art.  42.  Si  el  Tribunal  requirente  mantiene  su 


(l)  Eale  artículo  no  es  aplicable  á los  autos  desesti- 
mando la  declinatoria  de  jurisdicción,  y fundado  en  él  no 
procede  el  recurso.  (S.  13  Dic.  1888). 
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competencia,  lo  comunicará  en  el  término  de  vein- 
ticuatro horas  al  requerido  de  inhibición  para  que^ 
remita  )a  causa  al  Tribunal  á quien  corre8í)onda  la 
resolución,  haciéndolo  él  de  lo  actuado  ante  el 
mismo. 

Art.  43.  Las  competencias  se  decidirán  por  el 
Tribunal  dentro  de  los  tres  días  siguientes  al  en 
que  el  Ministerio  fiscal  hubiese  emitido  dictamen, 
que  evacuará  en  el  término  de  segundo  día. 

Contra  estos  autos,  cuando  procedan  de  las  Au- 
diencias territoriales,  habrá  lugar  al  recurso  de  ca- 
sación. . 

Contra  los  prenunciados  por  el  Tribunal  Supremo 
no  se  da  recurso  alguno. 

Art.  44.  El  Tribunal  que  resuelva  la  competen- 
cia podrá  condenar  al  pago  de  las  costas  causadas 
en  la  inhibitoria  á las  partes  que  la  hubieren  soste- 
nido ó impugnado  con  notoria  temeridad,  determi- 
nando en  su  caso  la  proporción  en  que  deban  pa- 
garlas. 

Cuando  no  hiciere  especial  condenación  de  cos- 
tas, se  entenderán  de  oficio  las  causadas  en  la 
competencia. 

En  el  caso  de  que  un  Tribunal,  sin  causa  legíti- 
ma debidamente  justificada,  se  hubiese  extralimi- 
tado de  los  términos  establecidos  en  el  presente  tí 
tulo  para  la  sustanciación  y decisión  de  las  compe- 
tencias, será  corregido  prudencial  y disciplinaria- 
mente según  la  gravedad  del  caso. 

Art.  45.  Las  declinatorias  se  sustanciarán  como 
artículos  de  previo  pronunciamiento  (1). 


(1)  Véase  el  art.  19  aúm.  4.®  y los  arts.  666  á 6*79  de 
esta  lev. 
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CAPITULO  III 

De  las  competen cÁas  negativas  y de  las  que  se  pt'O- 
mueven  con  Jueces  ó Tribmiales  especiales  y y de 
los  recursos  de  queja  contra  las  Autoridades  ad- 
ministrativas. 

Art.  46.  Cuando  la  cuestión  de  competencia 
empeñada  entre  dos  ó más  Jueces  ó Tribunales 
fuere  negativa  por  rehusar  todos  entender  en  la 
causa,  la  decidirá  el  Juez  ó Tribunal  superior  y en 
su  caso  el  Supremo,  siguiendo  para  ello  los  mis- 
mos trámites  prescritos  para  las  demás  compe- 
tencias. 

Art.  47.  En  el  caso  de  competencia  negativa 
entre  la  jurisdicción  ordinaria  y otra  privilegiada, 
la  ordinaria  empezará  ó continuará  la  causa. 

Art.  48.  Las  cuestiones  de  jurisdicción  pro- 
movidas por  Tribunales  seculares  contra  Jueces  ó 
Tribunales  eclesiásticos  se  sustanciarán  y decidí 
rán  por  los  trámites  y de  la  manera  que  se  esta- 
blece en  el  tít.  III  del  libro  primero  de  la  Ley  de 
Elnjuiciamiento  civil  (l). 

Art.  49.  Cuando  los  Jueces  ó Tribunales  ecle- 
siásticos estimaren  que  les  corresponde  el  conoci- 
miento de  una  causa  en  que  entienda  un  Juez  ó 
Tribunal  secular,  podrán  requerirle  de  inhibición,' 
y si  no  accediese  á ella,  recurrirán  en  queja  al  su- 
perior respectivo  que,  oyendo  al  Fiscal,  resolverá 
sin  ulterior  recurso  lo  que  crea  procedente. 

Art.  50.  Las  cuestiones  de  competencia  que  se 
promuevan  entre  Tribunales  ordinarios  y otros 
cualesquiera  especiales,  que  no  sean  eclesiásticos, 


O)  Recursos  de  fuerza  en  conocer.  (Arts.  125  á 152 
de  la  misma). 
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se  sustanciarán  y decidirán  con  anejólo  lo  dis- 
puesto en  el  presente  título,  correspondiendo  en 
todo  caso  su  resolución  al  Tribunal  Supremo  de 
justicia. 

Art,  61*  Respecto  de  las  competencias  que  la 
Administración  suscite  contra  los  Jueces  ó Tribu- 
nales de  la  jurisdicción  ordinaria,  y de  los  recursos 
de  queja  que  éstos  pueden  promover  contra  las 
Autoridades  administrativas,  se  estará  á lo  qm; 
dispone  la  sección  cuarta,  tít.  II,  libro  primero  de 
la  Ley -de  Enjuiciamiento  civil  (1). 


(l)  Artículos  116  á' 124  de  la  ley  que  se  cita. — Es 
competente  el  Tribunal  ordinario  para  conocer  y juzgar 
al  delegado  de  un  Gobernador  que  cometa  delitos  de  co- 
acciones y desacatos.  (S.  30  En.  1883).  — Es  de  la  com- 
petencia de  los  Tribunales  ordinarios  la  formación  de 
causa  contra  Alcaldes  por  delitos  de  abusos  de  autoridad, 
allanamiento  de  morada,  detención  arbitraria  y usurpa- 
ción de  atribuciones.  (R.  D.  15  Feb.  1883  y 24  En.  1885). 

— Corresponde  á la  Autoridad  judicial  el  conocimiento  de 
las  causas  por  los  delitos  á que  se  refieren  los  arts.  215 
y 231  del  Código  penal.  (R.  D.  12  En.  1884).  — Tratán- 
dose del  cumplimiento  de  un  acuerdo  de  Ayuntamiento, 
no  se  puede  proceder  criminalmente  contra  el  Alcalde 
porque  se  crea  que  desconoció  derechos  de  tercero,  sin 
que  antes  se  resuelva  la  cuestión  previa.  (R.  D.  2 de 
Abril  1884). — Por  Real  decreto  de  16  de  Marzo  de  1884 
se  resolvió  una  competencia  en  favor  de  la  Administra- 
ción en  materia  de  intrusión  en  el  ejercicio  de  la  me- 
dicina.— Corresponde  á los  Tribunales  el  conocimiento  de 
las  causas  contra  rematantes  de  consumos  por  allana- 
miento de  morada,  entrando  sin  autorización  del  duein) 
de  la  casa  y sin  mandamiento.  (R.  D.  28  Abril  1884). — 
La  sustracción  de  lenas  de  monte  del  Estado  no  debe  con 
fundirse  con  el  daño,  y constituye  delito  de  que  deben 
conocer  los  Tribunales.  (R.  D.  13  Feb.  y 9 Mar.  1885) 

— Por  Real  decreto  de  30  de  Diciembre  de  1885  se  resol  - 
vió  una  competencia  en  favor  de  la  Autoridad  judicial  en 
causa  por  haber  impedido  un  delegado  del  Gobernador  a " 
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TITULO  ill 

DE  LAS  RECUSACIONES  Y EXCUSAS  DE  LOS  MAGISTRADOS, 
JUECES,  ASESORES  Y AUXILIARES  DE  LOS  JUZGADO»  Y 
TRIBUNALES,  Y DE  LA  ABSTENCION  DEL  MINISTERIO 
FISCAL  (1). 


CAPITULO  PRIMERO 
Disposiciones  generales, 

Art.  52,  Los  Magistrados,  Jueces  y Asesores, 
cualesquiera  que  sean  su  grado  y jerarquía,  sólo 
podrán  ser  recusados  por  causa  legítima  (2). 

Art-  5B.  Podrán  únicamente  recusar  en  los 
negocios  criminales: 

El  representante  del  Ministerio  fiscal. 

El  acusador  particular  ó los  que  legalmente  re- 
presenten sus  acciones  y derechos. 

Los  procesados. 

Los  responsables  civilmente  por  delito  ó falta. 

Art.  54.  Son  causas  legítimas  de  recusación; 

1.0  El  parentesco  de  consanguinidad  ó afinidad 
dentro  del  cuarto  grado  civil  con  cualquiera  de  los 
expresados  en  el  artículo  anterior. 

2.^^  El  mismo  parentesco  dentro  del  segundo 
grado  con  el  Letrado  de  alguna  de  las  partes  que 
intervengan  en  la  causa. 


un  Notario  el  ejercicio  de  sus  funciones  dentro  del  local 
donde  se  hallaba  constituida  la  mesa  electoral. 

0)  Véanse  los  arts.  46T  á 4q3  de  esta  ley. 

(2)  El  ejercicio  del  derecho  de  recusación,  aunque  se 
fundo  en  motivos  de  enemistad  manifiesta,  no  implica 
ofensa  al  Magistrado,  Juez,  etc.,  á quien  se  recusa,  si  én 
la  exposición  de  los  hechos  y en  el  razonamiento  emplea- 
do para  apoyar  el  recurso,  se  guardan  las  consideracio- 
nas  debidas.  (S.  31  Enero  1888). 
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3.®  Estar  ó haber  sido  denunciado  ó acusado 
por  alguna  de  éstas  como  autor,  cómplice  ó encu- 
bridor de  un  delito  ó como  autor  de  una  falta  (2). 

4.0  Haber  sido  defensor  de  alguna  de  las  par- 
tes, emitido  dictamen  sobre  el  proceso  ó alguna 
de  sus  incidencias  como  Letrado,  ó intervenido  en 
aquél  ó en  éstas  como  Fiscal,  perito  ó testigo. 

6.0  Ser  ó habei  sido  denunciador  ó acusador 
privado  del  que  recusa. 

6.0  Ser  ó haber  sido  tutor  ó curador  de  alguno 
que  sea  parte  en  la  causa. 

7.0  Haber  estado  en  tutela  ó guardaduría  de 
alguno  de  los  expresados  en  el  número  anterior. 

8.0  Tener  pleito  pendiente  con  el  recusante. 

9.0  Tener  interés  directo  ó indirecto  en  la  causa. 

10.  La  amistad  íntima. 

11.  La  enemistad  manifiesta  (2). 

12.  Haber  sido  instructor  de  la  causa  (3). 


(1)  Para  que  exista  el  motivo  de  recusación  de  este 
número  es  preciso  que  la  denuncia  reúna  los  requisitos 
y surta  los  efectos  necesarios  para  proceder,  en  su  vir- 
tud, á la  averiguación  de  los  hechos  que  comprende. 
(S.  12  Abril  1886). 

(2)  La  enemistad  consiste  en  contrariedad,  malque- 
rencia y aversión  entre  dos  personas,  y este  estado  de 
ánimo  na  de  manifestarse  para  los  efectos  jurídicos  por 
hechos  externos.  (S.  23  Diciembre  1886). — La  enemistad 
manifiesta  no  ha  de  demostrar  un  mayor  ó menor  rencor 
ú odio,  sino,  y sí  sólo  que  esa  enemistad  sea  cierta,  po- 
sitiva y evidente,  lo  cual  ocurre  cuando  un  Juez  hace 
alarde  en  público  de  que  no  dirigía  su  saludo  á una  se- 
ñora. (S.  9 Dic.  1896).  — Análoga  doctrina  establece  la 
sentencia  de  1 de  Junio  de  1897. 

(3)  No  es  causa  legítima  de  recusación  de  un  Tribunal 
el  haber  acordado  éste  la  practica  de  diligencias  suma- 
riales no  propuestas  por  el  Fiscal,  ni  por  el  acusador  pri- 
vado. (Circular  de  la  Fiscalía  del  Tribunal  Supremo  de 
30  Abril  1888). 
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Art.  65.  Los  Magistrados  y Jueces  comprendi- 
dos en  cualquiera  de  los  casos  que  expresa  el  ar- 
tículo anterior  se  inhibirán  del  conocimiento  del 
asunto  sin  esperar  á que  se  les  recuse.  Contra  esta 
inhibición  no  habrá  recurso  alguno. 

De  igual  manera  se  inhibirán,  sin  recurso  alguno, 
cuando  al  ser  recusados  en  cualquier  forma  esti- 
masen procedente  la  causa  alegada.  En  uno  y otro 
caso  mandarán  pasar  las  diligencias  á quien  deba 
reemplazarles. 

Art.  56.  La  recusación  podrá  proponerse  en 
cualquier  estado  de  la  causa,  pero  nunca  después 
de  comenzado  el  juicio  oral,  á no  ser  que  el  motivo 
de  la  recusación  sobreviniere  con  posterioridad. 

CAPITULO  II 

De  la  sustanciación  de  las  recusaciones  de  los  Jueces 
de  instrucción  y de  los  Magistrados, 

Art.  57.  La  recusación  se  hará  en  escrito  6r- 
rnado  por  Letrado,  por  Procurador  y por  el  recu- 
sante si  supiere  firmar  y estuviere  en  el  lugar  de 
la  causa.  El  ultimo  deberá  ratificarse  ante  el  Juez 
ó Tribunal. 

Cuando  el  recusante  no  estuviere  presente,  fir- 
marán sólo  el  Letrado  y el  Procurador.  En  todo 
caso  se  expresará  en  el  escrito  concreta  y clara- 
mente la  causa  de  la  recusación. 

Art.  58.  No  obstante  lo  dispuesto  en  el  artícu 
lo  anterior,  podrá  el  procesado,  si  estuviere  en  in- 
coinuni(;ación,  proponer  verbalmente  la  recusación 
en  el  acto  de  recibírsele  declaración,  ó podrá  llamar 
al  Juez  por  conducto  del  Alcaide  de  la  cárcel  para 
recusarle. 

En  este  caso  del>erá  el  Juez  de  instrucción  pre- 
sentarse acompañado  del  Secretario,  que  hará  cons- 
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tar  por  diligencia  le.  petición  de  recusación  y ia 
causa  en  que  se  funde. 

Cuando  fuese  denegada  la  recusación,  se  le  ad  - 
vertirá que  podrá  reproducirla  una  vez  alzada  la 
incomunicación. 

Art.  59.  El  auto  admitiendo  ó denegando  '.a 
recusación  será  fundado  y bastará  noti  tica  rio  al 
Procurador  del  recusante,  aunque  éste  se  halle  en 
el  pueblo  en  que  se  siga  la  causa  y baya  firmado 
el  escrito  de  recusación. 

. Art.  60.  Cuando  el  recusado  no  se  inhibiere 
por  no  considerarse  comprendido  en  la  causa  ale 
gada  para  la  recusación,  se  mandará  formar  pieza 
separada. 

Esta  contendrá  el  escrito  original  de  recusación 
y el  auto  denegatorio  de  la  inhibición,  quedando 
nota  expresiva  de  uno  y otro  en  el  proceso. 

Art.  61.  Durante  1a  sustanciación  de  la  pieza 
separada  no  podrá  intervenir  el  recusado  en  la  cau- 
sa ni  en  el  incidente  de  recusación,  y será  sustituido 
por  aquel  á quien  corresponda  con  arreglo  á la  ley. 

Si  el  recusado  fuese  un  Juez  de  instrucción,  de- 
berá  éste,  no  obstante,  bajo  su  responsabilidad, 
practicar  aquellas  diligencias  urgentes  que  no  pue- 
dan dilatarse  mieiitras  su  sucesor  se  encargue  de 
continuar  la  instriicción  (1). 

Art.  62.  La  recusación  no  detendrá  el  curso  de 
la  causa.  Exceptúase  el  caso  en  que  el  incidente  de 
recusación  no  se  hubiese  decidido  cuando  sean  ci- 
tadas las  partes  para  la  vista  de  alguna  cuestión  ó 
incidente  ó para  la  celebración  del  juicio  oral. 

Art.  63.  Instruirán  la  pieza  separada  de  recu- 
sación: 

(1)  El  Juez  municipal  en  funciones  de  instrucción, 
usando  de  las  facultades  que  concede  este  artículo,  no  in- 
curre en  la  penalidad  señalada  en  el  390  del  Código  pe- 
nal. (S.  25  Octubre  188J). 
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Cuando  el  recusado  sea  el  Presidente  ó un  Pre- 
sidente de  Sala  de  Audiencia  territorial  ó del  Tri- 
bunal Supremo,  el  Presidente  de  Sala  más  antiguo; 
y si  el  recusado  fuere  el  más  antiguo,  el  que  le  siga 
en  antigüedad. 

Cuando  el  recusado  fuere  el  Presidente  de  una 
Audiencia  de  lo  criminal,  el  Magistrado  más  anti- 
guo de  la  Sala  de  lo  criminal  de  la  Audiencia  terri- 
torial. 

Cuando  el  recusado  sea  un  Magistrado  de  Au- 
diencia de  lo  criminal  ó territorial  ó del  Tribunal 
Supremo,  el  Magistrado  más  antiguo  de  la  respec- 
tiva Sala  ó Tribunal;  y si  aquél  fuere  el  más  anti- 
guo, el  que  le  siga  en  antigüedad. 

Si  por  consecuencia  de  la  recusación  de  alguno 
ó algunos  Magistrados  de  Audiencias  de  lo  crimi- 
nal no  quedase  en  estos  Tribunales  número  sufi- 
ciente para  formar  Tribunal,  corresponderá  la  ins- 
trucción de  la  pieza  separada  de  recusación  al  Ma- 
gistrado más  moderno  de  la  Sala  de  lo  criminal  de 
la  Audiencia  territorial  respectiva. 

Cuando  fuese  Juez  de  instrucción  el  recusado, 
instruirá  la  pieza  de  recusación  el  Magistrado  más 
moderno  de  la  respectiva  Audiencia. 

Art.  64.  Formada  la  pieza  separada,  se  oirá  á 
la  otra  ú otras  partes  que  hubiese  en  la  causa,  por 
tér  • nino  de  tres  días  á cada  una,  que  sólo  podrá 
prorrogarse  por  otros  dos  cuando,  á juicio  del  Tri- 
bunal, hubiese  justa  causa  para  ello. 

Art.  65.  Transcurrido  el  término  señalado  en 
el  artículo  anterior,  con  la  prórroga  en  su  caso,  y 
recogida  la  causa  sin  necesidad  de  petición  por 
}>arte  del  recusante,  se  recibirá  á prueba  el  inci- 
dente de  recusación,  cuando  la  cuestión  fuese  de 
hecho,  por  ocho  días,  durante  los  cuales  se  practí- 
cala la  que  hubiere  sido  solicitada  por  las  partes  y 
admitida  como  pertinente. 
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Art.  66*  Contra  el  auto  en  que  las  Andieneias 
ó el  Tribunal  Supremo  admitieren  ó denegaren  la 
prueba,  no  se  dará  ulterior  recurso. 

Art.  67.  Cuando  por  ser  la  cuestión  de  dere- 
cho no  se  hubiere  recibido  á prueba  el  incidente 
de  recusación,  ó hubiese  transcurrido  el  término 
concedido  en  el  art.  66,  se  mandará  citar  á las  par- 
tes, señalando  día  para  la  vista. 

Art.  68.  Decidirán  los  incidentes  de  recusación: 

Cuando  el  recusado  fuese  el  Presidente  ó un  Pre- 
sidente de  Sala  de  Audiencia  territorial  ó del  Tri- 
bunal Supremo,  el  Tribunal  en  pleno.  De  igual 
manera  se  procederá  cuando  los  recusados  fueren 
dos  ó más  Magistrados  de  una  misma  Sala  ó Sec- 
ción de  estos  Tribunales. 

En  los  demás  casos  decidirán  estos  incidentes 
los  Tribunales  ó Salas  á que  pertenezcan  los  Ma- 
gistrados instructores  de  las  piezas  separadas. 

Art.  69.  Los  autos  en  que  se  declare  haber  ó 
no  lugar  á la  recusación  serán  siempre  fundados. 

Contra  el  auto  que  dictaren  las  Audiencias  sólo 
procederá  el  recurso  de  casación. 

Contra  el  que  dictare  el  Tribunal  Supremo  no 
habrá  recurso  alguno. 

Art.  70.  En  los  autos  en  que  se  deniegue  la 
recusación,  se  condenará  en  las  costas  al  que  la 
hubiere  promovido. 

Además  se  impondrá  al  recusante  una  multa  de 
50  á 100  pesetas  cuando  el  recusado  fuese  Juez  de 
instrucción;  de  100  á 200  cuando  fuese  Magistrado 
de  Audiencia;  y de  200  á 400  si  lo  fuera  del  Tribu- 
nal Supremo. 

Se  exceptóa  de  la  imposición  de  las  costas  y la 
multa  al  Ministerio  fiscal. 

Art.  71.  Cuando  no  se  hicieren  efectivas  las 
multas  respectivamente  señaladas  en  el  artículo 
anterior,  el  multado  quedará  sujeto  á la  responsa- 
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bilidad  personal  subsidiaria  correspondiente,  por 
vía  de  sustitución  y apremio,  en  los  términos  que 
para  las  causas  por  delitos  establece  el  Código 
penal. 

CAPITULO  III 

De  la  sustancia ción  de  las  recusaciones  de  los  Jueces 

municipales. 

Art.  72.  En  los  juicios  de  faltas  se  propondrá 
la  recusación  en  el  mismo  acto  de  la  compare- 
cencia. 

Art.  73.  En  vista  de  la  recusación,  si  la  causa 
alegada  fuese  de  las  expresadas  en  el  art.  64  y cier- 
ta, el  Juez  municipal  se  dará  por  recusado,  pasan- 
do el  conocimiento  de  la  falta  á su  suplente. 

Art.  74.  Cuando  el  recusado  no  considerare  le- 
gítima la  recusación,  pasará  el  conocimiento  del 
incidente  á su  suplente,  haciéndolo  constar  en 
el  acta. 

Ni  en  este  caso  ni  en  el  del  artículo  anterior  se 
da  recurso  alguno  contra  lo  resuelto  por  el  Juez 
municipal. 

Art.  75.  El  Juez  municipal  recusado  no  podrá 
intervenir  en  la  snstanciación  de  la  pieza  de  recu- 
sación, y se  suspenderá  la  celebración  del  juicio 
de  faltas  hasta  que  aquélla  se  decida. 

Art.  76.  El  Juez  suplente  encargado  de  la  sus- 
tanciación  de  la  pieza  de  recusación  hará  compa- 
rec.er  á las  partes  á su  presencia,  y en  el  mismo 
acto  recibirá  las  pruebas  que  ofrezcan  y conceptúe 
]>ertinentes,  cuando  la  cuestión  verse  sobre  algún 
liecho. 

Contra  el  auto  denegatorio  de  la  prueba  podrá 
pedirse  reposición  en  el  acto  de  hacerse  saber  á 
las  partes. 
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Art.  77.  Recibida  la  prueba  ó cuando  por  tra- 
tarse de  cuestión  de  derecho  no  fuere  necesaria,  el 
Juez  municipal  suplente  resolverá  si  ha  ó no  In^ar 
á la  recusación  en  auto  fundado  y en  el  mismo  ao 
to  si  es  posible.  En  ningún  caso  dejará  deliacerlo 
dentro  de  segundo  día. 

De  lo  actuado  y del  auto  se  liará  mención  en  el 
acta  que  se  extienda. 

Si  desestimare  la  recusación,  impondrá  al  recu- 
sante las  costas  y una  multa  de  6 á 50  pesetas  con 
la  responsabilidad  personal  subsidiaria  estableci- 
da en  el  art.  71  (1). 

Art*  78.  Contra  el  auto  del  Juez  suplente  de- 
clarando haber  lugar  á la  recusación  no  se  dará 
recurso  alguno. 

Contra  el  auto  en  que  la  denegare  habrá  apela- 
ción para  ante  el  Juez  de  instrucción. 

Art.  79.  La  apelación  se  interpondrá  verbal - 
mente  en  el  acto  de  la  comparecencia  ante  el  mis- 
mo Juez  municipal  suplente,  si  éste  resolviese  en 
el  momento. 

Si  para  resolver  utilizare  el  término  de  segundo 
día,  se  interpondrá  la  apelación  en  el  acto  mismo 
de  la  notificación  siempre  que  sea  personal,  y si 
no  dentro  de  las  veinticuatro  horas  siguientes  á 
ella.  La  apelación  en  este  caso  se  interpondrá  tam- 
bién verbalmei]te  ante  el  Secretario  de!  Juzgado  y 
se  hará  constar  por  diligencia. 


(1)  Este  párrafo,  que  c(»inc¡cle  sustancialmente  con  el 
precepto  del  art.  228  en  relación  con  el  213  de  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  civil,  no  existe  en  la  Gaceta  ni  en  la  Co- 
lección Legislativa^  y sí  en  la  edición  oficial,  habiéndose 
declarado  por  el  Ministro  de  Gracia  y Justicia,  contes- 
tando á una  pregunta  del  Sr.  Vior,  en  la  sesión  del  Con- 
greso de  3 de  Julio  de  1886,  que  el  texto  auténtico  del 
artículo  citado  es  el  de  la  edición  oficial,  igual  al  de 
la  presente. 
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Árt.  80.  Cuando  no  se  apelase  dentro  de  los 
términos  señalados  en  el  artículo  anterior,  el  auto 
del  Juez  suplente  será  firme. 

Interpuesta  apelación  en  tiempo,  se  remitirán  los 
antecedentes  al  Juez  de  instrucción  respectivo  con 
citación  de  las  partes  y á expensas  del  apelante. 

Art.  81.  En  el  Juzgado  de  instrucción  se  dará 
cuenta  inmediatamente  por  el  Secretario,  sin  ad- 
mitir escritos,  y se  citará  á las  partes  á una  compa- 
recencia dentro  del  término  de  segundo  día. 

Los  interesados  ó sus  apoderados  podrán  hacer 
en  ella  verbalmente  las  observaciones  que  estimen, 
previa  la  venia  del  Juez  de  instrucción. 

Este  pronunciará  auto  en  el  mismo  día  ó en  el 
siguiente,  y contra  lo  que  decida  no  habrá  ulterior 
recurso. 

Si  el  Juez  instructor  entendiese  que  el  munici- 
pal suplente  debió  reponer  el  auto  denegatorio  de 
la  prueba  á que  se  refiere  el  párrafo  segundo  del 
art.  76,  lo  declarará  así  absteniéndose  de  pronun- 
ciar sobre  el  fondo,  y mandará  devolver  las  dili- 
gencias al  Juzgado  municipal  de  que  procedan,  pa- 
ra que  se  practique  la  prueba  propuesta  y se  dicte 
nueve  auto. 

Serán  aplicables  á éste  las  disposiciones  de  los 
arts.  78  al  81. 

Art.  82.  Cuando  el  auto  sea  confirmatorio,  se 
condenará  en  costas  al  apelante. 

Art.  83.  Declarada  procedente  la  recusación 
por  auto  firme,  entenderá  el  suplente  en  el  jui- 
cio (1). 

Declarada  improcedente,  el  Juez  recusado  volve- 
rá á entender  en  el  conocimiento  de  la  falta. 

(1)  En  el  caso  en  que  tanto  el  Juez  propietario  como 
el  suplente  sean  recusables,  deberán  entender  los  que  ha- 
yan ejercido  el  cargo  el  bienio  anterior.  (S.  29  Oc.  1886). 
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CAPITULO  IV 

De  la  recusación  de  los  auxiliares  de  los  Juzgados 

y Tribunales. 

Art.  84.  Los  Secretarios  de  loa  Juzgados  nrmni- 
cipales,  de  los  de  instrucción,  de  las  Audiencias  y 
del  Tribunal  Supremo  serán  recusables. 

■ Lo  serán  también  los  Oficiales  de  Sala. 

Art.  85.  Son  aplicables  á los  Secretarios  y Ofi- 
ciales de  Sala  las  prescripciones  de  este  título, 
con  las  modificaciones  que  establecen  los  artículos 
_ siguientes. 

Art.  86.  Cuando  los  recusados  fueren  auxilia 
res  de  los  Juzgados  de  instrucción,  de  las  Audien- 
cias ó del  Tribunal  Supremo,  la  pieza  de  recusa- 
ción se  instruirá  por  el  Juez  instructor  respectivo 
Ó Magistrado  más  moderno,  y se  fallará  por  el 
mismo  Juez  ó por  el  Tribunal  correspondiente. 

El  Juez  ó Magistrado  instructor  podrá  delegar  la 
práctica  de  las  diligencias  que  no  pudiere  ejecutar 
por  sí  mismo  en  el  Juez  municipal  ó en  uno  de  los 
Jueces  de  instrucción  de  la  respectiva  circunscrip 
ción. 

Art.  87.  Los  auxiliares  recusados  no  podrán 
actuar  en  la  causa  en  que  lo  fueren  ni  en  la  pieza 
de  recusación,  reemplazándoles  aquellos  á quienes 
correspondería  si  la  recusación  fuese  admitida. 

Art.  88.  En  las  recusaciones  de  Secretarios  de 
Juzgados  municipales,  instruirá  y fallará  la  pieza 
de  recusación  el  Juez  municipal  donde  sólo  hubie- 
re uno. 

Si  hubiere  dos,  el  del  Juzgado  á que  no  perte- 
nezca el  recusado;  y si  tres  ó más,  el  de  mayor 
edad  (1). 


(l)  Los  autos  dictados  por  las  Audiencias  provincia- 
Lbt  db  Enj.  criminal  5 
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Art.  89.  Cuando  se  desestiinare  la  recusación 
se  condenará  en  costas  al  recusante. 

Art.  90.  Cuando  sea  firme  el  auto  en  que  se 
admita  la  recusación,  quedará  el  recusado  separa- 
do de  toda  intervención  en  la  causa,  continuando 
en  su  reemplazo  el  que  le  haya  sustituido  durante 
la  sustanciación  del  incidente;  y si  fuere  Secretario 
de  Juzgado  municipal  ó de  instrucción,  no  percibi- 
rá derechos  de  ninguna  clase  desde  que  se  hubiese 
solicitado  la  recusación  ó desde  que,  siéndole  co- 
nocido el  motivo  alegado,  no  se  separó  del  conoci- 
miento del  asunto. 

Art.  91.  Cuando  se  desestimase  la  recusación 
por  auto  firme,  volverá  el  auxiliar  recusado  á ejer- 
cer sus  funciones;  y si  fuese  éste  Secretario  de  Juz- 
gado municipal  ó de  instrucción,  le  abonará  el  re- 
cusante los  derechos  correspondientes  á las  actua- 
ciones practicadas  en  la  causa,  haciendo  igual  abo- 
no al  que  haya  sustituido  al  recusado. 

Art.  92.  No  podrán  los  auxiliares  ser  recusa- 
dos después  de  citadas  las  partes  para  sentencia, 
ni  durante  la  práctica  de  alguna  diligencia  de  que 
estuvieren  encargados,  ni  después  de  comenzada 
la  celebración  del  juicio  oral. 

Art.  93.  Es  aplicable  á los  actuales  Relatores 
y Escribanos  de  Cámara:  1.^  lo  dispuesto  en  los  ar- 
tículos anteriores  respecto  á las  recusaciones  de 
los  Secretarios  de  Sala;  y 2.^  lo  prevenido  en  los  ar- 
tículos 90  y 91  referente  al  abono  de  derechos. 


les  para  determinar  el  Tribunal  competente  que  debe  co- 
nocer de  los  delitos  á ellas  sometidos  ó al  Tribunal  del 
Jurado,  sólo  pueden  impugnarse  por  los  procesados  me- 
diante el  procedimiento  especial  regulado  en  el  párrafo 
l.“  del  artículo  41  de  la  Ley  del  Jurado.  (S.  14  Pie.  1896). 
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CAPITULO  V 

De  las  excusas  y recusaciones  de  los  Asesores. 

Art.  94.  Los  Asesores  de  los  Jaeces  innniclpa- 
les,  cuando  éstos  desempeñen  accidentalmente  fun- 
ciones de  Jueces  de  instrucción  se  excusarán,  si 
concurrieren  en  ellos  algunas  de  las  causas  enume 
radas  en  el  art.  64  de  esta  ley. 

El  mismo  Juez  municipal  apreciará  la  excusa 
para  admitirla  ó desestimarla.  Si  la  desestimase, 
podrá  el  Asesor  recurrir  en  queja  á la  respectiva 
Audiencia,  y ésta,  pidiendo  informes  y anteceden- 
tes, resolverá  de  plano  sin  ulterior  recurso  lo  que 
crea  procedente. 

Art.  95.  Los  que  sean  parte  en  una  causa  po- 
drán recusar  al  Asesor  por  cualquiera  de  los  moti- 
vos, señalados  en  el  art.  54. 

La  recusación  se  hará  por  medio  de  escrito  diri- 
gido al  Juez  municipal. 

Contra  las  decisiones  del  Juzgado  municipal  des- 
estimando la  recusación,  procederá  igualmente  el 
recurso  de  queja  ante  la  Audiencia  respectiva  (1). 

CAPITULO  VI 

De  la  abstención  del  Ministerio  fiscal, 

Art.  90.  1 ^08  representantes  del  Ministerio  fis 

cal  no  podrán  ser  recusados,  pero  se  abstendrán 
de  intervenir  en  los  actos  judiciales  cuando  concu- 
rra en  ellos  alguna  de  las  causas  señaladas  en  el 
art.  64  de  esta  ley. 

Art.  97.  Si  concurriere  en  el  Fiscal  del  Tribu- 


(1)  V.  el  art.  71  de  la  Ley  Orgánica  judicial. 
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nal  Supremo  ó en  los  Fiscales  de  las  Audiencias 
alguna  de  las  causas  por  razón  de  las  cuales  deban 
abstenerse  de  conformidad  con  lo  dispuesto  en  el 
artículo  anterior,  designarán  para  que  los  reempla- 
cen al  Teniente  fiscal,  y en  su  defecto  á los  Abo- 
gados fiscales  por  orden  de  categoría  y antigüedad. 

Lo  dispuesto  en  el  párrafo  anterior  es  aplicable 
á los  Tenientes  ó Abogados  fiscales  cuando  ejer- 
zan las  funciones  de  su  jefe  respectivo. 

Art.  98.  Los  Tenientes  y Abogados  fiscales  del 
Tribunal  Supremo  y de  las  Audiencias  harán  pre- 
sente su  excusa  al  superior  respectivo,  quien  les 
relevará  de  intervenir  en  los  actos  judiciales,  y ele- 
girá para  sustituirles  al  que  tenga  por  conveniente 
entre  sus  subordinados. 

Art.  99.  Cuando  los  representantes  del  Minis- 
terio fiscal  no  se  excusaren,  á pesar  de  compren- 
derles alguna  de  las  causas  expresadas  en  el  ar- 
tículo 54,  podrán  los  que  se  consideren  agraviados 
acudir  en  queja  al  superior  inmediato. 

Este  oirá  al  subordinado  que  hubiese  sido  obje- 
to de  la  queja,  y encontrándola  fundada,  decidirá 
su  sustitución.  Si  no  la  encontrare  fundada,  podrá 
acordar  que  intervenga  en  el  proceso.  Contra  esta 
determinación  no  se  da  recurso  alguno. 

Los  Fiscales  de  las  Audiencias  territoriales  de- 
cidirán las  quejas  que  se  les  dirijan  contra  los  Fis- 
cales de  las  Audiencias  de  lo  criminal. 

Si  fuere  el  Fiscal  del  Tribunal  Supremo  el  que 
diere  motivo  á la  queja,  deberá  ésta  dirigirse  al 
Ministro  de  Gracia  y Jwsticia  por  conducto  del  Pre- 
sidente del  mismo  Tribunal.  Él  Ministro  de  Gracia 
y Justicia,  oída  la  Sala  de  gobierno  del  Tribunal 
Supremo,  si  lo  considera  oportuno,  resolverá  lo 
que  estime  procedente. 
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TITULO  IV 

UE  LAS  PERSONAS  Á QUIENES  CORRESPONDE  El>  EJERCI 

CIO  DE  LAS  ACCIONES  QUE  NACEN  DE  LOS  DELITOS  Y 

FALTAS  (1). 

Art.  100.  De  todo  delito  ó falta  nace  acción  pe- 
nal para  el  castigo  del  culpable,  y puede  nacer 
también  acción  civil  para  la  restitución  de  la  cosa, 
la  reparación  del  daño  y la  indemnización  de  per- 
juicios causados  por  el  hecho  punible. 

Art.  101.  La  acción  penal  es  pública. 

Todos  los  ciudadanos  españoles  podrán  ejerci- 
tarla con  arreglo  á las  prescripciones  de  la  ley  (2). 

Art.  102.  Sin  embargo  de  lo  dispuesto  en  el 
artículo  anterior,  no  podrán  ejercitar  la  acción 
penal: 

1. ®  El  que  no  goce  de  la  plenitud  de  los  dere- 
chos civiles. 

2. ®  El  que  hubiera  sido  condenado  dos  veces 
por  sentencia  firme  como  reo  del  delito  de  denun 
cia  ó querella  calumniosas. 

3.0  El  Juez  ó Magistrado. 

Los  comprendidos  en  los  números  anteriores  po- 
drán, sin  embargo,  ejercitar  la  acción  penal  por  de- 
lito ó falta  cometidos  contra  sus  personas  ó bienes 
ó contra  las  personas  ó bienes  de  sus  cónyuges, 
ascendientes,  descendientes,  hermanos  consanguí- 
neos ó uterinos  y afines. 


(1)  Por  Real  orden  de  14  de  Noviembre  de  1859  se 
dispuso  que  la  Dirección  general  de  Correos  y Telégrafos 
no  tome  parte  directa  ni  indirecta  en  la  persecución  de 
los  delitos  de  daños  en  los  postes  telegráficos. 

(2)  Las  empresas  periodísticas,  como  personalidades 
jurídicas,  pueden  deducir  en  juicio  las  acciones  de  que 
se  crean  asistidas  (S.  23  Feb.  1887). 
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Los  comprendidos  en  los  números  2.o  y 3.o  po- 
drán ejercitar  también  la  acción  penal  por  el  delito 
ó falta  cometidos  contra  las  personas  ó bienes  de 
los  que  estuviesen  bajo  su  guarda  legal  (1). 

Art.  103.  Tampoco  podrán  ejercitar  acciones 
penales  entre  sí: 

1.0  Los  cónyuges,  á no  ser  por  delito  ó falta  co- 
metidos por  el  uno  contra  la  persona  del  otro  ó la 
de  sus  hijos,  y por  los  delitos  de  adulterio,  aman* 
cebamiento  y bigamia  (2). 

2.0  Los  ascendientes,  descendientes  y herma- 
nos consanguíneos  ó uterinos  y afines,  á no  ser  por 
delito  ó falta  cometidos  por  los  unos  contra  las 
personas  de  los  otros  (3). 

Art.  104.  Las  acciones  penales  que  nacen  de 
los  delitos  de  estupro,  calumnia  é injuria  tampoco 
podrán  ser  ejercitadas  por  otras  personas,  ni  en 
manera  distinta  que  las  prescritas  en  los  respecti- 
vos artículos  del  Código  penal  (4), 


(1)  El  padre  puede  incoar  querella  por  injuria  dirigi- 
da á su  hijo  menor  de  edad.  (S.  4 Mayo  1886). — El  mari- 
do puede  también  incoarla  por  la  propalada  contra  su 
mujer.  (S.  H Mar.  1886). 

(2)  La  madre  tiene  personalidad  para  ejercitar  la  ac^ 
ción  de  estupro  cometido  en  la  persona  de  su  hija  por  su 
[¡adrastro,  marido  de  aquélla.  (S.  30  Ab.  1884). 

(3)  Este  precepto  expresa  claramente  el  concepto  ge- 
neral con  que  á todo  delito  ó falta,  y no  limitativamente 
a los  comprendidos  en  el  título  8.”  libro  2."  del  Código, 
alude  la  ley,  á condición  tan  sólo  de  que  el  delito  ó falta 
se  cometan  contra  las  personas  entre  sí  emparentadas. 
(S.  2 Mar.  1885). 

(4)  Véanse  los  arts.  463,  480  y 482  de  dicho  Código. 
-La  mujer  mayor  de  edad,  no  necesita  autorización  ju- 
dicial para  ejercitar  estas  acciones.  (S.  30  Abril  1884). — 
Aunque  la  injuria  no  transcienda  al  heredero  del  injuria- 
do, puede  aquél  ejercitar  el  derecho  de  este  artículo. 
(S.  11  Febrero  1888). 
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Las  faltas  consistentes  en  el  anuncio  por  medio 
de  la  imprenta  de  hechos  falsos  ó relativos  á la 
vida  privada  con  el  que  se  perjudique  ú ofenda  á 
, particulares,  en  malos  tratamientos  inferidos  por 
los  maridos  á sus  mujeres,  en  desobediencia  ó 
> malos  tratos  de  éstas  para  con  aquéllos,  en  faltas 
de  respeto  y sumisión  de  los  hijos  respecto  de  sus 
padres,  ó de  los  pupilos  respecto  de  sus  tutores  y 
' ’ en  injurias  leves,  sólo  podrán  ser  perseguidas  por 
los  ofendidos  ó por  sus  legítimos  representantes. 

Art.  105.  Los  funcionarios  del  Ministerio  fiscal 
tendrán  la  obligación  de  ejercitar  con  arreglo  á las 
disposiciones  de  la  ley,  todas  las  acciones  penales 
que  consideren  procedentes,  haya  ó no  acusador 
particular  en  las  causas,  menos  aquellas  que  el 
Código  penal  reserva  exclusivamente  á la  querella 
privada.  También  deberán  ejercitarlas  en  las  cau- 
sas por  los  delitos  contra  la  honestidad  que,  con 
arreglo  á las  prescripciones  del  Código  penal,  de- 
ben denunciarse  previamente  por  los  interesados, 
ó cuando  el  Ministerio  fiscal  deba  á su  vez  denun- 
ciarlos por  recaer  dichos  delitos  sobre  personas 
desvalidas  ó faltas  de  personalidad  (l). 

Art.  106.  La  acción  penal  por  delito  ó falta  que 
dé  lugar  al  procedimiento  de  oficio  no  se  extingue 
por  la  renuncia  de  la  persona  ofendida. 

Pero  se  extinguen  por  esta  causa  las  que  nacen 
de  delito  ó falta  que  no  puedan  ser  perseguidos  si- 
no á instancia  de  parte,  y las  civiles,  cualquiera 
que  sea  el  delito  ó falta  de  que  procedan  (2). 


(1)  En  cumplimiento  del  art.  463  del  Código  penal, 
el  Ministerio  fiscal  tiene  la  obligación  de  ejercitar  la  ac- 
ción penal  en  los  delitos  de  rapto  y adulterio  á que  el 
mismo  se  refiere. 

(2)  La  avenencia  en  el  acto  de  conciliación  previo  de 
la. querella  por  algunos  delitos  privados,  equivale  á la 
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Art.  107.  La  renuncia  de  la  acción  civil  ó de  la 
penal  renunciable  no  perjudicará  más  que  al  re- 
nunciante; pudiendo  continuar  el  ejercicio  de  la 
penal  en  el  estado  en  que  se  halle  la  causa,  ó ejer- 
citarla nuevamente  los  demás  á quienes  también 
correspondiere. 

Art.  108.  La  acción  civil  ha  de  entablarse  jun- 
tamente con  la  penal  por  el  Ministerio  fiscal,  haya 
ó no  en  el  proceso  acusador  particular;  pero  si  el 
ofendido  renunciare  expresamente  su  derecho  de 
restitución,  reparación  ó indemnización,  el  Minis- 
terio fiscal  se  limitará  á pedir  el  castigo  de  los  cul- 
pables. 

Art.  109.  En  el  acto  de  recibirse  declaración 
al  ofendido  que  tuviese  la  capacidad  legal  necesa- 
ria, se  le  instruirá  del  derecho  que  le  asiste  para 
mostrarse  parte  en  el  proceso  y renunciar  ó no  á la 
restitución  de  la  cosa,  reparación  del  daño  ó indem- 
nización del  perjuicio  causado  por  el  hecho  pu 
nible. 

Si  no  tuviese  capacidad  legal,  se  practicará  igual 
diligencia  con  su  representante. 

Fuera  de  los  casos  previstos  en  los  dos  párrafos 
anteriores,  no  se  hará  á los  interesados  en  las  ac- 
ciones civiles  ó penales  notificación  alguna  que  pro- 
longue ó detenga  el  curso  de  la  causa;  lo  cual  no 
obsta  para  que  el  Juez  procure  instruir  de  aquel 
derecho  al  ofendido  ausente. 

Art.  lio.  Los  perjudicadcs  por  un  delito  ó tai- 
ta que  no  hubieren  renunciado  su  derecho  podrán 


renuncia  de  la  acción.  (S.  12  Febrero  1886).  — Cuando  en 
un  delito  de  los  que  se  persiguen  á instancia  de  parte 
la  querellante  no  ratifica  su  denuncia,  antes  al  contrario 
se  aparta  de  ella,  esta  renuncia  constituye  una  causa  ex- 
tintiva  de  la  acción  penal,  siendo  aplicable  el  párrafo  se- 
gundo de  este  artículo,  (f?.  16Dic,  1897). 
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mostrarse  parte  en  la  causa,  si  lo  hicieren  antes 
clel  trámite  de  calificación  del  delito,  y ejercitar  las 
acciones  civiles  y penales  que  procedan,  ó sola- 
mente unas  ú otras,  según  les  conviniere,  sin  que 
por  ello  se  retroceda  en  el  curso  de  las  actua- 
ciones. 

Aun  cuando  los  perjudicados  no  se  muestren 
parte  en  la  causa,  no  por  esto  se  entienden  que  re- 
nuncian al  derecho  de  restitución,  reparación  ó in- 
demnización que  á su  favor  pueda  acordarse  en 
sentencia  firme,  siendo  menester  que  la  renuncia 
de  este  derecho  se  haga  en  su  caso  de  una  manera 
expresa  y terminante. 

Art.  111.  Las  acciones  que  nacen  de  un  delito 
ó falta  podrán  ejercitarse  junta  ó separadamente; 
pero  mientras  estuviese  pendiente  la  acción  penal 
no  se  ejercitará  la  civil  con  separación  hasta  que 
aquélla  haya  sido  resuelta  en  sentencia  firme,  sal- 
vo siempre  lo  dispuesto  en  los  arts.  4.®,  6.®  y 6.^ 
de  este  Código. 

Art.  112.  Ejercitada  sólo  la  acción  penal,  se 
entenderá  utilizada  también  la  civil,  á no  ser  que 
el  dañado  ó perjudicado  la  renunciase  ó la  reser- 
vase expresamente  para  ejercitarla  después  de  ter- 
minado el  juicio  criminal,  si  á ello  hubiere  lugar. 

Si  se  ejercitase  sólo  la  civil  que  nace  de  un  de- 
lito de  los  que  no  pueden  perseguirse  sino  en 
virtud  de  querella  particular,  se  considerará  ex- 
tinguida desde  luego  la  acción  penal. 

Art.  113.  Podrán  ejercitarse  expresamente  las 
dos  acciones  por  una  misma  persona  ó por  varias; 
pero  siempre  que  sean  dos  ó más  las  personas  por 
quienes  se  utilicen  las  acciones  derivadas  de  un 
delito  ó falta,  lo  verificarán  en  un  solo  proceso,  y, 
si  fuere  posible,  bajo  una  misma  dirección  y repre- 
sentación, á juicio  del  Tribunal. 

Art.  114.  Promovido  juicio  criminal  en  averi- 
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guación  de  un  delito  ó falta,  no  podrá  seguirse 
pleito  sobre  el  mismo  hecho,  suspendiéndole,  si  lo 
liuhiese,  en  el  estado  en  que  se  hallare,  hasta  que 
recaiga  sentencia  firme  en  la  causa  criminal. 

No  será  necesario  para  el  ejercicio  de  la  acción 
peni\\  que  haya  precedido  el  de  la  civil  originada 
del  mismo  delito  ó falta. 

Lo  dispuesto  en  este  artículo  se  entiende  sin  per- 
juicio de  lo  establecido  en  el  cap.  II,  título  I de  es- 
te libro,  respecto  á las  cuestiones  prejudiciales  (1). 

Art.  115.  La  acción  penal  se  extingue  por  la 
muerte  del  culpable;  pero  en  este  caso  subsiste 
la  civil  contra  sus  herederos  y causahabientes,  que 
sólo  podrá  ejercitarse  ante  la  jurisdicción  y por  la 
vía  de  lo  civil. 

Art.  lio.  La  extinción  de  la  acción  penal  no 
lleva  consigo  la  de  la  civil,  á no  ser  que  la  extin- 
ción proceda  de  haberse  declarado  por  sentencia 
firme  que  no  existió  el  hecho  de  que  la  civil  hu- 
biese podido  nacer. 

En  los  demás  casos,  la  persona  á quien  corres- 
ponda la  acción  civil  podrá  ejercitarla,  ante  la  ju 
risdi(!ción  y por  la  vía  de  lo  civil  que  proceda, 
contra  quien  estuviere  obligado  á la  restitución  de 
la  cosa,  reparación  del  daño  ó indemnización  del 
perjuicio  sufrido. 

Art.  117.  La  extinción  de  la  acción  civil  tam- 
poco lleva  consigo  la  de  la  penal  que  nazca  del 
mismo  delito  ó falta. 

í.a  sentencia  firme  absolutoria  dictada  en  el 


(1)  La  excepción  propuesta  como  artículo  de  previo 
proininciamiento,  y que  tiene  por  objeto  suspender  el  ejer- 
cicio de  la  acción  penal  hasta  que  la  civil  juzgue  una 
prueba  suministrada  en  pleito  que  se  indica  pendiente, 
es  una  cue.stióu  de  procedimiento  y no  de  competencia, 
aunque  se  relacione  con  el  artículo  114.  (S.  1 Julio  189’7). 
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pleito  promovido  por  el  ejercicio  de  la  acción  civil, 
,no  será  obstáculo  para  el  ejercicio  de  la  acción 
penal  correspondiente. 

Lo  dispuesto  en  este  artículo  se  entiende  sin 
perjuicio  de  lo  que  establece  el  cap.  II  del  tít.  I de 
este  libro  y los  arts.  106,  107,  110  y párrafo  se- 
gundo del  112  (1). 

TITULO  Y 

DEL  DERECHO  DE  DEFENSA  Y DEL  BENEFICIO  DE  POBREZA 
EN  LOS  JülCiOS  CRIMINALES 

Art.  118,  Los  procesados  deberán  ser  repre- 
sentados por  Procurador  y defendidos  por  Letrado, 
que  pueden  nombrar  desde  que  se  les  notifique  el 
auto  de  procesamiento. 

Si  no  ios  nombraren  por  sí  mismos  ó no  tuvieren 
aptitud  legal  para  verificarlo,  se  les  designará  de 
oficio  cuando  lo  solicitaren.  Si  el  procesado  no  hu- 
biese designado  Procurador  ó Letrado  se  le  reque- 
rirá para  que  lo  verifique,  ó se  le  nombrarán  de 
oficio,  si  requerido  no  los  nombrase,  cuando  la 
causa  llegue  á estado  en  que  necesite  el  consejo  de 
aquéllos  ó haya  de  intentar  algún  recurso  que  hi- 
ciere indispensable  su  intervención  (2). 

Art.  119.  Los  perjudicados  por  el  hecho  puni- 
ble ó sus  herederos  que  fueren  parte  en  el  juicio, 
si  estuviesen  habilitados  para  defenderse  como  po 


O)  Este  artículo  es  de  carácter  eminentemente  proce- 
sal, y no  se  da  el  recurso  de  casación  contra  la  violación 
de  sus  disposiciones.  (S.  9 Dic.  189*7). 

(2)  Véase  la  nota  al  art.  623  —La  designación  del 
Procurador  apud  acta  ó de  oficio,  constituye  un  poder  es- 
pecial que  excusa  la  presentación  de  documento  notarial 
en  que  .conste  dicho  apoderamiento.  (R.  O,  12  Nov.  *78). 
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bi  es,  tendrán  también  derecho  á que  se  les  nombre  g 
de  oficio  Procurador  y Abogado  para  su  represen-  I 
tación  y defensa. 

Ai’t.  120.  Los  Abogados  á quienes  corresponda  ' 
la  defensa  de  pobres  no  podrán  excusarse  de  ella 
sin  mi  motivo  personal  y justo,  que  calificarán  se- 
gún su  prudente  arbitrio  los  Decanos  de  los  cole- 
gios donde  los  hubiese,  y en  su  defecto  el  Juez  6 J 
Tribunal  en  que  hubieren  de  hacerse  las  defen-  ¿ 
sas(l).  ’ 

Art.  121.  Todos  los  que  sean  parte  en  una  cau-  ' 
sa,  si  no  estuvieren  declarados  pobres,  tendrán  í 
obligación  de  satisfacer  los  derechos  de  los  Procu-  ■% 
radores  que  les  representen,  los  honorarios  de  los 
Abogados  que  les  defiendan,  los  de  los  peritos  que 
informen  á su  instancia  y las  indemnizaciones  de,  J 
los  testigos  que  presentaren,  cuando  los  peritos  y 
testigos,  al  declarar,  hubiesen  formulado  su  recia- 
mación  y el  Juez  ó Tribunal  la  estimaren.  - 

Ni  durante  la  causa  ni  después  de  terminada 
tendrán  obligación  de  satisfacer  las  demás  costas 
procesales,  á no  ser  que  á ello  fueren  condenados.  - - 
El  Procurador  que,  nombrado  por  los  que  fueren 
parte  en  una  causa,  haya  aceptado  su  representa- 
ción, tendrá  la  obligación  de  pagar  los  honorarios 
á los  Letrados  de  que  se  valiesen  los  clientes  para  ■ 
su  defensa. 

Los  que  hubiesen  sido  declarados  pobres  po- 
drán valerse  de  Abogado  de  su  elección;  pero  en 
este  caso  estarán  obligados  á abonarles  sus  hono- 
rarios, como  se  dispone  respecto  de  los  que  no  es- 
tén declarados  pobres. 


(1)  El  Ahogado  que,  corregido  disciplinariamente  por 
negai-He  ji  aceptar  la  defensa  que  por  turno  le  correspon- 
dió, insiste  en  su  negativa,  es  reo  de  desobediencia  gra- 
ve con  arreglo  al  art.  265  del  Código  penal  (S.  7 Mar.  77). 
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Art.  122»  Se  usará  papel  de  oficio  en  los  juicios 
sobre  faltas  y en  las  causas  criminales,  sin  perjui- 
cio del  correspondiente  reintegro  si  hubiere  conde- 
nación de  costas  (1). 

Art*  123.  Sólo  podrán  ser  habilitados  como 
pobres: 

1.0  Los  que  vivan  de  un  jornal  ó salario  even- 
tual (2). 

2.0  Los  que  vivan  sólo  de  un  salario  perma- 
nente, ó de  un  sueldo,  cualquiera  que  sea  su  pro- 
cedencia, que  no  exceda  del  doble  jornal  de  un 
bracero  en  la  localidad  donde  tengan  su  residencia 
habitual  (3). 

3.0  Los  que  vivan  sólo  de  rentas,  cultivo  de  tie- 
rras ó cría  de  ganados-,  cuyos  productos  estén  gra- 
duados en  una  suma  que  no  exceda' de  la  equiva- 
lente al  jornal  de  dos  braceros  en  el  lugar  de  su  re- 
sidencia habitual. 

4.0  Los  que  vivan  sólo  del  ejercicio  de  una  in- 
dustria ó de  los  productos  de  cualquier  comercio, 
por  los  cuales  paguen  de  contribución  una  suma 
inferior  á la  fijada  en  la  siguiente  escala  (4): 


(1)  Especifica  las  costas  que  ha  de  abonar  el  conde- 
nado á su  pago  el  art.  241  de  esta  lev. 

(2)  No  se  puede  consignar  como  eventual  la  cantidad 
que  se  asigna  judicialmente  al  concursado,  y si  excede 
del  doble  del  jornal  de  un  bracero,  no  puede  aspirar  al 
beneficio  de  pobreza.  (S.  27  Junio  1888). 

(3)  Para  computar  los  sueldos  ha  de  rebajarse  el  des- 
cuento que  sufre  el  que  lo  disfruta.  (S.  12  Oct.  1887). — 
Incumbe  al  litigante  la  obligación  de  demostrar  á cuánto 
asciende  el  jornal  de  los  braceros  en  la  localidad.  (S.  3 
Junio  1887). 

.w  Los  Tribunales  deben  limitarse  á apreciar  el  he- 
cho de  si  paga  ó no  contribución,  sin  poder  declarar  si 
debe  ó no  pagarla,  materia  de  la  exclusiva  competencia 
de  la  Administración.  (S.  30  Dic.  1884). 
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En  las  poblaciones  de  más  de  80.000  habitantes, 
76  pesetas. 

En  las  de  más  de  50.000  y menos  de  80.000  ha- 
oitantes,  50  pesetas. 

En  las  de  más  de  30.000  y menos  de  60.000  ha 
hitantes,  40  pesetas. 

En  las  de  más  de  20.000  y menos  de  30.000  ha- 
bitantes, 35  pesetas. 

En  las  poblaciones  de  más  de  10.000  y menos  de 
20.000  habitantes,  30  pesetas. 

En  las  demás  poblaciones,  20  pesetas. 

5 Los  que  tengan  embargados  todos  sus  bienes 

ó los  hayan  cedido  judicialmente  á sus  acreedores, 
y no  ejerzan  industria,  oficio  ó profesión. 

En  estos  casos,  si  quedasen  bienes  después  de 
pagar  á los  acreedores,  se  aplicarán  al  pago  de  las 
costas  que  deba  satisfacer  el  defendido  como  po- 
bre (1). 

Art,  124,  Cuando  alguno  reuniere  dos  ó más 
medios  de  vivir  de  los  designados  en  el  artículo  an- 
terior, el  Tribunal  apreciará  los  rendimientos  de 
todos  ellos  y no  otorgará  la  defensa  por  pobre  si. 


(l)  Este  artículo  concuerda  con  el  15  de  la  Ley  de  En- 
juiciamiento civil. — El  beneficio  de  pobreza  es  indivi- 
dual, y por  tanto  las  Sociedades  industriales  y mercan- 
tiles no  podrán  gozar  de  él,  si  no  acreditan  que  todos  sus 
socios  son  pobres.  (S.  28  Ab.  1882)  — Los  albaceas  de  una 
herencia  gozan  de  este  beneficio  si  la  herencia  es  pobre, 
porque  no  representan  á una  colectividad  sino  ó la  perso- 
nalidad del  testador. (S,  25  Mayo  1885).— Los  síndicos  de 
un  concurso  ó quiebra  representan  a los  acreedoreSj  y si 
cada  uno  de  éstos  no  es  pobiv,  no  podra  gozar  la  sindica- 
tura de  este  beneficio.  (S.  30  Sept.  1886).  — La  declara- 
ción de  pobreza  para  recurrir  en  casación  aquel  que  no 
esté  declarado  pobre  ni  insolvente,  habrá  de  pedirse  al 
Tribunal  Supremo,  según  prescribe  el  art.  136  de  esta 
ley.  (S.  13  Julio  1884). 


( reunidos,  excedieren  de  los  tipos  señalados  en  el 
artículo  precedente. 

Art.  125.  No  se  otorgará  la  defensa  por  pobre 
á los  comprendidos  en  cualquiera  de  los  casos  ex 
presados  en  el  art.  123,  cuando  á juicio  del  Tribu* 
; nal  se  infiera  del  número  de  criados  que  tengan  á 
y su  servicio,  del  alquiler  de  la  casa  que  habiten  ó 
j'  ' de  otros  cualesquiera  signos  exteriores,  que  tienen 
“ I .medios  superiores  al  jornal  doble  de  un  bracero  en 
cada  localidad  (1). 

Art.  126.  Tampoco  se  otorgará  la  defensa  por 
i’:  pobre  al  litigante  que  disfrute  una  renta  que,  unida 
A la  de  su  consorte,  ó al  producto  de  los  bienes  de 
feus  hijos  cuyo  usufructo  le  corresponda,  constitu- 
^¿;í  yaii  acumuladas  una  suma  equivalente  al  jornal  de 
:£  ■ tres  braceros  en  el  lugar  donde  tenga  la  familia  su 
residencia  habitual  (2). 

Art.  127.  Cuando  litigaren  unidos  varios  que 
V;.  individualmente  tengan  derecho  á ser  defendidos 
‘ V por.  pobres,  se  les  habilitará  como  tales  aun  cuando 
los  productos  reunidos  de  los  modos  de  vivir  de 
: todos  ellos  excedieren  de  ios  tipos  que  quedan  se- 

halados. 

Art.  128.  La  declaración  de  pobreza  se  solici- 
tará ante  el  Juez  ó Tribunal  que  estuviere  cono- 


ciendo de  la  causa.  Los  autos  de  los  Jueces  de  ins- 
trucción, resolviendo  estos  incidentes,  son  apela- 
bles ante  el  respectivo  superior  jerárquico. 

Art.  129.  La  sustanciación  de  la  solicitud  de 


(1)  Contra  las  resoluciones  que  se  fundan  en  este  ar- 
tículo, de  acuerdo  con  el  123,  no  se  da  el  reeurso  de  ca- 
sación. (S.  13  En.  1891). 

(2)  Cuando  litigan  un  cónyuge  con  otro  no  pueden 
acumularse  los  ingresos,  ni  apreciarse  en  común  los  sig- 
nos exteriores  para  obtener  en  conjunto  una  suma  de  ri- 
queza que  no  existe  por  separado.  (S.  6 Abril  1878). 
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pobreza  se  hará  en  pieza  separada,  acomodándose 
á los  trámites  establecidos  para  los  incidentes  de 
esta  clase  por  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  sin 
que  por  razón  de  su  tramitación  pueda  dejar  de 
principiarse  ó de  continuarse  la  causa  (1). 

Art.  130.  No  obstante  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo anterior,  podrá  obtener  habilitación  de  po- 
breza, sin  necesidad  de  previa  justificación,  el  que 
estuviere  de  notoriedad  comprendido  en  alguno  de 
los  casos  mencionados  en  el  art.  123,  si  á ello  no 
se  opusieren  el  Ministerio  fiscal  ó el  que  deba  ser 
parte  en  el  incidente,  á cuyo  efecto  se  les  notifica- 
rá el  auto  en  que  la  habilitación  se  hubiese  con- 
cedido. 

También  se  habilitará  al  que  hubiese  obtenido 
declaración  de  insolvencia,  sin  perjuicio  de  la  opo- 
sición que  el  Ministerio  fiscal  y la  otra  parte  pue- 
dan deducir  (2). 

Formalizada  oposición,  se  sustanciará  en  pieza 
separada  el  incidente  con  arreglo  á lo  dispuesto  en 
el  artículo  anterior. 

Art.  131.  El  que  entablare  la  pretensión  de  po- 
breza tendrá  derecho  á que  desde  luego  se  le  otor- 
guen los  beneficios  legales  de  la  misma,  sin  per- 
juicio de  lo  que  definitivamente  se  resuelva. 

Art.  132.  Cuando  fuere  el  acusador  particular 
quien  promueva  la  pretensión,  se  sustanciará  el 
incidente  con  citación  y audiencia  del  procesado, 
si  ya  le  hubiese  y no  estuviera  en  rebeldía. 


(1)  Véase  sobre  este  mismo  particular  la  nota  del  ar- 
tículo 184. — Respecto  á la  sustanciación  de  las  solicitu- 
des de  pobreza,  véanse  los  artículos  28,  29,  80  y T47  á 
761  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

(2)  El  Ministerio  fiscal  debe  ser  oído  antes  de  hacerse 
la  declaración  de  insolvencia.  (Exposición  de  la  Fiscalía 
del  Tribunal  Supremo  de  15  de  Septiembre  de  1883). 
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Art.  133.  La  pretensión  de  pobreza  entablada 
. por  el  procesado  se  sustanciará  con  citación  y au- 
. diencia  del  querellante  particular  y actor  civil,  si 
i"  . los  hubiese  (1). 

Art.  134.  El  Ministerio  fiscal  será  parte  en  to- 
- ■ - doa  los  incidentes  de  pobreza  (2). 

C V Art.  135.  El  procesado,  á quien  no  se  haya  ci- 
tado ni  oído  en  el  incidente  de  pobreza  del  quere- 
llante, podrá  impugnar  en  cualquier  estado  de  la 
. causa  la  habilitación  que  á favor  de  éste  se  hubie- 
se decretado. 

Art.  136.  El  que  no  hubiese  sido  declarado  po- 
_ ^ bre  durante  el  sumario,  háyalo  ó no  solicitado,  po- 
drá serlo  durante  el  juicio  oral,  si  justificare  que 
/ con  posterioridad  ha  quedado  comprendido  en  al- 
guno de  los  casos  del  art.  123. 

Lo  dispuesto  en  el  párrafo  anterior  será  aplica 
ble  al  que  para  seguir  el  recurso  de  casación  pre- 
tendiere  ante  el  Tribunal  Supremo  la  declaración 
de  pobreza  que  le  hubiere  sido  negada  durante  el 
curso  de  la  causa,  ó al  que  hasta  entonces  no  hu 
■ biese  presentado  la  solicitud. 

Siempre  que  se  deniegue  la  declaración  de  po- 


li) La  facultad  concedida  por  este  artículo  á la  Sala 
sentenciadora  se  refiere  al  caso  de  error  en  la  calificación, 
en  que  puede  incurrir  la  acusación;  pero  retirada  ésta, 
no  procede  la  condena,  pues  el  castigar  sin  petición  equi- 
vale á condenar  delito  más  grave  que  el  acusado.  (S.  15 
Abril  1896). 

(2)  La  duda  de  si,  después  del  Real  decreto  de  16  de 
Marzo  de  1886  que  confirió  á los  Abogados  del  Estado  la 
representación  del  mismo,  que  antes  correspondía  al  Mi- 
nisterio fiscal,  deberá  seguir  éste  siendo  parte  en  los  in- 
cidentes de  pobreza  y en  los  de  tasación  de  costas,  la  re- 
suelve la  Fiscalía  del  Tribunal  Supremo  en  la  Instruc- 
ción 16  de  la  Memoria  de  188*7  en  sentido  afirmativo. 


Ley  de  Enj.  criminal 
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})reza,  se  condenará  en  costas  al  que  la  hubiese 
solicitado  (l). 

Art.  137.  Contra  la  sentencia  definitiva  del 
Tribunal  de  lo  criminal  que  resuelva  negativamen 
te  e!  incidente  de  pobreza,  procederá  sólo  el  recur- 
so de  casación  (2). 

Art-  138.  El  declarado  pobre  no  estará  obli- 
gado á pagar  sus  respectivos  honorarios  y dere- 
chos al  Abogado  y Procurador  que  le  hubiesen 
defendido  y representado  de  oficio,  ni  tampo- 
co los  honorarios  é indemnizaciones  correspon- 
dientes á los  peritos  y testigos  citados  á su  ins- 
tancia. 

Art.  130.  La  declaración  de  pobreza  no  exi- 
mirá á quien  la  obtenga  de  la  obligación  de  pagar 
las  costas  en  que  fuere  condenado,  si  se  le  encon-~ 
traren  bienes  con  que  hacerlas  efectivas. 

Art.  140.  El  declarado  pobre  deberá  pagar  los 
honorarios,  derechos  ó indemnizaciones  á que  se 
refiere  el  art.  138: 

po  Siempre  que  se  justifique  por  los  que  ten- 
gan derecho  á ellos,  que  durante  la  causa  se  en- 
contraba el  declarado  pobre  en  alguno  de  los  casos 
en  que  no  deben  otorgarse  los  beneficios  de  la  de- 
fei’jsa  en  este  concepto. 

Siempre  que  por  el  resultado  de  la  cansa 
percibiere  alguna  cantidad. 

En  este  caso,  será  destinada  proporcionalmente 


(1)  La  justificación  á que  este  artículo  se  refiere, 
cuando  la  pobreza  se  solicite  durante  el  plenario,  al- 
canza, por  igual  al  que  dedujo  sin  éxito  esa  pretensión 
durante  el  sumario  y la  reitera  después,  que  al  que  no 
hizo  ninguna  al  principio  de  la  causa.  (S.  15  Dic.  1884). 

(2)  Puede,  sin  embargo,  pedirse  su  revisión,  justi- 
ficando que  con  posterioridad  á ella  ha  cambiado  el  es- 
tado de  fortuna  del  litigante  que  la  obtuvo.  (S.  17  Octu- 
bre ,1885). 
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la  tercera  parte  de  lo  percibido  al  pago  de  las  ex- 
presadas atenciones. 

3.0  Si  dentro  de  tres  años  después  de  fenecida 
la  causa,  viniere  á mejor  fortuna.  Se  entiende  que 
ha  venido  á mejor  fortuna  el  que  llegare  á alguna 
de  las  situaciones  á que  se  refieren  los  números 
1.®  y 2.0  del  art.  39  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
civil. 


TITULO  VI 

DE  LA  FORMA  DE  DICTAR  PROVIDENCIAS,  AUTOS  Y SEN- 
TENCIAS, Y DEL  MODO  DE  DIRIMIR  LAS  DISCORDIAS 

CAPITULO  PRIMERO 

De  la  forma  de  dictar  providencias^  autos 

y sentencias, 

^Art.  141.  Las  resoluciones  de  carácter  judi- 
cial que  dicten  los  Juzgados  y Tribunales,  se  de- 
nominarán: 

Providencias,  cuando  sean  de  mera  tramitación. 

Autos,  cuando  decidan  incidentes  ó puntos  esen- 
ciales que  afecten  de  una  manera  directa  á los  pro- 
cesados, acusadores  particulares  ó actores  civiles; 
cuando  decidan  la  competencia  del  Juzgado  ó Tri- 
bunal, la  procedencia  ó improcedencia  de  la  recu- 
sación, la  reposición  de  alguna  providencia,  la  de- 
negación de  la  reposición,  la  prisión  y soltura,  la 
admisión  ó denegación  de  prueba  ó del  beneficio 
de  pobreza,  y finalmente  los  demás  que  según  las 
leyes  deben  fundarse  (1). 


(1)  Con  la  fórmula  reproduciendo  su  a fundamentos  usa- 
da en  un  auto  se  satisfacen  las  prescripciones  del  artícu- 
lo que  anotamos.  (S.  26  Abril  1890). 
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Sentencias,  cuando  decidan  definitivamente  la 
cuestión  criminal. 

Sentencias  firmes,  cuando  no  quepa  contra  ellas 
recurso  alguno  ordinario  ni  extraordinario,  salvo 
los  de  revisión  y rehabilitación. 

Llámase  ejecutoria  el  documento  público  y so- 
lemne en  que  se  consigna  una  sentencia  firme. 

La  fórmula  de  las  2^^'ovidencias  se  limitará  á la 
resolución  del  Juez  ó Tribunal,  sin  más  adiciones 
que  la  fecha  en  que  se  acuerde,  la  rúbrica  del  Juez 
ó del  Presidente  del  Tribunal  y la  firma  del  Se- 
cretario. 

Los  autos  se  redactarán  fundándolos  en  Resul- 
tandos y Considerandos  concretos  y limitados  unos 
y otros  á la  cuestión  que  se  decida  (1). 

Art.  142.  Las  sentencias  se  redactarán  con  su- 
jeción á las  reglas  siguientes: 

1. *^  Se  principiará  expresando:  el  lugar  y la  fe- 
cha en  que  se  dictaren,  los  hechos  que  hubieren 
dado  lugar  á la  formación  de  la  causa,  los  nombres 
y apellidos  de  los  actores  particulares  si  los  hu- 
biere y de  los  procesados,  los  sobrenombres  ó apo- 
dos con  que  sean  conocidos,  su  edad,  estado,  na- 
turaleza, domicilio,  oficio  ó profesión,  y en  su  de- 
fecto todas  las  demás  circunstancias  con  que  hu- 
bieren figurado  en  la  causa,  y además  el  nombre  y 
apellido  del  Magistrado  ponente. 

2. a  Se  consignarán  en  Resultandos  numerados 
los  hechos  que  estuvieren  enlazados  con  las  cues- 
tiones que  hayan  de  resolverse  en  el  fallo,  hacien- 


(1)  Este  precepto  es  de  carácter  formal  ó procesal  y 
no  debe  invocarse  para  fundar  un  recurso  de  casación  en 
el  fondo.  (S.  3 Febrero  1896). 

---  En  este  artículo  no  se  hallan  comprendidos  los  au- 
tos de  sobreseimiento  libre , aunque  decidan  definiti- 
vamente la  cuestión  sometida  á la  resolución  del  Tribu- 
nal. (S.  18  Marzo  189*7). 

11 
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do  declaración  expresa  y terininaujie  de  los  que  se 
estimen  probados  (1). 

3. ^  Se  consignarán  las  conclusiones  definilivas 
de  la  acusación  y de  la  defensa  y la  que  en  su  caso 
hubiese  propuesto  el  Tiibunal,  en  virtud  de  lo  dis- 
puesto en  el  art.  733  (2).^ 

4. ®’  Se  consignarán  también  en  párrafos  nume- 
rados que  empezarán  con  la  palabra  Considerando: 

Primero.  Los  fundamentos  doctrinales  y lega- 
les de  la  calificación  de  los  hechos  que  se  hubie- 
sen estimado  probados. 

Segundo.  Los  fundamentos  doctrinales  y lega 
les  determinantes  de  la  participación  que  en  los 
referidos  hechos  hubiese  tenido  cada  uno  de  los 
procesados. 

Tercero.  Los  fundamentos  doctrinales  y legales 
de  la  calificación  de  las  circunstancias  atenuantes, 


(1)  La  frase  hecho  probado.,  con  que  termina  un  resul- 
tando, no  puede  entenderse  que  se  refiere  exclusivamen- 
te al  último  particular  relacionado  en  el  mismo  ni  á nin- 
guno de  los  otros,  sino  al  conjunto  sustancial  de  todos 
ellos  que  con  notorio  enlace  entre  sí  se  consignan  en  el 
resultando.  (S.  5 A.bril  1884).  — Si  la  relación  que  se  hace 
en  resultandos  de  los  hechos  probados  es  defectuosa,  pro 
cede  aceptar  la  explicación  que  acerca  de  los  mismos  se 
haga  en  los  considerandos,  porque  de  otra  manera  se  sa- 
crificaría la  realidad  á un  defecto  de  mera  formalidad 
existente  en  la  redacción  de  la  sentencia.  (S.  28  Abril 
de  1884)  — No  es  motivo  de  casación  el  no  declarar  pro- 
bados los  hechos  en  los  resultandos,  cuando  tal  afirma- 
ción se  contiene  en  los  considerandos.  (S.  17  Nov.  1887). 
— Cuando  hay  contradicción  entre  los  resultandos  y los 
considerandos,  en  caso  de  duda,  hay  que  atenerse  á los 
primeros  (S.  21  Feb.  1887).— Se  infringe  esta  regla  por 
el  Tribunal  que,  sin  consignar  en  los  hechos  probados  U 
responsabilidad  del  penado  en  un  delito  complejo,  le  im- 
pone por  el  mismo,  la  pena  de  muerte.  (S.  26  Jun.  1389). 

(2)  Véase  la  nota  al  art.  650  de  esta  ley. 
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agravantes  o eximentes  de  responsabilidad  crimi- 
nal, en  oaso  de  haber  concnrrido. 

Cuarto.  Los  fundainentos  doctrinales  y legales 
de  la  calificación  de  los  hechos  que  se  hubiesen 
estimado  probados  con  relación  á la  responsabili- 
dad civil  en  que  hubiesen  incurrido  los  procesados 
ó las  personas  sujetas  á ella  á quienes  se  hubiere 
oído  en  la  causa,  y los  correspondientes  á las  re- 
soluciones que  hubieren  de  dictarse  sobre  costas 
y en  su  caso  4 la  declaración  de  querella  calum- 
niosa. 

Quinto.  La  cita  de  las  disposiciones  legales  que 
se  consideren  aplicables,  pronunciándose  por  últi- 
mo el  fallo,  en  el  que  se  condenará  ó absolverá  no 
sólo  por  el  delito  principal  y sus  conexos,  sino 
también  por  las  faltas  incidentales  de  que  se  hu- 
biere conocido  en  la  causa,  reputándose  faltas  in- 
cidentales las  que  los  procesados  hubiesen  come- 
tido antes,  al  tiempo  ó después  del  delito  como 
medio  de  perpetrarlo  ó encubrirlo  (1). 

También  se  resolverán  en  la  sentencia  todas  las 
cuestiones  referentes  á la  responsabilidad  civil 
que  hubieren  sido  objeto  del  juicio,  y se  declarará 
calumniosa  la  querella  cuando  procediere  (2). 


(1)  No  es  motivo  de  casación  la  equivocación  padeci- 
da al  citar  los  artículos  del  Código  penal  si  sus  disposi- 
ciones han  sido  rectamente  aplicadas.  (S  27  Enero  1886). 

(2)  Del  silencio  que  este  artículo  guarda  respecto  á si 
deben  continuar  aplicándose  los  beneficios  del  Real  de- 
creto de  9 de  Octubre  de  1853  sobre  abono  de  la  mitad 
del  tiempo  que  ha  van  estado  presos  los  reos  á quienes  se 
imponga  penas  correccionales,  no  puede  deducirse  que 
se  bolle  derogada  la  citada  disposición  legal.  (Circular 
del  Tribunal  Supremo  14  Julio  1883). — Véanse  las  modi- 
ficaciones que  el  art.  97  de  la  Ley  del  Jurado  introduce 
en  éste. — Este  artículo  no  fija  las  reglas  con  sujeción  á 
las  cuales  deben  redactarse  las  sentencias.  (S.  31  Ma- 
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Art.  143.  Las  ejecutorias  se  encabezarán  en 
f nombre  del  Rey  (1). 

Art.  144.  La  absolución  se  entenderá  lil)re  en 
todos  los  casos  (2). 

* ^ Art.  145.  Para  dictar  autos  ó sentencias  en  los 

- • ' asuntos  de  que  conozca  el  Tribunal  Supremo  serán 

; necesarios  siete  Magistrados,  á no  ser  que  en  al- 
gún  caso  de  los  previstos  en  esta  ley  baste  menor 
número. 

Para  dictar  autos  y sentencias  en  las  causas  cu- 
yo  conocimiento  corresponde  á las  Audiencias  de 

1 lo  criminal  ó á la  Sala  de  las  respectivas  Audien- 

2 cias  territoriales,  serán  necesarios  tres  Magistra- 

J dos,  y cinco  para  dictar  sentencia  en  las  causas  en 

I que  se  hubiere  pedido  pena  de  muerte,  cadena  ó 

* reclusión  perpetuas.  Al  efecto,  si  en  la  Sala  ó Sec- 

.ción  del  Tribunal  no  hubiese  número  suficiente  de 

^ Magistrados,  se  completará:  en  las  Audiencias  te- 
rritoriales, con  los  necesarios  de  las  demás  Seccio- 
nes de  la  Sala  de  lo  criminal,  y donde  no  los  hu- 
biere, con  los  de  Salas  de  lo  civil,  designados  res- 
f pectivamente  por  el  Presidente  de  la  Sala  de  lo 

criminal  ó por  el  de  la  Audiencia;  en  las  Audien- 
cias de  lo  criminal,  con  los  de  las  demás  Secciones, 
á designación  dé  su  Presidente;  y donde  la  planta 
fuese  menor  de  cinco  Magistrados,  con  los  Magis- 
trados suplentes,  y á falta  de  éstos,  con  los  Magis- 
trados de  la  Audiencia  de  lo. criminal  más  próxima 
que  por  turno  designe  el  Presidente  de  la  del  terri- 
torio á que  ambas  pertenezcan,  de  quien  habrá  de 


yo  189*7).— En  este  artículo  puede  fundarse  un  recurso 
por  quebrantamiento  de  forma,  pero  no  por  infracción  de 
ley.  (S.  22  Noviembre  1897). 

(1)  Véase  el  núm.  9.**  del  art.  482  de  la  Ley  Orgánica 
judicial. 

(2)  Véase  el  art.  472. 
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solicitarlo  con  la  anticipación  debida  el  de  la  de  lo  " 
criminal  donde  ocurriese  el  caso. 

Para  dictar  providencias  en  unos  y otros  Tribu-  r 
nales  bastarán  dos  Magistrados,  si  estuvieren  con-  • 

formes  (1).  ' ' 

Art.  146.  En  cada  causa  habrá  un  Magistrado  ' 

ponente. 

Turnarán  en  este  cargo  los  Magistrados  del  Tri- 
bunal  á excepción  del  que  le  presida. 

Cuando  ios  Tribunales  ó Salas  se  compongan  - 
sólo  de  un  Presidente  con  dos  Magistrados,  turna-  ~ / 
rá  también  el  primero  en  las  ponencias,  correspon- 
diéndole una  de  cinco. 

Art.  147.  Corresponderá  á los  Ponentes: 

1.0  Informar  al  Tribunal  sobre  las  solicitudes 
de  las  partes. 

2.0  Examinar  todo  lo  referente  á las  pruebas  ^ 
que  se  propongan,  é informar  al  Tribunal  acerca  de 
su  procedencia  ó improcedencia. 

3.0  Recibir  las  declaraciones  de  los  testigos  y 
practicar  cualesquiera  diligencias  de  prueba  cuan- 
do según  la  ley  no  deban  ó puedan  practicarse  an- 
te e!  Tribunal  que  las  ordena  ó se  hagan  fuera  del  . 
pueblo  en  que  éste  se  halle  constituido  y no  se  dé 
comisión  á los  Jueces  de  instrucción  ó municipales 
para  que  las  practiquen. 

4.0  Proponer  ios  autos  y sentencias  que  hayan 


(d)  Insertamos  e.ste  artículo  tal  como  ha  sido  redacta- 
do por  la  ley  de  20  de  Abril  de  1888. — Véanse  los  artícu- 
íos  869  y 922  de  esta  ley.  — Para  conocer  en  las  causas 
oe  pena  de  muerte  sometidas  al  Jurado,  no  exige  la 
ley  cinco  Magistrados,  bastando  con  tres.  (S.  12  Febrero 
—La  vigente  ley  ha  derogado  en  esta  materia 
(del  número  de  Magistrados  que  han  de  concurrir  para 
dmtar  sentencia),  el  art.  28  de  la  ley  de  1821.  (S  15  No- 
viembre 189*7).— Véase  la  nota  al  art.  153,  sentencia  10 
Febrero  9*7. 


FORMA  DB  DICTAR  PROVIDENCIAS,  ETC.  89 

de  someterse  á discusión  del  Tribunal  y redactar- 
los definitivamente  en  los  términos  que  se  acuerden. 

Cuando  el  Ponente  no  se  conformase  con  el  vo- 
to de  la  mayoría,  se  encargará  otro  Magistrado  de 
la  redacción  de  la  sentencia;  pero  en  este  caso  es- 
tará aquél  obligado  á formular  voto  particular. 

6.®  Leer  en  audiencia  pública  la  sentencia. 

Art.  148.  Si  por  cualquier  circunstancia  no  pu- 
diere fallarse  alguna  causa  en  el  día  correspondien- 
te, esto  no  será  obstáculo  á que  se  decidan  ó sen- 
tencien otras  que  hayan  sido  vistas  con  posteriori- 
dad, sin  que  por  ello  se  altere  el  orden  más  que  en 
lo  absolutamente  indispensable. 

Art.  149.  Inmediatamente  después  de  celebra- 
do el  juicio  oral  ó en  el  siguiente  día  antes  de  las 
horas  de  despacho,  el  Tribunal  discutirá  y votará 
todas  las  cuestiones  de  hecho  y de  derecho  que 
hayan  sido  objeto  del  juicio.  La  sentencia  que  re- 
sulte aprobada  se  redactará  y firmará  dentro  del 
término  señalado  en  el  artículo  203. 

Art.  150.  La  discusión  y votación  de  las  sen- 
tencias se  verificará  en  todos  los  Tribunales  á puer- 
ta cerrada  y antes  ó después  de  las  horas  señala- 
das para  el  despacho  ordinario. 

Art.  151.  Discutida  la  sentencia  propuesta  por 
el  Ponente,  votará  éste  primero,  y después  de  él 
los  demás  Magistrados  por  orden  inverso  de  su 
antigüedad. 

Art.  152.  Cuando  la  importancia  de  la  discu- 
sión lo  exija,  deberá  el  que  presida  hacer  un  bre- 
ve resumen  de  ella,  antes  de  la  votación. 

Art.  153.  Las  providencias,  los  autos  y las  sen- 
tencias se  dictarán  por  mayoría  absoluta  de  votos, 
excepto  en  los  casos  en  que  la  ley  exigiese  expre 
sámenle  mayor  número  (l). 


(1)  Damos  el  texto  de  este  artículo  arreglado  á la  mo- 
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Árt.  154.  Si  después  de  la  vísta  y antes  de  la 
votación  algún  Magistrado  se  imposibilitare  y no 
pudiere  asistir  al  acto,  dará  su  voto  fundado  y fir- 
mado y lo  remitirá  directamente  al  Presidente.  Si 
no  pudiere  escribir  ni  firmar,  se  valdrá  del  Secre- 
tario. 

El  voto  así  emitido  se  conservará  rubricado  por 
el  que  presida  en  el  libro  de  sentencias. 

Cuando  el  Magistrado  no  pudiere  votar  ni  aun 
de  este  modo,  se  votará  la  causa  por  los  no  impe- 
didos que  hubiesen  asistido  á la  vista,  y,  si  hubie- 
re los  necesarios  para  formar  mayoría,  éstos  dicta- 
rán sentencia. 

Cuando  no  resulte  mayoría,  se  estará  á lo  que  la 
ley  ordena  respecto  de  las  discordias. 

Art.  155.  Cuando  fuere  trasladado,  jubilado, 
separado  ó suspenso  algún  Magistrado,  votará  las 
causas  á cuya  vista  hubiere  asistido  y que  aun  no 
se  hubiesen  fallado. 

Art.  156.  Comenzada  lo  votación  de  una  sen- 
tencia, no  podrá  interrumpirse  sino  por  algún  im- 
pedimento insuperable. 


dificación  introducida  en  los  artículos  adicionales  de  la 
Ley  de  20  de  Abril  de  1888,  estableciendo  el  juicio  por 
jurados  para  determinados  delitos. 

Antes  de  la  modificación,  estaba  redactado  este  artícu- 
lo como  sigue: 

<Art.  153.  Las  providencias,  los  autos  y las  senten- 
cias se  dictarán  por  mayoría  absoluta  de  votos,  excepto 
en  los  casos  en  que  la  ley  exigiese  expresamente  mayor 
número. 

La  pena  de  níuerte  y la  perpetua,  sólo  podrán  impo- 
nerse hai)iendo  tres  votos  conformes.  Si  no  los  hubiere, 
se  entenderá  impuesta  la  pena  inmediata  inferior  corres- 
pondiente.v 

--Cuando  en  las  causas  de  pena  de  muerte  intervienen 
los  jurados,  solo  es  necesaria  la  asistencia  de  tres  Ma- 
gistrados. (S.  10  Febrero  1897;. 
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■ Todo  el  que  tome  parte  en  la  votación  de  una 
providencia,  auto  ó sentencia  firmará  lo  acordado, 
aunque  hubiese  disentido  de  la  mayoría;  pero  po- 
drá en  este  caso  salvar  su  voto,  que  se  insertará 
con  su  firma  al  pie  en  el  libro  de  votos  reservados 
dentro  de  las  veinticuatro  horas  siguientes  (1) 

Art.  157.  En  1 as  certificaciones  ó testimonios 
de  sentencias  que  expidieren  los  Tribunales  no  se 
insertarán  los  votos  reservados;  pero  se  remitirán 
al  Tribunal  Supremo  y se  harán  públicjos  cuando 
se  interpongá  y admita  el  recurso  de  (íasación  (2). 

Art.  158.  Las  sentencias  se  firmarán  por  todos 
los  Magistrados  no  impedidos. 

Art.  159.  En  cada  Tribunal,  Sala  ó Sección  de 
lo  criminal  se  llevará  un  registro  de  sentencias,  en 
el  cual  se  extenderán  v firmarán  todas  las  defini- 
tivas. 

El  registro  expresado  estará  bajo  la  custodia  de 
los  respectivos  Presidentes  (3). 

Art.  160.  Las  sentencias  definitivas  se  leerán  y 
notificarán  á las  partes  y á sus  Procuradores  en  to- 
do juicio  oral,  el  mismo  día  en  que  se  firmen  ó á lo 
más  en  el  siguiente. 

Si  por  cualquier  circunstancia  ó accidente  no  se 


(1)  El  libro  de  votos  reservados  habrá  de  formarse 
cada  año  en  papel  de  oficio,  llevando  rubricadas  por  el 
Presidente  del  Tribunal,  de  la  Sala  ó de  la  Sección,  y se- 
lladas todas  las  hojas.  (C.  del  Fres,  del  Trib.  Sup.  14  Ju- 
lio 1883). 

(2)  Las  certificaciones  de  los  votos  reservados  deben 
ser  expedidas  por  el  Presidente  del  Tribunal  donde  se 
emitieron. 

(3)  Este  libro  deberá  llevarse  en  papel  de  oficio  del 
año  respectivo,  y en  él  se  extenderán  integramente  las 
sentencias,  firmándolas  los  Magistrados  que  las  dicten,  y 
autorizando  su  publicación  el  Secretario.  (Gire,  antes  ci- 
tada) . 
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encontrare  á las  partes  al  ir  á hacerles  la  notifica- 
ción, se  hará  constar  por  diligencia  y bastará  en  tal 
caso  con  la  notificación  hecha  á sus  Procuradores. 

Los  autos  que  resuelvan  incidente  se  notificarán 
únicamente  á los  Procuradores. 

Art.  161.  Los  Tribunales  no  podrán  variar,  des- 
pués de  firmadas,  las  sentencias  que  pronuncien; 
pero  sí  aclarar  algún  concepto  obscuro,  suplir  cual- 
quiera omisión  que  contengan,  ó rectificar  alguna 
equivocación  importante,  dentro  del  día  hábil  si- 
guiente al  de  la  notificación. 

Estas  aclaraciones  podrán  hacerse  de  oficio  ó á 
instancia  de  las  partes,  ó del  Ministerio  fiscal  (1). 

Art.  162.  Los  Tribunales  conservarán  metódi 
camente  coleccionadas  las  minutas  de  los  autos  que 
resuelvan  incidentes  y sentencias  que  dictaren,  ha- 
ciendo referencia  á cada  una  en  el  asiento  corres- 
pondiente de  los  libros  de  autos  y sentencias  del 
Tribunal. 

Las  hojas  de  los  libros  de  autos  y de  sentencias 
de  los  Tribunales,  estarán  numeradas  y selladas, 
rubricándolas  el  Presidente  respectivo  (2). 

CAPITULO  II 

Del  modo  de  dirimir  las  discordias, 

Art.  163.  Cuando  en  la  votación  de  una  senten- 

(1)  Rectificada  por  la  Sala  en  plazo  hábil  una  equi- 
vocación contenida  en  una  sentencia,  no  cabe  interponer 
contra  ella  recurso  de  casación  fundándose  en  el  error  co- 
rregido. (S.  20  Oc.  1888). 

(2)  Aunque  la  práctica  generalmente  admitida  de  ex- 
tender los  autos  en  los  mismos  procesos  en  donde  se  fir- 
man y autorizan,  parece  conforme  con  la  naturaleza  de 
tales  resoluciones,  ha  de  llevarse  un  libro  registro  de  au- 
ios,  de  idénticas  condiciones  al  de  sentencias,  porque  así 
lo  dispone,  si  bien  de  un  modo  incidental,  el  artículo  que 
anotamos.  (C.  del  Pres.  del  Trib.  Supr.  14  Jul.  1883). 
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cia  definitiva,  auto  ó providencia  no  resultase  ma 
yoría  de  votos  sobre  cualquiera  de  los  pronuncia 
alientos  de  hecho  ó de  derecho  que  deban  ha(*erse 
ó sobre  la  decisión  que  haya  de  dictarse,  volverán 
á discutirse  y á votarse  los  pantos  en  que  hayan 
disentido  los  votantes. 

Art*  164.  Si  en  la  siguiente  votación  insistieren 
los  discordantes  en  sus  respectivos  pareceres,  se 
someterán  á una  nueva  deliberación  tan  sólo  los 
dos  votos  más  favorables  al  procesado,  y entre  és- 
tos optarán  precisamente  todos  los  votantes  de 
modo  que  resulte  aprobado  cualquiera  de  ambos. 

En  este  caso  pondrán  en  lugar  oportuno  de  la 
sentencia  las  siguientes  palabras:  Visto  el  resulta- 
do de  la  votación^  la  ley  decide 

La  determinación  de  cuáles  sean  los  dos  parece- 
res más  favorables  al  procesado  se  hará  á plurali- 
dad de  votos. 

Lo  dispuesto  en  este  artículo  y en  el  anterior  no 
es  aplicable  al  caso  á que  se  refiere  el  párrafo  se- 
gundo del  art.  153  (1). 

Art.  165.  En  las  sentencias  que  pronuncie  el 
Tribunal  Supremo  en  los  recursos  de  casación  ó en 
los  de  revisión  no  habrá  discordia,  quedando  al 
efecto  desechados  los  resultandos  y considerandos 
que  no  reúnan  mayoría  absoluta  de  votos. 

TITULO  VII 

DE  LAS  NOTIFICACIONES,  CITACIONES 
Y EMPLAZAMIENTOS  (2). 

Art.  166.  L as  notificaciones,  citaciones  y em- 

d)  Este  párrafo  ha  quedado  virtualmente  derogado 
por  la  Ley  de  20  de  Abril  de  1888,  artículos  adicio- 
nales. 

(2)  Los  arts.  20'7  y 209  expresan  el  término  dentro  del 
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plazamientos  que  se  practiquen  fuera  de  los  estra- 
dos del  Juzgado  ó Tribunal,  se  harán  respectiva- 
mente por  un  alguacil  ó por  un  Oficial  de  Sala. 

Las  que  tuvieren  lugar  en  los  estrados,  se  practi- 
carán leyendo  íntegramente  la  resolución  á la  per- 
sona á quien  se  notifiquen,  dándole  en  el  acto  co- 
pia de  ella,  aunque  no  la  pidiere,  y haciendo  méri- 
to de  uno  y otro  en  la  diligencia  que  se  extienda, 
que  suscribirá  el  Secretario  ú Oficial  de  Sala  res- 
pectivamente. 

Art.  167.  Para  la  práctica  de  las  notificaciones, 
el  Secretario  que  interviniere  en  la  causa  extende- 
rá lina  cédula,  que  contendrá: 

1.0  La  expresión  del  objeto  de  dicha  causa  y 
los  nombres  y apellidos  de  los  que  en  ella  fueren 
parte. 

2.0  La  copia  literal  de  la  resolución  que  hubie- 
re de  notificarse. 


cual  deben  practicarse  estas’ diligencias,  j tratan  de  la 
notificación  de  los  autos  de  prisión  y soltura  los  501  y 
517. — Véase  la  nota  al  art.  660,  en  lo  que  respecta  á la 
ejecución  de  lo  dispuesto  en  e!  art.  46  de  la  Ley  del  Jura- 
do, así  como  el  art.  50  de  la  misma  ley. — Por  circular  del 
Ministerio  de  Gracia  y Justicia,  fecha  9 de  Abril  de  1884, 
se  dispuso  que  toda  comunicación  que  los  Tribunales  de 
cualquier  orden  dirijan  á los  Representantes  de  nacio- 
nes extranjeras,  así  como  á empleados  ó dependientes  de 
su  misión,  ya  sean  citaciones  para  comparecer^  exhortes, 
emplazamientos  ó requerimientos  de  naturaleza  civil  ó 
criminal,  se  dirijan  necesariamente,  según  está  preveni- 
do, por  conducto  del  Ministerio  de  Gracia  y Justicia,  que 

10  comunicará  al  de  Estado,  siempre  que  conste  el  carác- 
ter y condiciones  de  la  persona  citada.  Que  tan  luego  co- 
rno en  los  procedimientos  incoados  resulte  ese  carácter 
6 condición  del  citado  ó emplazado,  se  cumpla  respecto 

11  ól  esa  formalidad,  regularizando  el  procedimiento  en 
lo  que  le  sea  referente  si  no  consta  la  expresa  renuncia 
de  su  inmunidad  hecha  por  el  interesado  en  el  proceso  ó 
autos  de  que  se  trate. 
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3.0  El  nombre  y apellidos  de  la  persona  ó per- 
..sonas  que  han  de  ser  notificadas. 

4.*^  La  fecha  en  que  la  cédula  se  expidiere. 

6.0  La  firma  del  Secretario. 

Art.  168,  Se  harán  constar  en  los  autos  por  nota 
sucinta  la  expedición  de  la  cédula  y el  Oficial  de 
Sala  ó alguacil  á quien  se  encargare  su  cum[)li- 
miento. 

Art.  169.  El  que  recibiere  la  cédula  sacará  y 
autorizará  con  su  firma  tantas  copias  cuantas  sean 
las  personas  á quienes  hubiere  de  notificar. 

Art.  170.  La  notificación  consistirá  en  la  lec- 
tura íntegra  de  la  resolución  que  deba  ser  notifica- 
da, entregando  la  copia  de  la  cédula  á quien  se  no- 
tifique y haciendo  constar  la  entrega  por  diligencia 
sucinta  al  pie  de  la  cédula  original. 

Art.  171.  En  la  diligencia  se  anotará  el  día  y 
hora  de  la  entrega,  y será  firmada  por  la  persona  á 
quien  ésta  se  hiciere  y por  el  funcionario  que  prac- 
tique la  notificación. 

Si  la  persona  á quien  se  haga  la  entrega  no  su- 
piere firmar,  lo  hará  otra  á su  ruego;  y si  no  qui- 
siere, firmarán  dos  testigos  buscados  al  efecto.  Es- 
tos testigos  no  podrán  negarse  á serlo,  bajo  la  mul- 
ta de  5 á 25  pesetas. 

Art.  172.  Cuando  á la  primera  diligencia  en 
busca  no  fuere  hallado  en  su  habitación  el  que 
haya  de  ser  notificado,  cualquiera  que  fuere  la  cau- 
sa y el  tiempo  de  su  ausencia,  se  entregará  la  cé- 
dula al  pariente,  familiar  ó criado,  mayor  de  cator- 
ce años,  que  se  halle  en  dicha  habitación. 

Si  no  hubiere  nadie,  se  hará  la  entrega  á uno  de 
los  vecinos  más  próximos. 

Art.  178.  En  la  diligencia  de  entrega  se  hará 
constar  la  obligación  del  que  recibiere  la  copia  de  la 
cédula  de  entregarla  al  que  deba  ser  notificado  in- 
mediatamente que  regrese  á su  domicilio,  bajo  la 
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multa  de  6 á 60  pesetas  si  deja  de  entregarla. 

Art.  174.  Cuando  no  se  pueda  practicar  una 
notificación  por  haber  cambiado  de  habitación  el 
que  deba  ser  notificado  y no  ser  posible  averiguar 
la  nueva,  ó por  cualquiera  otra  causa,  se  hará  cons- 
tar en  la  cédula  original. 

Art.  175.  Los  citaciones  y emplazamientos  se 
practicarán  en  la  forma  establecida  para  las  notifi- 
caciones, con  las  siguientes  diferencias. 

Ija  cédula  de  citación  contendrá: 

Expresión  del  Juez  ó Tribunal  que  hubiere 
dictado  la  resolución,  de  la  fecha  de  ésta  y de  la 
causa  en  que  haya  recaído. 

2.0  Los  nombres  y apellidos  de  los  que  debie- 
ren ser  citados  y las  señas  de  sus  habitaciones;  y 
si  éstas  fuesen  ignoradas,  cualesquiera  otras  cir- 
cunstancias por  las  que  pueda  descubrirse  el  lugar 
en  que  se  hallaren. 

3.0  El  objeto  de  la  citación. 

4.0  El  lugar,  día  y hora  en  que  haya  de  concu- 
rrir el  citado. 

5.0  La  obligación,  si  la  hubiere,  de  concurrir  al 
primer  llamamiento  bajo  la  multa  de  6 á 60  pese- 
tas; ó si  fuese  ya  el  segundo  el  que  se  hiciere,  la  de 
concurrir  bajo  apercibimiento  de  ser  procesado  co- 
mo reo  del  delito  de  denegación  de  auxilio  pre- 
visto por  el  Oodigo  penal  respecto  de  jurados,  peri- 
tos y testigos  (1). 

La  cédula  del  emplazamiento  contendrá  los  re- 
quisitos 1.0,  2.0  y 3.0  anteriormente  mencionados 
para  la  de  la  citación  y además  los  siguientes: 

1.0  El  término  dentro  del  cual  ha  de  compare- 
cer el  emplazado. 

2.0  El  lugar  en  que  haya  de  comparecer  y el 
Juez  ó Tribunal  ante  quien  deba  hacerlo. 


(1)  V.  el  art.  383  del  Código  penal. 
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8.®  La  prevención  de  que,  si  no  compareciere, 
le  pararán  los  perjuicios  á que  hubiere  lugar  en 
derecho. 

Art.  176.  Cuando  el  citado  no  comparezca  en 
el  lugar,  día  y hora  que  se  le  hubiesen  señalado, 
el  que  haya  practicado  la  citación  volverá  á cons- 
tituirse en  el  domicilio  de  quien  hubiese  recábido 
la  copia  de  la  cédula,  haciendo  constar  por  diligen- 
cia en  la  original,  la  causa  de  no  haberse  efectua- 
do la  comparecencia.  Si  esta  causa  no  fuere  legíti- 
ma, se  procederá  inmediatamente  por  el  Juez  ó 
Tribunal  que  hubiere  acordado  la  citación  á llevar 
á efecto  la  prevención  que  corresponda,  éntrelas 
establecidas  en  el  núm.  5.^  del  artículo  anterior  (1). 

Art.  177.  Cuando  las  notificaciones,  citaciones 
ó emplazamientos  hubieren  de  practicarse  en  te- 
rritorio de  otra  Autoridad  judicial  española,  se  ex 
pedirá  suplicatorio,  exhorto  ó mandamiento,  según 
corresponda,  insertando  en  ellos  los  requisitos  que 
deba  contener  la  cédula. 

Si  hubiere  de  practicarse  en  el  extranjero,  se 
observarán  para  ello  los  trámites  prescritos  en  los 
Tratados,  si  los  hubiese,  y en  su  defecto  se  estará 
al  principio  de  reciprocidad  (2). 


(1)  No  tiene  aplicación  este  artículo,  cuando  ni  la  or 
den  de  comparecencia  fué  oficial  ni  consta  fuera  reitera- 
da. (S.  16  Febrero  1888). 

(2)  Según  la  Real  orden  de  21  de  Enero  de  1853,  «los 
autos  judiciales  que  hayan  de  cumplimentarse  en  país 
extraño,  deberán  dirigirse  por  las  Autoridades  judiciales 
al  Ministerio  de  quien  dependen,  y por  éste  al  de  Estado; 
porque  la  remisión  del  exhorto  por  conducto  del  Mini.ste- 
rio  correspondiente  garantiza  su  verdad  y su  legitimi 
dad,  y es  la  legalización  tácita,  en  virtud  de  la  cual  el 
Ministerio  de  Estado  da  curso  á esta  clase  de  documen- 
tos, siempre  que  á ello  no  se  oponga  el  derecho  creado 
por  el  uso  ó por  los  pactos  internacionales». — Como  raedi 
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Art.  178.  Si  el  que  haya  de  ser  notificado,  ci- 
tado ó emplazado  no  tuviere  domicilio  conocido, 
se  darán  las  órdenes  convenientes  á los  agentes 
de  policía  judicial  por  el  Juez  ó Tribunal  que  hu- 
biese acordado  la  práctica  de  la  diligencia,  para 
que  se  le  busque  en  el  breve  término  que  al  efecto 
se  señale. 

Si  no  fuere  habido,  se  mandará  insertar  la  cédu- 
la en  el  Boletín  oficial  de  la  provincia  de  su  última 
residencia  y en  la  Gaceta  de  Madrid  si  se  conside- 
rare necesario. 

Art.  17Í).  Practicada  la  notificación,  citación  ó 
emplazandento  ó hecho  constar  el  motivo  que  lo 
iiubiese  impedido,  se  unirá  á los  autos  la  cédula 
original  ó el  suplicatorio,  exhorto  ó mandamiento 
exf)edidos. 

Art.  180.  Serán  nulas  las  notificaciones,  cita- 
ciones y emplazamientos  que  no  se  practicaren 
con  arreglo  á lo  dispuesto  en  este  capítulo. 

Sin  embargo,  cuando  la  persona  notificada,  cita- 
da ó emplazada  se  hubiere  dado  por  enterada  en 
el  juicio,  surtirá  desde  entonces  la  diligencia  todos 
sus  efectos,  como  si  se  hubiese  hecho  con  arreglo 
á las  disposiciones  de  la  ley:  no  por  esto  quedará 
relevado  el  auxiliar  ó subalterno  de  la  corrección 
disciplinaria  establecida  en  el  artículo  siguiente. 

Art.  181.  El  auxiliar  ó subalterno  que  incurrie- 
re en  morosidad  en  el  desempeño  de  las  funciones 
que  por  este  capítulo  le  correspondan,  ó faltare  á 
alguna  de  las  formalidades  en  el  mismo  estableci- 
das, será  corregido  disciplinariamente  por  el  Juez 
ó Tribunal  de  quien  dependa  con  multa  de  26  á 
100  pesetas. 


da  de  carácter  general  se  dictó  en  5 de  Diciearíbre  de  1862 
una  K O.,  cuya  parte  dispositiva  está  aún  vigente  y la 
reproducimos  en  la  segunda  parte  de  esta  obrita. 
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Árt.  182.  Las  notificaciones,  citaciones  y em- 
plazamientos podrán  liacerse  á los  Procuradores 
de  las  partes. 

Se  exceptúan: 

1.0  Las  citaciones  que  por  disposición  expresa 
de  la  ley  deban  hacerse  á los  mismos  interesados 
én  persona  (1). 

2.0  Las  citaciones  que  tengan  por  objeto  la 
comparecencia  obligatoria  de  éstos. 

TITULO  VIII 

DE  I.OS  SUPLICATORIOS,  EXHORTOS  Y MANDAMIENTOS 

Art.  183.  Los  Jueces  y Tribunales  se  auxiliarán 
mutuamente  para  la  práctica  de  todas  las  diligen- 
cias que  fueren  necesarias  en  la  sustanciación  de 
las  causas  criminales. 

- Art.  184.  Cuando  una  diligencia  judicial  hu- 
biere de  ser  ejecutada  por  un  Juez  ó Tribunal  dis- 
tinto del  que  la  haya  ordenado,  éste  encomendará 
su  cumplimiento  por  medio  de  suplicatorio,  exhor- 
to ó mandamiento. 

Empleará  la  forma  del  suplicatorio  cuando  se 
dirija  á un  Juez  ó Tribunal  superior  en  grado:  la 
de  exhorto  cuando  se  dirija  á uno  de  igual  grado, 
y la  de  mandamiento  ó carta-orden  cuando  se  di- 
rija á un  subordinado  suyo  (2). 


(1)  Encuéntranse  entre  ellas  las  prevenidas  en  los  ar- 
tículos 384,  501,  508,  5H,  529,  584,  589,  59^,  655,  664, 
907  y 959  de  esta  misma  ley. 

(2)  Sobre  las  relaciones  de  los  Tribunales  ordinarios 
con  los  militares  véanse  los  arts.  385,  388,  391  y 393  del 
Código  de  Justicia  militar  vigente.— El  Ministerio  de  la 
Guerra,  de  acuerdo  con  el  de  Gracia  y Justicia^  dictó  la 
Real  orden  de  13  de  Mayo  de  1884  relativa  á citaciones 
y comparecencias  de  testigos  en  los  juicios  orales,  eu  la 
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Art,  185.  El  Juez  ó Tribunal  que  haya  ordena- 
do la  práctica  de  una  diligencia  judicial  no  podrá 
dirigirse  á Jueces  ó Tribunales  de  categoría  ó grado 
inferior  que  no  le  estuvieren  subordinados,  debien- 
do entenderse  directamente  con  el  superior  de 
éstos  que  ejerza  la  jurisdicción  en  el  mismo  grado 
que  él. 

Se  exceptúan  los  casos  en  que  expresamente  se 
disponga  otra  cosa  en  la  ley. 

Art.  186.  Para  ordenar  el  libramiento  de  certi- 
ficación ó testimonio  y la  práctica  de  cualquiera 
diligencia  judicial,  cuya  ejecución  corresponda  á 
Registradores  de  la  propiedad,  Notarios,  auxiliares 
ó subalternos  de  Juzgados  ó Tribunales  y funcio- 
narios de  policía  judicial  que  estén  á las  órdenes 
de  loe  mismos,  se  empleará  la  forma  de  manda- 
miento. 

Art.  187.  Cuando  los  Jueces  ó Tribunales  ten- 
gan que  dirigirse  á Autoridades  ó funcionarios  de 
otro  orden,  usarán  la  forma  de  oficios  ó exposicio- 
nes, según  el  caso  requiera  (1). 

Art.  188.  Los  suplicatorios,  exhortos  ó manda- 
mientos en  causas  en  que  se  persigan  delitos  que 
no  sean  de  los  que  sólo  por  querella  privada  pue- 
den ser  persegidos,  se  expedirán  de  oficio  y se 
cursarán  directamente  para  su  cumplimiento  por 
el  Juez  ó Tribunal  que  los  hubiere  librado. 


que  se  dispuso  que,  cuando  fuere  necesaria  la  compare- 
cencia ante  las  Audiencias  de  individuos  de  tropa  que  se 
hallaren  sobre  las  armas,  dirijan  aquéllas  con  la  conve- 
niente anticipación  el  oportuno  suplicatorio  al  Capitán 
general  del  distrito  en  que  presten  sus  servicios  los  re- 
clamados. Tntrodujo,  pues,  una  excepción  á lo  que  dis- 
])one  la  Ley  de  F/njuiciamiento  crimina!  en  el  artículo 
que  anotamos  y en  los  18T,  191  y 661,  cuyo  cumpli- 
miento en  la  práctica  ofrecía  dificultades. 

(1)  Véase  la  nota  al  art.  184. 
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Los  que  procedan  de  cansas  por  delitos  que  sólo 
pueden  ser  perseguidos  en  virtud  de  querella  par- 
ticular, podrán  entregarse  bajo  recibo  al  interesado 
ó á su  representante  á cuya  instancia  se  librarcni, 
fijándole  término  para  presentarlos  á quien  deba 
cuuíplirlos. 

Se  exceptúan  los  casos  en  que  expresamente  se 
disponga  otra  cosa  en  la  ley  (1). 

Art.  189.  La  persona  que  reciba  los  documen- 
tos, los  presentará,  en  el  término  que  se  le  hubiese 
fijado,  al  Juez  ó Tribunal  á quien  se  haya  enco- 
mendado el  cumplimiento,  dando  aviso,  acto  con- 
tinuo, de  haberlo  hecho  así  al  Juez  ó Tribunal  de 
quien  procedan. 

Al  verificar  la  presentación,  el  funcionario  co- 
rrespondiente extenderá  diligencia  á continuación 
del  suplicatorio,  exhorto  ó carta-orden,  expresando 
la  fecha  de  su  entrega  y la  persona  que  lo  hubiese 
presentado,  á la  que  dará  recibo,  firmando  ambos 
la  diligencia.  Dicho  funcionario  dará  además  cuen- 
ta al  Juez  ó Tribunal  en  el  mismo  día,  y si  no  fuere 
posible,  en  el  siguiente. 

Art.  190.  Cuando  hubiesen  sido  remitidos  de 
oficio,  el  Juez  ó Tribunal  que  los  reciba  acusará 
inmediatamente  recibo  al  remitente. 

Art.  191.  El  Juez  ó Tribunal  que  reciba,  ó á 
quien  sea  presentado  un  suplicatorio,  exhorto  ó 
carta-orden,  acordará  su  cumplimiento,  sin  perjui- 
cio de  reclamar  la  competencia  que  estimare  co 
rresponderle,  disponiendo  lo  conducente  para  que 
se  practiquen  las  diligencias  dentro  del  plazo,  si  se 
hubiere  fijado  en  el  exhorto,  ó lo  más  pronto  posi- 
ble en  otro  caso. 

Una  vez  cumplimentado,  lo  devolverá  sin  demo 


(l)  Véanse  los  arts.  660  y 833  de  esta  ley. 
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ra  en  la  misma  forma  en  que  lo  hubiese  recibido  ó 
en  que  se  le  hubiese  presentado. 

Art.  lOá.  Cuando  se  demorare  el  cumplimien» 
to  de  un  suplicatorio  más  tiempo  del  absolutamen- 
te necesario  para  ello,  atendidas  la  distancia  y la 
índole  de  la  diligencia  que  haya  de  practicarse,  el 
Juez  ó Tribunal  que  le  hubiese  expedido  remitirá 
de  oficio  ó á instancia  de  parte,  según  los  casos,  un 
recuerdo  al  Juez  ó Tribunal  suplicado. 

Si  la  demora  en  el  cumplimiento  se  refiriese  á 
un  exhorto,  en  vez  de  recuerdo  dirigirá  suplicato 
rio  al  superior  inmediato  del  exhortado,  dándole 
conocimiento  de  la  demora,  y el  superior  apremia- 
rá al  moroso  con  conección  disciplinaria,  sin  per- 
juicio de  la  mayor  responsabilidad  en  que  pueda 
incurrir. 

Del  mismo  apremio  se  valdrá  el  que  haya  expe- 
dido una  carta  orden,  para  obligar  á su  inferior  mo- 
roso á que  la  devuelva  cumplimentada. 

Art.  193.  Los  exhortos  á Tribunales  extranje 
ros  se  dirigirán  por  la  vía  diplomática,  en  la  forma 
establecida  en  los  Tratados,  y á falta  de  éstos,  en 
la  que  determinen  las  disposiciones  generales  del 
Gobierno  (l). 

Kn  cualquier  otro  caso  se  estará  al  principio  de 
re(;iprocidad  (2). 

Art.  194.  Las  mismas  reglas  establecidas  en  el 
artículo  anterior  se  obsei  varán  para  dar  cumpli- 
miento en  España  á los  exhortos  de  Tribunales  ex- 
tranjeros, por  los  que  se  requiera  la  práctica  de  al- 
guna diligencia  judicial. 

Art.  195.  Con  las  Autoridades,  funcionarios, 


(1)  Véanse  las  notas  al  art. 

(2)  Respecto  del  pago  de  exhortos  librados  al  extran- 
jero, véase  el  Real  decreto  de  5 de  Febrero  de  1889,  in- 
serto en  el  tomo  complementario  de  esta  obrita. 
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agentes  y Jefes  de  fuerza  armada,  que  no  estuvie- 
ren á las  órdenes  inmediatas  de  los  Jueces  y Tri- 
bunales, se  comunicarán  éstos  por  medio  de  at(ui 
tos  oficios,  á no  ser  que  la  urgemda  del  caso  exija 
verificarlo  verbalmente,  liaciéndolo  constar  en  la 
causa  (^1). 

Art.  196,  Los  Ju  eces  y Tribunales  se  dirigirán 
en  forma  de  exposición,  por  conducto  del  Ministe- 
rio de  Gracia  y Justicia,  á los  Cuerpos  Colegislado 
res  y á los  Ministros  de  la  Corona,  tanto  para  que 
auxilien  á la  Administración  de  justicia  en  sus  pro- 
pias funciones,  como  para  que  obliguen  á las  Au- 
toridades, sus  subordinadas,  á que  suministren  los 
datos  ó presten  los  servicios  que  se  Ies  hubiere 
pedido. 

TITULO  IX 

DE  LOS  TÉRMINOS  JUDICIALES 

Art.  197.  Las  resoluciones  y diligencias  judi- 
ciales se  dictarán  y practicarán  dentro  de  los  tér- 
minos señalados  para  cada  una  de  ellas  (2). 

Art.  198.  Cuando  no  se  fije  término,  se  enten- 
derá que  han  de  dictarse  y practicarse  sin  dilación. 

La  infracción  de  lo  dispuesto  en  este  artículo  y 
en  el  anterior  será  corregida  discif)linariamente,  se- 
gún la  gravedad  del  caso,  sin  perjuicio  del  derecho 
de  la  parte  agraviada  para  reclamar  la  indemrr’za- 


(1)  Véase  la  nota  al  art  184. 

(2)  Véase  el  art  671  de  la  Ley  Org.inic^»  del  Poder  Ju- 
dicial.— No  son  nulas  las  resoluciones  judiciales  dictadas 
fuera  de  término.  (S.  26  Jun.  1880). — Los  términos  seña- 
lados en  la  ley  por  meses  y por  años,  son  los  naturales, 
á falta  de  disposición  en  contrario,  y se  cuentan  desde  la 
fecha  del  hecho  del  mes  d qico,  hasta  otro  igual  del  mes 

^n  que  ceda  el  plazo.  (S.  30  Mar.  1887). 
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oión  (le  daños  y perjuicios  y demás  responsabilida- 
des que  |:>rocedan. 

Art.  19Í).  Los  Jueces  y Tribunales  impondrán 
en  su  caso  dicha  corrección  disciplinaria  á sus  au- 
xiliares y subalternos,  sin  necesidad  de  petición  de 
parte;  y si  no  lo  hicieren,  incurrirán  á su  vez  en 
responsabilidad. 

Art.  200.  Los  que  se  consideren  perjudicados 
por  dilaciones  injustificadas  de  los  términos  judi- 
(•iales  podrán  deducir  queja  ante  el  Ministerio  de 
Gracia  y Justicia  que,  si  la  estima  fundada,  la  re- 
mitirá al  Fiscal  á quien  corresponda,  para  que  en- 
table de  oficio  el  recurso  de  responsabilidad  que 
proceda  con  arreglo  á la  ley  ó promueva  la  correc- 
ción disciplinaria  á que  hubiere  lugar. 

Art.  201.  Los  días  en  que  los  Juzgados  y Tri- 
bunales vacaren  con  sujeción  á la  ley,  serán,  sin 
embargo,  hábiles  para  las  actuaciones  del  suma- 
rio (1). 

Art.  202.  Serán  improrrogables  los  términos 
judiciales  cuando  la  ley  no  disponga  expresamente 
lo  contrario. 

Pero  podrán  suspenderse  ó abrirse  de  nuevo,  si 
fuere  posible  sin  retroceder  el  juicio  del  estado  en 
que  se  halle,  cuando  hubiere  causa  justa  y probada. 

Se  reputará  causa  justa  la  que  hubiere  hecho 
imposible  dictar  la  resolución  ó practicar  la  dili- 
gencia judicial,  independientemente  de  la  voluntad 
de  quienes  hubiesen  debido  hacerlo  (2). 


(1)  A los  efectos  de  lo  dispuesto  en  este  artículo,  se 
consideran  actuaciones  del  suraario  las  comprendidas 
desde  el  art.  622  al  633.  (M.  del  Fis.  del  Trib.  Supr.  de  15 
Sep.  1883,  núra.  13). 

(2)  Los  términos  prorrogables  se  convierten  en  im- 
prorrogables si  no  se  solicita  la  ampliación  durante  su 
transcurso.— Véase  el  art.  306  de  esta  ley. 
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Art.  203.  Las  sentencias  se  dictarán  y firma- 
rán dentro  de  los  tres  días  siguientes  al  en  que  se 
hubiese  celebrado  la  vista  del  incidente  ó se  hu- 
biese terminado  el  juicio. 

Se  exceptúan  las  sentencias  en  los  juicios  sobre 
faltas,  las  cuales  habrán  de  dictarse  en  el  mismo 
día  ó al  siguiente. 

Art.  204.  Los  autos  se  dictarán  y firmarán  en 
el  día  siguiente  al  en  que  se  hubiesen  entablado 
las  pretensiones  que  por  ellos  se  hayan  de  resolver, 
ó hubieren  llegado  las  actuaciones  á estado  de  que 
aquéllos  sean  dictados. 

Las  providencias  se  dictarán  y firmarán  inme- 
diatamente que  resulte  de  las  actuaciones  la  nece- 
sidad de  dictarlas,  ó en  el  mismo  día  ó en  el  si- 
guiente al  en  que  se  hayan  presentado  las  preten- 
siones sobre  que  recaigan  (1). 

Art.  205.  Se  exceptúan  de  lo  dispuesto  en  el 
artículo  anterior  los  autos  y providencias  que  de- 
ban dictarse  en  más  corto  término  para  no  inte- 
rrumpir el  curso  del  juicio  público,  ó para  no  in- 
fringir con  el  retraso  alguna  disposición  legal  (2). 

Art.  206.  El  Secretario  dará  cuenta  al  Juez  ó 
Tribunal  de  todas  las  pretensiones  escritas  en  el 
mismo  día  en  que  le  fueren  entregadas,  si  esto  su- 
cediese antes  de  las  horas  de  audiencia  ó durante 
ella,  y al  día  siguiente  si  se  le  entregaren  después. 

En  todo  caso,  pondrá  al  pie  de  la  pretensión,  en 
el  acto  de  recibirla  y á presencia  de  quien  se  la 


(1)  Definen  las  providencias,  los  autos,  las  sentencias 
firmes  y ejecutorias,  y determinan  las  solemnidades  de 
sus  fórmulas  respectivas,  los  arts.  141  y 142  de  esta  ley. 

(2)  En  las  Audiencias  territoriales  en  que  todavía 
existan  Relatores  y Escribanos  de  Camara,  éste  es  el  lla- 
mado á ejercer  las  funciones  de  Secretario  de  Sala  de  lo 
criminal  en  todos  los  actos  del  juicio  oral.  (M.  de  la  Fis- 
calía del  Trib.  Sup.  de  15  Sep.  1883,  núm.  55). 
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entregase,  una  breve  nota  consignando  el  día  y 
hora  de  la  entrega,  y facilitará  al  interesado  que  lo 
pidiere  documento  bastante  para  acreditarlo. 

Alt.  207.  Las  notificaciones,  citaciones  y em- 
plazamientos que  hubieren  de  hacerse  en  la  capi- 
tal del  Juzgado  ó Tribunal,  se  practicarán  lo  más 
tarde  al  siguiente  día  de  dictada  la  resolución  que 
deba  ser  notificada  ó en  virtud  de  la  cual  se  haya 
de  hacer  la  citación  ó emplazamiento. 

Art.  208.  Si  las  mencionadas  diligencias  hu- 
bieren de  practicarse  fuera  de  la  capital,  el  Secre- 
tario entregará  al  Oficial  de  Sala  ó subalterno  la 
cédula,  ó remitirá  de  oficio  ó entregará  á la  parte, 
según  corresponda,  el  suplicatorio,  exhorto  ó man- 
damiento, al  siguiente  día  de  dictada  la  resolución. 

Art.  209.  Las  diligencias  de  que  habla  el  ar- 
tículo anterior,  se  practicarán  en  un  término  que 
no  exceda  de  un  día  por  cada  20  kilómetros  de 
distancia  entre  la  capital  y el  punto  en  que  deban 
tener  lugar. 

Art.  210.  Las  demás  diligencias  judiciales  se 
practicarán  en  los  términos  que  se  fijen  para  ello 
al  dictar  la  resolución  en  que  se  ordenen. 

Art.  211.  Los  recursos  de  reforma  ó de  súplica 
se  interpondrán  en  el  término  de  los  tres  días  si- 
guientes al  en  que  se  hubiere  practicado  la  última 
notif1(ía(;ióii  á los  que  sean  parte  en  el  juicio. 

Art.  212.  El  recurso  de  apelación  se  entablará 
dentro  de  cinco  días,  á contar  desde  el  siguiente 
al  de  la  última  notificación  de  la  resolución  judi- 
(ual  que  fuere  su  objeto,  hecha  á los  que  expresa 
el  artííMilo  anterior. 

El  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de 
forma  se  interpondrá  dentro  de  igual  plazo,  á con- 
tar desde  el  día  siguiente  al  de  la  última  notifica- 
ción hecha  á los  designados  en  el  artículo  anterior 
de  la  sentencia  que  pusiere  término  al  juicio. 
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La  preparación  del  recurso  de  casación  por  in- 
fracción de  ley  se  hará  también  dentro  de  los  cinco 
días  siguientes  al  de  la  última  notificación  de  la 
sentencia  ó auto  contra  que  se  intente  entablar- 
lo (1). 

‘ Se  exceptúan  el  recurso  de  apelación  y la  prepa- 
ración del  de  casación  por  infracción  de  ley  contra 
la  sentencia  dictada  en  juicio  sobre  faltas.  Para 
estos  recursos,  el  término  será  el  primer  día  si- 
guiente al  en  que  se  hubiere  practicado  la  última 
notificación. 

Art.  213.  El  recurso  de  queja  para  cuya  Ínter 
posición  no  señale  término  la  ley  podrá  interponer- 
se en  cualquier  tiempo,  mientras  estuviese  pen- 
diente La  causa. 

Art.  214.  Los  Secretarios  tendrán  obligación 
de  poner,  sin  la  menor  demora  y bajo  su  responsa- 
bilidad, en  conocimiento  del  Juez  ó Tribunal  el 
vencimiento  de  los  términos  judiciales,  consignán- 
dolo así  por  medio  de  diligencia. 

Art.  215.  Transcurrido  el  término  señalado  por 
la  ley  ó por  el  Juez  ó Tribunal  según  los  casos,  se 
continuará  de  oficio  el  curso  de  los  procedimientos 
en  el  estado  en  que  se  hallaren. 

Si  el  proceso  estuviere  en  poder  de  alguna  per- 
sona, se  recogerá  sin  necesidad  de  providencia, 
bajo  la  responsabilidad  del  Secretario,  con  imposi- 
ción de  multa  de  5 á 50  pesetas  á quien  diere  lu- 
gar á la  recogida,  si  no  le  entregare  en  el  acto  ó le 
entregare  sin  despachar  cuando  estuviere  obligado 
á formular  algún  dictamen  ó pretensión.  En  este 
segundo  supuesto,  se  le  señalará  por  el  Juez  ó Tri- 
bunal un  segundo  término  prudencial;  y si,  trans- 


(1)  El  plazo  señalado  en  este  párrafo,  no  pueden  yjro- 
longarlo  los  Tribunales,  señalando  uno  nuevo  en  virtud 
de*  providencia.  (S.  27  Mayo  1889). 
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corrido,  tampoco  devolviese  el  proceso  despachado 
la  persona  á que  se  reñere  este  artículo,  será  pro- 
cesada como  culpable  de  desobediencia  (1). 

También  será  procesado  en  este  concepto  el  que, 
ni  aun  después  de  apremiado  con  la  multa,  devol- 
viere  el  expediente. 

TITULO  X 

1>K  LOS  RECURSOS  CONTKA  LAS  RESOLUCIONES  DE  LOS 
TRIBUNALES  Y JUECES  DE  INSTRUCCION 

Art.  216.  Contra  las  resoluciones  del  Juez  de 
instrucción  podrán  ejercitarse  los  recursos  de  re- 
forma, apelación  y queja. 

Art.  217.  El  recurso  de  reforma  podrá  interpo- 
nerse conta  todos  los  autos  del  Juez  de  instrucción. 
El  de  apelación  podrá  interponerse  únicamente  en 
los  casos  determinados  en  la  ley,  y se  admitirá  en 
ambos  efectos  tan  sólo  cuando  la  misma  lo  dispon- 
ga expresamente  (2). 

Art.  218.  El  recurso  de  queja  podrá  interpo- 
nerse contra  todos  los  autos  no  apelables  del  Juez, 
y contra  las  resoluciones  en  que  se  denegare  la  ad- 
misión de  un  recurso  de  apelación. 

Art.  210.  Los  recursos  de  reforma  y apelación 
se  interpondrán  ante  el  mismo  Juez  que  hubiere 
dictado  el  auto. 

El  de  queja  se  producirá  ante  el  Tribunal  supe- 
rior competente. 

Art.  220.  Será  Juez  competente  para  conocer 
del  recurso  de  reforma  el  mismo  ante  quien  se  hu- 
biese interpuesto,  con  arreglo  al  artículo  anterior. 

(1)  V.  el  art.  380  del  Código  penal. 

(2)  Contra  los  autos  en  que  se  admite  la  querella  no 
procede  recurso  alguno.  (S.  8 Jun.  1891). 
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Será  Tribunal  competente  para  conocer  del  recur- 
so de  apelación  aquel  á quien  correspondiese  el  co- 
nocimiento de  la  causa  en  juicio  oral. 

Este  mismo  será  el  competente  para  conocer  de 
la  apelación  contra  el  auto  de  no  admisión  de  una 
querella. 

Será  Juez  ó Tribunal  competente  para  conocer 
del  recurso  de  queja,  el  mismo  ante  quien  se  hu- 
biese interpuesto,  con  arreglo  al  párrafo  segundo 
del  art.  219. 

Art.  221.  Los  recursos  de  reforma,  apelación  y 
queja  se  interpondrán  siempre  en  escrito  autoriza- 
do con  firma  de  Letrado. 

Art.- 222.  El  recurso  de  apelación  no  podrá  in- 
terponerse sino  después  de  haberse  ejercitado  el 
de  reforma;  pero  podrán  interponerse  ambos  en  un 
mismo  escrito,  en  cuyo  caso,  el  de  apelación  se 
propondrá  subsidiariamente^  por  si  fuere  desesti- 
mado el  de  reforma. 

El  que  interpusiere  el  recurso  de  reforma,  pre- 
sentará con  el  escrito  tantas  copias  del  mismo 
cuantas  sean  las  demás  partes,  á las  cuales  habrán 
de  ser  entregadas  dichas  copias  (1). 

El  Juez  resolverá  el  recurso  al  segundo  día  de 
entregadas  las  copias,  hubiesen  ó no  presentado  es- 
crito las  demás  partes. 

Art.  223.  Interpuesto  el  recurso  de  apelación, 
el  Juez  lo  admitirá,  en  uno  ó en  ambos  efectos,  se- 
gún sea  procedente. 

Art.  224.  Si  se  admitiere  el  recurso  en  amijcis 
efectos,  se  mandará  remitir  los  autos  originales  al 
Tribunal  que  hubiere  de  conocer  de  la  apelación,  y 
emplazar  á las  partes  para  que  se  [>ersonen  ante 
éste  en  el  término  de  quince  ó diez  días,  según  que 
dicho  Tribunal  fuere  el  Supremo  ó la  Audiencia. 


(l)  V.  la  nota  al  art.  64*7. 


lio 


libro  PEIBÍBRO—tWLé 


Art.  225.  Si  el  recurso  no  fuere  admisible  más: 
que  en  un  solo  efecto,  se  mandará  sacar  testimo- 
nio del  auto  apelado,  de  los  demás  particulares  que 
el  apelante  pidiere  y fueren  de  dar,  teniendo  pre- 
sente en  su  caso  el  carácter  reservado  del  sumario, 
y de  los  que  el  Juez  acordare  de  oficio. 

Este  testimonio  se  expedirá  por  el  Secretario  en 
el  plazo  más  corto  posible,  que  se  fijará  en  la  re- 
solución en  que  se  ordene  su  expedición. 

Art.  226.  Para  el  señalamiento  de  los  particu- 
lares que  hayan  de  testimoniarse,  no  podrá  darse 
vista  al  apelante  de  los  autos  que  para  él  tuvieren 


carácter  de  reservados. 

Art.  227.  Puesto  el  testimonio,  se  emplazará  á 
las  partes  para  que,  dentro  del  término  fijado  en  el 
art.  224,  se  personen  en  el  Tribunal  que  hubiere  de 
conocer  del  recurso. 

Art.  228.  Kecibidos  los  autos  en  el  Tribunal 
superior,  si  en  el  término  del  emplazamiento  no  se 
hubiere  personado  el  apelante,  se  declarará  de  ofi- 
cio desierto  el  recurso,  comunicándolo  inmediata- 
mente por  certificación  al  JutíZ,  y devolviendo  los 
autos  originales  si  el  recurso  se  hubiese  admitido 
en  ambos  efectos. 

Art.  229.  Si  el  apelante  se  hubiese  personado, 
se  le  dará  vista  de  los  autos  por  término  de  tres 
días  para  instrucción. 

Después  de  él  seguirá  la  vista,  por  igual  término, 
á las  demás  partes  personadas,  y por  último  al  Fis- 
cal, si  la  causa  fuese  por  delito  de  los  que  dan  lu- 
gar á pro(;edimiento  de  ofií’io,  ó de  aquéllos  que 
pueden  perseguirse  previa  denuncia  de  los  intere- 
eados. 

8in  embargo  de  lo  dispuesto  en  los  párrafos  an- 
teriores, no  se  dará  vista  á las  partes  de  lo  que 
fuese  para  ellas  de  cará(;ter  reservado. 

Art.  260.  Devueltos  los  autos  por  el  Fiscal,  ó- 
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si  éste  no  fuere  parte  en  la  cansa,  por  la  últinm  de 
las  personas  á quien  se  hubiesen  entregado,  se  se- 
ñalará día  para  la  vista,  en  la  que  el  Fiscal,  si  fue- 
re parte,  y los  defensores  de  las  demás  podrán  in 
formar  lo  que  tuvieren  por  conveniente  á su  de- 
recho. 

Al  t.  231.  Las  partes  podrán  presentar,  antes 
del  díade  lavista,  los  documentos  que  tuvieren  por 
conveniente  en  justitícación  de  sus  pretensiones. 

No  será  admisible  otro  medio  de  prueba. 

Art.  232.  Cuando  fuere  firme  el  auto  dictado, 
se  comunicará  al  Juez  para  su  cumplimiento,  de- 
volviéndole el  proceso  si  la  apelación  hubiese  sido 
en  ambos  efectos. 

Art.  233.  Cuando  se  interpusiere  el  recurso  de 
queja,  el  Tribunal  ordenará  al  Juez  que  informe  en 
el  corto  térniino  que  al  efecto  le  señale. 

Art.  234.  Recibido  dicho  informe,  se  pasará  al 
Fiscal  si  la  causa  fuere  por  delito  en  que  tenga  que 
intervenir,  para  que  emita  dictamen  por  escrito  en 
el  término  de  tres  días. 

Art.  235.  Con  vista  de  este  dictamen  si  le  hu- 
biere y del  informe  del  Juez,  el  Tribunal  resolverá 
lo  que  estime  justo. 

El  auto  que  se  dicte  no  podrá  afectar  al  estado 
que  tuviere  la  causa  cuando  el  recurso  se  haya  in- 
terpuesto fuera  del  término  ordinario  de  las  apela- 
ciones, sin  perjuicio  de  lo  que  el  Tribunal  acuerde 
en  su  día  cuando  llegue  á conocer  de  aquélla. 

Art.  230.  Contra  los  autos  de  los  Tribunales  de 
lo  criminal  podrá  interponerse  el  recurso  de  sú- 
plica ante  el  mismo  que  los  hubiese  dictado  (1). 


(1)  Procede  el  recurso  de  súplica,  conforme  á lo  dis- 
puesto en  este  artículo  en  relación  cow  el  141,  contra  la 
resolución  que,  si  bien  se  calificaba  de  providencia,  debía 
spr  auto  por  resolver  una  cuestión  esencial  relacionada 
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Art.  287,  Se  exceptúan  aquellos  contra  los  cua- 
les se  otorgue  expresamente  otro  recurso  en  la 
ley  (1). 

Art.  238.  K1  recurso  de  súplica  contra  un  auto 
de  cualquier  Tribunal,  se  sustanciará  por  el  proce- 
dimiento señalado  para  el  recurso  de  reforma  que 
se  entable  contra  cualquier  resolución  de  un  Juez 
de  instrucción. 


TITULO  XI 

DE  LAS  COSTAS  PROCESALES 

Art.  239.  En  los  autos  ó sentencias  que  pon- 
gan término  á la  causa  ó á cualquiera  de  sus  inci- 
dentes deberá  resolverse  sobre  el  pago  de  las  cos- 
tas procesales  (2). 

Art.  240.  Esta  resolución  podrá  consistir: 

1. <^  En  declarar  las  costas  de  oficio. 

2. ®  En  condenar  á su  pago  á los  procesados,  se- 
ñalando la  parte  proporcional  de  que  cada  uno  de 
ellos  deba  responder,  si  fuesen  varios  (3). 

No  se  impondrán  nunca  las  costas  á los  procesa- 
dos que  fueren  absueltos. 


con  el  fondo  de  la  causa.  (Cir.  Fisc.  Trib.  Sup.  31  Mar- 
zo 1889). 

(^)  Si  contra  un  auto  de  los  Tribunales  de  lo  criminal 
se  entabla  el  recurso  de  súplica,  cuando  procede  el  de  ca- 
sación, si  aquél  se  deniega,  no  procede  contra  esta  reso- 
lución el  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley.  (Sen- 
tencia 1*7  Nov.  1885). 

(2)  La  condena  de  las  costas  no  puede  ser  materia  de 
casación.  (S.  18  Enero  1887). 

(3)  Infringe  los  arts.  26,  28  y 47  del  Cód.  pen.  la  sen- 
tencia que  impone  todas  las  costas  á una  persona  contra 
la  que  se  sigue  causa  por  tres  delitos,  y es  absuelta  de 
dos  de  ellos.  (S.  25  Oct.  1871). 
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3. ”  En  condenar  á su  pago  al  querellante  par- 
ticular ó actor  civil. 

Serán  estos  condenados  al  pago  de  las  costas 
cuando  resultare  de  las  actuaciones  que  han  obra- 
do con  temeridad  ó mala  fe  (1). 

Art.  241.  L as  costas  consistirán: 

1.0  En  el  reintegro  del  papel  sellado  empleado 
en  la  causa. 

2.0  En  el  pago  de  los  derechos  de  Arancel. 

3.0  En  el  de  los  honorarios  devengados  por  los 
Abogados  y peritos  (2). 

4. ‘*  En  el  de  las  indemnizaciones  correspon- 
dientes á los  testigos  que  las  hubiesen  reclama- 
do, si  fueren  de  abono,  y en  los  demás  gastos  que 
se  hubiesen  ocasionado  en  la  instrucción  de  la 
causa  (3). 

Art.  242.  Cuando  se  declaren  de  oficio  las  cos- 
tas, no  habrá  lugar  al  pago  de  las  cantidades  á 
que  se  refieren  los  números  1.^  y 2.®  del  artículo 
anterior. 


(1)  Apreciando  la  Sala  el  carácter  temerario  del  que- 
rellante, no  puede  luego  discutirse  en  casación  esta  apre- 
ciación. (S.  25  Enero  1890). 

(2)  El  pago  de  los  honorarios  devengados  por  los  pe- 
ritos, debe  exigirse  á la  parte  á cuya  instancia  hayan 
prestado  el  informe. — (R.  O.  10  Nov.  1890). 

(3)  Por  Real  orden  de  3 de  Julio  de  1883,  se  dispuso: 
1.®  Que  los  honorarios  que  devenguen  los  Registrado- 
res de  la  propiedad  por  las  operaciones  de  su  cargo  prac- 
ticadas en  virtud  de  mandato  judicial  á consecuencia  de 
juicio  civil  6 criminal,  deberán  satisfacerse  como  las  de- 
más costas  del  juicio  por  la  parte  obligada  al  pago.  2.'* 
Que  en  los  juicios  criminales  en  que  se  declaren  las  cos- 
tas de  oficio  y el  interesado  no  disfrute  el  beneficio  de 
pobreza,  los  Registradores  tienen  derecho  á que  se  les 
satisfagan  los  honorarios  devengados  como  comprendidos 
en  el  núm.  4.°  del  art.  241  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
criminal. 


Lby  na  Enj.  críminal 
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Loe  Procuradores  y Abogados  que  hubiesen  re- 
presentado y defendido  á cualquiera  de  las  partes 
y los  peritos  y testigos  que  hubiesen  declarado  á 
su  instancia  podrán  exigir  de  aquélla,  si  no  hubie- 
re obtenido  el  beneficio  de  pobreza,  el  abono  de 
los  derechos,  honorarios  é indemnizaciones  que  les 
correspondieren,  reclamándolos  del  Juez  ó Tribu- 
nal que  conociese  de  la  causa. 

Se  procederá  á su  exacción  por  la  vía  de  apre- 
mio, si  presentadas  las  respectivas  reclamaciones 
y liechas  saber  á las  partes,  no  pagasen  éstas  en 
el  término  prudencial  que  el  Juzgado  ó Tribunal 
señale,  ni  tachasen  aquéllas  de  ilegítimas  ó exce- 
sivas. En  este  último  caso  se  procederá  previa- 
mente como  dispone  el  párrafo  segundo  del  ar- 
tículo 244. 

El  Secretario  del  Tribunal  ó Juzgado  que  inter- 
viniere en  la  ejecución  de  la  sentencia,  hará  la  ta- 
sación de  las  costas  de  que  hablan  los  números  I.*" 
y 2.0  del  artículo  anterior.  Los  honorarios  de  los 
Abogados  y peritos  se  atu'editarán  por  minutas  fir- 
madas por  los  que  los  hubiesen  devengado.  Las 
indemnizaciones  de  los  testigos  se  computarán 
por  la  cantidad  que  oportunamente  se  hubiese 
fijado  en  la  causa.  Los  demás  gastos  serán  regu- 
lados por  el  Tribunal  ó Juzgado,  con  vista  de  los 
justificantes  (1). 

Art.  243.  Hechas  la  tasación  y regulación  de 


(l)  lístablece  el  artículo  que  anotamos,  distinción 
entre  la  reclamación  de  los  derechos  y honorarios  y su 
(íxaecióu  por  la  vía  de  apremio;  así  es,  que  si  bien  no 
puede  exigirse  á los  Ayuntamientos  dichos  derechos  por 
la  citada  vía,  pueden  los  Tribunales  entender  en  el  in- 
cidente que  sobre  la  legitimidad  ó exceso  de  aquellos 
cade  interponer  y declarar  cuándo  procede  ó no  el  pago 
y rocpierirlo  para  que  lo  verifique.  (Real  decreto  9 No- 
viembre 1888). 
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costas,  se  dará  vista  al  Ministerio  fiscal  y á la 
parte  condenada  al  pago,  para  qne  manifiesten 
lo  qne  tengan  por  conveniente  en  el  término  de 
tres  días. 

Art.  244.  En  vista  de  lo  qne  el  Ministerio 
fiscal  y dicho  interesado  manifestaren,  el  Juez  ó 
Tribunal  aprobará  ó reformará  la  tasación  y regu- 
lación. 

Si  se  tachare  de  ilegítima  ó excesiva  alguna  par- 
tida de  honorarios,  el  Juez  ó Tribunal,  antes  de 
resolver,  podrá  pedir  informe  á dos  individuos  de 
la  misma  profesión  del  qne  hubiese  presentado  la 
minuta  tachada  de  ilegítima  ó excesiva,  ó á la 
Junta  de  gobierno  del  Colegio  si  los  que  ejerciesen 
dicha  profesión  estuviesen  colegiados  en  el  punto 
de  residencia  del  Juez  ó Tribunal. 

Art.  245.  Aprobadas  ó reformadas  la  tasación 
y regulación,  se  procederá  á hacer  efectivas  las 
costas  por  la  vía  de  apremio  establecida  en  la  Ley 
de  Enjuiciamiento  civil,  con  los  bienes  de  los  que 
hubiesen  sido  condenados  á su  pago  (1). 

Art.  246.  Si  los  bienes  del  penado  no  fuesen 
bastantes  para  cnbrir  todas  las  responsabilidades 
pecuniarias,  se  procederá  para  el  orden  y prefe- 
rencia de  pago,  con  arreglo  á lo  establecido  en  los 
artículos  respectivos  del  Código  penal  (2). 

TITULO  XII 

DK  LAS  OBLIGACIONES  l)K  l.OS  JUECES  Y TRIBUNALES, 
RELATIVAS  Á I A ESTADÍSTICA  JUDICIAL 

Art.  247.  Los  Jueces  municipales  tendrán  obli 

Q)  Véanse  los  arts.  1.481  y siguientes  de  la  ley  ci- 
tada, y el  50  del  Código  penal. 

(2)  Determinan  ese  orden  de  preferencia  los  arts. 
á 52  del  mismo. 
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gación  de  remitir  cada  mes  al  Presidente  de  la 
Audiencia  territorial  respectiva  un  estado  de  los 
juicios  sobre  faltas  que  durante  el  mes  anterior  se 
hubiesen  celebrado. 

Art.  248.  Los  Jueces  de  instrucción  remitirán 
niensualmente  al  Presidente  de  la  respectiva  Sala 
ó Audiencia  de  lo  criminal  un  estado  de  los  suma- 
rios principiados,  pendientes  y conclusos  durante 
el  mes  anterior  (1). 

Art.  241L  Los  Presidentes  de  las  expresadas 
Salas  ó A udiencias  remitirán  al  Presidente  de  la 
Audiencia  territorial,  cada  trimestre,  un  estado  re- 
sumen de  los  que  hubieren  recibido  mensualmen- 
te de  los  Jueces  de  instrucción,  y otro  de  las  cau- 
sas pendientes  y terminadas  ante  su  Tribunal  du- 
rante el  trimestre. 

Los  trimestres  se  formarán  contando  desde  el 
comienzo  del  año  judicial. 

Art.  250.  Los  Presidentes  de  las  Audiencias 
terr-itoriales  remitirán  al  Ministerio  de  Gracia  y 
Justicia,  en  el  primer  mes  de  cada  trimestre,  esta- 
dos en  resumen  de  los  que  hubieren  recibido  de 
los  Jueces  municipales  y de  los  Tribunales  de  lo 
criminal. 

Art.  251.  Las  Salas  segunda  y tercera  del  Tri- 
bunal Supremo  remitirán  al  Ministerio  de  Gracia 
y Justicia  un  estado  de  los  recursos  de  casación 
ante  ellas  pendientes  y por  ellas  fallados  durante 
el  trimestre. 

Cuando  la  Sala  de  lo  criminal  de  cualquier  Au- 
diencia territorial  ó la  tercera  del  Tribunal  Supre- 
mo ó éste  constituido  en  pleno,  principiaren  ó fa- 
llaren alguna  causa  criminal  que  especialmente  les 
estuviese  encomendada,  lo  pondrán  inmediatamen- 


(l)  Véase  en  el  complemento,  la  Real  orden  de  20  de 
Marzo  de  1889. 
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te  en  conocimiento  del  Ministro  de  Gracia  y Justi- 
cia, remitiendo  en  su  caso  testimonio  de  la  sen- 
tencia. 

Art,  252,  Los  Tribunales  remitirán  direrta- 
mente  al  Registro  central  de  procesados  y penados 
establecido  en  fel  Ministerio  de  Gracia  y Justicia, 
notas  autorizadas  de  las  sententdas  firmes  en  las 
que  se  imponga  alguna  pena  por  delito,  y de  los 
autos  en  que  se  declare  la  rebeldía  de  los  procesa- 
dos, con  arreglo  á los  modelos  que  se  les  envíen 
al  efecto  (1). 

Art.  258.  El  Tribunal  que  dicte  sentencia  firme 
condenatoria  en  cualquiera  causa  criminal  remitirá 
testimonio  de  la  parte  dispositiva  de  la  misma  al 
Juez  de  instrucción  del  lugar  en  que  se  hubiere 
formado  el  sumario. 

Art.  254.  Cada  Juez  de  instrucción  llevará  un 
libro  que  se  titulará  Registro  de  penados. 

Las  hojas  de  este  libro  serán  numeradas,  sella- 
das y rubricadas  por  el  Juez  de  instrucción  y su 
Secretario  de  gobierno. 

En  dicho  libro  se  extractarán  las  certificaciones 
expresadas  en  el  artículo  anterior. 

Art.  255.  Llevará  también  cada  Juez  de  ins- 
trucción otro  libro  titulado  Registro  de  procesados 
en  rebeldía^  con  las  formalidades  prescritas  para  el 
de  penados. 

En  este  libro  se  anotarán  todas  las  causas  cuyos 
procesados  hayan  sido  declarados  rebeldes,  y se 
hará  en  el  asiento  de  cada  uno  la  anotación  corres- 
pondiente cuando  el  rebelde  fuere  habido. 

Art.  256.  Las  Audiencias  ó Salas  de  lo  crimi- 
nal llevarán  un  libro  igual  al  expresado  en  el  ar- 


E8TADÍST10A  JüDTOIAI, 


(1)  Véase  la  Real  orden  circular  de  24  Junio  de  1890 
relativa  al  Registro  de  penados  y procesados  y el  articu- 
lo 3*74  de  esta  ley. 
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tículo  anterior  para  anotar  los  procesado»  declara- ^ : í 
dos  rebeldes  después  de  la  conclusión  del  süniario.  < ^ 

Art.  257,  Sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en  este 
título,  el  Ministerio  de  Gracia  y Justicia  estable- 
cerá  por  medio  de  los  correspondientes  reglamen-  ' ' ’ 
tos  el  servicio  de  la  estadística  criminal  que  debe 
organizarse  en  dicho  centro  y las  reglas  que  en  ' i 
consonancia  con  él  han  de  observar  los  Jueces  y -■  ■'ú: 
Tribunales  (1).  . 

■< 

TITULO  Xlli 

i'  ‘ •' 

DE  LAS  CORRECCIONES  DISCIPLINARIAS 

*'  í ^ 

Art.  2o8.  Sin  perjuicio  de  las  correcciones  es-  > 
peciales  que  establece  esta  ley  para  casos  determi- 
nados, son  también  aplicables  las  disposiciones 
contenidas  en  el  tít.  XIII  del  libro  primero  de  la 
Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  á cuantas  personas,  " 
sean  ó no  funcionarios,  asistan  ó de  cualquier  mo- 
do intervengan  en  los  juicios  criminales,  siendo 
los  Jueces  municipales,  los  Jueces  de  instrucción, 
los  Tribunales  de  lo  criminal  3^  el  Supremo,  quie- 
nes, respectivamente  en  su  caso,  podrán  imponer 
las  correcciones  disciplinarias  correspondientes  (2). 

(1)  Este  servicio  se  organizó  por  Real  decreto  de  18 

de  Marzo  de  1884,  y por  otro  de  1.®  de  Enero  de  1887  se  • 
creó  en  el  Ministerio  de  Gracia  y Justicia  una  Sección  ‘ 
de  estadística  judicial,  encargada  de  formar  y publicar 
las  estadísticas  de  la  Administración  de  Justicia  err  lo  ci- 
vil y en  lo  criminal, 

(2)  Por  Real  orden  de  24  de  Diciembre  de  1884  se  dis- 
puso que  los  expedientes  gubernativos  que  se  instruyan 
para  imponer  correcciones  disciplinarias  á los  funciona- 
rios de  justicia,  se  extiendan  en  papel  de  oficio. 


LIBRO  II 


DEL  SUMARIO 


TITÜLO  PRIMERO 

DE  LA  DENUNCIA 

Al  t.  259.  El  que  presenciare  la  perpetración 
de  cualquier  delito  público  estará  obligado  á po- 
nerlo inmediatamente  en  conocimiento  del  Juez  de 
instrucción,  municipal  ó funcionario  fiscal  más 
próximos  al  sitio  en  que  se  hallare,  bajo  la  multa 
de  6 á 60  pesetas  (1). 

Art.  260.  La  obligación  establecida  en  el  ar- 
tículo anterior  no  comprende  á los  impúberes  ni  á 
los  que  no  gozaren  deí  pleno  uso  de  su  razón. 

Art.  261.  Tampoco  estarán  obligados  á de- 
nunciar: 

El  cónyuge  del  delincuente. 

2.0  Los  ascendientes  y descendientes  consan- 
guíneos ó afines  del  delincuente  y sus  colaterales 
consanguíneos  ó uterinos  y afines  basta  el  segun- 
do grado  inclusive. 


(1)  Los  Fiscales,  haciendo  suyas  las  denuncias  que  se 
les  formulen,  tendrán  siempre  que  deducirlas  en  forma 
-de  querella,  ante  los  Jueces  y Tribunales  competentes 
.para  conocer  del  delito  denunciado.  (Véase  la  nota  al  ar- 
tículo 2*71  de  esta  ley). 
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Los  hijos  naturales  respecto  de  la  madre 
en  todo  caso  y respecto  del  padre  cuando  estuvie- 
ren reconocidos,  así  como  la  madre  y el  padre  en 
iguales  casos. 

Art.  262.  Los  que  por  razón  de  sus  cargos,  pro- 
fesiones ú oficios  tuvieren  noticia  de  algún  delito 
público,  estarán  obligados  á denunciarlo  inmedia- 
tamente al  Ministerio  fiscal,  al  Tribunal  competen- 
te, al  Juez  de  instrucción,  y en  su  defecto  al  muni- 
cipal ó al  funcionario  de  policía  más  próximo  al  si- 
tio si  se  tratare  de  un  delito  flagrante. 

Los  que  no  cumpliesen  esta  obligación  incurri- 
rán en  la  multa  señalada  en  el  art.  259,  que  se  im- 
pondrá disciplinariamente. 

Si  la  omisión  en  dar  parte  fuese  de  un  Profesor 
de  Medicina,  Cirugía  ó Farmacia,  y el  delito  de  los 
comprendidos  en  el  título  del  Código  penal  que 
trata  de  los  cometidos  contra  las  personas,  ó por 
suposición  de  parto,  ó por  muerte  de  un  niño  aban- 
donado, la  multa  no  podrá  bajar  de  25  pesetas  (1). 

Si  el  que  hubiese  incurrido  en  la  omisión  fuere 
empleado  público,  se  pondrá  además  en  conoci- 
miento de  su  superior  inmediato  para  los  efectos 
á que  hubiere  lugar  en  el  orden  administrativo. 

Lo  dispuesto  en  este  artículo  se  entiende  cuando 
la  omisión  no  produjere  responsabilidad  con  arre- 
glo á las  leyes. 

Art.  263.  La  obligación  impuesta  en  el  párrafo 
primero  del  artículo  anterior  no  comprenderá  á los 
Abogados  ni  á los  Procuradores  respecto  de  las 
instrucciones  ó explicaciones  que  recibieren  de  sus 
clientes.  Tampoco  comprenderá  á los  eclesiásticos 


(1)  El  tít.  8."  del  Código  penal  trata  de  los  delitos 
contra  las  personas;  el  art.  483  de  la  suposición  de  partos 
y de  la  sustitución  de  un  niño  por  otro,  y el  capítulo  ter- 
cero del  tít.  12,  del  abandono  de  niños. 


DE  LA  DENUNCIA 
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y minÍ8tro8  de  cultos  disidentes  respecto  de  las 
noticias  que  se  les  hubieren  revelado  en  el  ejer<íi 
cío  de  las  funciones  de  su  ministerio. 

Art.  264.  El  que,  por  cualquier  medio  diferente 
de  los  mencionados,  tuviere  conocimiento  de  la 
perpetracióti  de  algún  delito  de  los  que  deben  per- 
seguirse de  oficio,  deberá  denunciarlo  al  Ministe- 
rio fiscal,  al  Tribunal  competente  ó al  Juez  de  ins- 
trucción ó municipal,  ó funcionario  de  policía,  sin 
que  se  entienda  obligado  por  esto  á probar  los  he- 
choi^dénunciados  ni  á formalizar  querella. 

El  denunciador  no  contraerá  en  ningún  caso  otra 
responsabilidad  que  la  correspondiente  á los  deli- 
tos que  hubiese  cometido  por  medio  de  la  denun- 
cia, ó con  su  ocasión  (1). 

Art.  265.  Las  denuncias  podrán  hacerse  por 
escrito  ó de  palabra,  personalmente  ó por  medio 
de  mandatario  con  poder  especial. 

Art.  266.  La  denuncia  que  se  hiciere  por  escri- 
to deberá  estar  firmada  por  el  denunciador;  y si  no 
pudiere  hacerlo,  por  otra  persona  á su  ruego.  La 
Autoridad  ó funcionario  que  la  recibiere  rubricará 
y sellará  fodas  las  hojas  á presencia  del  que  la 
presentare,  quien  podrá  también  rubricarla  por  sí 
ó por  medio  de  otra  persona  á su  ruego. 

Art.  267.  Cuando  la  denuncia  sea  verbal,  se  ex- 
tenderá un  acta  por  la  Autoridad  ó funcionario  que 
la  recibiere,  en  la  que,  en  forma, de  declaración,  se 
expresarán  cuantas  noticias  tenga  el  denunciante 
relativas  al  hecho  denunciado  y á sus  circunstan- 


. (1)  No  incurre  en  responsabilidad  quien  pone  en  co 
nocimiento  de  Autoridad  competente  un  hecho  que  re- 
viste caracteres  de  delito,  mientras  no  se  declare  la  false- 
dad de  la  imputación,  conforme  al  art.  340  del  Código 
penal;  sin  que  se  pueda  convertir  este  juicio  en  otro  de 
calumnia,  que  sólo  procedería  cuando  ía  imputación  se 
mciere  como  denuncia.  (S.  6 Abril  1885). 
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cías,  firmándola  ambos,  á continuación.  Si  el  de- 
nunciante no  pudiere  firmar,  lo  hará  otra  persona 
á su  ruego. 

Arl.  268.  El  Juez,  Tribunal,  Autoridad  ó fun- 
cionario que  recibieren  una  denuncia  verbal  ó es- 
crita, harán  constar  por  la  cédula  personal,  ó por 
otros  medios  que  reputen  suficientes,  la  identidad 
de  la  persona  del  denunciador. 

Si  éste  lo  exigiere,  le  darán  un  resguardo  de  ha- 
ber formalizado  la  denuncia. 

Art.  269.  Formalizada  que  sea  la  denunci^,  se 
procederá  ó mandará  proceder  inmediatamente 
por  el  Juez  ó funcionario  á quien  se  hiciese  á la 
comprobación  del  hecho  denunciado,  salvo  que  és- 
te no  revistiere  carácter  de  delito,  ó que  la  denun- 
cia fuere  manifiestamente  falsa.  En  cualquiera  de 
estos  dos  casos,  el  Tribunal  ó funcionario  se  abs- 
tendrán de  todo  procedimiento,  sin  perjuicio  de  la 
responsabilidad  en  que  incurran  si  desestimasen 
aquélla  indebidamente  (1). 

TITULO  II 

DE  LA  QUERELLA  (2) 

Art.  270.  Todos  los  ciudadanos  españoles,  ha- 
yan sido  ó no  ofendidos  por  el  delito,  pueden  que- 
rellarse, ejercitando  la  acción  popular  establecida 
en  el  art.  101  de  esta  ley. 

También  pueden  querellarse  los  extranjeros  por 


(1)  Contra  la  denegación  de  admisión  de  denuncia  no 
procede  el  recurso  de  casación.  (S.  2 En.  1885). —Véanse 
las  notas  á los  arts.  259  y 2*71  de  esta  ley. 

(2)  Según  el  art.  7G4,  el  antejuicio  necesario  para 
exigir  responsabilidad  criminal  á Jueces  y Magistrados, 
se  promueve  por  escrito  redactado  en  forma  de  querella. 


DE  LA  QUERELLA 
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iofi  delitos  cometidos  contra  sus  personas  ó bienes 
ó las  personas  ó bienes  de  sus  representados,  previo 
cumplimiento  de  lo  dispuesto  en  el  artículo  280,  si 
no  estuvieren  comprendidos  en  el  último  párrafo 
del  281  (1). 

Art.  271.  Los  funcionarios  del  Ministerio  fiscal 
ejercitarán  también,  en  forma  de  querella,  las  ac- 
ciones penales  en  los  casos  en  que  estuvieren  obli- 
gados con  arreglo  á lo  dispuesto  en  el  art.  J05  (2). 

Art.  272.  La  querella  se  interpondrá  ante  el 
Juez  de  instrucción  competente. 

Si  el  querellado  estuviese  sometido  por  disposi- 
ción especial  de  la  ley  á determinado  Tribunal,  an- 
te éste  se  interpondrá  la  querella. 

Lo  mismo  se  hará  cuando  fueren  varios  los  que- 
rellados por  un  mismo  delito  ó por  dos  ó más  co- 
nexos, y alguno  de  aquéllos  estuviese  sometido 
excepcional  mente  á un  Tribunal  que  no  fuere  el 
llamado  á conocer  por  regla  general  del  delito. 

Art.  273.  En  los  casos  del  artículo  anterior, 
cuando  se  trate  de  un  delito  mfraganti  ó de  los 
que  no  dejan  señales  permanentes  de  su  perpetra- 
ción, ó en  que  fuere  de  temer  fundadamente  la 
ocultación  ó fuga  del  presunto  culpable,  el  parti- 
cular que  intentare  querellarse  del  delito  podrá 


(!)•  Las  empresas  y sociedades  francesas  é inglesas 
con  existencia  legal  reconocida  en  España,pueden  quere- 
llarse por  delitos  cometidos  contra  las  mismas.  (R.  D.  29 
En.  1833  y Ley  20  Jul.  1860). 

(2)  «El  art.  2^1  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  criminal, 
dice^el  Fiscal  de!  Tribunal  Supremo  en  la  Regla  4.“  déla 
Memoria  de  188T,  precribe  terminantemente  que  los  fun- 
cionarios del  Ministerio  fiscal  ejerciten  en  forma  de  que- 
rella las  acciones  penales  en  los  casos  en  que  estuvieren 
obligados  á ejercitarlas,  con  arreglo  á lo  dispuesto  en  el 
art.  105  de  la  misma.  No  es  lícito  establecer  distinciones 
no  autorizadas  por  la  ley.» 
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acudir  desde  luego  al  Juez  de  instrucción  ó muni- 
cipal que  estuviere  más  próximo,  ó á cualquier 
funcionario  de  policía,  á fin  de  que  se  practiquen 
las  primeras  diligencias  necesarias  para  hacer 
constar  la  verdad  de  los  hechos  y para  detener  al 
delincuente. 

Art.  274.  El  particular  querellante,  cualquiera 
que  sea  su  fuero,  quedará  sometido  para  todos  los 
efectos  del  juicio  por  él  promovido,  al  Juez  de  ins- 
trucción ó Tribunal  competente  para  conocer  del 
delito  objeto  de  la  querella. 

Pero  podrá  apartarse  de  la  querella  en  cualquier 
tiempo,  quedando,  sin  embargo,  sujeto  á las  res- 
ponsabilidades que  pudieran  resultarle  por  sus  ac- 
tos anteriores. 

Art.  275.  Si  la  querella  fuese  por  delito  que  no 
pueda  ser  perseguido  sino  á instancia  de  parte,  se 
entenderá  abandonada  por  el  que  la  hubiere  inter- 
puesto cuando  dejare  de  instar  el  procedimiento 
dentro  de  los  diez  días  siguientes  á la  notificación 
del  auto  en  que  el  Juez  ó el  Tribunal  así  lo  hubiese 
acordado. 

Al  efecto,  á los  diez  días  de  haberse  practicado 
las  últimas  diligencias  pedidas  por  el  querellante, 
ó de  estar  paralizada  la  causa  por  falta  de  instan- 
cia del  mismo,  mandará  de  oficio  el  Juez  ó Tribu- 
nal que  conociere  de  los  autos  que  aquél  pida  lo 
que  convenga  á derecho  en  el  término  fijado  en  el 
párrafo  anterior. 

Art.  27(>.  Se  tendrá  también  por  abandonada 
la  querella  cuando,  por  muerte  ó por  haberse  inca- 
pacitado el  querellante  para  continuar  la  acción,  no 
c()mpare(;iere  ninguno  de  sus  herederos  ó repre- 
sentantes legales  á sostenerla  dentro  de  los  treinta 
«lías  siguientes  á la  citación  que  al  efecto  se  les 
liará  dándoles  conocimiento  de  la  querella. 

Art.  277.  La  querella  se  presentará  siempre 


DB  ¡jJL  QUBBBIíLA 


126 


por  medio  de- Procurador  con  poder  bastante  y sus- 
crita por  Letrado. 

Se  extenderá  en  papel  de  oficio,  y en  ella  se  ex- 
presará: 

1.0  El  Juez  ó Tribunal  ante  quien  se  presente. 

2.0  El  nombre,  apellidos  y vecindad  del  quere- 
llante. 

3.*^  El  nombre,  apellidos  y vecindad  del  quere- 
llado. 

En  el  caso  de  ignorarse  estas  circunstancias,  se 
deberá  hacer  la  designación  del  querellado  por  las 
señas  que  mejor  pudieran  darle  á conocer. 

4.0  La  relación  circunstanciada  del  hecho,  con 
expresión  del  lugar,  año,  raes,  día  y hora  en  que  se 
ejecutó,  si  se  supieren. 

6.0  Expresión  de  las  diligencias  que  se  deberán 
practicar  para  la  comprobación  del  hecho. 

6.0  La  petición  de  que  se  admita  la  querella,  se 
practiquen  las  diligencias  indicadas  en  el  número 
anterior,  se  proceda  á la  detención  y prisión  del 
presunto  culpable  ó á exigirle  la  fianza  de  libertad 
provisional,  y se  acuerde  el  embargo  de  sus  bienes 
en  la  cantidad  necesaria,  en  los  casos  en  que  así 
proceda. 

7.®  La  firma  del  querellante  ó la  de  otra  perso- 
na á su  ruego,  si  no  supiere  ó no  pudiere  firmar, 
cuando  el  Procurador  no  tuviese  poder  especial 
para  formular  la  querella  (1). 


(1)  La  falta  de  firma  del  querellante  y de  presentación 
de  poder  pueden  subsanarse  con  la  presentación  posterior 
del  mismo,  constando  que  su  otorgamiento  no  se  realizó 
después  de  formulada  la  querella.  (S.  9 Octubre  1886). — 
El  mero  hecho  de  ejercitar  una  acción  es  suficiente  para 
interrumpir  la  prescripción  de  la  misma,  aunque  en  la 
forma  de  su  ejercicio  se  haya  incurrido  en  algún  defecto 
subsanable,  formalizado  dí^spués  en  el  curso  de  las  ac- 
tuacioneg.  (S.  21  Junio  1896). 


126 


LIBRO  SEGUNDO—  TÍTULO  II 


Art.  278,  Si  la  querella  tuviere  por  objeto  al- 
^ún  delito  de  los  que  solamente  pueden  perseguir- 
se á instancia  de  parte,  excepto  el  de  violación  ó 
rapto,  acompañará  también  la  certificación  que 
acredite  haberse  celebrado  ó intentado  el  acto  de 
conciliación  entre  querellante  y querellado  (1). 

Podrán,  sin  embargo,  practicarse  sin  este  requi- 
sito las  diligencias  de  carácter  urgente  para  la 
comprobación  de  los  hechos  ó para  la  detención 
del  delincuente,  suspendiendo  después  el  curso  de 
los  autos  hasta  que  se  acredite  el  cumplimiento  de 
lo  dispuesto  en  el  párrafo  anterior  (2). 

Art.  270.  En  los  delitos  de  calumnia  ó injuria 
causadas  en  juicio  se  presentará  además  la  licen- 
cia del  Juez  ó Tribunal  que  hubiese  conocido  de 
aquél,  con  arreglo  á lo  dispuesto  en  el  Código 
penal  (3). 

Art.  280.  El  particular  querellante  prestará 
fianza  de  la  clase  y en  la  cuantía  que  fijare  el  Juez 
ó Tribunal  para  responder  de  las  resultas  del  juicio. 

Art.  281.  Quedan  exentos  de  cumplir  lo  dis- 
puesto en  el  artículo  anterior: 

1.0  El  ofendido  y sus  herederos  ó representan- 
tes legales. 


(1)  Este  acto  interrumpe  la  prescripción  del  delito. 
(S.  30  Marzo  1887). 

(2)  Véase  el  art.  482  de  dicho  Código. 

(3)  Véase  el  art.  463  del  Código  penal. — La  índole  es- 
pecial de  esta  clase  de  avenencias  no  permite  atribuirles 
distinto  efecto,  y esto  supuesto,  cuando  la  querella  cri- 
minal se  refiere  á un  asunto  así  concluido  en  el  trámite 
esencial  de  la  conciliación,  es  como  si  se  tratara  de  cosa 
juzgada  por  .Juez  competente,  pues  la  avenencia  consig- 
nada en  la  respectiva  acta  equivale,  en  realidad,  á una 
sentencia  definitiva,  tanto  más  respetable  cuanto  que 
consiste  en  el  acuerdo  de  los  interesados.  (S.  12  Febrero 
de  1880). 
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2,^  En  los  delitos  de  asesinato  ó de  homicidio, 
el  viudo  ó viuda,  los  ascendientes  y descendientes 
consanguíneos  ó afines,  los  colaterales  consanguí- 
neos ó uterinos  y afines  hasta  el  segundo  grado,  los 
herederos  de  la  víctima,  y los  padres,  madres  é hi- 
jos naturales  á quienes  se  refiere  el  núm.  3.®  del 
artículo  261. 

La  exención  de  fianza  no  es  aplicable  á los  ex- 
tranjeros si  no  les  correspondiese  en  virtud  de  Tra- 
tados internacionales  ó por  el  principio  de  recipro- 
cidad (1). 


TITULO  III 

« 

DE  LA  POLICÍA  JUDICIAL 

Art.  282.  La  policía  judicial  tiene  por  objeto,  y 
será  obligación  de  todos  los  que  la  componen,  ave- 
riguar ios  delitos  públicos  que  se  cometieren  en  su 
territorio  ó demarcación;  practicar,  según  sus  atri- 
buciones, las  diligencias  necesarias  para  compro- 
barlos y descubrir  á los  delincuentes,  y recoger  to- 
dos los  efectos,  instrumentos  ó pruebas  del  delito 
de  cuya  desaparición  hubiere  peligro,  poniéndolos 
á disposición  de  la  Autoridad  judicial  (2). 


(1)  Eq  virtud  de  Tratados  disfrutan  ante  los  Tribuna- 
les españoles  de  los  mismos  derechos  que  los  nacionales: 
los  ciudadanos  franceses,  en  virtud  del  Convenio  de  14  de 
Mayo  de  1884,  ratificado  en  17  de  Diciembre  de  1885;  los 
italianos,  en  cumplimiento  del  art.  1.*'  del  Tratado  de  21 
de  Julio  de  1867,  confirmado  por  el  Tratado  ratificado  en 
30  de  Abril  de  1888;  los  portugueses,  según  el  art.  2." 
del  Convenio  de  1870;  los  alemanes,  conforme  al  art.  4.° 
del  de  30  de  Marzo  de  1868,  y los  austríacos,  á tenor  del 
mismo  art.  4."  del  Tratado  de  24  de  Agosto  de  1870. 

(2)  Ninguna  ley  autoriza  la  detención  de  un  indivi- 
duo por  carecer  en  el  momento  de  su  cédula  personal. 
(S.  19  Abril  1888). 
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Si  el  delito  fuera  de  los  que  sólo  pueden  perse- 
í^uirse  á instancia  de  parte  legítima,  tendrán  la 
misma  obligación  expresada  en  el  párrafo  anterior, 
si  se  les  requiriere  al  efecto. 

Art.  28B.  Constituirán  la  policía  judicial  y se- 
rán auxiliares  del  Ministerio  fiscal,  de  los  Jueces  de 
instrucción  y de  los  municipales  en  su  caso: 

1.0  Las  Autoridades  administrativas  encarga- 
das de  la  seguridad  pública  y de  la  persecución  de 
todos  los  delitos  ó de  algunos  especiales. 

2.0  Los  empleados  ó subalternos  de  policía  de 
seguridad,  cualquiera  que  sea  su  denominación. 

3.0  Los  Alcaldes,  Tenientes  de  Alcaldes  v Al- 
caldes  de  barrio. 

4.0  Los  Jefes,  Oficiales  é individuos  de  la  Guar- 
dia civil  ó de  cualquiera  otra  fuerza  destinada  á la 
persecución  de  malhechores  (1). 

6.0  Los  serenos,  celadores  y cualesquiera  otros 
agentes  municipales  de  policía  urbana  ó rural. 

6.0  Los  guardas  particulares  de  montes,  cam- 
pos y sembrados,  jurados  ó confirmados  por  la  Ad- 
ministración. 

7.0  Los  Jefes  de  establecimientos  penales,  los 
alcaides  de  las  cárceles  y sus  subalternos. 

8.0  Los  alguaciles  y dependientes  de  los  Tribu- 
nales y Juzgados.  ' 

Art,  284-,  Inmediatamente  que  los  funciona- 
rios de  policía  jinjicial  tuvieren  conocimiento  de 
un  delito  público  ó fueren  requeridos  para  preve- 
nir la  instrucción  de  diligencias  por  razón  de  algún 
delito  privado,  lo  participarán  á la  Autoridad  judi- 
cial ó al  representante  del  Ministerio  fiscal,  si  pu- 
dieren hacerlo  sin  cesar  en  la  práctica  de  las  dili- 
gencias de  prevención. 


G)  V.  la  uota  al  art.  288. 
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En  otro  caso  lo  harán  así  que  las  hubieren  ter- 
minado. 

Art.  285.  Si  concurriere  algún  funcionario  de 
■policía  judicial  de  categoría  superior  á la  del  que 
estuviese  actuando,  deberá  éste  darle  conocimien- 
to de  cuanto  hubiese  practicado,  poniéndose  desde 
luego  á su  disposición. 

Art.  286.  Cuando  el  Juez  de  instrucción  ó el 
municipal  se  presentaren  á formar  el  sumario,  ce- 
nsarán las  diligencias  de  prevención  que  estuviere 
practicando  cualquiera  Autoridad  ó agente  de  poli- 
cía; debiendo  éstos  entregarlas  en  el  acto  á dicho 
Juez,  así  como  los  efectos  relativos  al  delito  que  se 
hubiesen  recogido,  y poniendo  á su  disposición  á 
los  detenidos  si  los  hubiese. 

Art.  287.  Los  funcionarios  que  constituyen  la 
policía  judicial  practicarán  sin  dilación,  según  sus 
atribuciones  respectivas,  las  diligencias  que  los 
funcionarios  del  Ministerio  fiscal  les  encomienden 
para  la  comprobación  del  delito  y averiguación  de 
los  delincuentes  y todas  las  demás  que  durante  el 
curso  de  la  causa  lea  encargaren  los  Jueces  de  ins- 
trucción y municipales. 

Art.  288.  El  Ministerio  fiscal,  los  Jueces  de 
instrucción  y los  municipales  podrán  entenderse 
directamente  con  los  funcionarios  de  policía  ju- 
dicial, cualquiera  que  sea  su  categoría,  para  todos 
los  efectos  de  este  título;  pero  si  el  servicio  que 
de  ellos  exigiesen  admitiese  espera,  deberán  acu- 
dir al  superior  respectivo  del  funcionario  de  poli- 
cía judicial  mientras  no  necesitasen  del  inmediato 
auxilio  de  éste  (1). 


(1)  Por  Real  orden  de  22  de  Abril  de  1888,  se  reco- 
mendó á los  Presidentes  y Fiscales  de  las  Audiencias 
•territoriales  y de  lo  criminal  para  que  á su  vez  lo  hagan 
á los  Jueces  de  instrucción  y municipales  y funcionarios 
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Art.  289.  El  funcionario  de  policía  judicial  que 
por  cualquier  causa  no  pueda  cumplir  el  requeri- 
miento ó la  orden  que  hubiese  recibido  del  Minis- 
terio fiscal,  del  Juez  de  instrucción,  del  Juez  mu- 
nicipal, ó de  la  Autoridad  ó agente  que  hubiese 
prevenido  las  primeras  diligencias,  lo  pondrá  in- 
mediatamente en  conocimiento  del  que  haya  hecho 
el  requerimiento  ó dado  la  orden  para  que  provea 
de  otro  modo  á su  ejecución. 

Art.  290*  Si  la  causa  no  fuere  legítima,  el  que 
hubiese  dado  la  orden  ó hecho  el  requerimiento  lo 
pondrá  en  conocimiento  del  superior  jerárquico  del 
que  se  excuse  para  que  le  corrija  disciplinariamen- 
te, á no  ser  que  hubiere  incurrido  en  mayor  res- 
ponsabilidad con  arreglo  á las  leyes. 

El  superior  jerárquico  comunicará  á la  Autori- 
dad ó funcionario  que  le  hubiere  dado  la  queja  la 
resolución  que  adopte  respecto  de  su  subordinado. 

Art.  291.  El  Jefe  de  cualquiera  fuerza  pública 
que  no  pudiere  prestar  el  auxilio  que  por  los  Jue- 
ces de  instrucción  ó municipales  ó por  un  funciona- 
rio de  policía  judicial  le  fuere  pedido,  se  atendrá 
también  á lo  dispuesto  en  el  art.  289. 

El  que  hubiere  hecho  el  requerimiento  lo  pon- 
drá en  conocimiento  del  Jefe  superior  inmediato 
del  que  se  excusare,  en  la  forma  y para  el  objeto 
expresado  en  los  párrafos  del  artículo  anterior. 

Art.  292.  Los  funcionarios  de  policía  judicial 


del  Ministerio  fiscal  de  sus  respectivos  territorios,  que  al 
usar  de  las  atribuciones  que  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
criminal  les  concede,  singularmente  en  este  artículo  y 
en  el  431,  tengan  presente  y cumplan  lo  aquí  preireni- 
do,  acudiendo  á los  superiores  jerárquicos  de  los  indi- 
viduos de  la  Guardia  civil  siempre  que  el  servicio  de 
que  se  trate  permita  espera  y no  necesiten  de  inmediato 
auxilio. 
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extenderán,  bien  en  papel  sellado,  bien  en  papel 
común,  un  atestado  de  las  diligencias  que  practi- 
quen, en  el  cual  especificarán  con  la  mayor  exacti- 
tud ios  hechos  por  ellos  averiguados,  insertando 
las  declaraciones  é informes  recibidos  y anotando 
todas  las  circunstancias  que  hubiesen  observado  y 
pudiesen  ser  prueba  ó indicio  del  delito. 

Art.  293.  El  atestado  será  firmado  por  el  que 
lo  haya  extendido,  y si  usare  sello,  lo  estampará 
con  su  rúbrica  en  todas  las  hojas. 

Las  personas  presentes,  peritos  y testigos  que 
hubieren  intervenido  en  las  diligencias  relaciona- 
das en  el  atestado  serán  invitadas  á firmarlo  en  la 
parte  á ellos  referente.  Si  no  lo  hicieren,  se  expre- 
sará la  razón. 

Art.  294.  Si  no  pudiere  redactar  el  atestado 
el  funcionario  á quien  correspondiese  hacerlo,  se 
sustituirá  por  una  relación  verbal  circunstanciada, 
que  reducirá  á escrito  de  un  modo  fehaciente  el 
funcionario  del  Ministerio  fiscal,  el  Juez  de  instruc- 
ción ó el  municipal  á quien  deba  presentarse  el 
atestado,  manifestándose  el  motivo  de  no  haberse 
redactado  en  la  forma  ordinaria. 

Art.  295.  En  ningún  caso,  salvo  el  de  fuerza 
mayor,  los  funcionarios  de  policía  judicial  podrán 
dejar  transcurrir  más  de  veinticuatro  horas  sin  dar 
conocimiento  á la  Autoridad  judicial  ó al  Ministe- 
rio fiscal  de  las  diligencias  que  hubieren  practi- 
cado. 

Los  que  infrinjan  esta  disposición  serán  corregi- 
dos disciplinariamente  con  multa  de  26  á 100  pe- 
setas, si  la  omisión  no  mereciere  la  calificación 
' de  delito. 

Los  que,  sin  exceder  el  tiempo  de  las  veinticua- 
tro horas,  dilataren  más  de  lo  necesario  el  dar  co- 
nocimiento, serán  corregidos  disciplinariamente 
con  multa  de  10  á 60  pesetas. 
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Art*  206.  Cuando  hubieren  practicado  diligen- 
cias por  orden  ó requerimiento  de  la  Autoridad  ju- 
dicial ó del  Ministerio  fiscal,  comunicarán  el  resul- 
tado obtenido  en  los  plazos  que  en  la  orden  ó en 
el  requerimiento  se  hubiesen  fijado. 

Art.  207.  Los  atestados  que  redactaren  y las 
manifestaciones  que  hicieran  los  funcionarios  de 
policía  judicial,  á consecuencia  de  las  averiguacio- 
nes que  hubiesen  practicado,  se  considerarán  de- 
nuncias para  los  efectos  legales. 

Las  demás  declaraciones  que  prestaren  deberán 
ser  firmadas  y tendrán  el  valor  de  declaraciones 
testificales  en  cuanto  se  refieran  á hechos  de  co- 
nocimiento propio. 

En  todo  caso  los  funcionarios  de  policía  judi- 
cial están  obligados  á observar  estrictamente  las 
formalidades  legales  en  cuantas  diligencias  prac- 
tiquen, y se  abstendrán,  bajo  su  responsabili- 
dad, de  usar  medios  de  averiguación  que  la  ley  no 
autorice. 

Art.  298.  Los  Jueces  de  instrucción  y los  Fis- 
cales calificarán  en  un  registro  reservado  el  com- 
portamiento de  los  funcionarios  que  bajo  su  ins- 
pección prestan  servicios  de  policía  judicial,  y cada 
semestre,  con  referencia  á dicho  registro,  comuni- 
carán á los  superiores  de  cada  uno  de  aquéllos, 
para  los  efectos  á que  hubiere  lugar,  la  calificación 
razonada  de  su  comportamieiito. 

Cuando  los  funcionarios  de  policía  judicial  que 
hubieren  de  ser  corregidos  disciplinariamente  con 
arreglo  á esta  ley,  fuesen  de  categoría  superior  á 
la  de  la  Autoridad  judicial  ó fiscal  que  entendiesen 
en  las  diligencias  en  que  se  hubiere  cometido  la 
falta,  se  abstendrán  éstos  de  imponer  por  sí  mis- 
mos la  corrección,  limitándose  á poner  lo  ocurrido 
en  conocimiento  del  Jefe  inmediato  del  que  debie- 
re ser  corregido. 
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CAPITULO  PRIMERO 

Del  sumario  y de  las  Autoridades  competentes 

para  instruirlo, 

Art.  299.  Constituyen  el  sumario  las  actuacio 
nes  encaminadas  á preparar  el  juicio  y practicadas 
para  averiguar  y hacer  constar  la  perpetración  de 
los  delitos  con  todas  las  circunstancias  que  puedan 
influir  en  su  calificación,  y la  culpabilidad  de  los 
delincuentes  asegurando  sus  personas  y las  res- 
ponsabilidades pecuniarias  de  los  mismos  (1). 

Art.  300.  Cada  delito  de  que  conozca  la  Auto- 
ridad judicial  será  objeto  de  un  sumario.  Los  deli- 
tos conexos  se  comprenderán,  sin  embargo,  en  un 
solo  proceso  (2). 

Art.  301.  Las  diligencias  del  sumario  serán  se- 
cretas hasta  que  se  abra  el  juicio  oral,  con  las  ex 
cepciones  determinadas  en  la  presente  ley. 

(1)  Las  omisiones  cometidas  en  este  período  procesal 
no  pueden  constituir  motivo  para  la  casación  de  una  sen- 
tencia definitiva,  tanto  porque  pueden  ser  subsanadas  de 
oficio  con  reposición  de  la  causa,  como  porque  pueden 
suplirse  á instancia  de  las  partes  versantes  en  ella,  por 
medio  de  pruebas  adecuadas  y pertinentes.  (S.  20  Sep- 
tiembre 1886). 

(2)  La  publicación  de  un  artículo  que  puede  ser  ma- 
teria de  delito  en  determinado  periódico,  es  un  hecho  ab- 
solutamente independiente  del  que  puede  realizarse  re - 
produciendo  el  artículo  en  otro  periódico  de  la  misma  ó 
de  diferente  localidad.  (Sents.  5 y 19  Mayo  1884). — No 
infringe  este  artículo  la  sentencia  que  pena  el  delito  de 
que  califica  la  acusación  privada  en  sus  conclusiones 
aunque  el  Fiscal  disienta.  (S.  13  Jul.  97). 
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El  Abogado  ó Procurador  de  cualquiera  de  las 
partes  que  revelare  indebidamente  el  secreto  del 
sumario  será  corregido  con  multa  de  60  á 600 
pesetas. 

En  la  misma  multa  incurrirá  cualquiera  otra 
persona  que  no  siendo  funcionario  público  cometa 
la  misma  falta. 

El  funcionario  público,  en  el  caso  de  los  párra- 
fos anteriores,  incurrirá  en  la  responsabilidad  que 
el  Código  penal  señale  en  su  lugar  respectivo, 

Art.  302.  El  Juez  instructor  podrá  autorizar  al 
procesado  ó procesados  para  que  tomen  conoci- 
miento de  las  actuaciones  y diligencias  sumarias 
cuando  se  relacionen  con  cualquier  derecho  que 
intenten  ejercitar,  siempre  que  dicha  autorización 
no  perjudique  á los  fines  del  sumario. 

Si  éste  se  prolongase  más  de  dos  meses,  á con- 
tar desde  el  auto  en  que  se  declare  el  procesamien- 
to de  determinada  ó determinadas  personas,  po- 
drán éstas  pretender  del  Juez  instructor  que  se  les 
dé  vista  de  lo  actuado  á fin  de  instar  su  más  pron- 
ta terminación,  á lo  que  deberá  acceder  la  mencio- 
nada Autoridad  judicial  en  cuanto  no  lo  considere 
peligroso  para  el  éxito  de  las  investigaciones  su- 
mariales. 

Contra  el  auto  denegatorio  en  uno  y otro  caso, 
sólo  procederá  el  recurso  de  queja  ante  el  Tribunal 
superior  competente. 

Art.  303.  La  formación  del  sumario,  ya  empie- 
ce de  oficio,  ya  á instancia  de  parte,  corresponderá 
á los  Jueces  de  instrucción  por  los  delitos  que  se 
cometan  dentro  de  su  partido  ó demarcación  res- 
pectiva, y en  su  defecto  á los  demás  de  la  misma 
ciudad  ó población,  cuando  en  ella  hubiere  más  de 
uno,  y,  á prevención  con  ellos  ó por  su  delegación, 
á los  Jueces  municipales. 

Esta  disposición  no  es  aplicable  á las  causas  en- 
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j?  f comendadas  especialaiente  por  la  Ley  Orgánica  á 
¡I  determinados  Tribunales,  pues  para  ellas  podrán 
; éstos  nombrar  un  Juez  instructor  especial,  ó auto- 
rizar  al  ordinario  para  el  seguimiento  del  sumario. 
>■:  El  nombramiento  de  Juez  instructor  únicamente 

¿ podrá  recaer  en  un  Magistrado  del  mismo  Tribu- 
gv  nal,  ó en  un  funcionario  del  orden  judicial  en  acti- 
i ' vo  servicio,  de  los  existentes  dentro  del  territorio 
f ^ de  dicho  Tribunal.  Una  vez  designado,  obrará  con 
¿ : jurisdicción  propia  é independiente  (1). 

Cuando  el  instructor  fuese  un  Magistrado,  podrá 
. delegar  sus  funciones,  en  caso  de  imprescindible 
necesidad,  en  el  Juez  de  instrucción  del  punto 
^ donde  hayan  de  practicarse  las  diligencias. 

Cuando  el  delito  fuese  por  su  naturaleza  de 
aquellos  que  solamente  pueden  cometerse  por  Au- 
¿ toridades  ó funcionarios  sujetos  á un  fuero  supe- 
I rior,  los  Jueces  de  instrucción  ordinarios,  en  casos 
I ‘ urgentes,  podrán  acordar  las  medidas  de  precau- 
f ción  necesarias  pafa  evitar  su  ocultación,  pero  re- 

? _ initirán  las  diligencias  en  el  término  más  breve 

l ' posible,  que  en  ningún  caso  podrá  exceder  de  tres 
, días,  al  Tribunal  competente,  el  cual  resolverá  so- 
bre la  incoación  del  sumario,  y,  en  su  día,  sobre  si 
há  ó no  lugar  al  procesamiento  de  la  Autoridad  ó 
funcionario  inculpados. 

Art.  304.  Las  Salas  de  gobierno  de  las  Au- 
diencias territoriales  podrán  nombrar  también  un 
Juez  instructor  especial,  cuando  las  causas  versen 


(1)  Acerca  del  contenido  de  este  párrafo  se  han  susci 
tado  varias  dudas  que  han  sido  resueltas  por  la  Fiscalía 
del  Tribunal  Supremo,  según  puede  verse  en  el  Comple- 
mento de  esta  obrita. — Sólo  pueden  exceptuarse  de  la  re- 
gla prescrita  en  este  artículo  y en  el  80*7  los  casos  en 
que,  con  independencia  del  territorio,  surta  el  tuero  de  la 
materia  de  la  persona  responsable  ó de  especial  nombra- 
miento. (S.  25  Nov,  1897). 
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sobre  delitos  cuyas  extraordinarias  circunstancias, 
ó las  de  lugar  y tiempo  de  su  ejecución,  ó de  las 
personas  que  en  ellos  hubiesen  intervenido  como 
ofensores  ú ofendidos,  motivaren  fundadamente  el 
nombramiento  de  aquél  para  la  más  acertada  in- 
vestigación ó para  la  más  segura  comprobación  de 
los  hechos. 

Las  facultades  de  las  Salas  de  gobierno  serán 
extensivas  á las  causas  procedentes  de  las  Audien- 
cias comprendidas  dentro  de  su  demarcación,  y los 
nombramientos  deberán  recaer  en  los  mismos  fun- 
cionarios expresados  en  el  artículo  anterior,  de 
entre  los  existentes  en  el  territorio,  prefiriendo,  á 
ser  posible,  uno  de  los  Magistrados  de  la  misma, 
cuando  no  fuere  autorizado  el  Juez  instructor  ordi- 
nario para  el  seguimiento  del  sumario. 

Lo  mismo  las  Salas  de  gobierno  que  los  Tribu- 
nales cuando  hagan  uso  de  la  facultad  expresada 
en  este  y en  el  precedente  artículo,  darán  cuenta 
motivada  al  Ministerio  de  Gracia  y Justicia. 

Art.  305.  El  nombramiento  de  Jueces  espe- 
ciales de  instrucción  que  se  haga  conforme  á los 
artículos  anteriores,  será  y habrá  de  entenderse 
sólo  para  la  instrucción  del  sumario  con  todas  sus 
incidencias.  Terminado  éste,  se  remitirá  por  el 
Juez  especial  al  Tribunal  á quien  según  las  dispo- 
siciones vigentes  corresponda  el  conocimiento  de 
la  causa,  para  que  la  prosiga  y falle  con  arreglo  á 
derecho. 


CAPITULO  II 
De  la  formación  del  sumario. 

Art.  300.  Conforme  á lo  dispuesto  en  el  capí- 
tulo anterior,  los  Jueces  de  instrucción  formarán 
los  sumarios  de  los  delitos  públicos  bajo  la  ins- 
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~'rí'  **  - ' 

pección  directa  del  Fiscal  del  Tribunal  compe- 
^:¿¿;Tente. 

; La  inspección  será  ejercida  bien  constituyéndo^ 
|vV  se  el  Fiscal  por  sí  ó por  medio  de  sus  auxiliares  al 
' l^do  del  Juez  instructor,  bien  por  medio  de  testi- 
go monios  en  relación,  suficientemente  expresivos, 
que  le  remitirá  el  Juez  instructor  periódicamente  y 
í:^^cuantas  veces  se  los  reclame,  podiendo  en  este  caso 
1;,^  él  Fiscal  hacer  presente  sus  observaciones  en  aten- 
ta  comunicación  y formular  sus  pretensiones  por 
.requerimientos  igualmente  atentos.  También  podrá 
delegar  sus  funciones  en  los  Fiscales  municipales. 

Art.  307,  En  el  caso  de  que  el  Juez  municipal 
comenzare  á instruir  las  primeras  diligencias  del 
sumario,  practicadas  que  sean  las  más  urgentes  y 
y todas  las  que  el  Juez  de  instrucción  le  hubiere 
■ ^ prevenido,  le  remitirá  la  causa,  que  nunca  podrá 
retener  más  de  tres  días. 

' Art,  308.  Inmediatamente  que  los  Jueces  de 
instrucción  ó los  municipales,  en  su  caso,  tuvieren 
% noticia  de  la  perpetración  de  un  delito,  lo  pondrán 
en  conocimiento  del  Fiscal  de  la  respectiva  Au- 
diencia,  y los  Jueces  de  instrucción  darán  además 
parte  al  Presidente  de  ésta  de  la  formación  del  su- 
mario en  relación  sucinta  suficientemente  expresi- 
^ va  del  hecho,  de  sus  circunstancias  y de  su  autor, 
dentro  de  los  dos  días  siguientes  al  en  que  hubie- 
ren principiado  á instruirle. 

Los  Jueces  municipales  darán  cuenta  inmediata 
de  la  prevención  de  las  diligencias  al  de  instruc- 
ción á quien  corresponda  (1). 


(1)  Los  Jueces  de  instrucción  deben  poner  en  conoci- 
miento de  las  respectivas  abogacías  del  Estado,  la*incoa- 
ción  de  las  causas  que  pueden  interesar  á la  Hacienda 
pública,  y particularmente  las  de  contrabando  y defrau- 
dación. (Gire.  Direc.  Contenc.  de  29  Abril  1889). 
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Art.  309.  Si  la  persona  contra  quien  resultaren 
cargos  fuere  alguna  de  las  sometidas  en  virtud  de 
disposición  especial  de  la  Ley  Orgánica  á un  Tri- 
bunal excepcional,  practicadas  las  primeras  dili- 
gencias y antes  de  dirigir  ef  procedimiento  contra 
aquélla,  esperará  las  órdenes  del  Tribunal  compe 
tente  á los  efectos  de  lo  prevenido  en  el  párrafo 
segundo  y última  parte  del  quinto  del  art.  303  de 
esta  ley. 

Si  el  delito  fuere  de  los  que  dan  motivo  á la  pri- 
sión preventiva  con  arreglo  á lo  dispuesto  en  esta 
ley  y el  presunto  culpable  hubiese  sido  sorprendi- 
do infraganti^  podrá  ser  desde  luego  detenido  y 
preso,  si  fuere  necesario,  sin  perjuicio  de  lo  dis- 
puesto en  el  párrafo  precedente. 

Art.  310.  Los  Jueces  de  instrucción  podrán 
delegar  en  los  municipales  la  práctica  de  todos  los 
actos  y diligencias  que  esta  ley  no  reserve  exclu- 
sivamente á los  primeros,  cuando  alguna  causa 
justificada  les  impida  practicarlos  por  sí.  Pero  pro 
curarán  hacer  uso  moderado  de  esta  facultad  y el 
Tribunal  inmediato  superior  cuidará  de  impedir  y 
corregir  la  frecuencia  injustificada  de  estas  dele- 
gaciones. 

Art.  311.  El  Juez  que  instruya  eLs'umario  prac 
ticará  las  diligencias  que  le  propusieren  el  Minis 
terio  fiscal  ó el  particular  querellante,  si  no  las 
considera  inútiles  ó perjudiciales. 

Contra  el  auto  denegatorio  de  las  diligencias  pe- 
didas podrá  interponerse  el  recurso  de  apelación, 
que  será  admitido  en  un  solo  efecto  para  ante  la 
respectiva  Audiencia  ó Tribunal  competente. 

Cuando  el  Fiscal  no  estuviese  en  la  misma  loca- 
lidad que  el  Juez  de  instrucción,  en  vez  de  apelar, 
recurrirá  en  queja  al  Tribunal  competente,  acom- 
pañando al  efecto  testimonio  de  las  diligencias  su- 
mariales que  conceptúe  necesarias,  cuyo  testimo* 
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nio  deberá  facilitarle  el  Juez  de  instrucción,  y,  pre- 
. vio  informe  del  mismo,  acordará  el  Tribunal  lo  que 
' estime  procedente. 

Art.  312.  Guando  se  presentase  querella,  el 
Juez  de  instrucción,  después  de  admitirla  si  fuere 
procedente,  mandará  practicar  las  diligencias  que 
en  ella  se  propusieren,  salvo  las  que  considere  con- 
trarias á las  leyes  ó innecesarias  ó perjudiciales 
para  el  objeto  de  la  querella,  las  cuales  denegará 
en  resolución  motivada  (1). 

Art.  313.  Desestimará  en  la  misma  forma  la 
querella  cuando  los  hechos  en  que  se  funde  no 
constituyan  delito,  ó cuando  no  se  considere  com- 
petente para  instruir  el  sumario  objeto  de  la  mis- 
ma (2). 

* Contra  el  auto  á que  se  refiere  este  artículo,  pro- 
cederá el  recurso  de  apelación,  que  será  admisible 
en  ambos  efectos  (3). 

Art.  314.  Las  diligencias  pedidas  y denegadas 
en  el  sumario  podrán  ser  propuestas  de  nuevo  en 
él  juicio  oral. 

Art.  31o.  El  Juez  hará  constar  cuantas  diligen- 
cias se  practicaren  á instancia  de  parte. 


(1)  Para  que  deba  ser  admitida  una  querella  al  efecto 
de  practicar  las  diligencias  sumariales  conducentes  al 
esclarecimiento  de  los  hechos  que  como  delito  se  consig- 
nan en  ella,  es  requisito  indispensable  que  tales  hechos 
presenten  caracteres  de  delito.  (S.  26  Nov.  1896). 

(2)  Basta  para  admitir  una  querella  que  los  hechos 
presenten  caracteres  de  delito,  sin  que  pueda  denegarse 
fundándose  en  hechos  distintos  de  la  querella  y cuando 
ninguna  diligencia  se  ha  practicado.  (S.  12  Mayo  1890). 

(3)  Contra  el  auto  de  inadmisión  de  querella  dictado 
por  un  Tribunal  cuando  ya  conoce  en  apelación  con  arre- 

flo  á lo  dispuesto  en  el  artículo  que  anotamos,  no  proce - 
0 el  recurso  de  súplica  sino  el  de  casación.  (S.  30  No- 
viembre 1883). 
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De  las  ordenadas  de  oficio  solamente  consta- 
rán en  el  sumario  aquellas  cuyo  resultado  fuere  j 
conducente  al  objeto  del  mismo. 

Art.  316,  El  querellante  podrá  intervenir  en 
todas  las  diligencias  del  sumario. 

Si  el  delito  fuere  público,  podrá  el  Juez  de  ins- 
trucción, sin  embargo  de  lo  dispuesto  en  el  párra- 
fo anterior,  declarar,  á propuesta  fiscal  ó de  oficio, 
secreto  el  sumario  para  el  querellante. 

Art.  317.  El  Juez  municipal  tendrá  las  mismas 
facultades  que  el  de  instrucción  para  no  comuni- ' 
car  al  querellante  particular  las  actuaciones  que 
practicare. 

Art.  318.  Sin  embargo  del  deber  impuesto  á. 
los  Jueces  municipales  de  instruir  en  su  caso  las 
primeras  diligencias  de  los  sumarios,  cuando  eE 
Juez  de  instrucción  tuviere  noticia  de  algún  delito 
que  revista  carácter  de  gravedad,  ó cuya  compro- 
bación fuere  difícil  por  circunstancias  especiales,  ó 
que  hu})iese  causado  alarma,  se  trasladará  inme- 
diatamente al  lugar  del  delito  y procederá  á for-\ 
mar  el  sumario,  haciéndose  cargo  de  las  actuacio- 
nes que  hubiese  practicado  el  Juez  municipal  y re- 
cibiendo las  averiguaciones  y datos  que  le  sumi- 
nistren los  funcionarios  de  la  policía  judicial.  Per- 
manecerá en  diíiho  lugar  el  tiempo  necesario  para 
practicar  todas  las  diligencias  cuya  dilación  pudie-  - 
ra  ofrecer  inconvenientes. 

Art.  31Í).  Cuando  el  Fiscal  de  la  respectiva  Au- 
diencia tuviere  conocimiento  de  la  perpetración  de 
alguno  de  los  delitos  expresados  en  el  artículo  an- 
terior, deberá  trasladarse  personalmente,  ó acor- 
dar (pie  se  traslade  al  lugar  del  suceso  alguno  de 
sus  8ul)ordinados  para  contribuir  con  el  Juez  do 
instrucííión  al  mejor  y más  pronto  esclarecimiento’ 
délos  he(;hos,  si  otras  ocupaciones  tanto  ó más 
graves  no  lo  impidieren,  sin  perjuicio  de  proceder,^ 
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de  igual  manera  en  cualquier  otro  caso  en  que  io 
conceptuare  conveniente  (1). 

.Art#  320,  La  intervención  del  actor  civil  en  el 
sumario  se  limitará  á procurar  la  práctica  de  aque- 
llas diligencias  que  puedan  conducir  al  mejor  éxi- 
to de  su  acción,  apreciadas  discrecionalmente  por 
el  Juez  instructor. 

> Arl.  321.  Los  Jueces  de  instrucción  formarán 
el  sumario  ante  sus  Secretarios. 

En  casos  urgentes  y extraordinarios,  faltando  és- 
tos, podrán  proceder  con  la  intervención  de  un  No- 
tario ó de  dos  hombres  buenos  mayores  de  edad, 
que  sepan  leer  y escribir,  los  cuales  jurarán  guar- 
dar fidelidad  y secreto. 

Art.  322.  Las  diligencias  del  sumario  que  ha- 
yan de  practicarse  fuera  de  la  circunscripción  del 
Juez  de  instrucción  ó del  término  del  Juez  munici- 
pal que  las  ordenaren,  tendrán  lugar  en  la  forma 
que  determina  el  tít.  VIII  del  libro  primero,  y serán 
reservadas  para  todos  los  que  no  deban  intervenir 
en  ellas. 

Art.  323.  Sin  embargo  de  lo  dispuesto  en  el 
artículo  anterior,  cuando  el  lugar  en  que  se  hubie- 
re de  practicar  alguna  diligencia  del  sumario  estu- 
viere fuera  de  la  jurisdicción  del  Juez  instructor, 
pero  en  lugar  próximo  al  punto  en  que  éste  se  ha- 
llare, y hubiese  peligro  en  demorar  aquélla,  podrá 


(1)  Sil  os  Fiscales  municipales  son  Letrados,  cuando 
por  otras  ocupaciones,  tanto  6 más  graves,  no  puedan  los 
Fiscales  de  Audiencias  inspeccionar  por  sí  los  sumarios  á 
que  se  contrae  el  referido  artículo,  pueden  encomendar 
á aquéllos  ese  servicio;  pero  si  los  Fiscales  municipales 
no  fuesen  Letrados,  entonces,  no  cabiendo  las  delegacio- 
nes que  se  pretenden,  tiene  que  ejercer  por  .sí  el  Fiscal 
de  Audiencia  la  inspección  ó encomendarla  á uno  de  sus 
auxiliares.  (Mem.  del  Fiscal  del  Trib.  Sup.  15  Sep,  1883, 
núm.  15). 
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ejecutarla  por  sí  mismo,  dando  inmediato  aviso  al 
Juez  competente. 

Art.  324.  Cuando  al  mes  de  haberse  incoado 
un  sumario  no  se  hubiere  terminado,  el  Juez  dará 
parte  cada  semana  á los  mismos  á quienes  lo  haya 
dado’al  principiarse  aquél  de  las  causas  que  hubie- 
sen impedido  su  conclusión. 

Con  vista  de  cada  uno  de  estos  partes,  los  Presi- 
dentes á quienes  se  hubiesen  remitido  y el  Tri- 
bunal competente  acordarán,  según  sus  respectivas 
atribuciones,  lo  que  consideren  oportuno  para  la 
más  pronta  terminación  del  sumario. 

Sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en  este  artículo,  los 
Jueces  de  instrucción  están  obligados  á dar  á los 
Fiscales  de  las  Audiencias  cuantas  noticias  les  pi- 
dieren, fuera  de  estos  términos,  sobre  el  estado 
y adelantos  de  los  sumarios. 

Art.  325.  De  las  faltas  de  celo  y actividad  en 
!a  formación  de  los  sumarios  serán  responsables 
disciplinariamente  los  Jueces  de  instrucción  y los 
municipales  en  su  caso,  á no  ser  que  lo  fueran  cri- 
minalmente con  arreglo  á las  leyes  (1). 

TITULO  y 

DE  LA.  COMPROBACIÓN  DEL  DELITO  Y AVERIGUACION 

DEL  DELINCUENTE 

CAPITULO  PRIMERO 

% 

De  la  inspección  ocular, 

Art.  326.  Cuando  el  delito  que  se  persiga  ha- 
ya dejado  vestigios  ó pruebas  materiales  de  su  per- 


(1)  Sobre  la  materia  objeto  de  este  artículo  puede  con- 
sultarse la  Mem.  de  la  Fise.  del  Trib.  Sup.  15  Ag.  1884, 
p:.gs.  20  y siguientes  de  la  misma. 
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petración,  el  Juez  instructor  ó el  que  haga  sus  ve- 
ces los  recogerá  y conservará  para  el  juicio  oral  si 
fuere  posible,  procediendo  al  efecto  á la  inspección 
ocular  y á la  descripción  de  todo  aquello  que  pue- 
da tener  relación  con  la  existencia  y naturaleza  del 
hecho. 

A este  fin  hará  consignar  en  los  autos  la  descrip- 
ción del  lugar  del  delito,  el  sitio  y estado  en  que 
se  hallen  los  objetos  que  en  él  se  encuentren,  los 
accidentes  del  terreno  ó situación  de  las  habitacio- 
nes y todos  los  demás  detalles  que  puedan  utilizar- 
se, tanto  para  la  acusación  como  para  la  defensa. 

Art.  327.  Cuando  fuere  conveniente  para  ma- 
'yor  claridad  ó comprobación  de  los  hechos,  se  le- 
vantará el  plano  del  lugar  suficientemente  detalla- 
do, ó se  hará  el  retrato  de  las  personas  que  hubie- 
sen sido  objeto  del  delito,  ó la  copia  ó diseño  de 
los  efectos  ó instrumentos  del  mismo  que  se  hu- 
biesen hallado. 

Art.  328.  Si  se  tratare  de  un  robo  ó de  cual- 
quier otro  delito  cometido  con  fractura,  escalamien- 
to ó violencia,  el  Juez  instructor  deberá  describir 
los  vestigios  que  haya  dejado,  y consultará  el  pa- 
recer de  peritos  sobre  la  manera,  instrumentos, 
medios  ó tiempo  de  la  ejecución  del  delito. 

Art.  329.  Para  llevar  á efecto  lo  dispuesto  en 
ios  artículos  anteriores,  podrá  ordenar  el  Juez  ins- 
tructor que  no  se  ausenten  durante  la  diligencia 
de  descripción  las  personas  que  hubieren  sido  ha- 
lladas en  el  lugar  del  delito,  y que  comparezcan 
además  inmediatamente  las  que  se  encontraren  en 
cualquier  otro  sitio  próximo,  recibiendo  á todas 
separadamente  la  oportuna  declaración. 

Art.  330.  Cuando  no  hayan  quedado  huellas  ó 
vestigios  del  delito  que  hubiese  dado  ocasión  al 
sumario,  el  Juez  instructor  averiguará  y hará  cons- 
tar, siendo  posible,  si  la  desaparición  de  las  prue- 
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bas  materiales  ha  ocurrido  natural,  casual  ó inten* 
cionalmente  y las  causas  de  la  misma  ó los  medios 
que  para  ello  se  hubieren  empleado,  procediendo 
seguidamente  á recoger  y consignar  en  el  sumario 
las  pruebas  de  cualquiera  clase  que  se  puedan  ad- 
quirir acerca  de  la  perpetración  del  delito. 

Art.  331.  Cuando  el  delito  fuere  de  los  que  no 
dejan  huellas  de  su  perpetración,  el  Juez  instructor 
procurará  hacer  constar,  por  declaraciones  de  tes- 
tigos y por  los  demás  medios  de  comprobación,  la 
ejecución  del  delito  y sus  circunstancias,  así  como 
la  preexistencia  de  la  cosa  cuando  el  delito  hubie- 
se tenido  por  objeto  la  sustracción  de  la  misma. 

Art.  332.  Todas  las  diligencias  comprendidas' 
en  este  capítulo  se  extenderán  por  escrito  en  el 
acto  mismo  de  la  inspección  ocular,  y serán  firma- 
das por  el  Juez  instructor,  el  Fiscal  si  asistiere  al 
acto,  el  Secretario  y las  personas  que  se  hallaren 
presentes. 

Art.  333.  Cuando  al  practicarse  las  diligencias 
enumeradas  en  los  artículos  anteriores  hubiere  al- 
guna persona  declarada  procesada  como  presunta 
autora  del  hecho  punible,  podrá  presenciarlas  ya 
sola,  ya  asistida  del  defensor  que  eligiere  ó le 
fuere  nombrado  de  oficio,  si  asi  lo  solicitare;  y uno 
y otro  podrán  hacer  en  el  acto  las  observaciones 
que  estimen  pertinentes,  las  cuales  se  consignarán 
por  diligencia  si  no  fueren  aceptadas. 

Al  efecto  se  pondrá  en  conocimiento  del  proce- 
sado el  acuerdo  relativo  á la  práctica  de  la  diligen- 
cia con  la  anticipación  que  permita  su  índole,  y no 
se  suspenderá  por  la  falta  de  comparecencia  del 
procesado  ó de  su  defensor  (1). 


(1)  La  falta  de  citación  para  la  práctica  de  esta  dili- 
gencia no  autoriza  para  la  interposición  de  recurso  al- 
guno fundado  en  el  núm.  2.®  del  art.  911  de  esta  ley. 
tS.  19  Junio  1889). 
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CAPITULO  II 
Del  cuerpo  del  delito  ( 1 ) . 

Art.  334:«  El  Juez  instructor  procurará  recoger 
en  los  primeros  momentos  las  armas,  instrumentos 
ó efectos  de  cualquiera  clase  que  puedan  tener  re- 
lación con  el  delito  y se  hallen  en  el  lugar  en  que 
éste  se  cometió,  ó en  sus  inmediaciones,  ó en  po- 
der del  reo,  ó en  otra  parte  conocida,  extendiendo 
diligencia  expresiva  del  lugar,  tiempo  y ocasión  en 
que  se  encontraren,  describiéndolos  minuciosa- 
mente para  que  se  pueda  formar  idea  cabal  de  los 
mismos  y de  las  circunstancias  de  su  hallazgo. 

La  diligencia  será  firmada  por  la  persona  en 
cuyo  poder  fueren  hallados,  notificándose  á la 
misma  el  auto  en  que  se  mande  recogerlos. 

Art.  335.  Siendo  habida  la  persona  ó cosa  ob- 
jeto del  delito,  el  Juez  instructor  describirá  deta- 
lladamente su  estado  y circunstancias,  y especial- 
mente todas  las  que  tuviesen  relación  con  el  hecho 
punible. 


(1)  Por  Real  orden  de  24  de  Diciembre  de  1886  se 
mandó  que  los  gastos  de  conducción  de  objetos  cuerpos 
de  delito,  que  por  Real  decreto  de  1 1 de  Julio  del  mismo 
año  se  dispone  sean  remitidos  para  su  análisis  á los  La- 
boratorios de  Medicina  legalj  se  abonen  con  cargo  al  ca- 
pítulo 8.",  art.  d.**  del  presupuesto  del  Ministerio  de  Gra- 
cia y Justicia;  debiendo,  al  efecto,  remitirse  por  los  Pre- 
sidentes de  las  Audiencias  los  oportunos  justificantes. — 
Por  otra  Real  orden  de  26  de  Marzo  de  1884,  se  resolvió 
que  desde  el  momento  que  cualquier  Juzgado  ó Tribunal 
mande  á los  Directores  de  los  Montes  de  Piedad  retener 
efectos  objeto  de  un  procedimiento  criminal  no  se  podrán 
desempeñar  ni  vender,  aun  cuando  transcurran  los  pla- 
zos señalados  en  los  contratos  de  préstamos,  que  se  con- 
siderarán interrumpidos,  sin  perjuicio  de  que  por  quien 
resuelvan  los  Tribunales  sentenciadores  se  abone  al 
Monte  de  Piedad  el  capital  del  préstamo  y sus  intereses. 

Ley  de  Enj.  criminal 
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Si  por  tratarse  de  delito  de  falsificación  come- 
tida en  documentos  ó efectos  existentes  en  depen- 
dencias del  Estado  hubiere  imprescindible  necesi- 
dad de  tenerlos  á la  vista  para  su  reconocimiento 
pericial  y examen  por  parte  del  Juez  ó Tribunal, 
se  reclamarán  á las  correspondientes  Autoridades, 
shi  perjuicio  de  devolverlos  á los  respectivos  Cen- 
tros oficiales  después  de  terminada  la  causa. 

Art.  336,  En  los  casos  de  los  dos  artículos  an- 
teriores, ordenará  también  el  Juez  el  reconocimien- 
to por  peritos,  siempre  que  esté  indicado  para 
apreciar  mejor  la  relación  con  el  delito,  de  los  lu- 
gares, armas,  instrumentos  y efectos  á que  dichos 
artículos  se  refieren,  haciéndose  constar  por  dili- 
gencia el  reconocimiento  y el  informe  pericial. 

A esta  diligencia  podrán  asistir  también  el  pro- 
cesado y su  defensor  en  los  términos  expresados 
en  el  art.  333. 

Art.  337.  Cuando  en  el  acto  de  describir  la. 
persona  ó cosa  objeto  del  delito  y los  lugares,  ar- 
mas, instrumentos  ó efectos  relacionados  con  el 
mismo,  estuvieren  presentes  ó fueren  conocidas - 
personas  que  puedan  declarar  acerca  del  modo  y 
forma  con  que  aquél  hubiese  sido  cometido,  y de 
las  causas  (le  las  alteraciones  que  se  observaren^ 
en  dichos  lugares,  armas,  instrumentos  ó efectos, 
ó acerca  de  su  estado  anterior,  serán  examinadas 
inmediatamente  después  de  la  descripción  y sus 
declaraciones  se  considerarán  como  complemento 
de  ésta. 

Art.  338.  Los  instrumentos,  armas  y efectos  á 
(pie  se  refiere  el  art.  334  se  sellarán,  si  fuere  posi- 
ble, acordando  su  retención  y conservación.  Las 
diligencias  á que  esto  diere  lugar  se  firmarán  por 
la  persona  en  cuyo  poder  se  hubiesen  hallado,  y en 
tíu  defecto  por  dos  testigos. 

8i  los  objetos  no  pudieren  por  su  naturaleza  con- 
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servarse  en  su  forma  primitiva,  el  Juez  resolverá 
lo  que  estime  más  conveniente  para  conservarlos 
del  i»ejor  modo  posible. 

Si  entre  los  objetos  recogidos  se  encontraren 
cosas  ó Vasos  sagrados,  el  Juez  instructor  manda- 
rá que  sean  separados  de  los  demás  y guardados 
aparte,  evitando  toda  profanación. 

Art,  339.  Si  fuere  conveniente  recibir  algún 
informe  pericial  sobre  los  medios  empleados  para 
la  desaparición  del  cuerpo  del  delito  ó sobre  las 
pruebas  de  cualquiera  clase  que  en  su  defecto  se 
hubiesen  recogido,  el  Juez  lo  ordenará  inmediata- 
mente del  modo  prevenido  en  el  cap.  VII  de  este 
mismo  título. 

Art.  340.  Si  la  instrucción  tuviere  lugar  por 
causa  de  muerte  violenta  ó sospechosa  de  crimina- 
lidad, antes  de  proceder  al  enterramiento  del  ca- 
dáver ó inmediatamete  después  de  su  exhumación, 
hecha  la  descripción  ordenada  en  el  art.  335,  se 
identificará  por  medio  de  testigos  que,  á la  vista 
del  mismo,  den  razón  satisfactoria  de  su  conoci- 
miento. 

Art.  341.  No  habiendo  testigos  de  conocimien- 
to, si  el  estado  del  cadáver  lo-  permitiere,  se  ex- 
pondrá al  público  antes  de  practicarse  la  autopsia, 
por  tiempo  á lo  menos  de  veinticuatro  horas,  ex- 
presando en  un  cartel,  que  se  fijará  á la  puerta 
del  depósito  de  cadáveres,  el  sitio,  hora  y día  en 
que  aquél  se  hubiese  hallado  y el  Juez  que  estu- 
viese instruyendo  el  sumario,  á fin  de  que  quien 
tenga  algún  dato  que  pueda  contribuir  al  recono- 
cimiento del  cadáver  ó al  esclarecimiento  del  de- 
lito y de  sus  circunstancias  lo  comunique  al  Juez 
instructor. 

Art.  342.  Cuando  á pesar  de  tales  prevencio- 
nes no  fuere  el  cadáver  reconocido,  recogerá  el 
Juez  todas  las  prendas  del  traje  con  que  se  le  hu- 
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biese  encontrado,  á fin  de  que  puedan  servir  opor- 
tunamente para  hacer  la  identificación. 

Art.  343.  En  los  sumarios  á que  se  refiere  el 
artículo  340,  aun  cuando  por  la  inspección  exterior 
pueda  presumirse  la  causa  de  la  muerte,  se  proce- 
derá á la  autopsia  del  cadáver  por  los  Médicos  fo- 
renses ó en  su  caso  por  los  que  el  Juez  designe, 
los  cuales,  después  de  describir  exactamente  dicha 
operación,  informarán  sobre  el  origen  del  fallecí-#^ 
miento  y sus  circunstancias. 

Para  practicar  la  autopsia  se  observará  lo  dis- 
puesto en  el  art.  333. 

Art.  344.  Con  el  nombre  de  Médico  forense 
habrá  en  cada  Juzgado  de  instrucción  un  Faculta- 
tivo encargado  de  auxiliar  á la  administración  de 
justicia  en  todos  los  casos  y actuaciones  en  que 
sea  necesario  ó conveniente  la  intervención  y ser- 
vicios de  su  profesión,  en  cualquier  punto  de  la  - 
demarcación  judicial  (1). 

(1)  Las  condiciones  requeridas  para  ser  nombrado  , 
Médico  forense  pueden  verse  en  el  art.  3.”  del  Real  de- 
creto de  13  de  Mayo  de  1862. — Casi  todas  las  disposicio- 
nes dictadas  para  la  provisión  de  las  plazas  de  Médicos 
forenses,  se  hallan  derogadas  por  el  Real  decreto  de  26 
de  Diciembre  de  1889,  que  refundió  en  un  solo  Cuerpo  de  - 
Médicos  auxiliares  de  la  administración  de  justicia  y de  la 
pemlenciaria  los  Médicos  forenses  de  los  Juzgados  y los 
(le  las  Cárceles  y correccionales,  y prescribe  las  condicio-  .. 
nes  para  la  provisión  de  vacantes  y para  poder  aspirar  á 
las  plazas  del  mismo,  rigiéndose  en  cuanto  á los  cargos 
que  ejerzan  por  las  disposiciones  vigentes  para  cada  uno 
(le  ellos,  dependiendo  de  los  superiores  jerárquicos  de  ca- 
da ramo.  Aclaratoria  de  las  disposiciones  de  este  Real 
decreto  es  la  Real  orden  de  22  de  Marzo  de  1890. — En 
Madrid  el  Cuerpo  Médico  forense  se  halla  organizado  co- 
mo Corporación  consultiva  en  toda  clase  de  asuntos  mé- 
dico legales  por  el  Real  decreto  de  22  de  Octubre  de  1891, 
que  prescribe  además  la  composición  del  Cuerpo,  depen- 


OOMPROBÁOIÓK  DEL  DELITO 


149 


Art.  845.  El  Módico  forense  residirá  en  la  ca- 
pital del  Juzgado  para  que  haya  sido  noniVnado  y 
no  podrá  ausentarse  de  ella  sin  licencia  del  Juez, 
del  Presidente  de  la  Audiencia  de  lo  criminal  ó del 
Ministro  de  Gracia  y Justicia,  según  que  sea  por 
ocho  días  á lo  más  en  el  primer  caso,  veinte  en  el 
segundo,  y por  el  tiempo  que  el  Ministro  estime 
conveniente  en  el  tercero. 

Art.  346.  En  las  ausencias,  enfermedades  y 
vacantes,  sustituirá  al  Módico  forense  otro  Profe- 
sor que  desempeñe  igual  cargo  en  la  misma  pobla- 
ción; y si  no  le  hubiese  el  que  el  Juez  designe, 
dando  cuenta  de  ello  al  Presidente  de  la  Audiencia 
de  lo  criminal. 

Lo  mismo  sucederá  cuando  por  cualquier  otro 
motivo  no  pudiese  valerse  el  Juez  instrmítor  del 
Médico  forense.'  Los  que  se  negaren  al  cumpli- 
miento de  este  deber  ó le  eludieren,  incurrirán  en 
multa  de  25  á 100  pesetas;  y,  si  insistieren  en  su 
negativa,  serán  procesados  como  reos  de  desobe- 
diencia grave. 

Art.  347.  El  Módico  forense  está  obligado  á 
practicar  todo  acto  ó diligencia  propios  de  su  pro- 
fesión ó instituto  con  el  celo,  esmero  y prontitud 
que  la  naturaleza  del  caso  exija  y la  administra- 
ción de  justicia  requiera. 

Art.  348.  Cuando  en  algún  caso,  además  de  la 
intervención  del  Médico  forense,  el  Juez  estimase 
necesaria  la  cooperación  de  uno  ó más  Faculta- 
tivos, hará  el  oportuno  nombramiento. 

Lo  establecido  en  el  párrafo  anterior  tendrá 
también  lugar  cuando,  por  la  gravedad  del  caso, 
el  Médico  forense  crea  necesaria  la  cooperación 


dencia,  provisión  de  vacantes,  turnos  de  ingreso,  concur 
sos,  oposiciones,  etc. 
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de  uno  ó más  comprofesores  y el  Jaez  lo  estimare 
así  (1). 

Art.  349.  Siempre  que  sea  compatible  con  la 
buena  administración  de  justicia,  el  Juez  podrá 
conceder  prudencialmente  un  término  al  Médico 
forense  para  que  preste  sus  declaraciones,  eva- 
cúe ios  informes  y consultas  y redacte  otros  do- 
cumentos que  sean  necesarios,  permitiéndole  asi- 
mismo designar  las  horas  que  tenga  por  más  opor- 
tunas para  practicar  las  autopsias  y exhumaciones 
de  los  cadáveres. 

Art.  350.  En  los  casos  de  envenenamiento, 
heridas  ú otras  lesiones  cualesquiera,  quedará  el 
Médico  forense  encargado  de  la  asistencia  faculta- 
tiva del  paciente,  á no  ser  que  éste  ó su  fami- 
lia prefieran  la  de  uno  ó más  profesores  de  su 
elección,  en  cuyo  caso  conservará  aquél  la  inspec- 
ción y vigilancia  que  le  incumbe  para  llenar  el  co- 
rrespondiente servicio  médico-forense. 

El  procesado  tendrá  derecho  á designar  un  Pro- 
fesor que,  con  los  nombrados  por  el  Juez  instruc- 
tor ó el  designado  por  la  parte  acusadora,  inter- 
venga en  la  asistencia  del  paciente. 

Art.  351.  Cuando  el  Médico  forense  ó en  su 
defecto  el  designado  ó designados  por  el  Juez  ins- 
tructor no  estuvieren  conformes  con  el  tratamien- 
to ó plan  curativo  empleado  por  los  Facultativos 
que  el  paciente  ó su  familia  hubiesen  nombrado, 
darán  parte  á dicho  Juez  instructor  á los  efectos 
que  en  justicia  procedan.  Lo  mismo  podrá  hacer  en 
su  caso  el  Facultativo  designado  por  el  procesado. 

El  Juez  instructor,  cuando  tal  discordia  resulta- 


(1)  Según  el  Reglamento  de  la  Academia  de  Medici- 
na y Cirugía  y Real  orden  de  1863,  hay  que  pedir  prime- 
ro informe  al  Cuerpo  de  Médicos  forenses  de  Madrid  y 
después  á dicha  Academia. 
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re,  designará  mayor  número  de  Profesores  para 
que  manifieste  su  parecer,  y,  consignados  todos 
Jos  datos  necesarios,  se  tendrán  presentes  para 
cuando  en  su  día  haya  de  fallarse  la  causa. 

Art.  852,  Lo  dispuesto  en  los  artículos  anterio- 
res es  aplicable  cuando  el  paciente  ingresa  en  la 
cárcel,  hospital  ú otro  establecimiento  y sea  asis- 
tido por  los  Facultativos  de  los  mismos. 

Art*  853*  Las  autopsias  se  harán  en  un  local 
público  que  en  cada  pueblo  ó partido  tendrá  desti- 
nado la  Administración  para  el  objeto  y para  depó- 
sito de  cadáveres.  Podrá,  sin  embargo,  el  Juez  de 
instrucción  disponer,  cuando  lo  considere  conve- 
niente, que  la  operación  se  practique  en  otro  lugar 
ó en  el  domicilio  del  difunto,  si  su  familia  lo  pi- 
diere y esto  no  perjudicare  al  éxito  del  sumario. 

Si  el  Juez  de  instrucción  no  pudiere  asistir  á la 
operación  anatómica  delegará  en  un  funcionario  de 
policía  judicial,  dando  fe  de  su  asistencia,  así  co- 
mo de  lo  que  en  aquélla  ocurriere,  el  Secretario  de 
la  causa  (1). 

Art.  364.  Cuando  la  muerte  sobreviniere  por 
consecuencia  de  algún  accidente  ocurrido  en  las 
vías  férreas,  yendo  un  tren  en  marcha,  únicamen- 
te se  detendrá  éste  el  tiempo  preciso  para  separar 
el  cadáver  ó cadáveres  de  la  vía,  haciéndose  cons- 
tar previamente  su  situación  y estado,  bien  por  la 
Autoridad  ó funcionario  de  policía  judicial  que  in- 
mediatamente se  presente  en  el  lugar  del  sinies- 
tro, bien  por  los  que  accidentalmente  se  hallen  en 
el  mismo  tren,  bien  en  defecto  de  estas  personas 
por  el  empleado  de  mayor  categoría  á cuyo  cargo 


(1)  Siempre  que  los  Ayuntamientos  puedan  proporcio- 
nar locales  para  practicar  las  autopsias,  deben  hacerlo, 
pero  no  abonar  los  gastos  que  produzcan  las  mismas. 
(R.  O.  de  14  Sep.  1860). 
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vaya,  debiendo  ser  preferidos  para  el  caso  los  em- 
plea(Ío8  ó agentes  del  Gobierno. 

Se  dispondrá  asimismo  lo  conveniente  para  qiie^ 
sin  perjuicio  de  seguir  el  tren  su  marcha,  sea  avi- 
sada la  Autoridad  que  deba  instruir  las  primeras 
diligencias  y acordar  el  levantamiento  de  los  cadá- 
veres; y las  personas  antedichas  recogerán  en  el  a(J- 
lo  con  prontitud  los  datos  y antecedentes  precisos, 
que  comunicarán  á la  mayor  brevedad  á la  Autori- 
dad competente  para  la  instrucción  de  las  primeras 
diligencias,  con  el  fin  de  que  pueda  esclarecerse  el 
motivo  del  siniestro  (1). 

Art.  355,  Si  el  hecho  criminal  que  motivare  la' 
formación  de  una  causa  cualquiera  consistiese  en 
lesiones,  los  médicos  que  asistieren  al  herido  esta- 
rán obligados  á dar  parte  de  su  estado  y adelantos 
en  los  períodos  que  se  les  señalen,  é inmediata- 
mente que  ocurra  cualquiera  novedad  que  merezca 
ser  puesta  en  conocimiento  del  Juez  instructor. 

Art.  356.  Las  operaciones  de  análisis  químico 
que  exija  la  sustanciación  de  los  procesos  crimina 
les  se  practicarán  por  Doctores  en  Medicina,  en 
Farmacia,  en  Ciencias  Físico-químicas,  ó por  Inge- 
nieros que  se  hayan  dedicado  á la  especialidad  quí- 
mica. 8i  no  hubiere  Doctores  en  aquellas  Ciencias 
podrán  ser  nombrados  Licenciados  que  tengan  los 
conocimientos  y prácticas  suficientes  para  hacer 
dichas  operaciones. 

Los  Jueces  de  instrucción  designarán,  entre  los 
comprendidos  en  el  párrafo  anterior,  los  peritos  que 


(1)  Habrá  que  llenar  las  formalidades  que  exige  este 
artículo,  no  sólo  en  el  caso  que  haya  sobrevenido  la  muer- 
te por  consecuencia  de  algún  accidente  ocurrido  en  las 
vías  férreas,  sino  también  cuando  aparezca  un  cadáver 
sobre  una  vía  férrea,  ignorándose  la  causa  de  la  muerte. 
(Mem.  del  Fisc.  del  Trib.  Sup.  15Sep.  1883). 
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han  de  hacer  el  análisis  de  las  sustancias,  que  en 
cada  caso  exija  la  administración  de  justicia. 

Cuando  en  el  partido  judicial  donde  se  instruya 
el  proceso  no  haya  ninguno  de  los  peritos  á quie 
nes  se  refiere  el  párrafo  primero,  ó estén  imposibi- 
litados legal  ó físicamente  de  practicar  el  análisis 
los  que  en  aquél  residieren,  el  Juez  instructor  lo 
pondrá  en  conocimiento  del  Presidente  de  la  Sala 
ó Audiencia  de  lo  criminal,  y éste  nombrará  el  pe- 
rito ó peritos  que  hayan  de  practicar  dicho  servi- 
cio entre  las  personas  que  designa  el  párrafo  pri- 
mero domiciliadas  en  el  territorio.  Al  mismo  tiem- 
po comunicará  el  nombramiento  de  peritos  al  Juez 
instructor  para  que  ponga  á su  disposición,  con  las 
debidas  precauciones  y formalidades,  las  sustan- 
cias que  hayan  de  ser  analizadas. 

El  procesado  ó procesados  tendrán  derecho  á 
nombrar  un  perito  que  concurra  con  los  designa- 
dos por  el  Juez  (1). 

Art*  357.  Los  indicados  Profesores  prestarán 
este  servicio  en  el  concepto  de  peritos  titulares,  y 
no  podrán  negarse  á efectuarlo  sin  justa  causa, 
siéndoles  aplicable  en  otro  caso  lo  dispuesto  en  el 
párrafo  2 ® del  art.  3á6. 

Art.  358.  Cada  uno  de  los  citados  Profesores 
que  informe  como  perito  en  virtud  de  orden  judi- 
cial, percibirá  por  sus  honorarios  é indemnización 
de  los  gastos  que  el  desempeño  de  este  servicio  le 
ocasione,  la  cantidad  que  se  fije  en  los  reglamentos, 
no  estando  obligado  á trabajar  más  de  tres  horas 
por  día,  excepto  en  casos  urgentes  ó extraordina- 
rios, lo  que  se  hará  constar  en  los  autos  (2). 


(1)  Para  el  debido  cumplimiento  de  lo  preceptuado  en 
este  artículo  y siguientes  debe  tenerse  en  cuenta  lo  dis- 
puesto en  el  Real  decreto  de  11  de  Julio  de  1886,  cuya 
parte  dispositiva  insertamos  en  el  tomo  complementario. 

(2)  Regula  los  honorarios  de  los  Módicos  forenses  y 
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Art.  359.  Concluido  el  análisis  y firmada  la  de- 
claración correspondiente,  los  Profesores  pasarán 
al  Jaez  instructor  ó al  Presidente  de  la  Sala  ó Au- 
diencia de  lo  criminal  en  su  caso,  una  nota  firmada 
de  los  objetos  ó sustancias  analizados  y de  los  ho- 
norarios que  les  correspondan  á tenor  de  lo  dis- 
puesto en  el  artículo  anterior. 

El  Juzgado  dirigirá  esta  nota,  con  las  observa 
ciones  que  crea  justas,  al  Presidente  de  la  Audien- 
cia de  lo  criminal,  quien  la  cursará  elevándola  al 
Ministerio  de  Gracia  y Justicia,  á no  encontrar^ex- 
cesivo  el  número  de  horas  que  se  supongan  em- 
pleadas en  cualquier  análisis,  en  cuyo  caso  acorda- 
rá que  informen  tres  comprofesores  del  que  lo 
haya  verificado,  y en  vista  de  su  dictamen,  confir- 
mará ó rebajará  los  honorarios  reclamados  á lo  que 
fuere  justo,  remitiendo  todo  con  su  informe  al  ex- 
presado Ministerio. 

Otro  tanto  hará  el  Presidente  de  la  Audiencia 
cuando  el  análisis  se  hubiere  practicado  durante  el 
juicio  oral. 

Art.  360.  El  Ministro  de  Gracia  y Justicia,  si 
conceptuare  excesivos  los  honorarios,  podrá  tam- 
bién, antes  de  decretar  su  pago,  pedir  informe  y en 
su  caso  nueva  tasación  de  los  mismos  á la  Acade- 
mia de  Ciencias  exactas,  físicas  y naturales,  y en 


demás  facultativos  que  actúan  como  auxiliares  de  la  ad- 
ministración de  justicia  el  Arancel  anexo  al  Real  decreto 
de  13  de  Mayo  de  18'73  organizando  el  servicio  Módico 
forense.  ■ 

Dicho  Arancel  forma  parte  de  la  obrita  que  con  el  títu- 
lo de  Compilación  de  los  Aranceles  vigentes  en  la  Península 
ha  publicado  la  Revista  de  los  Tribunales. 

Las  Academias  de  Medicina  no  tienen  derecho  á recla- 
mar honorarios  por  los  informes  que  emitan  á petición 
de  los  Tribunales.  (R.  O.  10  Noviembre  1880). — Véase  la 
Real  orden  de  14’ Agosto  1888. 
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vista  de  lo  que  esta  Corporación  expusiere  ó de  la 
nueva  tasación  que  practicare,  se  confirmarán  los 
honorarios  ó se  reducirán  á lo  que  resultare  justo, 
decretándose  su  pago  (1). 

Art*  361.  Para  verificar  éste,  se  incluirá  por  el 
Ministro  de  Gracia  y Justicia  en  los  presupuestos 
de  cada  año,  la  cantidad  que  se  conceptúe  nece- 
saria. 

Art.  362.  Los  Profesores  mencionados  no  po- 
drán reclamar  otros  honorarios  que  los  anterior- 
mente fijados  por  virtud  de  servicio,  ni  exigir  que 
el  Juez  ó Tribunal  les  facilite  los  medios  materiales 
de  laboratorio  ó reactivos,  ni  tampoco  auxiliares 
subalternos  para  llenar  su  cometido. 

Cuando  por  falta  de  peritos,  laboratorio  ó reac- 
tivos no  sea  posible  practicar  el  análisis  en  la  cir- 
cunscripción de  la  Audiencia  de  lo  criminal,  se 
practicará  en  la  capital  de  la  provincia  y en  último 
extremo  én  la  del  Reino  (2). 

Art.  363.  Los  Juzgados  y Tribunalesordenarán 
la  práctica  de  los  análisis  químicos  únicamente  en 
los  casos  en  que  se  consideren  absolutamente  in 
dispensables  para  la  necesaria  investigación  judi- 
cial y la  recta  administración  de  justicia  (3). 

Art.  364.  En  los  delitos  de  robo,  hurto,  estafa, 
y en  cualquiera  otro  en  que  deba  hacerse  constar  la 
preexistencia  de  las  cosas  robadas,  hurtadas  ó es- 


(1)  Véanse  las  notas  á los  arts.  856  y 4Tl. 

(2)  Véase  la  nota  al  art.  356  de  esta  ley. 

(3)  Los  Tribunales  no  pueden  rechazar  la  práctica  de 
una  prueba  que  consista  en  algún  análisis  químico,  siem- 
pre que  entrañe  verdadera  pertinencia,  y aunque  en  el 
sumario  se  haya  verificado  dicho  análisis;  sin  que  sea 
preciso  que  la  citada  prueba  se  considere  absolutamente 
indispensable,  como  exige  el  art.  363,  sino  sólo  que  ofrez- 
ca probables  resultados  de  importancia.  (Memoria  del 
FLc.  del  Trib.  Sup.  15  Septiembre  1883). 
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tafadas,  si  no  hubiere  testigos  presenciales  del  he- 
cho, se  recibirá  información  sobre  los  antecedentes 
del  que  se  presentare  como  agraviado,  y sobre  to- 
das las  circunstancias  que  ofrecieren  indicios  de 
hallarse  éste  poseyendo  aquéllas  al  tiempo  en  que 
resulte  cometido  el  delito  (1). 

Art.  365.  Cuando  para  la  calificación  del  delito 
ó de  sus  circunstancias  fuere  necesario  estimar  el 
valor  de  la  cosa  que  hubiese  sido  su  objeto  ó el  im- 
porte del  perjuicio  causado  ó que  hubiera  podido 
causarse,  el  Juez  oirá  sobre  ello  al  dueño  ó perju- 
dicado, y acordará  después  el  reconocimiento  peri- 
cial en  la  forma  determinada  en  el  cap.  VII  de  este 
mismo  título.  El  Juez  facilitará  á los  peritos  nom- 
brados las  cosas  y elementos  directos  de  aprecia- 
ción sobre  que  hubiere  de  recaer  el  informe  y,  si 
no  estuvieren  á su  disposición,  les  suministrará  los 
datos  oportunos  que  se  pudieren  reunir;  previnién- 
doles en  tal  caso,  que  hagan  la  tasación  y regula- 
ción de  perjuicios  de  un  modo  prudente,  con  arre- 
glo á los  datos  suministrados. 

Art.  366.  Las  diligencias  prevenidas  en  este 
Cí’pítulo  y en  el  anterior  se  practicarán  con  prefe 
rencia  á las  demás  del  sumario,  no  suspendiéndose 
su  ejecución  sino  para  asegurar  la  persona  del  pre- 
sunto culpable  ó para  dar  el  auxilio  necesario  á los 
agraviados  por  el  delito. 

Art.  367.  En  ningún  caso  se  admitirán  duran- 
te el  sumario  reclamaciones  ni  tercerías  que  ten- 
gan por  objeto  la  devolución  de  los  efectos  que 
constituyen  el  cuerpo  del  delito,  cualquiera  que 
sea  su  clase  y la  persona  que  los  reclame. 


(1)  Para  el  caso  de  que  los  efectos  robados  ó estafa- 
dos, etc.,  estén  empeñados  en  Montes  de  piedad,  véase  lo 
dispuesto  en  la  Real  orden  de  26  de  Marzo  de  1884.  Tomo 
complementario. 
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CAPITULO  III 

De  la  identidad  del  delincuente  y de  sus 
circunstancias  personales, 

Art.  368.  Cuantos  dirijan  cargos  á determinada 
persona  deberán  reconocerla  judicialmente,  si  el 
Juez  instructor,  los  acusadores  ó el  mismo  inculpa- 
do conceptúan  fundadamente  precisa  la  diligencia 
para  la  identificación  de  este  último  con  relación  á 
los  designantes,  á fin  de  que  no  ofrezca  duda  quién 
es  la  persona  á que  aquéllos  se  refieren  (1). 

Art.  369.  La  diligencia  de  reconocimiento  se 
practicará  poniendo  á la  vista  del  que  hubiere  de 
verificarlo  la  persona  que  haya  de  ser  reconocida, 
haciéndola  comparecer  en  unión  con  otras  de  cir- 
cunstancias exteriores  semejantes.  A presencia  de 
todas  ellas,  ó desde  un  punto  en  que  no  pudiera 
ser  visto,  según  al  Juez  pareciere  más  conveniente, 
el  que  deba  practicar  el  reconocimiento  manifesta- 
rá si  se  encuentra  en  la  rueda  ó grupo  la  persona 
á quien  hubiese  hecho  referencia  en  sus  declara- 
ciones, designándola,  en  caso  afirmativo,  clara  y 
determinadamente. 

En  la  diligencia  que  se  extienda  se  harán  cons- 
tar todas  las  circunstancias  del  acto,  así  como  los 
nombres  de  todos  los  que  hubiesen  formado  la 
rueda  ó grupo. 

Art.  370.  Cuando  fueren  varios  los  que  hubie- 
ren de  reconocer  á una  persona,  la  diligencia  ex- 
presada en  el  artículo  anterior  deberá  practicarse 
separadamente  con  cada  uno  de  ellos,  sin  que  pue- 
dan comunicarse  entre  sí  hasta  que  se  haya  efec- 
tuado el  último  reconocimiento. 


(l)  Este  reconocimiento  puede  utilizarse  como  pruo 
ba  en  el  juicio  oral  si  se  pro[)one  en  el  término  establecí 
do  en  el  art.  656.  (S.  9 Mayo  1883). 
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Cuando  fueren  varios  los  que  hubieren  de  ser  re- 
conocidos por  una  misma  persona,  podrá  hacerse 
el  reconocimiento  de  todos  en  un  solo  acto. 

Art.  371.  El  que  detuviere  ó prendiere  á al- 
<íún  presunto  culpable  tomará  las  precauciones 
necesarias  para  que  el  detenido  ó preso  no  haga  en 
su  persona  ó traje  alteración  alguna  que  pueda  di- 
ñcultar  su  reconocimiento  por  quien  corresponda. 

Art.  372.  Análogas  precauciones  deberán  to- 
mar los  Alcaides  de  las  cárceles  y los  Jefes  de  los 
depósitos  de  detenidos;  y si  en  los  establecimientos 
de  su  cargo  hubiere  traje  reglamentario,  conserva- 
rán cuidadosamente  el  que  lleven  los  presos  ó de- 
tenidos al  ingresar  en  el  establecimiento,  á fin  de 
que  puedan  vestirlo  cuantas  veces  fuere  convenien- 
te para  diligencias  de  reconocimiento. 

Art.  373.  Si  se  originare  alguna  duda  sobre  la 
identidad  del  procesado  se  procurará  acreditar  és- 
ta por  cuantos  medios  fueren  conducentes  al  ob- 
jeto. 

Art.  374.  El  Juez  hará  constar,  con  la  minucio- 
sidad posible,  las  señas  personales  del  procesado, 
á fin  de  que  la  diligencia  pueda  servir  de  prueba 
de  su  identidad. 

Art.  375.  Para  acreditar  la  edad  del  procesado 
y comprobar  la  identidad  de  su  persona,  se  traerá 
al  sumario  certificación  de  su  inscripción  de  naci- 
miento en  el  Registro  civil  ó de  su  partida  de  bau- 
tismo, si  no  estuviere  inscrito  en  el  Registro. 

En  todo  caso,  cuando  no  fuere  posible  averiguar 
(d  Registro  civil  ó parroquia  en  que  deba  constar 
el  nacimiento  ó el  bautismo  del  procesado,  ó no 
(existiesen  su  inscripción  y partida,  y cuando  por 
mani testar  el  procesado  haber  nacido  en  punto  le- 
jano hubiere  necesidad  de  emplear  mucho  tiempo 
'ui  traer  á la  causa  la  (certificación  oportuna,  no  se 
detendrá  el  sumario  y se  suplirá  el  documento  del 
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artículo  anterior  por  informe  que  acerca  de  la  edad 
del  procesado,  y previo  su  examen  físico,  dieren 
los  Módicos  forenses  ó los  nombrados  por  el  Juez. 

Art.  376.  Cuando  no  ofreciere  duda  la  identi- 
dad del  procesado,  y conocidamente  tuviese  la 
edad  que  el  Código  penal  requiere  para  poderle 
exigir  la  responsabilidad  criminal  en  toda  su  ex- 
tensión, podrá  prescindirse  de  la  justificación  ex- 
presada en  el  artículo  anterior,  si  su  práctica  ofre- 
ciese alguna  dificultad  ú ocasionase  dilaciones  ex- 
traordinarias. 

En  las  actuaciones  sucesivas  y durante  el  juicio, 
el  procesado  será  designado  con  el  nombre  con  que 
fuere  conocido  ó con  el  que  él  mismo  dijere  tener. 

Art.  377.  Si  el  Juez  instructor  lo  conceptuase 
conveniente,  podrá  pedir  informes  sobre  la  mora- 
lidad del  procesado  á los  Alcaldes  de  barrio  ó á los 
correspondientes  funcionarios  de  policía  del  pue 
blo  ó pueblos  en  que  hubiese  residido. 

Estos  informes  serán  fundados,  y si  no  fuere  po- 
sible fundarlos,  se  manifestará  la  causa  que  lo  im- 
pidiere. 

Los  que  los  dieren  no  contraerán  responsabili- 
dad alguna,  sino  en  caso  de  malicia  probada. 

Art.  378.  Podrá,  además,  el  Juez  recibir  decla- 
ración acerca  de  la  conducta  del  procesado  á todas 
las  personas  que  por  el  conocimiento  que  tuvieren 
de  éste  puedan  ilustrarle  sobre  ello. 

Art.  379.  Se  traerán  á la  causa  los  anteceden- 
tes penales  del  procesado,  pidiendo  los  anteriores 
á la  creación  del  Registro  central  de  penados  de  2 
de  Octubre  de  1878  á los  Juzgados  donde  se  presu- 
ma que  puedan  en  su  caso  constar,  y los  posterio- 
res exclusivamente  al  Ministerio  de  Gracia  y Jus 
ticia. 

El  Jefe  del  Registro  en  el  Ministerio  está  obliga- 
do á dar  los  antecedentes  que  se  le  reclamen  ó cer- 
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tificación  negativa  en  su  caso  en  el  improrrogable 
término  de  tres  días,  á contar  desde  aquel  en  que 
se  reciba  la  petición,  justificando,  si  así  no  lo  hi- 
ciere, la  causa  legítima  que  lo  hubiese  impedido. 

En  los  Juzgados  se  atenderá  también  preferen- 
temente al  cumplimiento  de  este  servicio,  debien- 
do ser  corregidos  disciplinariamente  los  funciona- 
rios que  lo  posterguen. 

Art.  380.  Si  el  procesado  fuere  mayor  de  nue- 
ve años  y menor  de  quince,  el  Juez  recibirá  infor 
mación  acerca  del  criterio  del  mismo,  y especial- 
mente de  su  aptitud  para  apreciar  la  criminalidad 
del  hecho  que  hubiese  dado  motivo  á la  causa. 

En  esta  información  serán  oídas  las  personas 
que  puedan  deponer  con  acierto  por  sus  circuns- 
tancias personales  y por  las  relaciones  que  hayan 
tenido  con  el  procesado  antes  y después  de  haber- 
se ejecutado  el  hecho.  En  su  defecto  se  nombrarán 
dos  Profesores  de  instrucción  primaria,  para  que, 
en  unión  del  Médico  forense  ó del  que  haga  sus 
veces,  examinen  al  procesado  y emitan  su  dic- 
tamen. 

Art.  881.  Si  el  Juez  advirtiere  en  el  procesado 
indicios  de  enajenación  mental,  le  someterá  inme- 
diatamente á la  observación  de  los  Médicos  foren- 
ses en  el  establecimiento  en  que  estuviese  preso,  ó 
en  otro  público  si  fuere  más  á propósito  ó estuvie- 
se en  libertad. 

Los  Médicos  darán  en  tal  caso  su  informe  del 
modo  expresado  en  el  cap.  Vil  de  este  título  (1). 


(1)  No  puede  dar  lugar  al  recurso  de  casación  por 
(juebrantainiento  de  íorma,  fundado  en  la  denegación  de 
í>rueba  dirigida  á .suponer  al  procesado  comprendido  en 
el  art.  8.",  iiúm.  1.”,  del  Código  penal,  si  no  se  establecen 
aürmaciones  de  hecho  concernientes  á síntomas  de  im- 
becilidad ó locura,  ó no  son  advertidos  en  el  reo  indicios 
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Art.  382.  Sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en  el 
artículo  anterior,  el  Juez  recibirá  información 
acerca  de  la  enajenación  mental  del  procesado,  en 
la  forma  prevenida  en  el  art.  380. 

Art.  383.  Si  la  demencia  sobreviniera  después 
de  cometido  el  delito,  concluso  que  sea  el  sumario 
se  mandará  archivar  la  causa  por  el  Tribunal  coin- 
petente  hasta  que  el  procesado  recobre  la  salud, 
disponiéndose  además  respecto  de  éste  lo  que  el 
Código  penal  prescribe  para  los  que  ejecutan  el 
hecho  en  estado  de  demencia. 

Si  hubiese  algún  otro  procesado  por  razón  del 
mismo  delito  que  no  se  encontrase  en  el  caso  del 
anterior,  continuará  la  causa  solamente  en  cuanto 
al  mismo  (1). 

Art.  384.  Desde  que  resultare  del  sumario  al- 
gún indicio  racional  de  criminalidad  contra  deter- 
minada persona,  se  dictará  auto  declarándola  pro- 
cesada y mandando  que  se  entiendan  con  ella  las 
diligencias  en  la  forma  y del  modo  dispuesto  en 
este  título  y en  los  demás  de  esta  ley. 

El  procesado  podrá,  desde  el  momento  de  serlo, 
aconsejarse  de  Letrado,  mientras  no  estuviere  in- 
comunicado, y valerse  de  él  bien  para  instar  la 
pronta  terminación  del  sumario,  bien  para  solicitar 
la  práctica  de  diligencias  que  le  interesen,  y para 
formular  pretensiones  que  afecten  á su  situa- 
ción (2).  En  el  primer  caso,  podrá  recurrir  en  queja 


de  enajenación  mental.  (S.  26  Abril  1890). — Sobre  el 
modo  de  proceder  con  los  procesados  que  se  supongan  en 
el  estado  de  demencia,  véase  lo  dispuesto  en  la  R.  O.  de 
13  Enero  1864. 

(1)  La  apreciación  del  estado  de  locura  transitoria  de 
un  reo,  es  de  la  privativa  resolución  del  Tribunal  sen- 
tenciador. (S.  17  Enero  1887). 

(2)  Incluso  para  interponer  recurso  contra  el  auto  de 

Lrt  db  Bnj.  criminal 
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á la  Audiencia,  y en  los  otros  dos  apelar  para  ante 
la  misma,  si  el  Juez  instructor  no  accediese  á sus 
deseos. 

Estas  apelaciones  no  serán  admisibles  más  que 
en  un  solo  efecto. 

Para  cumplir  lo  determinado  en  este  artículo,  el 
Juez  instructor  dispondrá  que  el  procesado  menor 
de  edad  sea  habilitado  de  Procurador  y Abogado, 
á no  ser  que  él  mismo  ó su  representante  legal 
designen  personas  que  merezcan  su  confianza  para 
dicha  representación  y defensa. 

CAPITULO  IV 

De  las  declaraciones  de  los  procesados. 

Art.  385,  El  Juez,  de  oficio  ó á instancia  del 
Ministerio  fiscal  ó del  querellante  particular,  hará 
que  los  procesados  presten  cuantas  declaraciones 
considere  convenientes  para  la  averiguación  de  los 
hechos,  sin  que  ni  el  acusador  privado  ni  el  actor 
civil  puedan  estar  presentes  al  interrogatorio,  cuan- 
do así  lo  disponga  el  Juez  instructor  (1). 


procesamiento.  (Mem.  Fiscal  de  1886). — Véase  el  art.  2ní 
de  esta  ley. 

(1)  Acerca  de  si  puede  ser  preguntado  en  el  juicio 
oral  el  y)rocesado,  ha  establecido  el  Tribunal  Supremo: 
Que  la  confesión  del  procesado  forma  parte  de  los  medios 
sumariales  establecidos  por  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
criminal  para  la  comprobación  de  los  delitos  y la  averi- 
guación de  los  delincuentes,  y que  no  siendo  el  sumario 
más  que  una  preparación  del  juicio  oral,  donde  han  de 
esclarecerse  todos  los  hechos  y discutirse  todas  las  cues 
tienes  que  ofrezca  la  causa,  no  puede  menos  de  figurar 
en  dicho  juicio,  como  elemento  de  prueba,  la  referida 
confesión  del  procesado.  Que  este  principio,  característi- 
co de  la  expresada  ley,  tiene  su  desenvolvimiento  en  va- 
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Art.  386.  Si  el  procesado  estuviere  detenido, 
se  le  recibirá  la  primera  declaración  dentro  del 
término  de  venticuatro  horas. 

Este  plazo  podrá  prorrogarse  por  otras  cuarenta 
y ocho  si  mediare  causa  grave,  la  cual  se  expresará 
en  la  providencia  en  que  se  acordase  la  prórroga. 

Art.  387.  No  se  exigirá  juramento  á los  pro(;e- 
sados,  exhortándoles  solamente  á decir  verdad  y 
advirtiéndoles  el  Juez  de  instrucción  que  deben 
responder,  de  una  manera  precisa,  clara  y confor- 
me á la  verdad,  á las  preguntas  que  les  fueren 
hechas. 

Art.  388.  En  la  primera  declaración  será  pre- 
guntado el  procesado  por  su  nombre,  apellidos  pa- 
terno y materno,  apodo  si  lo  tuviere,  edad,  natura- 
leza, vecindad,  estado,  profesión,  arte,  oficio  ó 
modo  de  vivir,  si  tiene  hijos,  si  fué  procesado  an- 
teriormente, por  qué  delito,  ante  qué  Juez  ó Tribu- 
nal, qué  pena  se  le  impuso,  si  la  cumplió,  si  sabe 
leer  y escribir  y si  conoce  el  motivo  por  que  se  le 
ha  procesado. 

Art.  389.  Las  preguntas  que  se  le  hagan  en 
todas  las  declaraciones  que  hubiere  de  prestar  se 
dirigirán  á la  averiguación  de  los  hechos  y á la 
-participación  en  ellos  del  procesado  y de  las  demás 
personas  que  hubieren  contribuido  á ejecutarlos  ó 
encubrirlos. 

Las  preguntas  serán  directas  sin  que  por  ningún 


ríos  preceptos  de  la  misma,  entre  ellos  los  artículos  730, 
729,  656,  688  y siguientes  á éste,  según  los  cuales,  no 
hay  diligencia  de  prueba  que  no  pueda  admitirse  y prac- 
ticarse en  juicio  oral,  sin  otra  limitación  que  la  de  su 
pertinencia  al  caso,  sin  que  pueda  dejar  Je  reproducirse, 
aunque  sólo  sea  por  medio  de  la  lectura,  cuando  por  cau- 
sas independientes  de  la  voluntad  de  las  partes  no  pueda 
serlo  de  otro  modo.  (S.  19  Mayo,  28  y 30  Junio,  16  Octu- 
bre y 14  Diciembre  1883). 
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concepto  puedan  hacérsele  de  un  modo  capcioso  ó 
sugestivo. 

Tampoco  se  podrá  emplear  con  el  procesado  gé- 
nero alguno  de  coacción  ó amenaza. 

Art.  390.  Las  relaciones  que  hagan  los  proce- 
sados ó respuestas  que  den  serán  orales.  Sin  em- 
bargo, el  Juez  de  instrucción,  teniendo  siempre  en 
cuenta  las  circunstancias  de  aquéllos  y la  natura- 
leza de  la  causa,  podrá  permitirles  que  redacten  á 
su  presencia  una  contestación  escrita  sobre  puntos 
difíciles  de  explicar  ó que  también  consulten  á su 
presencia  apuntes  ó notas. 

Art.  391.  Se  pondrán  de  manifiesto  al  proce- 
sado todos  los  objetos  que  constituyan  el  cuerpo 
del  delito  ó los  que  el  Juez  considere  conveniente, 
á fin  de  que  los  reconozca. 

Se  le  interrogará  sobre  la  procedencia  de  dichos 
objetos,  su  destino  y la  razón  de  haberlos  encon- 
trado en  su  poder;  y en  general  será  siempre  inte- 
rrogado sobre  cualquiera  otra  circunstancia  que 
conduzca  al  esclarecimiento  de  la  verdad. 

El  Juez  podrá  ordenar  al  procesado,  pero  sin 
emplear  ningún  género  de  coacción,  que  escriba'á 
su  presencia  algunas  palabras  ó frases  cuando  esta 
medida  la  considere  útil  para  desvanecer  las  dudas 
que  surjan  sobre  la  legitimidad  de  un  escrito  que 
se  le  atribuya. 

Art.  392.  Cuando  el  procesado  rehúse  contes- 
tar ó se  finja  loco,  sordo  ó mudo,  el  Juez  instruc- 
tor le  advertirá  que  no  obstante  su  silencio  y su 
simulada  enfermedad  se  continuará  la  instrucción 
del  proceso. 

De  estas  circunstancias  se  tomará  razón  por  el 
Secretario;  y el  Juez  instructor  procederá  á inves- 
tigar la  verdad  de  la  enfermedad  que  aparente  el 
procesado,  observando  á este  efecto  lo  dispuesto 
en  los  respectivos  artículos  de  los  capíts.  II  y VII 
de  este  mismo  título. 
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Art*  3Í)3*  Cuando  el  examen  del  procesado  se 
prolongue  mucho  tiempo,  ó el  número  de  pregun- 
tas que  se  le  hayan  hecho  sea  tan  considerable  que 
hubiese  perdido  la  serenidad  de  jui(Uo  necesaria 
para  contestar  á lo  demás  que  deba  preguntár- 
sele, se  suspenderá  el  examen,  concediendo  al  pro- 
cesado el  tiempo  necesario  para  descansar  y recu- 
perar la  calma.  Siempre  se  hará  constar  en  la  de- 
claración misma  el  tiempo  que  se  haya  invertido 
en  el  interrogatorio. 

Art.  394.  El  Juez  que  infringiere  lo  dispuesto 
en  el  artículo  anterior  y en  el  389  será  corregido 
disciplinariamente,  á no  ser  que  incurriere  en  ma- 
yor responsabilidad  (1). 

* Art.  395.  El  procesado  no  podrá,  á pretexto 
de  incompetencia  del  Juez,  excusarse  de  contestar 
á las  preguntas  que  se  le  dirijan,  si  bien  podrá 
protestar  la  incompetencia,  consignándose  así  en 
los  autos. 

Art.  396.  Se  permitirá  al  procesado  manifes- 
tar cuanto  tenga  por  conveniente  para  su  exculpa- 
ción ó para  la  explicación  de  los  hechos,  evacuán- 
dose con  urgencia  las  citas  que  hiciere  y las  de- 
más diligencias  que  propusiere,  si  el  Juez  las  esti- 
ma conducentes  para  la  comprobación  de  sus  ma- 
nifestaciones. 

En  ningún  caso  podrán  hacerse  al  procesado 
cargos  ni  reconvenciones,  ni  se  leerá  parte  al- 
guna del  sumario  más  que  sus  declaraciones  an- 
teriores si  lo  pidiere,  á no  ser  que  el  Juez  hubie- 
se autorizado  la  publicidad  de  aquél  en  todo  ó en 
parte. 

Art.  397.  El  procesado  podrá  dictar  por  sí 


(1)  Véase  el  art.  20  del  Reglamento  provisional  para 
la  Administración  de  justicia  de  26  de  Septiembre  de 
1835,  en  el  tomo  complementario. 
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mismo  las  declaraciones.  8i  no  lo  hiciere,  lo  hará 
el  Juez  procurando,  en  cuanto  fuere  posible,  con- 
signar las  mismas  palabras  de  que  aquél  se  hubie- 
se valido. 

Art.  398.  Si  el  procesado  no  supiere  el  idioma 
español  ó fuere  sordomudo,  se  observará  lo  dis- 
puesto en  los  arts.  440,  441  y 442. 

Art.  399.  Cuando  el  Juez  considere  conve- 
niente el  examen  del  procesado  en  el  lugar  de  los 
hechos  acerca  de  los  cuales  deba  ser  examinado  ó 
ante  las  personas  ó cosas  con  ellos  relacionadas, 
se  observará  lo  dispuesto  en  el  art.  438. 

Art.  400.  El  procesado  podrá  declarar  cuan- 
tas veces  quisiese,  y el  Juez  le  recibirá  inme- 
diatamente la  declaración,  si  tuviere  relación  con 
la  causa. 

Art.  401.  En  la  declaración  se  consignarán  ín- 
tegramente las  preguntas  y las  contestaciones. 

Art.  402.  El  procesado  podrá  leer  la  declara- 
ción, y el  Juez  le  enterará  de  que  le  asiste  este 
derecho. 

Si  no  usare  de  él,  la  leerá  el  Secretario  á su  pre- 
sencia. 

Art.  403.  Se  observará  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo 450  respecto  á tachaduras  ó enmiendas. 

Art.  404.  La  diligencia  se  firmará  por  todos 
los  que  hubiesen  intervenido  en  el  acto  y se  auto- 
rizará por  el  Secretario. 

Art.  405.  Si  en  las  declaraciones  posteriores 
se  pusiere  el  procesado  en  contradicción  con  sus 
declaraciones  primeras  ó retractare  sus  confesio- 
nes anteriores,  deberá  ser  interrogado  sobre  el 
móvil  de  sus  contradicciones  y sobre  las  causas  de 
su  retractación  (1). 


(l)  Teniendo  presente  lo  dispuesto  en  este  artículo  y 
en  el  Tl4,  las  declaraciones  de  los  procesados  deben  ser 
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Art.  406*  La  confesión  del  procesado  no  dis- 
pensará al  Juez  de  instrucción  de  practicar  todas 
las  dilif^encias  necesarias  á fin  de  adquirir  el  con- 
vencimiento de  la  verdad  de  la  confesión  y de  la 
existencia  del  delito. 

Con  este  objeto^  el  Juez  instructor  interroga- 
rá al  procesado  confeso  para  que  explique  todas 
las  circunstancias  del  delito  y cuanto  pueda  con- 
tribuir á comprobar  su  confesión,  si  fué  autor 
ó cómplice  y si  conoce  á algunas  personas  que 
fueíen  testigos  ó tuvieren  conocimiento  del  he- 
cho (1). 

Art.  407.  Respecto  á la  incomunicación  de  los 
procesados,  se  observará  lo  dispuesto  en  los  ar- 
tículos 606  al  511. 

Art.  408.  No  se  leerán  al  procesado  los  funda- 
mentos del  auto  de  incomunicación  cuando  le  fue 
re  notificado,  ni  se  le  dará  copia  de  ellos. 

Art.  409.  Para  recibir  declaración  al  procesa- 
do menor  de  edad  no  habrá  necesidad  de  nombrar 
le.curador. 


CAPITULO  V 

De  las  declaraciones  de  los  testigos  (2). 

Art.  410.  Todos  los  que  residan  en  territorio 
español,  nacionales  ó extranjeros,  que  no  estér» 
impedidos,  tendrán  obligación  de  concurrir  al  lia- 


leídas  en  el  juicio,  cometiéndose,  caso  contrario,  una  in 
fracción  de  forma  que  autoriza  el  núm.  l.®del  911.  (S.  18 
Noviembre  1889). 

(1)  Con  arreglo  al  art.  820,  no  basta  la  confesión 
para  condenar  por  delitos  cometidos  por  medio  de  la  im- 
prenta. 

(2)  Comenzado  el  juicio  oral,  el  examen  de  testigos 
se  verifica  á tenor  de  los  arts.  101  á 722. 
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mamiento  judicial  para  declarar  cuanto  supieren' 
sobre  lo  que  les  fuere  preguntado,  si  para  ello 
se  les  cita  con  las  formalidades  prescritas  en  la 
iey  (1). 

Art.  411.  Se  exceptúan  de  lo  dispuesto  en  el 
artículo  anterior,  el  Rey,  su  Consorte,  el  Príncipe 
heredero  y el  Regente  del  Reino. 

Art.  412.  Estarán  exentos  también  de  concu- 
rrir al  llamamiento  del  Juez,  pero  no  de  declarar: 
Las  demás  personas  Reales. 

2.0  Los  Ministros  de  la  Corona.  * 

3.0  Los  Presidentes  del  Senado  y del  Congreso 
de  los  Diputados. 

4.0  El  Presidente  del  Consejt)  de  Estado. 

5.0  Las  Autoridades  judiciales  de  categoría  su- 
perior á la  del  que  recibiere  la  declaración. 

6.0  El  Gobernador  civil  y Delegado  de  Hacien- 
da de  la  provincia,  el  Capitán  general  del  distrito  y 
el  Gobernador  militar  en  cuyo  territorio  se  hubie- 
re de  recibir  la  declaración. 

7.0  Los  Embajadores  y demás  Representantes 
diplomáticos  acreditados  cerca  del  Gobierno  espa- 
ñol (2). 

8.0  Los  Capitanes  generales  del  Ejército  y Ar- 
mada. 

9.^^  Los  Arzobispos  y Obispos  (3). 


(1)  Teniendo  en  cuenta  lo  dispuesto  en  los  arts.  410 
y 420  de  esta  ley,  se  ha  ofrecido  la  duda  de  si  todos  Tos 
testigos  que  no  comparezcan  á declarar,  incurren  en  la 
sanción  establecida  en  el  último  de  dichos  artículos.  La 
resolución  ha  sido  afirmativa,  puesto  que  la  ley  no  dis- 
tingue. (V.  Mem.  Fisc.  1883). — V.  la  nota  al  art.  422  so- 
bre comparecencia  de  los  empleados  de  Aduanas. 

(2)  V.  la  Circular  9 Ab.  1884  acerca  de  esta  materia, 

(3)  No  habiéndose  solicitado  que  un  Obispo  declare 
en  la  íorma  que  este  artículo  previene,  la  denegación  de 
su  examen  en  el  juicio  oral  no  da  lugar  al  recurso  de 
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Art.  413.  Cuando  fuere  necesaria  ó convenien- 
te la  declaración  de  alguna  de  las  personas  desig 
nadas  en  el  artículo  anterior,  el  Juez  pasará  á su 
domicilio  ó residencia  oficial,  previo  aviso,  seña 
lándole  día  y hora. 

Art.  414.  La  resistencia  de  cualquiera  de  las 
personas  mencionadas  en  el  art.  412  á recibir  en 
su  domicilio  ó residencia  oficial  al' Juez,  ó á de- 
clarar cuanto  supieren  sobre  lo  que  les  fuere  pre- 
guntado respecto  á los  hechos  del  sumario,  se 
pondrá  en  conocimiento  del  Tribunal  Supremo  pa- 
ra los  efectos  que  procedan. 

Se  exceptúan  de  lo  dispuesto  en  el  párrafo  ante- 
rior las  personas  mencionadas  en  el  núm.  7.®  de 
dicho  artículo.  Si  incurrieren  éstas  en  la  resisten- 
cia expresada,  el  Juez  lo  comunicará  inmediata- 
mente al  Ministro  de  Gracia  y Justicia  remitiendo 
testimonio  instructivo,  y se  abstendrá  de  todo  pro- 
cedimiento respecto  á ellas,  hasta  que  el  Ministro 
le  comunique  la  Real  orden  que  sobre  el  caso  se 
dictare. 

Art.  415.  Las  personas  comprendidas  en  los 
núms.  2.0,  3.®,  4.o,  6. o,  6. o,  8.°  y 9.®  del  art.  412,  po- 
drán informar  por  escrito  sobre  los  hechos  de  que 
tengan  conocimiento  por  razón  de  sus  cargos. 

De  la  misma  manera  podrán  informar  los  funcio- 
narios del  orden  judicial  ó Ministerio  fiscal  que  se 
encuentren  en  este  caso. 

Serán  invitadas  á prestar  su  declaración  por  es- 
crito las  personas  comprendidas  en  el  núm.  7.^,  re- 
mitiéndose al  efecto  al  Ministerio  de  Gracia  y Justi- 
cia, con  atenta  comunicación  para  el  de  Estado,  un 
interrogatorio  que  comprenda  todos  los  extremos 


casación  á que  se  refiere  el  art.  911  de  la  Ley  de  Enjui- 
ciamiento criminal  en  su  número  1.®  (S.  10  Mayo  188*7). 
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á que  deban  contestar,  á fin  de  que  puedan  hacerlo 
por  la  vía  diplomática  (1). 

Art,  416,  Están  dispensados  de  la  obligación 
de  declarar: 

1.0  Los  parientes  del  procesado  en  línea  direc- 
ta ascendente  ó descendente,  su  cónyuge,  sus  her- 
manos consanguíneos  ó uterinos  y los  laterales 
consanguíneos  hasta  el  segundo  grado  civil,  así  co- 
mo los  parientes  naturales  á que  se  refiere  el  nú- 
mero 3.0  del  art.  261. 

El  Juez  instructor  advertirá  al  testigo  que  se  ha- 
lle comprendido  en  el  párrafo  anterior  que  no  tie- 
ne obligación  de  declarar  en  contra  del  procesado, 
pero  que  puede  hacer  las  manifestaciones  que  con- 
sidere oportunas,  consignándose  la  contestación 
que  diere  á esta  advertencia  (2). 


(1)  Inhabilita  para  declarar  en  una  causa  al  Juez  ins- 
tructor de  la  misma,  y al  Teniente  fiscal  de  la  Audiencia, 
el  haber  intervenido  en  ella.  (S.  15  Mar.  1889)  — La  for- 
ma de  la  declaración  no  supone  denegación  de  prueba, 
siendo  de  la  incumbencia  del  Tribunal  apreciar  si  un 
testigo  ha  de  comparecer  ó está  facultado  para  emitir  su 
testimonio  por  medio  de  informe.  (S.  26  Ab.  1890). 

(2)  Aun  cuando  al  recibirse  declaración  por  ei  Juez 
instructor  al  hermano  de  un  procesado  durante  el  suma- 
rio no  se  consignara,  como  exige  el  artículo  416  de  la 
Ley  de  Enjuiciamiento  criminal,  la  contestación  de  este 
testigo  á ia  advertencia  que  le  fué  dirigida  sobre  la  fa- 
cultad que  le  asistía  de  no  declarar  contra  su  hermano;  y 
aunque  no  hubiera  debido  acordarse,  como  so  acordó  en 
el  acto  del  juicio  oral  á instancia  del  Fiscal  que  se  diese 
lectura  á la  declaración  que  había  prestado,  por  haberse 
negado  á declarar  en  aquel  acto,  estas  faltas  de  procedi- 
miento de  ninguna  manera  están  comprendidas  entre  las 
que  dicha  ley  de  Enjuiciamiento,  en  su  art.  911  y en  los 
demás  que  se  refieren  al  recurso  de  casación  por  quebran- 
tamiento de  Forma,  menciona  como  suficientes  para  que 
se  estime  procedente  el  mismo  (S.  7 l^ic.  1883).  Lh 
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2.0  El  Abogado  del  procesado  respecto  á los  he 
cbos  que  éste  le  hubiese  con^fiado  en  su  calidad  de 
defensor. 

~ Si  alguno  de  los  testigos  se  encontrase  en  las  re- 
■ laciones  indicadas  en  los  párrafos  precedentes  con 
uno  ó varios  de  los  procesados,  estará  obligado  á 
declarar  respecto  á los  demás,  á no  ser  que  su  de- 
claración pudiera  comprometer  á su  pariente  ó de- 
fendido. 

J-  Art,  417.  No  podrán  ser  obligados  á declarar 
como  testigos: 

l.ó  Los  eclesiásticos  y ministros  délos  cultos 
‘disidentes,  sobre  los  hechos  que  les  fueren  revela- 
dos en  el  ejercicio  de  las  funciones  de  su  minis- 
terio. 


2,0  Los  funcionarios  públicos,  tanto  civiles  co- 
mo militares  de  cualquiera  clase  que  sean,  cuando 
no  pudieren  declarar  sin  violar  el  secreto  que  por 
P>razón  de  sus  cargos  estuviesen  obligados  á guar- 
; dar,  ó cuando,  procediendo  en  virtud  de  obediencia. 
' debida,  no  fueren  autorizados  por  su  superior  je 
' ráfquico  para  prestar  la  declaración  que  se  les 
:.pidá, 

;•  3.0  Los  incapacitados  física  ó moral  mente. 

.V  Art.  418.  Ningún  testigo  podrá  ser  obligado  ú 
declarar  acerca  de  una  pregunta  cuya  contestación 
pueda  perjudicar  material  ó moralmente  y de  unü 
manera  directa  é importante  ya  á la  persona,  ya  á 
/ la  fortuna  de  alguno  de  los  parientes  á que  se  re- 
fiere el  art.  416. 


/ exención  de  la  obligación  de  declarar  otorgada  por  este 
scttículo,  no  puede  estimarse  subordinada  a la  faculta*! 
que  concede  á las  partes  el  'TSO.  (S.  13  Nov.  1885). — Se  ha 
lia  en  el  caso  de  este  precepto  el  testigo  que  alega  ser 
' padre  de  uno  de  los  procesados  que  estaba  en  rebeldía,  v 
: ‘ por  tanto,  la  denegación  de  su  examen  no  da  lugar  al  re- 
■l'  eurso  de  casación.  (S.  23  Abril  1897). 
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Se  exceptúa  el  caso  en  que  el  delito  revista  su- 
ma gravedad  por  atentar  á la  seguridad  del  Estado, 
á la  tranquilidad  pública  ó á la  sagrada  persona 
del  Rey  ó de  bu  sucesor. 

Art.  419-  Si  el  testigo  estuviere  físicamente  im- 
pedido de  acudir  al  llamamiento  judicial,  el  Juez 
instructor  que  hubiere  de  recibirle  la  declaración 
se  constituirá  en  su  domicilio,  siempre  que  el  in- 
terrogatorio no  haya  de  poner  en  peligro  la  vida 
del  enfermo. 

Art.  420.  El  que  sin  estar  impedido  no  concu- 
rriere al  primer  llamamiento  judicial,  excepto  las 
personas  mencionadas  en  el  art.  412,  ó se  resistie  ' 
re  á declarar  lo  que  supiese  acerca  de  los  hechos 
sobre  que  fuere  preguntado  á no  estar  comprendi- 
do en  las  exenciones  de  los  artículos  anteriores,  in- 
currirá en  la  multa  de  5 á 50  pesetas,  y si  persis 
tiere  en  su  resistencia  será  conducido,  en  el  pri- 
mer caso,  á la  presencia  del  Juez  instructor  por  los 
dependientes  de  la  Autoridad  y procesado  por  el 
delito  de  denegación  de  auxilio  que  respecto  de  los 
testigos  y peritos  define  el  Código  penal,  y en  el 
segundo  caso  será  también  procesado  por  el  de  des- 
obediencia grave  á la  Autoridad. 

La  multa  será  impuesta  en  el  acto  de  notarse  ó 
cometerse  la  falta  (1). 

Art.  421.  El  Juez  de  instrucción  ó municipal 
en  su  caso  hará  concurrir  á su  presencia  y exami- 
nará á los  testigos  citados  en  la  denuncia  ó en  la  ^ 
querella,  ó en  cualesquiera  otras  declaraciones  ó 
diligencias,  y á torios  los  demás  que  supieren  he- 
chos ó circunstancias  ó poseyeren  datos  convenien- 

« 

(l)  Al  testigo  insolvente  no  se  le  impondrá  la  prisión 
subsidiaria.  (Mcm.  Fisc.  1887).— -Es  indiferente  para  que 
pueda  aplicarse  este  artículo  que  el  testigo  hubiera  sido 
citado  verbalmente  ó con  las  formalidades  prescritas  en 
la  ley.  (,Mein  Fisc.  1888). 
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tes  para  la  comprobación  6 averiguación  del  delito 
y del  delincuente. 

Se  procurará,  no  obstante,  omitir  la  evacuación 
de  citas  impertinentes  ó inútiles  (l). 

Art.  422#  Si  el  testigo  residiere  fuera  del  parti- 
do ó término  municipal  del  Juez  que  instruyese  el 
sumario,  éste  se  abstendrá  de  mandarle  compare- 
cer á su  presencia,  á no  ser  que  lo  considere  abso- 
lutamente necesario  para  la  comprobación  de»  de- 
lito ó para  el  reconocimiento  de  la  persona  del  de- 
lincuente, ordenándolo  en  este  caso  por  auto  mo- 
tivado. 

También  deberá  evitar  la  comparecencia:  de  los 
empleados  de  vigilancia  pública  que  tengan  su  re- 
sidencia en  punto  distinto  de  la  capital  del  Juzga- 
do, de  los  jefes  de  estación,  maquinistas,  fogoneros, 
conductores,  telegrafistas,  factores,  recaudadores, 
guarda-agujas  ú otros  agentes  que  desempeñen  fun  • 
ciones  análogas,  á los  cuales  citará  por  conducto 
de  sus  jefes  inmediatos  cuando  sea  absolutamente 
indispensable  su  comparecencia  (2). 


(1)  A tenor  del  art.  700,  en  las  causas  por  flagrante 
delito,  cuando  deponen  varios  testigos,  sólo  deben  con- 
signarse las  declaraciones  de  los  mas  importantes. 

(2)  Por  Real  orden  de  13  de  Enero  de  1886,  se  dis- 
puso: 

1. °  Que  los  Vistas  de  Aduanas  tienen  el  deber  de  com- 
parecer ante  los  Tribunales  ordinarios  para  iiíformar  y 
declarar  en  las  causas  por  delitos  de  contrabando  y de- 
fraudación, con  arreglo  al  art.  410  de  la  Ley  de  Enjuicia 
miento  criminal;  debiendo  tener  presentes  los  arts.  422 
y 423  de  la  misma  ley,  cuando  l-js  Administradores  de 
Aduanas  entiendan  que  las  necesidades  del  servicio  no 
consientan  la  ausencia  del  Vista  sin  grave  perjuicio  de 
los  intereses  del  Tesoro. 

2. °  Que  no  procede  el  llamamiento  ni  la  comparecen  - 
cia  de  los  Vocales  de  las  Juntas  administrativas  fuera  do 
los  casos  en  que  se  los  cite  por  razón  del  delito  cometido 
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Art.  423.  En  el  casó  de  la  regla  general  com- 
prendida en  el  párrafo  primero  del  artículo  ante- 
rior  así  como  en  el  del  segundo,  cuando  la  urgen- 
cia de  la  declaración  fuese  tal  que  no  permitiera 
la  dilación  consiguiente  á la  citación  del  testigo  por 
conducto  de  sus  Jefes  inmediatos  y el  empleado  de 
que  se  trate  no  pudiera  abandonar  el  servicio  que 
presta  sin  grave  peligro  ó estorsión  para  el  públi- 
co, el  Juez  instructor  de  la  causa  comisionará  para 
recibir  la  declaración  al  que  lo  fuera  del  término 
municipal  ó del  partido  en  que  se  hallare  el  testigo. 

Art.  424.  Si  el  testigo  residiere  en  el  extranja 
ro,  se  dirigirá  suplicatorio,  por  la  vía  diplomática  y 
por  conducto  del  Ministerio  de  Gracia  y Justicia, 
al  Juez  extranjero  competente  para  recibir  la  de- 
claración. El  suplicatorio  debe  contener  los  ante- 
cedentes necesarios  é indicar  las  preguntas  que  se 
han  de  hacer  al  testigo,  sin  perjuicio  de  que  dicho 
Juez  las  amplíe  según  le  sugieran  su  discreción  y 
prudencia. 

Si  la  comparecencia  del  testigo  ante  el  Juez  ins- 
tructor ó Tribunal  fuere  indispensable  y no  se  pre- 
sentase voluntariamente,  se  pondrá  en  conocimien- 
to del  Ministerio  de  Gracia  y Justicia  para  que 
adopte  la  resolución  que  estime  oportuna. 

Art.  425.  Si  la  persona  llamada  á declarar  ejer- 
ce funciones  ó cargo  público,  se  dará  aviso,  al  mis- 
mo tiempo  que  se  practique  la  citación,  á su  supe- 
rior inmediato,  para  que  le  nombre  sustituto  du- 
rante su  ausencia,  si  lo  exigiere  así  el  interés  ó la 
seguridad  pública  (1). 


en  el  desempeño  de  su  carg-':  debiendo  resolverse  todas 
las  dudas  que  respecto  de  la  legitimidad  ó exactitud  de 
las  certificaciones  de  los  fallos  ocurran  por  medio  de  la 
correspondiente  compulsa. 

(1)  Los  torreros  de  faros  lian  de  ser  citados  por  con- 
ducto de  los  Ingenieros  Jefes.  (O  9 Noviembre  18n4).  . 
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Art.  42(5.  Los  testigos  serán  citados  en  la  for- 
ma establecida  en  el  tít.  VII  del  libro  primero  de 
este  Código. 

Art.  427.  Cuando  el  testigo  no  hubiere  de  com- 
parecer ante  el  Juez  instructor  para  prestar  la  de- 
claración, se  harán  constar  en  el  suplicatorio,  ex- 
horto ó mandamiento  que  se  expida  las  circuns- 
tancias precisas  para  la  designación  del  testigo  y 
las  preguntas  á que  deba  contestar,  sin  perjuicio 
de  las  que  el  Juez  ó Tribunal  que  le  recibiere  la 
declaración  considere  conveniente  hacerle  para  el 
mayor  esclarecimiento  de  los  hechos. 

Art.  428.  El  Secretario  del  Juez  comisionado 
que  haya  de  autorizar  la  declaración  expedirá  la 
cédula  prevenida  en  el  art.  175  con  todas  las  cir- 
cunstancias expresadas  en  el  mismo  y la  de  haber- 
se de  recibir  la  declaración  en  virtud  de  suplicato- 
rio, exhorto  ó mandamiento. 

Art.  429.  Los  testigos  que  dependan  de  la  ju- 
risdicción militar  podrán,  según  el  Juez  de  instruc- 
ción lo  estime  oportuno,  ser  examinados  por  él 
mismo  como  los  demás  testigos,  ó por  el  Juez  mi- 
litar competente.  En  el  primer  caso  el  Juez  de  ins- 
trucción deberá  mandar  que  la  citación  hecha  al 
testigo  se  ponga  en  conocimiento  del  Jefe  del  cuer- 
po á que  perteneciere.  En  el  segundo  caso  se  ob- 
servará lo  dispuesto  en  los  dos  artículos  anteriores. 

Si  algún  testigo  dependiente  de  la  jurisdicción 
militar  rehusare  comparecer  ante  el  Juez  de  ins- 
trucción, ó se  negare  á prestar  juramento  ó á con- 
testar al  interrogatorio  que  se  le  hiciere,  el  Juez  de 
instrucción  se  dirigirá  al  superior  del  testigo  deso- 
bediente, cuyo  superior,  además  de  corregir  al  tes- 
tigo, de  lo  cual  dará  inmediato  conocimiento  al  Juez 
instructor,  le  hará  comparecer  ante  éste  para  de- 
clarar (1), 


(1)  Respecto  á la  presentación  de  los  individuos  del 
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Art.  430.  Los  testigos  podrán  ser  citados  per- 
sonalmente donde  fueren  habidos. 

Cuando  sea  urgente  el  examen  de  un  testigo,  po- 
drá citársele  verbalmente  para  que  comparezca  en 
el  acto,  sin  esperar  á la  expedición  de  la  cédula 
prescrita  en  el  art.  175,  haciendo  constar,  sin  em- 
bargo, en  los  autos  el  motivo  de  la  urgencia. 

También  podrá  en  igual  caso  constituirse  el  Juez 
instructor  en  el  domicilio  de  un  testigo  ó en  el  lu- 
gar en  que  se  encuentre  para  recibirle  declaración. 

Art.  431.  El  Juez  instructor  podrá  habilitar  á 
los  agentes  de  policía  para  practicar  las  diligencias 
de  citación  verbal  ó escrita  si  lo  considera  con- 
veniente. 

Art.  432.  Si  el  testigo  no  tuviere  domicilio  co- 
nocido ó se  ignorare  su  paradero,  el  Juez  instruc- 
tor ordenará  lo  conveniente  á los  funcionarios  de 
policía,  ú oficiará  á la  Autoridad  administrativa  á 
quien  corresponda  para  que  lo  averigüen  y le  den 
parte  del  resultado  dentro  del  plazo  que  les  hubie- 
re fijado.  Transcurrido  este  plazo  sin  haber  averi- 
guado el  paradero  del  testigo,  se  publicará  la  cédu- 
la de  citación  en  el  periódico  oficial  del  pueblo  de 
la  residencia  del  Juez,  y en  su  defecto  en  cualquier 
otro  que  allí  se  publique. 

Se  insertará  también  la  cédula,  si  el  Juez  lo  esti- 
ma conveniente,  en  los  periódicos  oficiales  ó par- 
ticulares de  la  capital  de  la  provincia  y del  lugar 
donde  se  presuma  hallarse  el  testigo,  y en  la  (xa- 
ceta  de  Madrid. 

En  estos  casos  se  unirá  á los  autos  un  ejemplar 
de  cada  periódico  en  que  se  hubiere  publicado  la 
citación. 


I'ijéicilo  ante  las  Audiencias  con  objeto  de  asistir  á jui- 
cios orales  y públicos  en  concepto  de  testigos  ó de  acusa- 
dos, véase  la  Real  orden  de  13  de  Muyo  de  1884,  en  el 
lomo  complementario. 
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Art»  433«  Al  presentarse  á declarar  los  testigos 
entregarán  al  Secretario  la  copia  de  la  cédula  de 
citación. 

Los  testigps  púberes  prestarán  juramento  de  de 
cir  todo  lo  que  supieren  respecto  á lo  que  les  fue- 
re preguntado. 

El  Juez  instructor,  antes  de  recibir  al  testigo  pú- 
ber el  juramento  y de  interrogar  al  impúber,  les 
instruirá  de  la  obligación  que  tienen  de  ser  veraces, 
y en  su  caso  de  las  penas  con  que  el  Código  castiga 
el  delito  de  falso  testimonio  en  causa  criminal  (I) 

Art.  434.  . El  juramento  se  prestará  en  nombre 
de  Dios. 

Los  testigos  prestarán  el  juramento  con  arreglo 
á su  religión  (2). 

Art.  435.  Los  testigos  declararán  separada  y 
secretamente  á presencia  del  Juez  instructor  y del 
Secretario.  Si  lo  hicieren  en  otra  forma,  salvo  los 
casos  especiales  señalados  en  esta  ley,  será  corre- 
gido disciplinariamente  el  Juez  instructor,  á no  ser 
que  incurra  en  responsabilidad  criminal  por  la  falta. 

Art.  436.  El  testigo  manifestará  primeramente 
su  nombre,  apellidos  paterno  y materno,  edad,  es- 
tado y profesión,  si  conoce  ó no  al  procesado  y á 
las  demás  partes,  y si  tiene  con  ellos  parentesco, 
amistad  ó relaciones  de  cualquiera  otra  clase,  si  ha 
estado  procesado  y la  pena  que  se  le  impuso. 

El  Juez  dejará  al  testigo  narrar  sin  interrupción 
los  hechos  sobre  los  cuales  declare,  y solamente  le 


(1)  T.a  obligación  de  prestar  el  juramento  es  impres- 
cindible, pues  de  lo  contrario  se  infringe  el  art.  265  del 
Código.  (S.  n Abril  1890). 

(2)  En  ningún  caso  puede  sustituirse  por  la  promesa 
de  decir  verdad,  este  juramento,  incurriendo  el  que  se 
niegue  á hacerlo,  á pesar  de  los  requerimientos  del  Tri- 
bunal, en  las  penas  del  art.  265  del  Código  penal.  (S.  17 
Abril  1890). 
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exigirá  las  explicaciones  complementarias  qiie  sean 
conducentes  á desvanecer  los  conceptos  obscuros,ó 
contradictorios.  Después  le  dirigirá  las  preguntas 
que  estime  oportunas  para  el  esclarecimiento  de 
los  hechos. 

Art.  437.  Los  testigos  declararán  de  viva  voz, 
sin  que  les  sea  permitido  leer  declaración  ni  res- 
puesta alguna  que  lleven  escrita. 

Podrán,  sin  embargo,  consultar  algún  apunte  ó 
memoria  que  contenga  datos  difíciles  de  recordar. 

El  testigo  podrá  dictar  las  contestaciones  por  sí 
mismo. 

Art.  438.  El  Juez  instructor  podrá  mandar  que 
se  conduzca  al  testigo  al  lugar  en  que  hubieren 
ocurrido  los  hechos  y examinarle  allí  ó poner  á su 
presencia  los  objetos  sobre  que  hubiere  de  versar 
la  declaración. 

En  este  último  caso,  podrá  el  Juez  instructor 
poner  á presencia  del  testigo  dichos  objetos,  solos 
ó mezclados  con  otros  semejantes,  adoptando  ade- 
más todas  las  medidas  que  su  prudencia  le  sugiera 
para  la  mayor  exactitud  de  la  declaración. 

Art.  439.  No  se  harán  al  testigo  preguntas  cap- 
ciosas ni  sugestivas,  ni  se  empleará  coacción,  en- 
gaño, promesa  ni  artificio  alguno  para  obligarle  ó 
inducirle  á declarar  en  determinado  sentido. 

Art.  440.  Si  el  testigo  no  entendiere  ó no  ha- 
blare el  idioma  español,  se  nombrará  un  intérpre- 
te, que  prestará  á su  presencia  juramento  de  con- 
ducirse bien  y fielmente  en  el  desempeño  de  su 
cargo. 

Por  este  medio  se  harán  al  testigo  las  preguntas 
y se  recibirán  sus  contestaciones,  que  éste  podrá 
dicJar  por  su  conducto. 

En  este  caso,  la  declaración  deberá  consignarse 
en  el  proceso  en  el  idioma  empleado  por  el  testigo 
y traducido  á continuación  al  español. 
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Art«  441.  El  intérprete  será  elegido  entre  los 
que  tepgan  títulos  de  tales,  si  los  hubiere  en  el 
p^ieblo.  En  su  defecto,  será  nombrado  un  maestro 
del  correspondiente  idioma,  y si  tampoco  le  hubie- 
re, cualquiera  persona  que  lo  sepa. 

Si  ni  aun  de  esta  manera  pudiera  obtenerse  la 
traducción  y las  revelaciones  que  se  esperasen  del 
testigo  fueren  importantes,  se  redactará  el  pliego 
de  preguntas  que  hayan  de  dirigírsele,  y se  remi 
tirá  á la  oficina  de  Interpretación  de  lenguas  del 
Ministerio  de  Estado  para  que,  con  preferencia  á 
todo  otro  trabajo,  sean  traducidas  al  idioma  que 
hable  el  testigo. 

El  interrogatorio  ya  traducido  se  entregará  al 
testigo  para  que  á presencia  del  Juez  se  entere 
de  su  contenido  y redacte  por  escrito  en  su  idioma 
las  oportunas  contestaciones,  las  cuales  se  remiti- 
rán del  mismo  modo  que  las  preguntas  á la  Inter- 
pretación de  lenguas. 

Estas  diligencias  las  practicarán  los  Jueces  con 
la  mayor  actividad. 

Art.  442.  Si  el  testigo  fuere  sordomudo  y su- 
piere leer,  se  le  harán  por  escrito  las  preguntas.  Si 
supiere  escribir,  contestará  por  escrito.  Y si  no  su- 
piere lo  uno  ni  lo  otro,  se  nombrará  un  intérprete, 
por  cuyo  conducto  se  le  harán  las  preguntas  y se 
recibirán  sus  contestaciones. 

Será  nombrado  intérprete  un  maestro  titular  de 
sordomudos  si  lo  hubiere  en  el  pueblo,  y en  su 
defecto  cualquiera  que  supiere  comunicarse  con  el 
testigo. 

El  nombrado  prestará  juramento  á presencia 
del  sordomudo  antes  de  comenzar  á desempeñar  el 
cargo. 

Art.  443.  El  testigo  podrá  leer  por  sí  mismo  la 
diligencia  de  su  declaración;  si  no  pudiere,  por  ha- 
llarse en  alguno  de  los  casos  comprendidos  en  los 
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arte.  440  y 442,  se  la  leerá  el  intérprete,  y en  los 
demás  casos  el  Secretario. 

/ 

El  Juez  advertirá  siempre  á los  interesados  el 
derecho  que  tienen  de  leer  por  sí  mismos  sus  de- 
claraciones. 

Art,  4:44,  Estas  serán  firmadas  por  el  Juez  y 
por  todos  los  que  en  ellas  hubiesen  intervenido  si 
supieren  y pudieren  hacerlo,  autorizándolas  el  Se- 
cretario. 

Art.  445.  No  se  consignarán  en  los  autos  las 
declaraciones  de  los  testigos  que,  según  el  Juez, 
fuesen  manifiestamente  inconducentes  para  la 
comprobación  de  los  hechos  objeto  del  sumario. 
Tampoco  se  consignarán  en  cada  declaración  las 
manifestaciones  del  testigo  que  se  hallen  en  el 
mismo  caso,  pero  se  consignará  siempre  todo,  lo 
que  pueda  servir  así  de  cargo  como  de  descargo. 

En  el  primer  caso,  se  hará  expresión  por  medio 
de  diligencia  de  la  comparecencia  del  testigo  y el 
motivo  de  no  escribirse  su  declaración. 

Art.  44(>.  Terminada  la  declaración,  el  Juez 
instructor  hará  saber  al  testigo  la  obligación  de 
comparecer  para  declarar  de  nuevo  ante  el  Tribu 
nal  competente  cuando  se  le  cite  para  ello,  así  co 
rno  la  de  poner  en  conocimiento  de  dicho  Juez 
instructor  los  cambios  de  domicilio  que  hiciere 
hasta  ser  citado  para  el  juicio  oral,  bajo  apercibi- 
miento, si  no  lo  cumple,  de  ser  castigado  con  una 
multa  de  5 á 60  pesetas,  á no  ser  que  incurriere  en 
responsabilidad  criminal  por  la  falta. 

Estas  prevenciones  se  harán  constar  al  final  de 
la  misma  diligencia  de  la  declaración. 

Art.  447.  El  Juez  de  instrucción,  al  remitir  el 
sumario  al  Tribunal  competente,  pondrá  en  su  co* 
nocimiento  los  cambios  (ie  domicilio  que  los  testi- 
gos le  hubiesen  participado. 

Lo  mismo  hará  respecto  de  los  que  se  lo  partici- 
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pen  después  que  hubiese  remitido  el  sumario,  has- 
ta la  terminación  de  la  causa. 

Art.  448.  Si  el  testigo  manifestare,  al  hacerle 
la  prevención  referida  en  el  art.  446,  la  imposibili- 
dad de  concurrir  por  haber  de  ausentarse  de  la  Pe- 
nínsula, y también  en  el  caso  en  que  hubiere  mo- 
tivo racionalmente  bastante  para  temer  su  muerte 
ó incapacidad  física  ó intelectual  antes  de  la  aper- 
tura del  juicio  oral,  el  Juez  instructor  hará  saber 
al  reo  que  nombre  Abogado  en  el  término  de  vein- 
ticuatro horas,  si  aún  ng  le  tuviere,  ó de  lo  contra- 
rio que  se  le  nombrará  de  oficio,  para  que  le  acon- 
seje en  el  acto  de  recibir  la  declaración  del  testigo. 
Transcurrido  dicho  término,  el  Juez  recibirá  jura- 
mento y volverá  á examinar  á éste  á presencia  del 
procesado  y de  su  Abogado  defensor,  y á presen- 
cia asimismo  del  Fiscal  y del  querellante,  si  qui- 
sieren asistir  al  acto,  permitiendo  á éstos  hacerle 
cuantas  repreguntas  tengan  por  conveniente,  ex- 
cepto las  que  el  Juez  desestime  como  manifiesta- 
mente impertinentes. 

En  la  diligencia  se  consignarán  las  contestacio- 
nes á estas  preguntas,  y será  firmada  por  todos  los 
asistentes. 

Art.  449.  En  caso  de  inminente  peligro  de 
muerte  del  testigo,  se  procederá  con  toda  virgencia 
á recibirle  declaración  en  la  forma  expresada  en 
el  artículo  anterior,  aunque  el  procesado  no  pudie- 
se ser  asistido  de  Letrado. 

Art.  450.  No  se  harán  tachaduras,  enmiendas 
ni  entrerrenglonaduras  en  las  diligencias  del  suma- 
rio. A su  final  se  consignarán  las  equivocaciones 
que  se  hubieren  cometido. 

CAPITULO  VI 

Del  careo  de  los  testigos  y procesados, 

Art.  451.  Cuando  los  testigos  ó los  procesados 
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entre  sí  ó aquéllos  con  éstos  discordaren  acerca  de 
algún  hecho  ó de  alguna  circunstancia  que  intere- 
se en  el  sumario,  podrá  el  Juez  celeorar  careo  en- 
tre los  que  estuvieren  discordes,  sin  qué  *esta  dili- 
gencia deba  tener  lugar,  por  regla  general,  más  que 
entre  dos  personas  á la  vez  (1). 

Art.  4:52,  El  careo  se  verificará  ante  el  Juez, 
leyendo  el  Secretario  á los  procesados  ó testigos 
entre  quienes  tenga  lugar  el  acto  las  declaraciones 
que  hubiesen  prestado,  y preguntando  el  primero 
á los  testigos,  después  de  recordarles  su  juramen- 
to y las  penas  del  falso  testimonio,  si  se  ratifican 
en  ellas  ó tienen  alguna  variación  que  hacer. 

El  Juez  manifestará  enseguida  las  contradiccio- 
nes que  resulten  en  dichas  declaraciones,  é invita- 
rá á los  careados  para  que  se  pongan  de  acuerdo 
entre  sí. 

Art,  4o3,  El  Secretario  dará  fe  de  todo  lo  que 
ocurriere  en  el  acto  del  careo  y de  las  preguntas, 
contestaciones  y reconvenciones  que  mutuamente 
se  hicieren  los  careados,  así  como  de  lo  que  se  ob- 
servare en  su  actitud  durante  el  acto;  y firmará  la 
diligencia  con  todos  los  concurrentes,  expresando, 
si  alguno  no  lo  hiciere,  la  razón  que  para  ello  alegue, 

Art.  454.  El  Juez  no  permitirá  que  los  carea- 
dos se  insulten  ó amenacen. 

Art.  455.  No  se  practicarán  careos  sino  cuando 
no  fuere  conocido  otro  modo  de  comprobar  la  exis- 
tencia del  delito  ó la  culpabilidad  de  alguno  de  los 
procesados  (2). 


(1)  No  es  motivo  de  casación  por  quebrantamiento  de 
forma  el  denegar  un  careo,  cuando  ajuicio  del  Tribunal' 
existen  datos  bastantes  para  comprobar  la  delincuencia. 
(S.  16  Feb.  1884). 

(2)  La  dirección  de  los  careos  está  reservada  al  Pre- 
sidente del  Tribunal.  (Mem.  Fisc.'-*1883).— Al  rechazarse 
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CAPITULO  VII 

' ' ’ Del  informe  pericial. 

Art.  450.  El  Juez  acordará  el  informe  pericial 
cuando  para  conocer  ó apreciar  algún  hecho  ó cir 
cunstancia  importante  en  el  sumario  fuesen  nece- 
sarios ó convenientes  conocimientos  científicos  ó 
artísticos  (l). 

Art.  457.  Los  peritos  pueden  ser  ó no  titulares. 

Son  peritos  titulares  los  que  tienen  título  oficial 
de  una  ciencia  ó arte  cuyo  ejercicio  esté  reglamen- 
tado por  la  Administración. 

Son  peritos  no  titulares  los  que,  careciendo  de 
título  oficial,  tienen,  sin  embargo,  conocimientos  ó 
práctica  especiales  en  alguna  ciencia  ó arte. 

Art.  458.  El  Juez  se  valdrá  de  peritos  titulares 
con  preferencia  á los  que  no  tuviesen  título  (2). 

Art.  459.  Todo  reconocimiento  pericial  se  hará 
por  dos  peritos. 

Se  exceptúa  el  caso  en  que  no  hubiese  más  de 
uno  en  el  lugar  y no  fuere  posible  esperar  la  He- 


la praciica  de  uu  careo,  debe  exponerse  el  motivo  por  el 
que  es  improcedente  (S.  13  Marzo  1884). 

(1)  A los  anticuarios,  archiveros  y bibliotecarios,  com- 
pete declarar  ante  los  Tribunales  como  peritos  de  letras 
antiguas  y modernas  con  preferencia  á los  Maestros  de 
primera  enseñanza.  (R.  O.  13  Febrero  1871). 

(2)  Por  Real  orden  de  15  de  Noviembre  de  1887  se  de- 
claró que  las  leyes  de  Enjuiciamiento  civil  y criminal  no 
se  oponen  á la  orden  del  Regente  del  Reino  de  14  de  Ma- 
yo de  1870,  ni  la  derogan,  la  cual  subsiste  hoy  en  toda  su 
fuerza  y vigor,  y dispuso  en  su  consecuencia,  que  se  re- 
pute completamente  libre  el  ejercicio  del  cargo  de  tasa- 
dores de  joyas  y el  de  tasadores  de  ropas  y muebles;  po- 
diendo los  Jueces  servirse  de  los  que  consideren  mas  ap- 
tos, siempre  que  estén  inscritos  en  la  matrícula  respec- 
tiva' 
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gada  de  otro  sin  graves  inconvenientes  para  el  cur- 
so del  sumario  (1). 

Art.  460.  El  nombramiento  se  hará  saber  á los 
peritos  por  medio  de  oficio,  que  les  será  entregado 
por  alguacil  ó portero  del  Juzgado,  con  las  forma- 
lidades prevenidas  para  la  citación  de  los  testigos, 
reemplazándose  la  cédula  original,  para  los  efectos 
del  art.  176,  por  un  atestado  que  extenderá  el  al- 
guacil ó portero  encargado  de  la  entrega. 

Art.  461.  Si  la  urgencia  del  caso  lo  exige,  po- 
drá hacerse  el  llamamiento  verbalmente  de  orden 
del  Juez,  haciéndolo  constar  así  en  los  autos;  pero 
extendiendo  siempre  el  atestado  prevenido  en  el 
artículo  anterior  el  encargado  del  cumplimiento  de 
la  orden  de  llamamiento. 

Art.  462.  Nadie  podrá  negarse  á acudir  al  lla- 
mamiento del  Juez  para  desempeñar  un  servicio 
pericial,  si  no  estuviere  legítimamente  impedido. 

En  este  caso  deberá  ponerlo  en  conocimiento 
del  Juez  en  el  acto  de  recibir  el  nombramiento, 
para  que  se  provea  á lo  que  haya  lugar. 

Art.  463.  El  perito  que,  sin  alegar  excusa  fun- 
dada, deje  de  acudir  al  llamamiento  del  Juez  ó se 
niegue  á prestar  el  informe,  incurrirá  en  las  res- 
ponsaoilidades  señaladas  para  los  testigos  en  el 
art.  420. 

Art.  464.  No  podrán  prestar  informe  pericial 
acerca  del  delito,  cualquiera  que  sea  la  persona 
ofendida,  los  que  según  el  art.  416  no  están  obliga- 
dos á declarar  como  testigos. 


(1)  Cuando  concurran  á una  operación  pericial  un  ar- 
quitecto y un  maestro  de  obras,  ó un  ingeniero  y un  pe- 
rito agrícola,  .si  hay  discordia  entre  ellos,  el  que  se  nom- 
bre para  dirimirla  habrá  de  tener,  por  lo  menos,  catego- 
ría igual  al  que  la  tenga  mayor  de  los  dos  discordantes. 
(H.  U.  8 En.  1870). 
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El  perito  que,  hallándose  comprendido  en  algu- 
no de  los  casos  de  dicho  artículo,  preste  el  informe 
sin  poner  antes  esta  circunstancia  en  conocimiento 
del  Juez  que  le  hubiese  nombrado,  incurrirá  en  la 
multa  de  6 á 60  pesetas,  á no  ser  que  el  hecho  die- 
re lugar  á responsabilidad  criminal. 

Art.  465.  Los  que  presten  informe  como  peri- 
tos en  virtud  de  orden  judicial  tendrán  derecho  á 
reclamar  los  honorarios  ó indemnizaciones  que 
sean  justas,  si  no  tuvieren  en  concepto  de  tales 
peritos  retribución  fija  satisfecha  por  el  Estado, 
por  la  provincia  ó por  el  Municipio  (1). 

. Art.  466.  Hecho  el  nombramiento  de  peritos, 
se  notificará  inmediatamente,  así  al  actor  particu- 
lar si  lo  hubiere,  como  al  procesado  si  estuviere  á 
disposición  del  Juez  ó se  encontrare  en  el  mismo 
lugar  de  la  instrucción,  ó á su  representante  si  le 
tuviere. 

Art.  467.  Si  el  reconocimiento  é informe  peri- 
ciales pudieren  tener  lugar  de  nuevo  en  el  juicio 
oral,  los  peritos  nombrados  no  podrán  ser  recusa- 
dos por  las  partes. 

Si  no  pudiere  reproducirse  en  el  juicio  oral,  ha- 
brá lugar  á la  recusación. 

Art.  468.  Son  causa  de  recusación  de  los  pe- 
ritos: 


(i)  Los  honorarios  de  los  agrimensores  y maestros  de 
obras,  devengados  por  informes  periciales,  se  considera- 
ran como  costas  y las  satisfarán  los  procesados  condena- 
dos y solventes.  (R.  O.  14  Agosto  1888). — Los  peritos  ta- 
sadores de  alhajas,  muebles  y efectos  deberán  ser  retri- 
buidos con  cargo  á los  créditos  consignados  en  presu- 
puestos para  indemnizaciones  á testigos  y peritos  por  lo.s 
actos  en  que  intervengan  en  virtud  de  mandato  judicial 
ó mediante  presentación  del  Ministerio  fiscal,  pero  no  en 
.los  deinás  casos  en  que  fueren  presentados  por  las  otras 
partes  interesadas.  (R.  O.  10  Noviembre  1890). 
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1. a  El  parentesco  de  consanguinidad  ó de  afi- 
nidad dentro  del  cuarto  grado  con  el  querellante  ó 
con  el  reo. 

2. a  El  interés  directo  ó indirecto  en  la  causa  ó 
en  otra  semejante. 

3. a  La  amistad  íntima  ó enemistad  manifiesta. 

Art.  469.  El  actor  ó procesado  que  intente  re- 
cusar al  perito  ó peritos  nombrados  por  el  Juez, 
deberá  hacerlo  por  escrito  antes  de  empezar  la  di- 
ligencia pericial,  expresando  la  causa  de  la  recusa- 
ción y la  prueba  testifical  que  ofrezca,  y acompa- 
ñando la  documental  ó designando  el  lugar  en  que 
ésta  se  halle  si  no  la  tuviere  á su  disposición. 

Para  la  presentación  de  este  escrito  no  estará 
obligado  á valerse  de  Procurador. 

Art.  470.  El  Juez,  sin  levantar  mano,  examina- 
rá los  documentos  que  produzca  el  recusante  y 
oirá  á los  testigos  que  presente  en  el  acto,  resol- 
viendo lo  que  estime  justo  respecto  de  la  recusa- 
ción. 

Si  hubiere  lugar  á ella,  suspenderá  el  acto  peri- 
cial por  el  tiempo  estrictamente  necesario  para 
nombrar  el  perito  que  haya  de  sustituir  al  recusa- 
do, hacérselo  saber  y constituirse  el  nombrado  en 
el  lugar  correspondiente. 

Si  no  la  admitiere,  se  procederá  como  si  no  se 
hubiese  usado  de  la  facultad  de  recusar. 

Cuando  el  recusante  no  produjese  los  documen- 
tos pero  designare  el  archivo  ó lugar  en  que  se 
encuentren,  el  Juez  instructor  los  reclamará  y exa- 
minará una  vez  recibidos  sin  detener  por  esto  el 
curso  de  las  actuaciones;  y si  de  ellos  resultase  jus- 
tificada la  causa  de  la  recusación,  anulará  el  infor- 
me pericial  que  se  hubiese  dado,  mandando  que 
se  practique  de  nuevo  esta  diligencia. 

Art.  471.  En  el  caso  del  párrafo  segundo  del 
artículo  467,  el  querellante  tendrá  derecho  á nom- 
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brar  á su  costa  un  perito  que  intervenga  en  el  acto 
pericial. 

El  mismo  derecho  tendrá  el  procesado. 

Si  los  querellantes  ó los  procesados  fuesen  va- 
rios, se  pondrán  respectivamente  de  acuerdo  entre 
sí  para  hacer  el  nomViramiento. 

Estos  peritos  deberán  ser  titulares,  á no  ser  que 
no  los  hubiere  de  esta  clase  en  el  partido  ó demar- 
cación, en  cuyo  caso  podrán  ser  nombrados  sin  tí- 
tulo. 

Si  la  práctica  de  la  diligencia  pericial  no  admi- 
tiere espera,  se  procederá  como  las  circunstancias 
lo  permitan  para  que  el  actor  y el  procesado  pue- 
dan intervenir  en  ella. 

Art.  472.  Si  las  partes  hicieren  uso  de  la  fa- 
cultad que  se  les  concede  en  el  artículo  anterior, 
manifestarán  al  Juez  el  nombre  del  perito,  y ofre- 
cerán, al  hacer  esta  manifestación,  los  comproban- 
tes de  tener  la  cualidad  de,  tal  perito  la  persona 
designada. 

En  ningún  caso  podrán  hacer  uso  de  dicha  fa- 
cultad después  de  empezada  la  operación  de  reco- 
nocimiento. 

Art.  473.  El  Juez  resolverá  sobre  la  admisión 
de  dichos  peritos  en  la  forma  determinada  en  el 
artículo  470  para  las  recusaciones. 

Art.  474.  Antes  de  darse  principio  al  acto  pe- 
ricial, todos  los  peritos,  así  los  nombrados  por  el 
Juez  como  los  que  lo  hubiesen  sido  por  las  partes 
prestarán  juramento,  conforme  al  art.  434,  de  pro- 
ceder bien  y fielmente  en  sus  operaciones  y de  no 
proponerse  otro  fin  más  que  el  de  descubrir  y de- 
clarar la  verdad. 

Art.  475.  El  Juez  manifestará  clara  y determi- 
nadamente á los  peritos  el  objeto  de  su  informe. 

Art.  4V6.  Al  acto  pericial  podrán  concurrir,  en 
el  caso  del  párrafo  segundo  del  art.  467,  el  quere- 
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liante,  si  lo  hubiere,  con  representación,  y el  pro- 
cesado con  la  suya  aun  cuando  estuviere  preso, 
en  cuyo  caso  adoptará  el  Juez  las  precauciones 
oportunas. 

Art.  477.  El  acto  pericial  será  presidido  por  el 
Juez  instructor  ó,  en  virtud  de  su  delegación,  por 
el  Juez  municipal.  Podrá  también  delegar  en  el 
caso  del  art.  353  en  un  funcionario  de  policía  ju- 
dicial. 

Asistirá  siempre  el  Secretario  que  actúe  en  la 
causa. 


y.  i ' 


Art.  478.  El  informe  pericial  comprenderá,  si 
fuere  posible: 

1.0  Descripción  de  la  persona  ó cosa  que  sea 
objeto  del  mismo,  en  el  estado  ó del  modo  en  que 
se  halle. 

El  Secretario  extenderá  esta  descripción,  dictán- 
dola los  peritos,  y suscribiéndola  todos  los  concu- 
rrentes. 

2.0  Relación  detallada  de  todas  las  operaciones 
practicadas  por  los  peritos  y de  su  resultado,  ex-  . 
tendida  y autorizada  en  la  misma  forma  que  la  an- 
terior. 

3.0  Las  conclusiones  que  en  vista  de  tales  da- 
tos formulen  los  peritos,  conforme  á los  principios 
y reglas  de  su  ciencia  ó arte. 

Art.  479.  Si  los  peritos  tuvieren  necesidad  de 
destruir  ó alterar  los  objetos  que  analicen,  deberá 
conservarse,  á ser  posible,  parte  de  ellos  en  poder 
del  Juez  para  que  en  caso  necesario  pueda  hacerse 
nuevo  análisis. 

Art.  480.  Las  partes  que  asistieren  á las  ope- 
raciones ó reconocimientos  podrán  someter  á los 
peritos  las  observaciones  que  estimen  convenien- 
tes, haciéndose  constar  todas  en  la  diligencia. 

Art.  481.  Hecho  el  reconocimiento,  podrán  los 
peritos,  si  lo  pidieren,  retirarse  por  el  tiempo  abso- 
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' latamente  preciso  al  sitio  que  el  Jnez  les  señale 
para  deliberar  y redactar  las  conclusiones. 

Art*  482.  Si  los  peritos  necesitaren  descanso, 
el  Jaez  ó el  funcionario  que  le  represente  podrá 
-copcederles  para  ello  el  tiempo  necesario. 

También  podrá  suspender  la  diligencia  hasta 
otra  hora  ú otro  día,  cuando  io  exigiere  su  natura- 
leza. 

En  este  caso,  el  Juez  ó quien  le  represente  adop- 
tará las  precauciones  convenientes  para  evitar 
cualquier  alteración  en  la  materia  de  la  diligencia 
pericial. 

Art.  483.  El  Juez  podrá  por  su  propia  iniciati- 
va ó por  reclamación  de  las  partes  presentes  ó de 
sus  defensores,  hacer  á los  peritos,  cuando  produz- 
can sus  conclusiones,  las  preguntas  que  estime  per- 
tinentes y pedirles  las  aclaraciones  necesarias. 

Las  contestaciones  de  los  peritos  se  considera- 
rán como  parte  de  su  informe. 

Art.  484.  Si  los  peritos  estuvieren  discordes  y 
su  número  fuere  par,  nombrará  otro  el  Juez. 

Con  intervención  del  nuevamente  nombrado,  se 
repetirán,  si  fuere  posible,  las  operaciones  que 
hubiesen  practicado  aquéllos  y se  ejecutarán  las 
demás  que  parecieren  oportunas. 

Si  no  fuere  posible  la  repetición  de  las  opera- 
ciones ni  la  práctica  de  otras  nuevas,  la  interven- 
ción del  perito  últimamente  nombrado  se  limitará 
á deliberar  con  los  demás,  con  vista  de  las  diligen- 
cias de  reconocimiento  practicadas,  y á formular 
luego  con  quien  estuviere  conforme,  ó separada- 
mente si  no  lo  estuviere  con  ninguno,  sus  conclu- 
siones motivadas. 

Art.  485.  El  Juez  facilitará  á los  peritos  los 
medios  materiales  necesarios  para  practicar  la  di- 
ligencia que  les  encomiende,  reclamándolos  de  la 
Administración  pública,  ó dirigiendo  á la  Autori- 
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dad  correspondiente  un  aviso  previo  si  existieren  S 
preparados  para  tal  objeto,  salvo  lo  dispuesto  es-  ' 
pecialmente  en  el  art.  362.  . 


TITULO  YI 


DE  LA  CITACIÓN,  DE  LA  DETENCIÓN  Y DE  LA  PRISIÓN 

PROVISIONAL  (1) 


CAPITULO  PRIMERO 


De  la  citación. 


Árt,  486.  La  persona  á quien  se  impute  uiíf 
acto  punible  deberá  ser  citada  sólo  para  ser  oída, 
á no  ser  que  la  ley  disponga  lo  contrario,  ó que  . : 
desde  luego  proceda  su  detención  (2).  ' >!■ 

Art.  487.  Si  el  citado  con  arreglo  á lo  preve-  V ' , 
nido  en  el  artículo  anterior  no  compareciere  ni  . 
justificare  causa  legítima  que  se  lo  impida,  la  or-  ¿ 
den  de  comparecencia  podrá  convertirse  en  orden 
de  detención  (3).  ' ;; 


(1)  La  detención  sólo  tendrá  lugar  en  loa  casos  y for-  ■ ' 
maque  las  leyes  prescriban,  podiendo  durar  la  guber- 
nativa sólo  veinticuatro  horas  y la  judicial  setenta  y dos, 
debiendo  en  dicho  término  dejarse  sin  efecto  ó elevarse 

á prisión,  la  cual  sólo  podrá  tener  lugar  en  virtud  de 
mandamiento  del  Juez  competente  y en  auto  motivado. 
(Constitución  de  la  Monarquía,  arts.  4.°  y 5 ”) 

(2)  Las  personas  á quien  se  cita  y oye  con  arreglo  á 
este  artículo,  no  es  necesario  que  presten  juramento; 
basta  que  declaren  bajo  promesa  de  decir  verdad,  puesto 
que  no  son  examinadas  como  testigos  y sí  como  posi- 
bles partícipes  del  hedió  criminal.  (Mem.  Fisc.  da  1883). 

(3)  La  orden  de  comparecencia,  si  no  es  transmitida 
de  oficio  y reiterada  personalmente  por  el  funcionario, 
no  queda  comprendida  en  esta  disposición.  (S.  16  Fe- 
brero 1888). 


OITAOIÓÑ,  OBTENCIÓN  Y PRISIÓN  191 

t ' 

Art.  488.  Daranle  la  instrucción  de  la  causa, 
el  Juez  instructor  podrá  mandar  comparecer  á 
cuantas  personas  convenga  oir  por  resultar  con- 
tra ellas  algunas  indicaciones  fundadas  de  culpa- 
bilidad. 


CAPITULO  II 
De  la  detención . 

Art.  489.  Ningún  español  ni  extranjero  podrá 
ser  detenido  sino  en  los  casos  y en  la  forma  que 
las  leyes  prescriban  (1). 

Art.  490.  Cualquiera  persona  puede  detener: 

1.0  Al  que  intentare  cometer  un  delito  en  el 
momento  de  ir  á cometerlo. 

2.0  Al  delincuente  infraganti. 

3.^  Al  que  se  fugare  del  establecimiento  penal 
en  que  se  halle  extinguiendo  condena. 

4.0  Al  que  se  fugare  de  la  cárcel  en  que  estu- 
viere esperando  su  traslación  al  establecimiento 
penal  ó lugar  en  que  deba  cumplir  la  condena  que 
se  le  hubiese  impuesto  por  sentencia  firme. 

5.0  Al  que  se  fungare  al  ser  conducido  al  esta- 
blecimiento ó lugar  meitcionados  en  el  número  an- 
terior. 

6.0  Al  que  se  fugare  estando  detenido  ó preso 
por  causa  pendiente. 

7.0  Al  procesado  ó condenado  que  estuviere  en 
rebeldía. 


(1)  Reproduce  este  artículo  'el  precepto  del  4.”  de  la 
Constitución  vigente. — V.  la  nota  al^epígrafe  de  este  tí- 
tulo.— La  cita  de  la  infracción  de  los  artículos  489,  282 
y 297,  como  de  mera  forma  ó procedimiento,  es  ineficaz 
al  efecto  del  recurso  de  casación  por  infracción  de  lev. 
(S.  29  Marzo  1887). 
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Art.  491.  El  particular  que  detuviere  á otro 
justificará,  si  éste  lo  exigiere,  haber  obrado  en  vir- 
tud de  motivos  racionalmente  suficientes  para 
creer  que  el  detenido  se  hallaba  comprendido  en 
alguno  de  los  casos  del  artículo  anterior. 

Art.  492.  La  autoridad  ó agente  de  policía  ju- 
dicial tendrá  obligación  de  detener: 

1.®  A cualquiera  que  se  baile  en  alguno  de  los 
casos  del  art.  490. 

2.0  Al  que  estuviere  procesado  por  delito  que 
tenga  señalada  en  el  Código  pena  superior  á la  de 
prisión  correccional. 

3.0  Al  procesado  por  delito  á que  esté  señalada 
pena  inferior,  si  sus  antecedentes  ó las  circunstan- 
cias del  hecho  hicieren  presumir  que  no  compare- 
cerá cuando  fuere  llamado  por  la  Autoridad  judi- 
cial. 

Se  exceptúa  de  lo  dispuesto  en  el  párrafo  ante- 
rior al  procesado  que  preste  en  el  acto  fianza  bas- 
tante, á juicio  de  la  Autoridad  ó agente  que  inten- 
te detenerlo,  para  presumir  racionalmente  que  com- 
parecerá cuando  le  llame  el  Juez  ó Tribunal  com- 
petente. 

4.0  Al  que  estuviere  en  el  caso  del  número  an- 
terior, aunque  todavía  no  se  hallase  procesado,  con 
tal  que  concurran  las  dos  circunstancias  siguien- 
tes: 1.a  Que  la  Autoridad  ó agente  tenga  motivos 
racionalmente  bastantes  para  creer  en  la  existen- 
cia de  un  hecho  que  presente  los  caracteres  de  de- 
lito. 2.^  Que  los  tenga  también  bastantes  para 
creer  que  la  persona  á quien  intente  detener  tuvo 
participación  en  él  (1). 


(1)  No  infringe  esta  disposición  el  agente  aue  detie- 
»e  á un  individuo  por  su  tenaz  resistencia  a obedecerle. 
(S.  29  Mayo  1889).— La  legitimidad  de  una  detencióu  de- 
pende de  los  caracteres  del  hecho,  bastando  que  de  ellos 
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Art.  493.  La  Antori  dad  ó Agente  de  policía  jn- 
diídal  tomará  nota  del  nombre,  apellido,  domicilio 
y demás  circunstancias  bastantes  para  la  averigua- 
ción é identificación  de  la  persona  del  i)rocesado  ó 
del  delincuente  á quienes  no  detuviere  por  no  ( s- 
tar  comprendidos  en  ninguno  de  los  casos  del  ar- 
tículo anterior. 

Esta  nota  será  oportunamente  entregada  al  Juez 
ó Tribunal  que  conozca  ó deba  conocer  de  la  causa. 

Art.  494.  Dicho  Juez  ó Tribunal  acordarán 
también  la  detención  de  los  comprendidos  en  el 
art.  492,  á prevención  con  las  Autoridades  y Agen- 
tes de  policía  judicial. 

Art.  495.  No  se  podrá  detener  por  simples 
faltas,  á no  ser  que  el  presunto  reo  no  tuviese  do- 
micilio conocido  ni  diese  fianza  bastante  á juicio 
de  la  Autoridad  ó agente  que  intente  detenerle. 

Art.  496.  El  particular.  Autoridad  ó agente  de 
policía  judicial  que  detuviere  á una  persona  en 
virtud  de  lo  dispuesto  en  los  precedentes  artículos, 
deberá  ponerla  en  libertad  ó entregarla  al  Juez 
más  próximo  al  lugar  en  que  hubiere  hecho  la  de- 
tención, dentro  de  las  veinticuatro  horas  siguien- 
tes al  acto  de  la  misma. 

Si  demorare  la  entrega,  incurrirá  en  la  responsa- 
bilidad que  establece  el  Código  penal,  si  la  dilación 
hubiese  excedido  de  veinticuatro  horas  (1). 


pueda  inferirse  racionalmente  la  comisión  de  un  delito, 
dejando  al  funcionario,  para  el  efecto  de  suspenderla  li- 
bertad de  un  ciudadano,  su  apreciación  en  aquel  momen- 
to. (S.  5 Feb.  1885). 

(1)  Marca  dicha  responsabilidad  el  art.  212  del  citado 
Código;  véase  además  el  49*7  del  mismo. — No  son  deten- 
ciones ilegales  las  que  se  hacen  sufrir  en  concepto  de  pe- 
nas, correcciones  ó de  responsabilidad  personal  subsidia- 
ria. (S.  15  Oc.  1881).  —Cuando  el  funcionario  cumple 
con  la  disposición  contenida  en  el  artículo  que  anotamos, 

Ley  de  Enj.  criminal 
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Art.  497.  Si  el  Jaez  ó Tribunal  á quien  se  hií’ 
cíese  la  entrega  faere  el  propio  de  la  causa,  y la  de- 
tención se  hubiese  hecho  según  lo  dispuesto  en  los 
núms.  1.0,  2.0  y 6. o,  y caso  referente  al  procesado 
del  7.^  del  art.  490  y 2.o,  3.o  y 4.o  del  art.  492,  ele- 
vará la  detención  á prisión  ó la  dejará  sin  efecto 
en  el  término  de  setenta  y dos  horas,  á contardes-, 
(le  que  el  detenido  le  hubiese  sido  entregado  (l). 

Lo  propio  y en  idéntico  plazo  hará  el  Juez  ó Tri- 
bunal respecto  de  la  persona  cuya  detención  hubieb- 
re  él  mismo  acordado. 

Art.  498.  Si  el  detenido  en  virtud  de  lo  dispues- 
to en  el  núm.  6. o y primer  caso  del  7.®  del  art.  490 
y 2.0  y 3.0  del  art.  492,  hubiese  sido  entregado  á un 
Juez  distinto  del  Juez  ó Tribunal  que  conozca  de 
la  causa,  extenderá  el  primero  una  diligencia  ex- 
presiva de  la  persona  que  hubiere  hecho  la  deten- 
ción, de  su  domicilio  y demás  circunstancias  bastan- 
tes para  buscarla  é identificarla,  de  los  motivos  que 
ésta  manifestase  haber  tenido  para  la  detención,  y 
del  nombre,  apellido  y circunstancias  del  dete- 
nido. 

Esta  diligencia  será  firmada  por  el  Juez,  el  Se- 
cretario, la  persona  que  hubiese  ejecutado  la  de- 
tención y las  demás  concurrentes.  Por  el  que  no  lo 
hiciere  firmarán  dos  testigos. 

Inmediatamente  después  serán  remitidas  estas 
diligencias  y la  persona  del  detenido  á disposición 
del  Juez  ó Tribunal  que  conociese  de  la  causa. 

Art.  499.  Si  el  detenido  lo  fuese  por  estar  com- 
prendido en  los  núms.  1.^  y 2. o del  art  490  y en  el 


II o comete  acto  punible,  al  detener  á un  individuo  en  la 
inteligencia  de  que  ha  cometido  un  delito,  aunque  luego 
se  de.shaga  el  error.  (S.  7 Feb.  1889). 

(1)  Véanse  los  arts.  141,  503,  504  y 529  de  esta  mis- 
ma ley. 
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4.0  del  492,  el  Juez  de  instrucción  á quien  se  entre- 
gue practicará  las  primeras  diligencias  y elevará  la 
detención  á prisión  ó decretará  la  libertad  del  de- 
tenido, según  proceda,  en  el  término  señalado  en 
el  art.  497. 

Hecho  esto,  cuando  él  no  fuese  Juez  competen- 
te, remitirá  á quien  lo  sea  las  diligencias  y la  per- 
sona del  preso,  si  lo  hubiere. 

Art.  500.  Cuando  el  detenido  lo  sea  por  virtud 
de  las  cansas  tercera,  cuarta,  quinta  y caso  referen 
te  al  condenado  de  la  séptima  del  art.  490,  el  Juez 
á quien  se  entregue  ó que  haya  acordado  la  deten- 
ción, dispondrá  que  inmediatamente  sea  remitido 
al  establecimiento  ó lugar  donde  debiere  cumplir  su 
condena. 

Art.  501.  El  auto  elevando  la  detención  á pri- 
sión ó dejándola  sin  efecto,  se  pondrá  en  conoci- 
miento del  Ministerio  fiscal  y se  notificará  al  que- 
rellante particular,  si  lo  hubiere,  y al  procesado,  al 
cual  se  le  hará  saber  asimismo  el  derecho  que  le 
asiste  para  pedir  de  palabra  ó por  escrito  la  repo- 
sición del  auto,  consignándose  en  la  notificación 
las  manifestaciones  que  hiciere. 

CAPITULO  m 

De  la  prisión  p>rovisional. 

Art.  502.  Mientras  que  la  causa  se  halle  en 
estado  de  sumario,  sólo  podrá  decretar  la  prisión 
provisional  el  Juez  de  instrucción  ó el  que  forme 
Jas  primeras  diligencias  ó el  que  en  virtud  de  co- 
misión ó interinamente  ejerza  las  funciones  de 
aquél. 

Art.  503.  Para  decretar  la  prisión  provisional 
serán  necesarias  las  circunstancias  siguientes: 

1.®  Que  conste  en  la  causa  la  existencia  de  un 
hecho  que  presente  los  caracteres  de  delito. 
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2. *  Qne  éste  tenga  señalada  pena  superior  á 
(le  prisión  correccional,  según  la  escala  general 
comprendida  en  el  Código  penal,  ó bien  que,  aun 
cuando  tenga  señalada  pena  inferior,  considere  el 
Juez  necesaria  la  prisión  provisional,  atendidas  las 
cirtmnstancias  del  hecho  y los  antecedentes  del 
procesado,  hasta  que  preste  la  fianza  que  le  se- 
ñale (1). 

3. ^  Que  aparezcan  en  la  causa  motivos  bastan- 
tes para  creer  responsable  criminalmente  del  delito 
á la  persona  contra  quien  se  haya  de  dictar  el  auto 
de  prisión. 

Art.  504.  Procederá  también  la  prisión  pfovi 
sional  cuando  concurran  la  primera  y tercera  cir- 
cunstancia del  artículo  anterior,  } el  procesado  no 
hubiese  comparecido  sin  motivo  legítimo  al  primer, 
llamamiento  del  Juez  ó Tribunal  que  conociere  de 
la  causa. 

No  obstante  lo  dispuesto  en  el  artículo  anterior, 
aunque  el  delito  tenga  señalada  pena  superior  á 
la  de  prisión  correccional,  cuando  el  procesado 
tenga  buenos  antecedentes  ó se  pueda  creer  fun- 
dadaaiente  que  no  tratará  de  sustraerse  á la  acción 
de  la  justicia,  y cuando  además  el  delito  no  haya^ 
producido  alarma  ni  sea  de  los  que  se  cometan 
con  frecuencia  en  el  territorio  de  la  respectiva  pro- 
vincia, podrá  el  Juez  ó Tribunal  acordar,  mediante 
fianza,  la  libertad  del  inculpado. 

Art.  505.  Para  llevar  á efecto  el  auto  de  pri- 
sión se  expedirán  dos  mandamientos:  uno,  come- 
tido  al  alguacil  del  Juzgado  ó portero  del  Tribunal 
ó al  funcionario  de  policía  judicial  que  haya  de 

(1)  No  procefle  la  prisión  provisional  cuando  la  pena 
señalada  al  delito  se  compone  de  los  grados  medio  y má-’ 
ximo  de  la  prisión  correccional  y del  mínimo  de  la  mayor. 
(Mera.  Kisc.  de  1888). 
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ejecutarlo,  y otro  al  Alcaide  de  la  cárcel  que  deba 
recibir  al  preso. 

En  el  niandamiento  se  consignará  á la  letra  el 
auto  de  prisión,  el  nombre,  apellido,  naturaleza, 
edad,  estado  y domicilio  del  procesado,  si  (!onsta- 
ren;  el  delito  que  dé  lugar  al  procedimiento;  si  se 
procede  de  oficio  ó á instancia  de  parte  y si  la  pri- 
sión ha  de  ser  con  comunicación  ó sin  ella. 

Los  Alcaides  de  las  cárceles  no  recibirán  á nin- 
guna persona  en  clase  de  preso  sin  que  se  les  en- 
tregue mandamiento  de  prisión. 

Art.  506.  La  i ncomunicación  de  los  detenidos 
ó presos  sólo  podrá  durar  el  tiempo  absolutamente 
preciso  para  evacuar  las  citas  hechas  en  las  inda- 
gatorias relativas  al  delito  que  haya  dado  lugar  al 
procedimiento,  sin  que  por  regla  general  deba  du- 
rar más  de  cinco  días. 

El  incomunicado  podrá  asistir  con  las  precaucio- 
nes'debidas  á las  diligencias  periciales  en  que  le 
dé  intervención  esta  ley  cuando  su  presencia  no 
pueda  desvirtuar  el  objeto  de  la  incomunicación  (1). 

Art.  507.  Si  las  citas  hubieren  de  evacuarse 
fuera  del  territorio  de  la  Península,  ó á larga  dis 
tanda,  la  incomunicación  podrá  durar  el  tiempo 
prudencialmente  preciso  para  evitar  la  confabu- 
lación. 

Art.  508.  El  Juez  ó Tribunal  que  conozca  de  la 
causa  podrá  bajo  su  responsabilidad  mandar  que 
vuelva  á quedar  incomunicado  el  preso  aun  des- 
pués de  haber  sido  puesto  en  comunicación,  si  la 
causa  ofreciere  méritos  para  ello;  pero  la  segunda 
incomunicación  no  excederá  nunca  de  tres  días, 
salvo  lo  dispuesto  en  el  artículo  precedente. 


(1)  La  infracción  de  este  sirtículo,  como  de  todos  los 
que  envuelven  defectos  en  el  procedimiento,  no  están  ad- 
mitidos como  motivos  de  casación.  (S.  26  Abril  1890). 
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Se  instruirá  al  procesado  de  la  parte  dispositiva' 
del  auto  motivado  en  que  se  decrete  la  nueva  fn- 
comunicación. 

Art.  509.  Se  permitirán  al  preso  incomunicado 
los  libros  y efectos  que  él  se  proporcione  si  no  ofre- 
cieren inconveniente,  á juicio  del  Juez  instructor. 

Art.  510.  También  podrá  el  Juez  instructor  per- 
mitir que  se  facilite  al  incomunicado,  si  lo  pidiere, 
recado  de  escribir  cuando,  á su  juicio,  no  ofrezca 
inconveniente  este  permiso;  pero  en  la  providencia 
en  que  lo  conceda,  adoptará  las  medidas  oportunas 
para  evitar  que  se  frustren  los  efectos  de  la  inco- 
municación. 

Art.  511.  El  preso  incomunicado  no  podrá  en- 
tregar ni  recibir  carta  ni  papel  alguno,  sino  por 
conducto  y con  licencia  del  Juez  instructor,  el  cual 
se  enterará  de  su  contenido  para  darles  ó negarles 
curso. 

Art.  512.  Si  el  presunto  reo  no  fuere  habido 
en  su  domicilio  y se  ignorase  su  paradero,  se  ex- 
pedirá requisitoria  á los  Jueces  de  instrucción  en 
cuyo  territorio  hubiese  motivos  para  sospechar  que 
aquél  se  halle;  y en  todo  caso  se  publicará  aquélla 
en  la  Gaceta  de  Madrid  y Boletín  Oficial  de  la  pro- 
vincia respectiva,  fijándose  también  copias  autori- 
zadas, en  forma  de  edicto,  en  el  local  del  Juzgado 
ó Tiibunal  que  conociere  de  la  causa  y en  el  de  los 
Jueces  de  instrucción  á quienes  se  hubiese  re- 
querido. 

Art.  513.  En  la  requisitoria  se  expresarán  el 
nombre  y apellido,  cargo,  profesión  ú oficio,  si 
constaren,  del  procesado  rebelde,  y las  señas  en 
virtud  de  las  que  pueda  ser  identificado,  el  delito 
por  que  se  le  procesa,  el  territorio  donde  sea  de 
presumir  que  se  encuentra  y la  cárcel  á donde  deba 
ser  conducido 

Art.  514.  La  requisitoria  original  y un  ejem- 
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piar  (le  cada  periódico  en  que  se  hubiese  publica- 
do, se  unirán  á la  causa. 

Art.  615.  El  Juez  ó Tribunal  que  hubiese  acor- 
dado la  prisión  del  procesado  rebelde  y los  Jueces 
de  instrucción  á quienes  se  enviaren  las  requisito- 
rias, pondrán  en  conocimiento  de  las  Autoridades 
y agentes  de  policía  judicial  de  sus  respectivos  te- 
rritorios las  circunstancias  mencionadas  en  el  ar- 
tículo 613. 

Art.  516.  El  auto  se  ratificará  en  todo  caso  ó 
se  repondrá,  oído  el  presunto  reo,  dentro  de  las  se- 
tenta y dos  horas  ^siguientes  al  acto  de  la  prisión. 

Art.  517.  El  auto  ratificando  el  de  prisión  y de 
soltura  del  preso,  se  notificarán  á las  mismas  per- 
sonas que  el  de  prisión. 

Contra  ellos  podrá  interponerse  recurso  de  ape- 
lación. 

Inmediatamente  después  de  dictados  y dentro 
de  las  mismas  setenta  y dos  horas,  se  expedirá  al 
Alcaide  de  la  cárcel  en  que  se  hallare  el  preso  el 
correspondiente  mandamiento,  en  la  forma  expre- 
sada en  el  art.  606. 

Art.  518.  Los  autos  en  que  se  decrete  ó denie- 
gue la  prisión  ó excarcelación  serán  apelables  sólo 
en  el  efecto  devolutivo. 

La  tramitación  se  ajustará  á lo  dispuesto  en  el 
título  X del  libro  primero  de  esta  ley. 

Art.  519.  Todas  las  diligencias  de  prisión  pro- 
visional se  sustanciarán  en  pieza  separada. 

CAPITULO  IV 

Del  tratamiento  de  los  detenidos  ó presos. 

Art.  520.  La  detención,  lo  mismo  que  la  pri- 
sión provisional,  deben  efectuarse  de  la  manera  y 
en  la  forma  que  perjudiquen  lo  menos  posible  á la 
persona  y á la  reputación  del  inculpado. 
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Su  libertad  no  debe  restringirse  sino  en  loa  lí- 
mites a})6o1ntamente  indispensables  para  asegurar 
su  persona  é impedir  las  comunicaciones  que  pue* 
dan  perjudicar  la  instrucción  de  la  causa. 

Art.  521.  Los  detenidos  estarán,  á ser  posible, 
separados  los  unos  de  los  otros. 

¡Si  la  separación  no  fuese  posible,  el  Juez  ins- 
tructor ó Tribunal  cuidará  de  que  no  se  reúnan 
personas  de  diferentes  sexos  ni  los  co-reos  en  una 
misma  prisión,  y de  que  los  jóvenes  y los  no  rein- 
cidentes se  hallen  separados  de  los  de  edad  madu- 
ra y de  los  reincidentes. 

Para  esta  separación  se  tendrán  en  cuenta  el 
grado  de  educación  del  detenido,  su  edad  y la  na- 
turaleza del  delito  que  se  le  impute. 

Art.  522.  Todo  detenido  ó preso  puede  procu- 
rarse á sus  expensas  las  comodidades  y ocupacio- 
nes compatibles  con  el  objeto  de  su  detención  y 
con  el  régimen  de  la  cárcel,  siempre  que  no  com- 
prometan su  seguridad  ó la  reserva  del  sumario. 

Art.  523.  Cuando  el  detenido  ó preso  deseare 
ser  visitado  por  un  ministro  de  su  religión,  por  un 
Médico,  por  sus  parientes  ó personas  con  quienes 
esté  en  relación  de  intereses,  ó por  las  que  puedan 
Marle  sus  consejos,  deberá  permitírsele  con  las 
condiciones  prescritas  en  el  reglamento  de  cárce- 
les, si  no  afectasen  al  secreto  y éxito  del  sumario. 
La  relación  con  el  Abogado  defensor  no  podrá  irn 
pedírsele  mientras  estuviere  en  comunicación. 

Art.  524.  El  Juez  instructor  autorizará,  er 
cuanto  no  se  perjudique  el  éxito  de  la  instrucción 
los  medios  de  correspondencia  y comunicación  d 
que  pueda  hacer  uso  el  detenido  ó preso. 

Pero  en  ningún  caso  debe  impedirse  á los  dete- 
nidos ó presos  la  libertad  de  escribir  á los  funcio- 
narios superiores  del  orden  judicial. 

Art.  525.  No  se  adoptará  contra  el  detenido  ó 
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preso  ninguna  medida  extraordinaria  de  seguridad 
sino  en  caso  de  desobediencia,  de  violencia  ó de 
rebelión,  ó cuando  haya  intentado  ó hecho  prepa- 
rativos para  fugarse. 

Esta  medida  deberá  ser  temporal  y sólo  subsis- 
tirá el  tiempo  estrictamente  necesario. 

Art,  626. ' El  J uez  instructor  visitará  una  vez 
por  semana,  sin  previo  aviso  ni  día  determinado, 
las  prisiones  de  la  localidad,  acompañado  de  un 
individuo  del  Ministerio  fiscal,  que  podrá  ser  el 
Fiscal  municipal  delegado  al  efecto  por  el  Fiscal 
de  la  respectiva  Audiencia;  y donde  exista  este 
Tribunal,  harán  la  visita  el  Presidente  del  mismo 
ó el  de  la  Sala  de  lo  criminal  y un  Magistrado,  con 
un  individuo  del  Ministerio  fiscal  y con  asistencia 
del  Juez  instructor. 

En  la  visita  se  enterarán  de  todo  lo  concernien- 
te á la  situación  de  los  presos  ó detenidos,  y 
adoptarán  las  medidas  que  quepan  dentro  de  sus 
atribuciones  para  corregir  los  abusos  que  nota- 
ren (1). 

Art.  527.  Los  detenidos  ó presos  mientras  se 
hallen  incomunicados  no  podrán  disfrutar  de  ios 
beneficios  expresados  en  el  presente  capítulo,  y 
regirán  respecto  de  los  mismos  las  disposiciones 
del  capítulo  anterior. 

TITULO  VII 

DE  LA  LIBERTAD  PROVISIONAL  DEL  PROCESADO 

Art.  528.  La  prisión  provisional  sólo  durará 


(1)  Este  artículo  no  deroga  el  49  de  las  Ordenanzas 
de  las  Audiencias  de  19  de  Diciembre  de  1835,  en  orden 
á la  celebración  de  las  visitas  generales  de  Cárceles. 
(M.  Fisc.  de  1883,  núm.  23).— V.  además  los  núms.  21  y 
Tí8  de  la  misma  Memoria  y la  Real  orden  de  24  Abril  1884. 
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lo  que  subsistan  los  motivos  que  la  hayan  oca- 
sionado. 

El  detenido  ó preso  será  puesto  en  libertad  eq 
(cualquier  estado  de  la  causa  en  que  resulte  su  ino- 
cencia. 

Todas  las  Autoridades  que  intervengan  en  un 
proceso  estarán  obligadas  á dilatar  l(t  menos  po- 
sible la  detención  y la  prisión  provisional  de  los 
inculpados  ó procesados. 

Art,  529*  Cuando  el  procesado  lo  fuere  por 
delito  á que  estuviese  señalada  pena  inferior  á la 
de  prisión  correccional,  según  la  escala  general  del 
Código  penal,  y no  estuviere  por  otra  parte  com- 
})rendido  en  el  núm.  3.®  del  art.  492  ó en  el  párrafo 
primero  del  art.  604  de  esta  ley,  el  Juez  ó el  Tribu- 
nal que  conociere  de  la  causa  decretará  si  el  pro- 
cesado ha  de  dar  ó no  fianza  para  continuar  en 
libertad  provisional. 

En  el  mismo  auto,  si  el  Juez  decretare  la  fianza, 
fijará  la  calidad  y cantidad  de  la  que  se  hubiere  de 
})restar. 

Este  auto  se  pondrá  en  conocimiento  del  Minis- 
terio fiscal,  y se  notificará  al  querellante  particular 
y al  procesado,  y será  apelable  en  un  solo  efecto. 

Art.  630.  El  procesado  que  hubiere  de  estar  en 
libertad  provisional,  con  ó sin  fianza,  constituirá 
apucl  acta  obligación  de  comparecer  en  los  días  que 
le  fueren  señalados  en  el  auto  respectivo,  y además 
cuantas  veces  fuere  llamado  ante  el  Juez  ó Tribu- 
nal que  conozca  de  la  causa. 

Art.  531.  Para  determinar  la  calidad  y cantidad 
de  la  fianza  se  tomarán  en  cuenta  la  naturaleza 
del  delito,  el  estado  social  y antecíedentes  del  pro- 
cesado y las  demás  circunstancias  que  pudieren 
influir  en  el  mayor  ó menor  interés  de  éste  para 
ponerse  fuera  del  alcance  de  la  Autoridad  judicial. 

Art.  532.  La  fianza  se  destinará  á responder 
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de  la  comparecencia  del  procesado  cuando  fuere 
llamado  por  el  Juez  ó Tribunal  que  conozca  de  la 
causa.  Su  importe  servirá  para  satisfacer  las  costas 
causadas  en  el  ramo  separado  formado  para  su 
constitución,  y el  resto  se  adjudicará  al  Estado.' 

Art.  533*  Es  aplical)le  á las  fianzas  que  se 
ofrezcan  para  obtener  la  libertad  provisional  de  un 
procesado  todo  cuanto  á su  naturaleza,  manera  de 
constituirse,  de  ser  admitidas  y calificadas  y de 
sustituirse,  se  determina  en  los  arts.  591  y siguien- 
tes, hasta  el  596  inclusive  del  tít.  IX  de  este  libro. 

Art.  534.  Si  al  primer  llamamiento  judicial  no 
compareciere  el  acusado  ó no  justificare  la  imposi- 
bilidad de  hacerlo,  se  señalará  al  fiador  personal  ó 
al  dueño  de  los  bienes  de  cualquier  clase  dados  en 
fianza  el  término  de  diez  días  para  que  presente  al 
rebelde. 

Art.  535.  Si  el  fiador  personal  ó dueño  de  los 
bienes  de  la  fianza  no  presentare  al  rebelde  en  el 
término  fijado,  se  procederá  á hacer  ésta  efectiva, 
declarándose  adjudicada  al  Estado  y haciendo  en- 
trega de  ella  á la  Administración  más  próxima  de 
rentas,  con  deducción  de  las  costas  indicadas  al 
final  del  art.  532. 

Art.  536.  Para  realizar  toda  fianza  se  procederá 
por  la  vía  de  apremio. 

Si  se  tratare  de  una  fianza  personal,  se  procederá 
también  por  la  vía  de  apremio  contra  los  bienes 
del  fiador# hasta  hacer  efectiva  la  cantidad  que  se 
haya  fijacjo  al  admitir  la  referida  fianza. 

Los  efectos  públicos,  acciones  y obligaciones  de 
ferrocarriles  y obras  públicas  y demás  valores  mer- 
cantiles ó industriales  se  enajenarán  por  Agente 
de  Bolsa  ó Corredor  en  su  defecto.  Si  no  le  hubiere 
en  el  lugar  de  la  causa,  se  remitirán  para  su  ena- 
jenación al  Juez  ó Tribunal  de  la  plaza  más  pró- 
xima en  que  lo  haya. 
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Loa  demás  muebles  dados  en  prenda  así  conio 
08  inmuebles  hipotecados  se  venderán  en  pública 
subasta,  previa  tasación. 

Art.  537,  Cuando  los  bienes  de  la  fianza  fueren 
del  dominio  del  procesado,  se  realizará  y adjudi- 
cará ésta  al  Estado  inmediatamente  que  aquél  de- 
jare de  comparecer  al  llamamiento  judicial  ó de 
justificar  la  imposibilidad  de  hacerlo. 

Art,  538.  En  todas  las  diligencias  de  enajena- 
ción de  bienes  de  las  fianzas  y de  la  entrega  de  su 
importe  en  las  Administraciones  de  Hacienda  pú- 
blica, intervendrá  el  Ministerio  fiscal. 

El  Fiscal  de  la  Audiencia  podrá  delegar  su  inter- 
vención en  el  Fiscal  municipal  donde  se  encuentre 
el  Juez  de  instrucción,  ó bien  reclamar  que  se  le 
remita  el  expediente  cuando  tenga  estado,  procu- 
rando á ser  posible  deducir  sus  pretensiones  en  un 
solo  dictamen. 

Art.  539.  Los  autos  de  prisión  y libertad  provi- 
sionales y de  fianza  serán  reformables  de  oficio  ó á 
instancia  de  parte  durante  todo  el  curso  de  la  causa. 

Kn  su  consecuencia,  el  procesado  podrá  ser  preso 
y puesto  en  libertad  cuantas  veces  sea  procedente, 
y la  fianza  podrá  ser  aumentada  ó disminuida  en 
cuanto  resulte  necesario  para  asegurar  las  conse- 
cuencias del  juicio. 

Art,  540.  Si  el  procesado  no  presenta  ó amplía 
la  fianza  en  el  término  que  se  le  señále,  será  redu- 
cido á prisión.  ^ 

Art.  541.  Se  cancelará  la  fianza: 

1. ^  Cuando  el  fiador  lo  pidiere,  presentando  á 
la  vez  al  procesado. 

2. ^  Cuando  éste  fuere  reducido  á prisión. 

3. “  Cuando  se  dictare  auto  firme  de  sobresei- 
miento ó sentencia  firme  absolutoria  ó,  cuando 
siendo  condenatoria,  se  presentare  el  reo  para 
cumplir  la  condena. 
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4.®  Por  muerte  del  procesado,  estando  pendien 
te  la  causa. 

Art.  542.  Si  se  hubiere  dictado  sentencia  firme 
condenatoria  y el  procesado  no  compareídere  al 
primer  llamamiento  ó no  justificare  la  imposibili- 
dad de  hacerlo,  se  adjudicará  la  fianza  al  listado 
en  los  términos  establecidos  en  el  art.  635. 

Art.  543,  Una  vez  adjudicada  la  fianza,  no  ten- 
drá acción  el  fiador  para  pedir  la  devolución;  que- 
dándole á salvo  su  derecho  para  reclamar  la  in- 
demnización contra  el  procesado  ó sus  causaha- 
bientes. 

Art.  544.  Las  diligencias  de  prisión  y libertad 
provisionales  y fianzas  se  sustanciarán  en  pieza 
separada. 


TITULO  VIH 


DE  LA  ENTRADA  Y REGISTRO  EN  LUGAR  CERRADO,  DEL 
DE  LIBROS  Y PAPELES  Y DE  LA  DETENCION  Y ACEK- 
TÜRA  DE  LA  CORRESPONDENCIA  ESCRITA  Y TELE- 
GRAFICA 


Art.  545.  Nadie  podrá  entrar  en  el  domicilio 
de  un  español  ó extranjero  residente  en  España 
sin  su  consentimiento,  excepto  en  los  casos  y en 
la  forma  expresamente  previstos  en  las  leyes  (I). 


' (l)  Por  Real  orden  de  3 de  Febrero  de  1886  se  dero- 
gó otra  de  26  de  Agosto  de  18*74  y se  dispuso  se  recorda- 
se á los  Rectores  de  las  Universidades  que,  como  delega- 
dos del  Poder  Supremo,  á ellos  corresponde  el  deber  de 
cuidar  muy  especinlmente  del  orden  dentro  del  estable- 
cimiento de  enseñanza,  pidiendo  auxilio  a la  Autoridad 
civil  únicamente  en  el  momento  en  que  la  suya  propia 
no  sea  bastante  para  restablecerle  cuando  sea  perturba- 
do} incurriendo  de  no  hacerlo  así  en  la  responsabilidad 
correspondiente. 
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Art.  646.  El  Juez  ó el  Tribunal  que  conociere 
de  la  causa  podrá  decretar  la  entrada  y registro, 
de  día  ó de  noche,  en  todos  los  edificios  y luga- 
res públicos,  sea  cualquiera  el  territorio  en  que 
radiquen,  cuando  hubiere  indicios  de  encontrarse 
allí  el  procesado  ó efectos  ó instrumentos  del  deli- 
to, ó libros,  papeles  ú otros  objetos  que  puedan 
servir  para  su  descubrimiento  y comprobación. 

Art.  647.  Se  reputarán  edificios  ó lugares  pú- 
blicos para  la  observancia  de  lo  dispuesto  en  este 
capítulo; 

1.0  Los  que  estuvieren  destinados  á cualquier 
servicio  oficial,  militar  ó civil  del  Estado,  de  la 
provincia  ó del  municipio,  aunque  habiten  allí  los 
encargados  de  dicho  servicio  ó los  de  la  conserva- 
ción y custodia  del  edificio  ó lugar. 

2.0  Los  que  estuvieren  destinados  á cualquier 
( stablecimiento  de  reunión  ó recreo,  fueren  ó'no 
lícitos. 

3.0  Cualesquiera  otros  edificios  ó lugares  ce- 
rrados que  no  constituyeren  domicilio  de  un  par- 
ticular con  arreglo  á lo  dispuesto  en  el  art.  564. 

4.0  Los  buques  del  Estado. 

Art.  648.  Él  Juez  necesitará  para  la  entrada 
y registro  en  el  Palacio  de  cualquiera  de  los  Cuer- 
pos Colegisladores,  la  autorización  del  Presidente 
respectivo. 

Art.  649.  Para  la  entrada  y registro  en  los 
templos  y demás  lugares  religiosos  bastará  pasar 
recado  de  atención  á las  personas  á cuyo  cargo  es- 
tuvieren. 

Art.  660.  Podrá  asimismo  el  Juez  instructor 
ordenar  en  los  casos  indicados  en  el  art.  646  la 
entrada  y registro,  de  día  ó de  noche,  si  la  urgen- 
c.ia  lo  hiciere  necesario,  en  cualquier  edificio  ó 
lugar  cerrado  ó parte  de  él,  que  constituya  domici- 
lio de  cualquier  español  ó extranjero  residente  en 
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España;  pero  precediendo  siempre  el  consenti- 
miento del  interesado  conforme  se  previene  en 
el  art.  de  la  Constitución;  ó á falta  de  consen- 
timiento, en  virtud  de  auto  motivado  que  se  noti 
ficará  á la  persona  interesada  inmediatamente  ó lo 
más  tarde  dentro  de  las  veinticuatro  horas  de  ha- 
berse dictado  (1 ). 

Art.  551.  Se  entenderá  que  presta  su  consen- 
timiento aquel  que,  requerido  por  quien  hubie- 
re de  efectuar  la  entrada  }'  registro  para  que  los 
permita,  ejeputa  por  su  parte  los  actos  necesa- 
rios que  de  él  dependan  para  que  puedan  tener 
efecto,  sin  invocar  la  inviolabilidad  que  recono- 
ce al  domicilio  el  art.  6.®  de  la  Constitución  del 
Estado- 

Art.  552.  Al  practicar  los  registros  deberán 
evitarse  las  inspecciones  inútiles,  procurando  no 
perjudicar  ni  importunar  al  interesado  más  de  lo 
necesario,  y se  adoptarán  todo  género  de  pre- 
cauciones para  no  comprometer  su  reputación,  res- 
petando sus  secretos  si  no  interesaren  á la  ins- 
trucción. 

Art.  553.  Los  agentes  de  policía  podrán  asi- 
mrSmo  proceder  de  propia  autoridad  al  registro 
<le  un  lugar  habitado,  cuando  haya  mandamiento 
de  prisión  contra  una  persona  y traten  de  llevar 
á efecto  su  captura  (2),  cuando  un  individuo  sea 
sorprendido  en  flagrante  delito,  ó cuando  un  de- 


(1)  Véase  lo  que  disponen  los  arts.  566,  567  y 568. 

(2)  La  vaguedad  de  esta  redacción  ha  hecho  que  el 
Tribunal  Supremo  haya  establecido  como  doctrina  en 
sentencia  de  29  de  Diciembre  de  1886,  que  los  agentes 
de  la  Autoridad  pueden  registrar  sin  orden  judicial  de- 
terminada, cuantos  domicilios  tengan  por  convenien- 
te, si  creyeren  que  allí  se  oculta  el  reo  que  tienen  orden 
de  prender. 
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lincneñte,  inmediaí  amentc  perseguido  por  los  flgá^ 
tes  de  la  Autoridad,  se  oculte  ó refugie  en  algú^^ 
casa. 

Art.  554,  Se  reputan  domicilio,  para  los  efec 
tos  de  los  artículos  anteriores; 

1.0  Los  Palacios  Reales,  estén  ó no  habitados 
por  el  Monarca  al  tiempo  de  la  entrada  ó registren 

2.0  El  edificio  ó lugar  cerrado,  ó la  parte  de  él 
destinada  principalmente  á la  habitación  de  cual- 
quier español  ó extranjero  residente  en  España  y 
de  su  familia. 

3.0  Los  buques  nacionales  mercantes. 

Art.  555.  Para  registrar  en  el  Palacio  en  que 
se  halle  residiendo  el  Monarca,  solicitará  el  Juez 
Real  licencia  por  conducto  del  Mayordomo  mayor 
de  S.  M. 

Art.  556.  En  los  sitios  Reales  en  que  no  se  ha- 
llare el  Monarca  al  tiempo  del  registro,  será  nece- 
saria la  licencia  del  Jefe  ó empleado  del  servicio 
de  S.  M.  que  tuviere  á su  cargo  la  custodia  del  edh 
ficio,  ó la  del  que  haga  sus  veces  cuando  se  solici- 
tare, si  estuviere  ausente. 

Art.  557.  Las  tabernas,  casas  de  comidas,  po- 
sadas y fondas  no  se  reputarán  como  domicilio'de 
los  que  se  encuentren  ó residan  en  ellas  accidental 
ó temporalmente;  y lo  serán  tan  sólo  de  los  taber- 
neros, hosteleros,  posaderos  y fondistas  que  se  ha- 
llen á su  frente  y habiten  allí  con  sus  familias,  en 
la  parte  del  edificio  á este  servicio  destinada. 

Art.  558.  El  auto  de  entrada  y registro  en  el 
domicilio  de  un  particular  será  siempre  fundado,  y 
el  Juez  expresará  en  él  concretamente  el  edificio 
ó lugar  cerra(io  en  que  haya  de  verificarse,  si  ten 
drá  lugar  tan  sólo  de  día,  y la  Autoridad  ó funcio- 
nario que  los  haya  de  practicar. 

Art.  550.  Para  la  entrada  y registro  en  los  edi- 
ficios destinados  á la  habitación  ú oficina  de  los 
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; . Representantes  de  Naciones  extranjeras  acredita- 

dos  cerca  del  Gobierno  de  España,  les  pedirá  su 
venia  el  Juez  por  medio  de  atento  oficio,  en  el  que 
f les  rogará  que  contesten  en  el  término  de  doce 
; horas. 

:'V  Art.  560*  Si  transcurriere  este  término  sin  ha- 
berlo hec.hb,  ó si  el  Representante  extranjero  de 
f negare  la  venia,  el  Juez  lo  comunicará  inmediata- 
^ mente  al  Ministro  de  Gracia  y Justicia,  empleando 
para  ello  el  telégrafo,  si  lo  hubiere.  Entre  tanto 
que  el  Ministro  no  le  comunique  su  resolución,  se 
abstendrá  de  entrar  y registrar  en  el  edifício;  pero 
adoptará  las  medidas  de  vigilancia  á que  se  refie- 
re el  art.  567. 

Art.  561.  Tampoco  podrá  entrar  y registrar  en 
los  buques  mercantes  extranjeros  sin  la  autoriza- 
ción del  Capitán,  ó si  éste  Ja  denegare,  sin  la  del 
Cónsul  de  su  nación. 

En  los  buques  extranjeros  de  guerra,  la  falta  de 
autorización  del  Comandapte  se  suplirá  por  la  del 
Embajador  ó Ministro  de  la  nación  á que  perte 
nezcan(l) 

Art.  562.  Se  podrá  entrar  en  las  habitaciones 
de  los  Cónsules  extranjeros  y en  sus  oficinas,  pa- 
sándoles previamente  recado  de  atención  y obser- 
vando las  formalidades  prescritas  en  la  Constitu- 
ción del  Estado  y en  las  leyes. 

Art.  563.  Si  el  edificio  ó lugar  cerrado  estuvie- 
re en  el  territorio  propio  del  Juez  instructor,  podrá 
encomendar  la  entrada  y registro  al  Juez  munici- 
pal del  territorio  en  que  el  edificio  ó lugar  cerrado 


(l)  Podrá  procederse  á la  extradición  de  criminales 
refugiados  en  buques  mprcantes  extranjeros,  poniéndose 
de  acuerdo  con  el  Cónsul  de  1»  nación  á (jue  pertenezca, 
y por  la  vía  diplomática  cuando  se  refugien  en  buques 
de  guerra.  (R.  D.  iT  Noviembre  1852). 
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radiquen,  ó á cualquiera  autoridad  ó agente  de 
licía  judicial.  Si  el  que  lo  hubiese  ordenado  fuere' 
el  Juez  municipal,  podrá  encomendarlo  también  á 
dichas  Autoridades  ó agentes  de  policía  judicial. 

Cuando  el  edificio  ó lugar  cerrado  estuviere  fue-  á 
ra  del  territorio  del  Juez,  encomendará  éste  la  -M 
práctica  de  las  operaciones  al  Juez  de  su  propia  ^ 
categoría  del  territorio  en  que  aquéllos  radiquen,  • 
el  cual  á su  vez  podrá  encomendarlas  á las  Autori* " 
(lades  ó agentes  de  policía  judicial. 

Art.  564.  Si  se  tratare  de  un  edificio  ó lugar  - 
público  comprendido  en  los  números  l.o  y 3. o del 
artículo  547,  el  Juez  oficiará  á la  Autoridad  ó jefe 
de  que  aquéllos  dependan  en  la  misma  población.  * 
Si  éste  no  contestare  en  el  término  que  se  le  fije 
en  el  oficio,  se  notificará  el  auto  en  que  se  dispon- 
ga  la  entrada  y regist|^o  al  encargado  de  la  conser-  ' 
vación  ó custodia  del  edificio  ó lugar  en  que  se  hu- 
biere de  entrar  y registrar. 

Si  se  tratare  de  buques  del  Estado,  las  comuni-  -J. 
caciones  se  dirigirán  á los  Comandantes  respec-  = 
ti  vos.  , 

Arte  565.  Cuando  el  edificio  ó lugar  fueren  de  ^ 
los  comprendidos  en  el  núm.  2. o del  artículo  647,  ' 

la  notificación  se  hará  á la  persona  que  se  halle  al  ' - 

frente  del  establecimiento  de  reunión  ó recreo,  ' ■ 
ó quien  haga  sus  veces  si  aquél  estuviere  ausente. 

Art.  566.  Si  la  entrada  y registro  se  hubieren 
de  hacer  en  el  domicilio  de  un  particular,  se  noti- 
ficará el  auto  á éste;  y,  si  no  fuere  habido  á la  pri- 
mera diligencia  en  busca,  á su  encargado. 

Si  no  fuere  tampoco  habido  el  encargado,  se  ha?, 
rá  la  ii()tifi(;ación  á cualquiera  otra  persona  mayor 
de  edad  que  se  hallare  en  el  (lomicilio,  prefiriendo 
para  esto  á los  individuos  de  la  familia  del  inte-  ‘ 
resado.  V 

Si  no  se  halla  á nadie,  se  hará  constar  por  dili-  < 


gencia,  qoe  se  extenderá  con  asistencia  de  dos  ve- 
cinos, los  cuales  deberán  firmarla. 

Art.  567.  Desde  el  momento  en  que  el  Juez 
acuerde  la  entrada  y registro  en  cualquier  edificio 
ó lugar  cerrado,  adoptará  las  medidas  de  vigilam^ia 
convenientes  para  evitar  la  fuga  del  procesado  ó la 
sustracción  de  los  instrumentos,  efectos  del  delito, 
libros,  papeles  ó cualesquiera  otras  cosas  que  ha- 
yan de  ser  objeto  del  registro. 

Art.  568.  Practicadas  las  diligencias  que  se  es- 
tablecen en  los  artículos  anteriores,  se  procederá  á 
la  entrada  y registro,  empleando  para  ello,  si  fuere 
necesario,  el  auxilio  de  la  fuerza. 

Art.  569.  El  registro  se  hará  á presencia  del 
interesado,  ó de  la  persona  que  legítimamente  le 
represente. 

Si  aquél  no  fuere  habido  ó no  quisiere  concurrir 
ni  nombrar  representante,  se  practicará  á presen 
cia  de  un  individuo  de  su  familia,  mayor  de  edad. 

Si  no  le  hubiere,  se  hará  á presencia  de  dos  tes- 
tigos vecinos  del  mismo  pueblo. 

El  registro  se  practicará  siempre  á presencia  del 
Secretario  y dos  testigos,  sin  contar  los  de  que  ha- 
bla el  párrafo  anterior,  extendiéndose  acta  que 
firmarán  todos  los  concurrentes. 

La  resistencia  del  interesado,  de  su  representan- 
te, de  los  individuos  de  su  familia  y de  los  testigos 
á presenciar  el  registro,  producirá  la  responsabili- 
dad declarada  en  el  Código  penal  á los  reos  del 
delito  de  desobediencia  grave  á la  Autoridad,  sin 
perjuicio  de  que  la  diligencia  se  practique. 

8i  no  se  encontrasen  las  personas  ú objetos  que 
se  busquen  ni  apareciesen  indicios  sospechosos, 
se  expedirá  una  certificación  del  acta  á la  parte  in- 
teresada si  la  reclamare. 

Art.  570.  Cuando  el  registro  se  practique  en 
el  domicilio  de  un  particular  y espire  el  día  sin 
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haberse  terminado,  el  que  lo  haga  requerirá  al 
teresado  ó á su  representante,  si  estuviere  presen-  3 
te,  para  que  permita  la  continuación  durante  la  5 
noche.  Si  se  opusiere,  se  suspenderá  la  diligencia 
salvo  lo  dispuesto  en  los  artículos  646  y 560,  ce- 


rrando  y sellando  el  local  ó los  muebles  en  que 
hubiere  de  continuarse,  en  cuanto  esta  precaución 
se  considere  necesaria  para  evitar  la  fuga  de  la 
persona  ó la  sustracción  de  las  cosas  que  se  bus- 
caren. 

Prevendrá  asimismo  el  que  practique  el  registro  ' 
á los  que  se  hallen  en  el  edificio  ó lugar  de  la  di-. 
ligencia,  que  no  levanten  los  sellos,  ni  violenten  ■ 
las  cerraduras,  ni  permitan  que  lo  hagan  otras  per- 
sonas, bajo  la  responsabilidad  establecida  en  el  : 
Código  penal.  . 

Art.  571.  El  registro  no  se  suspenderá  sino  por 
el  tiempo  en  que  no  fuere  posible  continuarle  y se 
adoptarán,  durante  la  suspensión,  las  medidas  de  ' 
vigilancia  á que  se  refiere  el  art.  567.  ' 

Art.  572.  En  la  diligencia  de  entrada  y regis-  ' 
tro  en  lugar  cerrado  se  expresarán  ló'é  nombres 
del  Juez,  ó de  su  delegado,  que  la  practique,  y de 
las  demás  personas  que  intervengan,  los  inciden  , 
tes  ocurridos,  la  hora  en  que  se  hubiese  principia- 
do y concluido  la  diligencia,  y la  relación  del  re-  ^ 
gistro  por  el  orden  con  que  se  haga,  así  como  los 
resultados  obtenidos. 

Art.  573.  No  se  ordenará  el  registro  de  los  li- 
bros y papeles  de  contabilidad  del  procesado  ó de  ' 
otra  persona,  sino  cuando  hubiere  indicios  graves 
de  que  de  esta  diligencia  resultará  el  descubrimien-  * 
to  ó la  (!omproba(;ión  de  algún  hecho  ó circunstan- 
cia importante  de  la  causa. 

Art.  574.  MI  Juez  recogerá  los  instrumentos  y 
efectos  del  delito  y f)odrá  recoger  también  los  li- 
bros, papeles  ó cualesquiera  otras  cosas  que  se  hu* 
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biesen  encontrado,  si  esto  fuere  necesario  para  el 
resnltado  del  sumario 

Los  libros  y papeles  que  se  recojan  serán  folia- 
dos, sellados  y rubricados  en  todas  sus  hojas  por 
el  Juez,  por  el  Secretario,  por  el  interesado  ó los  que 
hagan  sus  veces  y por  las  demás  personas  que  ha- 
yan asistido  al  registro. 

Art.  576,  Todos  están  obligados  á exhibir  los 
objetos  y papeles  que  se  sospeche  puedan  tener  re- 
lación con  la  causa. 

Si  el  que  los  retenga  se  negare  á su  exhibición, 
será  corregido  con  multa  de  26  á 100  pesetas;  y 
cuando  insistiera  en  su  negativa,  si  el  objeto  ó pa- 
pel fueren  de  importancia  y el  delito  grave,  será 
procesado  como  autor  del  de  desobediencia  á la 
Autoridad,  salvo  si  mereciera  la  calificación  legal 
de  encubridor. 

Art-  576.  Será  aplicable  al  registro  de  papeles 
y efectos  lo  establecido  en  los  arts.  562  y 669. 

Art-  577.  Si  para  determinar  sobre  la  necesi- 
dad de  recoger  las  cosas  que  se  hubiesen  encon- 
trado en  el  registro  fuere  necesario  algún  reconoci- 
miento pericial,  se  acordará  en  el  acto  por  el  Juez 
en  la  forma  establecida  en  el  capítulo  VII  del  tí- 
tulo V-. 

Art.  578.  Si  el  libro  que  haya  de  ser  objeto  del 
registro  fuese  el  protocolo  de  un  Notario,  se  pro- 
cederá con  arreglo  á lo  dispuesto  en  la  Ley  del  No- 
tariado (I). 

Si  se  tratare  de  un  libro  del  Registro  de  la  pro- 
piedad, se  estará  á lo  ordenado  en  la  Ley  Hipote- 
caria (2). 


(1)  Véase  el  art.  32  de  la  citada  Ley  del  Notariado  28 
Mayo  1862 

(2)  Su  art.  225  dice  que  los  libros  del  Registro  no  se 
sacarán  por  ningún  motivo  de  la  oficina  del  Registrador; 
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Si  se  tratare  de  an  libro  del  Registro  civil  ó mei^- 
eantil,  se  estará  á lo  que  se  disponga  en  la  ley  y 
reglamentos  relativos  á estos  servicios  (1). 

Árt,  57l>,  Podrá  el  Juez  acordar  la  detención  de 
la  correspondencia  prjvada,  postal  y telegráfica 
que  el  procesado  remitiere  ó recnbierey  su  apertu- 
ra y examen,,  si  hubiere  indicios  de  obtener  por 
estos  medios  el  descubrimiento  ó la  comprobación 
de  algún  hecho  ó circunstancia  importante  de  la 
causa. 

Art.  580.  Es  aplicable  á la  detención  de  la  co- 
rrespondencia lo  dispuesto  en  los  artículos  663 
y 664. 

Podrá  también  encomendarse  la  práctica  de  es- 
ta operación  al  Administrador  de  Correos  y Telé- 
grafos ó Jefe  de  la  oficina  en  que  la  corresponden- 
cia deba  hallarse. 

Art.  581.  El  empleado  que  haga  la  detención 
remitirá  inmediatamente  la  correspondencia  dete- 
nida al  Juez  instructor  de  la  causa. 

Art.  582.  Podrá  asimismo  el  Juez  ordenar  que 
por  cualquiera  Administración  de  Telégrafos  se  le 
faciliten  copias  de  los  telegramas  por  ella  transmi- 
tidos, si  pudieran  contribuir  al  esclarecimiento  de 
los  hechos  de  la  causa  (2). 

Art.  583.  El  auto  motivado  acordando  la  de- 


todns  las  diligencias  judiciales  ó extrajudiciales  que  exi- 
jan la  presentación  de  dichos  libros,  se  ejecutarán  preci- 
samente en  la  misma  oficina. 

(1)  líl  art.  63  del  Reglamento  del  Registro  mercantil 
de  21  de  Diciembre  de  Í885  consigna  que  los  Registra- 
dores facilitarán  por  escrito  á los  Jueces,  Tribunales  y 
Autoridades  cuantos  datos  les  sean  pedidos  de  oficio  y 
consten  en  el  Registro  mercantil  sin  devengar  derechos;, 
cuando  no  medie  instancia  de  parte. 

(2)  Véase  la  Real  orden  de  12  Dic.  18Ó3,  y la  de  25  No- 
viembre 18*79. 
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tención  y registro  de  la  correspondencia  ó la  entre 
ga  de  copias  de  telegramas  transmitidos,  determi- 
nará la  correspondencia  que  haya  de  ser  detenida 
ó registrada,  ó los  telegramas  cuyas  copias  hayan 
de  ser  entregadas,  por  medio  de  la  designaírión  <h* 
las  personas  á cuyo  nombre  se  hnl)ieren  expedido, 
ó por  otras  circunstancias  igualmente  competas. 

Art.  584.  Para  la  apertura  y registro  de  la  co- 
rrespondencia postal  será  citado  el  interesado. 

Este,  ó ia  persona  que  designe,  podrá  presenciar 
la  operación. 

Art.  585.  Si  el  procesado  estuviere  en  rebeldía, 
ó si  citado  para  la  apertura  no  quisiese  presenciar- 
la ni  nombrar  persona  para  que  lo  haga  en  su 
nombre,  el  Juez  instructor  procederá,  sin  embargo, 
á la  apertura  de  dicha  correspondencia. 

Art.  586.  La  operación  se  practicará  abriendo 
el  Juez  por  sí  mismo  la  correspondencia,  y des 
pués  de  leerla  para  sí,  apartará  la  que  haga  refe 
rencia  á los  hechos  de  la  causa  y cuya  conservación 
considere  necesaria. 

Los  sobres  y hojas  de  esta  correspondencia,  des- 
pués de  haber  tomado  el  mismo  Juez  las  notas 
^necesarias  para  la  práctica  de  otras  diligencias  de 
investigación  á que  la  correspondencia  diere  moti- 
vo, se  rubricarán  por  todos  los  asistentes  y se  se- 
llarán con  el  sello  del  Juzgado,  encerrándolo  todo 
después  en  otro  sobre,  al  que  se  pondrá  el  rótulo 
necesario,  conservándolo  el  Juez  en  su  poder  du- 
rante el  sumario,  bajo  su  responsabilidad. 

Este  pliego  podrá  abrirse  cuantas  veces  el  Juez 
lo  considere  preciso,  citando  previamente  al  inte- 
resado. 

Art.  587.  La  correspondencia  que  no  se  rela- 
cione con  la  causa  será  entregada  en  el  acto  al 
procesado  ó á su  representante. 

Si  aquél  estuviere  en  rebeldía,  se  entregará  ce- 
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rrada  á un  individuo  do  su  familia,  mayor  de  edad<- 

Si  no  fuere  conocido  ningún  pariente  del  proce- 
sado, se  conservará  dicho  pliego  cerrado  en  poder 
del  Juez  hasta  que  haya  persona  á quien  entregar- 
lo, según  lo  dispuesto  en  este  artículo. 

Art.  588,  La  apertura  de  la  correspon<lencia  se 
hará  constar  por  diligencia,  en  la  que  se  referirá 
cuánto  en  aquella  hubiese  ocurrido. 

Esta  diligencia  será  firmada  por  el  Juez  instruc- 
tor, el  Secretario  y demás  asistentes. 

TITULO  IX 

DE  LAS  FIANZAS  Y EMBARGOS  (1). 

Art.  589.  Cuando  del  sumario  resulten  indicios 
de  criminalidad  contra  una  persona,  se  mandará 
por  el  Juez  que  preste  fianza  bastante  para  ase- 
gurar las  responsabilidades  pecuniarias  que  en  de- 
finitiva.puedan  declararse  procedentes,  decretán  • 
(lose  en  el  mismo  auto  el  embargo  de  bienes  sufi- 
cientes para  cubrir  dichas  responsabilidades,  si  no 
prestare  la  fianza. 

La  cantidad  de  ésta  se  fijará  en  el  mismo  auto  y 
no  podrá  bajar  de  la  tercera  parte  más  de  todo  el 
importe  probable  de  las  responsabilidades  pecu- 
niarias. 

Art.  590.  Todas  las  diligencias  sobre  fianzas  y 
embargos  se  instruirán  en  pieza  separada. 


(1^  Véase  la  nota  al  capítulo  2.“  sobre  embargo  de 
efectos  empeñados  en  los  Montes  de  Piedad. 

Las  tercerías  de  dominio  sobre  bienes  embargados  á 
las  resultas  de  una  causa,  son  cuestiones  de  carácter  ci 
vil,  y de  ellas  deben  conocer  los  Jaeces  de  primera  ius 
tancia  y las  Salas  de  lo  civil  por  los  trámites  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil.  (Circ.  Kisc.  de  81  de  Marzo  de  1889). 
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Art.  591.  La  fianza  podrá  ser  personal,  pigno- 
raticia ó hipotecaria. 

Podrá  constitnirse  en  metálico  6 en  efectos  pn 
blicos  al  precio  de  cotización,  bien  fueren  del  pro 
cesado,  bien  de  otra  persona,  depositándose  en  el 
establecimiento  destinado  al  efecto. 

Serán  también  admisibles,  á juicio  del  Juez  ó 
Tribunal,  las  acciones  y obligaciones  de  ferroca- 
rriles y obras  pdblicas  y demás  valores  mercanti- 
les é industriales  cuya  cotización  en  Bolsa  liaya 
sido  debidamente  autorizada,  los  cuales  se  deposi- 
tarán como  los  anteriores. 

Las  fianzas  sobre  prendas  que  consistan  en  cua- 
lesquiera otros  bienes  muebles  serán  igualmente 
admisibles  á juicio  del  Juez  ó Tribunal,  previa  ta 
sación,  y se  depositarán,  según  su  clase,  de  la  ma- 
nera prescrita  en  los  arts.  600  y 601  (1). 

Art.  502.  Podrá  ser  fiador  personal  todo  espa- 
ñol de  buena  conducta  y avecindado  dentro  del  te- 
rritorio del  Tribunal,  que  esté  en  el  pleno  goce  de 
-los  derechos  civiles  y políticos  y venga  pagando 
Con  tres  años  de  anterioridad  una  contribución  di- 
recta, al  menos  de  50  pesetas  anuales,  procedente 
de  bienes  inmuebles  de  su  propiedad  personal,  ó de 
100  por  razón  de  subsidio  con  establecimiento 
abierto. 

No  se  admitirá  como  fiador  al  que  lo  sea  ó hu- 
biese sido  de  otro  hasta  que  esté  cancelada  la  pri- 
mera fianza,  á no  ser  que  tenga,  á juicio  del  Juez 
ó Tribunal,  responsabilidad  notoria  para  ambas. 

Cuando  se  declare  bastante  la  fianza  personal  se 


(1)-  Según  el  art.  533,  las  disposiciones  de  este  artícu- 
lo y siguientes  h^sta  el  596,  son  aplicables  á las  fianzas 
que  se  ofrezcan  para  obtener  la  libertad  provisional  de 
un  procesado. 
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fijará  también  la  cantidad  deque  el  fiador  ha  de 
responder.  -V' 

Art.  503.  La  fianza  hipotecaria  podrá  sustituir- ' ■ 

se  por  otra  en  metálico,  efectos  públicos  ó valores  ' 
y demás  muebles  de  los  enumerados  en  el  art.  591  ' - 

en  la  siguiente  proporción:  el  valor  de  los  bienes  . 
de  la  hipoteca  será  doble  que  el  del  metálico  seña-  v 
lado  para  la  fianza,  y una  cuarta  parte  más  que  és-  / 
te  el  de  los  efectos  ó valores  al  precio  de  cotiza- 
ción. Si  la  sustitución  se  hiciere  por  cualesquiera  : 
otros  muebles  dados  en  prenda,  deberá  ser  el  valor 
de  éstos  doble  que  el  de  la  fianza  constituida  en  ' - 
metálico. 

Art.  594.  Los  bienes  de  las  fianzas  hipotecaria 
y pignoraticia  serán  tasados  por  dos  peritos  nom-  . 
brados  por  el  Juez  instructor  ó Tribunal  que  co-  ’ 
nozca  de  la  causa,  y los  títulos  de  propiedad  relati- 
vos  á las  fincas  ofrecidas  en  hipoteca  se  examinar 
rán  por  el  Ministerio  fiscal,  debiendo  declararse  su- 
ficientes  por  el  mismo  Juez  ó Tribunal  cuando  así'  ; 
proceda. 

Art.  595.  La  fianza  hipotecaria  podrá  otorgar- 
se por  escritura  pública  ó apud  acta,  librándose  en 
este  último  caso  el  correspondiente  mandamiento 
para  su  inscripción  en  el  Registro  de  la  propiedad. 

Devuelto  el  mandamiento  por  el  Registrador,  se 
unirá  á la  causa.  - 

También  se  unirá  á ella  el  resguardo  que  acredi- 
te el  depósito  del  metálico,  así  como  el  de  los  efec- 
tos públicos  y demás  valores  en  los  casos  en  que 
se  constituya  de  esta  manera  la  fianza. 

Art.  596-  Contra  los  autos  que  el  Juez  dicte 
calificando  la  suficiencia  de  las  fianzas  procederá 
el  recurso  de  apelación. 

Art.  597.  Si  en  el  día  siguiente  al  de  la  notifi- 
cación del  auto  dictado  con  arreglo  á lo  dispuesto 
en  el  art.  589  no  se  prestase  la  fianza,  se  procederá 


Cu  cr  (X 


lio  ei  procesado 
liento  á sn  miij 
lonas  qne  se  en 

re  ninguna,  ó si 
do  ó apoderado  en  su  cas 
ienes,  se  procederá  á emb 
de  la  pertenencia  del  proce 
en  establecido  en  el  art. 
ianiiento  civil,  y bajo  la  pn: 
los  artículos  1.448  y 1.4^ 

do  señalaren  bienes  y el  a 
Lcer  el  embargo  creyere  qv 
ificientes,  embargará  ademi 
Barios,  sujetándose  á lo  pr 
terior. 

í's  embargados  cone 
lúblicos,  valores  me 
bles,  alhajas  de  oro, 
11  según  los  casos  < 
1 Banco  de  Kspaña 
niento  público  dest 
Bs  muebles  se  entrej 
ario,  por  el  encarga^ 
no  con  casa  abierta 


la  diligencia  del  r( 
los  bienes  á dispof 
conozca  de  la  causa, 
ti  dad  para  cuyo  afi 
embargo,  sin  perjuic 
al  en  oue  pudiere  inc 


220 

El  depositario  podrá  recoger  y conservar  en  su  íj 
poder  los  bienes  embargados  ó dejarlos,  bajo  su  > 
responsabilidad,  en  el  domicilio  del  procesado. 

Art.  001,  Si  los  bienes  embargados  fueren  se«  i, 
movientes,  se  requerirá  al  procesado  para  que  ma- 
nifieste si  opta  porque  se  enajenen  ó porque  se 
conserven  en  depósito  y administración. 

Si  optare  por  la  enajenación,  se  procederá  á la 
venta  en  pública  subasta,  previa  tasación,  hasta  > 

cubrir  la  cantidad  señalada,  que  se  depositará  en  - 

el  establecimiento  público  destinado  al  efecto.  - ^ 

Si  optare  por  el  depósito  y administración,  se 
nombrará  por  el  Juez  un  depositario-administra- 
dor, que  recibirá  los  bienes  bajo  inventario  y se  “ 
obligará  á rendir  al  Juzgado  cuenta  justificada  de  - / 
sus  gastos  y productos,  cuando  se  le  mande  (1). 

Art.  602.  El  depositario-aduiinistrador  cuidará  . 
de  que  los  semovientes  den  los  productos  propios 
de  su  clase  con  arreglo  á las  circunstancias  del  . 
país,  y procurará  su  conservación  y aumento. 

Si  creyere  conveniente  enajenar  todos  ó algunos 
semovientes,  pedirá  al  Juzgado  la  correspondiente 
autorización. 

Se  enajenarán,  aun  contra  la  voluntad  del  proce-  . . 
sado  y la  opinión  del  depositario-administrador, 
siempre  que  los  gastos  de  administración  y con-  ' - 
servación  excedan  de  los  productos  que  dieren,  á 
menos  que  el  pago  de  dichos  gastos  se  asegure  por 
el  procesado  ú otra  persona  á su  nombre. 

Art.  603.  Cuan(io  se  embarguen  bienes  inmue- 
bles, el  Juez  determinará  si  el  embargo  ha  de  ser 
ó no  extensivo  á sus  frutos  y rentas. 

Art-  604.  Cuando  se  decrete  el  embargo  de 


(1)  Contra  este  nombraraiento  no  se  da  el  recurso  de 
casación.  (S.  20  Nov.  1883). 
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bienes  inmuebles,  se  expedirá  mandamiento  para 
que  se  haga  la  anotación  prevenida  en  la  I.ey  Hi- 
potecaria. 

Art.  ()05-  Si  se  embargaren  sementeras,  pue- 
blas, plantíos,  frutos,  rentas  y otros  bienes  seme- 
jantes, podrá  el  Juez  decretar,  si  atendidas  las  (dr- 
cunstancias  lo  creyere  conveniente,  que  continúe 
administrándolos  el  procesado,  por  sí  ó por  medio 
de  la  persona  que  designe,  en  cuyo  caso  nombrará 
un  interventor. 

En  el  caso  de  que  el  procesado  manifestare  no 
querer  administrar  por  sí,  ó de  que  el  Juez  no  es- 
timare conveniente  confiarle  la  administración,  se 
nombrará  persona  que  se  encargue  de  ella,  pudien 
do  en  este  caso  designar  el  procesado  un  interven- 
tor de  su  confianza. 

Art,  606.  'El  Juez  determinará  bajo  su  respon- 
sabilidad si  el  administrador  ha  de  afianzar  el  buen 
cumplimiento  del  cargo  y el  importe  de  la  fianza 
en  su  caso. 

Art.  607.  El  administrador  tendrá  derecho  á 
una  retribución: 

1.0  Del  1 por  100  sobre  el  proilucto  líquido  de 
la  venta  de  frutos. 

2.0  Del  6 por  100  sóbrelos  productos  líquidos 
de  la  administración  que  no  procedan  de  la  causa 
expresada  en  el  párrafo  anterior. 

Si  no  se  enajenaren  bienes,  ó no  hubiere  produc- 
tos líquidos,  el  Juez  señalará  el  premio  que  haya 
de  percibir  el  administrador,  según  la  costumbre 
del  pueblo  en  que  la  administración  se  ejerza, 

Art.  608.  El  administrador  pondrá  en  conoci- 
miento del  interventor  los  actos  administrativos 
que  se  proponga  ejecutar,  y si  éste  no  los  creyere 
convenientes,  le  hará  las  observaciones  oportunas. 

Pero  si  el  administrador  insistieiíí  en  llevar  á 
efecto  los  a(  tos  administrativos  á que  se  hubiese 
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opuesto  el  interventor,  dará  éste  cuenta  al  Juez- 
quien  resolverá  lo  más  conveniente. 

. Art.  609.  Cuando  el  administrador  no  hubiese 
(lado  fianza,  el  interventor  tendrá  una  de  las  llaves 
del  local  ó arca  en  que  se  custodien  los  frutos  ó sé 
deposite  el  precio  de  su  venta;  ó adoptará  el  Juez 
las  medidas  que  creyere  convenientes  para  evitar 
todo  perjuicio. 


Art.  610.  Si  el  embargo  consistiere  en  pensio- 
nes ó sueldos,  se  pasará  oficio  á quien  hubiere  de 
satisfacerlos,  para  que  retenga  la  cuarta  parte  de- 
la  cantidad  real  que  perciba,  si  la  pensión  ó sueldo 
no  llegare  á dos  mil  pesetas  anuales;  la  tercera, 
desde  dos  mil  á cuatro  mil  quinientas  p.eseta8  anua- 
les; y la  mitad,  si  excediere  de  esta  suma. 

Se  alzará  la  retención  luego  que  quede  cubierta 
la  cantidad  mandada  afianzar. 

Art.  611.  Si  durante  el  curso  del  juicio  sobre- 
vinieren motivos  bastantes  para  creer  que  las  res- 
ponsabilidades pecuniarias  que  en  definitiva  pue- 
dan exigirse  excederán  de  la  cantidad  prefijada  pa- 
ra asegurarlas,  se  mandará  por  auto  ampliar  la 
fianza  ó embargo. 

Art.  612.  También  se  dictará  auto  mandando 
reducir  la  fianza  y el  embargo  á menor  cantidad 
que  la  prefijada,  si  resultasen  motivos  bastantes 
}>ara  creer  que  la  cantidad  mandada  afianzar  es  su- 
perior á las  responsabilidades  pecuniarias  que  en 
definitiva  pudieren  imponerse  al  procesado. 

Art.  613.  Cuando  llegue  el  caso  de  tener  que 
hacer  efectivas  las  responsabilidades  pecuniarias  á 
<iue  se  refiere  este  título,  se  {>ro(íederá  de  la  mane- 


ra pres(;rita  en  el  art.  636. 

Art.  614,  Eln  todo  lo  que  no  esté  previsto  en 
este  título,  los  Jueces  y Tribunales  aplicarán  lo 
dispue.sto  en  la  legislación  civil  sobre  fianzas  y em- 
bargos. 


> f DB  LA  REePON{«ABILII>Al>  CITlh  DE  TERCERAS  PERSONAS 

’f"'  " ‘ 


Art.  615.  Guando  en  la  instrucción  del  sumario 
aparezca  indicada  la  existencia  de  la  responsabili- 
dad civil  de  un  tercero  con  arreglo  á los  artículos 
respectivos  del  Código  penal,  ó por  haber  partici- 
pado alguno  por  título  lucrativo  de  los  efectos  (íel 
delito,  el  Juez,  á instancia  del  actor  civil,  exigirá 
físnza  á la  persona  contra  quien  resulte  la  respon- 
sabilidad, ó en  su  defecto  embargará  con  arreglo  á 
lo  dispuesto  en  el  tít.  IX  de  este  libro  los  bienes 
que  sean  necesarios  (1). 

Art.  616.  La  persona  á quien  se  exigiere  la 
fianza  ó cuyos  bienes  fueren  embargados  podrá, 
^ durante  el  sumario,  manifestar  por  escrito  las  ra- 
zones que  tenga  para  que  no  se  la  considere  civil- 
mente responsable,  y las  pruebas  que  pueda  ofre- 
cer para  el  mismo  objeto. 

Art.  617.  El  Juez  dará  vista  del  escrito  á la 
parte  á quien  interese,  y ésta  lo  evacuará  en  el  tér- 
mino de  tres  días,  proponiendo  también  las  prue- 
bas que  deban  pra(dicarse  en  apoyo  de  su  preten- 
sión. 

Art.  618.  Seguidamente  el  Juez  decretará  la 
práctica  de  las  pruebas  propuest.as,  y resolverá  so- 
i)re  las  pretensiones  formuladas  siempre  que  pu- 


(1)  En  el  Código  penal  determinan  los  artículos  19  á 
21  qué  personas  son  subsidiariamente  responsables  de  la 
devolución  de  la  cosa  objeto  del  delito,  reparación  del  da- 
ño causado  ó indemnización  de  perjuicios:  y el  128  del 
misino  sanciona  en  todo  caso  la  obligación  de  restituir 
los  efectos  de  un  hecho  punible  adquiridos  ,i  título  lu- 
. crativo. — La  renuncia  expresa  de  la  parte  ofendida  en  lo 
que  á su  interés  privado  corresponde,  extingue  la  res- 
ponsabilidad civil.  (S.  21  Junio  1872). 
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diere  hacerlo  sin  retraso  ni  perjuicio  del  objeto 
principal  de  la  instrucción. 

Art.  619.  Para  todo  lo  relativo  á la  responsa- 
bilidad civil  de  un  tercero  y á los  incidentes  á que 
diere  lugar  la  ocupación  y en  su  día  la  restitución 
de  cosas  que  se  hallaren  en  su  poder,  se  formará 
pieza  separada,  pero  sin  que  por  ningún  motivo  sé 
entorpezca  ni  suspenda  el  curso  de  la  instrucción. 

Art.  620.  Lo  dispuesto  en  los  artículos  ante- 
riores se  observará  también  respecto  á cualquiera 
pretensión  que  tuviere  por  objeto  la  restitución  á 
su  dueño  de  alguno  de  los  efectos  é instrumentos 
del  delito  que  se  hallaren  en  poder  de  un  tercero. 

La  restitución  á su  dueño  de  los  instrumentos  y 
o-bjetos  del  delito  no  podrá  verificarse  en  ningún 
caso  hasta  después  que  se  haya  celebrado  el  juicio 
oral,  excepto  en  el  previsto  en  el  artículo  844  de  es 
ta  ley. 


Art.  621.  Los  autos  dictados  en  estos  inciden- 
tes se  llevarán  á efecto,  sin  perjuicio  de  que  las 
partes  á quienes  perjudiquen  puedan  reproducir 
sus  pretensiones  en  el  juicio  oral,  ó de  la  acción  ci- 
vil correspondiente,  que  podrán  entablar  en  otro 
caso. 


TITULO  XI 


DE  LÁ  CONCLUSIÓN  DEL  SUMARIO  Y DEI.SOBKKSKIMIKNTO 

CAPITULO  PRIMERO 
De  la  conclusión  del  sumario. 

Art.  622,  Practicadas  las  diligencias  decreta- 
das de  oficio  ó á instancia  de  parte  por  el  Juez  ins- 
tructor, si  éste  considerase  terminado  el  sumario, 
lo  declarará  así,  mandando  remitir  los  autos  y las 
piezas  de  convicción  al  Tribunal  competente  para 
conocer  del  delito. 
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Cuando  no  haya  acusador  privado  y el  Ministe- 
rio fiscal  considere  que  en  el  sumario  se  han  reu- 
nido los  suficientes  elementos  para  hacer  la  califi- 
cación de  los  hechos  y poder  entrar  en  el  trámite 
del  juicio  oral,  lo  hará  presente  al  Juez  de  instruo 
ción  para  que  sin  más  dilaciones  se  remita  lo  ac- 
tuado al  Tribunal  competente. 

Art.  623,  Tanto  en  uno  como  en  otro  caso  se 
notificará  el  auto  de  conclusión  del  sumario  al  que- 
rellante particular  si  le  hubiese  aun  cuando  sólo 
tenga  el  carácter  de  actor  civil,  al  procesado  y á 
las  demás  personas  contra  quienes  resulte  respon- 
sabilidad civil,  emplazándoles  para  qce  comparez- 
can ame  la  respectiva  Audiencia  en  el  término  de 
diez  días,  ó en  el  de  quince  si  el  emplazamiento  fue- 
se ante  el  Supremo.  A la  vez  se  pondrá  en  conoci- 
miento del  Ministerio  fiscal  cuando  la  causa  verse 
sobre  delito  en  que  tenga  intervención  por  razón 
de  su  cargo  (1). 

Art.  024.  Si  el  Juez  instructor  reputare  falta  el 
hecho  que  hubiese  dado  lugar  al  sumario,  manda- 
rá remitir  el  proceso  al  Juez  municipal,  consultan- 
do el  auto  en  que  así  lo  acuerde  con  el  Tribunal 
superior  competente. 

Art.  025.  Así  que  sea  firme  el  auto  por  haber- 
le aprobado  dicho  superior  Tribunal,  ó por  haber- 
se desestimado  el  recurso  de  casación  que  en  su 
caso  haya  podido  interponerse,  se  emplazará  á las 
partes  para  que  en  el  término  de  cinco  días  com- 
parezcan ante  el  Juez  municipal  á quien  correspon- 
da su  conocimiento. 

üecibidos  los  autos  por  el  Juez  municipal,  se 
sustanciará  el  juicio  con  arreglo  á lo  dispuesto  en 
el  libro  VI  de  esta  ley. 


(1)  V.  el  art  118  y la  Circ.  del  Pres.  del  Trib.  Supre- 
mo de  14  Jul.  1883. 


Lby  db  Enj  crimínal 
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Art.  626.  Fuera  de  los  casos  previstos  en  los 
dos  artículos  anteriores,  el  Tribunal  que  reciba  los  'J?? 
juitos  y piezas  de  convicción  mandará  pasarlos  al  . í 
Ponente  por  el  tiempo  que  falte  para  cumplir  el  iÁ 
término  del  emplazamiento,  abriendo  antes  los  ' x'- 
pliegos  y demás  objetos  cerrados  y sellados  que 
hubiere  remitido  el  Juez  de  instrucción. 

De  la  apertura  se  extenderá  acta  por  el  Secreta- 
rio,  en  la  cual  se  hará  constar  el  estado  en  que  se 
hallaren. 

''■A 

Art.  627.  Transcurrido  dicho  término,  se  pasa- 
rán  para  instrucción  por  otro,  que  no  bajará  de  tres 
días  ni  excederá  de  diez  según  el  volumen  del  pro-  v 
ceso,  al  Ministerio  tiscai,  si  la  causa  versa  sobre  de  - 
lito  en  que  deba  tener  intervención,  y después  al 
Procurador  del  querellante  si  se  hubiese  personado.  - 

Si  la  causa  excediere  de  mil  folios,  podrá  prorro-  - 
garse  el  término,  sin  que  en  ningún  caso  pueda  ex- 
ceder  la  prórroga  de  otro  tanto  más.  - ; 

Al  ser  devuelta,  se  acompañará  escrito  confor- 
Miándose  con  el  auto  del  inferior  que  haya  declara-  i 
do  terminado  el  sumario,  ó pidiendo  la  práctica  de  4: 
nuevas  diligencias.  ^ 

Art.  628.  Devuelta  la  causa  ó recogida  de  po- 
der  del  último  que  la  hubiere  recibido,  se  pasará 
inmediatamente  al  Ponente  con  los  escritos  pre-  .. 
sentados  por  término  de  tres  días.  j 

Art.  62í).  El  Tribunal,  al  mandar  entregar  la 
causa,  dispondrá  lo  que  considere  conveniente  pa- 
ra que  el  Fiscal  ó el  querellante  en  su  caso  puedan 
examinar  la  correspondencia,  libros,  papeles  y de 
más  piezas  de  convi(;ción  sin  peligro  de  alteración 
en  su  estado. 

Art.  660,  Transcurrido  el  plazo  del  artículo62fi, 
el  Tribunal  dicdará  auto  confirmando  ó revocando 
el  del  Juez  de  instrucción  (1). 

(l)  En  sentir  de  la  Fiscalía  del  Tribunal  Supremo,  el 
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db  i.a  conclusión  del  sumario 

Art.  631.  Si  se  revocare  dicho  auto,  se  manda- 
rá devolver  el  proceso  al  Juez  que  lo  hubiere  re- 
mitido, expresando  las  diligencias  que  hayan  de 
practicarse. 

Se  devolverán  también  las  piezas  de  convicción 
que  el  Tribunal  considere  necesarias  para  la  prác- 
tica de  las  nuevas  diligencias. 

Art.  632.  Si  fuere  confirmado  el  auto  declaran- 
do terminado  el  sumario,  se  mandará  traer  la  cau 
sa  á la  vista  con  citación  del  Ministerio  fiscal  cuan- 
do intervenga  en  la  causa,  y del  Procurador  del 
querellante  particular  si  lo  hubiere  (1). 

Art.  683.  P3l  Tribunal  dictará  auto,  dentro  de 
los  tres  días  siguientes  al  de  la  vista,  mandando 
abrir  el  juicio  oral  ó sobreseyendo  (2). 

CAPITULO  II 
Del  sobreseimiento  (3). 

Art.  634.  El  sobreseimiento  puede  ser  libre  ó 
provisional,  total  ó parcial. 


Tribunal  puede  declarar  la  revocación  del  auto  de  con- 
clusión del  sumario,  acordando  además  la  práctica  de  di- 
ligencias por  el  mismo  determinadas,  aun  cuando  el  dic- 
tamen fiscal  fuera  favorable  á la  confirmación  de  dicho 
auto.  (Mem.  Fisc.  de  1884,  5 " consulta). 

(1)  Véanse  las  circulares  de  la  Presidencia  y Fiscalía 
dei  Tribunal  Supremo  de  14  Julio  y 2 Nov.  1883.  — Para 
la  apertura  del  juicio  es  indispensable  que  resulte  algu- 
ila  persona  procesada,  y no  existiendo  auto  de  procesa- 
miento, el  juicio  no  puede  abrirse.  (S.  19  Dic.  1884). 

(2)  Lo.s  autos  de  sobreseimiento  dictados  por  los  Tri- 
bunales, ponen  definitivo  término  á la  contienda  crimi- 
nal. (S.  18  Mar.  1897).— La  infracción  de  este  artículo  no 
da  lugar  al  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de 
forma.  (S  13  Jul.  1897). 

'‘S)  Los  artículos  que  forman  este  capítulo  son  com- 
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Si  fuera  el  sobreseimiento  parcial,  se  mandará' 
abrir  el  juicio  oral  respecto  de  los  procesados  ^ 
quienes  no  favorezca.  ♦ 

Si  fuere  total,  se  mandará  que  se  archiven  la  cau- 
sa y piezas  de  convicción  que  no  tengan  dueño  co- 
nocido, después  de  haberse  practicado  las  diligen- 
cias necesarias  para  la  ejecución  de  lo  mandado  (l). 

Art.  035.  Las  piezas  de  convicción  cuyo  dueño 
fuere  conocido  continuarán  retenidas,  si  un  terce- 
ro lo  solicitare,  hasta  que  se  resuelva  la  acción  ci- 
vil que  se  propusiere  entablar.  ■ 

plemento  (le  lo  que  dispone  el  633.— Según  declaración 
hecha  por  el  Tribunal  Supremo,  entre  otras,  en  senten- 
cia de  12  de  Julio  de  1884,  los  autos  de  sobreseimiento 
no  exigen  la  declaración  determinada  de  hechos  proba 
dos.— La  falta  de  procesado  hace  imposible  la  apertura 
del  juicio.  (S.  29  Nov  1884). — La  apertura  del  juicio  re- 
quiere de  una  parte,  como  es  propio  del  sistema  acusato- 
rio, en  principio,  aunque  no  en  absoluto,  preferido  en  la 
ley  vigente,  una  acusación  decidida  á entrar  en  él,  y-de 
otra,  cual  piden  los  naturales  términos  de  juicio,  un  pre-, 
sunto  reo  contra  quien  se  dirija,  designado  concreta  y 
previamente  por  el  Juez  instructor,  por  sí  ó por  acuerdo 
del  Tribunal  del  juicio,  á virtud  de  los  recursos  estable- 
cidos ó en  los  trámites  fijados,  y no  dependiente  de- la 
mera  voluntad  del  acusador,  á cuya  voluntad  no.aban- 
dona  así  la  ley  la  libertad  civil  de  los  ciudadanos,  con- 
fiada á la  Autoridad  judicial,  como  lo  estaría  si,  á pesar 
de  la  resistencia  y negativa  de  ésta,  cuyas  resoluciones 
llevan  la  presunción  de  rectitud  y de  justicia,  le  fuera 
permitido  someter  á juicio  á quien  quisiera,  con  arries* 
gar  las  remotas  consecuencias  de  un  acto  y relaciontír 
sin  razón  con  uno  de  apariencia  criminal  los  inocentea 
de  personas  determinadas.  (S.  19  Dic.  1884). 

(1)  Dictado  el  sobreseimiento  libre,  no  hay  medio  de 
volver  el  sumario  al  período  de  instrucción,  cuando  no 
hay  procesado,  ni  podría  surtir  efectos  la  apertura  dal 
juicio,  faltando  el  sujeto  pasivo  que  habría  de  presenciar 
la  contienda  y ser  objeto  de  la  sentencia.  (S.  24  Dicienor 
bre  1889). 
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En  este  caso,  si  el  Tribunal  accediere  á la  reten- 
ción, fijará  el  plazo  dentro  del  cual  habrá  de  acre- 
ditarse que  la  acción  se  ha  entablado. 

Transcurrido  el  plazo  que  se  fije  según  lo  dis- 
puesto en  el  párrafo  anterior  sin  haberse  acredi- 
tado el  ejercicio  de  la  acción  civil,  ó si  nadie  hu- 
biere reclamado  que  continúe  la  retención  de  las 
piezas  de  convicción,  serán  devueltas  éstas  á sus 
dueños. 

Se  reputará  dueño  el  que  estuviere  poseyendo  la ' 
cosa  al  tiempo  de  incautarse  de  ella  el  Juez  de 
instrucción. 

Art.  636.  Contra  los  autos  de  sobreseimiento 
sólo  procederá  en  su  caso  el  recurso  de  casación  (1). 

Art.  637.  Procederá  el  sobreseimiento  libre: 


(1)  Según  la  doctrina  sentada  por  la  Sala  2/  del  Tri- 
bunal Supremo  en  sus  sentencias  de  29  de  Noviembre 
de  1884  y otras  posteriores,  el  recurso  de  casación,  ha- 
biendo de  recaer  sobre  la  parte  dispositiva  de  los  acuer- 
dos contra  que  se  da,  no  puede  extenderse  á aquellos 
que  la  ley  atribuye  exclusivamente  al  Juez  instructor, 
y en  su  caso  al  Tribunal  superior,  como  son  los  que  se 
refieren  á la  apreciación  de  los  méritos  que  arroje  el  su- 
mario para  declarar  ó no  el  procesamiento  de  la  persona 
contra  quien  se  dirige,  contra  cuyos  acuerdos  la  ley  es- 
tablece recursos  que,  no  utilizados,  hacen  firme  y ejecu- 
torio el  auto  de  terminación  del  sumario  en  cuanto  á lo 
actuado  hasta  entonces  — En  este  concepto  el  recurso  de 
casación  no  alcanza  á provocar  la  prosecución  de  un  su- 
mario concluso  ni  á constituir  proceso  y abrir  juicio  sin 
presunto  culpable,  á lo  que  equivaldría  casar  el  sobresei- 
miento libre  dictado  sin  previa  declaración  de  procesa- 
miento y acordar  la  apertura  del  juicio,  únicos  términos 
legales  á que  puede  contraerse  en  este  caso  la  decisión 
de  dicha  óala.  (S.  28  Feb.  1885).— Según  repetidas  deci- 
siones del  Tribunal  Supremo,  no  puede  abrirse  el  juicio 
después  de  declararse  sin  reclamación  terminado  un  su- 
mario en  que  no  haya  persona  procesada.  (S.  19  Noviem- 
bre 1885). 
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1.0  Cuando  no  existan  indicios  racionales 

haberse  perpetrado  el  hecho  que  hubiere  dado  md-yí 
tivo  á la  formación  de  la  causa  (1).  '^1 

2.0  Cuando  el  hecho  no  sea  constitutivo  de  de- 


lito  (2). 

3/'  Cuando  aparezcan  exentos  de  responsabili- 
dad criminal  los  procesados  como  autores,  cómpli- 
ces ó encubridores  (3). 

Art.  638*  En  los  casos  l.o  y 2.o  del  artículo  an- 
terior podrá  declararse,  al  decretar  el  sobresei- 
miento, que  la  formación  de  la  causa  no  perjudica 
á la  reputación  de  los  procesados. 

Podrá  también,  á instancia  del  procesado,  reser- 
varse á éste  su  derecho  para  perseguir  ah  quere- 
llante como  calumniador  (4). 


(1)  Cuando  resulte  del  sumario  haberse  cometido  un 

delito,  pero  se  hayan  desvanecido  por  completo  los  indi- 
cios de  criminalidad  que  motivaron  el  procesamiento  de.- 
una  persona,  debe  sobreseerse  provisionalmente.  (Memo-- 
ria  Fiscal  de  l883,  núm  31)  — En  los  casos  á que  se  re- 
fiere este  número  y el  siguiente,  podrá  el  Tribunal,  de 
oficio  ó á instancia  de  parte,  reservar  los  derechos  que 
puedan  asistir  al  denunciado,  ó declarar  que  la  querella 
es  calumniosa,  mandando  proceder  contra  el  responsa- 
ble. (S.  30  Abril  1896).  ' 

(2)  Véase  en  la  nota  al  art.  645,  la  sentencia  de  19  de  • 
Mayo  de  189*7. — No  es  aplicable  este  precepto  cuando  los 
hechos  con.signados  en  un  auto  ofrecen  caracteres  de  de- 
lito que  pueden  recibir  ó no  confirmación  en  el  desarrollo 
del  juicio  oral.  (S.  28  Octubre  1895). 

(3)  No  procede  el  sobreseimiento  libre,  cuando  el  he- 

cho y)resenta  caracteres  justiciables  que  podrán  determi- 
nar.se  más  ó desvanecerse  en  el  juicio  correspondiente. 
(S.  22  Mar.  1888)  —Tratándose  de  un  supuesto  delito  de 
falsedad,  aunque  no  exista  la  menor  prueba  de  culpabili- 
dad, debe  abrirse  el  juicio  si  hay  parte  que  lo  solicita, 
(S.  23  Ab.  1888).  ' / ’ 

(4)  La  negativa  de  las  reservas  que  autoriza  este  ar-  \ 
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El  Tribunal  podrá  igual  mente  mandar  proceder 
de  oficio  contra  el  querellante  con  arreglo  á lo  dis- 
puesto én  el  Código  penal  (1). 

Art.  639.  En  el  caso  2 ^ del  art.  637,  si  resulta- 
re que  el  hecho  constituye  una  falta,  se  mandará 
remitir  la  causa  al  Juez  municipal  competente  pa- 
ra la  celebración  del  juicio  que  corresponda. 

Art.  640.  En  el  caso  3.®  del  art.  637,  se  limita- 
rá el  sobreseimiento  á los  autores,  cómplices  ó en- 
cubridores que  aparezcan  indudablemente  exentos 
de  responsabilidad  criminal,  continuándose  la  cau- 
sa respecto  á los  demás  que  no  se  hallen  en  igual 
caso.  Es  aplicable  á los  procesados  á quienes  se  de- 
clare exentos  de  responsabilidad  lo  dispuesto  en  el 
art.  638. 

Art.  641.  Procederá  el  sobreseimiento  provi- 
sional: 

1.0  Cuando  no  resulte  debidamente  justificada 
la  perpetración  del  delito  que  haya  dado  motivo  á 
la  formación  de  la  causa. 

2.0  Cuando  resulte  del  sumario  haberse  come- 
tido un  delito  y no  haya  motivos  suficientes  para 
acusar  á determinada  ó determinadas  personas  co- 
mo autores,  cómplices  ó encubridores  (2). 

Art.  642.  Cuando  el  Ministerio  fiscal  pida  el 
sobreseimiento  de  conformidad  con  lo  dispuesto  en 
los  arts.  637  y 641,  y no  se  liubiere  presentado  en 
la  causa  querellante  particular  dispuesto  á soste- 
ner la  acusación,  podrá  el  Tribunal  acordar  que  se 
haga  saber  la  pretensión  del  Ministerio  fiscal  á los 
interesados  en  el  ejercicio  de  la  acción  penal  para 


tículo,  no  es  motivo  de  casación  por  infracción  de  ley. 
(S.  6 Feb.  1890). 

(1)  V.  el  art.  840  del  Código  penal,  último  apartado. 

(2)  Después  de  abierto  el  juicio,  si  se  retira  la  acusa- 
ción, puede  dictarse  el  sobreseimiento  provisional.  (S.  de 
5 Jul.  T888). 
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que  dentro  del  término  prudencial  que  se  les  seña-  - > A; 
le  comparezcan  á defender  su  acción  si  lo  conside-  - /.% 
ran  oportuno. 

Si  no  comparecieren  en  el  término  fijado,  el  Tri-  ;; 
bunal  acordará  el  sobreseimiento  solicitado  por  el 
Ministerio  fiscal. 

Art.  G43.  Cuando  en  el  caso  á que  se  refiere  el 
artículo  anterior  fuere  desconocido  el  paradero  de  . ' ^ 
los  interesados  en  el  ejercicio  de  la  acción  penal, 
se  les  llamará  por  edictos  que  se  publicarán  á las  • ' 
puertas  del  Tribunal  mismo,  en  los  periódicos  de 
la  localidad  ó en  los  de  la  capital  de  la  provincia,  y : 
podrán  publicarse  también  en  la  Gaceta  de  Madrid,  ' ; f: 

Transcurrido  el  término  del  emplazamiento  sin  : 
comparecer  los  interesados  se  procederá  coipo  pre- 
viene  el  artículo  anterior.  H 

Art.  644.  Cuando  el  Tribunal  conceptúe  impro^  V< 
cedente  la  petición  del  Ministerio  fiscal  relativa  al  \ 
sobreseimiento  y no  hubiere  querellante  particular 
que  sostenga  la  acción,  antes  de  acceder  al  sobre-¿u 
seimiento  podrá  determinar  que  se  remita  la  causa 
al  Fiscal  de  la  Audiencia  territorial  respectiva  si ' 
se  sigue  en  una  Audiencia  de  lo  criminal,  ó al  del  < 
Supremo  si  se  sustancia  ante  una  Audiencia  terri-  ' 
torial,  para  que,  con  conocimiento  de  su  resultado,  , • , 
resuelvan  uno  ú otro  funcionario  si  procede  ó no 
sostener  la  acusación.  El  Fiscal  consultado  pondrá  " ■ 
la  resolución  en  conocimiento  del  Tribunal  consul- 
tante con  devolución  de  la  causa  (1). 

Art.  645.  Si  se  presentare  querellante  particu- 
lar á sostener  la  acción  ó cuando  el  Ministerio  fis- 
cal opine  que  procede  la  apertura  del  juicio  oral,  . 
podrá  el  Tribunal,  esto  no  obstante,  acordar  el  ^o- 


(1)  Respecto  de  la  aplicación  de  este  artículo  á casos 
análogos,  véase  la  ampliación  en  el  tomo  complemen- 
tario. 
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breseiraiento  á que  se  refiere  el  nfiinero  sep^undo 
del  artículo  637  si  así  lo  estima  procedente. 

En  cualquier  otro  caso  no  podrá  prescindir  de  la 
apertura  del  juicio  (^I). 

TITULO  XU 

DISPOSICIONKS  GENERALES  REFERENTES  Á LOS 
ANTERIORES  TÍTULOS 

Art.  646*  Además  de  los  testimonios  de  ade- 
lantos de  las  causas  que  el  Juez  instructor  está 
obligado  á dirigir  al  Fiscal  de  la  respectiva  Au- 
diencia, deberá  remitirle  también  testimonio  espe- 
cial de  todas  las  providencias  ó autos  apelables,  ó 
que  se  refieran  á diligencias  periciales  ó de  reco- 
nocimiento que  le  interese  conocer  para  el  ejerci- 
cio de  su  derecho  como  parte  acusadora,  cuando  no 
pueda  notificárselos  directamente,  sin  que  por  esto 
se  suspenda  la  práctica  de  dichas  diligencias,  á no 
ser  que  el  Fiscal  se  hubiese  reservado  anticipada- 


(1)  Siempre  que  haya  en  una  causa  parte  dispuesta 
á sostener  la  acción  criminal,  sólo  puede  el  Tribunal  res- 
pectivo acordar  el  sobreseimiento  libre,  al  tenor  de  lo 
prevenido  en  el  art.  645  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  cri- 
minal, en  relación  con  el  núm.  2.*’  del  637,  cuando  el 
hecho  sobre  que  aquélla  versa  no  sea  constitutivo  de  de- 
lito. (S.  5 Jun.  1884).— Es  improcedente  el  sobreseimien- 
to libre  habiendo  parte  acusadora  dispuesta  á sostener 
su  acción,  y presentando  el  hecho  caracteres  de  delito. 
(S.  11  Jul.  y 14  0c.  1887,  y 23  Ab.  1888).— Sólo  podrán 
prescindir  los  Tribunales  de  la  apertura  del  juicio  cuando 
ios  hechos  objeto  del  mismo  no  sean  constitutivos  de  de- 
lito. (S.  10  Febrero  1897). — Lo  prescrito  en  este  artículo, 
no  se  opone  en  modo  alguno  á que  el  Tribunal  resuelva 
que  los  hechos  no  son  constitutivos  de  delito,  y puede 
acordar  el  sobreseimiento.  (8.  19  Mayo  1897). 
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mente  el  derecho  de  intervenir  en  ellas,  y no  se 
irrogase  perjuicio  de  la  suspensión. 

Art.  647.  El  término  de  la  apelación  para  eV 
Fiscal  que  no  esté  en  el  mismo  lugar  del  Juez  ins- 
tructor, empezará  á contarse  desde  el  siguiente  día 
al  en  que  reciba  el  testimonio  de  la  providencia  ó 
auto  apelables.  El  recurso  se  interpondrá  por  medio, 
de  escrito  dirigido  al  Juez  con  atenta  comunica- 
ción (1). 

De  todos  modos  acusará  recibo  al  Juez  instruc- 
tor de  los  testimonios  de  esta  clase  en  el  mismo 
día  que  los  recibiere. 

Art.  648.  Los  Fiscales  llevarán  un  registro  para 
anotar  los  partes  de  formación  de  causa  que  reci- 
ban, los  testimonios  de  adelantos  más  notables 
que  se  le  remitan  por  los  Jueces  instructores,  es- 
pecialmente los  que  expresa  el  art.  646,  y las  con- 
testaciones que  á su  vez  dirijan  á éstos,  ó recursos 
que  interpongan. 


(1)  El  Fiscal,  para  apelar,  según  puede  hacerlo  en- 
conformidad al  artículo  que  anotamos,  no  necesita  suje- 
tarse á la  prescripción  del  artículo  222.  (.M.  del  Fisc.  del 
Trib.  Sup.  de  15  Sep.  1883,  número  34), 


LIBRO  III 


DEL  JUICIO  ORAL 


TITULO  PRIMERO 

DE  LA  CALIFICACIÓN  DEL  DELITO 

Art.  619.  Cuando  se  mande  abrir  el  juicio  oral, 
se  comunicará  la  causa  al  Fiscal,  ó al  acusador  pri- 
mado si  versa  sobre  delito  que  no  pueda  ser  perse- 
guido de  oficio,  para  que  en  el  término  de  cinco 
días  califiquen  por  escrito  los  hechos. 

Dictada  que  sea  esta  resolución  serán  públicos 
todos  los  actos, del  proceso  (1). 

Art.  650.  El  escrito  de  calificación  se  limitará 
á determinar  en  conclusiones  precisas  y nume- 
radas: 

1.0  Los  hechos  punibles  que  resulten  del  su- 
mario. 

2.0  La  calificación  legal  de  los  mismos  hechos, 
determinando  el  delito  que  constituyan. 


(1)  Este  artículo  y los  siguientes  hasta  el  655  son  de 
aplicación  al  juicio  por  jurados,  á tenor  del  art.  35  de  la 
Ley  de  20  de  Abril  de  1888. — Para  la  apertura  y celebra- 
ción del  juicio  oral,  es  requisito  esencial  que  haya  pro- 
cesada alguna  persona  á quien  se  refieran  las  diligencias 
sumariales.  (S.  21  Febrero  1888). 
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3.0  La  participación  que  en  ellos  hubieren  te- i f'- 
nido  el  procesado  ó procesados,  si  fueren  varios,  ií 

4.*’  Los  hechos  que  resulten  del  sumario  y que  í 
constituyan  circunstancias  atenuantes  ó agravan- 
tes  del  cielito  ó eximentes  de  responsabilidad  cri- 
minal. 

5.0  Las  penas  en  que  hayan  incurrido  el  proce- 
sado  ó procesados,  si  fueren  varios,  por  razón  de  ' 
su  respectiva  participación  en  el  delito  (1). 

El  acusador  privado  en  su  caso  y el  Ministerio 
tíscal  cuando  sostenga  la  acción  civil  expresarán 
además: 

1.0  La  cantidad  en  que  aprecien  los  daños  y 

perjuicios  causados  por  el  delito,  ó la  cosa  que  .í 
haya  de  ser  restituida.  ' 

2.0  La  persona  ó personas  que  aparezcan  res- 

ponsables de  los  daños  y perjuicios  ó de  la  restitu-  > 
ción  de  la  cosa,  y el  hecho  en  virtud  del  cual  hu- 
hieren  contraído  esta  responsabilidad.  ^ 

Arte  651e  Devuelta  la  causa  por  el  Fiscal,  se 
pasará  por  igual  término  y con  el  mismo  objeto  al 
acusador  particular,  si  lo  hubiere,  quien  presenta- 
rá el  escrito  de  calificación,  firmado  por  su  Aboga- 
do y Procurador,  en  la  forma  anteriormente  indi- 
cada. 

Si  hubiere  actor  civil  se  le  pasará  la  causa  en 


(1)  No  basta  que  se  diga  que  la  pena  en  que  se  ha 
incurrido  es  tal  y en  qué  grado;  debiéndose  precisar  la 
cuantía  ó duración  de  la  misma  en  la  extensión  en  que 
se  considere  que  exigen  la  participación  de  los  procesa- 
dos y las  circunstancias  del  hecho.  (Mem.  Fiscal  de  1883, 
núm.  3*7). — El  Ministerio  fiscal  puede  utilizar  el  derecho 
de  presentar  conclusiones  alternativas,  sin  que  sirva  de 
obstáculo  para  ello  lo  que  dispone  la  regla  3.*  del  ar-  , 
tículo  142,  pero  debe  economizar  cuanto  sea  posible  uti- 
lizar ese  derecho,  principalmente  en  el  caso  del  art.  732. 
(Mem.  cit.,  núm.  40). 
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cuanto  sea  devuelta  por  el  Fiscal  ó acusador  par- 
ticular para  que  á su  vez,  en  un  término  igual  al 
fijado  en  los  artículos  anteriores  y con  idéntic,a 
formalidad,  presente  conclusiones  numeradas  a(!er- 
ca  de  los  dos  últimos  puntos  del  artículo  prec^e- 
dente. 

Art.  652.  Seguidamente  se  comunicará  la  cau- 
sa á los  procesados  y á las  terceras  personas  civil- 
mente responsables,  para  que  en  igual  término  y 
por  su  orden  manifiesten  también  por  conclusio- 
nes numeradas  y correlativas  á las  de  la  califica- 
ción que  á ellos  se  refiera,  si  están  ó no  conformes 
con  cada  una,  ó en  otro  caso  consignen  los  puntos 
de  divergencia. 

^ Se  les  habilitará  al  efecto  de  Abogado  y Procu- 
rador si  no  los  tuviesen  (l). 

Art.  653.  Las  partes  podrán  presentar  sobre 
cada  uno  de  los  puntos  que  han  de  ser  objeto  de 
la  calificación  dos  ó más  conclusiones  en  forma  al- 
ternativa, para  que  si  no  resultare  del  juicio  la 
procedencia  de  la  primera,  pueda  estimarse  cual- 
quiera de  las  demás  en  la  sentencia. 

Art.  654.  El  Tribunal,  al  mandar  que  se  entre- 
gue la  causa  á las  partes  en  cumplimiento  de  lo 
dispuesto  en  los  artículos  anteriores,  dispondrá  lo 
que  considere  conveniente  para  que  éstas  puedan 


(1)  Constando  que  nombrados  defensores  de  oficio  al 
procesado  se  mostraron  conformes  con  la  calificación  fis- 
cal, pero  acordada  la  ratificación  de  aquél  no  la  prestó  y 
designó  nuevos  defensores,  la  denegación  de  la  solicitud 
de  éstos  para  que  se  les  confiriese  traslado  de  dicha  cali- 
ficación, á fin  de  formular  en  su  vista  lo  que  creyeran 
procedente  y proponer  la  prueba  que  les  interesara,  se 
ajusta  á la  Ley  de  Enjuiciamiento  criminal,  y especial- 
mente  á sus  arts.  652  y 658,  y no  constituye  denegación 
de  prueba  que  hubiera  podido  proponerse.  (S.  12  Mayo 
de  1884). 
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examinar  la  correspondencia,  libros,  papelee  y de- 
más piezas  de  convicción,  sin  peligro  de  alteración 
en  sil  estado. 

Art.  655*  Si  la  pena  pedida  por  las  partes  acu- 
sadoras fuese  de  carácter  correccional,  al  eva- 
cuar la  representación  del  procesado  el  traslado  de 
calificación,  podrá  manifestar  su  conformidad  ab- 
soluta con  aquella  que  más  gravemente  hubiese  ca- 
lificado, si  hubiere  más  de  una,  y con  la  pena  que 
se  le  pida;  expresándose  además  por  el  Letrado  de- 
fensor si  esto  no  obstante  conceptúa  necesaria  la 
continuación  del  juicio. 

Si  no  la  conceptúa  necesaria,  el  Tribunal,  previa 
ratificación  del  procesado,  dictará  sin  más  trámites 
la  sentencia  que  proceda  según  la  calificación  mu- 
tuamente aceptada,  sin  que  pueda  imponer  pena 
mayor  que  la  solicitada. 

Si  ésta  no  fuese  la  procedente  según  dicha  cali- 
ficación, sino  otra  mayor,  acordará  el  Tribunal  la 
continuación  del  juicio. 

También  continuará  el  juicio  si  fuesen  varios  los 
procesados  y no  todos  manifestasen  igual  confor- 
midad. 

Cuando  el  procesado  ó procesados  disintiesen: 
únicamente  respecto  de  la  responsabilidad  civil,  se 
limitará  el  juicio  á la  prueba' y discusión  de  los 
puntos  relativos  á dicha  responsabilidad  (1 ). 


(1)  La  ratificación  del  procesado  en  el  escrito  que  de 
conformidad  con  la  pena  pedida  h lya  presentado  ou  re- 
presentación ha  de  prestarse  ante  la  Audiencia.  (Exp.  del 
l''iscal  del  Trib.  Snp.  15  Sept  1883,  núra.  39). — Cuando 
el  reo  se  conforma  con  la  pr^na  de  arresto  pedida  por  el 
Eiscal,  no  puede  el  Tribunal  á su  arbitrio  imponer  otra 
distinta,  porque  en  este  caso  no  rige  la  facultad  que  le 
reconoce  el  art.  433  del  Código  penal.  (S.  5 Jun.  1889). 

La  sentencia  que  manda  continuar  el  juicio  después  de 
haberse  conformado  el  procesado  y su  uofensa  con  Ib  po* 


Art.  656.  El  Ministerio  fiscal  y las  partes  ma- 
nifestarán en  sus  respectivos  escritos  de  califica- 


ua  correccional  pedida  por  la  acusación,  al  calificar  é im- 
poner otra  mayor,  pena  un  delito  más  grave  que  el  que 
fue  objeto  de  la  acusación,  aun  cuando  el  Fiscal  moditi- 
cara  eu  el  acto  del  juicio  sus  conclusiones,  y procede, 
por  tanto,  el  recurso  de  casación  contra  dicha  sentencia, 
conforme  el  núm.  3.®  del  art  912,  por  infración  de  los  G55 
y 694  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  criminal.  (Ss.  24  En.  y 
12  Mar.  1884). — Cuando  el  Tribunal  hace  uso  de  la  facul- 
tad que  le  da  el  art.  *733,  y la  pena  correccional  solicita- 
da no  es  procedente,  según  la  calificación  aceptada,  aun 
calando  el  procesado  y su  defensa  se  conformen  con  aqué- 
lla, puede  la  sentencia  decretar  otra  ajustada  á la  lev, 
mandando  previamente  continuar  el  juicio.  (S.  15  Diciem- 
bre 1884)  — Cuando  en  la  causa  se  persiguen  dos  hechos 
di  versos,  cometidos  por  dos  distintos  procesados,  de  los 
' cuales  el  uno  se  conformó  con  la  pena  correccional  pedida 
..  . para  él  por  el  Ministerio  fiscal  en  su  escrito  de  conclusio- 
nes; y como  para  el  procesado  por  el  otro  delito  pidió  di- 
cho Ministerio  la  pena  de  prisión  mayor,  la  Sala  acordó 
la  continuación  del  juicio  respecto  de  éste,  sin  citar  al 
primero  en  concepto  de  procesado,  porque  relativamente 
..  al  mismo  no  podía  continuar  el  juicio  por  haberse  confor- 
' mado  con  la  pena  correccional,  y sin  que,  por  lo  tanto, 
' quedase  indefenso;  en  su  virtud,  la  Sala  al  dictar  la  sen- 
tencia recurrida  no  faltó  a lo  prevenido  en  el  caso  4.®  del 
art.  655  de  la  referida  ley,  ni  cometió  la  infracción  de  las 
formas  del  juicio  á que  so  refiere  el  caso  2.®  del  art.  911. 
(S.  26Juu.  1885).  — No  puede  un  Tribunal  imponer  una 
pena  correccional  mayor  á la  solicitada  en  un  principio 
por  el  Fiscal  y aceptada  por  la  defensa  y procesado,  ín- 
terin se  aj  usté  a la  calificación  del  delito.  (S.  31  Enero 
1889).  — La  disposición  de  este  artículo  no  tiene  aplica- 
ción cuando  la  calificación  se  ha  hecho  menos  grave  por 
un  error  material  manifiesto.  (S.  13  Feb.  1890). — Cuando 
el  Letrado  defensor  conceptúa  innecesaria  la  continua- 
ciÓD  del  juicio  y el  procesado  se  ratifica  en  la  propia  ma- 
nifestación, deberá  el  Tribunal,  sin  más  trámites,  dictar 
; la  sentencia  que  proceda  según  la  calificación  mutua- 
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ción,  las  pruebas  de  que  intenten  válerse,  presen- 
tando  listas  de  peritos  y testigos  que  hayan  de  de- 
clarar  á su  instancia. 

En  las  listas  de  peritos  y testigos  se  expresarán 
sus  nombres  y apellidos,  el  apodo,  si  por  él  fueren 
conocidos,  y su  domicilio  ó residencia;  manifestan- 
do además  la  parte  que  los  presente  si  los  peritos 
y testigos  han  de  ser  citados  judicialmente  ó si  se 
encarga  de  hacerles  concurrir  (1). 

Art.  657.  Cada  parte  presentará  tantas  copias 
de  las  listas  de  peritos  y testigos,  cuantas  sean  las 
demás  personadas  en  la  causa,  á cada  una  de  las 
cuales  se  entregará  una  de  dichas  copias  en  el  mis- 
mo día  en  que  fueren  presentadas. 

Las  listas  originales  se  unirán  á la  causa. 

Podrán  pedir  además  las  partes  que  se  practi- 
quen desde  luego  aquellas  diligencias  de  prueba 
que  por  cualquiera  causa  fuere  de  temer  que  no  se 


mente  aceptada,  sin  que  pueda  imponer  otra  mayor  que 
la  solicitada;  y sólo  cuando  proceda  podrá  acordar  la  con- 
tinuación del  juicio.  (S.  30  Abril  1898). 

(1)  Las  pruebas  que  han  de  practicarse  en  el  juicio 
oral,  deben  proponerse  en  los  escritos  de  calificación,  se- 
gún sentencia  de  18  de  Enero  de  1884. — Tratándose  de 
funcionarios  públicos  cuyo  nombramiento  se  deja  á la 
iniciativa  del  Tribunal  y que  desempeñan  sus  cargos  á 
las  inmediatas  órdenes  del  mismo,  no  es  necesaria  la  de- 
signación con  sus  nombres  y apellidos  y señas  de  sus  do- 
micilios, ateniéndose  estrictamente  á lo  dispuesto  en  el 
párrafo  segundo  del  art.  656  de  la  referida  ley,  pues  que 
el  Tribunal  puede  designarlos  y citarlos  sin  aquellos  re- 
quisitos. (S.  11  Ab.  1885).— Debiendo,  según  esta  dis- 
posición, citarse  el  domicilio  de  los  testigos,  obra  legal- 
mente el  Tribunal  que  no  admita  el  examen  ni  la  cita- 
ción del  que  carece  de  tal  requisito,  sin  que  esta  negati- 
va produzca  la  casación.  (S.  11  Oc.  1889). — El  art.  37  de 
la  Ley  del  Jurado  cita  como  de  aplicación  al  juicio  por 
jurados,  el  segundo  párrafo  del  artículo  que  anotamos. 
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puedan  practicar  en  el  juicio  oral,  ó que  pudieren 
motivar  su  suspensión. 

Art.  658.  P resentados  los  escritos  de  califica- 
ción ó recogida  la  causa  de  poder  de  quien  la  tu- 
viere después  de  transcurrido  el  téririino  señala- 
do en  el  art.  649,  el  Tribunal  dictará  auto  decla- 
rando hecha  la  calificación,  y mandando  que  se 
pase  aquélla  al  Ponente,  por  término  de  tercer 
día,  para  el  examen  de  las  pruebas  propuestas  (1). 

Art.  659.  Devuelta  que  sea  la  causa  por  el  Po- 
nente, el  Tribunal  examinará  las  pruebas  pro- 
puestas é inmediatamente  dictará  auto  atlrnitien- 
do  las  que  considere  pertinentes  y rechazando  las 
demás  (2). 

Para  rechazar  las  propuestas  por  el  acusador 
privado  habrá  de  ser  oído  el  Fiscal  si  interviniere 
en  la  causa. 

Contra  la  parte  del  auto  admitiendo  las  pruebas 
ó mandando  practicar  la  que  se  hallare  en  el  caso 
del  párrafo  tercero  del  art.  667,  no  procederá  re- 
curso alguno. 

Contra  la  en  que  fuere  rechazada  ó denegada 
la  práctica  de  las  diligencias  de  prueba,  podrá 
interponerse  en  su  día  el  recurso  de  casación,  si 
se  prepara  oportunamente  con  la  correspondiente 
protesta. 

En  el  mismo  auto  señalará  el  Tribunal  el  día  en 


(1)  El  Ponente  puede  dirigir  á los  procesados,  testi - 
gos  y peritos  en  el  juicio  oral,  todas  las  preguntas  que 
el  Presidente  del  Tribunal  le  autorice  á hacer.  (Mem.  de 
la  Fisc.  del  Trib.  Supr.  de  15  de  Sept.  1883,  núra.  48). — 
Véase  la  nota  puesta  al  art.  652. 

(2)  La  denegación  de  la  prueba  relativa  á ciertos  tes- 
tigos residentes  en  lejanos  países,  por  no  existir  indica- 
ción alguna  racional  de  que  pueda  estar  su  declaración 
relacionada  ni  servir  para  esclarecer  el  hecho  de  que  se 
trata,  no  puede  ser  motivo  de  casación.  (S.  23  Sep.  1895). 
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que  deban  comenzar  las  sesiones  del  juicio  oral, 
teniendo  en  consideración  la  prioridad  de  otras  ¡i 
causas  y el  tiempo  que  fuere  preciso  para  las  ci- 
taciones  y comparecencias  de  los  peritos  y tes- 
tigos  (1).  3 

Art.  060*  El  Tribunal  mandará  expedir  los  ex- 
hortos  ó mandamientos  necesarios  para  la  citación  - ? 


(l)  La  repetida  Fiscalía,  en  la  Instrucción  12  de  las 
que  acompañan  á la  Memoria  de  1886,  contesta  la  con- 
sulta de  si,  visto  lo  dispuesto  en  el  artículo  anotado  y en 
el  4'75  del  Código  penal,  en  los  procesos  por  injurias 
contra  una  Autoridad  pueden  admitirse  ó deben  recha- 
zarse las  pruebas  que  se  formulen  sobre  la  verdad  de  los 
conceptos  injuriosos,  en  los  términos  siguientes:  «El  ar- 
tículo 475  del  Código  penal  preceptúa  que  «al  acusado 
de  injuria  no  se  admitirá  prueba  sobre  ia  verdad  de  las  f 
imputaciones  sino  cuando  éstas  fueren  dirigidas  contra 
empleados  públicos  sobre  hechos  concernientes  al  ejer- 
cicio de  sus  cargos»;  y la  jurisprudencia  establecida  por 
la  Sala  segunda  del  Tribunal  Supremo  ha  sancionado  la 
doctrina  que  lo  dispuesto  por  el  art.  475  del  Código  pe- 
nal con  relación  al  empleado  público  no  constituido  en  ^ 
Autoridad  no  puede  surtir  efecto  legal  cuando  las  inju-  i 
rias  se  han  dirigido  á un  funcionario  que  ostenta  carác- 
ter de  Autoridad,  y pueden,  por  tanto,  ser  constitutivas 
del  delito  de  desacato*. — Según  doctrina  del  Tribunal  . 
Supremo,  el  hecho  de  admitir  la  Sala  como  prueba  peri- 
cial la  practicada  por  personas  que  no  eran  peritas  para 
tasar  los  objetos  hurtados,  que  tasaron  en  el  acto  del  • 
juicio  oral  sin  tenerlos  á la  vista,  constituye  una  infrac- 
ción de  las  formas  esenciales  del  juicio,  comprendida  en 
los  números  l.‘*y  2.”  del  art.  9li,  pues  además  de  ser 
improcedente  aquella  sustanciación,  priva  á la  defensa 
fiel  recurrente  del  derecho  de  intervenir  en  U expresada 
prueba  y de  exponer  las  observaciones  que  creyese  opor- 
tunas.  — No  hay  infracción  si,  bajo  el  nombre  de  un  ar- 
tículo  de  previo  pronunciamento,  se  pretende  la  admi- 
sión de  una  prueba  impertinente  €»i  cuanto  al  particular 
de  competencia.  (S.  20  Oc.  1888). 
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de  los  peritos  y testigos  que  la  parte  hubiese  de- 
signado con  este  objeto. 

Los  exhortos  ó mandamientos  serán  remitidos 
de  oficio  para  su  cumplimiento,  á no  ser  que  la 
parte  pida  que  se  le  entreguen. 

En  este  caso,  se  señalará  un  plazo  dentro  del 
cual  habrá  de  devolverlos  cumplimentados  (1). 

ArL  661.  Las  citaciones  de  peritos  y testigos 
se  practicarán  en  la  forma  establecida  en  el  títu- 
lo VII  del  libro  primero. 

Los  peritos  y testigos  citados  que  no  comparez- 
can sin  causa  legítima  que  se  lo  impida,  incurrirán 
en  la  multa  señalada  en  el  número  5.®  del  artícu- 
lo 176. 

Si,  vueltos  á citar,  dejaren  también  de  compa 
recer,  serán  procesados  por  el  delito  de  denegación 
de  auxilio  que  define  el  Código  respecto  de  los  pe- 
ritos y testigos. 

Art.  662.  Las  partes  podrán  recusar  á los  peri- 
tos expresados  en  las  listas  por  cualquiera  de  las 
causas  mencionadas  en  el  art.  468. 

La  recusación  se  hará  dentro  de  los  tres  días  si- 
guientes al  de  la  entrega  al  recusante  de  la  lista 
que  contenga  el  nombre  del  recusado. 

Alegada  la  recusación,  se  dará  traslado  del  es- 
crito por  igual  término  á la  parte  que  intente  va- 
lerse del  perito  recusado. 

Transcurrido  el  término  y devueltos  ó recogidos 
los  autos,  se  recibirán  á prueba  por  seis  días,  du 


(1)  Eíste  artículo  y 3I  siguiente,  y,  yjor  tanto,  los  166 
á 182  que  se  ocupan  de  las  notificaciones,  citaciones  y 
emplazamientos,  son  aplicables,  según  el  art.  46  de  la 
liey  del  Jurado,  para  expedir  los  exhorto»  ú órdenes  iie 
cesarlos  para  la  citación  de  los  peritos  y testigos  que  las 
partes  hubieran  designado  para  justificar  los  particula- 
res de  prueba  admitidos  á que  se  refiere  dicho  artículo. 
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rante  los  cuales  cada  una  de  las  partes  practicará 
la  que  le  convenga. 

Transcurrido  el  término  de  prueba,  se  señalará  ■ 
día  para  la  vista  á la  que  podrán  asistir  las  paites 
y sus  defensores,  y,  dentro  del  término  legal,  el  , 
Tribunal  resolverá  el  incidente. 

Contra  el  auto  no  se  dará  recurso  alguno  (1). 

Art.  663.  El  perito  que  no  sea  recusado  en  el 
término  fijado  en  el  artículo  anterior,  no  podrá 
serlo  después,  á no  ser  que  incurriera  con  poste 
rioridad  en  alguna  de  las  causas  de  recusación. 

Art.  664.  El  Tribunal  dispondrá  también  que 
los  procesados  que  se  hallen  presos  sean  inmedia- 
tamente conducidos  á la  cárcel  de  la  población  en 
que  haya  de  continuarse  el  juicio,  citándoles  para 
el  mismo,  así  como  á los  que  estuvieren  en  liber-  ^ 
tad  provisional,  para  que  se  presenten  en  el  día  ^ 
que  el  Tribunal  señale;  y mandará  igualmente  no 
tificar  el  auto  á los  fiadores  ó dueños  de  los  bienes  \ 
dados  en  fianza,  expidiéndose  para  todo  ello  los  , 
exhortos  y mandamientos  necesarios. 

La  falta  de  la  citación  expresada  en  el  párrafo  an-  . 
terior  será  motivo  de  casación,  si  la  parte  que  no 
hubiere  sido  citada  no  comparece  en  el  juicio  (2). 

Art.  665.  Cuando,  presentados  los  escritos  de - 
calificación  y examinadas  las  pruebas  propuestas, 
entendiere  el  Presidente  de  la  Audiencia  ó Sala  de  - 
lo  criminal  que  procede  constituir  una  sección  en 
determinada  localidad  para  la  celebración  del  jui- 
cio, lo  acordará  así,  poniéndolo  en  conocimiento 
del  Ministerio  de  Gracia  y Justicia. 


O)  V.  el  5\rt.  40  de  la  Ley  del  Jurado. 

(2)  Véanse  los  arts.  835  núm.  S.**,  336,  839  y 841  de 
esta  ley,  para  los  casos  en  que  no  concurran  los  proce- 
sados. 
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TITULO  U 

DE  LOS  A R T í C U I.  O S DE  P K K V 1 O 
PRONUNCIAMIENTO  (1). 

Art.  666.  Serán  tan  sólo  objeto  de  artículos  de 
previo  pronunciamiento  las  cuestiones  ó excepcio 
nes  siguientes  (2): 

1. a  La  de  declinatoria  de  jurisdicción  (8). 

2. a  La  de  cosa  juzgada  (4). 


(1)  A tenor  del  art.  41  de  la  Ley  del  Jurado,  cuando 
en  el  juicio  ante  el  Tribunal  del  Jurado  se  formulasen 
artículos  de  previo  pronunciamiento,  se  estará  á lo  pre- 
venido en  el  presente  título. 

(2)  La  excepción  pidiendo  la  nulidad  de  lo  actuado 
por  insuficiencia  del  poder  acompañado  á la  querella,  no 
está  comprendida  en  el  presente  artículo.  (S.  14  Mayo 
de  1891). 

(3)  Véase  el  núra.  4.”  del  art  19  de  esta  ley.  — Abier- 
to el  juicio  a impulso  de  acción  ejercitada  acerca  de  he- 
chos que  el  Juez  instructor  y la  Audiencia  en  respectivas 
y oportunas  ocasiones  consideraron  con  carácter  de  de- 
lito, debe  continuarse  hasta  que  por  el  mérito  de  las 
pruebas  y de  las  alegaciones  de  las  partes  recaigan  las 
declaraciones  definitivas  procedentes.  (S.  4 Mayo  1886). 

-(4)  Según  tiene  declarado  el  Tribunal  Supremo,  la 
excepción  de  cosa  juzgada  en  juicio  criminal  tiene  que 
apoyarse  en  resolución  definitiva  anterior,  pronunciada 
en  el  orden  penal  por  Tribunal  con  jurisdicción  compe- 
tente, cuya  declaración  es  conforme  con  el  espíritu  y le- 
tra de  nuestra  antigua  legislación  y con  la  doctrina  que 
exige,  entre  otras,  la  condición  de  eadem  causa  petendi 
para  que  pueda  tener  aplicación  el  principio  de  derecho 
non  bis  in  idem^  según  también  declaró  dicho  Supremo 
Tribunal  en  sentencia  de  24  de  Febrero  de  1880  — El 
Juez  municipal  no  tiene  jurisdicción  ninguna  para  cono- 
cer de  los  delitos,  desnaturalizarlos  ni  castigarlos  corno 
faltas,  por  lo  que  sus  decisiones  no  jiueden  afectar,  en 
ningún  concepto,  al  resultado  de  un  procedimiento  cri- 
minal, seguido  con  arreglo  á derecho  para  perseguir  y 
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La  de  prescripción  del  delito  (1). 

4.^  La  de  amnistía  ó indulto  (2).  ; 

ó.a-  La  falta  de  autorización  administrativa  para 
procesar,  en  los  casos  en  que  sea  necesaria  con 
arreglo  á la  Constitución  y á las  leyes  especiales.  * 
Art.  667.  Las  cuestiones  expresadas  en  el  ar- 
tículo  anterior  podrán  proponerse  en  el  término  de  ' 
tres  días,  á contar  desde  el  de  la  entrega  de  los’ 
autos  para  la  calificación  de  los  hechos. 

Art.  668.  El  que  haga  la  pretensión  acompaña- 
rá al  escrito  los  documentos  justificativos  de  los 
hechos  en  que  la  funde,  y si  no  los  tuviere  á su 
disposición,  designará  clara  y determinadamente 
el  archivo  ú oficina  donde  se  encuentren,  pidiendo 
que  el  Tribunal  los  reclame  á quien  corresponda, 
originales  ó por  compulsa,  según  proceda. 

Presentará  también  tantas  copias  del  escrito  y 
de  los  documentos  cuantos  sean  los  representantes  . 
de  las  partes  personales  (3).  Dichas  copias  se  entre- 
garán á las  mismas  en  el  día  de  la  presentación,  • 
haciéndolo  así  constar  el  Secretario  por  diligencia. 

Art.  669.  Los  representantes  de  las  partes  á • 
quienes  se  hayan  entregado  las  referidas  copias 
contestarán  en  el  término  de  tres  días,  acompafían- 


penar  un  hecho  constitutivo  de  delito,  ya  por  razón  de 
dicha  falta  de  jurisdicción,  ya  por  la  de  la  diferente  índo- 
le de  las  acciones  persecutorias  de  delitos  ó faltas.  (S.  30 
Septiembre  1886). 

(1)  Véase  el  art.  133  del  Código  penal. 

(2)  La  excepción  propuesta  como  artículo  de  previo  y 
especial  pronunciamiento  tiene  por  objeto  suspender  el 
ejercicio  de  la  jurisdicción  penal  hasta  que  la  civil  juz- 
gue una  prueba  testifical  suministrada  en  pleito  que  se 
indica  pendiente,  y es  por  tanto  una  cuestión  de  procedi-, 
miento  que  no  entraña  la  competencia  á que  se  refiere  es- 
te núm.  4.°  (S.  1 Julio  1897). 

(3)  Así  dice  la  edición  oficial:  entendemos  que  habrá 
querido  decir  «personadas». 
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do  también  los  documentos  en  que  funden  sus 
pretensiones,  si  los  tuviesen  en  su  poder,  ó desig- 
nando el  archivo  ú oficina  en  que  se  hallen,  ])i- 
diendo  en  este  caso  que  el  Tribunal  los  reclann».  cji 
los  términos  expresados  en  el  artículo  pre(*ed<mle. 

Art*  070.  Transcurrido  el  térmitiu  de  los  t res 
días,  el  Tribunal  estimará  ó denegará  la  reclama- 
ción de  documentos,  según  que  los  considere  ó no 
necesarios  para  el  fallo  del  artículo. 

Si  no  se  presentaren  los  documentos  ó no  se 
hiciere  la  designación  del  lugar  en  que  se  encuen- 
tren, no  producirá  efectos  suspensivos  la  excep- 
ción alegada. 

Art.  071.  Si  el  Tribunal  accede  á la  reclama- 
ción de  documentos,  recibirá  el  artículo  á prueba 
por  el  término , necesario,  que  no  podrá  exceder  de 
ocho  días. 

El  Tribunal  mandará  en  el  mismo  auto  dirigir 
las  comunicaciones  convenientes  á los  Jefes  ó en- 
cargados de  los  archivos  ú oficinas  en  que  los  do- 
cumentos se  hallen,  determinando  si  han  de  remi- 
tirlos originales  ó por  compulsa. 

Art.  672.  Cuando  los  documentos  hubieren  de 
ser  remitidos  por  compulsa  se  advertirá  á las  par- 
tes el  derecho  que  les  asiste  para  personarse  en  el 
archivo  ú oficina,  á fin  de  señalar  la  parte  del  do- 
cumento que  haya  de  compulsarse,  si  no  les  fuere 
necesaria  la  compulsa  de  todo  él,  y para  presenciar 
el  cotejo. 

En  los  artículos  de  previo  pronunciamiento  no 
se  admitirá  prueba  testifical. 

Art.  673.  Transcurrido  el  término  de  prueba, 
el  Tribunal  señalará  inmediatamente  día  para  la 
vista,  en  la  que  podrán  informar  lo  que  convenga 
á su  derecho  los  defensores  de  las  partes,  si  éstas 
lo  pidieren. 

Art.  674.  En  el  día  sigiiiente  al  de  la  vista,  el 
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Tribunal  dictará  auto  resolviendo  sobre  las  cues- 
tiones propuestas. 

Si  una  de  ellas  fuere  la  de  declinatoria  de  jurisdic- 
ción, el  Tribunal  la  resolverá  antes  que  las  demás. 

Cuando  la  estime  procedente,  mandará  remitir 
los  autos  al  Tribunal  ó Juez  que  considere  compe- 
tente, y se  abstendrá  de  resolver  sobre  las  demás. 

Art.  G75.  Cuando  se  declare  haber  lugar  á 
cualquiera  de  las  excepciones  comprendidas  en  los 
números  2.o,  y del  art.  666,  se  sobreseerá 
libremente,  mandándo  que  se  ponga  en  libertad  al 
procesado  ó procesados  que  no  estén  presos  por 
otra  causa  (l). 

Art.  676.  Si  el  Tribunal  no  estimare  suficiente- 
mente justificada  la  declinatoria,  declarará  no  ha- 
ber lugar  á ella,  confirmando  su  competencia  para 
conocer  del  delito. 

Si  no  estima  justificada  cualquiera  otra,  declara- 
rá simplemente  no  haber  lugar  á su  admisión, 
mandando,  en  consecuencia,  continuar  la  causa  se- 
gún su  estado. 

Contra  el  auto  resolutivo  de  la  declinatoria  y 
contra  el  que  admita  las  excepciones  2.»-,  3.^  y 4.®* 
del  art.  666,  procede  el  recurso  de  casación.  Contra 
el  que  desestime  estas  últimas  no  se  da  recurso 
alguno,  sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en  el  artícu- 
lo 678  (2). 

Art.  677.  Si  el  Tribunal  estima  procedente  el 
artículo  por  falta  de  autorización  para  procesar, 
mandará  subsanar  inmediatamente  este  defecto, 
quedando  entre  tanto  en  suspenso  la  causa,  que  se 


(1)  Véase  el  art,  539  de  esta  ley. 

(2)  Este  artículo  tiene  limitada  aplicación  al  caso  en 
que  se  resuelve,  no  una  cuestión  de  mero  procedimiento, 
sino  sobre  declinatoria  de  jurisdicción  en  artículo  de 
previo  pronunciamiento*  (S.  28  Sept.  1883). 
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continuará  según  su  estado  una  vez  concedida  la 
autorización. 

Si  solicitada  ésta  se  denegare,  quedará  nulo  todo 
lo  actuado  y se  sobreseerá  libremente  en  la  causa. 

Contra  el  auto  en  que  se  determine  esta  excep- 
ción no  se  dará  recurso  alguno  y se  observará  lo 
dispuesto  en  el  párrafo  segundo  del  artículo  an- 
terior. 

Art.  678.  I jRs  partes  podrán  reproducir  en  el 
juicio  oral,  como  medios  de  defensa,  las  cuestiones 
previas  que  se  hubieren  desestimado,  excepto  la 
de  declinatoria. 

Art.  679.  Siendo  desestimadas  las  cuestiones 
propuestas,  se  comunicará  nuevamente  la  cau- 
sa por  término  de  tres  días  á la  parte  que  las  bu- 
Diere  alegado,  para  el  objeto  prescrito  en  el  ar- 
tículo 649. 


TITULO  III 

DE  LA  CELEBRACION  DEL  JülCIO  ORAL 

CAPITULO  PRIMERO 
De  la  publicidad  de  los  debates. 

Art.  680.  Los  debates  del  juicio  oral  serán  pú- 
blicos bajo  pena  de  nulidad. 

Podrá,  no  obstante,  el  Presidente  mandar  que 
las  sesiones  se  celebren  á puerta  cerrada  cuando 
así  lo  exijan  razones  de  moralidad  ó de  orden  pú- 
blico ó el  respeto  debido  á la  persona  ofendida 
por  el  delito  ó á su  familia. 

Para  adoptar  esta  resolución  el  Presidente,  ya 
de  oficio,  ya  á petición  de  los  acusadores,  consul- 
tará al  Tribunal,  el  cual  deliberará  en  secreto,  con- 
signando su  acuerdo  en  auto  motivado  contra  el 
que  no  se  dará  recurso  alguno. 
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Art.  081.  Después  de  la  lectura  de  esta  deci- 
sión, todos  los  concurrentes  despejarán  el  local. 

Se  exceptúan  las  personas  lesionadas  por  el  de- 
lito, los  procesados,  el  acusador  privado,  el  actor 
civil  y los  respectivos  defensores. 

Art.  682.  El  secreto  de  los  debates  podrá  ser 
acordado  antes  de  comenzar  el  juicio  ó en  cual- 
quier estado  del  mismo. 

CAPITULO  II 

De  las  facultades  del  Presidente  del  Tribunal  (l). 

Art.  683.  El  Presidente  dirigirá  los  debates 
cuidando  de  impedir  las  discusiones  impertinentes^ 
y que  no  conduzcan  al  esclarecimiento  de  la  ver- 
dad, sin  coartar  por  esto  á los  defensores  la  liber- 
tad necesaria  para  la  defensa. 

Art.  684.  El  Presidente  tendrá  todas  las  facul- 
tades necesarias  para  conservar  ó restablecer  el 
orden  en  las  sesiones  y mantener  el  respeto  debi- 
do al  Tribunal  y á los  demás  poderes  públicos,  pu- 
diendo  corregir  en  el  acto  con  multa  de  25  á 260 
pesetas  las  infracciones  que  no  constituyan  delito, 
ó que  no  tengan  señalada  en  la  ley  una  corrección 
especial. 

El  Presidente  llamará  al  orden  á todás  las  per- 
sonas que  lo  alteren  y podrá  hacerlas  salir  del 
local,  si  lo  considerare  oportuno,  sin  perjuicio  de 
la  multa  á que  se  refiere  el  artículo  anterior  (2). 

Podrá  también  acordar  que  se  detenga  en  el 


(1)  El  Presidente  del  Tribunal  del  Jurado,  además  de 
las  facultades  que  le  concede  el  art.  105  de  la  Ley  de  20 
de  Abril  de  1888,  tiene  todas  las  que  le  otorga  el  presen- 
te título. 

(2)  Habrá  querido  decir  <el  párrafo  anterior*. 
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acto  á cualquiera  que  delinquiere  durante  la  se 
sión,  poniéndole  á disposición  del  Juzgado  com- 
petente. 

Todos  los  concurrentes  al  juicio  oral,  cual(piiera 
que  sea  la  clase  á que  pertenezcan,  sin  excluir  A 
los  militares,  quedan  sometidos  á la  jurisdicción 
disciplinaria  del  Presidente.  Si  turbaren  el  orden 
con  un  acto  que  constituya  delito,  serán  expul 
sados  del  local  y entregados  á la  Autoridad  com- 
petente. 

Art.  685.  Toda  persona  interrogada  ó que  di 
rija  la  palabra  al  Tribunal,  deberá  hablar  de  pie. 

Se  exceptúan  el  Ministerio  fiscal,  los  defenso- 
res de  las  partes  y las  personas  á quienes  el  Pre 
Bidente  dispense  de  esta  obligación  por  razones 
especiales. 

Art.  686.  Se  prohíben  las  muestras  de  aproba- 
ción ó de  desaprobación. 

Art.  687.  Cuando  el  acusado  altere  el  orden 
con  una  conducta  inconveniente  y persista  en  ella, 
á pesar  de  las  advertencias  del  Presidente  y del 
apercibimiento  de  hacerle  abandonar  el  local,  el 
Tribunal  podrá  decidir  que  sea  expulsado  por  cier- 
to tiempo  ó por  toda  la  duración  de  las  sesiones, 
continuando  éstas  en  su  ausencia. 

CAPITULO  III 

Del  modo  de  practicar  las  pruebas  durante  el  juicio 

oral  (1). 

SECCION  PRIMERA.— De  la  confesión  de  los  procesados 
y personas  civilmente  responsables. 

Art.  688.  En  el  día  señalado  para  dar  princi- 


(1)  Respecto  á si  hay  necesidad  de  verificar  en  el  jui 
cío  oral  todas  las  pruebas  en  que  se  funden  la  acusación 
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pió  á las  sesiones,  se  colocará  en  el  local  del  Tri- 
bunal las  piezas  de  convicción  que  se  hubieren 
recogido,  y el  Presidente,  en  el  momento  oportu- 
no, declarará  abierta  la  sesión. 

Si  la  causa  que  baya  de  verse  fuese  por  delito 
para  cuyo  castigo  se  pida  la  imposición  de  pena 
correccional,  preguntará  el  Presidente  á cada  uno 
de  los  acusados  si  se  confiesa  reo  del  delito  que  se 
le  haya  imputado  en  el  escrito  de  calificación  y res- 
ponsable civilmente  á la  restitución  de  la  cosa,  ó al 
pago  de  la  cantidad  fijada  en  dicho  escrito  por  ra- 
zón de  daños  y perjuicios. 

Art.  (>89.  Si  en  la  causa  hubiere,  además  de  la, 
calificación  fiscal,  otra  del  querellante  particular  ó 
diversas  calificaciones  de  querellantes  de  esta  cla- 
se, se  preguntará  al  procesado  si  se  confiesa  reo  del 
delito  según  la  calificación  más  grave,  y civilmen- 
te responsable  por  la  cantidad  mayor  que  se  hu- 
biese fijado. 

Art.  690.  Si  fueren  más  de  uno  los  delitos  im- 
putados al  procesado  en  el  escrito  de  calificación, 
se  le  harán  las  mismas  preguntas  respecto  de  cada 
cual. 

Art.  691.  Si  los  procesados  fueren  varios,  se 


y la  defensa,  véase  la  Circular  del  Presidente  del  Tribu- 
nal Supremo  de  14  de  Julio  de  1883. — Según  tiene  resuel- 
to el  Tribunal  Supremo,  la  declaración  del  procesado  es 
uno  de  les  medios  de  prueba  que  permite  la  Ley  de  En- 
juiciarnenlo  criminal;  y habiendo  propuesto  en  tiempo 
e.sta  diligencia  de  prueba  pertinente,  y hecho  con  opor- 
tunidad la  correspondiente  protesta,  su  denegación,  si- 
quiera sea  limitada,  por  haber  admitido  la  prueba  como 
])prtiüente,  pero  circunscribiendo  la  declaración  del  pro- 
cesado á lo  dispuesto  en  el  art.  688  déla  Ley  de  En- 
juiciamiento, quebranta  una  forma  esencial  del  juicio. 
(S  28  Enero  1884). 
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preguntará  á cada  uno  sobre  la  participación  que 
se  le  haya  atribuido  (1). 

Art,  092,  Imputándose  en  la  calificación  res- 
ponsabilidad civil  á cualquiera  otra  persona,  com- 
parecerá también  ante  el  Tribunal  y declarará  si  se 
conforma  con  las  -conclusiones  de  la  calificación 
que  le  interesen. 

Art.  G93.  El  Presidente  hará  las  preguntas 
mencionadas  e?\  los  artíimlos  anteriores  con  toda 
claridad  y precisión,  exigiendo  contestación  cate- 
górica. 


Art.  694.  Si  en  la  causa  no  hubiere  más  que  un 
procesado  y contestare  afirmativamente,  el  Presi- 
dente del  Tribunal  preguntará  al  defensor  si  con- 
sidera necesaria  la  continuación  del  juicio  oral.  Si 
éste  contestare  negativamente,  el  Tribunal  proce- 
derá á dictar  sentencia  en  los  términos  expresados 
en  el  art.  665  (2). 


(1)  No  da  motivo  á la  casación  por  quebrantamiento 
de  forma  el  denegar  la  Sala  que  los  procesados  fueran  in- 
terrogados separadamente  en  el  juicio  oral.  (S.  9 Enero 
de  1885). 

(2)  Conforme  al  claro  contexto  de  este  artículo,  en  lo 
que  con  el  anterior  estado  se  relaciona,  si  la  pena  pedida 
por  las  partes  acusadoras  en  los  escritos  de  calificación 
fuera  de  carácter  correccional,  el  Tribunal  dictará  la  sen- 
tencia que  proceda,  según  la  calificación  mutuamente 
aceptada  por  aquéllas  y el  procesado,  sin  que  pueda  impo- 
ner pena  mayor  que  la  pedida;  por  tanto,  Habiendo  el  Fis- 
cal imputado  al  procesado,  en  su  primer  escrito  de  califi- 
cación, el  delito  de  lesiones  menos  graves,  por  el  cual  le 
conceptuaba  merecedor  de  una  pena  correccional,  y ha- 
biendo al  principiarse  el  juicio  expuesto  dicho  procesailo 
y su  defensor,  el  primero,  que  se  confesaba  reo  de  tal  de- 
lito, y el  segundo,  que  era  innecesaria  la  continuación 
del  juicio,  el  Tribunal  debió  sin  más  trámites  dictar  sen- 
tencia, con  arreglo  á la  calificación  aceptada,  sin  impo- 
ner pena  mayor  que  la  pedida.  (S.  25  Sept.  1885). 
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Art.  695.  Si  confesare  sii  responsabilidad  cri- 
minal, pero  no  la  civil,  ó aun  aceptando  ésta,  no  se 
conformare  con  la  cantidad  fijada  en  la  calificación, 
el  Tribunal  mandará  que  continúe  el  juicio. 

Pero  en  este  último  caso,  la  discusión  y la  pro- 
ducción de  pruebas  se  concretarán  al  extremo  re- 
lativo á la  responsabilidad  civil  que  el  procesado 
no  hubiese  admitido  de  conformidad  con  las  con- 
clusiones de  la  calificación. 

Terminado  el  acto,  el  Tribunal  dictará  sentencia. 

Art.  696.  Si  el  procesado  no  se  confesare  cul 
pable  del  delito  que  le  fuere  atribuido  en  la  califi- 
cación, ó su  defensor  considerase  necesaria  la  con- 
tinuación del  juicio,  se  procederá  á la  celebración 
de  éste. 

Art.  697.  Cuando  fueren  varios  los  procesados 
en  una  misma  causa,  se  procederá  conforme  á lo 
dispuesto  en  el  art.  694,  si  todos  se  confiesan  reos 
del  delito  ó delitos  que  les  hayan  sido  atribuidos' 
en  los  escritos  de  calificación  y reconocen  la  parti- 
cipación que  en  las  conclusiones  se  Ies  haya  seña- 
lado, á no  ser  que  sus  defensores  consideren  nece- 
saria la  continuación  del  juicio. 

Si  cualquiera  de  los  procesados  no  se  confiesa 
reo  del  delito  que  se  le  haya  imputado  en  la  califi- 
cación, ó su  defensor  considera  necesaria  la  conti 
nuación  del  juicio,  se  procederá  con  arreglo  á lo 
dispuesto  en  el  articulo  anterior. 

Si  el  disentimiento  fuere  tan  sólo  respecto  de  la 
responsabilidad  civil,  continuará  el  juicio  en  la 
forma  y para  los  efectos  determinados  en  el  artícu- 
lo 695 

Art.  698.  Se  continuará  también  el  juicio  cuan- 
do el  procesado  ó procesados  no  quieran  responder 
á las  preguntas  que  les  hiciere  el  Presidente. 

Art.  699.  De  igual  modo  se  procederá  si  en  el 
sumario  no  hubiese  sido  posible  hacer  constar  la 
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existencia  del  cuerpo  del  delito  cuando,  de  haber 
ee  éste  cometido,  no  pueda  menos  de  existir  aquél, 
aunque  hayan  prestado  su  conformidad  el  procesa- 
do ó procesados  y sus  defensores. 

Art.  700.  Cuando  el  procesado  ó procesados 
hayan  confesado  su  responsabilidad  de  acuerdo 
con  las  conclusiones  de  la  calificación  y sus  defen- 
sores no  consideren  necesaria  la  continuación  del 
juicio,  pero  la  persona  á quien  sólo  se  hubiese 
atribuido  responsabilidad  civil  no  haya  comparecido 
ante  el  Tribunal,  ó en  su  declaración  no  se  confor- 
mase con  las  conclusiones  del  escrito  de  calificá- 
is ón  á ella  referentes,  se  procederá  con  arreglo  á lo 
dispuesto  en  el  art.  695. 

Si  habiendo  comparecido  se  negase  á contestar 
á las  preguntas  del  Presidente,  le  apercibirá  éste 
con  declararle  confeso. 

Si  persistiere  en  su  negativa,  se  le  declarará  con- 
feso, y la  causa  se  fallará  de  conformidad  con  lo 
dispuesto  en  el  art.  694. 

Lo  mismo  se  hará  cuando  el  procesado,  después 
de  haber  confesado  su  responsabilidad  criminal,  se 
negare  á contestar  sobre  la  civil. 

SECCIÓN  SEGUNDA  — Del  examen  de  los  testigos. 

Art.  701.  Cuando  el  juicio  deba  continuar,  ya 
por  falta  de  conformidad  de  los  acusados  con  la 
acusación,  ya  por  tratarse  de  delito  para  cuyo  cas- 
tigo se  haya  pedido  pena  aflictiva,  se  procederá  del 
modo  siguiente: 

El  Secretario  dará  cuenta  del  hecho  que  haya 
motivado  la  formación  del  sumario  y del  día  en  que 
éste  se  comenzó  á instruir,  ox[)resando  además  si 
el  procesado  está  en  ;)rÍ8Íón  ó en  libertad  provisio- 
nal con  ó sin  fianza. 

Leerá  los  escritos  de  calificación  y las  listas  de 
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peritos  y testigos  que  se  hubiesen  presentado  opor-  I 
tunamente,  haciendo  relación  délas  demás  prue- 
has  propuestas  y admitidas. 

Acto  continuo  se  pasará  á la  práctica  de  las  di-  S 
ligencias  de  prueba  y al  examen  de  los  testigos  ' C 
empezando  por  la  que  hubiere  ofrecido  el  Minie-  , > 
terio  fiscal,  continuando  con  la  propuesta  por  los  'i 
demás  actores,  y por  último  con  la  de  los  pro-  " 
cesados. 

Las  pruebas  de  cada  parte  se  practicarán  según 
el  orden  con  que  hayan  sido  propuestas  en  el  es- 
crito correspondiente.  Los  testigos  serán  examina- 
dos también  por  el  orden  con  que  figuren  sus  nom-  , 
bres  en  las  listas. 

El  Presidente,  sin  embargo,  podrá  alterar  este  * ; 
orden  á instancia  de  parte  y aun  de  oficio  cuando 
así  lo  considere  conveniente  para  el  mayor  escla-  ^ 
recimiento  de  los  hechos  ó para  el  más  seguro  des 
cubrimiento  de  la  verdad  (1). 

Art.  702.  Todos  los  que,  con  arreglo  á lo  dis- 
puesto en  los  artículos  410  al  412  inclusive,  es- 
tán obligados  á declarar,  lo  harán  concurriendo 
ante  el  Tribunal,  sin  otra  excepción  que  la  de  las 
personas  mencionadas  en  los  números  1.®,  7. o y 
9.0  del  412,  las  cuales  podrán  declarar  por  es- 
crito (2). 


(1)  A tenor  de  declaración  hecha  por  el  Tribunal  Su- 
premo en  sentencia  de  3 de  Diciembre  de  1883,  las  pre- 
guntas del  Presidente  del  Tribunal  y las  de  los  acusado- 
res al  procesado  en  el  juicio  oral  y público,  sobre  no  es- 
tar prohibidas  por  la  ley,  no  están  tampoco  entre  las  cau- 
sas que  autorizan  el  recurso  de  casación  conforme  al  nú-» 
mero  3.“  del  art.  911. — Las  partes  tienen  derecho  á in- 
tervenir recíprocamente  las  pruebas  que  suministren, 
pero  aunque  injustamente  se  denegare  por  la  Audiencia 
esta  intervención,  no  procede  el  recurso  fundado  en  el 
artículo  911  de  esta  ley.  (S.  14  Mar.  1888). 

(2)  Cuando  el  testigo  declara  por  escrito  conforme 
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Art#  703*  Sin  embargo  de  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo anterior,  si  las  personas  mencionadas  en  los 
números  2.”,  8 o,  4.<^,  6.o,  6 o y 8.o  del  412  liuhieren 
tenido  conocimiento  por  razón  de  su  cargo  de  los 
hechos  de  que  se  trate,  podrán  consignarlo  por  me- 
dio de  informe  escrito  de  que  se  dará  leídura  in- 
mediatamente antes  de  procíeder  al  examen  de  los 
demás  testigos. 

Lo  propio  harán  los  funcionarios  del  orden  ju- 
dicial ó del  Ministerio  fiscal  que  se  encuentren  en 
igual  caso. 

Art-  704r.  Los  testigos  que  hayan  de  declarar 
en  el  juicio  oral  permanecerán,  hasta  que  sean  lia 
mados  á prestar  sus  declaraciones,  en  un  local  á 
propósito,  sin  comunicación  con  los  que  ya  hubie- 
sen declarado,  ni  con  otra  persona. 

Art-  705.  El  Presidente  mandará  que  entren 
á declarar  uno  á uno  por  el  orden  mencionado  en 
el  art.  701. 

Art.  706.  Hallándose  presente  el  testigo  ma- 
yor de  catorce  años  ante  el  Tribunal,  el  Presiden- 
te le  recibirá  juramento  en  la  forma  establecida  en 
el  art.  434. 

Art.  707.  Todos  los  testigos  que  no  se  hallen 
privados  del  uso  de  su  razón  están  obligados  á 
declarar  lo  que  supieren  sobre  lo  que  les  fuere 


al  art.  415  y á lo  dispuesto  en  el  que  anotamos,  tienen 
derecho  las  partes  á dirigir  también  por  escrito  las  pre- 
guntas que  consideren  oportunas,  en  vista  de  las  con- 
testaciones del  testigo;  haciéndose  procedente  el  recur.-ío 
autorizado  por  el  núna.  1.®  del  art.  911,  si  c*l  Tribuna' 
las  rechaza  siendo  pertinentes.  (S.  21  En.  1884).  — No  Im- 
biéndose  negado  una  Audiencia  a que  declarase  un  tes- 
tigo, sino  que  admitió  la  prueba  y dispuso  se  practicara 
por  exhorto,  ese  acuerdo  no  implica  la  denegación  de 
prueba  que  indica  el  núm.  l.°  del  art.  911  de  esta  ley. 
(S.  6 Nov.  1889). 


Lbt  de  Enj.  criminal 
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preguntado,  con  excepción  de  las  personas  ex- 
presadas en  los  artículos  416,  417  y 418  en  sus 
respectivos  casos. 

Art.  708.  El  Presidente  preguntará  al  testigo 
acerca  de  las  circunstancias  expresadas  en  el  pri- 
mer párrafo  del  art.  436,  después  de  lo  cual  la 
parte  que  le  haya  presentado  podrá  hacerle  las 
preguntas  que  tenga  por  conveniente.  Las  demás 
partes  podrán  dirigirle  también  las  preguntas  que 
consideren  oportunas  y fueren  pertinentes,  en  vis- 
ta de  sus  contestaciones. 

El  Presidente,  por  sí  ó á excitación  de  cual- 
quiera de  los  miembros  del  Tribunal,  podrá  di- 
rigir á los  testigos  las  preguntas  que  estime  con- 
ducentes para  depurar  408  hechos  sobre  lo  que 
declaren  (1). 

Art.  709.  El  Presidente  no  permitirá  que  el 
testigo  conteste  á preguntas  ó repreguntas  capcio- 
sas, sugestivas  ó impertinentes. 

Contra  la  resolución  que  sobre  este  extremo 


(1)  El  art.  708  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  criminal 
da  á las  partes  interesadas  en  una  causa  criminal  el  de- 
recho de  dirigir  á los  testigos  de  cargo  en  el  juicio  oral 
y público  las  preguntas  que  consideren  oportunas  y fue- 
ren pertinentes;  y al  no  permitir  el  Presidente  del  Tri- 
bunal las  repreguntas  que  el  defensor  de  los  procesados 
quería  dirigir  á un  testigo  de  cargo,  cometió  la  infrac- 
ción de  forma  determinada  en  el  núm.  l."  del  art.  911  de 
la  ley.  (S.  1 Mar.  1884)  —El  hecho  de  haber  preguntado 
el  Presidente  del  Tribunal  en  el  acto  del  juicio  oral  á los 
testigos  presentados  por  una  de  las  partes  antes  de  que 
la  misma  les  hubiere  interrogado  sobre  otros  extremos 
([ue  las  circunstancias  expresadas  en  el  párrafo  primero 
«iel  art.  436  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  criminal,  según 
prescribe  el  708,  no  constituye  ninguno  de  los  casos  de 
quebrantamiento  de  forma  que  taxativamente  determi-: 
nan  los  arts.  911  y 912.  (S.  12  Ab.  1886). 
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adopte  podrá  interponerse  en  su  día  el  recurso  de 
casación,  si  se  hiciere  en  el  acto  la  correspondiente 
protesta. 

En  este  caso,  el  Secretario  consignará  á la  letra 
en  el  acta  la  pregunta  ó repregunta  á que  el  Presi- 
dente haya  prohibido  contestar  (l). 

Art.  71.0.  Los  testigos  expresarán  la  razón  de 
su  dicho,  y,  si  fueren  de  referencia,  precisarán  el 
origen  de  la  noticia  designando  con  su  nombre  y 
apellido,  ó con  las  señas  con  que  fuere  conocida,  á 
la  persona  que  se  la  hubiere  comunicado. 

Art.  Vil.  Los  testigos  sordomudos  ó que  no 
conozcan  el  idioma  español  serán  examinados  del 
modo  prescrito  en  los  arts.  440,  párrafo  primero 
del  441  y 442. 

Art.  712.  Podrán  las  partes  pedir  que  el  testigo 
reconozca  los  instrumentos  ó efectos  del  delito  ó 
cualquiera  otra  pieza  de  convicción. 

Art.  713.  En  los  careos  del  testigo  con  loe  pro- 
cesados ó de  los  testigos  entre  sí,  no  permitirá  el 
Presidente  que  medien  insultos  ni  amenazas,  limi- 
tándose la  diligencia  á dirigirse  los  careados  los 
cargos  y hacerse  las  observaciones  que  creyeren 
convenientes  para  ponerse  de  acuerdo  y llegar  á 
descubrir  la  verdad. 

Art.  714.  Cuando  la  declaración  del  testigo  en 
el  juicio  oral  no  sea  conforme  en  lo  sustancial  con 
la  prestada  en  el  sumario,  podrá  pedirse  la  lectura 
de  ésta  por  cualquiera  de  las  partes. 

Después  de  leída,  el  Presidente  invitará  al  tes- 


(1)  Cuando  el  Presidente  no  pernaite  que  conteste  el 
procesado  á alguna  pregunta,  no  procede  el  recurso  de 
casación  conforme  á los  núms.  3.“  y 4.°  del  art.  911,  pues 
de  la  relación  de  éstos  con  los  arts.  y 721  se  deduce 
que  las  preguntas  á que  se  refiere  han  de  hacerse  á los 
testigos.  (S.  n Jun.  1884). 
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ligo  á que  exr)liqne  la  diferencia  ó contradicción 
que  entre  sus  declaraciones  se  observe  (1). 

Art.  715.  Siempre  que  los  testigos  que  hayan 
declarado  en  el  sumario  comparezcan  á declarar, 
también  sobre  los  mismos  hechos  en  el  juicio  oral, 
sólo  habrá  lugar  á mandar  proceder  contra  ellos 
como  presuntos  autores  del  delito  de  falso  testi- 
monio, cuando  éste  sea  dado  en  dicho  juicio. 

Fuera  del  caso  previsto  en  el  párrafo  anterior, 
en  los  demás  podrá  exigirse  á los  testigos  la  res- 
ponsabilidad en  que  incurran,  con  arreglo  á las 
disposiciones  del  Código  penal. 

Art.  716.  El  testigo  que  se  niegue  á declarar 
incurrirá  en  la  multa  de  25  á 260  pesetas,  que  se 
impondrá  en  el  acto. 

Si  á pesar  de  esto  persisten  en  su  negativa,  se 
procederá  contra  él  como  autor  del  delito  de  des- 
obediencia grave  á la  Autoridad. 

Art.  717.  Las  declaraciones  délas  Autoridades 
y fuiHÚonarios  de  policía  judicial  tendrán  el  valor 
de  declaraciones  testificales,  apreciables  como  és- 
tas segón  las  reglas  del  criterio  racional. 

Art.  718.  Cuando  el  testigo  no  hubiere  compa- 
recido por  imposibilidad  y el  Tribunal  considere 
de  importancia  su  declaración  para  el  éxito  del 
juicio,  el  Presidente  designará  á uno  de  los  indi- 
viduos del  mismo  para  que,  constituyéndose  en  la 
residencia  del  testigo,  si  la  tuviere  en  el  lugar  del 
juicio,  puedan  las  partes  hacerle  las  preguntas  que 
consideren  oportunas. 

El  Secretario  extenderá  diligencia,  haciendo  cons- 
tar las  preguntas  y repreguntas  que  se  hayan  he* 


(1)  La  negación  de  este  derecho  hace  procedente  el 
recurso  de  casación  fundado  en  el  núm.  1.**  del  art.  di  1 
de  esta  ley.  (S.  18  Nov.  1889). 
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cho  al  testigo,  las  contestaciones  de  éste  y los  in- 
cidentes que  hubieren  ocurrido  en  el  acto  (1). 

Art.  719.  Si  el  testigo  imposibilitado  de  con- 
currir á la  sesión  no  residiere  en  el  punto  en  que 
la  misma  se  celebre,  se  librará  exhorto  ó manda- 
miento para  que  sea  examinado  ante  el  Juez  corres- 
pondiente, con  sujeción  á las  prescripciones  con- 
tenidas en  esta  sección. 

Cuando  la  parte  ó las  partea  prefieran  que  en  el 
exhorto  ó mandamiento  se  consignen  por  escrito 
las  preguntas  ó repreguntas,  el  Presidente  accede- 
rá á ello  si  no  fuesen  capciosas,  sugestivas  ó im- 
pertinentes (2). 

Art.  720.  Lo  dispuesto  en  los  artículos  ante- 
riores tendrá  también  aplicación  al  caso  en  que  el 
Tribunal  ordene  que  el  testigo  declare  ó practique 
cualquier  reconocimiento  en  un  lugar  determinado, 
fuera  de  aquel  en  que  se  celebre  la  audiencia. 

Art.  721.  Cuando  se  desestime  cualquiera  pre- 
gunta por  capciosa,  sugestiva  ó impertinente  en 
los  casos  de  los  tres  artículos  anteriores,  podrá  pre- 
pararse el  recurso  de  casación  del  modo  prescrito 
en  el  art.  709. 

Art.  722.  Los  testigos  que  comparezcan  á de- 
clarar ante  el  Tribunal  tendrán  derecho  á una  in- 
demnización, si  la  reclamaren. 

El  Tribunal  la  fijará  teniendo  en  cuenta  única- 
mente los  gastos  del  viaje  y el  importe  de  los  jor- 
nales perdidos  por  el  testigo  con  motivo  de  su 
comparecencia  para  declarar. 


(1)  Si  el  Tribunal  no  considera  de  importancia  la  de- 
claración de  un  testigo,  es  potestativo  en  él  el  examen 
del  mismo,  y contra  su  negativa  no  procede  recurso  al- 
guno. (S.  11  Dic.  1S89). 

(2)  Véase  la  Real  or  len  de  19  de  Diciembre  de  1889, 
puesta  por  nota  al  art.  702  de  esta  ley. 
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SECCION  TERCERA.— Del  informe  pericial. 

Art.  723.  Los  peritos  podrán  ser  recusados  por 
las  causas  y en  la  forma  prescritas  en  los  artícu- 
los 468,  469  y 470. 

La  sustanciación  de  los  incidentes  de  recusación 
tendrá  lugar  precisamente  en  el  tiempo  que  media 
desde  la  admisión  de  las  pruebas  propuestas  por 
las  partes  hasta  la  apertura  de  las  sesiones. 

Art.  724.  Los  peritos  que  no  hayan  sido  recu- 
sados serán  examinados  juntos  cuando  deban  de^ 
clarar  sobre  unos  mismos  hechos  y contestarán  á 
las  preguntas  y repreguntas  que  las  partes  lei  di- 
rijan (1). 

Art.  725.  Si  para  contestarlas  considerasen  ne- 
cesaria la  práctica  de  cualquier  reconocimiento,  ha- 
rán éste  acto  continuo  en  el  local  de  la  misma 
Audiencia,  si  fuere  posible. 

En  otro  caso  se  suspenderá  la  sesión  por  el  tiem- 
po necesario,  á no  ser  que  puedan  continuar  prac- 
ticándose otras  diligencias  de  prueba  entre  tanto 
que  los  peritos  verifican  el  reconocimiento  (2). 


(1)  Según  declaró  el  Tribunal  Supremo  en  sentencia 

de  1 de  Diciembre  de  1883,  admitida  la  prueba  pericial 
propuesta  por  la  acusación  y la  defensa,  y figurando  en 
una  algunos  de  los  peritos  médicos  comprendidos  en  la  ' . 

otra,  no  es  tal  circunstancia  causa  que  impida  á los  que 

se  hallan  en  ese  caso,  y que  declararon  el  día  en  que  se  >. 
practicó  la  prueba  de  la  acusación,  declarar  después  al 
practicarse  la  de  la  defensa. 

(2)  De  la  disposición  de  este  artículo  y de  la  índole 
del  medio  de  prueba  de  peritos  se  deduce  que  no  deben 
negarse  á los  peritos  los  datos  y antecedentes  que  esti- 
inen  necesarios  para  emitir  el  informe  ó dictamen  que  se 
les  pida,  aunque  para  ello  sea  necesario  suspender  la  se- 
sión, como  ordena  este  articulo.  (S.  ftlMarío  1885). 
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SECCION  CUARTA. — De  la  prueba  documental 
y de  la  inspección  ocular. 

Art.  720.  El  Tribunal  examinará  por  sí  mismo 
los  libros,  documentos,  papeles  y demás  piezas  de 
convección  que  puedan  contribuir  al  esclarecimien- 
to de  los  hechos  ó á la  más  segura  investigación  de 
la  verdad. 

Art.  727.  Para  la  prueba  de  inspección  ocular 
que  no  se  haya  practicado  antes  de  la  apertura  de 
las  sesiones,  si  el  lugar  q»ie  deba  ser  inspeccionado 
se  hallase  en  la  capital,  se  constituirá  en  él  el  Tri- 
bunal con  las  partes,  y el  Secretario  extenderá  dili- 
gencia expresiva  del  lugar  ó cosa  inspeccionada, 
haciendo  constar  en  ella  las  observaciones  de  las 
partes  y demás  incidentes  que  ocurran. 

Si  el  lugar  estuviere  fuera  de  la  capital,  se  cons- 
tituirá en  él  con  las  partes  el  individuo  del  Tribu- 
nal que  el  Presidente  designe,  practicándose  las 
diligencias  en  la  forma  establecida  en  el  párrafo 
anterior. 

En  todo  lo  demás  se  estará  en  cuanto  fuere  ne- 
cesario, á lo  dispuesto  en  el  tít.  V,  capítulo  primero 
del  libro  11(1). 

SECCION  QUINTA.— Disposiciones  comunes 
á las  cuatro  secciones  anteriores. 

Art.  728.  No  podrán  practicarse  otras  diligen- 
cias de  prueba  que  las  propuestas  por  las  partes, 
ni  ser  examinados  otros  testigos  que  los  compren- 
didos en  las  listas  presentadas  (2). 


(1)  Admitida  como  pertinente  la  prueba  de  inspec- 
ción ocular  en  el  lugar  donde  se  cometió  el  crimen,  pro- 
cede practicarla  con  asistencia  de  los  Jueces  de  derecho 
y de  los  jurados.  (S.  3 Diciembre  1896). 

(2)  El  haber  declarado  en  el  juicio  oral  testigos  no 
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Art.  729.  Se  exceptúan  délo  dispuesto  en  el 
artículo  anterior: 

1.0  Los  careos  de  los  testigos  entre  sí  ó con  los 
procesados  ó entre  éstos,  que  el  Presidente  acuerde 
de  oficio,  ó á propuesta  de  cualquiera  de  las  partes. 

2.0  Las  diligencias  de  prueba  no  propuestas  por 
ninguna  de  las  partes  que  el  Tribunal  considere 
necesarias  para  la  comprobación  de  cualquiera  de 
los  hechos  que  hayan  sido  objeto  de  los  escritos  de 
calificación. 

3.0  Las  diligencias  de  prueba  de  cualquiera 
clase  que  en  el  acto  ofrezcan  las  partes  para  acre- 
ditar alguna  circunstancia  que  pueda  infiuir  en  el 
valor  probatorio  de  la  declaración  de  un  testigo,,  si 
el  Tribunal  las  considera  admisibles  (1). 


comprendidos  en  las  listas  y sobre  hechos  que  no  fueron 
objeto  de  los  escritos  de  calificación,  no  es  motivo  de  ca- 
sación por  quebrantamiento  de  forma.  (S.  29  Marzo  1889). 
— Es  improcedente  el  recurso  de  casación  por  quebranta- 
miento de  forma,  aunque  se  haya  formulado  protesta  por 
denegación  de  una  prueba  en  el  juicio  oral,  si  esa  misma 
prueba  fué  propuesta  en  el  escrito  de  conclusiones  pro- 
visioaales,  y no  se  formuló  contra  el  auto  denegatorio 
reclamación  de  ninguna  clase.  (S.  3 Julio  1889). — No  es 
admisible  la  sustitución  de  algunos  de  los  testigos  com- 
prendidos en  las  listas  por  otros  distintos,  pues  el  artícu- 
lo á que  esta  nota  se  refiere  prohibe  exancinar  otros  testi- 
gos que  los  comprendidos  en  las  listas  presentadas.  (Sen- 
tencia 1.*^  Mayo  1884). — La  ley  no  autoriza  la  lectura  ni 
la  presentación  de  documentos  en  el  acto  del  juicio,  en  el 
cual  sólo  deben  practicarse  las  diligencias  de  prueba  pro- 
puestas en  tiempo  oportuno,  á no  ser  que  el  Tribunal 
considere  otras  admisibles  por  su  influencia  para  aquila- 
tar el  valor  probatorio  de  los  testimonios.  (S.  19  Octubre 
de  188.5). 

(1)  La  ampliación  de  prueba  solicitada  porel  procesa- 
do en  escrito  presentado  después  de  señalado  el  día  para 
las  sesiones  del  juicio  oral,  no  es  procedente  como  no  pro*' 
puesta  en  tiempo  y forma  ni  hallarse  tampoco  notoria- 
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Art.  730.  Podrán  también  leerse  á instancia 
de  cualquiera  de  las  partes  las  diligencias  practi- 
cadas en  el  sumario,  que,  por  causas  independien- 
tes de  la  voluntad  de  aquéllas,  no  puedan  ser  re- 
producidas en  el  juicio  oral  (1). 


mente  en  ninguno  de  los  casos  de  excepción  que  prefija 
el  art.  *729  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  criminal.  (S.  H 
Marzo  1885). — Tanto  la  suspensión  del  juicio  oral  y pú- 
blico ccrao  el  careo  de  los  testigos  *ntre  sí,  de  conformi- 
dad con  lo  dispuesto  en  el  núm.  3.°  del  art.  *746  y en  el 
primero  del  729  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  criminal, 
son  medios  que  como  prueba  pueden  utilizarse  en  el  acto 
del  juicio,  y pueden  ser  también  pertinentes,  á falta  de 
motivos  bastantes  para  resolver  las  cuestiones,  cualquie- 
ra que  fuese  el  resultado  de  aquéllos,  motivos  que  debe 
exponer  la  Audiencia  en  uno  y otro  caso,  y sin  cuya  ex- 
posicióíj  no  es  posible  sostener  la  legitimidad  de  la  dene- 
gación (S.  31  Marzo  1885)  — Si  bien  es  cierto  que  el  ar- 
tículo 729  en  su  núm.  3."  autoriza  la  prueba  que  ofrez- 
can las  partes  para  acreditar  alguna  circunstancia  que 
pueda  influir  en  el  valor  probatorio  de  la  declaración  de 
un  testigo,  la  admisión  de  esta  prueba  se  subordina  al 
prudente  criterio  del  Tribunal,  y la  misma  facultad  dis- 
crecional le  conceden  los  arts.  708  y 709  tratándose  de 
las  preguntas  que  se  dirijan  á los  testigos,  que  puede  re- 
chazar cuando  las  considere  capciosas,  sugestivas  ó im- 
pertinentes. (S.  26  Febrero  1886).  — Sobre  la  facultad  dis- 
crecional que  este  artículo  atribuye  al  Tribunal  juzgador, 
no  se  da  recurso  alguno.  (Sentencias  13  Julio  1897  y 24 
Junio  1898). 

(1)  La  exención  de  la  obligación  de  declarar,  otorga- 
da por  el  art.  416  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  criminal 
á los  parientes  del  procesado  en  línea  directa  ascendente 
ó descendente  y á los  demás  que  expresa,  no  puede  esti- 
marse subordinada  á la  facultad  que  concede  á las  partes 
el  art.  780  de  pedir  que  se  lean  las  diligencias  practica- 
das en  el  sumario  que  por  causas  independientes  de  la 
voluntad  de  aquéllas  no  puedan  reproducirse  en  el  juicio 
oral.  (S.  13  Nov.  1885). — La  ley  no  autoriza  la  lectura  de 
diligei  icias  sumariales  más  que  en  el  caso  á que  se  refie- 
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Art.  731.  El  Tribunal  adoptará  las  disposioio- 
nes  convenientes  para  evitar  que  los  procesados 
que  se  hallen  en  libertad  provisional  se  ausenten 
ó dejen  de  comparecer  á las  sesiones  desde  que 
éstas  den  principio  hasta  que  se  pronuncie  la  sen- 
tencia. 


CAPITULO  IV 

De  la  acusación,  de  la  defensa  y de  la  sentencia, 

Art.  732.  Practicadas  las  diligencias  de  la  prue- 
ba, las  partes  podrán  modificar  las  conclusiones  de 
los  escritos  de  calificación. 

En  este*  caso  formularán  por  escrito  las  nuevas 
conclusiones  y las  entregarán  al  Presidente  del 
Tribunal. 

Las  conclusiones  podrán  formularse  en  forma 
alternativa,  según  lo  dispuesto  en  el  art.  663  (1).  / 


re  el  art.  *730,  ó para  reconvenir  á los  testigos  que  en  el 
juicio  declaran  de  diferente  manera  que  en  el  sumarip, 
lo  que  es  perfectamente  aplicable  á los  procesados.— En 
las  causas  por  muerte  violenta,  el  informe  de  los  médi- 
cos que  practicaron  la  autopsia,  es  de  las  diligencias 
cuya  lectura  debe  acordarse  á instancia  de  parte.  (Sen- 
tencias *7  Dic.  1883). — Las  diligencias  de  embargo  y de- 
pósito de  un  juicio  ejecutivo  en  que  consta  la  existencia 
del  hecho  justiciable  se  encuentran  en  el  mismo  caso. 
(S.  22  Marzo  1884). 

(1)  La  cuestión  sobre  si  el  Tribunal  puede  condenar 
al  procesado  acusado,  si  i»o  se  ha  formulado  acusación 
definitiva,  es  de  carácter  esencialmente  procesal,  y la 
Sala  2.“  del  Supremo  no  tiene  jurisdicción  para  resolver- 
la, según  sentencias  de  y 20  de  Enero  de  1887;  pero 
no  deberá  entenderse  esto  cuando  la  sentencia  recaída 
imponga  la  última  pena,  pues  en  tal  caso  dicha  Sala  pue- 
de estimar  todos  los  motivos  que  vician  el  fallo,  tanto' 
por  infracción  de  ley  como  por  quebrantamiento  de  for-> 
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- Art.  733.  Si  juzgando  por  el  resultado  de  las 
pruebas  entendiere  el  Tribunal  que  el  hecho  justi- 
ciable ha  sido  calificado  con  manifiesto  error,  po- 
drá el  Presidente  emplear  la  siguiente  fórmula  (1): 
Sin  que  sea  visto  prejuzgar  el  fallo  definitivo  so* 
hre  las  conclusiones  de  la  acusación  y la  defensa,  el 
Tribunal  desea  que  el  Fiscal  y los  defensores  del 
procesado  (ó  los  defensores  de  las  partes  cuando 
fuesen  varias)  le  ilustren  acerca  de  si  el  hecho  justi- 
ciable constituye  el  delito  de ó si  existe  la  circuns- 

tancia eximente  de  responsabilidad  á que  se  refiere  el 

núm del  articulo del  Código  penaL 

Esta  facultad  excepcional,  de  que  el  Tribunal 
usará  con  moderación,  no  se  extiende  á las  causas 
por  delitos  que  sólo  pueden  perseguirse  á instan- 
cia de  parte,  ni  tampoco  es  aplicable  á los  errores 
que  hayan  podido  cometerse  en  los  escritos  de  ca- 
lificación, así  respecto  á la  apreciación  de  las  cir- 
cunstancias atenuantes  y agravantes,  como  en 
cuanto  á la  participación  de  cada  uno  de  los  proce- 


ma,  y decidir  si  la  falta  de  acusación  coloca  la  sentencia 
en  el  caso  del  núm.  3.”  del  art.  912. — Alteradas  las  con- 
clusiones provisionales  el  Tribunal  sólo  puede  tener  en 
cuenta  las  definitivas,  y si  prescinde  de  ellas  hace  proce- 
dente el  recurso  de  casación  fundado  en  el  núm.  3.°  del 
artículo  912  de  esta  ley.  (S.  16  Nov.  1889). 

(1)  La  calificación  á que  se  refiere  este  artículo,  es  la 
definitiva,  no  la  provisional,  (S.  2*7  Dic.  1888).— El  ha- 
berse penado  un  delito  más  grave  que  el  que  fué  ob- 
jeto de  la  acusación,  no  es  punto  que  puede  discutirse  en 
un  recurso  por  infracción  de  ley,  y sí  en  el  de  quebran- 
tamiento de  forma.  (S.  22  Feb.  1898).— La  facultad  que 
concede  este  artículo,  como  excepcional  que  es,  está  li- 
mitada á los  casos  que  en  el  mismo  taxativamente  se 
consignan,  sin  extenderse  á los  errores  que  se  hayan  po- 
dido cometer  en  los  escritos  de  calificación  respecto  á la 
apreciación  de  circunstancias,  etc.  (S.  29  Marzo  1898). 
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sados  en  la  ejecución  del  delito  público,  que  sea 
materia  del  juicio. 

Si  el  Fiscal  ó cualquiera  de  los  defensores  de  las 
partes  indicaren  que  no  están  suficientemente  pre« 
parados  para  discutir  la  cuestión  propuesta  por  el 
Presidente,  se  suspenderá  la  sesión  hasta  el  si-: 
guiente  día  (1). 

(l)  Según  declaró  el  Tribunal  Supremo  en  sentencia 
de  23  de  Septiembre  de  1884,  cuando  el  Fiscal  modifica 
sus  conclusiones  en  el  acto  del  juicio  y aprecia  que  el 
delito  es  menos  grave  que  el  que  calificó  en  éstas,  el 
Tribunal  que  condena  al  reo  conforme  á la  calificación 
mas  grave  sin  hacer  uso  de  la  facultad  establecida  en  el 
artículo  733,  incurre  en  el  quebrantamiento  de  forma 
del  núm.  3.”  del  art.  912.— Cuando  el  Tribunal  hace  uso- 
de  la  facultad  que  le  da  el  art.  733,  y la  pena  correccio- 
nal solicitada  por  la  acusación  no  es  procedente,  según 
la  calificación  aceptada,  aun  cuando  el  procesado  y su 
defensa  se  conformen  con  aquélla,  puede  la  sentencia 
decretar  otra  ajustada  á la  ley,  mandando  previamente 
continuar  el  juicio.  (S.  15  Dic.  1884). — Habiendo  el  Mi- 
nisterio fiscal  en  el  acto  del  juicio  oral  variado  las  con- 
clusiones que  había  hecho  anteriormente  calificando  el 
delito  por  que  se  procedía  de  lesiones  menos  graves,  la 
Audiencia,  al  calificarlo  y penarlo  como  homicidio,  ha 
debido  hacer  uso  de  la  facultad  que  dicho  artículo  le  con- 
cede, sin  que  la  circunstancia  de  haber  opinado  de  la 
misma  manera  el  citado  Ministerio  fiscal  en  el  escrito  de 
v-onclusiones  la  dispense  de  cumplir  aquella  formalidad, 
en  atención  á que  la  verdadera  acusación  es  la  que  se 
hace  en  el  acto  del  juicio  oral,  y por  consiguiente  resal- 
ta infringido  el  art  733.  (S.  5 Jun.  1885).  — La  prohibi- 
ción impuesta  á los  Tribunales  de  penar  un  delito  más 
grave  que  el  que  haj'a  sido  objeto  de  la  acusación  cuan- 
do no  hubieren  procedido  previamente  como  determina, 
el  art.  733  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  criminal,  no  és 
o.ítensiva  ni  aplicable  á los  excesos  que  hayan  podido 
cometerse  en  los  escritos  de  calificación,  así  respecto  á 
la  apreciación  de  las  circunstancias  atenuantes  y agra- 
vantes como  en  cuanto  á la  participación  de  cada  uno  de 
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Art.  734,  Llegado  el  momento  de  informar,  el 
Presidente  concederá  la  palabra  al  Fiscal  si  fuere 
parte  en  la  causa,  y después  al  defensor  del  acu- 
sador particular  si  le  hubiese. 

£n  sus  informes  expondrán  éstos  los  hechos  que 
consideren  probados  en  el  juicio,  su  calificación 
legal,  la  participación  que  en  ellos  hayan  tenido 
los  procesados  y la  responsabilidad  civil  que  ha- 


los procesados  en  la  ejecución  del  delito  público  que  sea 
materia  del  juicio,  según  se  declara  en  dicho  artículo; 
de  suerte  que  estos  dos  puntos  son  de  la  apreciación  de 
los  Tribunales,  los  cuales  respecto  de  ellos  pueden  se- 
pararse de  la  calificación  fiscal,  imponiendo  una  pena 
más  grave  que  la  pedida  en  la  acusación  sin  necesidad 
de  hacer  uso  previamente  de  la  facultad  que  les  concede 
el  artículo  antes  citado.  Conforme  á la  doctrina  legal  ex- 
puesta, es  de  la  competencia  del  Tribunal  sentenciador 
apreciar  por  el  resultado  de  las  pruebas  la  participación 
de  cada  uno  de  los  procesados  en  la  ejecución  del  delito, 
y puede  por  tanto  penar  como  autor  al  que  el  Ministerio 
fiscal  ha  calificado  y acusado  de  cómplice,  sin  necesidad 
de  proceder  previamente  como  determina  el  citado  artícu- 
lo Í33.  (S.  10  Jul.  1585). — Aparte  de  ser  potestativo  en 
el  Tribunal  sentenciador  hacer  ó no  uso  de  las  facultades 
que  le  concede  el  artículo  que  anotamos,  el  prescindir 
de  lo  que  éste  dispone  nunca  puede  alegarse  en  apoyo 
de  un  recurso  y menos  por  infracción  de  ley.  (S.  9 Octu- 
bre 1886). — Aparte  de  que  la  facultad  otorgada  por  el  ar- 
tículo *733  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  criminal  al  Tri- 
bunal del  juicio  para  plantear  la  cuestión  de  si  el  hecho 
calificado  por  la  acusación  puede  constituir  un  delito 
distinto  sólo  tiene  transcendencia  legal  cuando  aquélla 
se  refiere  á un  delito  menor,  es  de  todas  maneras  eviden- 
te que  no  cabe  la  infracción  de  dicho  artículo  en  ningu- 
no de  los  casos  que  autorizan  el  recur.so  de  casación  por 
infracción  de  ley.  (S.  23  Jun.  1887). — Sin  cumplir  con  lo 
preceptuado  en  este  artículo  no  puede  penarse  el  delito 
de  hurto  con  doble  reincidencia,  si  la  pena  es  mayor  á la 
correspondiente  al  de  robo  que  calificó  el  Fiscal.  (S.  3 
Enero  1888). 
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yan  contraído  los  mismos  ü otras  personas^  así 
como  las  cosas  que  sean  su  objeto,  ó la  cantidad 
en  que  deban  ser  reguladas  cuando  los  informan-, 
tes  ó sus  representados  ejerciten  también  la  acción 
civil. 

Art.  735.  El  Presidente  concederá  después  la 
palabra  al  defensor  del  actor  civil  si  lo  hubiere, 
quien  limitará  su  informe  á los  puntos  concer- 
nientes á la  responsabilidad  civil. 

Art.  736.  En  seguida  dará  la  palabra  á los  de- 
fensores de  los  procesados,  y después  de  ellos  á los 
de  las  personas  civilmente  responsables,  si  no  s# 
defendieren  bajo  una  sola  representación  con  aqué 
líos. 

Art.  737.  Los  informes  de  los  defensores  de 
las  partes  se  acomodarán  á las  conclusiones  que 
definitivamente  hayan  formulado,  y en  su  caso  á la 
propuesta  por  el  Presidente  del  Tribunal  con  arre- 
glo á lo  dispuesto  en  el  art.  733  (1). 

Art.  738.  Después  de  estos  informes,  sólo  será 
permitido  á las  partes  la  rectificación  de  hechos  y 
conceptos, 

Art.  739.  Terminadas  la  acusación  y la  defen- 
sa, el  Presidente  preguntará  á los  procesados  si 
tienen  algo  que  manifestar  al  Tribunal. 

Al  que  contestare  afirmativamente,  le  será  con- 
cedida la  palabra. 

El  Presidente  cuidará  de  que  los  procesados  al 
usarla  no  ofendan  la  moral  ni  falten  al  respeto  de- 
bido al  Tribunal,  ni  á las  consideraciones  corres 
pondientes  á todas  las  personas,  y que  se  ciñan  á 
lo  que  sea  pertinente,  retirándoles  la  palabra  en 
caso  necesario. 


(1)  La  infracción  del  presente  artículo  sólo  puede  su- 
ponerse en  recurso  por  quebrantamiento  de  forma,  (ó.  18 
líneru  1888). 


' Art.  740,  Después  de  hablar  los  defensores  de 
las  partes  y los  procesados  en  su  caso,  el  Presiden- 
te declarará  concluso  el  juicio  para  sentencia. 

Art.  741.  El  Tribunal,  apreciando  según  su 
: conciencia  las  pruebas  practicadas  en  el  juicio,  las 

X razones  expuestas  por  la  acusación  y la  defensa  y 
lo  manifestado  por  los  mismos  procesados,  dictará 
sentencia  dentro  del  término  fijado  en  esta  ley  (1). 

Art.  742.  En  la  sentencia  se  resolverán  todas 
las  cuestiones  que  hayan  sido  objeto  del  juicio, 
condenando  ó absolviendo  á los  procesados  no  sólo 
por  el  delito  principal  y sus  conexos,  sino  también 
por  las  faltas  incidentales  de  que  se  haya  conocido 
en  la  causa,  sin  que  pueda  el  Tribunal  emplear  en 
este  estado  la  fórmula  del  sobreseimiento  respecto 
de  los  acusados  á quienes  crea  que  no  debe  con- 
denar. 

También  se  resolverán  en  la  sentencia  todas  las 
cuestiones  referentes  á la  responsabilidad  civil  que 
hayan  sido  objeto  del  juicio  (2). 


n)  Sobre  la  eficacia  y valor  de  las  pruebas  practica- 
das en  el  juicio  y apreciadas  en  la  sentencia,  en  virtud  de 
las  facultades  que  para  ello  le  concede  el  artículo  que 
anotamos,  no  se  da  el  recurso  de  casación.  (S.  20  Diciem- 
bre 1H83) — El  Tribunal  sentenciador  no  puede  ni  debe 
hacerse  cargo  de  declaraciones  que  no  se  hayan  hecho 
en  el  juicio  oral  y público.  (S.  13  Dic  1883). — Según  el 
' artículo  *741  de  la  mencionada  ley,  el  Tribunal  sentencia- 
dor, para  dictar  su  fallo,  sólo  debe  apreciar  consciente- 
mente las  pruebas  practicadas  en  el  juicio,  las  razones 
expuestas  por  la  acusación  y defensa  y lo  manifestado 
por  los  mismos  procesados;  pues  si  estimase  conveniente 
depurar  algún  hecho  comprendido  en  los  escritos  de  ca- 
lificación, tiene  facultades  para  esclarecerlo,  con  arreglo 
al  núm  2 “ del  art.  *729.  (S.  20  Sep.  1886). 

(2)  Es  constante  jurisprudencia  dictada  por  el  Tribu- 
nal Supremo,  que  la  sentencia  que  absuelve  ó condena, 
resuelve  todos  los  puntos  que  han  sido  objeto  de  la  acu- 
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Art.  743.  El  Secretario  del  Tribunál  extendi^l 
acta  de  cada  sesión  que  se  celebre,  y en  ella  har^ 
constar  sucintamente  cuanto  importante  hubieré* 
ocurrido.  - 

Al  terminar  la  sesión  se  leerá  el  acta,  haciéndo-í 
se  en  ella  las  rectificaciones  que  las  partes  recial 
men,  si  el  Tribunal  en  el  acto  las  estima  proceV! 
(lentes.  * - 

Las  actas  se  firmarán  por  el  Presidente  é indivi-1 


sación  y de  la  defensa  (S.  5 Ab.  1884);  — que  cuando  laa^ 
conclusiones  se  presentan  en  furma  alternativa  y el  fallo^ 
condena  por  uno  de  los  delitos  en  ellas  calificados,  nq¿ 
puede  decirse  que  al  no  resolverse  sobre  el  otro,  deja  in- 
deciso un  punto  objeto  de  la  acusación  (S.  15  Óc.  1884); 
— que  infring-e  el  art,  742  é incurre  en  el  quebrantamien- 
to de  forma  del  art.  912,  núm.  2.“,  el  Tribunal  que  des- 
pués de  celebrarse  el  juicio  oral  por  lesiones  graves  y 
menos  graves,  condena  al  procesado  como  autor  de  las 
primeras  y sobresee  provisionalmente  en  cuanto  á*las 
segundas  (S.  18  Nov.  1884); — que  celebrado  el  juicio 
oral  y citadas  las  partes  para  sentencia,  el  Tribunal  que, 
en  vez  de  dictarla  resolviendo  todas  la  cuestiones  discu-' 
tidas,  dicta  un  auto  declarando.se  incompetente,  infringe 
los  arts.  741  y 742,  y quebr-inta  la^  formas  del  juicio  con- 
forme al  núm.  2.°  del  912  fS  lO  En.  1885);— y que  en  el; 
mismo  caso  está  la  sentencia  condenatoria  por  robo  que, 
atendiendo  á que  falta  la  determinación  de  la  cantidad 
objeto  del  delito,  reserva  su  derecho  al  perjudicado  para 
reclamarla  del  reo  una  vez  justificada  (S.  24  En.  1885). 
— Ni  el  art,  742  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  criminaU  ni 
otro  alguno,  previene  que  se  consignen  en  la  sentencia 
las  razones  alegadas  por  la  defensa  del  procesado  para’ 
no  conformarse  con  las  conclusiones  del  Ministerio  fiscal. 
(S.  8 Oc.  1885). — La  sentencia  que  expresa  en  sus  consi- 
derandos que  en  la  comisión  de  un  delito  de  asesinato  no 
concurrieron  circunstancias  atenuantes,  no  adolece  de 
defecto  en  su  redacción  por  no  haberse  resuelto  la  inisDsa 
sobre  las  circunstancias  atenuantes  alegadas  por  el 
cúrrente.  (S.  12  Ab.  1886). 
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duo8  del  Tribunal,  por  el  Fiscal  y por  los  defenso- 
res de  las  partes  (1). 

CAPITULO  V 

De  la  suspensión  del  juicio  oral. 

Art.  744.  Abierto  el  juicio  oral,  continuará  du- 
rante todas  las  sesiones  consecutivas  que  sean  ne- 
cesarias hasta  su  conclusión. 

Art.  745.  No  obstante  lo  dispuesto  en  el  artícu- 
lo anterior,  el  Presidente  del  Tribunal  podrá  sus- 
pender la  apertura  de  las  sesiones  cuando  las  par- 
tes, por  motivos  independientes  de  su  voluntad, 
no  tuvieren  preparadas  las  pruebas  ofrecidas  en 
sus  respectivos  escritos. 

Art.  746.  Procederá  además  la  suspensión  del 
juicio  oral  en  los  casos  siguientes  (2): 

Cuando  el  Tribunal  tuviere  que  resolver  du- 
rante los  debates  alguna  cuestión  incidental  que 
por  cualquier  causa  fundada  no  pueda  decidirse  en 
el  acto. 

2.0  Cuando  con  arreglo  á este  Código  el  Tribu- 
nal ó alguno  de  sus  individuos  tuviere  que  practi- 
car alguna  diligencia  fuera  del  lugar  de  las  sesio- 
nes y no  pudiere  verificarse  en  el  tiempo  interme- 
dio entre  una  y otra  sesión. 

• 3.0  Cuando  no  comparezcan  los  testigos  de 
cargo  y de  descargo  ofrecidos  por  las  partes  y el 
Tribunal  considere  necesaria  la  declaración  de  los 
mismos  (3). 


(1)  Véanse  las  indicaciones  críticas  en  la  Revistada 
los  Tribunales^  1888,  págs.  1*7  y sigs.  del  tomo  XVI. 

(2)  La  negativa  del  Tribunal  á la  suspensión  del  jui- 
cio, no  autoriza  el  recurso  de  casación  por  quebranta- 
miento de  forma.  (S.  18  Nov.  1887). 

(8)  La  apreciación  de  si  es  ó no  necesaria  la  declara 


. V8 
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Podrá,  sin  embargo,  el  Tribunal  acordar  en  esté 
caso  la  continuación  del  juicio  y la  práctica  de  las 
demás  pruebas;  y después  que  se  hayan  hecho 
suspenderlo  hasta  que  comparezcan  los  testigos  au- 
sentes. 

Si  la  no  comparecencia  del  testigo  fuere  por  el 
motivo  expuesto  en  el  art.  718,  se  procederá  como 
se  determina  en  el  mismo  y en  los  dos  siguien-. 
tes  (1). 

4.^  Cuando  algún  individuo  del  Tribunal  ó el 
defensor  de  cualquiera  de  las  partes  enfermare  re- 
pentinamente hasta  el  punto  de  que  no  pué^a  con- 
tinuar tomando  parte  en  el  juicio,  ni  pueda  ser 
reemplazado  el  último  sin  grave  inconveniente  pa- 
ra la  defensa  del  interesado. 

Lo  dispuesto  en  este  número  respecto  á los  de- 
fensores de  las  partes  se  entiende  aplicable  al  Fis- 
cal (2). 

6.^  Cuando  alguno  de  los  procesados  se  halle 
en  el  caso  del  número  anterior,  en  términos  de  que 
no  pueda  estar  presente  en  el  juicio. 

La  suspensión  no  se  acordará  por  esta  causa,  si- 
no después  de  haber  oído  á los  facultativos  nom- 
brados de  otício  para  el  reconocimiento  del  en- 
fermo. 


ción  de  un  testigo,  la  deja  la  ley,  como  toda  la  prueba,  á 
la  del  Tribunal  sentenciador.  (S.  8 Oct.  1885  y 4 y 1 de 
Oct.  1889). — No  habiendo  consignado  la  parte  que  juzgó 
necesaria  una  declaración  los  hechos  sobre  que  había  de 
versar,  falta  la  base  para  proceder  á la  suspensión.  (S.  5 
.Julio  1890). 

(1)  Cualquiera  que  sea  la  resolución  del  Tribunal  res- 
pecto de  la  suspensión  ó continuación  del  juicio  en  los 
casos  á que  se  refiere  este  precepto,  es  potestativo  en 
aquél,  y no  procede  contra  su  acuerdo  el  recurso  de  ca- 
sación. (S.  18  Oct.  1897). 

(2)  Véase  el  art.  102  de  la  Ley  del  Jurado.  - , • 
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6.®  Cuando  revelaciones  ó retractaciones  ines- 
peradas produzcan  alteraciones  sustanciales  en  los 
juicios,  haciendo  necesarios  nuevos  elementos  de 
prueba  ó alguna  sumaria  instrucción  suplementa- 
ria (1). 

Art*  747.  En  los  casos  1 ”,  2.o,  4.®  y 6.®  del  ar- 
tículo anterior,  el  Tribunal  podrá  decretar  de  oficio 
ia  suspensión.  En  los  demás  casos  la  decretará, 
siendo  procedente,  á instancia  de  parte. 

Art.  748.  En  los  autos  de  suspensión  que  se 
dicten,  se  fijará  el  tiempo  de  la  suspensión,  si  fue- 
re po^ihle,  y se  determinará  lo  que  corresponda 
para  ía^ontinuación  del  juicio. 

Contra  estos  autos  no  se  dará  recurso  alguno. 


(1)  En  causa  seguida  por  hurto  se  señaló  día  para  la 
vista,  acto  que  fué  preciso  suspender  por  estar  señalada 
otra  vista  por  otra  Audiencia  en  causa  instruida  contra 
el  procesado  por  igual  delito.  Verificado  el  acto  suspen- 
dido á virtud  de  nuevo  señalamiento,  pidió  el  Fiscal  la 
suspensión  del  juicio  para  que  se  aportara  certificación 
de  la  sentencia  ejecutoria  dictada  en  la  otra  causa,  soli- 
citud que  fué  denegada. 

Interpuesto  recurso  de  casación,  fué  casada  la  sen- 
tencia, 

«Considerando  que  según  prescribe  la  citada  disposi- 
ción legal  (el  art.  746),  invocada  como  fundamento  del 
presente  recurso,  procedía  la  suspensión  del  juicio,  por 
cuanto  el  hecho  de  haber  sido  penado  por  igual  delito  el 
procesado  en  virtud  de  sentencia  ejecutoria  recaída  re- 
cientemente, en  otra  causa  por  hurto,  de  que  antes  no 
había  tenido  noticia  el  Ministerio  público,  justificada  de- 
bidamente, producía  alteración  sustancial  en  el  mismo 
respecto  de  la  criminalidad  del  procesado: 

Considerando,  en  su  virtud,  que  procede  el  recurso  co- 
mo comprendido  en  el  caso  1.®  del  art.  912  de  la  citada 
ley  por  haberse  denegado  una  diligencia  de  prueba  cono- 
cidamente pertinente  y propuesta  en  tiempo  y forma, 
atendida  su  naturaleza.*  (S.  22  En.  1885). 
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Art.  749.  Cuando  por  razón  de  los  casos  pre- 
vistos en  los  núms.  4.o  y 6.®  del  art.  746  haya  de 
prolongarse  indefinidamente  la  suspensión  del  jui- 
cio, ó por  un  tiempo  demasiado  largo,  se  declarará 
sin  efecto  la  parte  del  juicio  celebrada  y se  citará 
á nuevo  juicio  para  cuando  desaparezca  la  causa 
de  la  suspensión  ó puedan  ser  reemplazadas  las 
personas  reemplazables. 

Lo  mismo  podrá  acordar  el  Tribunal  en  el  caso 
del  núm.  6 o,  si  la  preparación  de  los  elementos  de 
prueba,  ó la  sumaria  instrucción  suplementaria  exi- 
giere algún  tiempo. 


\ 


LIBRO  IV 


DE  LOS  PROCEDIMIENTOS 
ESPECIALES 


TITULO  PRIMERO 


DEL  MODO  DE  PROCEDER  CUANDO  FUERE  PROCESADO 
UN  SENADOR  Ó DIPUTADO  i CORTES 

V -• 


Art.  760*  El  Juez  ó Tribunal  que  encuentre 
méritos  para  procesar  á un  Senador  ó Diputado  á 
Cortes  por  causa  de  delito  se  abstendrá  de  dirigir 
el  procedimiento  contra  él  si  las  Cortes  estuvieren 
abiertas,  hasta  obtener  la  correspondiente  autori- 
zación del  Cuerpo  Colegislador  á que  pertenezca. 

Art.  761.  Cuando  el  Senador  ó Diputado  á Cor- 
tes fuere  delincuente  infraganti  podrá  ser  detenido 
y procesado  sin  la  autorización  á que  se  refiere  el 
artículo  anterior;  pero  en  las  veinticuatro  horas 
siguientes  á la  detención  ó procesamiento  deberá 
ponerse  lo  hecho  en  conocimiento  del  Cuerpo  Co 
legislador  á que  corresponda. 

Se  pondrá  también  en  conocimiento  del  Cuerpo 
Colegislador  respectivo  la  causa  que  existiere  pen- 
diente contra  el  que,  estando  procesado,  hubiese 
sido  elegido  Senador  ó Diputado  á Cortes. 

Art.  762.  Si  un  Senador  ó Diputado  á Cortes 
fuere  procesado  durante  un  interregno  parlamenta- 
rio deberá  el  Juez  ó Tribunal  que  conozca  de  la 
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cansa  ponerlo  inmediatamente  en  conocimieiiíó 
del  respectivo  Cuerpo  Colegislador. 

Lo  mismo  se  observará  cuando  haya  sido  prOce-  í 
sado  un  Senador  ó Diputado  á Cortes  electo  antes 
de  reunirse  éstas. 

Art.  753.  En  todo  caso,  se  suspenderán  los 
procedimientos  desde  el  día  en  que  se  dé  conocí- ' 
miento  á las  Cortes,  estén  ó no  abiertas,  permane- 
ciendo las  cosas  en  el  estado  en  que  entonces  se 
hallen,  hasta  que  el  Cuerpo  Colegislador  respectivo 
resuelva  lo  que  tenga  por  conveniente. 

Art.  764:.  Si  el  Senado  ó el  Congreso  negasen 
la  autorización  pedida,  se  sobreseerá  respecto  al 
Senador  ó Diputado  á Cortes;  pero  continuará  la 
causa  contra  los  demás  procesados  (1). 

Art.  755.  La  autorización  se  pedirá  en  forma 
de  suplicatorio,  remitiendo  con  éste,  y con  carácter 
de  reservado,  el  testimonio  de  los  cargos  que  re- 
sulten contra  el  Senador  ó Diputado,  con  inclusión 
de  los  dictámenes  del  Fiscal  y de  las  peticiones  par- 
ticulares en  que  se  haya  solicitado  la  autorización. 

Art.  750.  El  suplicatorio  se  remitirá  por  con- " 
ducto  del  Ministro  de  Gracia  y Justicia. 


TITULO  II 


DEL  ÁNTBJÜICIO  NECESARIO  PARA  EXIGIR  LA  RESPON- 
SABILIDAD CRIMINAL  Á UJS  JUECES  Y MAGISTRA- 
DOS (2). 

Art.  757.  Todo  español  que  no  esté  incapacita 


‘ -í 


(1)  Contra  un  auto  de  sobreseimiento  fundado  en  U f 

negativa  del  Congreso  de  la  autorización  para  continuar  . v 
el  procedimiento  contra  un  Diputado  á Cortes,  es  inad- 
misible  el  recurso  de  casación,  pues  el  acuerdo  del  Cop-  < ^ 
greso  es  de  ineludible  cumplimiento  para  los  Tribunales  - 
ae  justicia.  (S.  8 Junio  1883).  . - ^ 

(2)  Al  tenor  de  lo  dispuesto  en  el  núm.  2.°  del  ^ 
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do  para  el  ejercicio  de  la  acción  penal  podrá  pro- 
mover el  antejuicio  necesario  para  exigir  la  res- 
ponsabilidad criminal  á los  Jueces  y Magistrados 
por  delitos  cometidos  en  el  ejercicio  de  sus  fun- 
ciones (1). 


lo  246  de  la  ley  provisional  sobre  Organización  de  Tribu- 
nales, podrá  exigirse  á instancia  del  Ministerio  fiscal  la 
responsabilidad  criminal  á los  Jueces  y Magistrados,  y 
en  ese  caso  no  es  necesario  que  preceda  antejuicio,  por- 
que sólo  se  requiere  éste,  según  lo  ordenado  en  el  258  de 
dicha  ley,  cuando  en  uso  de  su  derecho  son  aquéllos  per- 
seguidos por  un  particular,  persona  h ibil  para  compare- 
cer en  juicio.  (S  12  Diciembre  1884). — En  la  incoación  y 
sustanciación  de  un  sumario  contra  un  Juez  municipal, 
deben  observarse  las  prescripciones  de  los  arts.  258  y 259 
de  la  Ley  Orgánica  del  Poder  judicial,  que  exigen  el  an- 
tejuicic  ante  el  mismo  Tribunal  que  debe  conocer  de  la 
causa  para  exigir  la  responsabilidad  criminal  á Jueces  y 
Magistrados,  sin  excluir  á los  municipales,  y lo  que  se 
ordena  en  el  párrafo  úliimo  del  303  de  la  de  Enjuicia- 
miento criminal,  sin  que  las  reformas  hechas  por  esta  ley 
y por  la  adicional  á la  Orgánica  sobre  competencia  hayan 
privado  á dichos  funcionarios  de  las  garantías  estableci- 
das en  las  disposiciones  citadas.  (Auto  19  Septiembre  de 
1885). — Aun  cuando  para  incoarse  causa  'contra  Jueces 
y Magistrados  á instancia  de  parte  hábil  para  compare- 
cer en  juicio  debe  ciertaniente  preceder  un  antejuicio  con 
arreglo  al  art.  258  de  la  Ley  Orgánica  del  Poder  judi- 
cial, este  precepto,  sin  embargo,  no  es  absoluto  y gene- 
ral para  todos  los  delitos  que  puedan  cometerse  por  esos 
funcionarios,  pues  el  art.  245  de  la  misma  ley  los  concre- 
ta á los  referentes  á la  infracción  de  las  leyes  relativas 
al  ejercicio  de  sus  funciones,  y así,  en  los  delitos  de  inju- 
ria grave  causada  por  un  Juez  municipal  que  no  se  halla- 
ba en  aquel  momento  ejerciendo  las  funciones  de  su  car- 
go, no  es  necesario  el  antejuicio  para  entablar  la  acción 
criminal,  que  puede  subsistir  sin  ese  trámite,  pues  que 
en  este  caso  no  puede  haber  infracción  de  las  leyes  rela- 
tivas al  ejercicio  de  las  funciones  de  su  cargo  á que  alu- 
dimos. (S.  n Abril  1888). 

(1)  Conñrma  lo  indicado  en  este  artículo  respecto  de 
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Art.  758.  Cuando  el  antejuicio  tuviere  por  ob- 
jeto alguno  de  los  delitos  de  prevaricación  relati- 
vos á sentencias  injustas,  no  podrá  promoverse 
hasta  después  de  terminados  por  sentencia  firme 
el  pleito  ó causa  que  dieren  motivo  al  procedi- 
miento. 

Art.  759.  Si  el  antejuicio  tuviere  por  objeto 
cualquiera  de  los  delitos  referentes,  ya  á retardo 
malicioso  en  la  administración  de  justicia,  ya  á 
negativa  á juzgar  por  alguno  de  los  pretextos  es- 
pecificados en  el  Código,  podrá  promoverse  tan 
pronto  como  el  Juez  ó Tribunal  hubiese  dictado 
resolución  negándose  á juzgar  por  oscuridad,  insu- 
ficiencia ó silencio  de  la  ley,  ó después  que  hubie- 
sen transcurrido  quince  días  de  presentada  la  últi- 
ma solicitud  pidiendo  al  Juez  ó Tribunal  que  falle 
ó resuelva  cualquiera  causa,  expediente  ó preten 
sión  judicial  que  estuviere  pendiente,  sin  que  aquél 
lo  hubiese  hecho  ni  manifestado  por  escrito  en  los 
autos  causa  legal  para  no  hacerlo. 

Art.  760.  Cuando  tuviere  por  objeto  cualquier 
otro  delito  cometido  por  el  Juez  ó Magistrado  en 
el  ejercicio  de  sus  funciones,  podrá  promoverse  el 
añtejuicio  desde  que  el  delito  sea  conocido. 

Art.  761.  El  ofendido  por  la  resolución  judi- 
(•ial  no  tendrá  necesidad  de  prestar  fianza  alguna 
para  ejercitar  la  acción  contra  los  Jueces  ó Magis- 
trados. 

Se  entiende  por  ofendido  aquél  á quien  directa- 
fuente  dañe  ó perjudique  el  delito. 

Art.  762.  El  que  no  haya  sido  ofendido  por  el 
delito,  al  promover  el  antejuicio,  prestará  la  fianza 
que  el  Tribunal  que  haya  de  conocer  de  la  causa 


la  necesidad  del  antejuicio  para  proceder  contra  un  Juez, 
la  sentencia  de  10  de  Junio  de  1897 
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determine  para  que  pueda  ésta  sustanciarse  á su 
instancia. 

En  todo  lo  relativo  á la  fianza  se  estará  á lo  dis- 
puesto en  el  tít.  IX  del  libro  II  de  este  Código. 

Art.  763.  Contra  el  auto  exigiendo  la  panza  y 
fijando  su  cantidad  y calidad,  procederá  el  recurso 
de  apelación  en  ambos  efectos  para  ante  la  Sala 
segunda  del  Tribunal  Supremo,  si  hubiese  sido 
dictado  por  la  Audiencia. 

Si  lo  hubiese  sido  por  el  Tribunal  Supremo,  pro- 
cederá solamente  el  recurso  de  súplica. 

Art.  764.  El  antejuicio  se  promoverá  por  es- 
crito redactado  en  forma  de  querella,  que  firmará 
un  Letrado  (1). 

Art.  765.  Si  la  responsabilidad  criminal  que  se 
intente  exigir  fuese  por  alguno  de  los  delitos  de 
prevaricación  relativos  á sentencias  injustas,  se 
presentará  con  el  escrito  la  copia  certificada  de  la 
sentencia,  auto  ó providencia  injusta. 

Si  no  pudiere  presentarse,  se  manifestará  la  ofi- 
cina ó el  archivo  judicial  en  que  se  hallen  los  au- 
tos originales. 

Art.  766.  Se  hará  además  en  el  escrito  expre- 
sión de  las  diligencias  de  la  causa  que  deban  com- 
pulsarse para  comprobar  la  injusticia  de  la  senten- 
cia, auto  ó providencia  que  dé  ocasión  al  ante- 
juicio. 

Art.  767-  Si  la  responsabilidad  fuere  por  razón 
de  cualquiera  de  los  delitos  á que  se  refiere  el  ar- 
tículo 769  de  esta  ley,  se  acompañarán  con  el  es- 
crito: 

1.^  Las  copias  de  los  presentados  después  de 
transcurrido  el  término  legal,  si  la  ley  lo  fijase, 


(1)  K1  art.  determina  las  condiciones  d©  la  que- 
rella. 
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para  la  resolución  ó fallo  de  la  pretensión  judicial^' 
expediente  ó causa  pendientes,  pidiendo  cualquie- 
ra de  los  interesados  al  Juez  ó Tribunal  que  de 
ellos  conozca  que  los  resuelva  ó falle  con  arreglo 
á derecho. 

2.”  La  certificación  del  auto  ó providencia  dic- 
tados por  el  Juez  ó Tribunal  denegando  la  petición 
por  oscuridad,  insuficiencia  ó silencio  de  la  ley,  si 
se  tratare  del  delito  definido  en  el  párrafo  primero. 
del  artículo  citado,  ó si  se  tratare  del  comprendido 
en  el  segundo  párrafo  del  mismo  artículo,  la  que 
acredite  que  el  Juez  ó Tribunal  dejó  transcurrir 
quince  días  desde  la  petición,  ó desde  la  última  si 
se  le  hubiese  presentado  más  de  una,  sin  haber 
resuelto  ó fallado  los  autos,  ni  haberse  consignado 
en  ellos  y notificado  á las  partes  la  causa  legítima' 
que  se  lo  hubiere  impedido. 

Art.  768.  Si  la  responsabilidad  fuere  por. razón 
de  cualquiera  otro  delito  cometido  por  el  Juez  ó 
Magistrado  en  el  ejercicio  de  sus  funciones,  se 
presentará  con  el  escrito  de  querella  el  documento 
que  acredite  la  perpetración  del  delito,  ó en  su  de- 
fecto la  lista  de  los  testigos  formada  del  modo  pre- 
venido en  el  art.  666. 

Art.  769.  Si  el  que  promoviere  el  antejuicio, 
por  cualquiera  de  los  delitos  expresados  en  los  ar- 
tículos anteriores,  no  pudiere  obtener  los  docu- 
mentos necesarios,  presentará  á lo  menos  el  testi- 
monio del  acta  notarial  levantada  para  hacer  cons- 
tar que  los  reclamó  al  Juez  ó Tribunal  que  hubiese 
debido  facilitarlos  ó mandar  expedirlos. 

Art.  770.  El  Tribunal  que  conozca  del  antejui- 
cio mandará  practicar  las  compulsas  que  se  pidan, 
y en  el  caso  del  artículo  anterior,  ordenará  al  Juez 
ó Tribunal  que  se  hubiese  negado  á expedir  las 
certificaciones,  que  las  remita  en  el  término  que 
habrá  de  señalársele,  informando  á la  vez  lo  que 
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tuviere  por  conveniente  sobre  las  cansas  de  su  ne- 
gativa para  expedir  la  certificación  pedida. 

Mandará  además  practicar  las  compulsas  que 
considere  convenientes,  citándose  al  querellante 
para  los  cotejos  de  todas  las  que  se  hicieren,  á no 
ser  en  el  caso  de  que  la  compulsa  fuese  de  alguna 
diligencia  de  sumario  no  concluido,  y no  se  hubie- 
se practicado  con  intervención  del  que  promoviere 
el  antejuicio. 

Art,  771.  Hechas  las  compulsas,  se  unirán  á 
los  autos,  dándose  de  ellos  vista  al  querellante  para 
instrucción  por  término  de  tres  días. 

Se  exceptúa  de  lo  dispuesto  en  el  párrafo  ante- 
rior el  testimono  de  carácter  reservado  á que  se 
refiere  el  artículo  que  precede,  si  el  querellante  se 
hallare  en  el  caso  indicado. 

Si  los  autos  no  fueren  devueltos  en  dicho  tér- 
mino, se  recogerán  de  oficio  el  primer  día  de  la 
demora. 

Se  pasarán  después  al  Fiscal  por  igual  térmi- 
no, y devueltos  que  sean,  se  señalará  día  para  la 
vista. 

Art.  772.  Si  hubiesen  de  declarar  testigos,  se 
señalará  el  día  en  que  deban  concurrir,  citándoles 
con  las  formalidades  legales. 

Los  testigos  serán  examinados  en  la  forma  pres 
crita  en  el  cap.  V,  tít.  V del  libro  II. 

Art.  773.  Así  el  Fiscal  como  el  defensor  del 
querellante  podrán,  en  el  acto  de  la  vista,  mani- 
festar lo  que  creyeren  conveniente  sobre  lo  que 
resulte  de  los  documentos  del  expediente,  y en  su 
caso  de  las  declaraciones  de  los  testigos  examina- 
dos, concluyendo  por  pedir  la  admisión  ó no  admi 
sión  de  la  querella  interpuesta. 

Art.  774.  El  Tribunal  resolverá  lo  que  estime 
•justo  en  el  día  siguiente  al  de  la  vista. 

Art.  775.  Si  admitiere  la  querella,  mandará 
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proceder  á la  instrucción  del  sumario  con  arreglo 
al  procedimiento  establecido  en  esta  ley,  desig- 
nando, conforme  á lo  dispuesto  en  el  art.  303,  el 
Magistrado  de  la  Sala  que  lo  haya  de  formar,  si  no 
considera  conveniente  que  sea  el  Juez  instructor 
propio  del  territorio  donde  el  delito  hubiere  sido 
cometido,  ó cualquier  funcionario  del  orden  judi- 
cial en  activo  servicio. 

El  Tribunal  acordará  también  la  suspensión  de 
los  Jueces  y Magistrados  contra  quienes  hubiere 
sido  admitida  la  querella,  poniéndolo  en  conoci- 
miento del  Ministerio  de  Gracia  y Justicia  á los 
efectos  que  procedan. 

Art.  776.  Si  no  admitiere  la  querella,  el  Tribu- 
nal impondrá  las  costas  al  querellante,  cuando  éste 
no  sea  el  ofendido  por  el  supuesto  delito. 

Las  impondrá  también  al  ofendido,  si  resul- 
tare haber  obrado  con  mala  fe  ó con  notoria  te- 
meridad. 

Art.  777.  Si  hubiere  condena  de  costas,  no  se 
devolverá  la  fianza  hasta  que  se  satisfagan,  y si 
no  se  pagaren  en  el  término  que  se  fije  para  ello 
se  harán  efectivas  por  cuenta  de  la  fianza,  devol- 
viendo el  resto  á quien  la  hubiere  prestado. 

Art.  778.  Ll  Ministerio  fiscal  no  estará  sujeto 
á las  anteriores  disposiciones  relativas  á fianzas  y 
costas  cuando  utilice  alguna  acción  penal  contra 
Jueces  ó Magistrados  (1). 


(1)  No  está  obligado  el  Ministerio  fiscal  á promover 
el  antejuicio  puando  haya  de  ejercitar  alguna  acción  pa- 
ra exigir  la  responsabilidad  criminal  á los  Jueces  y Ma- 
gistrados. (Gire,  de  la  Fisc,  del  Trib.  Sup.  5 Nov  1883). 
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TITULO  11 1 

DEL  PROCEDIMIENTO  EN  LOS  CABOS  DB  FLAGRANTE 

DELITO 

CAPITULO  PRIMERO 
Casos  en  que  tiene  lugar  este  procedimiento. 

Art.  779.  Se  considerará  flagrante  delito  el  que 
se  estuviere  cometiendo  ó se  acabare  de  come- 
ter cuando  el  delincuente  ó delincuentes  sean  sor- 
prendidos. 

Se  entenderá  sorprendido  en  el  acto,  no  sólo  el 
criminal  que  fuere  cogido  en  el  momento  de  estar 
cometiendo  el  delito,  sino  el  detenido  ó perseguido 
inmediatamente  después  de  cometerle,  si  la  perse- 
cución durare  ó no  se  suspendiere  mientras  el  de- 
lincuente no  se  ponga  fuera  del  inmediato  alcance 
de  los  que  le  persigan. 

También  se  considerará  delincuente  infraganti 
aquel  á quien  se  sorprendiere  inmediatamente  des- 
pués de  cometido  un  delito  con  efectos  ó instru- 
mentos que  infundan  la  presunción  vehemente  de 
su  participación  en  él  (1). 

Art.  780.  El  procedimiento  de  que  se  trata  en 
este  título  sólo  se  aplicará  á los  presuntos  reos 
aprehendidos  infraganti^  que  merezcan  penas  co- 
rreccionales, cualquiera  que  sea  el  grado  en  que 
deban  imponerse. 

Art.  781.  Si  el  Juez  municipal  ó el  de  instruc- 
ción en  su  caso  tuvieren  duda  acerca  de  si  el  de- 


(1)  Según  sentencia  de  10  de  Junio  de  1886,  el  error 
de  calificar  de  infraganti  un  delito,  no  autoriza  el  recur- 
so de  casación . 
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lito  merene  peiiH  correccional,  lo  consultarán  con 
el  Tribunal  respectivo,  el  cual,  oyendo  al  Fiscal, 
contestará  dentro  de  los  cuatro  días  siguientes  at 
recibo  de  la  consulta. 


Art.  782.  Kn  las  causas  de  esta  clase,  las  com- 
pe{(‘ncias  (jne  se  promuevan  entre  Jueces  y Tribu- 
nales d(*  la  jurisdicción  ordinaria  Síí  sustanciarán 
se^ún  líis  realas  siguientes: 

('uando  un  Tribunal  reclame  el  conocimiento  de 
una  cansa  teniéndolo  ya  otro  y haya  duda  acerca 
de  (.‘uál  de  ellos  es  el  competente,  si  no  resulta 
acuerdo  á la  primera  coniunicaídón  que  con  tal 
motivo  se  dirijan,  pondrán  el  hecho  sin  dilación 
en  conocimiento  del  superior  respectivo,  al  tenor 
de  lo  dispuesto  en  el  art.  ‘20,  por  medio  de  exposi- 
ción razonada,  para  que  dicho  superior,  oyendo  in 
voce  al  Fiscal,  decida  en  el  acto  lo  que  estime  pro- 
cedente sin  ulterior  recurso. 


Mientras  tanto,  cada  Tribunal  continuará  los 
procedimientos  que  hubiere  comenzado. 

(blando  sean  los  Jueces  de  instrucción  los  que 
<liüeraii  sobre  la  competencia,  se  estará  á lo  dis- 
puesto en  el  art.  22  de  esta  ley. 

1mi  todo  ceso,  los  Jueces  instructores,  en  cuyo 
partidíj  tenga  ramiñcación  el  delito  ú ocurran  be* 
chíiH  justiciables  por  consecuencia  del  mismo,  ins- 
truirán las  oportunas  diligemdas,  (pie  pasarán  al  qué 
sea  compelentíi  para  c(>nocer  del  delito  principal. 

Art.  Siem[>r(‘  (píese  trate  de  un  delito 

llagrantc,  los  t'nncionarios  d(‘  policía  judicial  U»  pon- 
drán en  conociniiento  del  Juez  municipal  en  los 
|nie})los  (pie  no  sean  c.alu'za  de  partido,  y también 
en  ésta  si  (d  .Inez  d(‘  instrinadón  se  hallare  ausente. 


Ihi  los  demás  casos  lo  pondrán  directamente  en 
conoci m i(‘nto  d(d  .liiez  de  instrucción. 

Art.  7Hl.  Fas  Autoridades  judiciales  mencio- 
nadas en  el  artículo  anterior,  t'ormarán  respectiva- 
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af^te  de  oficio  las  primeras  diligencias  del  suma- 
rio siendo  el  delito  público,  y á requerimiento  de 
Darte  legítima  si  fuere  privado. 

El  Juez  municipal,  en  su  caso,  dará  inmediata- 
mente conocimiento  del  hecho  al  Juez  de  instruc- 
ción, tan  pronto  como  fuere  posible,  sin  perjuicio 
de  continuar  practicando  los  actos  más  urgentes 
de  investigación;  y ejecutará  puntualmente  cual- 
~quiera  orden  que  dicho  Juez  de  instrucción  le  co- 


munique. 

Tanto  el  Juez  municipal  como  el  de  instrucción 
cumplirán  además  lo  preceptuado  en  el  art.  308  de 
esta  ley. 

Art.  785.  Las  Autoridades  ó funcionarios,  á 
quienes  por  esta  ley  corresponda  la  instrucción  de 
las  primeras  diligencias,  podrán  ordenar  que  les 
acompañe  en  caso  de  delito  flagrante  de  lesiones, 
el  primer  facultativo  que  fuere  habido,  y dos  don- 
de los  hubiere,  para  prestar,  en  su  caso,  los  opor- 
tunos auxilios  al  ofendido. 

Los  facultativos  requeridos,  aunque  sólo  lo  fue- 
ren verbalmente,  que  no  se  presten  á lo  expresado 
en  el  párrafo  anterior,  incurrirán  en  una  multa  de 
50  á 250  pesetas,  á no  ser  que  hubieren  incurrido 
por  su  desobediencia  en  responsabilidad  crimi- 
nal (I). 


(1)  Debe,  pues,  considerarse  derogado  en  parte  el  ar- 
tículo *79  de  la  Ley  de  Sanidad,  que  dice  así:  «Siendo  las 
profesiones  médicas  libres  en  su  ejercicio,  ninguna  auto- 
ridad pública  podrá  obligar  a otros  profesores  que  á los 
titulares,  excepto  en  el  caso  de  notoria  urgencia,  á ac- 
tuar en  diligencias  de  oficio,  á no  ser  que  á ello  se  pres- 
ten voluntariamente. — En  semejantes  funciones,  ya  sean 
consultas,  dictamen,  análisis,  reconocimiento  ó autopsia, 
serán  abonados  á estos  profesores  sus  honorarios  y gas- 
tos de  medicina  ó en  viajes,  si  hubieren  sido  precisos.» 
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Art.  78tí.  Sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en  el  at- 
tículo  364,  los  funcionarios  de  policía  judicial  po 
drán  iinpedir,  en  caso  de  flagrante  delito,  que  se 
aparten  del  lugar  donde  se  cometió  las  personas 
que  en  él  se  encuentren. 

Podrán  también  secuestrar  los  efectos  que  en  él 
hubiere  hasta  tanto  que  llegue  la  Autoridad  judi- 
cial, siempre  que  exista  peligro  de  que,  no  hacién- 
dolo, pudieran  desaparecer  algunas  pruebas  de  los 
he(‘ho8  ocmrridos. 

Asimismo  podrán,  en  este  caso,  hacer  compare- 
cer inmediatamente  á las  personas  ó conducir  los 
efectos  indicados  en  el  párrafo  precedente  ante  el 
Juez  municipal  ó instructor. 

Art.  787.  Podrán  igualmente  las  Autoridades  y 
agentes  á que  se  refieren  los  artículos  que  prece- 
den, requerir  el  auxilio  de  la  fuerza  pública,  cuan- 
do fuere  necesario,  para  el  desempeño  de  las  fun- 
ciones que  por  esta  ley  se  les  encomiendan. 

El  requerimiento  se  hará  por  escrito,  si  lo  permi- 
tiese la  urgencia  del  caso,  al  Jefe  local  de  la  fuerza. 

CAPITULO  II 

Reglas  á que  dehe  ajustarse  este  procedimiento. 

Art.  788.  El  Juez  instructor  empleará  para  la 
comprobación  del  delito  y de  la  delincuencia  del 
presunto  reo  los  medios  comunes  y ordinarios  que 
establece  esta  ley  con  las  modificaciones  consigna- 
ilas  en  los  artículos  siguientes. 

Art.  78í).  Los  Jueces  instrindores  evitarán  la 
})rácti(;a  de  todas  aquellas  diligencias  cuyo  resulta 
do,  aun  en  el  caso  más  favorable  para  el  reo, no  hu- 
biere! de  alterar  ni  la  naturaleza  del  delito,  ni  la 
re8{)onsabilidad  de  los  delincuentes. 

Art.  71)0.  Los  Jueces  instructores,  cuando  asís- 
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'^nOvaríos  testigos  presenciales,  consignarán  las 
^declaraciones  de  los  más  importantes  y el  recono- 
%Hniénto  en  su  caso  de  los  detenidos,  por  medio  de 
acta  breve,  que  suscribirán  el  Juez,  el  Secretario, 
el  detenido  y los  testigos  si  supieren. 

El  Juez  podrá  examinar  aisladamente  á algún 
testigo  si  lo  estimare  necesario. 

Art.  79L  Cuando  el  detenido  confiese  tener  la 
edad  necesaria  para  poderle  exigir  en  su  caso  la 
responsabilidad  criminal  en  toda  su  extensión  y 
no  se  ofreciere  duda  sobre  esta  circunstancia  al 
Juez  instructor,  se  prescindirá  de  traer  á la  cansa 
su  partida  de  bautismo,  si  no  es  indispensable  para 
acreditar  su  identidad. 

Art.  792.  Cuando  sean  varios  los  procesados, 
el  Juez  instructor  podrá  acordar  la  formación  de 
las  piezas  separadas  que  estime  convenientes  para 
simplificar  y activar  los  procedimientos  y que  no 
se  dilate  el  castigo  de  los  que  resulten  confesos  ó 
convictos. 

Art.  793.  El  Juez  instructor  procurará  dar  por 
terminado  el  sumario  dentro  de  los  ocho  días  Si- 
guientes á su  primera  diligencia,  cuando  no  haya 
necesidad  de  aguardar  el  resultado  de  alguna  le- 
sión ó diligencia  e encial. 

El  Tribunal  examinará  cuidadosamente  los  mo- 
tivos de  cualquiera  otra  dilación,  para  corregir  dis- 
ciplinariamente al  Juez  instructor  que  incurra  en 
ella  sin  excusa  justificada. 

Art.  794.  Terminado  el  sumario  y remitido 
éste  al  Tribunal  competente,  se  pasará  sucesiva- 
mente á las  partes,  empezando  por  el  Ministerio 
fiscal,  por  término  de  tres  días,  pura  que  hagan  la 
calificación  del  delito  (I). 


(1)  El  precepto  del  art.  *794  de  la  Ley  de  Knjuicia- 
mieuto  criminal,  al  mandar  que  remitido  el  sumario  por 
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Art.  795.  Si  el  Ministerio  fiscal  pidiere' la  im« 
posición  (le  alguna  pena  correccional,  se  hará  saber 
al  procesado  para  que  diga  si  se  conforma  ó no  con 
ella;  y en  caso  afirmativo,  el  Tribunal  pronunciará 
inmediatamente  la  correspondiente  sentencia,  sin 
que  pueda  imponer  mayor  pena  que  aquella  sobre 
que  iiubiese  recaído  la  conformidad.  El  fallo  así 
(iictado,  causará  ejecutoria  y contra  él  no  se  admi- 
tirá recurso  alguno. 

Si  el  procesado  fuere  menor  de  edad,  será  preci- 
so que  su  Letrado  defensor  manifieste  igual  con- 
formidad. 

Art.  796.  Cuando  el  procesado,  ó el  defensor  en 
su  caso,  no  se  conformen  con  la  pena  pedida  por 
el  Ministerio  fiscal,  ó cuando  el  Tribunal  entienda 
que  la  pena  solicitada  no  es  la  procedente  según  la 
calificación  del  delito,  y sí  otra  mayor,  acordará  la 
continuación  del  juicio  (1) 


el  Juez  de  instrucción  al  Tribunal  correspondiente  se 
pase  sucesivamente  á las  partes  comeiizaníio  por  el  Mi- 
nisterio fiscal,  para  la  calificación  del  delito,  concede  á 
jupiélUs  iguales  derechos  y las  coloca  en  situación  idén- 
tica dentro  del  juicio,  como  también  acontece  en  los  ca- 
sos (pie  comprenden  los  arts.  652  y 656  de  dicha  le}",  y no 
podiendo  concederse  á la  acusación  más  medios  ó recur- 
sos ni  colocarla  en  situación  más  ventajosa  que  á la  de- 
fensa, (ís  de  absoluta  necesidad  entregar  el  sumario  á la 
representación  del  acusado,  (|ue  es  una  dd  las  partes  esen- 
ciales del  juicio  criminal,  para  que  en  el  término  de  tres 
días,  concedido  también  á la  acusación,  presente  su  es- 
crito de  conclusiones,  sin  que  obste  lo  dispuesto  en  el 
l)árrni'o  segundo  del  art.  796,  que  solo  puede  referirse  á 
los  (píese  hayan  limitado  á calificar  ateniéndose  al  pre- 
cepto del  794.  (S.  15  Kn.  188-1) 

(1)  A tenor  del  párrafo  segundo  del  art  43  de  la  ley 
estableciendo  el  juicio  por  jurados,  cuando  en  las  causas 
formadas  tn  los  casos  (ie  llagrante  delito  ocurre  lo  pre- 
visto en  este  párrafo,  se  incluirán  en  el  alarde  general  á 


Casos  db  í*laoraktb  delito 


291 


En  este  caso  se  hará  saber  á las  partes  que  en 
el  término  de  tercero  día  propongan  los  elementos 
de  prueba  de  que  intenten  valerse,  para  lo  que  se 
les  pondrán  de  manifiesto  los  autos  en  la  Secreta- 
ría del  actuario;  y propuesta  que  sea  la  prueba,  se 
ajustará  en  lo  sucesivo  el  juicio  á las  reglas  ordi- 
narias, debiendo  sin  embargo  el  Tribunal  acortar 
los  términos  cnanto  fuere  posible  (1). 

Si  el  Fiscal  entendiese  que  la  pena  correspon- 
diente al  delito  debe  ser  aflictiva,  lo  hará  presente 
al  Tribunal  para  que  devuelva  la  causa  al  Juez  ins- 
tructor con  objeto  de  que  se  sustancie  por  el  pro- 
(‘edimiento  ordinario. 

Art.  797,  Los  Tribunales  despacharán  y verán 
preferentemente  las  causas  que  se  refieran  á de- 
lincuentes wfraganti  (2). 

Art.  798.  Inmediatamente  que  termine  el  jui- 
cio, se  reuriirá  el  Tribunal  para  deliberar  y pro- 


que  se  refiere  el  art.  43  de  dicha  ley  las  causas  que  se 
hallen  en  estado  de  someterse  al  Jurado  en  el  cuatrimes- 
tre próximo. 

(1)  Constando  que  al  denegarse  la  súplica  que  ejecutó 
la  defensa  del  procesado  pidiendo  que  se  le  comunicara 
la  causa  para  calificación  y se  dejase  sin  efecto  la  provi- 
dencia de  la  Sala  mandando  que  en  el  término  do  tercero 
día  propusieran  las  partes  los  elementos  de  prueba  de 
que  intentaran  valerse,  para  lo  cual  se  les  pusiera  la 
causa  de  manifiesto  en  la  Escribanía,  no  mandó  dicha 
Sala  llevar  á efecto  lo  acordado  en  la  resolución  recla- 
mada acerca  de  que  se  pusieran  de  manifiesto  los  autos 
para  instrucción  del  defensor  del  procesado,  por  lo  cual 
no  pudo  éste  proponer  prueba  en  apoyo  de  sus  preten- 
siones, resulta  que  quedó  indefenso  en  tal  concepto.  (Sen- 
tencia 15  En.  1884). 

(2)  Los  artículos  191  y 198  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento criminal  no>contienen  precepto  alguno  referente 
á la  casación,  y por  ende  no  es  admisible  el  recurso  que 
se  funde  en  los  mismos.  (S.  8 En.  1886). 
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nunciar  la  sentencia  que  deberá  ser  publicada  en 
el  mismo  (lía  ó á más  tardar  en  el  siguiente. 

Art.  79Í).  resultado  del  juicio  oral  se  hará 
constar  en  acta  Cjue  suscribirán  los  individuos  del 
Tribunal,  el  Ministerio  fiscal,  el  defensor  y el 
vSecretario. 

Art.  800.  Contra  la  resolución  del  Tribunal 
procederá  el  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley  si  en  el  acto  de  publicarse  la  sentencia  del  pro- 
cesado su  defensor  ó el  Ministerio  fiscal  manifies- 
tan querer  utilizar  dicho  recurso. 

Si  hicieren  dicha  manifestación,  se  considerará 
preparado  por  solo  este  hecho,  y se  remitirá  copia 
literal  del  fallo  al  Tribunal  Supremo  en  el  mismo 
día,  quedando  en  la  Secretaría  del  Tribunal  sen- 
tenciador el  original  (1). 

El  recurso  por  quebrantamiento  de  forma  podrá 
interponerse  también  en  los  dos  días  siguientes  al 
ele  la  última  notificación. 

Art.  801.  La  admisión, sustanciación  y decisión 
de  estos  recursos  se  acomodará  á las  reglas  esta- 
blecidas en  el  título  primero  del  libro  V,  pero  se 
turnarán  y verán  con  preferencia  á los  demás. 

Art.  802.  El  Tribunal  Supremo  dictará  y pu- 
blicará la  sentencia  en  la  misma  forma  y plazo  se- 
ñalado en  el  art.  798. 

Art.  803.  Publicada  la  sentencia  por  el  Tribu- 
nal Supremo,  se  librará  la  correspondiente  certifi- 
cación al  Tribunal  sentemuador  para  su  ejecución, 
quedando  testimonio  bastante  para  liquidar  las 
costas  causadas  y determinar  sobre  la  inversión 
del  depósito. 

(1)  Si  S(i  (leja  pasar  la  publicación  de  estos  fallos  sin 
roaiiifestación  alguna,  no  cabe  interponer  después  contra 
ellos  recur.so,  siendo  ineficaz  la  q^aiiifestación  que  por 
escrito  inmediatamente  á la  publicación  de  la  sentencia 
•e  intente  por  las  partes.  (S.  21  Jul.  1887). 
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TITULO  ly 

DEL  PROCEDIMIENTO  POR  DELITOS  DE  INJURIA 
Y calumnia  contra  PARTICULARES 

Árt.  H04,  No  se  admitirá  querella  por  injuria  ó 
calumnia  inferidas  á particulares  si  no  se  presenta 
certificación  de  haber  celebrado  el  querellante  acto 
de  conciliación  con  el  querellado,  ó de  liaberlo  in 
tentado  sin  efecto. 

Art.  805.  Si  la  querella  fuere  por  injuria  ó ca- 
lumnia vertidas  en  juicio,  será  necesario  acreditar 
además  la  autorización  del  Juez  ó Tribunal  ante 
quien  hubiesen  sido  inferidas. 

Esta  autorización  no  se  estimará  prueba  bastan- 
te de  la  imputación. 

Art.  806.  Si  la  injuria  y calumnia  se  hubieren 
inferido  por  escrito,  se  presentará,  siendo  posible, 
el  documenta  que  la  contenga  (1). 

Art.  807.  Cuando  se  trate  de  injurias  ó calum- 
nias inferidas  por  escrito,  reconocido  éste  por  la 
persona  legalmente  responsable  y comprobado  si 
ha  existido  ó no  la  publicidad  á que  se  refiere  el 
respectivo  artículo  del  Código  penal,  se  dará  por 
terminado  el  sumario  previo  el  procesamiento  del 
querellado. 

Art.  808.  Si  se  tratare  de  injurias  ó calumnias 
•inferidas  verbalmente,  presentada  la  querella,  el 
Juez  instructor  mandará  convocar  á juicio  verbal 
al  querellante,  al  querellado  y á los  testigos  que 
puedan  dar  razón  de  los  hechos,  señalando  día  y 
hora  para  la  celebración  del  juicio. 

Art.  809.  El  juicio  deberá  celebrarse,  dentro 

(1)  No  es  preciso  presentar  el  original;  basta  con  un 
testimonio  en  el  que  se  contenga  el  documento  á que  este 
artículo  hace  referencia.  (S.  25  Febrero  1890). 
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(le  los  tres  días  siguientes  al  de  la  presentación 
la  querella,  ante  el  Juez  instructor  á quien  corres- 
ponda su  conocimiento. 

Si  hubiere  causa  justa  y se  hiciere  constar  por 
certificación  del  Secretario,  podrá  ampliarse  hasta 
odio  (lías  el  término  para  la  celebración  del  juicio 
verbal. 


Art.  810,  De  las  reglas  establecidas  en  los  tres 
artículos  anteriores  se  exceptúan  las  injurias  diri- 
gidas contra  funcionarios  públicos  sobre  hechos 
(íoncernientes  al  ejercicio  de  sus  cargos,  así  como 
también  la  calumnia,  cuando  los  acusados  mani- 
fiesten querer  probar  antes  del  juicio  oral  la  certe 
za  de  la  imputación  injuriosa  ó del  hecho  criminal 
que  hubiesen  imputado. 

En  uno  y otro  caso  no  podrá  darse  por  termina- 
do el  sumario  basta  que  el  querellante  determine 
con  toda  precisión  y claridad  los  hechos  y las  cir- 
cunstancias de  la  imputación,  para  que  el  procesa- 
do pueda  preparar  sus  pruebas  y suministrarlas  en 
el  juicio  oral.  Si  no  lo  hiciere  en  el  plazo  que  el 
Juez  le  señale,  se  dará  por  terminado  el  sumario, 
teniendo  en  cuenta  su  falta  ú omisión  para  que  no 
perjudique  al  acusado  (1). 

Art.  811.  El  que  se  querelle  por  injuria  ó ca- 
lumnia deberá  acompañar  copia  de  la  querella,  que 
se  entregará  al  querellado  al  tiempo  de  ser  citado 
para  el  juicio. 

Art.  812.  Celebrado  el  juicio  en  el  día  señalado 
y í)resentadas  por  el  querellante  las  pruebas  de  los 
lieclios  que  constituyan  la  injuria  ó calumnia  ver- 
l)al,  el  Juez  acordará  lo  que  corresponda  respecto 


(1)  Cuando  la  sentencia  en  causa  por  calumnia  é in* 
juria  omite  ol  decir  si  el  procesado  probó  ó no  sus  impu- 
taciones, debe  entenderse  que  sí,  y,  por  tanto,  absolver- 
lo. (S.  30  Enero  1888). 
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al  procesamiento  del  querellado,  dando  seguida 
mente  por  terminado  el  sumario. 

Art.  813.  No  so  admitirán  testigos  de  referen- 
cia en  las  causas  por  injuria  ó calumnia  vertidas 
de  palabra. 

Art.  814.  La  ausencia  del  querellado  no  sus- 
penderá la  celebración  ni  la  resolución  del  juicio, 
siempre  que  resulte  habérsele  citado  en  forma. 

Art.  815.  De  cada  juicio  se  extenderá  acta, 
consignando  clara  y sucintamente  lo  actuado,  la 
cual  se  firmará  por  todos  los  concurrentes  que  su- 
pieren. 

TITULO  Y 

DEL  PROCEDIMIENTO  POR  DELITOS  COMETIDOS  POR  ME- 
DIO DE  LA  IMPRENTA,  EL  GRABADO  Ú OTRO  MEDIO 

MECÁNICO  DE  PUBLICACIÓN  ( l ). 

Art.  816,  Inmediatamente  que  se  dé  principio 
á un  sumario  por  delito  cometido  por  medio  de  la 
imprenta,  el  grabado  ú otro  medio  mecánico  de 
publicación,  se  procederá  á secuestrar  los  ejempla- 
res del  impreso  ó de  la  estampa,  donde  quiera  que 
se  hallaren.  También  se  secuestrará  el  molde  de 
ésta. 

Se  procederá  asimismo  inmediatamente  á averi- 
guar quién  haya  sido  el  autor  real  del  escrito  ó es- 
tampa con  cuya  publicación  se  hubiese  cometido 
el  delito. 

Art.  817.  Si  el  escrito  ó estampa  se  hubiese 
publicado  en  un  periódico,  bien  en  el  texto  del 
mismo,  bien  en  hoja  aparte,  se  tomará  declaración 


(l)  Publicada  la  ley  vigente  de  policía  de  Imprenta, 
deben  tenerse  en  cuenta  sus  prescripciones  para  la  mejor 
inteligencia  de  las  del  presente  título. 
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do  en  el  artículo  respectivo  del  Código  penal,  deba 
responder  criminalmente  del  delito  antes  que  el 
procésado,  se  sobreseerá  en  la  causa  respecto  á 
éste,  dirigiéndose  el  procedimiento  contra  aquélla. 

Artr822.  No  se  considerarán  como  instrumen- 
tos ó efectos  del  delito  más  que  los  ejemplares  im- 
presos del  escrito  ó estampa  y el  molde  de  ésta. 

Art.  823.  Unidos  á la  causa  el  impreso,  graba- 
do ú otro  medio  mecánico  de  publicación  que  haya 
servido  para  la  comisión  del  delito,  y averiguado 
el  autor  ó la  persona  subsidiariamente  responsa- 
ble, se  dará  por  terminado  el  sumario. 


TITULO  VI 

DEl.  PROCEDIMIENTO  PARA  LA  EXTRADICIÓN 

Art.  824.  Los  Fiscales  de  las  Audiencias  y el 
í del  Tribunal  Supremo,  cada  uno  en  su  caso  y lu- 
gar, pedirán  que  el  Juez  ó Tribunal  proponga  al 
Gobierno  que  solicite  la  extradición  de  los  proce- 
sados ó condenados  por  sentencia  firme,  cuando 
sea  procedente  con  arreglo  á derecho. 

Art.  825.  Para  que  pueda  pedirse  ó proponer- 
se la  extradición,  será  requisito  necesario  que  se 
haya  dictado  auto  motivado  de  prisión  ó recaído 
sentencia  firme  contra  los  acusados  á que  se  re- 
fiera. 

Art.  826.  Sólo  podrá  pedirse  ó proponerse  la 
extradición: 

1.®  De  los  españoles  que  habiendo  delinquido 
en  España  se  hayan  refugiado  en  país  extranjero. 

2.0  De  los  españoles  que,  habiendo  atentado  en 
el  extranjero  contra  la  seguridad  exterior  del  Es- 
tado, se  hubiesen  refugiado  en  país  distinto  del  en 
que  delinquieron. 

3.0  De  los  extranjeros  que,  debiendo  ser  juzga- 


dos  en  España,  se  hubiesen  refugiado  en  un'  pátt 
que  no  sea  el  suyo  (1). 

Art.  827.  Procederá  la  petición  de  extradición: 

1.0  En  los  casos  que  se  determinan  en  loa  Tra- 
tados vigentes  con  la  Potencia  en  cuyo  ter-ritorio 
se  hallare  el  individuo  reclamado  (2). 

2.0  En  defecto  de  Tratado,  en  los  casos  en  que 
la  extradición  proceda  según  el  derecho  escrito  ó 
consuetudinario  vigente  en  el  territorio  á cuya  na- 
ción se  pida  la  extradición. 

3.®  En  defecto  de  los  dos  casos  anteriores,  cuan- 
do la  extradición  sea  procedente  según  el  princi- 
pio de  reciprocidad. 

Art.  828.  El  Juez  ó Tribunal  que  conozca  de 
la  causa  en  que  estuviere  procesado  el  reo  ausente 
en  territorio  extranjero  será  el  competente  para 
pedir  su  extradición. 

Art.  829.  El  Juez  ó Tribunal  que  conociere  de 
la  causa  acordará  de  oficio  ó á instancia  de  parte, 
en  resolución  fundada,  pedir  la  extradición  desde 
el  momento  en  que,  por  el  estado  del  proceso  y 
por  su  resultado,  sea  procedente  con  arreglo  á 
cualquiera  de  los  números  de  los  arts.  826  y 827. 

Art.  830.  Contra  el  auto  acordando  ó dene- 
gando pedir  la  extradición  podrá  interponerse  el 


(1)  La  Ley  Orgánica  del  Poder  judicial,  en  sus  ar- 
tículo.s  325  á 342,  determina  los  casos  en  que  los  Tribu- 
nales españoles  tienen  coin[)etencia  para  conocer  de  los 
delitos  cometidos  ó solamente  consumados  en  el  extran- 
jero, si  empezaron  á cometerse  en  España. 

(2)  Se  han  celebrado  Tratados  de  extradición  con  las 
INjtencias  siguientes:  Alemania,  Austria,  Bélgica,  Bra- 
sil, Estados  Unidos,  Fraiícia , Inglaterra,  Italia,  Gran 
Ducado  de  Lux«ímburgo,  Países  Bajos,  Portugal,  Rusia, 
Repúblicas  Dominicana,  Argentina,  Mejicana,  Suiza,  del 
Salvador,  Suecia  y Noruega,  Oriental  del  Uruguay  y 
otras. 
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recurso  de  apelación,  si  lo  hubiese  dictado  un  Juez 
de  instrucc^n. 

Art*  831.  La  petición  de  extradición  se  hará 
en  forma  de  suplicatorio  dirigido  al  Ministro  de 
Gracia  y Justicia. 

Se  exceptúa  el  caso  en  que  por  el  Tratado  vi- 
gente con  la  Nación  en  cuyo  territorio  se  halla 
re  el  procesado  pueda  pedir  directamente  la  ex- 
tradión  el  Juez  ó Tribunal  que  conozcan  de  hi 
causa. 

Art.  832.  Con  el  suplicatorio  ó comunicación 
que  hayan  de  expedirse,  según  lo  dispuesto  en  el 
artículo  anterior,  se  remitirá  testimonio  en  que  se 
inserte  literalmente  el  auto  de  extradición,  y en 
relación,  la  pretensión  ó dictamen  fiscal  en  que  se 
haya  pedido  y todas  las  diligencias  de  la  causa  ne- 
cesarias para  justificar  la  procedencia  de  la  extra- 
dición con  arreglo  al  número  correspondiente  del 
artículo  826  en  que  aquélla  se  funde. 

Art.  833.  Cuando  la  extradición  haya  de  pe- 
dirse por  conducto  del  Ministro  de  Gracia  y Jus- 
ticia, se  le  remitirá  el  suplicatorio  y testimonio 
por  medio  del  Presidente  de  la  Audiencia  res- 
pectiva. 

Si  el  Tribunal  que  conociere  de  la  causa  fuese  el 
Supremo  ó su  Sala  segunda,  los  documentos  men- 
cionados se  remitirán  por  medio  del  Presidente  de 
dicho  Tribunal. 


TITULO  VII 

DEI.  PROCEDIMIENTO  CONTRA  REOS  AUSENTES  (1). 

Art.  834.  Será  declarado  rebelde  el  procesado 
que  en  el  término  fijado  ,en  las  requisitorias  no 


(l)  Por  Reales  órdenes  de  5 de  Diciembre  de  18*78  y 
4 de  Marzo  y 15  de  Abril  de  1879  se  ordenó  la  suspen- 
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comparezca,  ó qne  no  fuese  habidt)  y presentado 
ante  el  Juez  ó Tribunal  que  conozca  deja  causa. 

Art.  835.  Será  llamado  y buscado  por  requisi' 
loria: 

1.0  Kil  procesado  que,  al  ir  á notificársele  cual- 
(piiera  resolución  judicial,  no  fuere  hallado  en  su 
domicilio  por  iiaberse  ausenta<lo,  si  se  ignorase 
su  ¡varadero;  y el  que  no  tuviese  domicilio  cono- 
cido. El  que  practique  la  diligencia  interrogará 
sobre  el  punto  en  que  se  hallare  el  procesado  á ia 
persona  con  quien  dicha  diligencia  deba  enten 
tlerse,  con  arreglo  á lo  dispuesto  en  el  art.  172  de 
esta  lev. 

*2.0  El  que  se  hubiere  fugado  del  establecimien- 
to en  que  se  hallase  detenido  ó preso. 

3.0  El  que,  hallándose  en  libertad  provisional, 
dej  are  de  concurrir  á la  presencia  judicial  el  día 
que  le  esté  señalado  ó cuando  sea  llamado. 

Art»  83(>.  Inmediatamente  que  un  procesado 
se  halle  en  cualquiera  de  los  casos  del  artículo 
anterior,  el  Juez  ó Tribunal  que  conozca  de  la  cau- 
sa mandará  expedir  requisitorias  para  su  llama- 
miento y busca. 

Art.  837.  La  requisitoria  expresará  todas  las 
circunstancias  mencionadas  en  el  art.  613,  excepto 
la  ultima,  cuando  no  se  haya  decretado  la  pri- 
sión ó detención  del  procesado;  y además  las  si- 
guientes: 

1 La  del  número  del  art.  835  que  diere  lugar 
á la  expedición  de  la  re(|uisitoria. 

*2.^  término  dentro  del  cual  el  procesado 


sión  d(d  pago  de  los  haberes  pasivos  de  los  que  hallán- 
dose proce.sndo.s  por  algún  Trilíunal  no  acudan  al  llama- 
miento de  éste,  lo  (jue  se  hará  efectivo  poniéndolo  los 
Tiihumiles  en  conocimiento  de  la  Dirección  general  del 
Tesoro,  Ordenación  general  de  pagos  del  Estado. 
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ausente  deberá  presentarse,  bajo  apercibimiento 
de  que  en  otro  caso  será  declarado  rebelde  y le 
parará  el  perjuicio  á que  hubiere  lugar  con  arreglo 
á la  ley. 

Art*  838.  La  requisitoria  se  remitirá  á los  Jue- 
ces, se  publicará  en  los  periódicos  y se  6jará  en 
los  sitios  públicos  mencionados  en  el  art.  512, 
uniéndose  á los  autos  la  original  y un  ejemplar  de 
cada  periódico  en  que  se  haya  publicado. 

Art.  839.  Transcurrido  el  plazo  de  la  requisi- 
toria sin  haber  comparecido  ó sin  haber  sido  pre 
sentado  el  ausente,  se  le  declarará  rebelde. 

Art.  840.  Si  la  causa  estuviere  en  sumario,  se 
continuará  hasta  que  se  declare  terminado  por  el 
Juez  ó Tribunal  competente,  suspendiéndose  des 
pués  su  curso  y archivándose  los  autos  y las  pie- 
zas de  convicción  que  pudieren  conservarse  y no 
fueren  de  un  tercero  irresponsable. 

Art.  841.  Si  al  ser  declarado  en  rebeldía  el  pro- 
cesado se  hallare  pendiente  el  juicio  oral,  se  sus- 
penderá éste  y se  archivarán  los  autos. 

Art.  842.  Si  fueren  dos  ó más  los  procesados  y 
no  á todos  se  les  hubiese  declarado  en  rebeldía,  se 
suspenderá  el  curso  de  la  causa  respecto  á los  re- 
beldes hasta  que  sean  hallados,  y se  continuará 
respecto  á los  demás. 

Art.  843.  En  cualquiera  de  los  casos  de  los 
tres  artículos  anteriores,  se  reservará,  en  el  acto 
de  suspensión,  á la  parte  ofendida  por  el  delito,  la 
acción  que  le  corresponda  para  la  restitución  de  la 
cosa,  la  reparación  del  daño  y la  indemnización  de 
perjuicios,  á fin  de  que  pueda  ejercitarla,  indepen 
dientemente  de  la  causa,  por  la  vía  civil  contra  los 
que  fueren  responsables;  á cuyo  efecto  no  se  alza- 
rán los  embargos  hechos  ni  se  cancelarán  las  fian- 
zas prestadas. 

Art.  844.  Cuando  la  causa  se  archive  por  estar 
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en  rebeldía  todos  los  procesados,  se  mandará  de- 
volver á los  dueños,  que  no  resulten  civil  ni  crimi- 
nalmente responsables  del  delito,  los  efectos  ó 
instrumentos  del  mismo  ó las  demás  piezas  de 
convicción  que  hubiesen  sido  recogidas  durante  la 
causa;  pero  antes  de  hacerse  la  devolución,  el  Se- 
tiretario  extenderá  diligencia  consignando  descrip- 
c.ión  minuciosa  de  todo  lo  que  se  devuelva. 

Asimismo  se  verificará  el  reconocimiento  peri- 
cial que  habría  de  practicarse  si  la  causa  continua- 
ra su  curso  ordinario. 

Para  la  devolución  de  los  efectos  y piezas  de 
(convicción  pertenecientes  á un  tercero  irresponsa- 
ble, se  observará  lo  que  se  dispone  en  los  artícu- 
los 634  y 635  (1). 

Art.  845.  Si  el  reo  se  hubiere  fugado  ú ocultado 
después  de  notificada  la  sentencia  y estando  pen- 
diente el  recurso  de  casación,  éste  se  sustanciará 
hasta  definitiva,  nombrándose  al  rebelde  Abogado 
y Procurador  de  oficio. 

La  sentencia  que  recaiga  será  firme. 

Lo  mismo  sucederá  si  habiéndose  ausentado  ú 
ocultado  el  reo  después  de  haberle  sido  notificada 
la  sentencia,  se  interpusiere  el  recurso  por  su  re- 
presentación ó por  el  Ministerio  fiscal  después  de 
su  ausencia  ú 0(‘,ultación. 

Art.  84(>.  Cuando  el  declarado  rebehle  en  los 
(!asos  de  los  arte.  840  y 841  se  presente  ó sea  ha- 
bido, se  abrirá  nuevamente  la  causa  para  conti- 
nuarla según  su  estado. 


(l)  Para  admitir  los  recursos  por  infracción  de  ley  es 
preciso  (jue  se  cite  el  número  de  este  artículo  que  lo  au- 
torice, y fundamentarlo  eii  los  hechos  que  consten  en  la 
sentencia  recurrida.  (S.  4 Diciembre  ISO")). 
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TITULO  PRIMERO 

DE  LOS  RECURSOS  DE  CASACIÓN 

CAPÍTULO  PRIMERO 

De  los  recursos  de  casación  por  infracción  de  ley, 

SECCION  PRIMERA.  — De  la  procedencia 
del  recurso. 

Art.  847,  Procede  el  recurso  de  casación  por 
infracción  de  ley  contra  todas  las  sentencias  dicta- 
das en  única  instancia  y en  juicio  oral  y público 
por  las  Audiencias,  y contra  las  de  segunda  instan- 
cia dictadas  en  los  juicios  de  faltas. 

No  procede  respecto  de  las  pronunciadas  por  el 
Tribunal  Supremo  (1). 


(l)  Véase  el  art.  121  de  la  Ley  del  Jurado.  — Si  bien 
el  recurso  de  casación  sirve  de  remedio  á perjuicios  par- 
ticulares, además  de  llenar  el  fin  principal  de  su  esta- 
blecimiento, encaminado  á fijar  la  inteligencia  de  las 
leyes  y uniformar  su  aplicación,  no  es  lícito  á nadie, 
cualquiera  que  sea  su  interés  del  momento,  promoverlo 
con  un  carácter  distinto  del  que  tuviera  en  juicio,  porque 
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Art,  848.  Habrá  lugar  al  recurso  de  casación 
de  que  habla  el  artículo  anterior,  cuando  la  ley  se 
hu])iese  infringido  en  las  resoluciones  siguientes 
de  los  Tribunales: 

1.®  P^n  las  sentencias  definitivas  (1). 

2.0  P'n  los  autos  de  competencia. 

3.0  lín  los  autos  que  resuelvan  artículos  de  pre- 
vio pronunciainiento  en  que  se  hayan  admitido  las 


(le  otra  suerte  sería  motivo  de  perturbación  el  medio  ex- 
traordinario por  el  cual  se  mantiene  en  cada  caso  el  im- 
perio de  la  ley  en  las  condiciones  propias  de  cada  proce- 
so. (S.  1 Jul.  1883).  — La  ley  prohíbe  hacer  calificación 
más  dura  ni  imponer  pena  más  grave  que  la  que  haya 
sido  objeto  del  recurso,  por  lo  cual  el  Tribunal  Supremo, 
según  su  jurisprudencia  en  estos  casos,  no  da  lugar  á la 
casación.  (S.  14  Dic.  1883  y 16  Mar.  1889). — No  es  lícito 
al  penado  que  en  su  beneficio  recurre  cambiar  de  carác- 
ter para  convertirse  en  acusador.  (S.  15  Mar.  1884). — Las 
leyes  civiles  y de  procedimiento  no  pueden  servir  de 
fundamento  en  materia  penal  á un  recurso  de  casación 
por  infracción  de  ley.  (S.  1 Jun.  1884). — Las  leyes  que 
no  tengan  carácter  penal  podran  citarse  para  fuadar  los 
razonamientos  de  las  infracciones  por  que  se  recurre, 
pero  no  pueden  alegarse  como  motivos  aislados  de  casa- 
ción. (S.  7 Abr.  1884). — Son  inadmisibles  los  recursos 
fundados  sólo  en  principios  inconcusos  de  derecho.  (S  14 
Octubre  1884). — Es  inadmisible  el  recurso  fundado  en  la 
infracción  de  la  jurisprudencia  del  Tribunal  Supremo. 
(S.  1 En.  188Ü).  — Los  Abogados  no  pueden  desistir  de  los 
recursos  en  el  acto  de  la  vista,  si  no  tienen  autorización 
en  forma.  (S.  5 Oc.  1889).  — Los  que  no  han  sido  parte  en 
la  causa,  no  pueden  ejercitar  ningún  derecho  coiítra  la 
sentencia.  (S.  25  Feb.  1890).  — No  procede  el  recurso  de 
casación  por  infracción  de  ley  contra  loa  autos  de  sobre- 
seimiento cuando  no  hay  prcmesado  en  la  causa.  (S.  4 de 
Diciembre  1897). 

(1)  Los  recursos  de  casación  por  infracción  de  ley  son 
do  carácter  sustantivo,  y no  proceden  por  infringir  las 
leyes  procesales,  siendo  esto  aplicable  también  a las  cau- 
•sa.s  por  contrabando.  (S.  2 Marzo  1897). 
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excepciones  de  cosa  juzgada,  prescripción  del  deli- 
to ó de  la  pena,  ó aplicación  de  amnistía  ó indulto 
general. 

4.0  En  los  auto%  de  sobreseimiento  (1). 

6.^  En  los  de  no  admisión  de  querella  (2). 

6.0  En  los  que  se  desestime  el  recurso  de  queja 
propuesto  contra  el  auto  en  que  se  deniegue  la 
apelación  interpuesta  por  no  admisión  de  la  que- 
rella. 

7.0  En  los  autos  en  que  se  conceda  ó deniegue 
la  declaración  de  pobreza. 

8.0  En  cualesquiera  otros  respecto  de  las  cua- 
les se  otorgue  expresamente  este  recurso  (3). 


(1)  Es  imposible  seguir  la  causa  y celebrar  el  juicio 
oral  sin  que  exista  un  sujeto  determinado  contra  quien 
dirigir  el  procedimiento.  Contra  los  autos  de  sobresei- 
miento libre  fundados  en  esta  razórf,  no  procede  el  recur- 
so. (S.  30  Nov.,1886).. — No  puede  impugnarse  el  sobresei- 
miento libre  en  casación  cuando  el  procedimiento  no  se, 
ha  dirigido  contra  persona  determinada.  (S.  1 En.  1887) 
— No  procede  el  recurso  de  casación  contra  los  autos  de 
sobreseimiento  provisional,  pues  no  concluyen  definiti- 
vamente el  juicio.  (S.  24  A.b.  1889). 

(2) .  Dirigido  expresamente  un  recurso  de  casación 
contra  un  auto  denegatorio  del  de  súplica  entablado  con- 
tra otro  auto  que  denegó  la  admisión  de  una  querella,  de 
cuyo  remedio  no  era  susceptible  este  auto  á tenor  de  los 
arts.  237  y núm.  5.°  del  848  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
criminal,  y no  interpuesto  y sí  únicamente  preparado  el 
recurso  contra  esta  resolución,  obsta  a su  admisión  la 
falta  de  ese  necesario  antecedente.  (S.  30  Nov.  1883). — No 
procede  el  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  con- 
tra el  auto  denegando  la  admisión  de  una  querella, 
cuando  los  hechos  no  constituyen  delito.  (S.  12  Jul.  1897). 

(3)  El  núm.  8."  del  art.  848  de  la  vigente  Ley  de  En- 
juiciamiento criminal,  en  concordancia  con  el  párrafo  se- 
gundo del  858,  se  refiere  á aquellos  autos  respecto  de  los 
cuales  se  otorgue  expresamente  el  recurso  de  casación. 
(S.  20  Nov.  1883). — -No  están  comprendidos  en  esta  dis- 
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ira  eiiap  ningún  otro  recurso  ordinario  (^i;. 

Art.  849.  Se  enternlerá  que  ha  sido  infringida 
una  le}'  en  la  sentencia  definitiva  para  el  efecto 
de  que  pueda  interponerse  el  recurso  de  casa- 
ción (2): 


posición  los  autos  que  dictan  los  Tribunales  declarando 
extinguida  la  pena  impuesta  en  causa  que  se  sigue  á ina- 
tancia  de  parte.  (S.  18  En.  1888). 

(^1)  El  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de 
forma  sólo  procede  contra  las  sentencias  que  menciona 
estfc  artículo.  (S.  23  Septiembre  ISQT). — Contra  el  auto  de 
sobreseimiento  provisional  no  se  da  el  recurso  de'casa- 
cióii,  por  nr;  tener  carácter  de  definitivo.  (S.  2 Julio  1898). 

(2)  La  infracción  de  un  principio  jurídico  no  da  lugar 
á casación  en  materia  criminal  (S.  4 Ab.  1884). — No  es 
admisible  el  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley, 
cuando  los  motivos  que  se  alegan  se  refieren  á artículos 
de  la  Ley  de  Enjuiciamien'io  criminal.  (S.  26  Jun.  1884). 
— Según  tiene  declarado  repetidamente  el  Tribunal  Su- 
premo, sólo  procede  el  recurso  ile  casación  cuando  se  tra- 
ta de  infracciones  de  los  artículos  del  Código  ó de  otras 
disposiciones  de  carácter  penal.  (S.  19  Nov  1884)  — No 
cabe  discutir  los  motivos  que  se  refieren  á ¡a  cuantía  de 
la  indemnización  de  perjuicios,  por  no  hallarse  esta  ma- 
teria comprendida  en  ninguno  de  los  casos  que  autoriza 
el  recurso  de  casación.  (S  5 Jun.  1885).  — Para  que  el  re- 
curso de  casación  sea  admisible,  el  recurrente  ha  de 
atemperarse  á los  hechos  declarados  probados  por  el  Tri- 
bunal sentenciador,  sin  descouocerlos  ni  discutirlos,  y i\ 
la  apreciación  (|ue  de  la  prueba  de  existencia  de  los  mis- 
mos liechüs  haya  formado  el  propio  Tribunal,  pues  de  lo 
con Irariü  el  recurso  es  inadmisible.  (S.  23  Eeb.  1886}’ 
otras  muchas). — No  miede  nrosnerar  un  recurso  en  el 
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1.0  Cuando  los  hechos  que  en  la  sentencia  se 
declaren  probados  sean  calificados  y penados  como 
delitos  ó faltas  no  siéndolo,  ó cuando  se  penen  á 
pesar  de  existir  una  circunstancia  eximente  de  res- 
ponsabilidad criminal  ó á pesar  de  que  circunstan- 
cias posteriores  á la  comisión  del  delito  impidan 
penarlos  (1). 


los  jurados  deben  aceptarse  en  toda  su  integridad  para 
discutir  en  casación.  (S.  10  En.  1890).— El  hecho  de  con- 
denar un  Tribunal  al  procesado,  cuya  absolución  preten- 
dió el  Fiscal,  no  se  halla  comprendido  en  los  motivos  de 
casación  de  este  artículo  (S.  23  Oct.  1890). 

(1)  Niel  núm.  1.®,  ni  otro  alguno  del  art.  849  de  la 
Ley  de  Enjuiciamiento  criminal  autorizan  un  recurso  que 
se  refiere  á la  imposición  de  las  costas  y en  el  que  se  ci- 
te como  infringido  el  art.  28  del  Código  penal.  (S.  11  de 
Nov.  1884). — La  indemnización  de  perjuicios,  cualquiera 
que  sea  el  motivo  ó causa  por  que  se  imponga  ó de  que 
provenga,  no  está  comprendida  en  el  núm.  1.®  ni  otro  al- 
guno del  art.  849  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  criminal. 
(S.  11  Mayo  1883). — No  puede  prosperar  el  recurso  de  ca- 
sación fundado  en  este  caso  cuando  el  hecho  es  penable. 
(S  7 Oc.  1886). — El  no  declarar  probados  en  la  sentencia 
los  hechos  procesales  no  es  motivo  de  casación,  si  por 
otra  parte  se  sienta  la  afirmación  de  la  culpabilidad  de 
los  procesados,  inferida  de  indicios  poderosos.  (S.  21  de 
Dic.  1886). — Este  número  no  autoriza  el  recurso  que  se 
funde  en  que  el  hecho  penado  como  delito  debió  serlo  co- 
mo falta,  (S.  21  Oc.  1889).  — El  recurso  de  casación  no 
puede  prosperar  si  no  se  cita  claramente  el  número  del 
artículo  que  lo  autoriza,  sin  que  sea  dable  la  menor  con- 
fusión sobre  esto>  ni  discutir  otro  punto.  (S.  24  Ab.  1891). 
— No  puede  admitirse  el  recurso  que  se  funda  en  el  nú- 
mero 1.®  para  discutir  el  error  cometido  en  la  calificación 
del  hecho  procesal,  pues  para  esto  debió  fundarse  en  el  3.® 
(S.  9 Dic.  189*7).  — Fundado  un  recurso  en  este  número,  la 
misión  del  Tribunal  Supremo  queda  reducida  á resolver 
si  los  hechos  que  en  la  sentencia  se  declararon  probados 
fueron  calificados  corno  delitos  y faltas  no  siéndolo,  sin 
que  pueda  extenderse  á otras  declaraciones.  (S,  31  Di- 
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Cuñiido  los  hechos  que  en  la  Sentencia 
declaren  probados  no  se  califiquen  no  se  penen:^r^: 
como  delitos  ó faltas,  siéndolo,  y sin  que  circunstaií-/  " 
cias  posteriores  impidan  penarlos  (1).  . 

3.0  Cuando  constituyendo  delito  ó falta  los  he-  ' ' 
chos  que  se  declaren  probados  en  la  sentencia,  se  ? 
haya  cometido  error  de  derecho  en  su  califica-  f 
ción  (2). 

4.0  Cuando  se  haya  cometido  error  de  derecho  ‘ 
al  determinar  la  participación  de  cada  uno  de  los . 
procesados  en  los  hechos  que  se  declaren  probados  , - 
en  la  sentencia  (3). 

6.0  Cuando  se  haya  cometido  error  de  derecho 
en  la  calificación  de  los  hechos  que  se  declaren  - 
probados  en  la  sentencia  en  concepto  de  circuns-  - , 
tancias  agravantes,  atenuantes  ó eximentes  de  res-  : 
ponsabilidad  criminal  (4). 


ciem  bre  —Es  incongruente  la  cita  de  esta  disposición  ’ ' ' 
cuando  la  cuestión  del  recurso  se  concreta  á la  cali6ca-  - ;*■ 
ción  de  los  hechos  y de  la  pena  impuesta.  (S.  31  En.  98). 

(1)  Las  resoluciones  judiciales  de  sobreseimiento  son  ; . 
susceptibles  de  casación  solamente  en  los  casos  señala-  ; 
dos  en  el  art.  852  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  criminaU  ; b 
(S.  13  Nov.  1884). — Las  citas  legales  deben  guardar  per*^  . 
fecta  congruencia  con  los  motivos  que  autorizan  el  recur* 

8<),  sin  que  éste  pueda  versar  contra  infracciones  de  leyes 
de  procedimiento.  (S  25  Ab.  1891).— El  recurso  de  casa- 
ción contra  los  autos  de  sobreseimiento  hade  fundarse 
en  los  artículos  848  y 852  y no  en  el  que  anotamos.  S.  5 , ; 

Enero  1897). 

(2)  No  puede  admitirse  un  recurso  en  que  se  niega  el 
delito  de  cohecho  penado,  cuando  no  se  alega  otro  algu*  v-'  b 
no.  (S.  19  Feb.  1889). — Infringe  este  número  la  sentencia 
que  imj)one  dos  penas  de  muerte  por  un  solo  robo  y dos 
homicidios.  (S.  8 En.  1891). 

(3)  No  es  motivo  de  casación  el  no  declarar  probados' 
los  hechos  en  los  resultandos,  cuando  tal  afirmación  se 
sostiene  en  loa  considerandos.  (S.  17  Nov.  1886). 

(4)  La  cita  de  este  número  es  la  congruente  para  wi*  , 
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6. ®  Cuando  el  grado  de  la  pena  impuesta  no  co- 
rresponda segiin  la  ley  á la  calificación  aceptada 
respecto  del  hecho  justiciable,  de  la  participación 
en  ól  de  los  procesados  ó de  las  circunstancias  ate- 
nuantes ó agravantes  de  responsabilidad  crimi- 
nal (1). 

7. °  Cuando  dados  los  hechos  que  se  declaren 

probados,  se  haya  incurrido  en  error  de  derecho  al 
admitir  ó desestimar  las  excepciones  2.^,  3 4.»  y 

6.®  del  art.  6ó6  reproducidas  en  el  juicio  (2). 


torizar  un  recurso  en  que  se  trata  de  la  apreciación  de  las 
circunstancias  modificativas  de  la  responsabilidad  del  pro- 
cesado. (S.  13  Diciembre  ISO^). — Cuando  el  recurso  se 
funde  en  no  haberse  estimado  circunstancias  atenuantes, 
debe  apoyárse  en  el  número  5.°  y no  en  los.  3."  y 6 ” de 
este  artículo.  (S.  17  Dic.  1897). 

(1)  No  es  admisible  el  recurso  que  en  sus  alegaciones 
no  aspira  á la  declaración  de  punto  alguno  de  derecho. 
(S.  27  Nov.  1883). — Este  número  sólo  permite  discutir  si 
la  pena  aplicada  es  la  correspondiente  al  delito  y sus  cir- 
cunstancias. {S.  11  Feb.  1888). — Si  el  Tribunal  impone  la 
pena  en  su  grado  máximo  apreciando  el  mismo  delito  que 
acusó  el  Fiscal,  aun  pidiendo  menor  pena  no  infringe  es- 
te número.  (S.  2 Jul.  1891). — Cuando  se  pretende  que, 
dados  los  motivos  de  atenuación  apreciados  se  modifique 
la  pena  impuesta,  debe  citarse,  y es  el  pertinente,  el  nú- 
mero que  anotamos.  (S.  17  En.  1898). 

(2)  No  se  halla  comprendido  en  este  artículo  el  caso 
en  que  la  sentencia  condene  al  procesado  en  causa  de  es- 
tupro, á que  mantenga  y reconozca  á determinada  perso- 
na, en  vez  de  condenar  á mantener  y reconocer  la  prole, 
y no  procede  por  tanto  el  recurso  de  casación.  (S.  13  Di- 
ciembre 1897). — Para  que  sea  admisible  un  recurso  es 
necesario  que  se  acepten  en  toda  su  integridad  los  he- 
chos declarados  probados  por  el  Tribunal.  (Ss.  14  Diciem- 
bre 1897  y 6 y 11  Ab.  1898) — No  puede  admitirse  el  re- 
curso en  que  se  plantea  una  caestión  sin  transcendencia 
y no  se  impugna  la  que  es  materia  de  la  sentencia.  S 17 
Mayo  1898). 
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Art.  860.  Se  entenderá,  para  el  mismo  efecto, 
infringida  la  ley  en  el  caso  del  nüin.  2.^  del  artícn- 
lo  848  cuando,  dada  la  cali6(;ación  que  de  los  he- 
chos apareciere  en  la  sentencia,  el  Tribunal  haya 
incurrido  en  error  legal  al  resolver  sobre  su  com- 
petencia (1). 

Art.  851.  Se  entenderá,  para  el  efecto  sobredi- 
cho, que  ha  sido  infringida  la  ley  en  los  autos 
comprendidos  en  el  núin.  3.^  del  art.  848,  cuando, 
dados  los  hechos  que  se  declaren  probados,  se  ha- 
ya incurrido  en  error  de  derecho  al  declararlos 
comprendidos  en  una  sentencia  firme  anterior,  ó 
al  considerar  prescrita  la  acción  penal  que  nazca 
del  delito  ó falta,  ó al  comprender  los  hechos  en 
una  amnistía  ó un  indulto  (2) 

Art.  852.  Se  entenderá,  para  el  efecto  expresa- 
do en  los  artículos  anteriores,  que  ha  sido  infrin- 
gida la  ley  en  cualquiera  de  los  autos  comprendi- 
dos en  los  números  4. o,  6. o y del  art.  848,  cuan- 

do se  funden  en  no  estimarse  como  delito  ó falta, 
siéndolo  ó presentando  caracteres  de  tales,  los  he- 
chos consignados  por  el  Juez  ó Tribunal  en  los  res- 


(1)  Es  inadmisible  el  recurso  de  casación  por  infrac- 
ción de  ley,  cuando  el  deducido  se  interpone  contra  un 
auto  en  que  no  se  ha  calificado  ni  procedía  calificar  loa 
hechos,  ni  tiene  por  objeto  determinar  á quién  incumbe 
conocer  del  delito  que  aquél  ha  denunciado,  resolviendo 
sólo  á quién  corresponde  iiístruir  el  sumario,  lo  cual  no 
es  lo  mismo.  (S.  25  En.  1884).— Este  artículo  no  autori- 
za el  recurso  de  casación  contra  cuestiones  prejudicia- 
les. (S,  5 Jun,  1888). 

(2)  La  prueba  que  descansa  en  indicios  bastantes  pa- 
ra formar  el  convencimiento  de  la  verdad  de  los  hechos 
(jue  se  consignan  en  una  sentencia,  tanto  ha  de  respetar- 
se y tan  ii.discutil)l(5  es  en  esta  clase  de  recursos  como 
aquella  en  que  loa  hechos  están  demostrados  por  prueba 
formal  y nv^eriul.  (S.  21  Oc.  1880). 
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pectivos  autos,  sin  que  circunstancias  posteriores 
impidan  penarlos;  ó cuando  se  declare  exentos 
de  responsabilidad  criminal  á los  procesados,  no 
debiendo  serlo  con  arreglo  al  precepto  expreso  de 
una  ley  (1). 

Art.  853.  Se  entenderá,  para  el  mismo  efecto, 
infringida  la  ley  en  el  auto  mencionado  en  el  nú- 
mero 7.0  del  art.  848  cuando,  dados  los  hechos  que 
se  declaren  probados,  se  liaya  infringido  lo  dis- 
puesto en  el  art.  123,  sin  fundarse  para  ello  en  la 
excepción  expresada  en  el  art.  125. 

Se  entenderá  igualmente  infringida  la  ley  en 
los  autos  á que  se  refiere  el  núm.  8. o del  art.  848, 
cuando  su  resolución  contradiga  expreso  precepto 
legal. 

Art.  854-.  Podrán  interponer  el  recurso  de  ca- 
sación: el  Ministerio  fiscal;  los  que  hayan  sido  parte 
en  los  juicios  criminales;  los  que  sin  haberlo  sido 
resulten  condenados  en  la  sentencia,  y los  herede 
ros  de  unos  y otros. 

Los  actores  civiles  no  podrán  interponer  el  re- 
curso sino  en  cuanto  pueda  afectar  á las  restitu- 
ciones, reparaciones  ó indemnizaciones  que  hayan 
reclamado  (2). 


(1)  Habiéndose  recurrido  contra  un  auto  de  sobresei- 
miento, debe  citarse  el  art.  852,  y el  invocar  el  849,  que 

• sólo  se  refiere  á las  sentencias  definitivas,  hace  inadmi- 
sible el  recurso.  (S.  l.°  Dic.  1885). — Confirma  y aplica 
el  contenido  de  este  artículo  la  de  16  de  Diciembre  de 
189T. — No  procede  este  recurso  cuando  el  auto  en  que  se 
deniega  la  admisión  de  la  querella  se  funda  en  la  exis- 
tencia de  un  auto  de  sobreseimiento  libre  dictado  en  una 
causa  en  la  que  se  trató  de  perseguir  el  mimo  delito. 
(S.  15  Febrero  1898). 

(2)  No  podrá  interponer  recurso  de  casación  el  actor 
civil,  contra  un  auto  de  sobreseimiento,  si  no  intervino 
en  la  causa  más  que  en  aquel  concepto.  (S.  12  Diciem- 
bre 1883). — Sólo  el  reo  principal  puede  interponer  re- 
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Art.  855.  El  que  se  proponp  interponer  ef  -S 
recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  pedi-  - 
rá  ante  el  Juez  ó Tribunal  que  haya,  dictado  la' 
resolución  judicial  definitiva  un  testimonio  de  la  < 
misma,  y también  de  la  de  primera  instancia  ai  - . 
hubiere  sido  dictada  en  juicio  sobre  faltas  y se 
hubiesen  aceptado  y no  reproducido  textualraen- 
te  los  resultandos  y considerandos  de  la  del  Juez 
municipal.  ' >'t- 

Art.  856.  La  petición  expresada  en  el  artícu- 
lo anterior  se  presentará  dentro  de  los  cinco  días 
siguientes  al  de  la  última  notificación  de  la 
tencia  ó auto  contra  que  se  intente  entablar  el- 
recurso. 

En  los  juicios  sobre  faltas  el  término  será  el  ' 
primer  día  siguiente  al  en  que  se  haya  practicado  . , 
la  última  notificación  (1). 

Art.  857.  En  el  escrito  en  que  se  pida  testimo- 
nio de  la  sentencia  para  preparar  el  recurso,  se 
consignará  la  promesa  solemne  de  constituir  el 
depósito  que  establece  el  artículo  875  de  la  presen- 
te ley. 

8i  la  parte  que  prepare  el  recurso  estuviere  de- 


curso de  casación  contra  la  sentencia  en  que  se  le  con-  ' 
nena,  sin  que  pueda  hacerlo  el  responsable  subdiaria- 
rnente  con  arreglo  al  art.  21  del  Código  penal  si  el  pri- 
mero no  la  impugnó.  (S.  4 Dic.  1883).— Es  inadmisible  el 
recurso  interpuesto  por  quien  no  ha  sido  parteen  el  plei* 
to,  ni  se  halla  en  ninguno  de  los  restantes  casos  previs*  ' 
tos  en  este  artículo.  (S.  12  Mayo  1897). 

(1)  Preparado  el  recurso  de  casación  contra  un  auto, 
al  mismo  tiempo  que  se  hallaba  éste  pendiente  de  reso- 
lución de  una  sújilica,  es  inadmisible  si  después  se  intér-  ^ 
pone  contra  el  denegatorio  de  la  súplica  citada,  pues  uo 
ha  sido  preparado  convenientemente.  (S.  30  Nov.  1888)...  - ^ 
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ularada  insolvente,  ya  en  todo,  ya  en  parte,  ó po- 
bres por  sentencia  ejecutoria,  pedirá  al  Tribunal 
que  se  haga  constar  expresamente  esta  circuns- 
tancia en  la  certificación  de  la  sentencia  que  de- 
berá librarse,  y se  obligará  además  á responder,  si 
llegare  á mejor  fortuna,  del  importe  del  depósito 
que  según  los  casos  deba  constituir. 

Art.  858.  Los  Tribunales  concederán  dentro  de 
tres  días  el  testimonio,  á no  ser  que  se  pida  fuera 
del  término  señalado  en  el  art.  866,  y harán  que  se 
expida  dentro  de  otro  plazo  igual.  Cuando  le  de- 
nieguen, consignarán  en  el  auto  denegatorio  la 
fecha  de  la  sentencia  ó del  auto,  la  de  su  última 
notificación  á las  partes,  y la  de  la  presentación' 
de  la  solicitud  del  testimonio. 

Del  auto  denegatorio  se  dará  copia  certificada, 
en  el  acto  de  la  notificación,  al  que  hubiese  pedido 
el  testimonio. 

En  dicha  certificación  harán  constar  además  los 
Tribunales  sentenciadores,  bajo  su  más  estrecha 
responsabilidad,  con  arreglo  á lo  que  de  las  causas 
aparezca,  si  la  parte  recurrente  está  declarada  in- 
solvente por  carecer  de  toda  clase  de  bienes,  ó en 
su  caso  si  ha  obtenido  declaración  firme  de  ser  po- 
bre en  sentido  legal,  ó si  por  el  contrario,  atendida 
su  fortuna,  los  signos  externos  de  su  estado  social 
y la  manera  como  se  haya  defendido  ó gestionado 
en  el  juicio,  se  encuentra  en  la  clase  de  rico. 

Art.  859.  Librada  la  certificación  de  que  se 
habla  en  el  artículo  anterior,  se  emplazará  á todas 
las  partes  para  que  comparezcan  ante  la  Sala  se- 
gunda del  Tribunal  Supremo  dentro  del  término 
improrrogable  de  quince  días  si  se  refiere  á sen- 
tencias dictadas  por  Tribunales  que  residan  en  la 
Península;  de  veinte  días,  si  residen  en  las  Islas 
Baleares,  y de  treinta,  si  en  las  Canarias. 

Art.  860.  Cuando  el  recurrente  defendido  como 
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pobre  ó declarado  insolvente  lo  solicitare,  el  Tri- 
bunal sentenciador  remitirá  directamente  á la  Sala 
segunda  del  Supremo  el  testimonio  necesario  para 
la  interposición  dei  recurso,  ó en  su  caso  la  certi- 
ficación del  auto  denegatorio  del  mismo. 

Jja  Sala  mandará  nombrar  Abogado  y Procura- 
dor que  puedan  interponer  el  recurso  que  corres- 
ponda, si  el  recurrente  no  los  hubiere  designado. 
Kn  uno  y otro  caso  la  Sala  señalará  el  plazo  dentro 
del  cual  baya  de  interponerse. 

Art.  8()í,  K1  Tribunal  sentenciador,  en  el  mis- 
mo <lía  en  que  entregue  ó remita  el  testimonio  de 
la  sentencia  ó del  auto,  enviaiá  á la  Sala  segunda 
del  Tribunal  Supremo  certificación  de  los  votos 
reservados,  si  los  hubiere,  ó negativa  en  su  caso,  y 
dispondrá  que  se  notifique  á los  que  hayan  sido 
parte  en  la  causa,  además  del  recurrente,  la  entre- 
ga ó remesa  del  testimonio,  emplazándoles  para 
que  puedan  comparecer  en  la  referida  Sala  á hacer 
valer  su  derecho  dentro  de  los  términos  fijados  en 
el  art.  859. 

A la  vez  que  la  certificación  expresada  se  remi- 
tirá por  el  Juez  ó Tribunal  sentenciador  otra  expe- 
dida por  su  Secretario,  en  la  que  se  exprese  sucin- 
tamente la  causa  ó juicio,  los  nombres  de  las  par- 
tes, el  delito  ó falta  y la  fecha  de  entrega  del  tes- 
timonio al  recurrente,  así  como  la  del  emplaza- 
miento á las  partes,  í.a  que  no  haya  preparado  el 
re(Mirso  podrá  adherirse  á él  en  el  término  del  em- 
plazamiento y al  instruiise  del  formulado  por  la 
otia,  alegando  los  motivos  que  la  convengan  (I). 

(1)  La  Hílhesión  al  recurso  por  la  parte  que  no  le  in- 
terpone, si  j)erinite  alegar  motivos  de  contraria  tenden- 
cia, como  subordinada  y acc.esoria  subsiste  y decae  con 
Hqu(;l,  autí  cuando  se  formule  dentro  de  los  términos  pe- 
rentorios y fatales  señalados  en  el  art.  HGl  de  la  Ley  de 
línjuiciamieuto  criminal.  (S.  23  Ab.  1885).  — La  adhesión 
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#.r  pación  del  testimonio  pedido  para  interponer  el  de  ca- 


sacioD. 


& Art.  862.  El  Tribunal  sentenciador  ante  el  cual 
§ se  deduzca  el  escrito  de  preparación  del  recurso  de 
Jíjcasación  podrá  denegar  en  auto  fundado  la  expe- 
|;"^(lición  de  la  certificación  de  la  sentencia  para  el 
que  se  intente,  en  los  casos  siguientes: 

1.®  Cuando  dicho  escrito  se  presente  después 
^1'  del  término  que  concede  el  art.  866. 

2.0  Cuando  lo  presente  quien  no  se  halle  com- 
prendido  en  cualquiera  de  los  casos  que  enumera 
^ >1  art.  864. 

‘ Y 3.0  Cuando  la  resolución  judicial  contra  la 
cual  se  prepare  el  recurso  no  sea  de  ninguna  de  las 
’ clases  que  menciona  el  art.  848. 

Art.  863.  Si  la  parte  que  preparó  el  recurso  pi- 
Igí-diere,  dentro  de  los  dos  días  siguientes  al  de  la  no- 
; tificación  del  auto  denegatorio,  que  se  remita  copia 
‘í  . certificada  del  mismo  á la  Sala  segunda  del  Tribu- 
I ■ nal  Supremo  manifestando  su  voluntad  de  recurrir 
en  queja  ante  la  misma,  lo  estimará  así  la  Sala  sen- 
fe-  tenciadora  y mandará  emplazar  á las  partes  para 
que  comparezcan  ante  dicho  Supremo  Tribunal  en 
los  términos  que  previene  el  art.  869,  según  los  res- 
pectivos  casos. 


al  recurso  para  que  autoriza  este  art.  861  de  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  criminal,  debe  de  hacerse,  según  el  814, 
en  la  misma  forma  establecida  para  la  interposición,  y 
por  lo  tanto,  con  la  cita  de  la  ley  que  lo  autorice,  que  ne- 
cesariamente, tratándose  de  sentencia  definitiva,  ha  de 
ser,  á más  del  primero  de  los  citados,  el  849,  por  el 
que  se  determinan  los  errores  de  derecho.  (S.  8 Junio  de 
1885). — Habiendo  dos  procesados,  y siendo  en  favor  de 
^ uno  el  recurso  interpuesto  por  el  Fiscal,  no  puede  la  de- 
; fensa  del  otro  procesado  adherirse  á él.  (S.  29  Mar.  1890). 


Art.  864.  En  las  copias  certificadas  de  los  aa- 
tos  denegatorios  de  que  se  habla  en  los  artículos 
anteriores,  se  hará  constar  también  el  estado  de 
fortuna  de  los  que  intenten  la  queja,  en  los  térmi- 
nos que  previene  el  art.  858. 

Art.  865.  Recibida  en  la  Sala  segunda  del  Tri- 
bunal Supremo  la  copia  certificada  del  auto  dene- ' 
gatorio,  se  esperará  la  comparecencia  del  recurren- 
te, quien  deberá  ajustarse  en  un  todo  á lo  prescri- 
to en  el  art.  859,  según  los  casos  respectivos. 

Art.  866.  Transcurrido  el  término  del  empla- 
zamiento sin  que  haya  comparecido  el  recurrente 
en  queja,  la  Sala  dictará  auto  declarando  desierto 
el  recurso,  y en  su  virtud  firme  y consentido  el  auto 
denegatorio  con  las  costas,  y lo  comunicará  al  Tri- 
bunal sentenciador  para  los  efectos  que  corres- 
pondan. 

Art.  867.  Si  el  recurrente  compareciere  en 
tiempo,  al  verificarlo  formulará,  en  escrito  firmado 
por  Abogado  y Procurador  con  la  mayor  concisión 
y claridad,  los  fundamentos  de  la  queja. 

De  dicho  escrito  acompañará  copia  autorizada, 
que  se  entregará  al  Ministerio  fiscal;  y transcurri- 
dos tres  días,  durante  los  cuales  deberá  éste  expo- 
ner á la  Sala  lo  que  estime  conveniente  sobre  la 
í)rocedencia  ó improcedencia  de  la  queja,  se  pasa- 
rá el  ex}>ediente  al  Magistrado  ponente. 

Art.  868.  Cuando  el  recurrente  fuere  insolven- 
te ó estuviere  habilitado  para  la  defensa  por  pobre 
y durante  el  término  del  emplazamiento  compare- 
ciere ante  la  Sala  segunda  del  Tribunal  Supremo 
en  la  forma  (^ue  previene  el  art.  874,  la  Sala  man- 
dará nombrarle  Abogado  y Procurador  de  oficio 
para  wn  defensa,  3’^  que  se  les  entregue  la  copia  cer- 
titícada  del  auto  denegatorio,  para  que  en  el  térmi- 
no de  lies  días  formalicen  el  recurso  de  queja  si 
lo  consideraren  procedente,  ó se  excuse  el  Abo- 
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gado  en  el  caso  de  no  hallar  méritos  para  ello 

Al  formalizar  la  queja  los  defensores  acompaña 
rán  copia  del  escrito,  que  se  entregará  al  Ministe 
rio  fiscal,  procediéndüse  en  los  términos  que  esta 
blece  el  párrafo  segundo  del  artículo  anterior. 

Art.  869-  La  Sala  segunda  del  Tribunal  Supre 
mo,  previo  informe  del  Magistrado  ponente  y sin 
más  trámites,  dictará  en  vista  de  los  escritos  pre- 
sentados la  resolución  que  proceda,  bastando  cinco 
Magistrados  para  la  decisión  de  este  recurso. 

Art.  870.  Cuando  la  Sala  estime  fundada  la 
queja,  revocará  el  auto  denegatorio  y mandará  al 
Tribunal  sentenciador  que  expida  la  certificación 
de  la  sentencia  reclamada  y practique  lo  demás 
que  se  previene  en  los  arts  868  y 861. 

Cuando  la  queja  no  sea  procedente  á juicio  de  la 
Sala,  la  .desestimará  con  las  costas  y lo  comunicará 
al  Tribunal  sentenciador  para  los  efectos  corres 
pendientes.  Es  aplicable  á este  recurso  lo  que  más 
adelante  se  determina  en  los  dos  últimos  párrafos 
del  art.  923. 

Art.  871.  Contra  la  decisión  de  la  Sala  segunda 
del  Tribunal  Supremo  en  el  recurso  de  queja  no  se 
da  recurso  alguno. 

Art.  872.  Cuando  el  recurrente  en  queja  sea  el 
Ministerio  fis(íal,  se  sustanciará  el  recurso  sólo  con 
su  audiencia.  Si  lo  fuere  un  acusador  privado  ó par- 
ticular, se  tramitará  en  los  términos  establetúdos 
en  los  precedentes  artículos.  Sólo  cuando  el  pro(*e- 
sado  comparezca  en  forma  legal  dentro  del  térmi- 
no del  emplazamiento,  se  le  entregará  copia  del  es- 
crito del  recurso  para  que,  si  lo  estima  conducente, 
pueda  impugnarle  en  el  término  de  tercero  día  que 
fija  el  art.  868. 

SECCIÓN  CUARTA. — De  la  interposirión  del  recurso. 

Art.  873.  El  recurso  de  casación  por  infracción 
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(le  ley  se  interpondrá  en  la  Sala  segunda  del  Tri- 
bunal Supremo,  dentro  de  los  quince  días  siguien- 
tes al  de  la  entrega  ó remesa  del  testimonio  de  ia 
resolución  si  ésta  se  hubiere  dictado  en  la  Penínsu- 
la, ó de  veinte  si  en  las  Islas  Baleares,  ó de  treinta 
si  en  ('anarias.  Transcurridos  estos  términos  sin  in- 
terponerlo, ó en  su  (‘aso  el  que  hubiese  concedido 
el  Supremo  de  conformidad  con  lo  dispuesto  en  el 
art.  860,  se  tendrá  por  fírme  y consentida  dicha  re- 
solución, y el  Tribunal  mandará  proceder  á la 
ejecución  del  fallo. 

Kn  los  mismos  términos  deberán  adherirse  al  re- 
curso las  partes  que  puedan  hacerlo  (1). 

Art.  874.  Este  recurso  se  interpondrá  en  escri- 
to firmado  por  Abogado  y Procurador  autorizado 
con  poder  bastante,  sin  que  en  ningún  caso  pueda 
admitirse  la  protesta  de  presentarlo;  y en  diclio  es- 
crito se  consignarán  en  párrafos  numerados,  con  la 
mayor  concisión  y clari(iad,  sus  fundamentos,  y se 
citarán  el  artículo  de  la  ley  que  lo  autorice  y las  le- 
yes que  se  supongan  infringidas  (2). 

(von  este  escrito  se  t>resentará  el  testimonio  an- 
tedicho si  hubiese  sido  entregado  al  recjirrente  y 
co[)ia  literal  del  recurso  autorizada  por  la  repre- 
sentaci()n  del  mismo. 

La  adhesión  al  recurso  se  interpondrá  en  la  forma 
expresada  en  el  párrafo  primero  de  este  artículo. 


(1)  V.  el  art.  118  de  la  L((y  del  .íurado.  — L’(S  adhesio- 
iKís  a un  recurso,  aunque  permite  alegar  otros  motivos, 
suhsisUíii  y decH(iii  con  el  formulado.  (8.  23  Ab.  1885). — 
101  rec.urso  por  infracción  de  ley  sólo  procede  contra  los 
auto.s  y sentencias  dcd  art.  818  é infracciones  del  849  á 
858  inciii^ivci.  (S.  18  lOn.  1888). 

(2)  Nn  di'be  admitirse  el  recurso  cuando  en  el  escrito 
en  (|ue  se  iuter{)one  no  se  razonan  lo.s  fundamentos  en  ()ue 
.se  apoya,  ó no  se  citan  las  disposiciones  legales  que  tíe- 
beu  ser  aplicadas.  (S,  3 Diciembre  1891,  y 15  Juu.  1898). 
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Cuando  el  recurrente  pobre  tuviere  en  su  poder 
el  testimonio,  podrá  presentarlo  con  un  escrito,  tir- 
mado  por  su  Procurador  y en  su  defecto  por  él 
mismo  ó por  otra  persona  á su  ruego,  en  el  cual  ma- 
nifieste su  voluntad  de  interponer  el  recurso  y pi- 
da el  nombramiento  de  Abogado  que  se  encargue 
de  su  defensa  y el  de  Procurador  que  le  represen 
te  si  tampoco  lo  tuviere.  Esta  disposición  será  apli- 
cable cuando  el  recurrente  sea  pobre  ó declarado 
insolvente,  aunque  haya  nombrado  Abogado  y 
Procurador.  Con  la  presentación  de  dicho  escrito  y 
testimonio  se  tendrá  por  interpuesto  el  recurso  (1). 

Art.  875.  Cuando  el  recurrente  fuese  el  acusa- 
dor privado  y el  delito  ó falta  sea  de  los  que  pue- 
den perseguirse  de  oficio,  presentará  su  Procura- 
dor con  el  escrito  de  interposición  el  documento 
que  acredite  liaber  depositado  I.OOO  pesetas  en  el 
establecimiento  púldico  destinado  al  efecto,  si  el 


(1)  No  es  admisible  el  recurso  cuando  el  Procurador 
que  lo  deduce  no  acredita  estar  autorizado  para  ello,  sin 
que  sea  suficiente  que  defendiera  en  el  juicio  al  mismo 
procesado.  (S.  14  En.  1885).  — Para  que  se  entienda  cita- 
do el  artículo  de  la  ley  que  autorice  el  recurso,  es  indis- 
pensable de  todo  punto  que  se  señale  y determine  el  nú- 
mero ó caso  en  que  se  halle  comprendido  el  error  de  de- 
recho que  se  estime  cometido  en  la  sentencia  definitiva. 
(S.  12  Mayo  1885).  — Se  falta  á las  prescripciones  del  ar- 
tículo 874  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  criminal  cuando 
en  el  escrito  en  que  se  interpone  el  recurso  de  casación 
se  citan  con  confusión  las  disposiciones  legales  que  au- 
toricen el  recurso  y las  que  se  suponen  infringidas.  (S.  i9 
Nov.  1885).  — Para  admitir  el  lecurso,  no  sólo  es  necesa- 
rio citar  el  número  y artícu'o  de  la  ley  que  lo  autorice, 
sino  que  las  infracciones  legales  guarden  la  debida  coti- 
gruencia,  lo  que  no  suce  le  al  citar  el  número  2.“  del  8-19 
para  fundar  el  agravto  de  un  auto  de  sobreseimiento,  pa- 
ra el  que  es  aplicable  el  art.  852  cuando  no  se  estime  co- 
mo delito  ó falta  un  hecho  que  puede  serlo.  (S.  17  Oc.  91). 
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Ministerio  fiscal  no  hubiere  preparado  ni  deducido 
el  mismo  recurso  contra  la  sentencia,  debiendo 
consignarse  tantos  depósitos  como  acusadores  re- 
currentes haya,  á no  ser  que  todos  ellos  hubiesen 
constituido  una  sola  personalidad  jurídica. 

Cuando  el  delito  fuere  de  los  que  sólo  pueden 
perseguirse  á instancia  de  parte,  el  depósito  será 
de  600  pesetas. 

Cuando  el  recurrente  fuese  el  actor  civil,  el  de- 
pósito será  de  200  pesetas,  y si  se  trata  de  un  res- 
ponsable civilmente,  de  100. 

Cuando  fuere  el  procesado  el  recurrente  presen- 
tará á la  Sala  con  el  escrito  de  interposición  el  do- 
cumento que  acredite  haber  depositado  125  pese- 
tas en  el  establecimiento  público  destinado  al  efec- 
to. En  el  caso  de  que  el  Ministerio  fiscal  hubiere 
preparado  el  recurso,  no  se  exigirá  depósito  algu- 
no á los  procesados  que  también  le  hubiesen  pre- 
parado. 

Si  el  recurrente  estuviese  habilitado  para  defen- 
derse como  pobre  ó apareciese  declarado  insolven- 
te, quedará  obligado  á responder  de  la  cantidad  re- 
ferida, si  viniere  á mejor  fortuna  (1). 

Árt.  876.  En  el  caso  previsto  en  el  último  pá- 
rrafo del  art.  874,  ó cuando  el  Tribunal  sentencia- 
dor hubiese  remitido  de  oficio  el  testimonio  de  la 
sentencia  recurrida,  mandará  la  Sala  nombrar  den 
tro  de  tres  días  Procurador  y Abogado  para  que 
éste  funde  el  recurso. 

Nombrados  de  oficio  los  defensores  del  recurren- 
te, se  entregará  al  Procurador  el  testimonio  de  la 

(1)  No  puede  tomarse  como  declaración  de  insolven- 
cia, la  que  naga  el  Tribunal  en  la  sentencia  al  decir  que 
por  su  insolvencia  sufrirá  la  prisión  el  reo,  por  ser  esta 
una  fórmula  general,  por  más  que,  comunmente,  se  ex- 
prese con  la  frase  en  caso  de  insolvencia  en  vez  de  por  su 
insolvencia,  (S„  5 Dic.  1888). 
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seiitencia  á fin  de  que  el  Abogado  interponga  el 
recbrso  dentro  de  cinco  días  precisos,  ó manifieste, 
en  igual  término,  si  no  encuentra  motivos  de  casa- 
ción que  alegar  contra  la  sentencia  reclamada.  De 
una  ó de  otra  manifestación  se  acompañará  copia 
literal  autorizada  por  el  Procurador. 

^ Si  el  Letrado  designado  no  estimare  procedente 
el  recurso  deberá  expresarlo  así,  exponiendo  las 
razones  en  que  funde  su  opinión. 

La  Sala  dispondrá  en  este  caso  que  en  el  ante- 
dicho término  se  nombre  otro  Abogado;  y si  éste 
opinare  del  mismo  modo,  lo  manifestará  también, 
fundahdo  su  opinión,  en  el  mismo  plazo  de  cinco 
días,  y se  nombrará  un  tercero  en  el  término  esta- 
blecido para  la  designación  de  los  anteriores. 

Si  el  tercero  fuere  del  mismo  parecer,  hará  la 
manifestación  en  el  plazo  y forma  prevenidos  en 
el  párrafo  anterior. 

En  este  caso  se  pasarán  los  antecedentes  al  Fis 
cal,  á fin  de  que  funde  el  recurso  en  beneficio  del 
que  lo  hubiese  interpuesto,  si  lo  creyere  proceden- 
te, ó de  lo  contrario  los  devuelva  con  la  nota  de 
<Visto>.  Si  el  Fiscal  hiciere  lo  primero,  se  sustan- 
ciará el  recurso  en  la  forma  ordinaria;  si  lo  según 
do,  se  tendrá  por  desestimado. 

El  Letrado  que  deje  transcurrir  el  término  que 
se  expresa  en  los  párrafos  anteriores  sin  manifes- 
tar su  opinión  contraria  al  recurso,  se  considerará 
que  acepta  la  defensa  y quedará  obligado  á fun- 
darlo en  el  término  que  se  le  señale. 

Cuando  dentro  del  emplazamiento  ó al  día  si- 
guiente de  la  designación  manifieste  el  Procurador 
del  recurrente  su  propósito  de  interponer  el  recur- 
so ó el  Fiscal  lo  solicitare,  se  mandará  por  la  Sala 
abrir  el  pliego  que  contenga  la  certificación  de  vo- 
tos reservados  y comunicarle  con  los  autos  á las 
partes.  En  otro  caso  no  se  abrirá  hasta  que  el  re- 
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curso  sea  interpuesto,  y desde  el  día  de  sú  sefiála- 
miento  para  la  vista  hasta  su  celebración  lo  po- 
drán examinar  las  partes  en  la  Secretaría. 

Art.  877.  Los  recursos  se  numerarán  correlati- 
vamente por  el  orden  de  su  presentación;  y del 
número  que  corresponda  á cada  uno  se  dará  certi- 
ficación á los  que  lo  hubiesen  interpuesto,  si  lo  pi 
dieren. 

Los  recursos  contra  las  sentencias  en  que  se  im- 
ponga la  pena  de  muerte,  los  de  competencia  y los 
de  casos  wfraganti,  se  numerarán  separadamente. 

Art.  878.  Transcurrido  el  término  del  empla- 
zamiento sin  que  haya  comparecido  el  recurrente 
en  la  forma  que  según  los  casos  previene  esta  ley, 
la  Sala  segunda  del  Tribunal  Supremo  dictará  sin 
más  trámites  auto  declarando  desierto  el  recurso, 
con  imposición  de  las  costas  al  particular  recurren- 
te, comunicándolo  así  al  Tribunal  sentenciador 
para  los  efectos  que  procedan. 

Art.  879.  El  Ministerio  fiscal  se  ajustará  para 
la  í>reparación  é interposición  del  recurso  á los  tér- 
minos y formas  prescritos  en  los  artículos  856,  873 
y 874,  en  cuanto  le  sean  aplicables. 

SECCION  QUINTA  — De  la  sustauciación  del  recurso. 

Art.  880.  Interpuesto  el  recurso  y transcurrido 
el  término  del  emplazamiento,  la  Sala  designará  el 
Magistrado  ponente  que  estuviere  en  turno,  y 
mandará  dar  traslado  de  los  autos  por  cinco  días 
y en  su  caso  de  la  certificación  de  votos  reserva- 
dos á cada  una  de  las  partes  personadas  y al  Fis- 
cal si  no  fuere  éste  el  recurrente. 

Tand)ién  se  entregarán  á las  respectivas  partes 
las  copias  del  recurso. 

Art.  881,  Al  dictar  la  providencia  de  que  se 
habla  en  el  artículo  anterior,  la  Sala  mandará  nourt- 
brar  Abogado  y Procurador  para  la  defensa  del 
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procesado,  condenado  ó absnelto  por  la  sentencia, 
cuando  no  fuese  el  recurrente  ni  hubiese  compa- 
recido. 

El  Abogado  así  nombrado  no  podrá  excusarse 
de  aceptar  la  defensa  del  procesado  como  no  sea 
por  razón  de  alguna  incompatibilidad,  en  cuyo 
caso  se  procederá  al  nombramiento  de  otro  Le- 
trado. 

Art.  882.  Dentro  del  término  del  traslado,  el 
Fiscal  y las  partes  se  instruirán  y podrán  impug- 
nar la  admisión  del  recurso  ó la  adhesión  al  mismo. 

Si  le  impugnaren,  acompañarán  con  el  escrito  de 
impugnación  tantas  copias  del  mismo  cuantas  sean 
las  demás  partes,  á quienes  el  Secretario  hará  in- 
mediata entrega  de  aquéllas. 

Art.  883.  Devuelto  el  expediente  por  el  que 
últimamente  lo  haya  recibido,  si  se  impugnare  la 
admisión  ó adhesión  ó la  Sala  considerare  dudosa 
esta  cuestión  previa,  el  Presidente  señalará  día 
para  decidirla. 

Art.  884.  La  vista  de  esta  cuestión  previa  se 
celebrará  en  audiencia  pública,  por  el  orden  de 
numeración  de  los  recursos,  si  al  tiempo  que  llega- 
re el  turno  á cada  uno  de  ellos  se  hallase  en  esta- 
do de  celebrarse  la  vista. 

Los  recursos  que  se  interpongan  contra  senten- 
cias en  que  se  haya  impuesto  la  pena  de  muerte, 
ó contra  las  de  competencias,  así  como  las  que 
versen  sobre  delitos  inf-raganti^  serán  despachados 
con  preferencia. 

Art.  885.  El  acto  de  la  vista  se  celebrará  le- 
yendo el  Secretario  la  sentencia  y los  votos  reser- 
vados si  los  hubiere,  el  escrito  interponiendo  el 
recurso,  el  de  adhesión  si  lo  hubiere  también,  y 
los  de  impugnación  en  su  caso. 

Será  obligatoria  la  asistencia  de  los  Abogados  de- 
fensores nombrados  de  oficio,  y potestativa  en  el 
Ministerio  fiscal. 
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Informará  primero  el  Abogado  del  recurrente, 
después  el  de  la  parte  contraria  y por  último  el 
Ministerio  fiscal  si  concurriere.  Si  éste  fuere  el  re- 
currente, hablará  primero. 

Los  informes  se  concretarán  á la  cuestión  previa 
que  se  debata.  . 

Art.  886.  Concluida  la  audiencia  del  día,  la  Sa- 
la deliberará  sobre  la  admisión  de  los  recursos  de 
que  se  hubiese  dado  cuenta,  oyendo  al  Ponente,  • = 
quien  deberá  para  este  efecto  llevar  redactado  el 
proyecto  de  decisión. 

Si  la  Sala  creyere  necesario  aplazar  ésta,  podrá 
hacerlo;  pero  en  ningún  caso  transcurrirán  más  de 
tres  días  sin  que  se  resuelva  sobre  la  admisión. 

Art.  887.  El  fallo  se  formulará  de  uno  de  los 
modos  siguientes: 

1.0  c Admitido  y concluso  para  la  vista». 

2.0  cNo  há  lugar  á la  admisión,  y comuniqúese 
al  Tribunal  sentenciador  para  los  efectos  corres- 
pondientes» (1). 

AiT.  888.  La  resolución  en  que  se  deniegue  la  • 
admisión  del  recurso  será  fundada  y se  publicará 
en  la  Gaceta  de  Madrid  y en  la  Colección  legislativa^ 
expresando  el  nombre  del  Ponente.  La  en  que  se 
admita,  no  se  fundará  ni  publicará. 

Los  resultandos  y considerandos'de  las  decisiones 
se  limitarán  á los  puntos  pertinentes  á la  cuestión 
resuelta. 

Cuando  en  una  misma  resolución  se  deniegue  la  v,. 
admisión  del  recurso  por  alguno  de  sus  funda- 
mentos y se  adirdta  en  cuanto  á otros,  ó cuando  se 
admita  el  recurso  interpuesto  por  un  interesado  y 


(1)  La  admisión  de  un  recurso  equivale  á declarar 
que  hay  términos  hábiles  dentro  de  la  ley  para  discutir  y 
resolvere!  problema  jurídico  planteado  por  el  recurren- 
te. (S.  8 Oc.  1880). 
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86  deniegue  respecto  de  otros,  deberá  fundarse 
: aquélla  en  cuanto  á la  parte  denegatoria  y publi- 

carse en  la  Oaceta  de  Madrid. 

La  resolución  en  que  se  deniegue  la  admisión  se 
redactará  en  forma  de  sentencia, 
í ...  . Art.  889.  Para  denegar  la  admisión  del  recurso 
serán  necesarios  cinco  votos  conformes.  No  reu- 
niéndose este  número  de  votos,  se  tendrá  por  ad- 
^ mitido. 

Art.  890.  Cuando  la  Sala  deniegue  la  admisión 
3 recurso  y el  recurrente  haya  constituido  depó- 
sito, se  le  condenará  á perderlo  y se  aplicará  la  mi- 
3 tad  de  él  al  recurrido  por  vía  de  indemnización,  y 
3-  la  otra  mitad  se  conservará  por  la  Sala  de  gobierno 
3 para  atender  exclusivamente  con  su  importe  á las 
: jiecesidades  imprevistas  de  la  administración  de 

justicia,  de  personal  y material. 

Si  el  recurrente  no  hubiese  constituido  depósito 
por  ser  pobre,  se  dictará  la  misma  resolución  para 
; ■ cuando  mejore  de  fortuna. 

: Art.  891.  En  el  caso  de  que  los  defensores  del 

- recurrente  hiciesen,  con  arreglo  al  art.  876,  la  mani 
festación  de  no  encontrar  motivos  de  casación  con- 
tra la  sentencia  reclamada,  ni  el  Ministerio  fiscal 
los  expusiere  dentro  del  plazo  que  concede  el  mis- 
mo artículo,  la  Sala,  previo  informe  del  Magistrado 
ponente,  dictará  auto  desestimando  el  recurso  pre- 
parado, y lo  mandará  comunicar  al  Tribunal  sen^ 
tenciador. 

Art.  892.  Contra  la  resolución  de  la  Sala  admi- 
tiendo ó denegando  el  recurso  y la  adhesión  no  se 
dará  ningún  otro. 

Art.  893.  Cuando  no  se  impugne  la  admisión 
del  recurso  preparado,  ni  la  adhesión  pretendida 
por  alguna  parte,  ni  el  Tribunal  tuviere  duda  sobre 
la  procedencia  de  una  y otra,  acordará  de  plano, 
ein  vista  pública  ni  citación  de  las  partes,  la  admi- 
sión del  recurso  y la  de  la  adhesión  en  su  caso, 

. . 
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SECCIÓN  SEXTA,— De  la  decisión  del  recurso.  ’ 

Art.  894.  Admitido  el  recurso  de  casación  y 
señalado  día  para  la  vista,  se  verificará  ésta  en  au- 
diencia pública  con  asistencia  precisa  de  los  defen- 
sores de  las  partes  designados  de  oficio  y del  Mi- 
nisterio fiscal.  A los  Iletrados  nombrados  de  oficio 
que  no  concurran  se  les  impondrán  por  la  Sala  las 
(íorrecciones  disciplinarias  que  estime  merecidas 
atendida  la  gravedad  é importancia  del  asunto.  . 

Art.  895.  La  Sala  mandará  traer  á la  vista  los 
recursos  por  el  orden  de  su  admisión,  guardando  el 
turno  especial  de  preferencia  para  los  mencionados 
en  el  párrafo  segundo  del  art.  884. 

Si  por  cualquier  accidente  no  pudiere  tener  lugar 
la  vista  en  el  día  señalado,  se  designará  otro  á la 
mayor  brevedad,  cuidando  de  no  alterar  en  lo  posi- 
ble el  orden  establecido. 

Art.  896.  La  vista  del  recurso  se  celebrará  en 
la  forma  determinada  en  el  primer  párrafo  del  ar- 
tículo 885,  con  asistencia  é informe  oral  de  los  Le- 
trados de  las  partes,  si  éstas  lo  creyeren  convenien- 
te, y la  del  Ministerio  fiscal  en  todo  caso,  hablan- 
do primero  el  recurrente,  después  los  que  se  hayan 
adherido  al  recuiso,  y por  último  Igs  que  lo  impug- 
nen. Siempre  que  el  Ministerio  fiscal  contradiga  el 
recurso,  hablará  el  último. 

Art.  897.  El  Ministerio  fiscal  y los  Letrados  po- 
drán, por  el  orden  mismo  en  que  hayan  usado  de 
la  palabra,  rectificar  cualquier  error  de  hecho,  refi- 
riétnlose  á los  admitidos  en  la  resolución  recurrida. 

No  permitirá  el  Presidente  discusión  alguna  so- 
bre la  existencia  de  los  hechos  consignados  en  di- 
cha r(;solu(!Íón,  y llamará  al  orden  al  que  intente 
dÍ8(;ulirlo8. 

Art.  898.  Para  la  vista  de  los  recursos  de  casa- 
ción asistirán  siete  Magistrados. 
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890.  Concluida  la  audiencia  publica,  la 
Sala  fallará  el  recurso  dentro  de  cinco  días;  pero 
cuando  sea  indispensable,  podrá  prorrogar  hasta 
diez  días  el  término  para  redactar  y publicar  la 
sentencia. 

Art.  900.  La  sentencia  se  redactará  de  la  ma- 
nera siguiente: 

1.0  Se  expresará  la  fecha,  el  delito  sobre  que 
versa  la  causa,  los  nombres  de  los  procesados  y 
acusadores  particulares  que  en  ella  hayan  interve- 
nido, el  Tribunal  de  donde  proceda  y las  demás 
circunstancias  generales  que  sirvan  para  determi- 
nar el  asunto  objeto  del  recurso. 

' 2.0  Bajo  la  palabra  Resultando  se  transcribi- 

rán literalmente  los  de  la  sentencia  ó auto  recu- 
rridos, excepto  aquellos  que  sean  de  manifiesta 
impertinencia. 

3.0  Se  expresará  el  contenido  de  la  parte  dis- 
positiva del  mismo  fallo. 

4.0  Los  motivos  de  casación  alegados  por  las 
respectivas  partes. 

6.0  El  nombre  del  Magistrado  ponente. 

6.0  En  Considerandos , los  fundamentos  de  de- 
recho de  la  resolución. 

7.0  El  fallo. 

Art.  901.  Cuando  la  Sala  estime  infringida  la 
ley  por  cualquiera  de  los  motivos  alegados,  decla- 
rará haber  lugar  al  recurso  y casará  y anulará  la 
resolución  sobre  que  verse,  mandando  devolver  el 
depósito  al  que  lo  hubiese  constituido. 

Si  estima  que  no  ha  habido  infracción,  declara- 
rá no  haber  lugar  al  recurso  y condenará  al  recu- 
rrente en  costas  y á la  pérdida  del  depósito  con 
destino  á las  atenciones  determinadas  en  el  ar- 
tículo 890,  ó á satisfacer  la  cantidad  equivalente, 
8Í  se  hubiese  defendido  como  pobre,  para  cuando 
mejore  de  fortuna. 
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Se  exceptúa  al  Ministerio  fiscal  de  la  imposición 
de  costHs. 

Art.  902,  Si  la  Sala  casa  la  resolución  objeto 
del  recurso,  (licitará  á continuación,  pero  separada 
mente,  la  sentencia  que  proceda,  aceptando  los 
fundamentos  de  heciho  y los  de  derecho  de  la  re- 
solución casada  que  no  se  refieran  á los  puntos 
que  hayan  sido  objeto  del  recurso  y la  parte  del 
fallo  con  éste  compatible,  reemplazando  la  par- 
te casada  con  la  que  corresponda  según  las  dis- 
posiciones legales  en  que  se  haya  fundado  la  ca- 
sación. 

Art.  903,  Cuando  sea  recurrente  uno  de  los 
procesados,  la  nueva  sentencia  aprovechará  á 
los  demás  en  lo  que  les  fuere  favorable,  siem- 
pre que  se  encuentren  en  la  misma  situación  que 
el  recurrente  y les  fueren  aplicables  los  motivos 
alegados  por  los  que  se  declare  la  casación  de  la 
sentencia.  Nunca  les  perjudicará  en  lo  que  les  fue- 
re adverso. 

Art.  904,  Contra  la  sentencia  de  casación  y la 
(jue  se  dicte  en  virtud  de  la  misma  no  se  dará  re- 
(iurso  alguno. 

Art.  905.  Las  sentencias  en  que  se  declare  ha- 
ber ó no  lugar  al  recurso  de  casación  se  publi- 
carán en  la  Gaceta  de  Mad?'id  y en  la  Colección  /e- 
g i si  a t iva. 

Art.  900.  Si  las  sentencias  de  que  se  trata  en 
(d  artículo  anterior,  recayesen  en  causas  seguidas 
por  cuahjuiera  de  ios  delitos  (tontra  la  honestidad 
o (!ontra  el  honor,  se  publicarán,  suprimiendo  los 
nombr(‘H  propios  de  las  })er8onas,  los  de  los  lugares, 
y las  circunstancias  que  puedan  dar  á conocer  á 
los  acnsadores,  á los  acusacios  y á loe  Tribunales 
(pie  hayan  fallado  el  pro(;eso. 

Si  por  circunstancias  especiales  estimare  la  Sa- 
la (pie  la  publicación  de  la  sentencia  á que  se 


u«*  w.  r*  *• 
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íefier©  el  artículo  anterior  ofende  á la  decencia  pú- 
lis ¿lica,  podrá  ordenar  en  la  propia  sentencia  que  no 
publique  aquélla. 

II Art.  907.  El  desistimiento  del  recurso  podrá 
felhacerse  en  cualquier  estado  del  procedimiento, 
|k.  previa  ratificación  del  interesado,  ó presentando 
pAu  Procurador  poder  especial  para  ello.  Si  las  par- 
fe>tes  estuvieren  citadas  para  la  decisión  del  recurso, 
" perderá  el  particular  que  desista  la  mitad  del  de- 
pósito si  lo  hubiere  constituido,  y pagará  las  cos- 


¿J  tas  procesales  que  se  hubiesen  ocasionado  por  su 


culpa. 


M;-  Art.  908.  Las  sentencias  contra  las  cuales  pue- 
É|¿a  interponerse  recurso  de  casación  no  se  ejecuta- 
rían hasta  que  transcurra  el  término  señalado  para 
p prepararlo  por  infracción  de  ley  ó interponerlo  por 
^^quebrantamiento  de  forma. 

Si  en  dicho  término  se  preparare  ó interpusiere 
^ él  recurso,  quedará  en  suspenso  hasta  su  terraina- 
P ción  la  ejecución  de  la  sentencia,  á menos  que  ésta 
|¿>Bea  absolutoria,  en  cuyo  caso,  si  el  reo  estuviere 
^ Vpreso,  será  puesto  en  libertad. 

I Art.  909.  Cuando  el  recurso  hubiere  sido  pre- 
parado  é interpuesto  por  uno  de  los  procesados, 
podrá  llevarse  á efecto  la  sentencia  desde  luego  en 
cuanto  á los  demás,  sin  perjuicio  de  lo  dispuesto 
en  el  art.  903. 


i: 


, CAPITULO  II 

■r,'  " . 

. -De  los  recursos  de  casación  por  quehrantamiento 
í,  deforma. 

. SECCIÓN  PRIMERA.— De  la  procedencia  del  recurso. 
Art*  910*  El  recurso  de  casación  por  quebran- 
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tamientode  forma  procederá  contra  las  sentencias 
que  menciona  el  art.  848  (1). 

Art.  011,  P")  recurso  de  casación  podrá  inter- 

ponerse por  quebrantamiento  de  forma: 

1.®  Cuando  se  haya  denegado  alguna  diligen- 
cia de  prueba  que,  propuesta  en  tiempo  y forma 
por  las  partes,  se  considere  pertinente  (2). 


(1)  No  debe  acordarse  la  admisión  de  un  recurso  de 
CRSBción  por  quebrantamiento  de  forma,  cuando  si  bien 
se  determina  al  interponerlo  la  falta  que  se  supone  co- 
metida, no  se  cita  el  artículo  que  expresa  y taxativa- 
mente puede  autorizarlo,  y sí  sólo  el  910  de  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  criminal,  que  no  es  bastante.  (S.  29  Mar- 
zo 1884). — El  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de 
forma  sólo  procede  contra  las  sentencias  que  menciona 
el  artículo  848  de  esta  ley.  (S.  21  Sep.  189’7). — No  proce- 
de contra  los  autos  de  sobreseimiento  que  no  tienen  ca- 
rácter de  sentencias,  ni  tampoco  por  haber  denegado 
prueba  en  el  período  del  sumario.  (S.  28  Ab.  1898). 

(2)  Quebranta  la  forma  del  procedimiento  la  Audien- 
cia que  deniega  la  prueba  documental  pedida  por  un  pro- 
cesado por  el  delito  de  atentado  contra  la  autoridad,  di- 
rigida á demostrar  si  dicha  autoridad  obró  ó no  dentro 
del  círculo  de  sus  atribuciones  al  ejecutar  los  actos  que 
dieron  ocasión  al  atentado.  (S.  26  Nov.  y 7 Dic.  1883). — 
El  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma  sólo 
procede  en  los  casos  taxativamente  marcados  por  la  le^’, 
entre  los  que  no  se  halla  la  falta  de  competencia  de  la 
Sala  sentenciadora  en  vacaciones  para  imponer  penas  co- 
rreccionales. (S.  22  En.  1884). — El  hecho  de  haber  admi- 
tido la  Sala  como  prueba  pericial  la  practicada  por  perso- 
jias  que  no  eran  peritas  para  tasar  los  objetos  hurtados 
y hal)er  tasado  éstas  dichos  objetos  en  el  acto  del  juicio 
oral  sin  tenerlos  á la  vista,  constituye  una  infracción  de 
formas  esenciales  del  juicio  comprendida  en  los  núms.  1. 
y 3."  del  art.  911.  (S.  16  Eeb.  188  1).— La  contradicción  á 
que  la  segunda  parte  del  núrn.  1.“  del  art.  911  se  refiere, 
no  es  la  que  puede  aparecer  entre  el  auto  ó sentencia  y 
el  resultado  que  suministre  el  sumario,  sino  la  que  resul- 
te manifiestamente  entre  los  hechos  declarados  probados 
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2/*  Cuando  se  haya  omitido  la  citación  del  pro 
cesado,  ya  estuviere  preso  ó en  libertad,  y la  de  la 
parte  acusadora  y actor  civil  para  su  comparecen- 
cia en  el  acto  del  juicio  oral  y público,  á' no  ser 
que  estas  partes  hubiesen  comparecido  á tiempo 
dándose  por  citadas  (1). 


en  la  sentencia  con  relación  á la  prueba  practicada  en  el 
juicio  oral.  (S.  12Jul.  1884).  — Es  inadmisible  el  recurso 
de  casación  fundado  en  este  número  por  no  haber  admiti- 
do la  prueba  pericial,  cuando  al  proponerla  en  el  escrito 
de  calificación  no  se  expresan  los  nombres  y apellidos  de 
los  peritos,  y men<  s si  se  pide  que  éstos  den  su  informe 
ante  el  Juez  de  su  residencia.  (S.  9 Abril  1885).  — En  tan- 
to debo  ser  considerada  pertinente  una  dilig*encia  de  prue- 
ba en  materia  criminal,  en  cuanto  sea  conducente  ó con- 
cerniente á la  causa  en  que  dicha  diligencia  se  proponga, 
pues  este  es  el  sentido  forense  que  se  da  á la  palabra  per- 
tinente. (S.  11  En.  1886). — No  puede  prosperároste  re- 
curso, si  no  se  hizo  la  protesta  del  art.  914.  (S.  17  Abril 
1888). — La  negativa  á la  suspensión  de  un  juicio,  hecha 
por  un  Tribunal  prescindiendo  del  examen  de  testigos 
admitidos  como  pruebas,  al  creer  innecesario  su  examen, 
no  da  motivo  á la  casación.  (S.  5 Ab.  1889). — No  incurre 
en  el  quebrantamiento  de  forma  á que  se  refiere  este  pre- 
cepto la  Sala  que  deniega  la  suspensión  del  juicio  por 
falta  de  comparecencia  de  algunos  testigos.  (S.  19  Ab.  98). 
— No  procede  el  recurso  que  autoriza  este  artículo  y nú- 
mero, por  haber  denegado  el  Tribunal  en  una  causa  de 
adulterio  la  suspensión  del  juicio,  para  poder  acreditar 
el  perdón  de  la  parte  ofendida.  (S.  22  Ab.  1898). 

(1)  Tratándose  de  un  delito  de  estupro,  la  falta  de  ci 
tación  del  Ministerio  fiscal  para  su  comparecencia  en  el 
acto  del  juicio  oral,  no  constituye  la  falta  de  forma  á que 
se  refiere  el  núm.  2.”  del  art.  911.  (S.  5 Oct.  1886). — La 
falta  de  citación  del  procesado  para  una  diligencia  de 
autopsia  de  la  víctima,  no  es  un  motivo  de  casación  auto 
rizado  en  este  número.  (S.  19  Jul.  1889). — Este  precepto 
sólo  autoriza  el  recurso  de  casación  por  quebrantamiento 
de  forma  cuando  se  haya  omitido  la  citación  del  procesa- 
do ó de  la  parte  acusadora  y actor  civil  para  su  compa- 
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3. «  Cuando  el  Presidente  del  Tribunal  se  nie- 
gue á que  un  testigo  conteste,  ya  en  audiencia  pú- 
blica ya  en  alguna  diligencia  que  practique  fuera 
de  ella,  á la  pregunta  ó preguntas  que  se  le  dirijan 
siendo  pertinentes  y de  manifiesta  infiuencia  en  la 
causa  ( I ). 

4. ^  Cuando  se  desestime  cualquiera  pregunta 
por  capciosa,  sugestiva  ó impertinente,  no  siéndolo 
en  realidad,  siempre  que  tuviera  verdadera  impor- 
tancia para  el  resultado  del  juicio  (2). 


recencia  en  el  acto  del  juicio,  y no  en  el  caso  de  ausen- 
cia  de  dichas  partes  sin  haber  faltado  aquel  requisito. 
(S.  10  Jun.  1898).  — La  sentencia  que  no  resuelve  acerca 
de  un  supuesto  delito  que  no  ha  sido  materia  del  juicio,  - 
no  incurre  en  el  quebrantamiento  de  forma  á que  se  re- 
fiere este  número  (S.  16  Ab  1898). — La  falta  de  persona- 
lidad del  padre  del  interfecto  para  representarle  en  cier- 
ta causa  no  constituye  motivo  de  casación  por  quebran-  - 
tamiento  de  forma  del  núm.  2.®  de  este  artículo.  (S.  2 
Octubre  189'7). 

(1)  Cuando  la  pregunta  desestimada  no  ha  sido  diri- 
gida á ningún  testigo  sino  al  mismo  procesado,  la  ley  no 
autoriza  el  recurso  de  casación.  (S.  iT  Jun.  1884) —Si- 
hien  el  Presidente  del  Tribunal  puede  suspender  la  aper- 
tura de  las  sesiones  del  juicio  oral  cuando  las  partes,  por 
motivos  independientes  de  su  voluntad,  no  tuvieran  pre- 
pn radas  las  pruebas  ofrecidas  en  sus  respectivos  escritos, 
esta  disposición  no  puede  invocarse  cuando  abierto  ya  el 
juicio  oral,  no  estima  el  Presidente  de  importancia  ni  de  • 
inaniíiesta  influencia  la  declaración  testifical  solicitada. 

(S.  .)  Nov,  1884). — La  negativa  á suspender  el  juicio  por 
dos  ó más  día.s  que  declaran  los  peritos  serles  necesarios 
|-:i ra  evacuar  una  diligencia  de  prueba,  aunque  esta  sea 
pertinente  y <le  influencia  para  la  decisión  de  la  cuestión, 
no  es  materia  de  casación,  ni  ))or  ella  se  infringe  lo  pre- 
ceptuado (;n  este  número.  (S.  18  Jun,  189'7). — Véase  en 

la  nota  al  núm.  1."  de  este  artículo  la  sentencia  de  16  de 
1'ebrero  de  1884,  y en  la  del  núm.  4.®  la  de  23  de  No- 
viembre de  188TÍ). 

(2)  Véase  el  art,  119  de  la  Ley  del  Jurado.— Se  infrin*  ; 
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E*  ^ Art.  912.  Podrá  también  interponerse  el  re- 
*^^rso  por  la  misma  causa: 

r.  - 1.0  Cuando  en  la  sentencia  no  se  exprese  clara 
pv'y  terminantemente  cuáles  son  los  hechos  que  se 
-consideren  probados,  ó resulte  manifiesta  contra- 
If  dicción  entre  ellos  (1). 


' g*en  los  números  3.°  y 4.®  del  art.  911  cuando  no  se  per- 
•,  mite  hacer  á los  testigos,  admitidos  como  prueba,  pre 
; guntas' que  se  relacionen  directamente  con  el  hecho  ob- 
jeto del  sumario.  (S.  23  Nov.  188*7). — En  causa  por  que- 
dbrantanniento  de  condena,  son  impertinentes  las  pregun- 
. tas  que  tienden  á juzgar  de  los  actos  particulares  del 
' 'procesado  en  otros  asuntos.  (S.  29  Nov.  1888).  - Se  in- 
- fringe  esta  forma  cuando  se  niega  á la  defensa  el  derecho 
de  hacer  una  pregunta  en  el  veredicto  del  Jurado,  para 
' determinar  si  obró  el  procesado  por  miedo  insuperable, 

• siendo  así  que  bajo  este  concepto  alegó  en  sus  conclusio- 
" hes  la  exención  de  responsabilidad  del  acusado.  (S.  27 
-Junio  1889). — Es  improcedente  la  pregunta  que,  de  ser 
contestada  negativamente,  envuelve  contradicción  con 
otra  ya  formulada,  así  como  también  la  que  ninguna  in- 
fluencia ejerce  en  el  delito.  (S  5 Feb,  1897). 

(1)  La  contradicción  de  que  habla  el  núm.  1.”  del  ar- 
tículo 912  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  criminal,  no  se 
refiere  á las  apreciaciones  que  se  hagan  en  los  conside- 
randos de  la  sentencia.  (S.  24  Mar.  1884). — La  contradic- 
ción que  es  motivo  de  casación  ha  de  existir  precisamen- 
te entre  los  hechos  que  se  declaren  probados.  (Sents.  7 y 
25  Abril  1884). — No  hay  quebrantamiento  de,  forma, 
cuando  el  Tribunal  rectifica  el  error  según  el  art.  161. 


(S.  20  Oct.  1888)  — Se  infringe  este  número  en  la  senten- 
cia que  se  limita  á determinar  los  indicios  contra  el  cul- 
pable, sin  manifestar  tomara  ó no  parte  en  el  hecho  por 
que  se  le  condena.  (S.  19  Junio  1891).— A las  omisiones 
de  detalles  ó particulares  que  las  partes  echen  de  menos 
en  las  sentencias,  no  es  aplicable  este  precepto  ni  proce- 
de este  recurso  sino  otro  que  las  partes  pueden  utilizar 
en  la  forma  y plazo  que  señala  el  art  161  de  esta  ley. 
(S.  16.  Ab.  1898).— Para  que  exista  la  infracción  a que  se 
refiere  este  precepto,  es  necesario  que  resulte  manifiesta 
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2.0  Cuando  no  86  resuelva  en  ella  sobre  todos 
los  puntos  que  hayan  sido  objeto  de  la  acusación 
y de  la  defensa  (1 ). 


contradicción  en  los  hechos  que  clara  y terminantemente  se 
declaran  probados  en  la  sentencia  y no  meramente  entre 
éstos  y los  que  aparecen  en  la  causa.  (Sents.  10  Diciem- 
bre 1897  y 3 Junio  1898). 

(1)  Según  ha  repetido  el  Tribunal  Supremo  en  mu- 
chas de  sus  decisiones,  la  sentencia  que  condena  resuel- 
ve los  puntos  todos  objeto  de  la  acusación.  (S.  18  Jun.  83). 
— Comete  el  quebrantamiento  de  forma  del  núra.  2.°  del 
artículo  912,  la  Sala  que  se  declara  incompetente  después 
de  concluso  el  juicio  oral  y de  citadas  para  sentencia  las 
partes,  y sin  que  ninguna  de  éstas  haya  alegado  la  in- 
competencia. (S.  10  En  1885) — Adolece  del  vicio  defor- 
ma comprendido  en  el  núm.  2.®  del  art.  912  la  sentencia 
que  no  resuelve  sobre  la  responsabilidad  civil,  reservan- 
do al  perjudicado  bajo  este  concepto  las  acciones  que  le 
asistan.  (S.  24  En.  1885).  — La  condenación  por  un  delito 
menos  grave  implica  la  desestimación  y absolución  de 
otro  mus  grave  (S.  7 Dic.  1885). — Se  infringe  esta  for- 
ma, cuando  el  Tribunal  en  causa  por  injuria  y calumnia 
sólo  resuelve  este  segundo  delito  sin  ocuparse  del  pri- 
mero, que  también  fué  acusado.  (S.  3 Enero  1889). — 
Cuando  no  hay  acusación  no  puede  recaer  sentencia  con- 
denatoria. (S.  2 Marzo  1890). — Procede  el  recurso  de  ca- 
sación que  autoriza  este  número,  cuando  habiendo  sido 
objeto  de  la  acusación  dos  distintos  delitos  de  injuria  co- 
metidos en  días  diferentes  y con  frases  y conceptos  dis- 
tintos, no  se  hace  de  ello  en  la  sentencia  referencia  algu- 
na ni  se  resuelve  acerca  de  ellas  en  la  parte  dispositiva 
de  la  misma.  |S.  22  Dic.  1897). — Contra  la  omisión  de  ac- 
cidente.s  que  en  las  sentencias  hechen  de  menos  las  par- 
tes, no  autoriza  la  ley  mas  recurso  que  el  de  aclaración. 
(S.  27  Ab.  l898).  — El  motivo  fundado  en  el  número  en 
relación  con  el  art.  119  de  la  Ley  del  Jurado,  que  auto- 
riza el  recurso  por  quebrantamiento  de  forma  cuando  no 
se  re.suelve  en  la  .sentencia  sobre  todos  los  puntos  que 
hayan  sido  objeto  de  la  acusación  y la  defensa,  no  pro- 
cede, cuando  ía  sentencia  ha  calificado  un  delito  de  fal- 
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, Guando  se  pene  en  ella  un  delito  más  gra- 
ye  ■que  el  que  haya  sido  objeto  de  la  acusación,  si 
fel  Tribunal  no  hubiere  procedido  previamente  co- 
•mo  determina  el  art.  733  (1). 


f-,  sedad,  sin  hacer  declaración  sobre  otro  de  quiebra  frau- 
dulenta,  pues  al  no  hacer  declaración  sobre  éste  lo  ha 
- desestimado.  La  sentencia  que  nada  resuelve  sobre  dos 
circunstancias  alegadas,  niega  con  su  silencio  la  exis- 
tencia  de  las  mismas.  La  procedencia  de  lás  cuestiones 
prejudiciales  no  es  susceptible  de  recursos  de  casación. 
;(S.  15  Mar.  1898). 

/ (1)  Existe  el  quebrantamiento  de  forma  á que  se  re- 

número,  cuando  la  sentencia  pena  un  hurto  do- 
l^-  'méstico,  ó sea  un  hurto  cualificado  comprendido  en  el 
caso  segundo  del  art.  533  del  Código  penal,  cuyo  delito 
¿..1/es  más  grave  que  el  hurto  simple  descrito  y penado  en 
■ f el  número  4.°  del  art.  531  del  mismo  Código,  que  había 
-sido  objeto  de  la  acusación.  (S.  12  Mar.  1884). — No  se  in- 
3^*,  curre  en  la  falta  que  determina  este  número,  penando  al 
' procesado  como  autor  uel  delito  objeto  de  la  calificación 
r del  Ministerio  fiscal,  por  más  que  éste,  estimando  que  no 
í 'resultaba  probado  que  el  procesado  fuera  el  autor  de  di- 
, cho  delito,  pidiera  su  absolución.  (S  1.®  Oct.  1884). — In- 
fringe esta  forma  el  Tribunal  que  pena  un  robo  con  inti- 
midación, cuando  este  punto  no  ha  sido  acusado,  sin  pro- 
’ ceder  á lo  determinado  en *el  art.  733.  (S  8 Nov.  1888). — 
— Se  infringe  esta  forma,  cuando  pidiendo  el  Fiscal  la 
absolución  del  procesado,  recae  sentencia  condenatoria. 
(S.  8 Oct.  1889)  — Infringe  este  número  el  Tribunal  que 
condena  á un  acusado  de  lesiones  como  reo  de  homicidio, 
aunque  use  del  art.  733,  si  se  ha  pedido  su  absolución. 
(S.  10  Mayo  1889). — Modificadas  las  conclusiones,  debe 
el  Tribunal  atenerse  á las  definitivas,  y cuando  en  éstas 
pide  el  Fiscal  la  absolución,  no  puede  condenar.  (S.  16 
Nov.  1889). — Se  infringe  este  número  y el  art.  855  pe- 
nando por  falsedad  á uno  que  fué  acusado  de  impruden- 
cia temeraria.  (S.  10  Dic.  1888).— No  puede  imponerse 
• pena  alguna,  cuando  la  acusación  pide  la  exención  de 
. responsabilidad  del  acusado.  (S  28  Jun.  1891). — Procede 
el  recurso  que  autoriza  dicho  número,  cuando  habiendo 
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4.0  Cnancio  la  sentencia  haya  sido  dictada  por 
menor  número  de  Magistrados  que  el  señalado  en  ' 
la  ley,  ó sin  la  concurrencia  de  votos  conformes 
que  por  la  misma  se  exigen  (1). 

5.0  Cuando  haya  concurrido  á dictar  sentencia 
algún  Magistrado  cuya  recusación,  intentada  en 
tiempo  y forma  y fundada  en  causa  legal,  se  hu- 
})iese  rechazado  (2). 

Art.  913.  No  será  admisible  el  recurso  de  ca- 
sación por  quebrantamiento  de  forma  en  los  juicios 
sobre  faltas. 

Art.  914.  No  será  admisible  el  recurso  por  que- 
brantamiento de  forma  si  la  parte  que  intente  in- 
terponerlo no  hubiese  reclamado  la  subsánación 
de  la  falta,  siendo  posible,  ni  hecho  la  oportuna 
protesta  con  sujeción  á lo  dispuesto  en  la  ley  en 
los  casos  en  que  proceda. 

Si  el  motivo  en  que  se  funde  el  recurso  fuere  la 
falta  de  citación  para  sentencia,  deberá  hacerse  la 
protesta  antes  de  que  aquélla  se  dicte,  si  hubiere 
tiempo  para  reclamar  cuando  la  parte  note  la  falta^ 

Y si  el  motivo  fuere  la  falta  de  citación  para  alga 
na  diligencia  de  prueba  ó la  denegación  de  prueba, 
deberá  hacerse  la  reclamación  y protesta  en  el 
momento  en  que  la  parte  haya  tenido  ocasión  de 


el  1^’iscal  acusado  un  delito  de  lesiones  menos  graves  pro- 
el ucida.s  con  un  palo,  y otro  de  disparo  de  arma  de  fue- 
go contra  persona  determinada  sin  causarle  daño,  la  Sa- 
la c(  iideiía  por  un  delito  complejo  de  di.>*paro  de  arma 
de  fuego  y lesiones  y por  otro  delito  do  lesiones  (S.  10 
l'liiero  1808). — líl  haberse  penado  por  un  delito  más  gra- 
ve (pie  el  que  fué  objeto  de  la  acusacicín,  es  un  punto  que 
no  puede  di.scutir.se  en  un  recurso  por  infracción  de  ley, 
y .sí  en  (*,1  de  quebrantamiento  de  forma.  (8¡.  22  Feb.  98). 

(Ij  Véan.se  las  notas  al  art.  732. 

(2)  No  ba  lugar  á estos  recursos  cuando  la  recusación 
no  se  fundó  en  cau.sa  legal.  (S.  12  Oc.  1888). 
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observar  la  falta  de  la  citación  y al  enterarse  de  la 
denegación  de  la  prueba  (1). 

,Art.  916.  Podrán  interponer  este  recurso  las 
mismas  partes  á que  se  refiere  el  art.  864. 

SECCION  SEGUNDA. — De  la  interposición  del  recurso. 

Art.  916.  El  recurso  de  casación  por  quebran- 
tamiento de  forma  se  interpondrá  ante  el  Tribunal 
sentenciador,  dentro  del  término  de  cinco  días  á 
contar  desde  el  siguiente  al  de  la  última  notifica- 
ción de  la  sentencia. 

Art.  917.  Se  interpondrá  este  recurso  por  es- 
crito autorizado  con  firmas  de  Letrado  y Procura 
dor,  expresándose  en  él: 

La  fecha  de  la  notificación  de  la  sentencia. 

La  de  la  presentación  del  recurso. 

El  artículo  de  la  ley  que  lo  autorice. 

La  falta  de  forma  que  se  suponga  cometida  (2) 
La  reclamación  practicada  para  subsanarla  y su 
fecha,  si  la  falta  fuese  de  las  que  exigen  este  re 
quisito.  ' 


(1)  Tampoco  será  admisible,  según  el  art.  IIT  de  la 
Ley  de  20  de  Abril  de  1888,  el  recurso  de  casación  por 
quebrantamiento  da  forma  contra  las  sentencias  del  Tri- 
bunal del  Jurado,  si  la  parte  que  intentó  interponerlo  no 
hubiese  reclamado  la  subsanación  de  la  falta,  cuando 
fuese  posible,  y hecho  la  oportuna  protesta  con  sujeción 
á lo  dispuesto  en  el  artículo  que  anotamos. — No  procede 
este  recurso  cuando  no  se  hizo  la  protesta  en  el  acto  de 
enterarse  la  parte  de  la  denegación  de  la  prueba  y sí 
tres  días  después.  Es  de  la  exclusiva  competencia  del 
Tribunal  sentenciador  declarar  ó no  la  pertinencia  del 
examen  de  unos  testigos,  que  tendían  á acreditar  el  va- 
lor probatorio  de  las  declaraciones  del  querellado  y de 
uhos  peritos.  (S.  31  En.  1898). 

(2)  Cuando  no  se  determina  qué  faltas  son  las  que  se 
han  cometido  en  la  sentencia,  no  cabe  estimar  estos  mo- 
tivos de  casación.  (S.  21  Nov.  1886). 


Lby  db  Bnj.  criminal 
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Cuando  el  recurrente  sea  el  querellante  partiéa- . ' 
lar  ó actor  civil,  deberá  también  manifestar  en  el 
escrito  que,  para  el  caso  de  que  el  Tribunal  admita 
el  recurso,  está  dispuesto  á presentar  ante  la  Sala 
tercera  del  Tribunal  Supremo,  dentro  de  los  tér- 
minos que  se  expresan  en  el  art.  859,  el  documento 
que  acredite  haber  depositado  en  el  establecimien- 
to público  destinado  al  efecto  mil  pesetas,  si  el  de- 
lito fuere  público,  y quinientas  si  fuere  de  los  que 
sólo  pueden  perseguirse  á instancia  de  parte. 

Cuando  el  recurrente  fuere  el  procesado,  estará  > 
exento  de  la  obligación  de  constituir  depósito. 
Cuando  el  Ministerio  fiscal  hubiere  interpuesto  el 
recurso,  tampocí»  estará  obligado  á constituirlo  el  - 
querellante  ó acusador  privado. 

Art.  918.  El  Tribunal  sentenciador  examinará 
sin  oir  á las  partes:  C ' 

1.0  Si  el  recurso  se  ha  interpuesto  después  de^ 
haberse  pronunciado  sentencia  definitiva. 

2.°  Si  se  ha  interpuesto  en  el  término  de  la  ley.  ^ 

3.0  Si  se  funda  en  alguna  de  las  causas  expues-  I 
tas  en  el  art.  911  ó en  el  912 

4.0  Si  la  falta  fué  reclamada  oportunamente  en 
los  casos  en  que  esto  fuese  necesario. 

Art.  919.  Si  concurrieren  todas  estas  circuns- 
tancias, admitirá  el  recurso  y remitirá  la  causa  ó 
el  ramo  de  ella  en  que  se  suponga  cometida  la 
falta,  con  certificación  de  la  sentencia,  de  los  votos 
reservados  si  los  hubiere  y del  auto  admitiendo  el 
recurso,  á la  Sala  tercera  del  Tribunal  Supremo,, 
citando  y emplazando  á las  partes  en  los  términos 
fijados  en  el  art.  859. 

Si  faltare  alguna  de  las  circunstancias  referidas 
en  e!  artículo  anterior,  no  se  admitirá  el  recurso. 

Art.  920.  La  interposición  y admisión  del  ris- 
cm  so  por  quebrantamiento  de  forma  producirá  el 
efecto  de  suspender,  hasta  su  resolución  definiti* 
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va,  todo  procediiniento  para  la  ejecución  del  fallo 
contra  el  que  haya  sido  deducido,  así  como  la  sus- 
tanciación  del  de  infracción  de  ley  que  se  hubiere 
preparado  por  cualquiera  de  las  partes. 

SECCIÓN  TERCERA.  — Del  recurso  de  queja  por  dene- 
gación de  admisión  del  de  casación  por  quebranta- 
miento de  forma. 

Art.  921.  Cuando  el  Tribunal  sentenciador  de- 
negare la  admisión  del  recurso  por  quebrantamien- 
to de  forma,  lo  hará  por  auto  de  que  se  dará  copia 
al  recurrente  al  tiempo  de  hacerle  la  notificación. 

Art.  922.  Si  el  recurrente  se  creyere  agraviado 
por  no  admitirle  el  recurso,  podrá  acudir  en  queja 
á la  Sala  tercera  del  Tribunal  Supremo,  haciéndolo 
presente  al  Tribunal  sentenciador  á los  efectos  de 
lo  dispuesto  en  el  art.  863. 

Este  recurso  se  sustanciará  y decidirá  de  la  ma- 
nera prevenida  en  dicho  art.  863  y en  los  siguientes. 

Art.  923.  Cuando  la  Sala  revoque  el  auto  dene- 
gatorio de  la  admisión,  ordenará  al  Tribunal  que  le 
remita  la  causa  con  los  antecedentes  necesarios  con 
arreglo  al  art.  919.  Cuando  le  confirme,  comunica- 
rá su  resolución  al  Tribunal  sentenciador  para  los 
efectos  correspondientes. 

Contra  estas  resoluciones  no  se  dará  recurso  al- 
guno. 

Cuando  resulten  falsos  los  hechos  alegados  co- 
mo fundamento  del  recurso,  la  Sala  podrá  imponer 
al  particular  recurrente  una  multa  que  no  baja- 
rá de  doscientas  cincuenta  pesetas  ni  excederá 
de  mil. 

Si  la  responsabilidad  fuere  del  Letrado,  se  le 
impondrá  la  corrección  disciplinaria  que  sea  pro- 
cedente. 
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SECCIÓN  CUARTA.— De  la  siistauciación  del  recurso.  / 


Art.  924r.  El  recurso  por  quebrantamiento  de 
forma  se  sustanciará  por  la  Sala  tercera  del  Tribu- 
nal Supremo,  en  los  términos  y con  los  procedi- 
mientos establecidos  para  los  recursos  por  infrac- 
ción de  ley  en  la  sección  quinta  del  capítulo  prime 
ro  de  este  título,  en  cuanto  sus  disposiciones  no  es- 
tén modificadas  por  los  artículos  siguientes. 

Art.  925.  Los  autos  serán  entregados  al  recu- 
rrente para  su  instrucción  por  término  de  cinco  días 
y por  otro  igual  á cada  una  de  las  partes  y al  Fiscal. 

Al  devolver  el  recurrente  la  causa,  uo  podrá  ale 
gar  nuevos  motivos  de  casación. 

La  entrega  de  que  habla  el  párrafo  primero  de  es- 
te artículo  no  tendrá  lugar  cuando  el  recurrente 
sea  querellante  particular  y no  haya  presentado  to- 
davía el  documento  que  acredite  haber  verificado 
el  depósito  prevenido  en  el  art.  917. 

Pero  si  estuviese  declarado  pobre  ó insolvente, 
bastará  que  se  obligue  á responder  del  importe  del 
ílepósito,  81  viniere  á mejor  fortuna. 

Art.  926.  Si  transcurre  el  término  del  empla- 
zamiento sin  haberse  personado  el  recurrente,  ó 
siendo  éste  querellante  particular  ó actor  civil  no^ 
justifica  la  constitución  del  depósito  ó no  constitu- 
ye ai[)wl  acta  la  obligación  mencionada  en  el  ar- 
tículo anterior,  se  declarará  desierto  el  recurso  con 
imposición  de  las  costas  al  particular  recurrente,  y 
se  devolverá  la  causa  al  Tribunal. 

Art.  927.  Cuando  el  recurrente  sea  pobre,  po 
drá  comparecer  personalmente,  pidiendo  el  nom*. 
bramiento  de  Abogado  y Procurador  que  le  de- 
fiendan. 

,En  tal  caso,  se  observará  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo 876. 

Art.  928.  Transcurrido  el  término  de  la  entre- 
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ga  de  los  autos  y hecha  ó no  por  las  partes  la  ma- 
nifestación de  quedar  instruidas  del  recurso  y de 
sus  antecedentes,  la  Sala  nombrará  Ponente  al  Ma- 
gistrado que  se  halle  en  turno,  á quien  se  pasará  la 
causa  por  término  de  cinco  días;  y devuelta  que 
sea,  señalará  día  para  la  vista. 

SECCIÓN  QUINTA.— De  la  decisión  del  recurso. 

Art.  929.  En  el  día  señalado  para  la  vista,  el 
Secretario  dará  cuenta  de  la  sentencia,  de  los  vo- 
tos particulares,  del  escrito  de  interposición  del  re- 
curso y de  la  parte  de  la  causa  que  considere  nece- 
saria para  dar  cumplida  idea  de  la  falta  alegada  y 
sus  fundamentos. 

Terminada  la  lectura  por  el  Secretario,  harán 
uso  de  la  palabra  los  defensores  de  las  partes  y el 
,Fiscal.  Este  hablará  el  último  á no  ser  que  hubiese 
interpuesto  el  recurso. 

Art.  930.  Cuando  la  Sala  estime  haberse  co- 
metido la  falta  en  que  se  funda  el  recurso,  declara- 
rá haber  lugar  á él  y ordenará  la  devolución  del 
depósito  si  se  hubiese  constituido,  y la  de  la  causa 
al  Tribunal  de  que  proceda,  para  que,  reponiéndola 
al  estado  que  tenía  cuando  se  cometió  la  falta,  la 
sustancie  y termine  con  arreglo  á derecho  (1). 

Art.  931.  Si  la  Sala  estima  no  haberse  cometi- 
do la  falta  alegada,  declarará  no  haber  lugar  al  re- 
curso, condenará  al  particular  recuriente  en  las  cos- 
tas y á la  pérdida  del  depósito,  si  se  hubiese  consti- 
tuido, ó á la  de  su  importe  en  su  caso  cuando  vinie- 
re á mejor  fortuna,  y mandará  devolverla  causa 
al  Tribunal  sentenciador. 

Art.  932.  Será  aplicable  á los  recursos  de  casa 


342 


LIBRO  QUINTO— TÍTÜLO  I 


ción  por  quebrantamiento  de  forma  lo  dispuesto 
en  los  arts.  905  y 906  de  esta  ley. 

Árt.  í)33.  Kn  los  recursos  por  quebrantamiento 
de  forma  íjue  el  Ministerio  Gscal  interponga,  se  es- 
tará á lo  dispuesto  en  las  diversas  secciones  de 
este  ca{)ítulo. 


CAPITULO  III 

De  la  inter2)osición,  sustancia  ción  y resolución  del 
recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  y por 
quehran  taniien  to  de  forma. 

Art.  934.  Lo  dispuesto  en  esta  ley  respecto  de 
los  recursos  de  casación  por  infracción  de  ley  y 
por  quebrantamiento  de  forma,  tendrá  aplicación  á 
los  recursos  que  á la  vez  se  funden  en  infracción 
de  ley  y quebrantamiento  de  forma,  con  las  modi- 
ficaciones que  en  esta  sección  se  establecen. 

Art.  935.  Los  recursos  de  casación  por  infrac- 
ción de  ley  y por  quebrantamiento  de  forma  se  in- 
terpondrán dentro  del  término  que  fija  el  art.  916, 
fundando  el  de  quebrantamiento  de  forma  con  arre- 
glo al  artículo  917,  y anunciando  el  de  infracción 
de  ley. 

Art.  930.  El  Tribunal  sentenciador,  con  vista 
del  (‘scrito,  admitirá  ó denegará  únicamente  el  re- 
curso de  (‘asación  por  quebrantamiento  de  forma, 
(!0n  arreglo  á lo  establecido  en  los  arts.  918  y 919, 
teniendo  por  anunciado  el  recurso  por  infracción 
de  ley  (1 ). 

(1)  Falta  á lo  que  dispone  este  artículo,  la  Audiencia 
(jutt  uiaiifhi  remitir  á la  Sala  segunda  del  Tribunal  Supre- 
mo certilicHción  de  la  sentencia  para  interponer  el  recur- 
so de  casación  por  infracción  de  ley,  admitiendo  á la  vez 
el  de  quebrantamiento  de  forma,  en  vez  de  limitarse, 
como  para  este  caso  previene  el  réferido  artículo,  á te- 
ner aquél  por  anunciado,  (S.  25  Bep.  1885). 
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Art.  987.  Cuando  el  Tribunal  admita  el  reenr- 
80,  elevará  á la  Sala  tercera  del  Tribunal  Suprerno 
la'causa  con  los  antecedentes  expresados  en  el  ar- 
tículo 919.  En  este  caso  se  entenderá  prepara- 
do el  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  (co- 
rriendo para  ambos  recursos  el  mismo  plazo  legal. 

; "Art.  938.  Cuando  el  Tribunal  deniegue  el  re 
curso,  los  interesados  podrán  recurrir  en  queja  á la 
Sala  tercera  del  Tribunal  Supremo  contra  el  auto 
denegatorio,  en  el  tiempo  y forma  que  preceptúa 
el  art  922. 

Art.  939.  Si  la  Sala  tercera  del  Tribunal  Supre- 
mo revoca  el  auto  denegatorio,  dirigirá  orden  al 
Tribunal  para  que  le  remita  la  causa,  á tenor  de  lo 
que  &a,establece  en  el  art.  923.  En  este  caso  se  en- 
tenderá también  preparado  el  recurso  de  casación 
por  infracción  de  ley. 

Art.  940.  Si  la  Sala  tercera  confirma  el  auto 
denegatorio,  comunicará  su  resolución  al  Tribunal 
para  los  efectos  que  haya  lugar. 

Art.  941.  Los  efectos  del  auto  confirmando  la 
denegación,  serán,  respecto  del  recurso  de  casación 
por  infracción  de  ley,  los  siguientes: 

1.0  Hacer  imposible  su  interposición,  cuando 
el  auto  confirmando  el  denegatorio  de  la  admisión 
del  recurso  de  casación  en  la  forma  se  haya  funda- 
do en  haberse  presentado  el  escrito  proponiendo 
este  último  recurso  y preparando  el  otro  fuera  del 
término  legal. 

2.®  Dejar  expedita  su  interposición  en  su  caso 
y lugar,  cuando  el  auto  confirmando  el  denegato- 
rio de  la  admisión  del  recurso  de  casación  en  la 
forma  se  haya  fundado  en  la  no  concurrencia  de 
las  demás  circunstancias  expresadas  en  el  art.  918. 

Art.  942.  En  este  último  caso,  si  el  recurrente 
lo  pidiere  dentro  del  término  de  tercero  día  conta- 
do desde  el  en  que  se  le  haya  notificado  la  con 


314 


LIBRO  QUINTO  — TÍTULO  1 


firinanión  clel  auto  flenegatorio,  la  Sala  segunda  del 
Tribunal  Supremo  mandará  a!  Tribunal  sentencia- 
dor que  expida  y entregue  al  recurrente,  ó en  su 
caso  remita,  dentro  del  término  de  tres  días,  testi- 
monio de  la  resolución  para  que  pueda  seguir  el  re- 
curso por  infracción  de  ley,  y que  cite  al  efecto  á 
las  partes,  cumpliendo  en  un  todo  con  lo  que  se  or- 
dena en  los  arts.  868  y 859  de  esta  ley. 

Art.  948.  Admitido  por  el  Tribunal  sentencia- 
dor el  recurso  por  quebrantamiento  de  forma  y re- 
mitida la  causa  á la  Sala  tercera  del  Tribunal  Su- 
premo, se  sustanciará  y resolverá  con  arreglo  á lo 
dispuesto  en  las  secciones  cuarta  y quinta  del  ca- 
pítulo II  de  este  libro. 

Art.  944.  Cuando  la  Sala  tercera  declare  no 
Iraber  lugar  al  recurso  por  quebrantamiento  de  for- 
ma, condenará  al  particular  recurrente  en  las  cos- 
tas y á la  pérdida  del  depósito,  si  lo  hubiese  cons- 
tituido, y acordará  que  pase  la  causa  á la  Sala  se- 
gunda, la  cual,  luego  que  la  reciba,  mandará  entre- 
garla al  recurrente  por  término  de  cinco  días  para 
que  interponga  el  recurso  por  infracción  de  ley,  con 
arreglo  á la  sección  cuarta  del  capítulo  primero. 

Art.  945.  Formulado  el  recurso  por  infracción 
de  ley,  se  sustanciará  conforme  á lo  dispuesto  en 
la  sección  quinta  del  mismo  capítulo  primero. 

Art.  94G.  Cuando  el  recurrente  no  estuviere 
haí)ilitado  como  pobre,  al  devolver  la  causa  inter- 
poniendo el  recurso,  deberá  presentar  el  documen- 
to (pie  a(uedite  haber  hecho  el  correspomliente  de- 
pósito, en  conformidad  con  lo  establecido  en  el  ar- 
tículo 876. 

CAPITÜJ.O  IV 

Del  recurso  de  casación  en  las  causas  de  muerte» 

Art.  947.  (/ontra  las  sentencias  que  no  haya 
dictado  el  Tribunal  Supremo  ó su  Sala  seguiuia, 
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en  Ifls  cuales  se  imponga  la  pena  de  muerte,  se 
considerará  admitido  de  derecho,  en  beneficio  del 
reo,  el  recurso  de  casación. 

Art.  948,  El  Tribunal  de  lo  criminal,  termina- 
do el  plazo  establecido  en  el  art.  916,  aun  cuando 
no  se  haya  interpuesto  recurso  de  casación,  eleva- 
rá la  causa  á la  Sala  segunda  del  Tribunal  Supre- 
mo, acompañando  certificación  de  los  votos  reser 
vados,  si  los  hubiere,  ó negativa  en  su  caso. 

Art.  949.  Si  dentro  del  término  de  cinco  díasí 
después  de  recibida  la  cansa  en  la  Sala  segunda 
del  Tribunal  Supremo  se  presentaren  los  defenso- 
res nombrados  por  el  reo  pidiendo  vista  para  sos- 
tener la  procedencia  del  recurso,  se  les  tendrá  por 
parte  y se  les  mandará  entregar  por  el  término  de 
cinco  días.  Si  no  se  presentaren  dentro  de  aquel 
plazo,  la  Sala  mandará  nombrar  de  oficio  Procura- 
dor y Abogado  que  defiendan  al  reo,  entregándo- 
les el  proceso  por  igual  término  de  cinco  días. 

Ai  devolver  la  causa,  los  defensores  del  reo  eX' 
pondrán  si  existe  alguno  de  los  motivos  que  auto- 
rizan el  recurso,  ya  sea  por  infracción  de  ley  ó por 
quebrantamiento  de  forma,  con  arreglo  á las  dis- 
posiciones de  esta  ley. 

Art.  960.  Por  el  mismo  término  y con  idéntico 
fin  se  entregará  la  causa  á las  demás  partes  si  se 
hubiesen  personado,  y al  Fiscal. 

Art.  951.  Al  devolver  las  partes  la  causa,  ale- 
garán en  el  mismo  escrito  los  fundamentos  que 
existan,  si  en  su  concepto  los  hubiere  para  la  ca- 
sación de  la  sentencia,  bien  por  quebrantamiento 
de  forma,  bien  por  infracción  de  ley. 

La  Sala  segunda,  previos  los  trámites  ordinarios, 
podrá  declarar  haber  lugar  al  recurso  por  infrac 
ción  de  ley  ó por  quebrantamiento  de  forma,  aun- 
que no  lo  hubiesen  sostenido  como  procedente  las 
partes  personadas  ni  el  Fiscal. 

Cuando  la  Sala  declare  la  procedencia  del  recur- 
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80  por  quebrantamiento  de  forma,  ordenará  al  mis- 
mo tiempo  lo  que  se  determina  en  el  art.  930. 

Art*  952,  Lasustanciacion  de  los  recursos  inter- 
puestos por  las  partes  en  causas  de  muerte,  se  aco- 
modará á las  reglas  indicadas  en  este  capítulo. 

Art.  953.  Cuando  se  declare  no  haber  lugar  al 
recurso  por  ninguna  causa  la  Sala  mandará  pasar 
los  autos  al  Fiscal,  y con  lo  que  éste  exponga  y 
con  vista  de  los  méritos  del  proceso,  si  encontrare 
algún  motivo  de  equidad  para  aconsejar  que  no  se 
ejecute  la  sentencia  firme,  propondrá  á S.  M.,  por 
conducto  del  Ministro  de  Gracia  y Justicia,  la  con- 
mutación de  la  pena. 

TÍTULO  II 

DEL  RECURSO  DE  REVISION 

Art.  954.  Habrá  lugar  al  recurso  de  revisión 
contra  las  sentencias  firmes  en  los  casos  siguientes: 

1.0  Cuando  estén  sufriendo  condena  dos  ó más 
personas,  en  virtud  de  sentencias  contradictorias, 
por  un  mismo  delito  que  no  haya  podido  ser  co- 
metido más  que  por  una  sola. 

2.0  Cuando  esté  sufriendo  condena  alguno 
como  autor,  cómplice  ó encubridor  del  homicidio 
de  una  persona  cuya  existencia  se  acredite  des- 
pués de  la  condena. 

3.0  Cuando  esté  sufriendo  condena  alguno  en 
virtud  de  sentencia,  cuyo  fundamento  haya  sido  an 
documento  ó testimonio  declarados  después  falsos 
por  sentencia  firme  en  causa  criminal,  la  confesión 
del  reo  arrancada  por  violencia,,  ó exacción  ó cual- 
quier hecho  punible  ejecutado  por  un  tercero, 
siempre  que  los  tales  extremos  resulten  también 
declarados  por  sentencia  firme  en  cauíia  seguida  al 
efecto.  A estos  fines  podrán  practicarse  todas  cuan- 
tas pruebas  se  consideren  necesarias  para  el  escla- 
recimiento de  los  hechos  controvertidos  en  lacau- 
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ea,  anticipándose  aquellas  que  por  circunstancias 
especiales  pudieran  luego  dificultar  y hasta  hacer 
imposible  la  sentencia  firme,  base  de  la  revisión  (1). 

Art.  965.  El  recurso  de  revisión  podrá  promo- 
verse por  los  penados  y por  sus  cónyuges,  des- 
cendientes, ascendientes  y hermanos,  acudiendo  al 
Ministerio  de  Gracia  y Justicia  con  solicitud  mo- 
itivada. 

Art.  956.  El  Ministerio  de  Gracia  y Justicia, 
previa  formación  de  expediente,  podrá  ordenar  al 
Fiscal  del  Tribunal  Supremo  que  interponga  el  re- 
curso, cuando  á su  juicio  hubiese  fundamento  bas- 
tante para  ello. 

Art.  957.  El  Fiscal  del  Tribunal  Supremo  po- 
drá también,  sin  necesidad  de  dicha  orden,  inter- 
poner el  recurso  ante  la  Sala  segunda,  siempre 
<jue  tenga  conocimiento  de  algún  caso  en  que 
proceda. 

Art.  958.  En  el  caso  del  núm.  l.o  del  art.  964, 
la  Sala  declarará  la  contradicción  entre  las  sen- 


(1)  La  redacción  del  presente  caso  está  ajustada  á lo 
establecido  por  el  art.  1.®  de  la  Ley  de  7 Agosto  de  1899, 
vulgarnaente  llamada  Ley  Azcárate,  por  ser  de  la  inicia- 
tiva de  este  señor  Diputado. 

Los  restantes  artículos  de  la  expresada  Ley  de  7 de 
Agosto  de)  99,  dicen  así: 

<Art.  2 ® El  recurso  de  revisión  seguirá  los  trámites 
que  determinan  las  leyes  vigentes  dentro  de  las  jurisdic- 
ciones respectivas  á que  corresponda  el  delito. 

*Art.  3.®  Cuando  en  recurso  de  revisión  se  dicte  sen- 
tencia absolutoria,  los  interesados  en  ella  ó sus  herederos 
tendrán  derecho  á las  indemnizaciones  civiles  á que  hu- 
biere lugar,  según  el  derecho  común,  pudiendo  obtener 
del  Estado  la  indemnización  de  los  perjuicios  sufridos 
por  virtud  de  la  sentencia  anulada,  cuando  el  Tribunal 
ó Juez  sentenciador  haya  incurrido  en  responsabilidad  y 
no  pueda  hacerse  efectiva. 

»Art.  4“  Los  preceptos  que  forman  el  contenido  de 
•esta  ley  tendrán  efecto  retroactivo.» 
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tenciae,  si  en  efecto  existiere,  anulando  una  y- 
otra,  y mandará  instruir  de  nuevo  ia  causa  al  Tribu- 
nal á quien  corresponda  el  conocimiento  del  delito. 

En  el  caso  del  iiúm.  2. o del  mismo  artículo  la- 
Sala,  comprobada  la  identidad  de  la  persona  cuya. 
muerte  hubiese  sido  penada,  anulará  la  sentencia, 
tirme. 

En  el  caso  del  núm.  3. o del  referido  artículo, 
dictará  la  Sala  la  misma  resolución,  con  vista  de 
la  ejecutoria  que  declare  la  falsedad  del  docu- 
mento, y mandará  al  Tribunal  á quien  correspon- 
da el  conocimiento  del  delito  instruir  de  nuevo  la 
causa. 

Art.  950,  El  recurso  de  revisión  se  sustanciará 
oyendo  por  escrito  una  sola  vez  al  Fiscal  y otra 
á los  penados,  que  deberán  ser  citados,  si  antes^ 
no  comparecieren.  Cuando  pidieren  la  unión  do 
antecedentes  á los  autos,  la  Sala  acordará  sobre- 
este particular  lo  que  estime  más  oportuno.  Des- 
pués seguirá  el  recurso  los  trámites  establecidos- 
para  el  de  casación  por  infracción  de  ley,  y la  Sala, 
con  informe  oral  ó sin  él,  según  acuerde  en  vista 
de  las  circunstancias  del  caso,  dictará  sentencia, 
que  será  irrevocable. 

Art.  900.  Cuando  por  consecuencia  de  la  sen- 
tencia firme  anulada  hubiese  sufrido  el  condena- 
do alguna  pena  corporal,  si  en  la  nueva  sentencia 
se  le  impusiere  alguna  otra,  se  tendrá  en  cuenta- 
para  el  cumplimiento  de  ésta  todo  el  tiempo  de  la. 
anteriormente  sufrida  y su  importancia. 

Art.  901.  Aun  cuando  haya  fallecido  el  penado,, 
podrán  su  viuda,  ascendientes  ó descendientes  le- 
gítimos, legitimados  ó naturales  reconocidos  soli-^ 
citar  el  juicio  de  revisión  por  alguna  de  las  causas» 
enumeradas  en  el  art.  964,  con  objeto  de  rehabili- 
tar la  memoria  del  difunto  y de  que  se  castigue  en> 
su  caso  al  verdadero  culpable. 


LIBRO  VI 


- del  procedimiento  para  el  juicio 

SOBRE  FALTAS 

TITULO  PRIMERO 

DEL  JUICIO  SOBRE  FALTAS,  EN  PRIMERA  INSTANCIA 

Art.  962,  Luego  que  el  Juez  municipal  tenga 
noticia  de  haberse  cometido  alguna  de  las  faltas 
previstas  en  el  libro  III  del  Código  peral  que 
pueda  perseguirse  de  oficio,  mandará  convocar  á 
juicio  verbal  al  Fiscal  municipal,  al  querellante  si 
le  hubiere,  al  presunto  culpable  y á los  testigos  que 
puedan  dar  razón  de  los  hechos,  señalando  día  y 
hora  para  la  celebración  del  juicio. 

Art*  963.  Del  mismo  modo  dispondrá  la  cele- 
bración del  juicio  verbal,  pero  sin  convocar  al  Fis- 
cal municipal,  cuando  la  falta  sólo  pueda  perse- 
guirse á instancia  de  parte  legítima  y ésta  solicite 
la  represión. 

Art.  961.  El  juicio  deberá  celebrarse  en  el  lo 
cal  del  Juzgado  municipal  dentro  de  los  tres  días 
siguientes  al  de  la  fecha  del  en  que  tuviere  noticia 
el  Juez  de  haberse  c ometido  la  falta. 

El  Juez  municipal  podrá,  sin  embargo,  de  oficio 
ó á instancia  de  parte,  señalar  un  día  más  lejano 
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para  la  celebración  del  juicio  cuando  haya  para  ello 
causa  bastante,  que  hará  constar  en  el  expe- 
diente. 

Cuando  algún  testigo  importante,  ó una  de  las 
[)artes  que  resida  dentro  del  término  municipal, 
estíivieren  físicamente  impedidos  de  concurrir  al 
local  del  Juzgado,  podrá  también  el  Juez  disponer 
la  celebración  del  juicio  en  el  punto  en  que  con- 
sidere conveniente,  fundando  su  resolución. 

Art.  A la  citación  que  se  haga  á los  pre- 

suntos culpables  acompañará  copia  de  la  querella, 
si  se  liubiese  presentado,  y en  dicha. citación  se  ex- 
presará que  el  citado  debe  acudir  al  juicio  con'las 
pruebas  que  tenga.  Siempre  deberán  transcurrir, 
cuando  menos,  veinticuatro  horas  entre  el  acto 
de  la  citación  del  presunto  culpable  y el  de  la  ce- 
lebración del  juicio,  si  el  citado  reside  dentro  del 
término  municipal;  y un  día  más  porcada  20  kiló- 
metros de  distancia,  si  residiere  fuera  de  él. 

Art.  06G.  Cuando  los  citados  como  partes  y los 
testigos  no  comparezcan  ni  aleguen  justa  causa 
para  dejar  de  hacerlo,  podrán  ser  multados  en  la 
cantidad  que  determine  el  Juez  municipal,  has- 
ta el  máximum  de  25  pesetas. 

En  la  misma  multa  incurrirán  los  peritos  que  no 
acudan  al  llaiYiamiento  del  Juez  municipal. 

Art.  1)07.  A los  testigos  y á los  presuntos  cul- 
pables que  residan  fuera  del  territorio  municipal  se 
les  recibirá  declaración  por  medio  de  exhorto,  con 
citación  del  (pierellante  particular,  si  lo  hubiere,  y 
en  presemúa  del  Ministerio  fiscal,  si  la  falta  pu- 
diere píu’seguirse  de  oficio. 

Dichas  declaraciones  se  recúbirán  y redactarán 
con  las  formalidades  establecidas  respectivamente 
en  la  presente  ley. 

Art.  Í)G8.  En  el  caso  de  que  por  motivo  justo 
no  pueda  celebrarse  el  juicio  verbal  en  el  día  se- 
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¿alado  ó de  que  no  pueda  concluirse  en  un  solo  ac- 
el  Juez  municipal  señalará  el  día  más  inmedia- 
to posible  para  su  celebración  ó continuación,  ha- 
dándolo saber  á los  interesados. 

Art.  969*  El  juicio  será  público,  dando  princi- 
pio por  la  lectura  de  la  querella,  si  la  hubiere,  si- 
¿úiéndo  á esto  el  examen  de  los  testigos  convoca- 
dos, y practicándose  las  demás  pruebas  que  propon- 
gan el  querellante,  denunciador  y Fiscal  munici- 
pal, si  asistiere,  siempre  que  el  Juez  las  considere 
admisibles.  Seguidamente  se  oirá  al  acusado,  se 
examinarán  los  testigos  que  presente  en  su  descar- 
go y se  practicarán  las  demás  pruebas  que  ofrezca 
y fueren  pertinentes,  observándose  las  prescrip- 
ciones de  esta  ley  en  cuanto  sean  aplicables.  Acto 
continuo  expondrán  de  palabra  las  partes  lo  que 
crean  conveniente  en  apoyo  de  sus  respectivas 
pretensiones,  hablando  primero  el  Ministerio  fiscal 
si  asistiere,  después  el  querellante  particular,  y por 
último  el  acusado. 

El  Fiscal  municipal  asistirá  á los  juicios  sobre 
faltas  siempre  que  á ellos  sea  citado  con  arreglo  al 
artículo  962  (1). 

Art.  970.  Si  el  presunto  culpable  de  una  fal- 
ta reside  fuera  del  término  municipal,  no  tendrá 
obligación  de  concurrir  al  acto  del  juicio  y podrá 
dirigir  al  Juez  municipal  escrito  alegando  lo  que 
estime  conveniente  en  su  defensa,  y apoderar  per- 
sona que  presente  en  aquel  acto  las  pruebas  de 
"descargo  que  tuviere. 

Art.  971.  La  ausencia  del  acusado  no  suspen- 
derá la  celebración  ni  la  resolución  del  juicio, 


(1)  La  infracción  de  este  artículo,  como  de  mera  ius- 
trucción  y procedimiento,  no  es  admisible  como  motivo 
de  casación  de  un  recurso  por  infracción  de  ley  contra 
sentencia  definitiva.  (S.  13  Nov.  1883). 
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siempre  que  conste  habérsele  citado  con  las  forma- 
lidades prescritas  en  esta  ley  y con  los  requisitos 
del  art.  966,  á no  ser  que  el  Juez  municipal,  de 
oficio  ó á instancia  de  parte,  crea  necesaria  la  de- 
claración de  aquél. 

Art.  972.  De  cada  juicio  se  extenderá  un  acta 
diaria,  expresando  clara  y sucintamente  lo  actuado, 
la  cual  se  firmará  por  todos  los  concurrentes  al 
mismo  que  puedan  hacerlo,  á cuyo  efecto  deberá 
el  Juez  municipal  adoptar  las  disposiciones  nece- 
sarias para  que  no  se  ausenten  hasta  que  dicha  ac- 
ta esté  extendida. 

Art.  973.  Dentro  del  término  fijado  en  el  párra- 
fo segundo  del  art.  203,  el  Juez  municipal  dicta- 
rá sentencia. 

Art.  974:.  La  sentencia  se  llevará  á efecto  por 
el  Juez  municipal  inmediatamente  de  transcurrido 
el  término  fijado  en  el  cuarto  párrafo  del  art.  212, 
si  no  hubiere  apelado  ninguna  de  las  partes. 

Art.  975.  Si  se  hubiese  apelado,  se  admitirá 
en  ambos  efectos  el  recurso  para  ante  el  Juez  de 
instrucíúón  á que  corresponda  el  Juzgado  munici- 
pal, haciéndose  constar  la  interposición  del  recur- 
so por  diligencia  que  extenderá  el  Secretario  mu- 
nicipal y firmará  el  apelante,  y si  no  supiere,  un 
testigo  á su  ruego.  ‘ 

Art.  976.  Admitida  que  sea  la  apelación, se  re- 
mitirán los  autos  originales  por  el  Juez  municipal 
al  de  instrucción,  haciéndose  saber  la  remisión  y 
emplazándose  al  Fiscal  municipal,  si  hubiere  sido 
parte  en  el  juicio,  y á los  demás  interesa<lo8,  para 
que  en  el  término  de  cinco  días  acmlan  á usar  de 
su  derecho  ante  el  Juez  de  instrucción. 

TITULO  II 
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Art.  977.  Recibidas  las  diligencias  por  el  Juez 
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de  instrucción  y transcurrido  que  sea  el  término 
del  emplazamiento,  si  el  apelante  se  hubiere  per- 
sonado, señalará  día  para  la  vista,  mandando  qué 
se  pongan  de  manitíesto  á las  partes  en  la  Secreta- 
ría por  el  término  de  cuarenta  y ocho  horas.  Si  el 
apelante  no  se  hubiese  personado  en  el  térmiíio 
del  emplazamiento,  el  Juez  declarará  desierto  el^ 
recurso  y devolverá  los  autos  al  Juez  municipal  á 
costa  de  aquél. 

En  esta  segunda  instancia  intervendrá,  en  repre- 
sentación del  Ministerio  fiscal,  el  Fiscal  municipal 
en  quien  delegue  el  Fiscal  de  la  respectiva  Audien- 
cia. Podrá  también  llevar  su  representación  (mal- 
quiera de  los  auxiliares  del  Ministerio  fiscal  de  la 
misma  Audiencia,  designado  por  el  Fiscal  cuando 
el  Juzgado  de  instrucción  resida  en  la  misma  po- 
blación que  la  Audiencia. 

Art#  978.  La  vista  será  pública  y comenzará 
por  la  lectura  de  los  autos  remitidos.  Se  oirá  ense- 
guida al  Fiscal,  cuya  asistencia  será  precisa  si  la 
falta  fuere  de  las  que  deben  perseguirse  de  oficio, 
y á los  interesados  ó á sus  legítimos  representan- 
tes si  concurrieren,  y acto  continuo  se  dictará  sen- 
tencia, la  cual  se  notificará  á dicbo  Fiscal  y á ios 
interesados  presentes. 

Art.  979.  No  se  admitirá  en  la  segunda  instan- 
cia otra  prueba  que  la  que,  habiendo  sido  propuesta 
en  la  primera,  no  hubiere  podido  practicarse  por  cau- 
sa ajena  á la  voluntad  del  que  la  hubiese  propuesto. 

Art.  980.  Para  hacer  la  prueba  á que  se  refiere 
el  artículo  anterior  podrá  concederse  un  término 
que  no  pase  de  diez  días,  expidiéndose  para  que 
tenga  lugar  los  mandamientos  ó exhortes  que  ino- 
ren necesarios. 

Art.  981.  Contra  la  sentencia  que  se  dicte  en 
segunda  instancia  no  habrá  lugar  á más  recurso 
que  el  de  casación  por  infracción  de  ley. 
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Si  transcurrido  el  término  fijado  en  el  párrafo 
cuarto  del  art.  212  no  se  hubiese  preparado  el  re- 
curso mencionado,  el  Juez  de  instrucción  mandará 
devolver  al  Juez  municipal  los  autos  originales, 
acompañándolos  con  certificación  de  la  sentencia 
dictada,  para  que  éste  proceda  á su  ejecución  (1). 

Art.  082.  Los  Jueces  municipales  reunirán  to* 
'das  las  actuaciones  de  cada  juicio  y las  colecciona- 
rán á fin  de  año  formando  con  ellas  los  tomos  ne- 
cesarios que,  después  de  convenientemente  encua- 
dernados, se  conservarán  en  el  archivo  del  mismo 
Juzgado. 


(1)  En  estos  juicios  sólo  se  da  el  recurso  por  infrac- 
ción de  ley,  pero  no  por  fundamentos  que  afectan  á la 
forma  del  juicio.  (S.  29  Sep.  ISO'!). 
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de  la  ejecución  de  las  sentencias  (1) 


Art.  983.  Todo  procesado  absuelto  por  lasen- 
- tencia  será  puesto  en  libertad  inmediatamente,  á 
menos  que  el  ejercicio  de  un  recurso  que  produzca 
efectos  suspensivos  ó la  existencia  de  otros  moti- 
vos legales,  hagan  necesario  el  aplazamiento  de  la 


(l)  Por  Real  orden  de  13  de  Febrero  de  181^5  se  orde- 
nó que  para  el  cumplimiento  de  las  condenas  impuestas 
por  la  jurisdicción  ordinaria  á individuos  sujetos  al  fue- 
ro de  Guerra,  se  remita  á la  Autoridad  superior  militar 
del  distrito  un  testimonio  de  la  sentencia. 

Por  otra  Real  orden  de  1 de  Diciembre  de  1880,  se  dis- 
puso que  cuando  con  motivo  de  indulto  quede  al  conde- 
nado que  sufrir  sólo  la  pena  subsidiaria,  empezará  ésta  á 
contarse  desde  la  fecha  del  Real  decreto  de  indulto,  y no 
desde  la  en  que  se  aplique  esta  gracia. 

Asimismo,  en  Real  orden  de  19  de  Junio  de  1882  se 
mandó  que  todos  los  Tribunales  inquieran  cuidadosamen- 
te si  los  individuos  sentenciados  a penas  corporales  ó in- 
famenteá  pertenecen  á las  Ordenes  de  Carlos  III  é Isabel 
la  Católica,  en  cuyo  caso  pasara  inmediatamente  aviso  al 
Ministerio  de  Estado  por  el  conducto  correspondiente, 
para  que  se  declaren  anuladas  las  concesiones  hechas  en 
i lavor  de  los  que  se  encuentren  en  tal  situación. — Véaii- 
§ se  además  los  arts.  19  al  23  del  Real  decreto  de  6 de  No- 
« viembre  de  1885. 
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excarcelación,  lo  cual  se  ordenará  por  auto  mo- 
tivado. 

Art.  í)84.  La  ejecución  de  la  sentencia  en  los 
juicios  sobre  fallas  corresponde  al  Juez  municipal 
que  haya  conocido  del  juicio. 

El  Juez  de  instrucción  que  haya  conocido  en 
apelaíúón  de  un  jui(Uo  sobre  faltas,  remitirá  certi- 
ficación de  la  sentencia  firme  al  Juez  municipal  co' 
rrespondiente  para  los  efectos  del  párrafo  anterior. 

Art.  085.  La  ejecución  de  las  sentencias  en 
cansas  por  delito  corresponde  al  Tribunal  que  ha- 
ya dictado  la  que  sea  firme. 

Art.  986.  Sin  embargo  de  lo  dispuesto  en  el 
artículo  anterior,  la  sentencia  dictada  á continua- 
ción de  la  de  casación  por  la  Sala  segunda  del  Tri- 
bunal Supremo,  se  ejecutará  por  el  Tribunal  que 
hubiese  pronunciado  la  sentencia  casada,  en  vista 
de  la  certificación  que  al  efecto  le  remitirá  la  refe- 
rida Sala. 

Art.  987.  Cuando  el  Tribunal  á quien  corres- 
ponda la  ejecución  de  la  sentencia  no  pudiere  prac- 
ticar por  sí  mismo  todas  las  diligencias  necesarias, 
comisionará  al  Juez  del  partido  ó demarcación  en' 
que  deban  tener  efecto,  para  que  las  practique. 

Art.  988.  Cuando  una  sentencia  sea  firme  con 
arreglo  á lo  dispuesto  en  el  art.  141  de  esta  ley,  lo 
declarará  así  el  Juez  ó el  Tribunal  que  la  haya  dic- 
tado. 

Hecha  esta  declaración,  se  procederá  á ejecutar 
la  sentencia  aunque  el  reo  esté  sometido  á otra 
causa,  en  cuyo  caso  se  ^le  conducirá,  cuando  sea 
necesario,  desde  el  establecimiento  penal  en  que 
se  halle  cumpliendo  la  condena,  al  lugar  donde  se 
esté  instruyendo  la  causa  pendiente. 

Art.  989.  Cuando  la  pena  impuesta  en  senten- 
cia (irme  sea  la  de  muórte,  la  Sala  del  Tribunal  Su- 
premo no  remitirá  la  certificación  que  se  expresa 
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en  el  art.  986  hasta  que  el  Ministro  de  Graeia  y 
Justicia  haya  acusado  el  recibo  del  informe  de  que 
se  trata  en  el  art.  963. 

Ejecutada  que  sea  la  pena  de  muerte,  se  exten- 
derá en  los  autos  diligencia  por  el  Secretario  que 
hubiese  asistido  á ella,  dándose  conocimiento  in- 
mediatamente al  Ministerio  de  Gracia  y Justicia  y 
al  Tribunal  Supremo. 

Art.  9Í)0.  Eas  penas  se  ejecutarán  en  la  forma 
y tiempo  prescritos  en  el  Código  penal  y en  los  re- 
glamentos. 

Corresponde  al  Juez  ó Tribunal  á quien  el  pre- 
sente Código  impone  el  deber  hacer,  ejecutar  la 
sentencia,  adoptar  sin  dilación  las  medidas  nece-' 
sarias  para  que  el  condenado  ingrese  en  el  esta- 
blecimiento penal  destinado  al  efecto,  á cuyo  fin 
requerirá  el  auxilio  de  las  Autoridades  administra- 
tivas, que  deberán  prestárselo  sin  excusa  ni  pre- 
texto alguno. 

La  competencia  del  Juez  ó Tribunal  para  hacer 
cumplir  la  sentencia  excluye  la  de  cualquiera  Au- 
toridad gubernativa  hasta  que  el  condenado  tenga 
ingreso  en  el  establecimiento  penal  ó se  traslade 
al  lugar  en  donde  deba  cumplir  la  condena. 

Los  Tribunales  ejercerán  además  las  facultades 
de  inspección  que  las  leyes  y reglamentos  les  atri- 
buyan sobre  la  manera  de  cumplirse  las  penas. 

Art.  991.  Los  confinados  que  se  supongan  en 
estado  de  demencia  serán  constituidos  en  observa- 
ción, instruyéndose  al  efecto  por  la  Comandancia 
del  presidio  en  que  aquéllos  se  encuentren  un  ex- 
pediente informativo  de  los  hechos  y motivos  que 
hayan  dado  lugar  á la  sospecha  de  la  demencia,  en 
el  que  se  consigne  el  primer  juicio,  ó,  por  lo  menos, 
la  certificación  de  los  Facultativos  que  los  hayan 
examinado  y observado. 

Art.  992.  Consignada  la  gravedad  de  la  sospe- 
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cha,  el  Comandante  del  presidio  dará  cuenta  inme- 
diatamente, con  copia  literal  del  expediente  ins- 
truido, al  Presidente  del  Tribunal  sentenciador  de 
que  procedan  los  confinados,  sin  perjuicio  de  po- 
nerlo en  conocimiento  de  la  Dirección  general  de 
Estableídmientos  penales. 

Art.  0í)3,  El  Presidente  pasará  el  expediente 
á que  se  refiere  el  artículo  anterior  al  Tribunal  sen- 
tenciador, el  cual,  con  preferencia,  oirá  al  Fiscal  y 
al  acusador  particular  de  la  causa  si  lo  hubiere,  y 
dándose  intervención  y audiencia  al  defensor  del 
penado  ó nombrándosele  de  oficio  para  este  caso 
si  no  lo  tuviese,  acordará  la  instrucción  más  amplia 
y formal  sobre  los  hechos  y el  estado  físico  y moral 
de  los  pacientes,  por  los  mismos  medios  legales 
de  prueba  que  se  hubieran  empleado  si  el  inci- 
dente hubiese  ocurrido  durante  el  seguimiento 
de  la  causa,  comisionando  al  efecto  al  Juez  de, 
instrucción  del  partido  en  que  se  hallen  los  confi- 
nados. 

Art.  994.  Sustanciado  el  incidente  á que  se  re- 
fieren los  artículos  anteriores  en  juicio  contradic- 
torio si  hubiese  oposición,  y en  forma  ordinaria  si 
no  la  hubiese,  y después  de  oir  las  declaraciones 
juradas  de  los  peritos  en  el  arte  de  curar  y,  en  su 
caso,  de  la  Academia  de  Medicina  y Cirugía,  se 
dictará  el  fallo  que  proceda.  El  fallo  se  comunicará 
al  Comandante  del  presidio  quien,  si  se  hubiese 
declarado  la  demencia,  trasladará  al  penado  de- 
mente al  establecimiento  que  corresponda,  todo 
sin  perjuicio  de  cumplir  con  lo  que  el  Código  penal 
previene  si,  en  cualquier  tiempo,  el  demente  reco-, 
brase  su  juicio. 

Art.  995.  Cuando  la  pena  impuesta  sea  la  de 
interdicción  civil,  cuidará  el  Juez  ó Tribunal  de 
que  se  observen  las  reglas  establecidas  en  el  ar- 
tículo 4.0  de  la  Ley  de  18  de  Junio  de  1870  sobre 
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efectos  civiles  de  la  interdicción  (1),  yde  que  s(^ 
inscriba  la  prohibición  de  disponer  de  los  liienes 
en  los  Registros  de  la  propiedad  de  los  partidos  en 
que  el  penado  los  tuviere. 

Art.  996.  Las  tercerías  de  dominio  ó de  mejor 
derecho  que  puedan  deducirse  ee  sustanciarán  \ 
decidirán  con  sujeción  á las  disposiciones  estable 
cidas  en  la  Ley  de  Ejuiciamiento  civil. 

Art.  997.  El  Juez  de  instrucción  á quien  se 
hubiere  cometido  la  práctica  de  algunas  diligen- 
cias para  la  ejecución  de  la  sentencia,  dará  inme- 
diatamente cuenta  del  cumplimiento  de  las  mismas 
al  Tribunal  sentenciador,  con  testimonio  en  rela- 
ción de  las  practicadas  al  intento,  el  cual  se  unirá 
á la  causa. 

Art.  998.  Las  referidas  diligencias  se  archiva- 
rán por  el  Secretario  del  Juez  que  en  ellas  haya 
intervenido. 


DISPOSICIÓN  FINAL 

Quedan  derogadas  todas  las  Leyes,  Reales  de- 
cretos, Reglamentos,  Ordenes  y Fueros  anteriores 
en  cuanto  contengan  reglas  de  enjuiciamiento 
criminal  para  los  Jueces  y Tribunales  del  fuero 
común. 

Se  exceptúan  de  lo  dispuesto  en  el  párrafo  an- 
terior el  Real  decreto  de  20  de  Junio  de  1852  y 
las  demás  disposiciones  vigentes  sobre  el  pro- 
cidimiento  por  delitos  de  contrabando  y defrau- 
dación (2). 


(1)  Véase  en  nuestro  Manual  de  Enjuiciamiento  cri- 
minal. 

(2)  A la  defraudación  de  los  derechos  de  consumos  no 
es  aplicable  el  Real  decreto  de  20  de  Junio  de  1852.  (Sen- 
tencia 2*7  En.  1883).— El  Real  decreto  que  se  cita,  ha 
sido  modificado,  sufriendo,  desde  su  publicación,  muchas 
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Aprobada  por  S.  M. — San  Ildefonso  14  de  Sep- 
tiembre de  Manuel  Alomo  Martínez, 


y muy  importantes  variaciones,  siendo  las  principales 
las  introducidas  en  él  por  el  Decreto  de  6 de  Diciembre 
de  18(38,  por  las  Ordenanzas  de  Aduanas  y por  el  Real 
decreto  de  28  de  Noviembre  de  1888  — Los  sobreseimien- 
tos en  las  causas  por  delitos  de  contrabando  y defrauda- 
ción dictados  por  los  Jueces  de  primera  instancia,  no 
deben  ser  consultados  con  la  Audiencia,  según  Real  or- 
den de  28  de  Marzo  de  1884. — Los  robos  de  efectos  tim- 
brados en  almacenes  de  Hacienda,  deben  perseguirse  por 
el  procedimiento  del  Real  decreto  de  20  de  Junio  de  1852 
citado.  (S.  14  Mar.  1885). — Por  Real  orden  de  28  de  Mar- 
zo de  1884  se  resolvió,  como  regla  general,  que  sólo  á los 
Fiscales  de  las  Audiencias  corresponde  formar  parte  de 
las  Juntas  administrativas  que  se  celebren  por  delitos  de 
contrabando  ó defraudación. 
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TITULO  PRIMERO 

CAPITULO  PRIMERO 
Del  Jurado. 

Artículo  1.®  El  Tribunal  del  Jurado  se  com- 
pondrá de  doce  jurados  y de  tres  Magistrados  ó 
Jueces  de  derecho  (2).  y se  reunirá  periódicamente 
para  conocer  de  los  delitos  que  determina  la  pre> 
sente  ley. 

Asistirán  además  á sus  audiencias  dos  jurados 
en  calidad  de  suplentes  para  los  casos  de  enferme- 
dad ó otra  imposibilidad  análoga  de  alguno  de  los 
jurados. 

Art.  2,®  Los  jurados  declararán  la  culpabilidad 


(1)  No  procede  el  recurso  interpuesto  por  violación 
de  la  Ley  del  Jurado,  porque  ésta  no  es  una  ley  penal  si- 
no procesal  á la  vez  que  orgánica  de  los  Tribunales  de 
hecho.  (S  22  Marzo  1803,  18  Marzo  y 20  Junio  1892). 

(2)  Este  será  el  número  fijo,  cualquiera  que  sea  la 
pena  que  haya  de  imponerse  por  el  delito,  no  siendo 
aplicable  á estos  casos  lo  prescrito  en  el  artículo  adicio- 
nal á esta  ley.  (V.  la  nota  puesta  al  mismo). 
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Delitos  relativos  al  ejercicio  de  los  cultos. 

Delitos  de  rebelión. 

Delitos  de  sedición. 

Falsificación  de  la  firma  ó estampilla  Real,  firmas 
de  los  Ministros,  sellos  y marcas. 

Falsificación  de  la  moneda. 

Falsificación  de  billetes  de  Banco,  documentos 
de  crédito,  papel  sellado,  sellos  de  telégrafos  y co- 
rreos y demás  efectos  timbrados,  cuya  expendición 
esté  reservada  al  Estado. 

Falsificación  de  documentos  públicos,  oficiales 
y de  comercio  y de  los  despachos  telegráficos. 

Falsificación  de  documentos  privados. 

Abusos  contra  la  honestidad,  cometidos  por  fun- 
cionarios públicos. 

Cohecho. 

Malversación  de  caudales  públicos. 

Parricidio. 

Asesinato. 

Homicidio. 

Infanticidio. 

Aborto. 

Lesiones  producidas  por  castración  ó mutilación, 
ó cuando  de  sus  resultas  quedare  el  ofendido  im- 
bécil, impotente  ó ciego. 

Duelo. 

Violación. 

Abusos  deshonestos. 

Corrupción  de  menores. 

Rapto. 

Detenciones  ilegales. 

Sustracción  de  menores. 

Robos. 

Incendios. 

Imprudencia  punible,  cuando  si  hubiera  media- 
do malicia  el  hecho  constituiría  alguno  de  los  de- 
litos aquí  enumerados. 
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ó inculpabilidad  de  loe  procesados  respecto  de  los 
hechos  que,  en  concepto  de  delito,  les  atribuya  la 
acusación,  y la  concurrencia  ó lío  de  los  demás  hv- 
choe  circunstanciales  que  sean  modificativos  abso- 
luta ó parcialmente  de  la  penalidad  (1). 

Art.  3.®  Los  Magistrados  harán  en  derecho  las 
calificaciones  correspondientes  de  loa  hechos  que 
ios  jurados  conceptúen  probados,  é impondrán  en 
su  caso  á los  culpables  las  penas  que  con  arreglo 
al  Código  procedan,  declarando  asimismo  las  res- 
ponsabilidades civiles  en  que  los  penados  ó terce- 
-ras  personas  hubiesen  incurrido. 

CAPITULO  II 

Competencia  del  Tribunal  del  Jurado. 

Art.  4.0  Kl  Tribunal  del  Jurado  conocerá: 

1.®  De  las  causas  por  los  delitos  siguientes: 

Delitos  de  traición. 

Delitos  contra  las  Cortes  y sus  individuos  y con- 
tra el  Consejo  de  Ministros. 

Delitos  contra  la  forma  de  gobierno. 

Delitos  de  los  particulares  con  ocasión  del  ejer- 
cicio de  los  derechos  individuales  garantizados  por 
la  Constitución. 

Delitos  de  los  funcionarios  públicos  contra  el 
ejercicio  de  los  derechos  individuales  garantizados 
por  la  Constitución. 


(1)  Cuando  el  Jurado  no  declara  como  punto  de  hecho 
la  existencia  de  una  sentencia  ejecutoria  por  otro  delito 
que  determine  la  reincidencia,  no  puede  el  Tribunal  de 
derecho  apreciar  esta  circunstancia  agravante.  (S.  "7  de 
Abril  1892).  — Pero  bastará  para  apreciarla  que  el  Jurado 
declare  la  existencia  de  condena  anterior  por  delito  que 
resulte  comprendido  en  el  mismo  título  del  Código,  aun- 
que no  se  consigne  que  la  pena  se  impuso  ejecutoriamen- 
te. (S.  24  Junio  1892). 


364 


APÉNDICE  PRIMERO 


2.0  De  las  causas  por  delito  cometido  por  me- 
dio de  la  imprenta,  grabado  ú otro  medio  mecáni- 
co de  publicación,  exceptuando  los  delitos  de  lesa 
majestad  y los  de  injuria  y calumnia  contra  parti- 
culares. Se  considerarán  para  este  efecto  como 
particulares  los  funcionarios  públicos  que  hubie- 
sen sido  injuriados  ó calumniados  por  sus  actos 
privados  (1). 

Art.  5.®  Se  exceptúan  de  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo anterior  los  delitos  cuyo  conocimiento  co- 
rresponda al  Tribunal  Supremo,  según  la  Ley  Or- 
gánica del  Poder  judicial  (2). 

Art.  6.^  La  competencia  del  Tribunal  del  Ju- 
rado se  determinará  por  la  Audiencia  ó Sala  de  lo 
criminal,  según  el  concepto  que  el  hecho  haya  me- 
recido á las  partes  acusadoras;  y si  hubiera  diver- 
gencia entre  éstas  respecto  de  la  calificación  del 
delito  imputado,  se  hará  la  determinación  con  su- 
jeción á la  más  grave  de  las  calificaciones  formu- 
ladas, sin  perjuicio  de  lo  prevenido  en  el  art.  65. 

Contra  la  resolución  de  la  Audiencia  ó Sala  de 
lo  criminal  no  se  dará  más  recurso  que  el  de  ca- 
sación. 

Art.  7.0  El  Tribunal  del  Jurado  será  competen- 
te para  conocer,  no  sólo  de  los  delitos  consuma- 
dos á que  se  refiere  el  art.  4. o,  sino  de  los  frustra- 
dos y tentativas,  así  como  de  la  proposición  y 
conspiración  que  se  realicen  para  cometerlos,  cuan- 


(1)  Cuando  el  Jurado  no  aprecia  la  existencia  de  un 
delito  qiie  sea  de  su  cona peten cia  ó de  la  del  Tribunal  de 
derecho  que  lo  preside  y sí  hechos  constitutivOvS  de  faltas 
(pie  no  sean  intíidentales  del  hecho  principal,  el  Tribunal 
(le  derecho  debe  absolver  al  procesado  y remitirá  el  tanto 
de  culpa  al  Juez  municipal  correspondiente.  (S.  12  Mayo 
de  1893).-— Véase  además  el  art.  05  do  esta  ley. 

(2)  Véanse  los  artículos  281  y 284  de  dicha  lejr. 
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do  estén  penadas  en  el  Código,  y de  la  complicidad 
y encubrimiento. 

También  conocerá,  con  la  misma  extensión,  de 
los  delitos  conexos  con  los  anteriores,  al  tenor  de 
lo  preceptuado  en  el  art.  17  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento criminal. 


CAPITULO  III 

De  las  circunstancias  necesarias  para  ser  jurado. 

Art,  8.^  Las  funciones  de  jurado  son  obliga- 
torias, y no  pueden  ser  ejercidas  más  que  por  es- 
pañoles de  estado  seglar. 

Art.  9.^  Para  ser  jurado  se  requiere: 

1.^^  Ser  mayor  de  treinta  años. 

2.0  Estar  en  el  pleno  goce  de  los  derechos  ci 
viles  y políticos. 

3.0  Saber  leer  y escribir. 

4.0  Ser  cabeza  de  familia  y vecino  en  el  térmi- 
no municipal  respectivo,  con  cuatro  ó más  años 
de  residencia  en  el  mismo. 

El  que  tuviera  algún  título  académico  ó profe- 
sional, ó hubiese  desempeñado  algún  cargo  públi- 
co con  haber  de  3.000  pesetas  ó más,  aun  cuando  no 
fuese  cabeza  de  familia,  podrá  ser  también  jurado, 
si  reúne  las  demás  condiciones. 

Tendrán  igual  capacidad  los  que  fueren  ó hubie- 
ren sido  Concejales,  Diputados  provinciales,  Di- 
putados á Cortes  ó Senadores,  y los  retirados  del 
Ejército  ó la  Armada. 

Art.  10.  No  tienen  capacidad  para  ser  jurados: 

I."*  Los  impedidos  física  ó intelectualmente. 

2.0  Los  que  estuviesen  procesados  criminal 
mente. 

3.0  Los  condenados  á penas  aflictivas  ó correc- 
cionales, mientras  no  hubieren  extinguido  la  con- 
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dena  y transcurrido  después  sin  delinquir  quince 
años. 

4.0  Los  que  hayan  sido  condenados  dos  ó más 
veces  por  causa  de  delito. 

6.0  Los  quebrados  no  rehabilitados. 

6.0  Los  concursados  que  no  hubiesen  sido  de- 
clarados inculpables. 

7.0  ]^os  deudores  á fondos  públicos  como  se- 
gundos contribuyentes,  si  estuviera  expedido  con- 
tra ellos  mandamiento  de  apremio. 

8.^  Los  que  hubieren  sido  socorridos  por  la  Be- 
neficencia pública  como  pobres  de  solemnidad  du- 
rante el  año  en  que  se  hiciesen  las  listas  generales 
de  jurados. 

Art*  11.  El  cargo  de  jurado  es  incompatible: 

1.0  Con  cualquiera  otro  de  las  carreras  judicial 
ó fiscal. 

2.0  Con  el  servicio  militar  activo. 

3.0  Con  los  de  Ministro  de  la  Corona,  Subsecre- 
tario y Director  del  Ministerio. 

4.0  Con  los  de  Gobernadores  de  provincia.  De- 
legado de  Hacienda  y Secretarios  de  Gobierno  de 
provincia. 

6.0  Con  los  de  N.otario,  Médico  titular,  Farma- 
céutico y Veterinario,  en  los  pueblos  donde  no  hu- 
biese más  que  uno. 

6.0  Con  los  de  empleados  públicos  de  telégra- 
fos, correos  y ferrocarriles. 

7.0  Con  los  de  auxiliares  y subalternos  de  los 
Tribunales  y Juzgados,  y empleados  ó agentes  de 
orden  público  ó de  policía. 

8.0  Con  los  de  maestros  de  primera  enseñanza 
«le  las  poblaciones  donde  no  hubiere  Audiencia 
territorial  ó de  lo  criminal. 

9.0  Con  los  de  empleados  públicos  de  estable- 
cimientos penitenciarios  y cárceles. 

Art.  12.  Tampoco  podrán  ser  jurados  en  una 
causa: 
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1*0  Los  que  hubieren  intervenido  en  ella  como 
Secretarios,  Oficiales  ó agentes  de  la  policía  judi- 
cial, fiadores,  testigos,  intérpretes,  peritos  d otro 
concepto  análogo. 

2.®  Las  partes  interesadas  y sus  Procuradores 
ó representantes  y Abogados,  si  éstos  han  dejado 
de  serlo  cuando  se  celebra  el  juicio. 

3.0  Los  ascendientes  y descendientes,  aunque 
sean  adoptivos;  el  cónyuge  y los  colaterales  hasta 
el  cuarto  grado  de  consanguinidad  y segundo  de 
afinidad  de  las  partes  interesadas;  los  tutores  ó cu- 
radores de  las  mismas,  y los  parientes  en  primer 
grado  de  los  Procuradores,  representantes  y Abo- 
gados que  intervengan  en  el  juicio. 

4.®  Los  que  tuvieren  con  cualquiera  de  las  par- 
tes amistad  íntima  ó enemistad  manifiesta. 

5.0  Los  que  tuvieren  algún  interés  directo  ó in- 
directo en  la  causa. 

Art.  13.  Pueden  excusarse  de  ser  jurados: 

1.0  Los  mayores  de  sesenta  años. 

2.0  Los  que  necesiten  del  trabajo  manual  diario 
para  ganar  un  salario  con  que  atender  á su  subsis- 
tencia. 

3.0  Los  que  hubiesen  ejercido  el  cargo  de  ju- 
rado ó suplente,  mientras  no  transcurra  el  período 
de  un  año. 

4.0  'Los  Senadores  y Diputados  á Cortes,  mien- 
tras éstas  estén  abiertas. 

CAPITULO  IV 
Formación  de  listas  de  jurados. 

Art.  14.  Las  primeras  listas  de  jurados  se  for- 
marán por  una  Junta  que  se  constituirá  con  el 
Juez  y Fiscal  municipales,  el  Alcalde  ó un  Tenien- 
te, los  tres  mayores  contribuyentes  por  territorial 


368 


APÉNDICE  PRIMERO 


y el  mayor  contribuyente  por  industrial  del  térmi- 
no, que  estén  en  el  pleno  goce  de  sus  derechos  ci- . 
viles.  Entre  los  contribuyentes  de  igual  cuota  serán 
preferidos  los  que  residan  en  la  población,  y entre 
éstos  se  turnará  anualmente  por  orden  de  mayor 
edad. 

Si  algún  contribuyente  llamado  á la  Junta  no  re- 
sidiere en  la  población,  se  podrá  excusar,  sin  incu- 
rrir en  la  multa  de  50  á 100  pesetas  que  el  Juez 
municipal  podrá  imponer  á los  residentes  que  re- 
húsen el  cargo  sin  causa  justificada  en  sentir  del 
mismo  Juez. 

El  Juez  municipal,  y en  su  defecto  el  Alcalde  ó 
Teniente,  presidirá  la  Junta,  y funcionará  como 
Secretario  de  ella,  sin  voz  ni  voto,  el  Secretario  del 
Juzgado. 

El  Juez  municipal  reclamará  con  la  debida  anti-. 
cipación  ios  antecedentes  necesarios  á la  oficina 
competente,  y designará  los  Vocales  de  la  Junta 
que  hayan  de  funcionar  en  calidad  de  contribuyen 
tes,  haciendo  que  se  les  notifique  el  nombramiento. 

Las  reclamaciones  que  surjan  sobre  la  constitu- 
ción de  la  Junta  ó sus  incidencias  no  entorpecerán 
las  funciones  ni  viciarán  los  actos  de  la  Junta.  Co 
nocerá  de  ellas  la  Audiencia  de  lo  criminal  en  Jun- 
ta (le  gobierno,  ó la  Sala  de  gobierno  de  la  Au- 
diencia territorial  del  respectivo  distrito,  y la  sus- 
tanciación  se  reducirá  á la  queja  documentada  del 
reclamante,  y el  informe,  con  los  justificantes  opor- 
tunos, del  Juez  municipal.  Este  será  castigado  por 
la  Junta  ó Sala  de  gobierno,  sin  ulterior  recur- 
so, con  multa  de  150  á 500  pesetas,  cuando  hu-- 
biere  procedido  ilegítima  ó maliciosamente  en  la 
constitución  de  la  Junta  ó en  el  desempeño  de  la 
misión  que  le  incumbe.  En  su  primera  reunión,  las 
Juntas  municipales  formarán  las  listas  generales 
de  cabezas  de  familia  y de  capacidades,  con  arre- 
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glo  á los  arte.  8.0,  9.®,  10  y 11  de  esta  ley.  En  los 
afíos  sucesivos  acordarán  las  inclusiones  ó exclu- 
siones que  procedan  para  rectificarlas. 

Art.  16.  En  las  poblaciones  en  que  hubiera  va- 
rios Jueces  municipales,  se  constituirán  tantas  Jun- 
tas cuantos  fueren  éstos,  componiéndose  cada  una 
del  Juez,  Fiscal  y Teniente  de  Alcalde  respectivo, 
y de  tres  mayores  contribuyentes  designados  con 
sujeción  al  artículo  anterior. 

Cada  una  de  estas  Juntas  formará  las  dos  listas 
correspondientes  á su  distrito. 

Art.  16.  Todos  los  afíos  se  reunirá  la  Junta  en 
la  primera  quincena  de  Enero  para  hacer  en  las  dos 
listas  las  rectificaciones  necesarias,  incluyendo  á 
los  que  deban  figurar  en  ellas,  con  arreglo  á lo 
dispuesto  en  los  arts.  8.0  y 9.<^,  y excluyendo  á los 
que  se  hallaren  en  alguno  de  los  casos  comprendi- 
dos en  los  arts.  10  y 11  de  esta  ley. 

El  cabeza  de  familia  que  tenga  las  condiciones 
que  se  exigen  para  figurar  en  la  lista  de  capacida- 
des, será  incluido  solamente  en  ella. 

Art.  17.  El  Fiscal  cuidará  de  que  no  sean  in- 
cluidas en  las  listas  otras  personas  que  las  que  en 
ellas  deban  figurar,  con  arreglo  á las  disposicio- 
nes de  esta  ley,  apelando  para  ante  la  Audiencia  ó 
Sala  de  lo  criminal  respectiva,  de  las  resoluciones 
que  no  considere  legales. 

Las  apelaciones  quedarán  en  suspenso  hasta  que 
se  resuelvan  por  la  Junta  las  reclamaciones  que  se 
expresan  en  el  artículo  siguiente;  y llegado  este 
caso,  serán  sustanciadas  si  no  se  hubiese  reforma- 
do la  resolución  apelada  por  consecuencia  de  lo 
dispuesto  en  el  mismo,  en  la  forma  que  estableííen 
los  arts.  22,  23,  24  y 25  de  esta  ley. 

Art.  IS.  El  día  1.®  de  Febrero  se  expondrán  las 
listas  al  público  por  término  de  quince  días,  duran- 
te los  cuales  todos  los  vecinos  del  término  mnnici 
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pal  podrá»  reclamar  las  inclusiones  y exclusiones 
que  creyeren  procedentes. 

Los  comprendidos  en  alguno  de  los  casos  del 
artículo  13  podrán  pedir  su  propia  exclusión  délas 
listas. 

Art,  10.  Las  reclamaciones  podrán  hacerse  de 
palabra  ó por  escrito  ante  el  Juez  municipal,  quien 
expedirá  al  reclamante,  si  lo  solicitase,  el  docu-' 
mentó  necesario  para  acreditar  que  ha  hecho  la  re- 
clamación. 

Art.  20.  P^l  reclamante  expresará  la  causa  en 
que  funda  la  inclusión  ó exclusión  que  solicita,  y 
podrá  presentar,  además,  las  pruebas  que  tuviese 
por  conveniente. 

Art.  21.  En  los  15  días  siguientes  al  plazo  otor- 
gado para  las  reclamaciones,  resolverá  la  Junta, 
después  de  oir  á los  interesados  y de  haber  prac 
licado  de  oficio,  ó á instancia  de  éstos,  las  justifi- 
caciones necesarias  sobre  la  inclusión  ó exclusión 
reclajuada,  consignando  los  fundamentos  de  la  re- 
solución, que  se  notificará  al  Fiscal  y á los  intere- 
sados. 

En  la  notificación  se  hará  saber  á quien  se  hiciere 
que  puede  alzarse  de  la  resolución  notificada  para 
ante  la  Audiencia  de  lo  criminal  en  Juma  de  go- 
bierno ó la  Sala  de  gobierno  de  la  del  distrito;  y si 
en  la  diligencia  de  notificación -no  se  interpusiese 
el  reímrso,  se  reputará  renunciado.  Si  la  notifica- 
ción no  se  hiciera  ()ersonalmente  al  interesado,  se 
entenderá  renumíiado  el  reímrso,  si  no  queda  in- 
terpuesto en  el  término  de  veinticuatro  horas. 

Art.  22.  Cuando  cualquiera  de  las  partes  ape- 
lare, el  Juez  municipai  remitirá  al  Presidente  de  la 
Auduuuúa  los  ante(;edentes  que  tuviese,  emplazan- 
do á todas  ellas  para  (pie  puedan  concurrir  en  el 
termino  de  <uuco  días  á usar  de  su  derecho. 

Art.  23.  Transcurrido  este  término  sin  haberse 
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personado  el  apelante,  la  Junta  ó Sala  de  gobierno 
declarará  desierto  el  recurso;  pero  si  hubiese  sido 
el  Fiscal  el  apelante,  se  dará  vista  al  de  la  Audien- 
cia del  expediente  remitido,  para  que  sostenga  la 
apelación  ó desista  de  ella,  y,  según  lo  que  expon- 
ga, se  acordará  lo  procedente. 

Art.  24.  Si  el  particular  apelante  se  hubiese 
personado,  se  señalará  inmediatamente  día  para  la 
vista,  dentro  de  un  término  que  no  podrá  exceder 
de  cinco  días,  citándosele  lo  mismo  que  al  Fiscal. 

Durante  el  término  señalado  se  pondrán  de  ma 
nifiesto  al  apelante  en  la  Secretaría  del  Tribunal 
los  antecedentes  que  hubiese  remitido  la  Junta 
hasta  dos  días  antes  de  la  vista,  en  que  se  pasarán 
al  Fiscal. 

Art.  25.  En  la  vista  podrán  informar  de  pala- 
bra el  Fiscal  y los  interesados,  ó sus  defensores,  lo 
que  tuvieren  por  conveniente  á su  derecho,  y ter 
minado  el  acto,  se  dictará  resolución,  mandando 
devolver  los  antecedentes  á la  Junta  con  certifica- 
ción de  lo  acordado. 

Contra  la  resolución  no  se  dará  recurso  alguno 

Art.  26.  La  Junta  ó Sala  de  gobierno  remitirá 
antes  de  1.®  de  Mayo  á los  Jueces  municipales  res 
pectivos  las  certificaciones  y antecedentes  expre- 
sados en  el  artículo  anterior. 

Art.  27.  Recibidas  dichas  certificaciones  y an- 
tecedentes, el  Juez  municipal  convocará  á la  Junta, 
la  cual,  en  vista  de  las  certificaciones  antedichas, 
hará  las  rectificaciones  correspondientes. 

Art.  28.  I jas  resoluciones  de  la  Junta  munici- 
pal, en  todo  caso,  se  tomarán  por  mayoría  absoluta 
de  votos,  decidiendo  el  empate,  si  lo  hubiere,  el 
Presidente. 

Art-  29.  Ultimadas  definitivamente  las  listas, 
se  sacarán  copias  certificadas  por  el  Secretario  con 
el  V.^  B.o  del  Juez  municipal,  archivándose  en  el 
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Juzgado  los  originales  con  todos  los  antecedentes. 

Art.  30.  El  Juez  municipal  remitirá  en  los 
quince  últimos  días  de  Mayo  al  Juez  de  instruc- 
ción del  partido  las  copias  mencionadas  en  el  ar- 
tículo anterior  El  retraso  se  castigará  con  multa  de 
100  á 200  pesetas,  que  impondrá  el  Juez  del  par- 
tido ó distrito,  á la  vez  que  adopte  las  providencias 
más  efica(‘es  para  la  pronta  sul)sanacdón  de  la  falta. 

Art.  31.  Durante  el  mes  de  Mayo,  el  Juez  de 
instru(!ción  designará  los  ocho  Vocales  que,  bajo 
su  presidencia,  han  de  formar  la  Junta  del  partido 
ó distrito.  P]sta  se  compondrá  del  cura  párroco  y 
del  maestro  de  instrucción  primaria  más  antiguo 
de  la  población  donde  se  constituya  la  Junta^  y de 
seis  contribuyentes  que  estuviesen  en  el  pleno  go- 
ce de  sus  derechos  civiles,  designados  éstos  por 
suerte,  sacando  cuatro  nombres  entre  los  doce  ma- 
yores contribuyentes  por  territorial,  y dos  nombres 
entre  los  seis  mayores  contribuyentes  por  industrial 
que  residan  en  la  población.  No  entrarán  en  suer? 
te  los  que  aquel  afío  hayan  sido  Vocales  de  una 
Junta  municipal  según  el  art.  14.  El  acto  del  sor- 
teo será  público  y se  anunciará  con  tres  días  de 
anticipación  en  el  Boletín  oñcial.  El  Secretario  del 
Juzgado  lo  será  de  la  Junta,  sin  voz  ni  voto. 

l^a  antigüedad  del  párroco  y del  maestro  de  es- 
cuela se  determinará  solamente  por  el  tiempo  que 
lleven  de  residencia  en  la  respectiva  población. 
Cuando  no  haya  párroco,  hará  sus  veces  en  la 
Junta  el  (pie,  como  ecónomo,  regente  la  parroquia. 
Los  individuos  llamados  á constituir  la  Junta,  sólo 
podrán  excusarse  con  justa  causa,  y las  faltas  de 
asistemóia  no  justiíicadas  se  castigarán  de  plano 
por  el  Juez  d(*l  partido  con  multa  de  60  á 100  pe- 
setas. tSe  re[)utará  sufícientemente  justa  cualquier 
excusa  que  el  párroco  alegue  por  razón  de  las  obli- 
gaciones de  su  ministerio. 


LEY  DEL  JURADO 


373 


A las  reclamaciones  qne  surjan  sobre  la  consti- 
tución de  la- Junta  del  partido  y sus  incidencias, 
será  enteramente  aplicable  el  párrafo  quinto  del 
artículo  14. 

. Luego  que  el  Juez  de  instrucción  baya  recibido 
las  copias  certificadas  de  las  listas  niuni(;i pales, 
convocará  á la  Junta,  y ésta,  por  mayoría  de  vo- 
tos, decidiendo  el  Presidente  los  empates,  y de- 
biendo asistir  la  mitad  más  uno  de  sus  miembros 
para  celebrar  sesión,  elegirá  la  décima  parte  de  los 
cabezas  de  familia  comprendidos  en  todas  las  lis- 
tas municipales,  que  considere  más  aptos  para  el 
cargo  de  jurados,  procurando  que  la  elección  re- 
caiga en  vecinos  de  todas  las  localidades,  sin  des- 
atender las  distancias  v los  medios  de  comunica- 

i 

ción  que  puedan  facilitar  la  asistencia  de  los  elec- 
tos á las  sesiones  del  Tribunal. 

Si  la  décima  parte  no  llegase  á 200  cabezas  de 
familia,  se  completará  este  número  mínimo,  que  se 
reducirá  á 150  allí  donde  el  número  de  los  empa- 
dronados en  tal  concepto  no  llegue  á 600. 

Si  todas  las  listas  municipales  de  capacidades 
contuviesen  más  de  150  nombres,  la  Junta  desig- 
nará los  que  conceptúe  más  idóneos  hasta  dicho 
número,  en  la  forma  que  indica  el  párrafo  cuarto. 
Si  no  llegasen  al  referido  número,  no  se  hará  en  es- 
ta lista  reducción  ninguna. 

Cuando  quiera  que  los  acuerdos  de  la  Junta  de 
partido  ó distrito  no  se  adopten  por  unanimidad, 
deberán  constar  en  el  acta,  no  sólo  las  votaciones 
nominales,  sino  también  los  motivos,  sucintamente 
expuestos,  de  los  encontrados  pareceres. 

Art,  32.  Antes  del  de  Julio  remitirá  el 
Juez  de  instrucción  á la  Junta  de  gobierno  de  la 
Audiencia  de  lo  criminal  ó Sala  de  gobierno  de  la 
territorial  respectiva  las  copias  de  las  listas  recibi- 
das de  los  Jueces  municipales,  y copias  certificadas 
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por  el  Secretario,  con  su  V.o  de  las  listas  for- 
madas por  la  Junta  del  partido  ó distrito,  cuyo 
original  ú originales,  con  el  acta  de  la  Junta,  que- 
darán archivados  en  el  Juzgado.  Cuando  no  se 
hubieren  tomado  por  unanimidad  todos  los  acuer- 
dos, remitirá  además  copia  certificada  del  acta 
ó las  actas  extendidas  con  arreglo  al  artículo  an- 
terior. 

Art.  33.  La  Audiencia  de  lo  criminal,  en  Jun- 
ta de  gobierno  ó Sala  de  gobierno  de  la  Audiencia 
territorial,  formará  las  listas  definitivas  de  jurados 
del  distrito  respectivo,  con  sujeción  á las  siguien- 
tes reglas: 

1. ®-  Para  cada  partido  judicial  del  distrito  se 
formará  una  lista  de  cabezas  de  familia,  com- 
prensiva de  200  nombres,  y otra  de  capacidades 
de  100,  que  se  reducirán  á 150  y 76  respectiva- 
mente, cuando  la  lista  de  cabezas  de  familia,  remi- 
tida por  la  Junta  de  partido,  no  contenga  más  de 
200  nombres,  al  tenor  de  lo  dispuesto  en  el  art.  31, 
y á 100  y 60  cuando  no  contenga  más  que  160. 
Para  las  poblaciones  donde  existan  dos  ó más 
Jueces  de  instrucción,  se  formará  una  sola  lista 
de  cabezas  de  familia  y otra  de  capacidades,  in- 
cluyendo respectivamente  100  y 60  individuos, 
además  del  número  que  corresponde  á un  solo  par- 
tido por  cada  uno  de  los  otros  Juzgados.  Si  las  lis- 
tas de  capacidades  no  fuesen  suficientes  para  com- 
pletar el  número,  se  adicionarán  con  los  nombres 
de  los  mayores  contribuyentes  que  figuren  en  las 
listas  de  cabezas  de  familia,  donde  se  considerarán 
como  baja. 

2. a-  La  Junta  ó Sala  de  gobierno,  en  vista  de 
las  actas  de  las  Juntas  de  partido  ó distrito  y de 
los  otros  antecedentes  que  hubiere  allegado,  po- 
drá acordar  que  no  entren  en  el  sorteo  prevenido 
en  la  regla  tercera  aquellos  individuos  cuya  ido- 
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neidad  hubiera  sido  disentida  en  las  Juntas  de 
partido  ó distrito. 

3. a  Los  nombres  de  todos  los  individuos  que 
figuren  en  las  listas  remitidas  por  los  Jueces,  ex- 
cepto los  que  se  hubieren  excluido  en  virtud  de  la 
regla  anterior,  entrarán  en  suerte  para  la  designa 
ción  de  los  que  han  de  formar  las  listas  definitivas 
de  cabezas  de  familia  y de  capacidades,  según  la 
regla  primera. 

El  sorteo  se  hará  en  audiencia  pública  por  la 
Sala  ó Audiencia  respectiva,  sacando  el  Presiden- 
te una  á una  las  papeletas,  previamente  insacula- 
das, con  los  nombres  de  todos  los  que  deban  en 
trar  en  suerte. 

4. ®-  Contra  los  actos  y acuerdos  de  las  Au 
diencias  en  la  formación  de  las  listas  definiti- 
vas no  se  darán  otros  recursos  que  los  de  respon- 
sabilidad. 

6.a  Las  listas  definitivas  quedarán  ultimadas 
antes  del  día  1.®  de  Agosto  de  cada  año. 

6.a  Inmediatamente  se  publicarán  en  el  Bole 
Un  oficial  las  listas  definitivas  de  cada  partido  ju- 
dicial. 

Árt.  34.  Los  Jueces  municipales  tendrán  obli- 
gación de  poner  en  conocimiento  del  Presidente 
de  la  Audiencia  de  lo  criminal  ó de  la  territorial 
respectiva,  tan  pronto  como  de  ello  tengan  cono- 
cimiento, los  individuos  de  las  listas  definitivas 
que  se  hallaren  ó recayeren  en  cualquiera  de  loe 
casos  de  incapacidad  ó incompatibilidad  á qm 
se  refieren  los  artículos  10  y 11  de  esta  ley.  Remi- 
tirán los  comprobantes  de  los  hechos  que  comu 
niquen. 

Todas  las  actuaciones  relativas  á la  formación 
de  listas,  rectificaciones  ó recursos  derivados  de 
ellas,  se  formalizarán  en  papel  de  oficio,  y sin  de- 
rechos ni  costas. 
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CAPITULO  V 

De  los  trámites  anteriores  al  juicio. 

Art.  35,  Cuando  en  las  causas  que  sean  de  la 
competencia  del  Jurado  se  acuerde  por  la  Audien-  • 
cia  abrir  el  juicio  oral,  se  mandarán  pasar  sucesi- 
vamente al  Fiscal  y demás  partes  interesadas,  á 
ios  efectos  de  lo  dispuesto  en  los  artículos  64^  y : ; 
siguientes  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  criminal 
Inista  el  654  inclusive. 

También  se  observará  en  todas  sus  partes  lo 
dispuesto  en  el  655,  y el  juicio  que  hubiere  de  li- 
mitarse á la  prueba  y discusión  de  los  puntos  re-  r 
lativos  á la  responsabilidad  civil,  se  celebrará  ante  ‘ 
el  Tribunal  de  derecho. 

Art.  36.  Si  los  procesados  no  se  conformasen 
con  la  pena  correccional  pedida  por  la  parte  acu- 
sadora, ó los  Letrados  defensores  conceptuasen 
necesaria  la  continuación  del  juicio,  se  reservará 
la  causa  al  conocimiento  del  Jurado,  lo  mismo  que 
aquellas  otras  en  que  no  proceda  el  trámite  de  la 
conformidad. 

Art.  37.  En  unas  y otras  causas,  tanto  el  Mi- 
nisterio fiscal  como  las  demás  partes  manifesta-  " 
rán  en  sus  respectivos  escritos  de  calificación  las 
I)ruebas  de  que  intenten  valerse,  presentando  lis-  ' 
tas  de  los  peritos  y testigos  que  hayan  de  declarar 
á su  instancia,  con  las  circunstancias  determinadas 
en  el  j)árrafo  segundo  del  art.  656  de  la  Ley  de 
lOnjuiciamiento  criminal;  y si,  por  haber  manifes- 
tado primeramente  su  conformidad  con  la  pena 
p(Mlida,  no  hubiese  alguno  de  los  procesados  pro- 
puesto la  prueba  en  el  escrito  de  calificación,  se 
jnandará  por  la  Audiencia  que  la  presente  en  el 
término  de  segundo  día. 

Art.  38.  Propuesta  de  la  manera  indicada  la 
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prueba  de  que  intenten  valerse  las  partes,  se  ob- 
servará para  su  admisión  ó denegación  todo  lo 
“ que  disponen  los  artículos  657,  668  y 669  d(i  la  I.ey 
de  Enjuiciamiento  criminal,  omitiéndose  única- 
mente por  el  pronto  el  señalamiento  á que  se  re- 
fiere el  último  párrafo  del  669. 

Art.  39.  Cuando  las  causas  de  la  competencia 
del  Jurado  hayan  llegado  á este  estado,  se  suspen- 
derá su  curso  hasta  que  deban  practicarse  las  dili- 
gencias preparatorias  para  la  constitución  del  Tri- 
bunal del  Jurado,  á que  se  refiere  el  capítulo  si- 
guiente, mandando  que  en  su  día  se  remita  con  la 
pieza  de  convicción  á éste. 

Art.  40.  No  obstante  lo  dispuesto  en  el  artícu- 
lo anterior,  antes  de  suspenderse  la  tramitación  de 
la  cansa  podrán  las  partes  proponer  la  recusación 
de  peritos,  en  los  términos  expresados  en  el  artícu- 
lo 662  de  la  referida  Ley  de  Enjuiciamiento,  sus- 
tanciándose el  incidente  de  la  manera  marcada  en 
el  mismo  artículo,,  siendo  igualmente  aplicable  lo 
dispuesto  en  el  663. 

Art.  41.  En  vista  de  las  calificaciones  de  las 
partes  acusadoras,  al  comunicar  la  causa  á los  pro- 
cesados ó al  primero  de  ellos,  la  Sala  expresará  si 
el  juicio  resulta  de  la  competencia  del  Tribunal 
del  Jurado  ó del  Tribunal  de  derecho.  Si  los  pro- 
cesados ó alguno  de  ellos  no  consintiere  la  deter- 
minación del  Tribunal  competente,  podrán  hacer 
las  observaciones  que  estimen  oportunas,  á la  vez 
que  evacúen  el  traslado  con  arreglo  á lo  prevenido 
en  los  arts.  35  y siguientes  de  esta  ley.  Si  resultare 
impugnada  la  designación  del  Tribunal  competen- 
te, se  señalará  día  para  oir  á las  partes  sobre  esta 
incidencia  y resolvería,  sin  que  contra  la  resolu- 
ción quepa  otro  recurso  que  el  de  casación  en  su 
caso,  y mediante  protesta  formulada  al  efecto  den- 
tro de  tercero  día. 


378 


APÉNDICE  PRIMERO 


Si  se  formulasen  artículos  de  previo  pronuncia- 
miento, se  estará  á lo  prevenido  en  el  tít.  II,  li 
bro  III  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  criminal. 

CAPITULO  VI 

De  las  diligencias  preparatorias  para  la  constitución 
del  Tribunal  del  Jurado. 

Art.  42.  El  Tribunal  del  Jurado  se  reunirá 
dentro  de  las  épocas  que  se  señalan  á continuación: 

Desde  1.®  de  Enero  á 30  de  Abril. 

Desde  de  Mayo  á 31  de  Agosto. 

Desde  1.®  de  Septiembre  á 31  de  Diciembre. 

Las  reuniones  se  verificarán  en  las  poblaciones 
donde  existan  Salas  ó Audiencias  de  lo  criminal,  ó 
en  las  cabezas  de  partido  cuando  por  el  número  de 
procesados  y testigos,  la  índole  de  los  procesos,  la 
mayor  facilidad  de  las  comunicaciones  ú otras  cir- 
cunstancias, pareciere  preferible  para  la  adminis- 
tración de  justicia.  En  Baleares  y Canarias,  el  Tri- 
bunal del  Jurado  que  haya  de  conocer  de  las  cau- 
sas de  un  partido  judicial  que  no  radique  en  la  isla 
(l3nde  tenga  su  asiento  la  Audiencia,  se  constituirá 
en  la  cabeza  del  partido  respectivo. 

El  Presidente  de  la  Audiencia  de  lo  criminal, 
bajo  la  inspección  del  de  la  territorial  respectiva,  y 
éste,  por  lo  tocante  al  distrito  de  la  Sala  de  lo  cri- 
minal, señalarán  con  la  conveniente  anticipación 
los  lugares  y los  días  en  que  hayan  de  comenzar 
las  sesiones  de  cada  período,  y se  publicará  el 
acuerdo  en  el  Boletin  oficial.  También  se  podrá 
acordar  que  las  sesiones  se  celebré^  en  lugar  más 
próximo  al  en  que  se  hubiere  perpetrado  el  delito, 
cuando  circunstancias  excepcionales  lo  exigieren. 

Art.  43.  Para  llevar  á efecto  lo  dispuesto  en  el 
artículo  anterior,  las  Salas  ó Audiencias  de  lo  cri- 
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I*'  ' minal,  y en  su  caso  las  respectivas  secciones,  Imrán 
I ' en  los  días  16  de  Diciembre,  de  Abril  y de  Agosto 
' un  alarde  general  de  las  causas  de  cada  partido 
..  que  se  hallen  en  estado  de  someterse  al  Jurado  en 
: . el  cuatrimestre  próximo. 

i Se  incluirán  en  este  alarde,  cuando  tengan  esta- 
do,  las  causas  por  delitos  que  competan  al  Tribu- 
‘ nal  del  Jurado,  formadas  con  arreglo  al  título  líl 
del  libro  IV  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  criminal, 
" si  ocurre  en  ellas  lo  previsto  en  el  párrafo  primero 
' del  art.  796  de  dicha  ley. 

Esto  no  obstante,  si  durante  un  cuatrimestre 
llegara  alguna  causa  al  estado  de  poder  verse  i nte 
^el  Jurado,  y las  circunstancias  de  la  misma  acon- 
sejasen su  pronta  sustanciación,  podrán  los  Tribu- 
nales acordar  lo  conveniente  para  que  se  reúna 
. . desde  luego  el  Jurado  correspondiente  al  partido 
de  donde  proceda,  aun  cuando  no  se  haya  verifica 
do  el  alarde  general. 

Art.  44.  Después  de  verificados  estos  alardes, 
ó en  el  caso  del  párrafo  segundo  del  artículo  ante* 
; rior,  previa  la  designación  del  lugar  y el  día  en  que 
deban  comenzar  las  sesiones,  uno  de  los  Secreta 
ríos  de  la  Audiencia  ó Sala  de  lo  criminal  de  lu 
Sección  respectiva,  sacará  á la  suerte  veinte  jura 
dos  de  la  lista  de  cabezas  de  familia,  y dieciseis  de, 
la  de  capacidades  de  cada  partido  judicial,  extra 
yendo  una  á una  las  papeletas,  que  irá  entregando 
al  Presidente  para  que  las  lea  en  alta  voz,  de  cuy;i 
diligencia  se  extenderá  la  correspondiente  acta. 

Serán  previamente  citados  y podrán  asistir  el 
Ministerio  fiscal  y los  Abogados  defensores  de  los 
acusados  y de  los  acusadores  particulares  en  las 
causas  correspondientes  al  partido  judicial  que  ha 
yan  de  ser  vistas  y sentenciadas. 

No  entrarán  en  suerte  ios  individuos  de  las  lis- 
tas definitivas,  respecto  de  los  cuales,  por  antece- 
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dentes  que  el  Juez  municipal  hubiese  remitido  en 
virtud  del  art.  34  de  esta  ley,  ó por  documentos 
que  los  interesados  presenten,  si  el  Tribunal  los 
estima  bastantes,  conste  que  están  en  alguno  de 
los  casos  señalados  en  los  arta.  10  y 1 1 de  esta  ley. 

Tampoco  entrarán  en  sorteo  los  que  se  hubieren 
excusado  justiticadainente  por  alguno  de  los  moti- 
vos que  meindona  el  art.  13. 

Oída  la  lectura  de  cada  papeleta,  el  Fiscal  y los 
Abogados  de  las  partes  á que  se  refiere  el  párrafo 
segundo,  cuando  asistan  al  acto,  manifestarán  si 
recusan  al  jurado  por  alguna  de  las  causas  enume- 
radas en  el  art.  12,  puntualizándola  con  todas  las 
circunstancias  en  que  funden  la  recusación. 

Así  formulada  ésta,  si  todas  las  otras  partes  pre- 
sentes se  mostrasen  conformes  con  la  certeza  del 
motivo  expresado  por  el  recusante,  se  admitirá  la 
recusación  sin  más  pruebas.  En  defecto  de  unani- 
midad, se  sorteará  el  sustituto,  recusable  á su  vez, 
del  jurado  recusado,  para  que  reemplace  á éste  en 
el  caso  de  ser  admitida  la  recusación  definitiva- 
mente, en  vista  de  las  pruebas. 

Se  continuará  extrayendo  papeletas  hasta  com- 
pletar el  número  que  señala  el  párrafo  primero  de 
(‘ste  artículo,  de  jurados  contra  los  cuales  no  penda 
recusación  por  alguno  de  los  motivos  del  art.  12. 

Inmediatamente  se  sortearán  en  igual  forma  seis 
supernumerarios,  entre  los  que  residan  en  el  lugar 
donde  se  hayan  de  celebrar  las  sesiones,  cuatro  de 
la  lista  de  cabezas  de  familia  y dos  de  la  de  capa- 
cidades. 

Terndnado  el  acto  á que  se  refiere  este  artículo, 
las  partes  no  podrán  proponer  recusación  fundada 
vil  las  causas  que  enumera  el  art.  12. 

Art.  45.  En  el  acto  mismo  á que  se  refiere  el 
artículo  anterior,  si  se  hubiesen  propuesto  recusa- 
(dones  no  admitidas  de  plano,  el  Tribunal  señalará 
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el  día  en  qne  ha  de  oir  respecto  de  las  mismas,  al  re- 
cusante y á las  otras  partes  que  quieran  concurrir. 

Para  la  vista  no  se  harán  otras  citaíúones  que 
las  que  resulten  del  conocimiento  que  las  partea 
presentes  tomarán  del  sefíalamiento  al  suscribir  el 
acta  de  sorteo,  donde  constará  la  providencia  de  la 
Sala. 

En  los  días  intermedios  podrán  prepararse  las 
pruebas  pertinentes  á las  recusaciones,  no  siendo 
admisible  la  testifica!,  cuya  lista  no  quede  presen- 
tada en  los  días  subsiguientes  al  acto  del  sorteo. 
Contra  las  providencias  del  Tribunal  sobre  admi- 
sión de  pruebas  en  estas  incidencias  no  se  dará 
recurso  alguno. 

En  el  día  señalado,  el  Tribunal  examinará  los 
testigos  oportunamente  designados,  recibirá  y verá 
las  demás  pruebas,  y oirá  á las  partes  que  hubie- 
ren concurrido. 

Resolverá  dentro  de  las  veinticuatro  horas  si- 
guientes acerca  de  las  recusaciones,  designando  en 
su  caso  á los  sustitutos  sorteados  de  los  que  que- 
den excluidos,  para  que  se  los  considere  inclusos 
en  la  lista  del  Jurado. 

Si  la  recusación  resultase  arbitraria  ó de  mala 
fe,  se  impondrá  al  recusante  una  multa  de  100  á 
200  pesetas.  Contra  esta  resolución  y las  demás 
que  adopte  el  Tribunal  en  el  curso  de  las  operacio- 
nes á que  se  refieren  este  artículo  y el  anterior,  no 
cabe  recurso  alguno,  salvo  lo  que  previene  el  ar- 
tículo 119,  núm.  4.0 

Las  actuaciones  relativas  al  sorteo,  la  recusa- 
ción, notificación  y citación  de  los  jurados  y super- 
numerarios electos  después  de  ultimadas,  se  ar- 
chivarán en  la  Secretaría  de  gobierno  del  Trii)U- 
nal;  pero  en  cada  una  de  las  causas  que  se  hayan 
de  ver  y sentenciar,  se  hará  constar,  por  certifica- 
ción bastante,  el  resultado  de  las  mismas. 
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Art.  40.  Al  día  siguiente  de  haberse  practica- 
do los  actos  y diligencias  mencionados  en  el  ar- 
tículo anterior,  el  Presidente  del  Tribunal  expedi- 
rá los  despachos  necesarios  á los  Jueces  de  parti- 
do, para  que  por  medio  de  los  Jueces  municipales 
respectivos  hagan  saber  á los  36  jurados  y seis 
supernumerarios  designados  por  la  suerte,  que 
concurran,  bajo  la  responsabilidad  del  art.  52  de 
esta  ley,  en  el  día  y sitio  señalado  para  constituir 
el  Tribunal  del  Jurado  que  ha  de  conocer  de  las 
causas  del  partido  judicial  correspondiente:  se 
mandará  asimismo,  dentro  de  cada  proceso,  expe- 
dir los  exhortos  ú órdenes  necesarios  para  la  cita- 
ción de  los  peritos  y testigos  que  las  partes  hubie- 
sen designado  para  justificar  los  particulares  de 
prueba  admitidos,  cumpliendo  al  efecto  con  lo  dis- 
puesto en  los  artículos  660  y 661  de  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  criminal.  Para  estas  citaciones  se 
tendrán  presentes,  cuanto  sea  posible,  el  orden  con 
que  se  hayan  de  ver  las  causas  y la  probable  du- 
ración de  los  juicios  que  se  hayan  de  celebrar  an- 
tes, coordinando  las  necesidades  de  la  administra- 
ción de  justicia  con  el  interés  de  las  partes,  los 
testigos  y peritos  de  cada  proceso. 

Cuando  el  Tribunal  del  Jurado  tenga  que  reu- 
nirse en  población  distinta  de  aquella  donde  se 
halle  establecida  la  respectiva  Sala  ó Audiencia  de 
lo  criirjinal,  se  requerirá  al  Procurador  y Abogado 
del  acusado  para  que  manifiesten  si  están  dispues- 
tos á continuar  con  la  representación  y defensa  de 
éste,  fiara  constituirse  donde  haya  de  celebrarse  el 
juicio;  en  caso  negativo,  seTiará  saber  al  procesa- 
do que  puede  nombrar  Procurador  y Abogado  de 
los  (pie  ejerzan  en  la  población  designada  para  la 
constitución  del  Tribunal;  y si  no  los  designase,  se 
le  nombrarán  de  oficio  en  la  forma  procedente  con 
arreglo  á derecho. 
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La  Sala  ó Audiencia  de  lo  criminal  acordará,  en 
su  caso,  que  se  entregue  para  instrucción  el  proce- 
so á la  nueva  representación  del  acusado,  remi- 
tiendo, al  efecto,  la  (;ausa  al  Juzgado  del  partido  res- 
pectivo; y al  evacuar  el  traslado  esta  parte  por  con- 
ducto del  mismo  Juzgacio,  lo  hará  dándose  por  ins- 
truida, ó propniendo  ampliación  de  prueba,  que  la 
referida  Sala  ó Audiencia  de  lo  criminal  admitirá, 
si  fuere  procedente  y no  obstase  á la  celebra- 
.ción  del  juicio  en  el  día  señalado,  disponiendo  lo 
conveniente  para  la  citación  de  los  peritos  y tes- 
> tígos. 

Si  el  Tribunal  negase  la  admisión  de  esta  prueba 
por  considerar  que  obsta  á la  celebración  del  juicio 
en  el  día  señalado,  no  podrá  fundarse  en  la  nega- 
tiva recurso  de  casación;  pero  éste  procederá,  en 
su  caso,  cuando  la  prueba  sea  desechada  como  im- 
pertinente. 

Art.  47,  El  Presidente  dispondrá  que  los  pro- 
cesados presos  sean  trasladados  oportunamente  á 
la  cárcel  de  la  población  donde  ha  de  reunirse  el 
Jurado,  y que  se  les  cite  para  el  acto  del  juicio,  lo 
mismo  que  á los  que  se  hallaren  en  libertad  pro- 
visional, á sus  fiadores  y á las  personas  civilmente 
responsables. 

Igual  citación  se  hará  al  Ministerio  fiscal,  al  que- 
rellante particular  y al  actor  civil  en  su  caso. 

La  falta  de  esta  citación  será  motivo  de  casación 
si  el  que  debiere  ser  citado  no  compareciese  en  el 
juicio. 

Art.  48.  Durante  la  segunda  quincena  de  los 
meses  de  Diciembre,  Abril  y Agosto  se  anunciarán 
en  el  respectivo  Boletín  oficial  de  la  provincia  los 
jurados  y supernumerarios  que  hubiesen  sido  de- 
signados para  cada  par  tido,  el  sitio  y el  día  en  que 
deban  presentarse,  y las  causas  que  habrán  de 
verse. 
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Art*  49.  Los  Jaeces  de  partido,  tan  pronto  co- 
mo reciban  los  despachos  en  que  se  les  comuniqjue 
el  resultado  del  sorteo  de  jurados,  expedirán  los 
mandamientos  necesarios  á los  Jueces  municipales 
á cuyo  término  correspondan  los  designados  por  la 
suerte,  para  que  sean  desde  luego  citados. 

Art.  50.  l^os  Jueces  municipales  acordarán  sin 
demora  la  práctica  de  la  citaiuón,  observándose  pa- 
ra ello  las  disposiciones  relativas  á las  mismas,  con 
signadas  en  la  Ley  de  Enjuiciamiento  criminal.  « 

Art.  51.  Si  al  practicarse  las  citaciones  resul- 
tare haber  fallecido  alguno  de  los  designados  co- 
mo jurados  ó supernumerarios,  ó hallarse  física- 
mente impedido  de  concurrir  á la  convocatoria,  ó 
estar  ausente,  sin  que  se  espere  su  regreso  oportu- 
no, se  hará  constar  por  el  Juez  municipal,  acredi- 
tando la  defunción  por  certificación  del  Registro, 
el  impedimento  físico  por  reconocimiento  faculta-, 
tivo,  y la  ausencia  por  manifestación  de  la  persona 
á quien  haya  debido  haceise  en  su  defecto  la  no- 
tificación. 

Los  justificantes  mencionados  se  remitirán  con 
el  mandamiento  al  Juez  del  partido,  y por  éste  á 
la  Audiencia,  á fin  de  que  en  los  procesos  pendien- 
tes de  vista  se  haga  constar  el  resultado  de  las  di- 
ligencias. 

Art.  52.  La  apertura  de  las  sesiones  no  se  sus- 
penderá por  la  falta  de  alguno  de  los  designados, 
con  tal  que  concurran  á lo  menos  veintiocho,  en- 
tre jurados  y supernumerarios. 

Cuando  no  se  reúna  este  número,  se  suspenderá 
la  apertura  de  las  sesiones  por  el  tiempo  absoluta- 
tíiente  preciso  para  completar  aquél  con  otras  per 
sonas  (pie  ante  los  Jueces  de  derecho  se  sortearán 
de  la  lista  corre8})ondiente  al  partido  á que  perte- 
nezca la  poblacdón,  verifi(;ándose  el  sorteo,  ya  por 
la  lista  de  los  cabezas  de  familia,  ya  por  la  de  las 
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capacidades,  según  pertenecieren  á una  ú otra  los 
que  falten. 

, ‘ Los  Jueces  de  derecho  acordarán  al  mismo  tiem- 
^ po,  de  plano  y sin  más  recurso  que  el  de  sú{)li(*a 
ante  ios  mismos,  la  imposición  de  una  multa  de  60 
á 600  pesetas  á los  que  hubiesen  dejado  de  concu- 
rrir sin  causa  legítima. 

Cuando  la  causa  legítima  de  no  asistir  á la  aper- 
tura de  las  sesiones  hubiese  sobrevenido  después 
de  verificada  la  citación,  se  justificará  en  la  forma 
determinada  por  el  mismo  artículo  51,  y lo  más 
tarde  en  el  momento  de  la  apertura  del  juicio. 

Aunque  estén  presentes  veintiocho  ó más  jura 
dos,  los  supernumerarios  quedarán  incorporados  á 
tft  lista  mientras  no  se  complete  el  número  de 
treinta  y seis.  Los  que,  según  el  orden  del  sorteo 
no  cupieren  en  este  número,  quedarán  en  libertad 
-de  retirarse  desde  el  comienzo  de  las  sesiones  á 
que  se  refiere  el  artículo  siguiente. 

TITULO  II 

DEL  JUICIO  ANTE  EL  TRIBUNAL  DEL  JURADO 

CAPITULO  VII 
Recusación  de  los  jurados. 

Art.  63.  En  el  día  del  señalamiento  para  la 
reunión  del  Jurado,  se  constituirán  los  Jueces  de 
derecho  con  los  jurados  y supernumerarios  que  se 
hubiesen  presentado;  y si  el  número  fuese  sufi- 
ciente, con  arreglo  á la  presente  ley,  el  Presidente 
abrirá  la  sesión,  y se  procederá  á constituir  el  Tri- 
bunal que  ha  de  ver  y sentenciar  el  primer  proceso 

Art.  64.  Seguidamente  mandará  leer  los  capí- 
tulos I y II  del  tít.  I de  esta  ley  y el  auto  dictado 


Lby  db  Enj  criminal 


25 


386 


APÉXDICB  PRIMKRO 


en  cumplimiento  de  lo  dispuesto  en  el  art.  44,  den- 
tro de  la  cansa  para  cuyo  juicio  se  ha  de  sortear  el 
Jurado. 

Después  se  leerá  la  lista  de  los  jurados  pre- 
sentes, menos  los  que  de  oficio  hubiere  excluido 
la  Sección,  en  virtud  del  parte  mencionado  en  el 
artícailo  34,  llamándoles  uno  á uno  é interrogándo- 
les si  están  comprendidos  en  alguno  de  los  casos 
expresados  en  los  artículos  10,  1 1 y 12  de  esta  ley. 

Art.  55.  Acto  seguido,  el  Presidente  deposita- 
rá en  una  urna  tantas  papeletas  cuantos  fuesen 
los  jurados  y supernumerarios  presentes  y admiti- 
dos, leyéndolas  en  alta  voz,  las  que  habrán  de  con- 
tener el  nombre  y apellido  de  cada  jurado,  y ense- 
guida procederá  al  sorteo  de  los  doce,  más  los  dos  - 
suplentes  que  con  los  Jueces  de  derecho  han  de 
formar  el  Tribunal  para  la  causa  cuyo  juicio  se 
vaya  á celebrar  inmediatamente. 

Art.  50.  El  Presidente  irá  sacando  una  á una 
las  papeletas  de  la  urna,  leyendo  en  alta  voz  los 
nombres  que  contuvieren,  y no  pasará  á sacar 
otra  hasta  que  el  procesado  ó los  procesados  de 
una  parte,  y de  otra  parte  el  Fiscal  y los  acu-'’ 
sadores  particulares,  manifiesten  si  aceptan  ó re- 
cusan como  jurado  al  designado  por  la  suerte, 
y así  sucesivamente,  hasta  que  haya  catorce  ju- 
rados no  recusados  por  nadie,  contando  al  efec- 
to aquellos  cuyos  nombres  no  hayan  salido  de  la 
urna. 

Los  dos  últimos,  cuyos  nombres  salgan  de  ésta, 
serán  los  que  funcionen  como  suplentes. 

Siendo  varios  los  procesados  ó los  acusadores, 
y no  poniéndose  de  acuerdo  para  que  uno  solo 
lleve  en  la  recusación  la  voz  del  grupo,  turna- 
rán los  no  convenidos  en  el  uso  del  derecho  por 
el  orden  que  señalará  el  Presidente,  sin  ulterior 
recurso. 
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Los  actores  civiles  y los  responsables  civilmente 
no  intervendrán  en  esta  recusación. 

Art.  67.  En  el  momento  en  que  haya  doce  ju- 
rados no  recusados,  más  los  dos  suplentes,  ó los 
precisos  para  formar  el  mismo  número  con  los  de 
las  últimas  papeletas  que  quedasen  en  la  urna,  el 
Presidente  declarará  terminado  el  sorteo  y ordena- 
rá que  se  proceda  á recibir  el  juramento. 

CAPITULO  VIII 
í Del  juramento  de  los  jurados. 

Art.  58.  Puestos  de  pie  los  catorce  jurados,  el 
\ Presidente  pronunciará  las  siguientes  frases:  ¿Ju- 
ráis por  Dios  desempeñar  bien  y fielmente  vuestro 
cargo,  examinando  con  rectitud  los  hechos  en  que  se 
■ funda  la  acusación  contra  N.  N.,  apreciando  sin 
odio  ni  afecto  las  pruebas  que  se  os  dieren  y resol- 
viendo con  imparcialidad  si  son  ó no  responsables  de 
los  hechos  que  se  les  imputan'^ 

Los  jurados,  acercándose- de  dos  en  dos  á la 
mesa  del  Presidente,  sobre  la  que  estará  colocado 
un  crucifijo,  y delante  de  él  abiertos  los  Evange- 
lios, se  arrodillarán,  y después  de  poner  sobre  és- 
tos la  mano  derecha,  contestarán  en  alta  y clara 
voz:  Lo  juro. 

Si  alguno  de  los  jurados  manifestase  que  por 
razón  de  sus  creencias  no  podía  prestar  el  jura- 
mento con  las  solemnidades  del  párrafo  anterior, 
se  colocará  de  pie  delante  del  Presidente,  y res- 
ponderá asimismo  con  alta  y clara  voz  á su  pre- 
gunta, diciendo:  Lo  juro. 

Después  que  todos  hayan  prestado  el  juramento, 
permaneciendo  de  pie  les  dirá  el  Presidente:  Si 
así  lo  hiciereis,  Dios  y vuestros  conciudadanos  os  lo 
premien;  y si  no,  os  lo  demanden. 
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Seguidamente  tomarán  asiento  á derecha  é iz-^  ^ 
quierda  de  los  Magistrados,  ocupando  los  dos  úl- 
timos lugares  los  dos  suplentes,  y el  Presiden^ 
te  declarará  constituido  el  Tribunal  y abierto  el 
juicio. 

Art.  50.  Nadie  podrá  ejercer  las  funciones  de 
jurado  sin  prestar  antes  el  juramento  á que  se  re- 
fiere el  artículo  anterior;  y el  que  se  negare  á^pres- 
tarlo  en  una  de  las  formas  designadas  en  el  mis- 
mo, será  conminado  con  la  multa  de  25  á 260  pe- 
setas, que  los  Jueces  de  derecho  le  impondrán  en 
el  acto,  si  á pesar  de  la  conminación  continúa  ne- 
gándose á prestar  el  juramento.  Cuando  después 
(le  esto  todavía  persistiese  en  su  resistencia,  se  le 
procesará  con  arreglo  á lo  dispuesto  en  el  art.  265 
del  Código  penal,  y entrará  á desempeñar  el  cargo 
uno  de  los  suplentes  (1). 

CAPITULO  IX 
Del  juicio. 

Art.  60.  No  podrán  ser  objeto  de  cada  juicio 
más  que  un  solo  delito  y los  que  con  él  fuesen  co-  . 
nexos. 

El  Presidente,  al  declarar  abierto  el  período  de 
las  pruebas,  manifestará  el  objeto  del  juicio, 

Art.  61.  Seguidamente  el  Secretario  dará  cuen- 
ta del  hecho  ó hechos  sobre  que  verse  el  juicio,  de  ■ 

(1)  Para  castigar  como  delito  de  desobediencia,  con  , 
arreglo  al  art  265  del  Código,  la  negativa  á prestar  el 
jiramento  que  exige  el  art.  58  de  esta  ley,  habrá  de 
preceder  la  conminación  é imposición  de  multa  á que  ' 
se  refiere  el  art.  59,  y continuar  la  negativa  por  par- 
te del  que  deba  formar  parte  del  Jurado.  (S.  31  Octu- 
bre 1890).  - 
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la  manera  expresada  en  el  art.  701  de  la  Ley  de  En- 
juiciamiento criminal,  omitiendo  al  leer  los  escri- 
tos de  calificación  la  lectura  de  las  conclusiones  re 
ferentes  á la  determinación  de  las  penas;  y verifi- 
cado que  sea  el  interrogatorio  del  procesado  ó pro- 
cesados, que  estarán  en  inmediata  comunicación 
con  sus  defensores,  se  pasará  á la  práctica  de  las 
diligencias  de  prueba  admitidas  al  tenor  de  lo  dis- 
puesto en  las  seccionas  2.a,  3.”,  4.a  y 5.a,  cap.  III, 
título  III,  libro  III  de  la  mencionada  Ley  de  Enjui- 
ciamiento, constituyéndose  el  Jurado  con  los  Jue- 
ces de  derecho  en  el  lugar  del  suceso  cuando  lo 
estimare  necesario  el  Tribunal.  Las  incidencias  so- 
bre admisión  de  pruebas  á que  se  refiere  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  criminal  serán  decididas  por  los 
Jueces  de  derecho. 

Art.  62.  El  Presidente,  ya  de  oficio,  ya  á ins- 
tancia de  cualquiera  de  las  partes,  podrá  alterar  el 
orden  de  las  pruebas  cuando  así  fuese  convenien- 
te para  el  mayor  esclarecimiento  de  los  hechos. 

Art.  63.  - Los  jurados,  previa  la  venia  del  Presi- 
dente, podrán  dirigir  á las  partes,  testigos,  peritos 
y procesados,  las  preguntas  que  estimen  condu- 
centes para  aclarar  y fijar  los  hechos  sobre  que  ver- 
se la  prueba.  Si  las  preguntas  fuesen  impertinen- 
tes ó capciosas,  según  parecer  unánime  de  los  Jue- 
ces de  derecho,  el  Presidente  negará  la  venia  y se 
insertarán  en  el  acta  las  preguntas  rechazadas. 

El  Presidente,  antes  de  dar  principio  á los  inte- 
rrogatorios y pruebas,  advertirá  á los  jurados  la  fa- 
cultad que  por  este  artículo  se  les  concede. 

Art.  64.  Practicadas  todas  las  pruebas,  podrán 
las  partes  reformar  sus  conclusiones  escritas,  sin 
determinar  en  este  estado  la  pena,  y seguidamen- 
te usarán  de  la  palabra  el  Ministerio  fiscal,  el  de- 
fensor del  querellante  particular  y el  del  actor  ci- 
vil, si  le  hubiere. 
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En  BUS  informes  se  limitarán  á apreciarlas  prue- 
bas prac.tioadas,  á (íalificar  jurídicamente  los  hechos 
que  resalten  probados,  y á determinar  la  participa- 
ción que  en  ellos  hubiese  tenido  cada  uno  de  los 
procesados,  así  como  las  circunstancias  eximentes, 
atenuantes  ó agravantes  de  la  responsabilidad  de 
éstos,  (Miando  las  haya. 

Hablarán  después  los  defensores  de  los  acusa- 
dos y los  de  los  responsables  civilmente  sobre  lo 
mismo  que  hubiese  sido  objeto  de  la  acusación,  y 
sobre  todos  los  liechos  ó circunstancias  que  "pue- 
dan contribuir  á demostrar  la  irresponsabilidad 
criminal  de  los  procesados,  ó la  atenuación  de  su 
delincuencia.  No  se  permitirán  rectificaciones  sino 
de  hechos. 

Art.  65.  Si  en  las  conclusiones  reformadas  con 
arreglo  al  párrafo  primero  del  artículo  anterior  los 
hechos  fuesen  calificados  por  todas  las  partes  acu- 
sadoras como  delitos  que  no  sean  de  la  competen- 
cia del  Jurado,  el  Presidente,  antes  de  conceder  la 
palabra  al  Ministerio  fiscal,  preguntará  al  defensor 
ó los  defensores  del  procesado  ó los  procesados, 
si  optan  por  el  Tribunal  del  Jurado  ó por  el  de  de- 
recho. Si  el  procesado  único  ó todos  los  procesados 
conformes,  optasen  por  este  último,  se  retirarán  en 
el  acto  los  jurados,  y el  juicio  concluirá  sin  retro- 
(!680  ni  interrupción  ante  los  Magistrados,  con  arre- 
glo á la  Ley  de  Enjuiciamiento  criminal. 

En  los  demás  casos,  continuará  y terminará  el 
jtiicio  ante  el  Tribunal  del  Jurado. 

En  las  causas  que  se  sustancien  ante  el  Tribunal 
de  derecho,  cuando  las  conclusiones  definitivas  de 
todas  las  partes  acusadoras  califiquen  el  hecho  co- 
mo delito  que  sea  de  la  competencia  del  Jurado,  el 
Presidente,  antes  de  conceder  la  palabra  al  Minis- 
terio fiscal,  preguntará  al  defensor  ó los  defensores 
del  proce8a<Ío  ó los  procesados,  si  optan  por  el  Tri- 
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bunal  de  derecho  ó por  el  del  Jurado.  Si  el  procesa- 
do dnico,  ó todos  los  procesados  conformes,  o|)tan 
por  el  Tribunal  de  derecho,  continuará  el  juiííio  sin 
interrupción.  Si  algún  procesado  opta  por  el  Tribu- 
nal del  Jurado,  quedará  sin  efecto  lo  actuado  en  el 
juicio  oral,  y el  proceso  se  suspenderá  para  incluir- 
lo en  el  alarde  de  los  que  se  han  de  ver  y senten- 
ciar en  la  subsiguiente  reunión  del  Jurado,  por  los 
trámites  de  la  presente  ley  (1). 

Art.  60.  Terminados  ios  informes,  el  Presiden- 
te preguntará  á los  procesados  si  tienen  algo  que 
manifestar  por  sí  mismos  al  Tribunal. 

Si  contestasen  afirmativamente,  les  concederá  la 
palabra,  permitiéndoles  decir  todo  cuanto  creyesen 
conveniente  para  su  defensa,  pero  sin  consentir 
que  ofendan  con  sus  palabras  la  moral,  ni  falten  al 
respeto  al  Tribunal,  ó á las  consideraciones  debi- 
das á las  demás  personas. 

Art.  07.  Después  de  esto,  el  Presidente  pregun- 
tará á los  jurados  si  consideran  necesaria  alguna 
mayor  instrucción  sobre  cualquiera  de  los  puntos 
que  sean  objeto  del  juicio,  acordando  las  que  recla- 
masen, si  fuere  posible. 

Art.  68.  En  seguida  hará  el  Presidente  el  resu- 
men de  las'pruebas,  sin  entrar  en  su  apreciación;  el 
resumen  de  los  informes  del  Ministerio  fiscal  y de 
los  defensores  de  las  partes,  así  como  de  lo  mani- 
festado por  los  procesados,  presentando  los  hechos 


(1)  Retirada  la  querella  por  la  parte  que  sostenía  que 
el  hecho  constituía  un  delito  determinado,  que  era  de  la 
competencia  del  Jurado,  quedando  solo  la  del  Fiscal  que 
lo  balificaha  de  otro  delito  que  era  de  la  competencia  d(d 
Tribunal  de  derecho,  no  es  admisible  el  recurso  por  que- 
brantamiento de  forma  interpuesto  contra  la  sentencia, 
pues  el  Tribunal  se  atuvo  a lo  prescrito  en  el  art.  65  «le 
la  Ley  del  Jurado.  (S.  24  Oc.  1892). 
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con  la  mayor  precisión  y claridad,  y absteniéndose 
cuidadosamente  de  revelar  su  propia  opinión. 

Expondrá  detenidamente  á los  jurados  la  natii-  ' 
raleza  de  los  hechos  sobre  que  haya  versado  la  dis- 
(íusión,  determinando  las  circunstancias  constituti-  ' 
vas  del  delito  imputado  á los  acusados. 

Expondrá  asimismo  la  índole  y naturaleza  de  las 
circunstancias  eximentes,  atenuantes  y agravantes.  - 
que  hayan  sido  objeto  de  prueba  y discusión,  y,  en  • 
suma,  todo  lo  que  pueda  contribuir  á que  los  jura- 
dos  aprecien  con  exactitud  la  índole  de  los  hechos  , ■ 
y la  participación  que  en  ellos  hubiesen  tenido 
cada  uno  de  los  procesados. 

Todo  esto  lo  hará  el  Presidente  con  la  más  es- 
tricta imparcialidad,  y llamará  la  atención  de  los 
jurados  sobre  la  importancia  del  deber  que  van  á ;; 
cumplir,  y muy  especialmente  sobre  las  disposicio-  í 
nes  de  la  ley  concernientes  á su  deliberación  y voto. 

Art.  69.  Cuando  las  partes  acusadoras,  en  vis-  ^ 
ta  del  resultado  de  las  pruebas,  soliciten  la  abso-  : 
lución  completa  de  los  procesados,  el  Presidente 
preguntará  en  alta  voz  si  alguno  de  los  presentes 
mantiene  la  acusación.  Caso  negativo,  los  Jueces  , 
de  derecho  dictarán,  sin  más  trámites,  auto  de  so-  ' ' 
breseimiento  libre  por  falta  de  acusación. 

Cuando  alguna  persona  con  capacidad  legal  su- 
ficiente manifestase  que  hace  suya  la  acusación,  V 
será  tenido  por  parte  como  tal  acusador,  si  además 
estuviese  dispuesto  á sostener  en  el  acio  su  acusa- 
ción, bien  por  sí  mismo  si  fuese  letrado,  bien  va- 
liéndose de  uno  que  lo  sea,  y se  continuará  en  todo 
caso  el  juicio  sin  interrupción  ni  retroceso,  sin  per- 
juicio de  formalizar  luego  la  representación  de  esta  ’ . 
parte  para  los  trámites  ulteriores  del  procedi- 
miento. ? 

Todo  lo  que  resulte  acerca  de  este  incidente,  S6  ; 
consignará  en  el  acta  respectiva. 
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CAPITULO  X 

De  las  cuestiones  y preguntas  á que  han  de  respon- 
der los  jurados. 

Art.  70.  Concluido  en  su  caso  el  resumen  á 
que  se  refiere  el  art.  68,  el  Presidente  formulará  las 
preguntas  que  el  Jurado  haya  de  contestar,  con 
arreglo  á las  conclusiones  definitivas  de  la  acusa- 
ción y de  la  defensa  (1). 

Art.  71.  Cuando  las  conclusiones  de  la  acusa- 
ción y de  la  defensa  sean  contradictorias,  de  tal 
suerte  que,  resuelta  una  en  sentido  afirmativo,  no 
pueda  menos  de  quedar  resuelta  la  otra  en  sentido 
negativo,  ó viceversa,  se  formulará  una  sola  pre- 
gunta. 

Art.  72.  El  hecho  principal  será  siempre  obje- 
to de  la  primera  pregunta;  pero  respecto  de  él,  co- 
mo respecto  de  los  demás  sobre  que  hayan  versa- 
do las  pruebas  del  juicio,  podrán  hacerse  tantas 
preguntas  cuantas  fueren  necesarias  para  que  en 
las  contestaciones  de  los  jurados  haya  unidad  de 
concepto,  y para  que  no  se  acumulen  en  una  mis- 
ma pregunta  términos  qne  puedan  ser  contestados 
afirmativamente  unos  y negativamente  otros. 

Sin  perjuicio  de  la  cuestión  de  culpabilidad  ó in- 
culpabilidad del  agente,  sobre  la  cual  declaran  los 
jurados  con  libertad  de  conciencia,  los  hechos  con- 
tenidos en  las  preguntas,  ya  sean  relativos  á ele- 
mentos morales,  ya  materiales,  serán  los  referentes 
á la  existencia  deestos  mismos  elementos  del  delito 
imputado;  á la  participación  de  los  acusados,  como 


(1)  Procede  el  recurso  de  casación  cuando  se  deniega 
la  petición  de  que  se  formulen  preguntas  que  deben  ha- 
cerse con  arreglo  á las  conclusiones  de  la  acusación  y de 
la  defensa.  (S.  27  Feb.  1891). 
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autores,  cómplices  ó encubridores;  al  estado  de 
consumación,  frustramiento,  tentativa,  conspira- 
ción ó proposición  á que  llegó  el  delito,  y á las  cir- 
c.unstancias  eximentes,  atenuantes  ó agravantes 
que  hubieren  comnirrido  (1). 

Si  por  la  acusación  ó la  defensa  se  suscitare  la 
cuestión  de  considerarse  cometido  el  delito  por  im- 
prudencia punible,  se  formularán  las  preguntas  en- 
caminadas á que  el  veredicto  del  Jurado  conteste 
respecto  á si  los  hechos  ó serie  de  hechos  se  eje- 
cutaron con  intención  ó con  descuido  ó negligen- 
cia graves  ó con  simple  negligencia  ó descuido. 

Si  en  cualquier  delito  ó circunstancias  del  mis- 
mo se  contuviese  algún  concepto  exclusivamente 
jurídico  que  pueda  apreciarse  independientemen- 
te de  los  elementos  materiales  ó morales  constitu- 
tivos del  delito  ó de  sus  circunstancias,  no  se  for- 
mulará sobre  él  pregunta  alguna,  reservándose  su 
apreciación  á la  Sección  de  derecho  (2). 

Art.  78.  Si  el  reo  fuere  mayor  de  nueve  años 
y menor  de  quince,  se  formulará  una  pregunta  es- 
pecial para  que  el  Jurado  resuelva  si  ha  obrado  ó 
no  con  discernimiento. 

Art.  74.  Si  fueren  dos  ó más  los  procesados 


(1)  Cuando  el  Jurado  dicta  su  veredicto  manifestan- 
do que  los  actos  (enumeración  de  los  mismos)  son  de  tal 
índole  que  sin  ellos  no  se  hubiera  perpetrado  el  delito,  ja 
sentencia  que  condena  como  autor  de  éste  al  procesado 
de  que  se  trata,  no  infringe  el  art.  12  del  Código  penal. 
(S.  13  Ab.  1893). 

(2)  Infringe  la  circunstancia  18."  del  art  Ift  del  Có 
digo  penal  la  sentencia  que  aprecia  para  imponer  la  pe- 
na una  circunstancia  agravante,  c«ino  la  reincidencia, 
(jue  no  ha  sido  afirmada  por  el  Jurado  por  no  haberse 
fornuilado  la  pregunta  correspondiente,  aun  cuando  el 
hecho  que  constituye  dicha  circunstancia  sea  exacto  y 
esté  probado.  (S.  13  Feb.  y 6 Oc.  1891). 
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en  el  juicio,  se  formularán  preguntas  separadas 
por  cada  uno;  y si  hubiesen  sido  objeto  del  jui- 
cio dos  ó más  delitos,  se  formularán  también 
respecto  á cada  uno  todas  las  preguntas  corres- 
pondientes. 

Alt.  75.  El  Presidente  formulará  además  las 
preguntas  que  resultaren  de  las  pruebas,  aunque 
no  hubieran  sido  comprendidas  en  las  conclusio- 
nes de  la  acusación  y de  la  defensa. 

El  Presidente  no  podrá  formular  preguntas  que 
tiendan  á declarar  la  culpabilidad  del  acusado  ó 
acusados  por  un  delito  más  grave  que  el  que  hu- 
biese sido  objeto  de  la  acusación. 

No  se  formularán  tampoco  preguntas  sobre  res- 
ponsabilidad civil  de  los  procesados,  ni  de  otras 
personas. 

Art.  76.  La  fórmula  de  las  preguntas  será  la 
siguiente:  <¿N.  N.  es  culpable > (Aquí  se  descri- 

birán con  precisión  y claridad,  en  las  preguntas 
que  se  juzguen  necesarias,  el  hecbo  ó hechos  que 
sirvan  de  fundamento  á las  conclusiones  definiti- 
vas de  la  acusación  y de  la  defensa,  y en  su  caso 
á las  formuladas  por  el  Tribunal  en  uso  de  las 
facultades  que  le  concede  el  art.  75,  respecto  al 
hecho  principal,  faltas  incidentales,  participación 
en  ellos  de  ios  acusados  y estado  á que  llegó  el 
delito). 

«¿En  la  ejecución  del  hecho  han  concurrido > 

(Aquí  se  describirán  con  precisión  y claridad,  en 
las  preguntas  que  se  juzguen  necesarias,  los  he- 
chos que  sirvan  de  fundamento  á las  conclusiones 
definitivas  de  la  acusación  y de  la  defensa,  y en 
su  caso  á las  formuladas  por  el  Tribunal  en  uso 
de  la  facultad  que  le  concede  el  art.  75,  por  lo  que 
hace  relación  á las  circunstancias  de  exención  de 
responsabilidad  criminal). 

Si  se  trata  de  un  menor  de  quince  años,  se  pre- 
guntará: 
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€¿N.  N.  obró  con  discernimiento  al  ejecutar  el 
hecho > 

Si  se  trata  de  imprudencia  punible,  se  pre- 
guntará: 

«¿N.  N.  obró  con  intención t>  (ó  con  descuido, 

ó con  descuido  ó negligencia  graves,  ó con  simplé 
negligencia  ó descuido,  según  los  casos). 

<¿E1  hecho  se  ha  ejecutado » (Aquí  se  descri- 

birán con  precisión  y claridad,  en  las  preguntas 
que  se  juzguen  necesarias,  los  hechos  que  sirvan 
de  fundamento  á las  conclusiones  definitivas  de  la 
acusación  y de  la  defensa,  y en  su  caso  á la  for-‘ 
mulada  por  el  Tribunal  en  uso  de  la  facultad  que 
le  concede  el  art.  76,  por  lo  que  hace  relación  á las 
circunstancias  atenuantes  y agravantes). 

Al  formular  estas  preguntas,  se  tendrá  presente 
lo  ordenado  en  el  art.  72  de  esta  ley,  y se  cuidará 
de  omitir  toda  denominación  jurídica. 

Art.  77.  El  Presidente  redactará  por  escrito 
las  preguntas,  leyéndolas  después  en  alta  voz. 

Si  alguna  de  las  partes  reclamase  contra  cual- 
quiera de  las  preguntas  formuladas,  por  deficien- 
te, por  defectuosa,  por  no  haberse  formulado  al- 
guna que  procediese  ó haberse  hecho  alguna  inde- 
bida, la  sección  resolverá  en  el  acto  la  reclama- 
ción, oyendo  antes  al  Fiscal  y á los  defensores  de 
las  partes. 

Contra  esta  reclamación  no  procederá  otro  re- 
curso que  el  de  casación,  si  se  preparase  en  el  acto 
por  medio  de  la  correspondiente  protesta  (1). 


(1)  Procede  el  recurso  de  casación  cuándo  se  formula 
alguna  pregunta  que  oportunamente  reclamada  y pro- 
testada corno  deficiente,  defectuosa,  indebida  ó impro- 
cedente no  se  atienda  la  reclamación.  (S.  Ab.  1891). 
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CAPITULO  XI 

De  la  deliberación  de  los  jurados  y del  veredicto. 

Art.  78.  Acto  continuo,  el  Presidente  entrega- 
rá las  preguntas  á los  jurados,  quedándose  con 
copia  de  las  mismas,  sacadas  por  el  Secretario, 
los  que  se  retirarán  á la  sala  destinada  para  sus 
deliberaciones. 

También  se  les  entregarán,  si  lo  solicitan,  las  pie- 
zas de  convicción  que  hubiere,  y la  causa,  sin  los 
escritos  de  calificación. 

Art.  79.  El  primero  de  los  jurados,  por  el 
orden  con  que  sus  nombres  hubiesen  salido  en 
el  sorteo,  desempeñará  las  funciones  de  Presiden- 
te, á no  ser  que  la  mayoría  acordase  otro  nombra- 
miento 

Art.  80.  La  deliberación  tendrá  lugar  á puerta 
cerrada,  no  permitiendo  el  Presidente  del  Tribu- 
nal la  comunicación  de  los  jurados  con  ninguna 
persona  extraña,  á cuyo  efecto  adoptará  las  dispo- 
siciones que  considere  convenientes,  y no  se  inte- 
rrumpirá hasta  que  hayan  sido  contestadas  todas 
las  preguntas. 

Art.  81.  En  el  caso  en  que  la  deliberación  se 
prolongue  por  tanto  tiempo  que  no  sea  posible  á 
los  jurados  continuarla,  el  Presidente  del  Tribunal 
permitirá  que  la  suspendan,  pero  nada  más  que 
por  el  tiempo  que  considere  indispensable  para  el 
descanso,  sin  que  durante  él  pueda  faltarse  á la 
incomunicación  prevenida  en  el  artículo  anterior. 

Art.  82.  Si  cualquiera  de  los  jurados  tuviere 
duda  sobre  la  inteligencia  de  alguna  de  las  pregun- 
tas, podrá  pedir  que  el  Tribunal  aclare,  también 
por' escrito,  la  palabra  ó concepto  dudoso. 

Si  antes  de  dar  su  veredicto  creen  necesarias 


398 


APÉNDICE  PRIMERO 


nuevas  explicaciones,  les  serán  dadas  por  el  Presi- 
dente, después  de  volver  para  este  efecto  á la  Sala 
de  audiencia. 

Cuando  hubiere  lugar  á modificar  ó completar 
las  preguntas,  no  se  procederá  á hacerlo  sino  en 
presencia  de  las  partes. 

Art.  83.  Terminada  la  deliberación,  se  proce- 
derá á la  votación  de  cada  una  de  las  preguntas, 
por  el  orden  con  que  se  hubiesen  formulado  por  el 
Presidente  del  Tribunal. 

Art.  84.  La  votación  será  nominal  y en  alta 
voz,  contestando  cada  uno  de  los  jurados,  según  su 
conciencia,  y bajo  el  juramento  prestado,  á cada 
una  de  las  preguntas.  Sí  ó No. 

Art.  85.  La  mayoría  absoluta  de  votos  formará 
veredicto. 

En  caso  de  empate,  se  entenderá  votada  la  in- 
culpabilidad. Si  se  tratase  de  hechos  relativos  á 
circunstancias  agravantes,  se  entenderá  votada  la 
exclusión  de  éstas.  Si  de  hechos  relativos  á cir- 
cunstancias atenuantes  ó eximentes,  se  entenderá 
votada  la  existencia  de  ellas. 

Art.  86.  Ninguno  de  los  jurados  podrá  abste- 
nerse de  votar. 

p]l  que  insistiere  en  abstenerse  después  de  re- 
querido tres  veces  por  el  Presidente,  incurrirá  en 
la  pena  señalada  en  el  segundo  párrafo  del  art.  383 
del  Código  penal. 

La  abstención,  sin  embargo,  se  reputará  voto  á 
favor  de  la  inculpabilidad. 

Art.  87.  Concluida  la  votación,  se  extenderá 
un  a(;ta  en  la  forma  siguiente:  €[..08  jurados  han 
deliberado  sobre  las  preguntas  que  se  han  soine- 
lido  á su  resolución,  y bajo  el  juramento  que  pres- 
taron, declaran  solemnemente  lo  siguiente: 

A la  pregunta (\quí  las  preguntas  copiadas). 

Si  6 No. 
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Y así  todas  las  preguntas,  por  el  orden  con  que 
hubieran  sido  resueltas. 

Art.  88.  En  el  acta  no  podrá  hacerse  constar 
si  el  acuerdo  se  tomó  por  mayoría  ó por  unanimi- 
dad, y será  firmada  por  todos  los  jurados. 

El  que  no  lo  hiciere  después  de  requerido  tres 
veces,  incurrirá  en  la  pena  á que  se  refiere  el  ar- 
tículo 86  de  esta  ley. 

Art.  89.  El  jurado  que  revelase  el  voto  que 
hubiere  emitido  ó el  que  hubiere  dado  cualquiera 
de  sus  colegas,  salvo  lo  que  se  dispone  en  el  ar- 
tículo lio,  será  considerado  como  funcionario  pú- 
blico para  los  efectos  de  lo  dispuesto  en  el  art.  378 
del  Código  penal. 

• Art.  90.  Escrita  y firmada  el  acta,  volverán  los 
jurados  á la  Sala  del  Tribunal;  y ocupando  sus 
respectivos  asientos,  el  que  hubiere  desempeñado 
laí  funciones  de  Presidente  leerá  el  acta  en  alta 
voz,  entregándola  después  al  Presidente  del  Tri- 
bunal. 

En  este  estado  del  juicio,  los  suplentes  cesarán 
de  funcionar,  podiendo  retirarse;  y mientras  que 
los  jurados  propietarios  deliberen,  permanecerán 
con  los  Magistrados  de  la  Sección  de  derecho  por 
si  acaso  ocurriera  cualquier  accidente  que  exigiere 
la  sustitución  de  alguno  de  aquéllos. 

CAPITULO  XII 
Del  juicio  de  derecho, 

Art.  91.  Cuando  el  veredicto  fuese  de  culpabi- 
lidad para  alguno  de  los  acusados,  el  Presidente 
del  Tribunal  concederá  la  palabra  al  Fiscal  y á la 
representación  de  los  actores  particulares,  para  que 
informen  lo  que  tengan  por  conveniente,  así  sobre 
la  pena  que  debe  imponerse  á cada  uno  de  los  de- 
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clarados  culpables,  como  sobre  la  responsabilidad 
civil  y su  cuantía  (1). 

Después  del  Fiscal  y de  la  representación  de  los 
actores  particulares,  informarán  las  de  los  proce- 
sados y las  de  las  demás  personas  civilmente  res- 
ponsables. 

En  los  informes  se  limitarán  á tratar  las  cues- 
tiones legales,  ajustándose  necesariamente  á los 
hechos  establecidos  por  el  Jurado,  sin  que  se  per- 
mita censura  ni  crítica  alguna  acerca  de  ellos. 

Art.  92.  Así  el  Fiscal  como  las  demás  partes, 
podrán  variar  en  el  acto  sus  calificaciones  respec- 
to al  delito,  participación  en  él  de  los  declarados 
culpables  y circunstancias  modificativas  de  la  pe- 
nalidad, partiendo  de  las  declaraciones  contenidas 
en  el  veredicto. 

Es  aplicable  lo  dispuesto  en  el  art.  733  de  la  Ley 
de  Enjuiciamiento  criminal,  pero  tan  sólo  en  cuan- 
to se  refiere  á la  calificación  del  delito,  sin  que  en 
ningún  caso  pueda  suspenderse  el  juicio  porque  el 
Tribunal  haga  uso  de  la  facultad  á que  se  refiere 
dicho  artículo. 

Art.  93.  Terminados  estos  informes,  ó inme- 
diatamente después  de  pronunciado  el  veredicto, 
si  éste  hubiese  sido  de  inculpabilidad,  los  Jueces 
de  derecho  se  retirarán  á deliberar  y á dictar  la 
sentencia  que  proceda  en  cada  caso. 

Art.  94.  El  Secretario  del  Tribunal  extenderá 
iin  acta  por  cada  sesión  diaria  que  se  hubiese  ce- 
lebrado, haciendo  constar  sucintamente  todo  lo 
importante  que  hubiera  ocurrido. 

En  las  actas  se  insertarán  á la  letra  las  preten- 


dí) La  declaración  de  indemnización  de  perjuicios  y 
determinación  de  su  cuantía  como  parte  de  la  responsa- 
bilidad civil,  son  de  la  exclusiva  competencia  del  Tribu- 
nal de  derecho.  (S.  13  Dic.  1890). 
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siones  incidentales  y las  resoluciones  del  Presiden- 
te ó de  la  Sección  que  hubieren  de  ser  objeto  del 
recurso  de  casación. 

En  el  acta  de  la  última  sesión  se  insertarán  asi- 
mismo á la  letra  las  conclusiones  de  la  acusación 
y de  la  defensa. 

Art*  95*  Las  actas  se  leerán  al  terminar  cada 
sesión,  haciéndose  en  ella  las  rectificaciones  que 
las  partes  reclamaren,  y la  Sección  acordará  en  el 
acto. 

El  Presidente,  los  demás  Magistrados,  los  jura- 
dos, el  Fiscal,  las  partes  y sus  representantes  y de- 
fensores firmarán  las  actas. 

CAPÍTULO  XIII 

De  las  sentencias  del  Tribunal  de  derecho. 

Art.  96.  La  Sección  de  derecho  pronunciará  la 
sentencia  que  corresponda  en  vista  de  las  declara- 
, clones  del  veredicto,  y si  fuese  absolutoria,  se 
'mandará  poner  inmediatamente  en  libertad  á los 
presos  que  hubieren  sido  declarados  inculpables,  á 
no  ser  que  estuvieran  también  presos  por  otro  pro- 
ceso (1). 

Art.  97.  I. as  sentencias  se  acordarán  por  ma- 
yoría absoluta  de  votos,  transcribiéndose  en  ellas 
las  preguntas  y respuestas  contenidas  en  el  vere- 
dicto en  vez  de  la  narración  calificación  de  he- 
chos probados,  siendo  aplicable  todo  lo  demás  que 


(1)  Infringe  la  ley  la  sentencia  que  condena  como 
hurto  consumado  un  hecho  cuando  el  veredicto  del  Jura- 
do consigna  que  la  recurrente  fué  sorprendida  con  los  ob- 
jetos robados  al  salir  de  la  habitación  donde  se  hallaban 
y dentro  aún  de  la  casa  donde  había  penetrado  para  co- 
meter el  delito.  (S.  21  Ab.  1891). 
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respecto  de  las  mismas  se  dispone  en  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  criminal. 

Los  Magistrados  no  podrán  suspender  la  delibe- 
ración hasta  que  hayan  dictado  la  sentencia  (1). 

Art.  98.  Las  sentencias,  así  como  los  veredic- 
tos, se  unirán  originales  á la  causa. 

Art.  99.  Ni  los  jurados  ni  el  Tribunal  podrán 
abstenerse  de  pronunciar  respectivamente  veredic- 
to y sentencia,  aun  cuando  las  declaraciones  del 
veredicto  se  refieran  á delitos  que  no  fueran  de  la 
competencia  del  Tribunal  del  Jurado. 

CAPITULO  XIV 
De  la  suspensión  del  juicio. 

Art.  100.  Abierto  el  juicio,  continuará  durante 
todas  las  sesiones  consecutivas  hasta  su  termina- 
ción. 

Art.  101.  Son  aplicables  al  juicio  ante  el  Tribu- 
na! del  Jurado  las  disposiciones  contenidas  en  los 
arts.  745,  746,  747,  748  y 749  de  la  Ley  de  Enjuicié 
miento  criminal.  Todas  las  providencias  á que  se 
refieren  los  artículos  citados,  competerán  á los  Jue 
ces  de  derecho. 

Art.  102.  Lo  dispuesto  en  el  núm.  4. o del  ar- 
tículo 746,  se  entiende  en  cuanto  á los  jurados,  pa- 
ra el  caso  en  que  no  basten  los  dos  suplentes  para 

(1)  La  transcripción  del  veredicto  en  la  sentencia  íTd 
exige  el  requisito  de  que  se  compruebe  previamente  que 
las  pregüiitas  contestadas  por  los  jurados  fueron  las  mis- 
mas que  se  sometieron  á su  deliberación.  íS.  11  Mar.  93). 
— El  hecho  de  si  se  halla  ó no  un  procesado  cumpliendo 
condena,  cuando  cometió  el  delito  que  motiva  la  causa,  y 
que  ha  sido  objeto  de  la  acusación,  entraña  la  existencia 
real  y positiva  de  un  hecho  que  debe  ser  objeto  de  una 
pregunta  y no  un  mero  concepto  jurídico.  (S.  10  Jul.  91). 
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sustituir  á los  enfermos  ó imposibilitados  por  cual- 
quier otra  causa. 

Los  suplentes  que  asistan  á los  debates  sustitui- 
rán por  su  orden  al  jurado  que  enferme  ó se  impo- 
sibilite por  cualquiera  otra  causa. 

DISPOSICIONES  COMUNES 

Art.  103.  Todas  las  sesiones  que  se  celebren 
ante  la  Sección  de  Magistrados  ó ante  el  Tribunal 
del  Jurado  serán  públicas. 

Exceptúanse  lasque,  á juicio  de  los  Jueces  de 
derecho,  deban  ser  secretas  por  razones  de  públi- 
ca moralidad,  ó por  respeto  á la  persona  ofendida 
ó á su  familia. 

Las  partes  podrán  hacer  concurrir  á las  sesiones, 
á su  costa,  taquígrafos  que  tengan  el  correspon- 
diente título,  para  que  anoten  las  declaraciones,  los 
discursos  y las  incidencias,  sin  que  en  ningún  ca- 
so adquiera  autenticidad  oficial  la  versión  de  las  no- 
tas taquigráficas. 

El  Ministro  de  Gracia  y Justicia  dictará  las  dis- 
posiciones oportunas  para  regular,  así  el  nombra- 
miento de  taquígrafos  titulares  adscritos  al  Tribu 
nal,  como  la  tasación  desús  honorarios  ó dietas. 

Art.  lOá.  Las  sesiones  durarán  en  cada  día  el 
tiempo  que  al  constituirse  el  Tribunal  hubiere  de- 
terminado el  Presidente,  pudiendo  prorrogarse  pa- 
ra la  terminación  del  juicio  si  fuere  conveniente. 

Art.  105.  El  Presidente  del  Tribunal  tendrá  to- 
das las  facultades  necesarias  para  conservar  ó res- 
tablecer el  orden  en  las  sesiones,  pudiendo  corre- 
gir en  el  acto,  con  multa  de  25  á 250  pesetas,  las 
faltas  que  no  constituyan  delito  ó que  no  tengan 
señalada  en  la  ley  una  corrección  especial,  y son 
aplicables  además  todas  las  disposiciones  consig- 
nadas en  la  Ley  de  Enjuiciamiento  criminal,  en  el 
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capítulo  referente  á las  facultades  de  los  Presiden- 
tes del  Tribunal. 

Art.  106.  El  Presidente  cuidará  asimismo  de 
dirigir  con  acierto  á los  jurados  en  el  desempeño 
de  sus  funciones,  sin  invadir  las  atribuciones  que 
les  correspondan. 

TITULO  III 

CAPITULO  XV 

De  los  recursos  de  reforma  del  veredicto  y de  revista 
de  la  causa  por  nuevo  Jurado, 

Art.  107.  El  veredicto  podrá  ser  devuelto  al 
Jurado  para  que  lo  reforme  ó lo  confirme  en  los  ca- 
sos siguientes: 

1.0  Cuando  deje  de  contestar  categóricamente 
alguna  de  las  preguntas. 

2.0  Cuando  haya  contradicción  en  las  contesta- 
ciones ó no  exista  entre  ellas  la  necesaria  con- 
gruencia (1). 


(1)  Cuando  en  el  veredicto  concurre  alguna  de  las  cau- 
sas enumeradas  en  el  art.  lOT  de  la  Ley  del  Jurado,  pue- 
den los  Jueces  de  derecho  acordar  de  oficio  y el  Fiscal  ó 
los  defensores  de  las  partes  pedir  que  se  devuelva  el  ve- 
redicto para  su  reforma  ó confirmación;  y si  el  Tribunal 
no  estima  dicha  petición  y se  hfipe  en  el  acto  la  corres- 
})ondiente  protesta  á que  se  refiere  el  art.  111  de  dicha 
ley,  habrá  lugar  al  recurso  de  casación  por  quebranta- 
miento de  forma.  (S.  8,  13  y 1*7  Nov.  1891,  y 8 Noviem- 
bre 1892). — No  protestadas  en  tiempo  y forma  las  pre- 
guntas sobre  que  recayó  el  veredicto  para  que  éste  se  de- 
volviese al  Jurado  para  su  reforma  ó confirmación  según 
lo  establecido  en  el  art.  107  de  la  ley,  no  cabe  fundar  en 
este  caso  y por  tal  motivo  un  recurso  de  casación  por 
quebrantamiento  de  forma  que  debía  prepararse  con 
arreglo  á lo  dispuesto  en  los  arts  108,  111  y 119  de  la  ci- 
tada ley.  (S.  7 Jul.  1892). 
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3.0  Cuando  e!  veredicto  contenga  alguna  decla- 
ración ó resolución  que  exceda  los  límites  de  la 
contestación  categórica  á las  preguntas  formuladas 
y sometidas  al  Jurado. 

4.0  Cuando  en  la.  deliberación  y votación  se  hu- 
biere infringido  lo  dispuesto  en  los  artículos  desde 
el  80  hasta  el  87  inclusive. 

Art.  108.  Publicado  el  veredicto  en  la  forma 
que  establece  el  art.  90,  los  Jueces  de  derecho  po- 
drán acordar  de  oficio,  y el  Fiscal,  el  acusador  pri- 
vado ó los  defensores  de  las  partes,  pedir  que  sea 
devuelto  al  Jurado  para  que  lo  reforme  ó lo  confir- 
me, siempre  que  concurra  alguna  de  las  circuns- 
tancias enumeradas  en  el  artículo  anterior. 

Pa  parte  que  solicite  la  devolución  del  veredicto, 
expondrá  y razonará  brevemente  su  pretensión,  y 
sin  permitir  que  acerca  de  ella  se  suscite  debate,  los 
Jueces  de  derecdio  acordarán  lo  que  proceda. 

Art.  109.  Cuando  el  veredicto  fuere  devuelto  al 
Jurado  por  no  haber  sido  categóricamente  contes- 
tada alguna  de  las  preguntas,  los  Jueces  de  dere- 
cho le  ordenarán  que,  retirándose  á la  sala  de  deli- 
beraciones, vuelva  á resolver  sobre  la  pregunta. 

Si  el  veredicto  se  hubiere  devuelto  por  haber 
contradicción  ó por  no  existir  congruencia  entie 
las  contestac.iones,  los  Jueces  de  derecho  ordena- 
rán al  Jurado  que  conteste  nuevamente  á las  pie- 
guntas,  haciéndole  notar  los  defectos  de  que  ado- 
lezcan las  primeras  contestaciones. 

Asimismo  señalarán  los  Jueces  de  derecho  al  Ju- 
rado las  declaraciones  ó resoluciones  que  excedan 
los  límites  de  la  contestación  categórica  á las  pre- 
guntas formuladas,  ó las  infracciones  é irregulaii- 
dades  cometidas  en  la  deliberación  y votación  del 
veredicto,  para  que  supriman  aquéllas  y subsanen 
éstas,  procediendo  á dictarlo  de  nuevo  cuando  sea 
devuelto  por  virtud  de  lo  que  disponen  los  núme- 
ros 3.<>  y 4.0  del  art.  107. 


406 


APÉNDICE  PRIMERO 


Art.  lio.  Si  después  de  la  segunda  delibera- 
ción, el  veredicto  adoleciera  todavía  de  alguno  de 
los  defectos  mencionados  en  los  dos  artículos  ante- 
riores, la  Sección  acordará  también,  de  oficio  ó á 
instancia  de  parte,  que  vuelva  el  Jurado  á delibe- 
rar y contestar  á las  preguntas. 

Si  en  esta  tercera  deliberación  tampoco  resulta- 
re veredicto  por  la  misma  causa,  el  Presidente  del 
Jurado,  antes  de  volver  á la  sala  del  Tribunal,  hará 
constar  el  voto  emitido  por  cada  uno  de  los  jura- 
dos en  esta  tercera  deliberación,  en  un  acta  espe- 
cial que  habrán  de  firmar  todos  los  presentes. 

Vueltos  los  jurados  á la  sala  de  audiencia,  el 
Presidente  de  aquéllos  entregará  el  acta  al  del  Tri- 
bunal de  derecho.  Si  este  Tribunal,  después  de 
examinar  el  acta,  creyera  que  no  hay  veredicto,  lo 
declarará  así  en  alta  voz  su  Presidente,  y remitirá 
la  causa  á nuevo  Jurado. 

El  acta  especial  se  remitirá  al  Juez  del  partido 
competente  para  que  proceda  contra  los  jurados 
responsables,  con  arreglo  al  párrafo  segundo  del 
artículo  383  del  Código  penal. 

Art.  111.  Si  el  Tribunal  de  derecho  desestima- 
ra la  petición  de  cualquiera  de  las  partes  para  que 
vuelva  el  veredicto  al  Jurado,  podrá  prepararse  el 
recurso  de  casación,  haciendo  en  el  acto  la  corres- 
pondiente protesta. 

Art.  112.  Acordará  también  el  Tribunal  de  de- 
recho someter  la  causa  al  conocimiento  de  un 
nuevo  Jurado  cuando  por  unanimidad  declaren  los 
Jueces  que  lo  constituyen  que  el  Jurado  ha  incu- 
rrido en  error  grave  y manifiesto  al  pronunciar  el 
veredicto. 

Sólo  podrá  hacerse  esta  declaración  en  los  casos 
siguientes; 

1.®  Cuando  siendo  manifiesta,  por  el  resultado 
del  juicio,  sin  que  pueda  ofrecerse  duda  racional 
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en  contrario,  la  inculpabilidad  del  procesado,  el 
Jurado  le  hubiere  declarado  culpable. 

2.0  Cuando  siendo  manifiesta,  por  el  resultado 
del  juicio,  sin  que  pueda  ofrecer  duda  racional  en 
contrario,  la  culpabilidad  del  procesado,  el  Jurado 
le  hubiere  declarado  inculpable. 

Art.  113.  La  declaración  á que  se  refiere  el  ar- 
tículo anterior  podrá  hacerse  de  oficio  ó á instan- 
cia de  parte.  Publicado  definitivamente  el  veredic- 
to, los  Jueces  de  derecho  podrán  acordar,  y el  Fis- 
cal, el  acusador  privado  ó los  representantes  de  las 
partes  pedir,  que  se  someta  la  causa  á conocimien- 
to de  un  nuevo  Jurado.  No  se  permitirá  al  recia- 
mante  razonar  ni  fundar  en  modo  alguno  esta  pre- 
tensión, ni  sobre  ella  se  tolerará  debate.  Una  vez 
formulada,  el  Tribunal  de  derecho  acordará  en  el 
acto  lo  que  estime  procedente. 

Art.  114.  Cuando  haya  de  remitirse  una  causa 
á nuevo  Jurado  por  ocurrir  cualquiera  de  los  casos 
determinados  en  el  art.  110  ó en  el  112,  no  se  pro- 
cederá al  juicio  de  derecho. 

Una  vez  abierto  éste,  no  podrán  utilizarse  contra 
el  veredicto,  ni  de  oficio,  ni  á instancia  de  parte, 
los  recursos  de  reforma  ni  de  revista. 

Art.  115.  En  los  casos  de  los  artículos  anterio- 
res, cuando  la  causa  haya  de  enviarse  á nuevo  Ju- 
rado, se  reproducirá  el  juicio  ante  éste  con  los  mis- 
mos trámites  y solemnidades  que  la  presente  ley 
establece. 

Contra  el  veredicto  del  segundo  Jurado  no  pro- 
cederá el  recurso  de  revista. 

CAPITULO  XVI 

De  los  recursos  de  casación  contra  las  sentencias 
del  Tribunal  del  Jurado, 

Art.  116.  El  recurso  de  casación  podrá  Ínter- 
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ponerse  por  quebrantamiento  de  forma  ó por  in- 
fracción de  ley. 

Art.  117.  No  será  admisible  el  recurso  de  casa- 
(dón  por  que’orantamiento  de  forma,  si  la  parte  que 
intente  interponerlo  no  hubiere  reclamado  la  sub- 
sanac.ión  de  la  falta,  cuando  fuere  posible,  y hecho 
la  o[)ortuna  protesta  con  sujeción  á lo  dispuesto 
en  el  arliíuilo  014  de  la  l.ey  de  Enjuiciamiento  cri- 
minal. 

Art.  118.  Podrán  interponer  el  recurso  de  ca- 
sación las  personas  mencionadas  en  el  art.  864  de 
la  Ley  de  Enjuiciamiento  criminal;  y para  su  in- 
terposición, sustanciación  y decisión  se  estará  á lo 
que  dicha  ley  dispone  en  cuanto  no  resulte  modifi- 
cada por  la  presente  (1). 

CAPITULO  XVII 

Del  recurso  de  casación  por  quebrantamiento 
de  forma  é mfracción  de  ley. 

Art.  119.  Procede  el  recurso  de  casación  por 
íjue})rantamiento  de  forma  contra  las  sentencias' 
¡>ronunciadas  por  el  Tribunal  del  Jurado,  en  los 
casos  previstos  por  los  arts.  911  y núms.  2.®  y 3.o 
del  912  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  criminal,  y 
además  en  los  siguientes: 

Cuando  en  la  sentencia  no  se  haya  trans- 
fritf»  literalmente  el  veredicto  en  la  forma  que  de- 
i(‘rmina  el  art.  97. 

2.^  Cuando  el  recurrente  haya  protestado  por 
los  motivos  expuestos  en  los  arts.  77  y 111  de 
esta  ley. 


(1)  Marcan  el  procedimiento  que  se  ha  de  seguir 
los  ¡ii'tículos  873  á 909  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  cri- 
minal. 
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Cuando  la  sentencia  ó veredicto  hayan  sido 
dictados  por  menor  número  de  Magistrados  ó jura- 
dos que  el  exigido  por  esta  ley. 

4.®  Cuando  hayan  concurrido  á dictar  la  sen- 
tencia ó veredicto  algún  Magistrado  ó jurado  cuya 
recusación  motivada  é intentada  en  tiempo  y for- 
ma se  hubiere  desestimado  sin  sustanciarla  con 
arreglo  á derecho,  ó cuando  hubiere  sido  desesti- 
mada indebidamente  alguna  de  las  que  perentoria- 
mente pueden  proponer  contra  los  jurados  sin  ale- 
gar causa  (1 ). 

Art,  120.  En  los  casos  en  que  fuere  casada  la 
sentencia,  se  procederá  con  arreglo  al  art.  930  de 
^la  Ley  de  Enjuiciamiento  criminal,  y si  por  razón 
de  la  falta  cometida  tuviese  que  reunirse  de  nuevo 
el  Jurado,  se  convocará  á los  mismos  jurados  que 
intervinieron  en  el  juicio,  sin  necesidad  de  nuevo 
sorteo. 

Cuando  esto  fuere  absolutamente  imposible,  por 
cualquier  motivo,  se  celebrará  nuevo  juicio  con 
arreglo  á las  prescripciones  de  la  presente  ley. 

Art.  121.  El  recurso  de  casación  por  infrac- 


(1)  Debe  prosperar  el  recurso  de  casación  por  que- 
brantamiento de  forma,  cuando  en  el  escrito  de  conclu- 
siones provisionales  de  la  defensa  se  consigna  expresa  y 
terminantemente,  que  el  hecho  perseguido  se  realizó 
por  imprudencia  temeraria  y procedía,  por  tanto,  que  se 
formulase  una  pregunta  sobre  dicho  extremo,  y así  lo 
solicitó  la  defensa,  no  accediendo  á ello  la  sección  de 
derecho.  (S.  1.”  Jul.  1891).— Procede  el  recurso  de  casa- 
ción cuando  la  Sala  se  niega  á lo  solicitado  por  la  defen- 
sa sobre  que  se  formule  una  pregunta  relativa  á si  los 
hechos  que  produjeron  el  homicidio  se  realizaron  por 
simple  negligencia  ó descuido.  (S.  23  Oc.  1890).  — Aná- 
loga doctrina  establecen  las  sentencias  de  3 de  Noviem- 
bre y 9 de  Febrero  de  1891. 
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ción  de  ley  procede  en  los  mismos  casos  que  en  la 
de  Enjuiciamiento  criminal  se  expresan. 

CAPITULO  XVIII 

Del  recurso  de  revisión  contra  las  sentencias 
del  Tribunal  del  Jurado, 

Art.  122.  Contra  las  sentencias  firmes  dicta- 
das en  ios  juicios  en  que  hubiere  intervenido  el  . 
Jurado,  procederá  el  recurso  de  revisión  en  los 
tres  casos  del  art.  964  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento criminal,  y en  la  forma  que  determina  la 
misma. 

'? 

DISPOSICIONES  ESPEOIAIES 

1.^  Cuando  se  produzcan  hechos  que  hagan 
necesaria  la  suspensión  del  juicio  por  jurados 
para  asegurar  la  administración  recta  y desem- 
barazada de  la  justicia,  podrá  quedar  en  suspenso 
respecto  de  todos  los  delitos  enumerados  en  el  ar- 
tículo 4.®,  ó solamente  respecto  de  alguno  ó algu- 
nos de  ellos. 

En  el  caso  de  que  la  suspensión  se  circunscriba 
al  territorio  de  una  ó dos  provincias,  ó solamente 
se  refiera  á parte  de  los  delitos  sometidos  á la 
(‘om potencia  del  Jurado,  se  resolverá  por  Real 
decreto  acordado  en  Consejo  de  Ministros,  previa 
consulta  del  Tribunal  ó Tribunales  del  territo- 
rio en  que  se  haya  de  aplicar  la  suspensión,  del 
Tribunal  Supremo  y del  Consejo  de  Estado  en 
pleno. 

El  Gobierno  someterá  inmediatamente  su  deci- 
sión á las  Cortes  si  estuviesen  reunidas,  ó en 
c-uanto  se  reúnan.  Para  que  la  suspensión  se  pro- 
longue por  más  de  un  afío,  se  requiere  autoriza- 
(!ión  expresa  en  una  ley. 
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En  el  caso  de  que  la  suspensión  haya  de  exten- 
derse á todos  los  delitos  ó á más  de  dos  provin- 
cias, no  podrá  acordarse  si  no  se  suspenden  á la 
vez  ó están  suspensas  en  el  mismo  territorio  las 
garantías  á que  se  refiere  el  art.  17  de  la  Consti- 
tución, entendiéndose  que  la  suspensión  del  juicio 
por  jurados  en  este  caso  habrá  de  sujetarse  á las 
circunstancias,  formalidades  y limitaciones  que 
dicho  artículo  establece. 

Restablecidas  en  el  territorio  donde  hubieren 
quedado  en  suspenso  las  mencionadas  garantías 
constitucionales,  volverá  á funcionar  en  el  mismo 
el  Tribunal  del  Jurado  según  las  prescripciones  de 
esta  ley. 

En  todo  caso,  durante  la  suspensión,  la  Audien- 
cia de  lo  criminal  del  territorio  respectivo  conoce 
rá,  con  arreglo  á la  Ley  de  Enjuiciamiento  criminal, 
de  las  causas  á que  aquélla  se  refiera. 

2. a  Se  autoriza  al  Gobierno  de  S.  M.  para  adop- 
tar las  disposiciones  necesarias  al  planteamiento 
del  Tribunal  del  Jurado  y ejecución  de  la  presen- 
te ley. 

3. a  xA  los  jurados  que  antes  de  terminar  las  se- 
siones de  cada  período  lo  soliciten,  se  les  abonarán 
dietas  por  el  tiempo  que  hubieran  permanecido  ne- 
cesariamente fuera  de  su  habitual  residencia  para 
asistir  á las  reuniones  del  Tribunal.  Los  jurados 
que  tengan  su  residencia  en  el  lugar  donde  se  cele- 
bren las  sesiones,  podrán  reclamar  dietas  sólo  por 
el  tiempo  que  hubiesen  durado  sus  funciones  efec- 
tivas. 

Las  dietas  para  unos  y otros  jurados  serán  fija- 
>^das,  así  como  la  manera  de  abonarlas,  por  Real  de- 
creto, en  términos  que,  según  las  circunstancias  lo- 
cales, no  excedan  de  la  estricta  indemnización  de 
los  gastos  indispensables  para  cumplir  los  deberes 
del  cargo  de  jurados. 
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También  se  regularán  por  el  Gobierno  las  dietas 
que  hayan  de  percil)ir  los  Jueces  de  derecho  cuan- 
do las  sesiones  se  celebren  fuera  de  la  residencia 
ordinaria  del  Tribunal. 

AKTÍCÜLO  ADICIONAL 

Los  arts.  145  y 153  de  la  Ley  de  14  de  Septiem- 
bre de  1882  sobre  Enjuiciamiento  criminal,  se  re- 
dactarán de  la  manera  siguiente: 

(Véanse  éstos,  ya  redactados  en  la  forma  que 
prescribe  este  artículo,  en  el  lugar  correspondiente 
de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  criminal)  (1). 

Por  tanto: 

Mandamos  á todos  los  Tribunales,  Justicias,  Je- 
fes, Gobernadores  y demás  Autoridades,  así  civi- 
les como  militares  y eclesiásticas,  de  cualquier  cla- 
se y dignidad,  que  guarden  y hagan  guardar,  cum- 
plir’y  ejecutar  la  presente  ley  en  todas  sus  partes. 

Dado  en  Palacio  á 20  de  Abril  de  1888. — Yo  la 
Reina  Recente. — El  Ministro  de  Gracia  y Justicia, 
Manuel  Alonso  Martínez, 


(1)  Lo  dispuesto  en  estos  artículos  no  tiene  relación 
alguna  con  la  Ley  del  Jurado  y se  refiere  sólo  á los  casos 
en  que  sólo  actúen  los  Jueces  de  derecho.  Así  lo  ha  re- 
suelto el  Tribunal  Supremo  en  sentencias  de  13  Febrero, 
de  Marzo,  20  y 30  de  Junio  de  1892,  y en  otras  mu- 
chas. La  composición  del  Tribunal  del  Jurado  se  rige  por 
ei  art  1.“  de  su  ley  correspondiente,  cualquiera  que  sea 
la  pena  que  se  pida  para  el  delito.  (Sentencias  citadas). 
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LEY  DE  10  DE  JULIO  DE  1894 

(EXPLOSIVOS) 


(1) 

<Art.  9.0  Corresponde  al  Tribunal  del  Jurado 
el  conocimiento  de  las  causas  que  se  instruyan  por 
cualquiera  de  los  delitos  á que  se  refiere  esta  ley. 

>Art.  10.  En  la  instrucción  de  dichas  causas  los 
Jueces  respectivos  practicarán  con  urgencia  todas 
las  actuaciones,  omitiendo  las  que  no  fueren  pre- 
cisas para  determinar  las  circunstancias  del  delito 
y la  responsabilidad  de  los  culpables,  y emplearán 
los  procedimientos  más  rápidos  para  hacer  constar 
cuando  fuere  necesario  á dicho  objeto  la  edad  ó 
identidad  de  los  presuntos  culpables. 

Cuando  sean  varios  los  procesados,  el  Juez  ins- 
tructor podrá  acordar  la  formación  de  las  piezas  se- 
paradas que  estime  conveniente  y activar  los  pro- 
cedimientos, á fin  de  que  no  se  dilate  el  castigo  de 
los  que  resulten  confesos  y convictos. 

Los  Tribunales  superiores  corregirán  severamen- 
te á los  responsables  de  las  dilaciones  injustifica- 
das que  observen  en  la  instrucción  de  los  sumarios. 


(1)  Los  artículos  1.**  al  8.®  contienen  preceptos  de  ca- 
rácter sustantivo  y por  eso  no  los  incluimos  aquí.  Pue- 
den verse  en  el  Código  penal  publicado  per  esta  casa. 
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» Art.  11.  Terminado  el  sumario  por  el  Juez  ins- 
tructor, lo  remitirá  á la  Audiencia,  con  un  empla- 
zamiento de  las  partes  por  término  de  cinco  días. 

Llegados  los  autos  á la  Audiencia,  ésta,  en  el 
término  de  tercero  día,  confirmará  el  auto  de  ter- 
minación del  sumario,  ó mandará,  si  lo  estima  in- 
dispensable, practicar  las  diligencias  que,  solicita- 
das por  las  partes  acusadoras,  hubieren  sido  dene- 
gadas por  el  Juez. 

Confirmado  el  auto  de  terminación  del  sumario, 
se  comunicará  inmediatamente  por  tres  días  al  Fis- 
cal, y después  por  igual  plazo  al  acusador  privado 
si  en  caso  de  haberlo  hubiere  comparecido.  Uno  y 
otro  solicitarán  por  escrito  el  sobreseimiento,  la 
inhibición  ó la  apertura  del  juicio.  En  este  último 
caso,  formularán  las  conclusiones  provisionales  y 
articularán  las  pruebas  de  que  intenten  valerse. 

La  Audiencia  acordará  el  sobreseimiento  6 la  in- 
hibición en  los  casos  en  que  la  ley  impone  estas  re- 
soluciones, ó decretará  la  apertura  del  juicio  en  los 
demás. 

Si  el  acusado  ó los  acusados  no  nombrasen  de- 
fensor, se  hará  la  designación  de  oficio,  en  cuyo 
(jaso  las  defensas  tendrán  lugar  bajo  una  sola  di- 
rección si  no  fuesen  incompatibles. 

La  Audiencia  dispondrá  que  se  pongan  los  autos 
de  manifiesto  en  la  Secretaría  á los  distintos  de- 
fensores para  su  instrucción  en  el  plazo  que  señale 
y que  no  deberá  exceder  de  diez  días  comunes  pa- 
ra todos. 

Si  el  defensor  ó defensores  se  excusaren  de  asis- 
tir al  juicio  por  cualquier  causa  que  el  Tribunal 
no  estime  debidamente  justificada,  se  nombrará  de- 
fensor de  oficio. 

»Art.  1‘2.  Inmediatamente  que  la  causa  se  ha- 
lle en  estado  de  ser  sometida  al  Jurado,  el  Tribu- 
nal dispondrá  lo  conveniente  para  que^  de  confor- 
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midad  con  lo  prevenido  en  el  párrafo  tercero  del 
artículo  43  de  la  Ley  del  Jurado,  se  reúna  desde 
luego  el  correspondiente  al  partido  de  donde  px*o- 
ceda  la  causa,  aun  cuando  no  se  haya  verificado  el 
alarde  general,  y la  vista  de  estas  causas  se  cele- 
brará con  preferencia  á las  de  cualquiera  otras,  aun- 
que estuviesen  señaladas  con  anterioridad. 

Cuando  se  someta  la  causa  al  conocimiento  de 
un  nuevo  Jurado,  deberá  tener  lugar  el  segundo 
ajuicio  dentro  de  los  quince  días  siguientes  á la  ter- 
minación del  primero. 

>Art.  13.  Las  competencias  que  se  promuevan 
con  ocasión  de  las  causas  á que  se  refiere  la  pre- 
sente ley  entre  Jueces  y Tribunales  de  la  jurisdic- 
ción ordinaria,  se  sustanciarán  con  arreglo  á lo  dis- 
puesto en  el  art.  782  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
criminal. 

>Art.  14.  El  término  para  preparar  el  recurso 
de  casación  por  infracción  de  ley,  será  de  dos  días, 
contados  desde  la  publicación  de  la  sentencia. 

En  el  mismo  plazo  se  podrá  interponer  el  recur- 
so por  quebrantamiento  de  forma  y anunciar  el  de 
infracción  de  ley. 

Dentro  del  término  del  emplazamiento  se  forma- 
lizará el  recurso  por  infracción  de  ley  si  se  hubiere 
anunciado  ó preparado. 

Ambos  recursos,  si  se  hubieren  interpuesto,  se 
sustanciarán  conjuntamente  en  el  Tribunal  Supre- 
mo y los  autos  se  pondrán  de  manifiesto  á las  par- 
tes en  los  traslados  que  proceda. 

» El  Tribunal  Supremo  sustanciará  y resolverá 
estos  recursos  con  preferencia  á los  demás,  aun 
cuando  sea  en  el  período  de  vacaciones. 

DlSrOSIClÓN  FINAL 

Se  aplicarán  las  disposiciones  establecidas  en  el 
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Código  penal  y en  las  Leyes  de  Enjaiciamiento  cri^4 
mi  nal  y del  Jurado,  tanto  generales  como  especia- 
les, en  todo  lo  que  no  se  hallen  expresamente  mo- 
dificadas por  la  presente  ley.» 

Por  tanto,  etc. 

Dado  en  Palacio  á 10  de  Julio  de  1894.  — Yo  la 
Reina  Regente. — El  Ministro  de  Gracia  y Justicia, 
Trinitario  Ruiz  Capdepón, 
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REPRESIÓN  DE  LOS  ATENTADOS  ANARQUISTAS 


I 

LEY  DE  2 DE  SEPTIEMBRE  DE  1896 

Artículo  l.o  El  que  atentare  contra  las  personas 
ó causare  daño  en  las  cosas,  empleando  para  ello 
sustancias  ó aparatos  explosivos  ó materias  infla- 
mables, será  castigado: 

Primero.  Con  la  pena  de  muerte,  si  por  conse- 
cuencia de  la  explosión  resultare  alguna  persona 
muerta. 

Segundo.  Con  la  pena  de  cadena  perpetua  á 
muerte,  si  por  consecuencia  de  la  explosión  resul- 
tare alguna  persona  lesionada,  ó si  se  verificase  la 
explosión  en  edificio  público,  lugar  habitado  ó 
donde  hubiere  riesgo  para  las  personas,  y resultare 
daño  en  las  cosas  (1). 

Tercero.  Con  la  de  cadena  temporal  en  su  grado 
máximo  á muerte,  si  se  verificase  la  explosión  en 
edificio  público,  lugar  habitado  ó donde  hubiere 
riesgo  para  las  personas,  aunque  no  resultare  daño 
en  las  cosas. 


(l)  El  texto  de  este  párrafo  está  conforme  con  la  co- 
rrección inserta  en  la  Gaceta  de  Madrid  de  *7  de  Diciem- 
bre de  1896. 
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Cuarto.  Con  la  de  cadena  temporal  en  los  de- 
más casos,  si  la  explosión  se  verifica. 

Quinto.  Con  la  de  - presidio  mayor  en  su  grado 
íoáximo  á cadena  temporal  en  su  grado  medio,  si 
la  explosión  no  se  verificase  (1). 

Alt.  2.0  Los  delitos  á que  se  refiere  el  artículo 
anterior  serán  juzgados  por  la  jurisdicción  militar, 
debiendo  ésta  proceder  en  juicio  sumarísimo  si  el 
delito  fuese  fiagrante. 

Los  demás  delitos  no  comprendidos  en  esta  ley' 
serán  castigados  con  arreglo  á lo  prescrito  en  la  de 
10  de  Julio  de  1894  (2),  y en  los  Códigos  penal,  de 
.lusticia  militar  y de  Marina  de  guerra,  conociendo 
de  las  causas  que  se  instruyan  por  ellos  los  Tribu- 
nales de  dereciio  de  la  jurisdicción  ordinaria,  ó en 
su  caso  los  Tribunales  militares. 

Art.  3.^  Los  Tribunales  que  conozcan  de  las 
causas  por  delitos  comprendidos  en  la  presente 
ley,  propondrán  al  Gobierno  la  rebaja  ó conmuta- 
ción de  la  pena,  si  entendieran  que  ésta  es  nota- 
blemente excesiva,  atendidas  las  circunstancias 
del  liecho  ó del  delincueiite. 

Art.  4.0  El  Gobierno  podrá  supriinir  los  perió- 
dicos y centros  anarquistas,  y cerrar  los  estableci- 
mientos y lugares  de  recreo  en  donde  los  anarquis- 
tas se  reúnan  habitualmente  para  concertar  sus 
planes  ó verificar  su  propaganda.  También  podrá 
hacer  salir  del  Reino  á las  personas  que,  de  pala- 
bra ó por  escrito,  por  la  imprenta,  grabado  ú otro 
medio  de  publicidad,  propaguen  ideas  anarquistas 
ó formen  parte  de  las  Asociaciones  comprendidas 
(m  el  art.  8.^’  de  la  Ley  de  10  de  Julio  de  1894  (3). 


(1)  Aunque  este  artículo  es  de  carácter  sustantivo,  lo 
insertamos  como  preliminar  indispensable  del  siguiente. 

(2)  y (3)  Preinserta.  ■ 
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Si  el  extrañado  en  esta  forma  volviese  á la  Penín- 
sula, será  sometido  á los  Tribunales  y castigado, 
por  haber  quebrantado  el  extrañamiento,  con  la 
pena  de  relegación  á una  colunia  lejana  por  el 
tieuípo  que  los  Tribunales  ñjen  en  cada  caso,  pero 
que  nunca  podrá  ser  menor  de  tres  años,  quedando 
allí  sujeto  al  régimen  disciplinario  que,  según  la 
conducta  que  observe,  consideren  indispensables 
las  Autoridades  militares.  Los  acuerdos  á que  se 
refieren  los  párrafos  anteriores  se  adoptarán  en 
Consejo  (le  Ministros,  y previo  informe  de  la  Junta 
de  Aütoridades  de  la  capital  de  la  respectiva  pro- 
vincia. 

Art.  ó. o Lo  prescrito  en  el  artículo  anterior,  só- 
lo se  aplicará  con  relación  al  territorio  ó territorios 
que  el  Gobierno,  por  Decreto  acordado  en  Consejo 
de  Ministros,  señale. 

Art.  6.0  Por  los  Ministerios  de  Gracia  y Justi- 
cia, de  la  Guerra,  de  Marina  y de  Gobernación  se 
(iarán  las  instrucídones  convenientes  para  la  eje- 
cución de  esta  ley. 

Art.  7.0  La  presente  ley  permanecerá  en  vigor 
durante  tres  años.  Terminados  éstos,  necesitará  ser 
ratificada  por  las  Cortes.  Si  al  espirar  el  plazo  se- 
ñalado en  el  párrafo  anterior  no  estuvieran  Jas 
Cortes  reunidas,  el  Gobierno  podrá  acordar  que 
continúe  rigiendo  por  un  año  más,  dando  cuenta  á 
las  Cortes  tan  pronto  como  se  reúnan. 

Art.  8.0  Quedan  en  vigor  las  disposiciones  de 
la  Ley  de  10  de  Julio  de  1894  (1),  que  no  estén 
modificadas  por  la  presente. 

Art.  9.0  Kl  art.  13  de  la  misma  ley  será  a[)lica- 
ble  á las  contiendas  de  jurisdicción  entre  los  Tri- 
bunales militares  y los  civiles,  con  las  modificacio- 
nes que  respecto  ai  Tribunal  que  ha  de  decidir  la 


(1)  Véase  la  neta  anterior. 
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competencia,  se  establecen  en  el  Código  de  Justi- 
cia militar. 

II 

aplicación  de  la  ley  anterior 

l.—Real  decreto  de  16  de  Septiembre  de  1896. 

Artículo  Las  disposiciones  déla  Ley  de  2 
de  este  mes  sobre  señalamiento  de  penas  y sobre 
competencia  de  la  jurisdicción  militar  para  los  de- 
litos perpetrados  con  el  empleó  de  sustancias  ó 
aparatos  explosivos  ó materias  inflamables,  se  con- 
sideran en  vigor  y con  toda  su  eficacia  legal  desde 
su  promulgación  con  arreglo  á lo  que  la  misma  ley 
ordena. 

Art.  2.0  Las  prescripciones  de  su  artículo  4.®  so- 
bre facultades  gubernativas  para  la  supresión  de 
periódicos  y centros  anarquistas  y para  el  extraña- 
miento de  los  propagadores  de  ideas  anarquistas  y 
de  los  afiliados  á asociaciones  comprendidas  en  el 
artículo  8.0  de  la  Ley  de  10  de  Julio  de  18i^4  (l)í 
sólo  se  aplicarán,  por  ahora,  en  las  provincias  de 
Madrid  y Barcelona. 

II — Real  decreto  de  12  de  Agosto  de  1891. 

Artículo  único.  Las  prescripciones  de  la  Ley 
de  2 de  Septiembre  de  1896  (2),  sobre  facultades 
gubernativas  para  supresión  de  periódicos  y ceíi- 
tros  anarquistas  y para  el  extrañamiento  de  los, 
propagadores  de  ideas  anarquistas  y de  los  afilia^ 
dos  á asociaciones  comprendidas  en  el  art.  8.o  de 
la  Ley  de  10  de  Julio  de  1894  (3),  se  aplicarán  des* 


(l)  Véase  la  nota  anterior, 
y (3)  Inserta  anteriormente. 
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de  la  promulgación  de  este  Decreto  en  todas  las 
provincias  del  Reino. 


III 

FISCALÍA  DEL  TRIBUNAL  SUPREMO 

Circula?'  de  IS  de  Agosto  de  1897. 

El  execrable  atentado  cometido  en  la  persona 
del  Sr.  Presidente  del  Consejo  de  Ministros,  que 
es  causa  en  estos  momentos  de  luto  nacional,  me 
impone  el  deber  imperioso  de  dirigir  mi  voz  á los 
Sres.  Fiscales,  no  para  recordarles  textos  legales 
y superiores  instrucciones  que  conocen,  sino  para 
rendir  primero  justo  tributo  á la  memoria  del  gran 
estadista  y patriota,  víctima  de  infames  maquina- 
ciones fraguadas  por  esos  nuevos  enemigos  de  la 
sociedad,  tanto  más  terribles  y tanto  más  per- 
versos cuanto  que,  haciendo  del  odio  una  religión, 
pretenden  imponerse  por  el  terror  y emplean  co- 
bardemente, como  único  procedimiento,  el  crimen 
y el  exterminio,  servido  por  la  astucia,  la  simula- 
ción y el  engaño;  y para  expresar  después  á todos 
mis  subordinados  la  suprema  necesidad  de  que 
contra  tales  sectarios,  unidos  por  vínculos  de  soli- 
daridad internacional  en  que  encuentran  á la  vez 
su  fuerza  y su  tristísima  resonancda,  hay  que  utili- 
zar con  la  mayor  constancia  y la  más  decidida  é in- 
quebrantable energía  cuantos  recursos  la  ley  pone  á 
nuestra  disposición,  teniendo  siempre  en  cuenta 
que  á nuestro  ministerio  corresponde  en  mucha 
parte  la  defensa  de  los  sagrados  intereses,  así  colec- 
tivos como  individuales,  tan  traidoramente  ame- 
nazados. 

^No  se  trata  ya  de  los  atentados  que  se  cometan. 
Una  vez  realizados,  la  misión  del  funcionario  fis- 
cal está  en  las  leyes  perfectamente  definida  y cía 
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ra;  pero  hay  algo  en  que  la  diversidad  de  interpre- 
taciones pudiera  engendrar  cierta  confusión  que, 
traduciéndose  por  auxilio  moral,  restaría  fuerza  éi 
los  poderes  para  realizar  la  obra  de  restaurar  el  or- 
den y la  tranquilidad.  Me  refiero  al  daño  que  las  pu- 
blicaciones periódicas  pueden  causar  por  el  afán  de 
mantener  el  interés  y ofrecer  á sus  lectores  incen- 
tivos para  la  curiosidad.  Ese  afán,  seguramente 
lícito  en  otras  ocasiones,  sería  en  las  presentes 
circunstancias  indiscreto  ó imprudente,  si  no  llega- 
ra, como  llega,  á constituir  delito  definido  y pena- 
do por  el  legislador.  A pretexto  de  dar  cuenta  de  de- 
talles relativos  á los  culpables,  se  forjan  leyendas 
que,  tal  vez  sin  que  ese  sea  el  propósito,  les  pre- 
sentan como  mártires  de  una  idea  y como  héroes 
que  arrostran  toda  suerte  de  penalidades  y hacen 
impávidos  el  sacrificio  de  su  vida  en  aras  def 
amor  á los  que  llaman  sus  hermanos;  ¡como  si  pu- 
diera haber  heroicidad  en  la  traición,  ni  amalga* 
ufarse  el  instinto  feroz  y sanguinario  con  los  sen 
timientos  de  humanidadi 

Comprenderá  V.  S.  que  esa  manera  de  ejercer 
el  magisterio  de  la  prensa  es  una  cooperación  á los 
fines  del  anarquismo,  cosa  que  no  cabe  tolerar  sin 
mengua  del  interés  pü'blico  y sin  desprestigio  de 
la  ley.  En  la  circular  de  esta  Fiscalía  de  17  de 
Noviembre  de  1893  se  trazaba  la  línea  de  conduc- 
ta que  los  Sres.  Fiscales  deberían  seguir  en  orden 
á esas  transgresiones  de  tanta  y tan  vital  transcen- 
dencia; pero  de  entonces  acá  la  legislación  ha  cam-: 
biado.  Loqueantes  era  punible  como  falta,  aho- 
ra lo  es  como  delito. 

La  Ijey  de  10  de  Julio  de  1894  (1),  declarada  vi- 
gente por  la  de  2 de  Septiembre  de  1896  (2),  esta- 
blece en  su  art.  7.^  que  la  apología  de  los  delitos  y 

(l)y(2)  Insertas  anteriormente. 
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de  los  delincuentes  penados  por  aquélla  s(írá  casU- 
gadacon  presidio  correccional;  }■  apología  es,  no  sólo 
presentar  el  hecho  criminal  como  laudable,  v co- 
mo meritoria  la  condmda  del  que  lo  ejecuta,  sino 
disminuir  la  enormidad  de  los  delitos  presentando 
á sus  autores  con  caracteres  que  tiendan  é hacerlos 
simpáticos  3’  á disminuir  el  honor  que  sus  inhuma- 
nos atentados  deben  inspirar.  Todo,  pues,  lo  que  di- 
recta ó indirectamente  pjieda  tener  este  ül)jeto,  es 
punible  según  la  le}^  y no  cabe  tolerarlo,  sin  que 
seamos  infieles  á nuestra  misión  y á la  confianza 
que,  como  representantes  del  poder  social,  se  nos 
otorga. 

Esto  sentado,  deberá  V.  S.  vigilar  la  prensa  pe- 
riódica y toda  clase  de  publicaciones,  sean  de  la 
clase  que  fueren,  y en  el  momento  que  adviei’taqiie 
manifiesta  ó veladamente  se  hace  la  apología  del 
anarquismo,  de  sus  adeptos  ó de  sus  atentados, 
procederá  á promover  la  formación  de  causa,  ins- 
peccionando personalmente  el  sumario  y cuidan- 
do de  que  las  diligencias  se  sigan  con  la  mayor 
celeridad,  para  que  la  represión  sea  inmediata  y 
el  temor  á la  pena  liaga  lo  que  la  prudencia  y el 
amor  á la  (dvilización  debieran  por  sí  solos  hacer. 

Encargo  á V.  S.  el  más  puntual  y exacto  cumpli- 
^miento  de  lo  que  en  la  presente  circular  se  orde- 
na, abrigando  la  est>eranza  de  que  no  me  veré  obli- 
gado á adoptar  medidas  de  rigor  por  omisiones  con- 
tra las  cuales  tengo  como  garantía  el  celo  has.ta 
aquí  demostrado  por  los  Sres  Fiscales. 
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A 

Abandono  de  querella. — Artículos  274,  275  y 276. 

Abog^ados.  — Deber  de  los  Jueces  mientras  los  reos 
carecen  de  Abogado;  art.  2.®— Obligación  de  de- 
fender á los  interesados  en  las  causas,  especial- 
mente á los  pobres;  118  á 120,  876,  881  y 927. 
— Tienen  derecho  á exigir  honorarios;  121. — Abo- 
no de  honorarios  á los  mismos;  241  y 242.  — No 
están  obligados  á denunciar;  263. — Tampoco  á 
declarar;  416. — Correcciones  disciplinarias;  301, 
870,  894  y 923.  — Obligación  de  asistir  á las  vistas 
en  los  recursos  de  casación;  886  y 894. 

Abono  de  la  mitad  de  tiempo  de  prisión  sufrida; 
artículo  142  (nota). 

Absolución;  art.  144. 

Abstención  del  Ministerio  fiscal;  artículos  96  á 99. 

Accidentes  en  las  vías  férreas;  art.  354. 

Acción  civil  nacida  de  hecho  punible;  art.  100. — 
Es  renunciable;  106  á 108  y 110. — Derecho  á ejer- 
citarla; 109. — Forma  y procedimiento;  108  y 111 
á 114. — Cómo  se  extingue;  114  á 117. — Reserva 
de  acción  á favor  de  terceros;  621  y 843. — Se  pro- 
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pone  para  reclamar  las  piezas  de  convicción; 
635  y 844. 

Acción  penal. — Sn  orijíen;  art.  100.  — Quiénes  pue- 
den ejercitarla;  101  y 110. — A quién  está  prohi- 
bido; 102,  103  y 104. — Cuáles  puede  y debe  ejer- 
citar el  Ministerio  fiscal;  105.— Su  renuncia;  106. 
— Cómo  se  ejercita;  108  y 111  á 114.  — Cómo  se 
extingue;  115  á 117.— Véase.  Querella  y Lien- 
ponsnbilidad. 

Aclaración  de  sentencias;  art.  161. 

Actas  del  juicio  oral;  art.  743,  799  y 815. 

Acto  de  conciliación;  cuándo  debe  preceder  á la 
querella;  arts.  278  y 804. 

Actor  civil;  arts,  240,  320,  385  y 854. 

Actos  punibles;  art.  1.® 

Acusación  y defensa  en  el  juicio  oral;  art.  732  y 
siguientes  y 912. 

Acusador  particular.— V.  Recusación, 

— privado. — V.  Querellante. 

Adhesión  al  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley;  art.  861. 

Adjudicación  de  fianza  al  Estado;  art.  542.  - Véase 
Fianza. 

Aforados:  cuándo  la  jurisdicción  ordinaria  es  com- 
petente para  juzgarlos;  arts.  11  y 12. 

Agentes.— V.  Policía. 

Alcaides.  — Para  recibir  á un  preso  necesitan  el 
oportuno  mandamiento;  art.  505. 

Alcaldes.— V.  Autoridades. 

Allanamiento. — V.  Entrada  y registro,  etc. 

Amnistía;  arts.  666  y siguientes. 

Análisis  químicos;  arts.  366  y 363. 

Anarquismo:  Ley  de  represión  del...;  Apéndice  111, 
páginas  417  y siguientes. 

Antecedentes  penales.  —V.  Registro  de  penados. 

Antejuicio  para  exigir  responsabilidad  á Jueces  y 
Magistrados;  arts.  757  á 778. 
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Apelación. — V.  Recurso  de  apelación. 

Apelantes:  su  emplazamiento;  art.  224, 

Apertura  de  un  término  judicial;  art.  202.— IíUmh 
de  pliegos  y objetos  que  forman  las  piezas  de 
convicción;  626. — Idem  de  las  sesiones  del  juicio 
oral;  669. 

Apremios;  arts.  242,  245  y 536. 

Armas  y otros  instrumentos  del  delito;  arts.  334, 
338  y 391. — V.  Piezas  de  convicción. 

Artículos  de  previo  pronunciamiento;  arts.  45,  666 
á679. 

Arzobispos:  cómo  declaran;  arts.  412  á 415. 

Asesores  de  Jueces  municipales;  arts.  94  y 95. 

Atestados  de  la  policía;  arts.  292  á 294  y 297. 

Audiencias  territoriales  v de  lo  criminal.— Causas 

« 

de  que  conocen:  competencias  y recusaciones 
que  resuelven;  arts.  14,  20  y 68. — V.  Juicio 
oral. 

Auto  de  inhibición. — V.  Apelación. 

— de  prisión;  art.  605. 

— fundado;  arts.  59,  69,  77,  312,  583,  680,  862, 
888  y 889. 

Autopsias;  arts.  348  y 353. 

Autor  confeso  de  un  delito  de  imprenta;  artícu- 
lo 820. 

Autoridad:  tiene  obligación  de  detener  á;  artícu- 
lo 492. 

Autoridades:  sus  obligaciones;  arts.  2. o,  109  y 183. 
—Valor  de  sus  declaraciones;  717. 

Autos;  arts.  141,  145,  153,  160,  204  y 205.  — Véase 
Notiñcaciones. 

Auxiliares  recusados;  art.  87. 

Auxilio  de  la  fuerza  pública;  arts.  668  y 787. 

B 

Bienes  del  penado;  art.  246. 
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Buques:  carácter  de  los  del  Estado  y mercantes; 
arts.  647  y 664. — Su  registro;  661  y 664. 

c 

Ciuláveres* —Véase  Autopsias  é Identificación, 

Ciililicaciou  del  delito;  arts.  649  á 666.— Su  modi- 
ficación; 782  y 738.— p]n  causas  por  delito  fla- 
grante; 794. 

Calumnia;  arts.  804,  805,  806,  808  y 810. 

Caminos  de  hierro;  art.  864. 

Cancelación  de  la  fianza;  art.  541. 

Capitanes  generales:  cómo  declaran,  artículos  412 
á415. 

Careo  de  testigos  y procesados;  arts.  461  á 466, 
713  y 719,  núm  1 « 

Cargos;  art.  396. 

Cartas  órdenes, — V.  Exhortas. 

Casación.  — V.  Recurso  de 

Casas  de  comidas;  art.  567. 

Cansas;  art.  14. 

— legítimas  de  recusación;  art.  64. 

Cédula  de  citación,  emplazamiento  y notificación; 
arts.  168,  169,  172  y l76. 

Citaciones, — V.  Notificaciones. 

Citas;  arts.  396  y 421. 

Comparecencias;  arts.  486  á 488. -V.  Penados^ 
Procesados  y Testigos. 

Competencia  para  conocer  de  las  cuestiones  pre- 
judiciales; arts.  8.”  á 7.e — De  la  jurisdicción  or- 
dinaria; 8.0  á 18. — Cuando  no  consta  el  lugar  en 
que  se  ha  cometido  la  falta  ó el  delito;  15. — 
Quiénes  pueden  promoverla  y sostenerla;  16  y 
25.  — Orden  de  jerarquía  de  los  Tribunales  pa- 
ra su  resolución;  20. — Su  sustanciación;  22  y 
24. — Negativa;  46. — Entre  la  jurisdicción  ordi- 
naria y otra  privilegiada;  47.  — Sumisión  tácito; 
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274. — De  los  Jueces  instructores;  303.  — Para 
pedir  la  extradición;  828. 

Competencias’  entre  Tribunales  seculares  y e(íle* 
siásticos;  48. — Entre  Tribunales  ordinarios  y 
otros  especiales;  50. — De  la  Administración  con 
la  jurisdicción  ordinaria;  51. 

Conciliación* — V.  Acto  de 

Conclusiones;  arts.  650,  653,  732  y 733. 

Confesión. — Del  acusado  y personas  civilmente 

- responsables;  arts.  688  y siguientes — íín  causas 
cometidas  por  medio  de  la  imprenta;  820. — En  el 
sumario;  406. 

Confeso:  consecuencia  de  esta  declaración;  art.  700 

Confinados  dementes;  arts.  991  á 994. 

Conformidad.  — V.  Procesado. 

Congreso. — V.  Cuerpos  Colegisladores. 

Considerandos. — Qué  deben  contener;  art.  142, 
nüm.  4.0 

Cónsules*  — Entrada  en  sus  habitaciones;  art.  662. 

Contrabando  y defraudación:  procedimiento  es- 
pecial; disposición  final  y su  nota. 

Cónyuges:  no  pueden  ejercitar  acciones  penales 
entre  sí;  art.  101. — Si  están  obligados  á denun- 
ciar los  delitos  públicos;  261. 

Correcciones  disciplinarias:  arts.  44,  181,  192, 
198,  199,  215,  258,295,  298,  301,325,346,435, 
793,  870,  894  y 923. 

Correspondencia:  registro  y apertura  de  la  mis- 
ma; arts.  579  á 588. 

Cosa  juzgada;  arts  666  y siguientes. 

Costas  judiciales;  arts.  33,  44,  10,  82.  89,  121,  122, 
123,  136.,  139,  140,  239  á 246,532,  535,  776  á 
778,  901,  931  y 944. 

Cuerpo  diplomático  extranjero.  — V.  Emhaja’ 
dores. 

— del  delito;  art.  334  y siguientes.— P]n  los  qiu' 
se  cometen  por  medio  de  la  imprenta;  822. 
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Cuerpos  Cole^isladores:  su  registro; 
— Procesauíiento  de  sus  individuos; 
giiientes. 

( ueslioiies  de  competencia;  arts,  16, 
y 782. 

— prejudiciales;  arts.  3. o á T.o 
( iilpable.  — V.  Acción  penal. 

Curador;  art.  4ü9. 


art.  648. 
760  y si- 


19  á 61, 


D 

f 

Debates  en  el  juicio  oral:  su  publicidad;  arts.  680 
á 682. - Facultades  del  Presidente  que  los  diri- 
ge; 683  á 700. 

Declaraciones;  arts.  404,  410,411,416,416,  433, 
444.  445.  446,  448  y 449. 

Declinatoria  de  jurisdicción;  arts.  26,  31,  45,  666 
y siguientes. — Véase  Artículos  de  previo  pronun- 
ciamiento y Competencia. 

Defensa:  modo  de  formularla;  arts.  732  á 760. 

— por  pobre;  arts.  118  á 140. 

i >e  f r a u d a ció  ii • — V . Contra  bando. 

Delegación  de  funciones;  arts.  303  á 306 

D(‘legados  de  Hacienda:  cómo  declaran;  arts.  412 
á 416. 

Delitos;  cuáles  se  consideran  conexos;  quién  cono- 
ce de  ellos  y cómo;  erts.  16,  17,  18  y 300.  — Fla- 
grantes ó infrapanti;  273. -De  robo,  hurto  y es- 
tala; 328  y siguientes  y 364.  — Por  muerte  violen- 
ta; 340.  —De  envenenamiento;  350.  — De  lesiones; 
355.  — Procedimiento  especial  para  perseguirlos; 
779  á 803. — De  imprenta;  816  á 823.  — Preferen- 
cia de  los  recursos  de  ('■  tsación  que  se  entablan 
en  estas  causas;  877  á 884. 

Demencia  del  procesado:  actuaciones  judiciales  á 
queda  origen;  arts.  381  á 383. 

Denuncia;  arts.  259  á 269  y 297. 
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Deiiiiliciador;  arta.  264  y 268. 

Depositario  administrador  de  bienes  embarga- 
dos; arle.  601,  602,  606  y 607  á 609. 

Depósito  para  recurrir  en  casación  por  infracción 
de  ley;  arta.  857,  875,  890  y 907  — Por  quebran- 
tamiento de  forma;  917,  926,  930,  931,943  y 946. 

Derecho  iiiternacioinil;  arts.  177,  193  y 194. 

Derogación  de  la  legislación  anterior. — Disposi 
ción  final. 

Deserción  del  recurso  de  apelación:  art.  228.— 
Del  de  queja;  866. —Del  de  casación;  878  y 926. 

Desistimiento  del  recurso  de  casación;  art.  907. 

— de  querella.  — V.  Abandono  de  querella, 

Uesobediencia  grave:  art.  569. 

Detención:  casos  en  que  procede,  quién  puede  ve- 
rificarla, tiempo  de  duración  y cuándo  se  eleva 
á prisión:  arta.  487,  489  á 501  y 520. — Ilegal, 
496.  — De  Senadores  y Diputados  por  delito  fla- 
grante; 751 . 

Detención  de  la  correspondencia:  cuándo,  cómo 

- y por  quién  debe  practicarse  la  detención  y 
apertura  de  la  correrpondencia  particular;  ar- 
tículos 579  á 588. 

Detención  á prevención:  quién  puede  decretarla; 
art.  494. 

Detenidos  y presos:  tratamiento  á que  se  les  suje- 
ta; art.  520  á 527. 

Devolución  de  efectos  y piezas  de  convicción;  ar- 
tículo 844. 

Días  hábiles  para  el  sumario;  art.  201. 

Diligencias  judiciales:  término  dentro  del  cual  de- 
ben por  regla  general  practicarse;  art.  209. — Se- 
creto de  las  del  sumario;  301  y 302. — Cómo  de- 
ben practicarse  y cuáles  son  preferentes  ó pue- 
den proponerse  en  juicio  oral;  314,  315,  322,  323, 
332,  333  y 366. 

Diputados  á Cortes:  su  procesamiento;  750  á 756. 
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Director  del  periódico;  art.  817. 

Discordias  en  los  Tribunales;  arts.  154  y 163  á 
165.  - Entre  los  peritos;  484. 

Documentos;  231,  236,  726  y 727. 

Domicilio.  — Edificios  que  tienen  ese  carácter  y en- 
trada en  ellos;  aris.  646,  560,  651,  554  y 666. 

Dueño  de  la  cosa;  art.  635  núm.  4.^ 

E 

Eclesiásticos.- Hasta  dónde  les  alcanza  la  obliga- 
ción de  denunciar  los  delitos  públicos;  art.  268. 

Edad  del  procesado;  arts.  376,  791  y 795. 

Edificios  públicos;  arts.  546  y 547.  v 

Efectos  públicos  — V.  Embargo. 

Ejecución  de  sentencias;  arts.  908,  984,  986  y 986. 

Ejecutorias;  arts.  141  y 143. 

Embajadores  y representantes  diplomáticos:  có- 
rnodeclaran;  412  á 416.  — Eíntrada  en  su  casa;  559. 

Embargos;  arts.  597  y siguientes  y 843. 

Eniplazaniienlo;  arts.  166,  177,  182,  209  y 224. 

Empleados  públicos;  arts.  262,  417  y 426. 

Enmiendas. — V.  Tachaduras. 

Entrada  y registro  en  lugar  cerrado  y de  libros 
y papeles,  detención  y apertura  de  la  correspon- 
dencia; arts.  645  á 588. 

ICiiYenenamiento;  art.  350. 

Estadística  judicial;  arts.  247  á 267. 

Escritos  de  calificación;  art.  650. 

Excusas  de  asesores  por  causa  de  recusación;  ar- 
tículo 94. 

Exhortes,  suplicatorios,  mandamientos  ó cartas 
órdenes,  exposiciones  y oficios;  arts.  183  y si 
guientes,  193,  194,424,427,  661,  719,  766,  766, 
831,  833  y 967. 

E^xplosivos:  delitos  cometidos  valiéndose  de  ellos; 
Apéndice  II,  pág.  413. 
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Extinción  de  acciones;  arts.  106,  116  y 117. 

Extradición:  procedimiento  para  conse^^iirla;  ar- 
tículos 824  á 833. 

Extranjeros:  cuándo  y cómo  pueden  querellarse; 
arts.  270,  280  y 281.  — Cómo  declaran  si  no  en- 
tienden el  español;  398,  440  y 441.— Si  residen 
en  el  extranjero;  424.— Cuándo  procede  su  ex- 
tradición; 826. 

F 

Falsificación;  arts.  336  y 391. 

Falso  testimonio;  art.  716. 

Faltas;  arts.  142,  496  y 624. 

Farniacéntico;  art.  162. 

Ferrocarriles:  muerte  de  personas  en  la  vía;  ar- 
tículo 364. 

Fiador;  arts.  634  y 692. 

Fianza;  arts.  280.  281,  604,  629  á 644,  591  á 596, 
689  á 616,  761,  762,  767,  778  y 843. 

Fiscales  municipales;  art.  977. 

Flagrante  delito;  art.  273. 

Fondas;  art.  657. 


G 

Gobernadores:  cómo  declaran;  arts.  412  á 415. 
Grabados:  Delitos  cometidos  por  este  medio;  ar 
tículos  816  á 823. 


H 

Hechos;  arts.  142,  8^7  y 912. 

Herederos. — Véase  Acción  civil. 

Hombres  buenos:  cuándo  intervienen  en  el  suma- 
• rio;  art.  321. 

Honorarios.  -V.  Abogados  y Peritos. 


Ley  de  Enj.  criminal 
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I 

Ideutidad  del  delincuente;  art.  368. 

Ideiitiflcacioii  de  cadáveres;  arts.  340  á 342. 
Imprenta;  arts.  816  á 823. 

Impúberes;  arts.  260  y 433. 

Incidencias  de  una  causa,  art.  9 ” 

Incomunicación;  arts.  407,  408,  606,  511  y 627. 
indemnización  á testigos.  — V.  Testigos  y Per- 
juicios. 

Indulto;  arts.  666  y siguientes  y 963. 
informes  en  el  juicio  oral;  arts.  416,  734  á 740.— 
Véase  Peritos. 

Inhibitoria:  arte.  26  á 44. 

Injuria  y calumnia;  arts.  279,  804  á 816. 
Inspección  ocular,  arts.  326  á 333,  726  y 727. 
interdicción  civil;  art.  995. 

Intérpretes;  art.  440  á 142. 

Interventores  de  efectos  embargados;  arts.  606, 
608  y 609. 


j 

Jueces  y Tribunales:  pueden  ser  recusados;  ar- 
tículo 52. — Auxilio  que  se  deben;  183. -Sus  de- 
beres relativos  á la  estadística;  247  y siguientes. 

— de  instrucción;  arts.  20,  248,  303  á 306,  310, 
318,  321,  326,  494,  546  y 646. 

— especiales;  arts.  303  a 305. 

— municipales;  arts.  14,  247,  2S8,  303,  307,  308, 
317,  325  y 982 

Juicio  oral;  arts.  314,  649  á 749,  841  y 842. 

— de  faltas;  arts.  14,  624,  625,  639,  962  á 981. 
Jurado  (Ley  del);  Apéndice  I,  págs.  361  y siguien 

tes. — Véase  su  Indice  alfabético  especial  á conti- 
nuación de  éste. 

Juramento;  arts.  321,  387,  433,  434,  440,  442  y 706. 
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Jurisdicción  admiiiistnitiva;  arte.  10  y 14. 

— criminal:  es  improrrogable;  art.  8.« 

— del  Senado;  arts.  12  y 14. 

— ordinaria;  arts.  1.^,  10,  11,  16  y 51. 
Jurisdicciones  de  (xuerra  y Marina;  arts.  10,  14 

16  y 429. 

L 

i 

Lesiones;  arts.  355  y 785. 

Libertad  provisional;  arts.  604,  528  á 544  y 731. 
Libro  de  votos  reservados;  art.  166. — De  autos  y 
sentencias;  arts.  159  y 162. 

Licencia  del  Juez  para  querellarse  por  calumnia  ó 
injuria  causadas  en  juicio;  art.  279. 

Listas  de  peritos  y testigos;  arts.  656,  657  y 768. 
Locura;  arts.  381  á 383,  991  á 994. 

Lugar  cerrado. —Véase  Entrada  y Registro. 
Lugares  públicos;  arts.  546  y 547. 

LL 

Llamamiento  judicial;  arts.  412. 

M 

Magistrado;  arts.  62,  146,  147,  161,  154  y 155. 
Mandamientos;  arts.  184,  186,  188  y 605. 

Médicos,  cirujanos  y farmacéuticos;  art.  262. 

— forenses;  arts  344  á 352  y 785. 

Ministerio  fiscal;  arts.  4.0,  26,  27,  53,  70,  96, 

97,  105,  134,  271,288,  306,  319,538,  669,  778 
y 875. 

Ministros.  — Cómo  declaran;  412  á 416.  — De  los 
cultos  disidentes;  art.  263. 

Minutas  de  autos  y sentencias;  art.  162. 

Motivos  de  casación;  art.  923. 
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Muerte  violenta  (Causas  por);  art.  340. 

Multas.— En  el  incidente  de  recusación;  art.  70. — 
Al  testigo  que  se  niegue  á firmar  una  notifica- 
ción que  el  notificado  no  ha  querido  firmar;  17  l. 
— A auxiliares  y subalternos;  181  y 216.— A los 
que  no  denuncian  los  delitos;  259  y 262.  — A Mé- 
dicos forenses;  346  y 786. — A testigos;  420,  446, 
716  y 966. — A peritos;  463,  464  y 966.  — A los 
que  no  exhiben  objetos  sospechosos;  576. — A 
los  que  turban  el  orden  del  juicio  oral;  684.  — Al 
recurrente  en  casación  y queja  y á su  Letrado; 
870  y 923. 

N 


Xotarios;  art.  321. 

Notificaciones,  citaciones  y emplazamientos;  ar- 
tículos 160,  166  y siguientes,  207  á 209,  426,486 
á 488,  601,  617,  836  y 911. 

o 

Obispos. — Cómo  declaran;  arts.  412  á 415. 
Ofendido  por  el  delito;  arts.  109  y siguientes,  119; 
360  y 853. 

Oficiales  de  Sala;  art.  84. 

Oficina  de  interpretación  de  lenguas;  art.  441, 
Oficios;  art.  187.— Véase  Exhortos. 

Orden  de  comparecencia;  arts.  486  y 488. 

Orden  de  detención;  art.  487. 

p 

Palacio  real;  arts.  654  á 566. 

Papel  de  oficio;  arts.  21  y 241. 

Partes  de  formación  de  causa;  308. 

Penas;  arts.  l.<^,  163,  963  y 990. 
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Pensiones  Ó sueldos:  su  embargo;  art.  610, 

Periódicos;  art.  817. 

Peritos;  arts.  121,  241,  242,  328,  336,  339,  356,  357 
á 362,  366,  466,  466,  677,  694,  662,  663,  723,  724 
y 726. 

Perjuicios.  — Véase  Acción  civil. 

Persona  ó cosa  objeto  del  delito;  336. 

Personas  Reales:  cómo  declaran;  arta.  412  á415. 

Piezas  de  convicción;  arta.  334  á 338,  620,  622 
626,  629,  631,  635,  664,  688  y 844. 

Piano  del  lugar  del  delito;  327. 

Plenario;  art.  24. 

Pobreza;  arts.  123  á 140,  867,  868,  860,  864,  868, 
874  á 876  y 926. 

Policía  judicial;  arts.  282  á 298,  431,492,  493  y 717. 

Ponente. — Véase  Magistrados, 

Posadas;  art.  567. 

Preexistencia  de  las  cosas  robadas,  etc.;  art.  364. 

Preferencia  en  el  pago  de  costas;  246. 

Prescripción  del  delito;  arts.  666  y siguientes. 

Presidentes  de  los  Cuerpos  Colegisladores:  cómo 
declaran;  arts.  412  á 415. — De  Audiencia  ó Sala 
de  lo  criminal;  249  y 265. — De  Audiencias  terri- 
toriales; 260.  — Del  juicio  oral;  683  y 684. 

Preso:  su  relación  con  el  Abogado;  623. 

Prevaricación;  arts.  758,  769  y 765  á 767. 

Primeras  diligencias;  art.  13. 

Príncipe  heredero:  está  exento  de  declarar;  ar- 
tículo 411. 

Prisión  preventiva  ó provisional;  arts.  309,  497, 
499,  501  á 620. 

Procesado;  arts.  63,  118,  302,  333,  336,  368  á 409, 
451  á 455,  630,  639,  540,  638,  652,  655,  664,  687, 
688,  739,  872  y 917. 

Procuradores;  118,  119,  121,  242,  263,  301  y 469. 

Protesta  necesaria  para  recurrir  en  casación;  ar- 
tículos 709,  721  y 914. 
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Protocolos  de  Notarios.  — Cómo  se  registran;  678. 

Providencias;  arte.  141,  145,  204  y 206. — Véase 

Notificaciones. 

Pruebas.— Eli  la  recusación;  aris,  05  y 76. — En 
segunda  instancia;  231. — Cuándo  no  hay  vesti- 
gios del  delito;  330. — En  la  pieza  de  responsa- 
bilidad civil;  618. — Cómo  se  proponen;  667,  659, 
y 665. — En  artículos  de  previo  pronunciamiento; 
671  y 672. — En  el  juicio  oral;  688  á 731. — Có- 
mo se  practican;  701  y 726  á 730. — Su  libre  apre- 
ciación; 741. — En  cansas  por  delito  flagrante; 
796. — En  las  de  injuria  y calumnia;  812.  — En  los 
juicios  de  faltas;  965,  969,  979  y 980. 

Publicidad  del  proceso;  649. 

Q 

(Jiieja.  — y ésíse  Recurso  de 

Uiierella;  arts.  270  á 281,  312,  313,  638,  764  y 811. 

(Querellante;  arts.  240,  274,  280,  281,  316,  317,385 
y 776. 

R 

Ratiflcacion  del  procesado;  art.  665. 

Rebeldía;  arts.  834,  839  y 846. 

Reconocimiento  judicial  de  acusados;  arts.  368 
á 374. 

Reconocimiento  pericial;  arts.  336,  459,  476  á 478 
y 480  á 485. 

Reconvenciones  al  proceso;  art.  396. 

Rectificación  de  hechos;  art.  738. 

Recurso  de  aclaración;  art.  161. 

— de  apelación:  arts.  12,  25,  27,  30,  32,  78  á 80, 
212,  217,  219  á 232,  311,  313,  384,  518,  696,  647, 
830  y 975  á 982. 

— de  casación;  arts.  26,  31,  32,  35,  37,  40,  43,  69, 


DB  LA  LEY  DE  ENJUICIAMIENTO  CRIMINAL  489 

187,  669,  664,  676,  709,  886,  887,  8«0,  891  y 896 
á 903. 

Recurso  de  casación  por  infracción  de  ley;  arts.  212, 
800,  847  á 849,  864,  866,  861,  874,  880,  882,  888, 
886  y 981. 

— de  casación  por  quebrantamiento  de  forma;  ar- 
tículos 212,  800,  868,  862,  863,877,884,910,911, 
913  á 917,  920,924,929  y V)44. 

— de  casación  por  infracción  de  ley  y á la  vez  por 
quebrantamiento  de  forma;  arts.  934  á 946. 

— de  casación  en  las  causas  de  muerte;  arts.  947 
á 953. 

— de  fuerza  en  conocer;  art.  48. 

— de  queja;  arts.  49,  61,  95,  99,200,  213,  218  á 
221,233  á 235,  302,  311  á 384,  862,  872  y 921 
á 923. 

— de  reforma;  arts.  76,  211,  217  á 222  y 639. 

— de  responsabilidad. — V.  Responsabilidad. 

— de  revisión;  arts.  954  á 961. 

— de  súplica;  arts.  21 1 , 236  á 238  y 763. 

Recursos  contra  las  resoluciones  de  los  Tribunales 

y de  los  Jueces  de  instrucción;  arts.  21  6 á 238. 

Recurrente;  arts.  867,  868,  872  y 878. 

Recusación:  funcionarios  recusables.— Quién  pue- 
de recusar,  por  qué  causa  y en  qué  tiempo;  ar 
tículos  62  á 56. — Sustanciación  de  las  recusacio- 
nes de  Jueces  y Magistrados;  67  á 71.  — De  Jue- 
ces municipales;  72  á 88. — De  Secretarios,  Oficia- 
les de  Sala,  Escribanos  y Relatores;  84  á 93. — 
De  asesores;  96. — De  peritos;  467  á 473,  662,  663 
y 723. 

Registro:  de  autos  y sentencias;  arts.  159  y 162.— 
De  procesados  y penados;  262,  256,  266  y 379. — 

^ De  comportamiento  de  la  policía;  298.— De  lu- 
gar cerrado;  646  á 688. — Civil  y de  la  propiedad; 
678.  — Del  Ministerio  fiscal;  648. 

Reincidentes;  art.  621. 
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Uoiiuncia  de  la  parte  ofendida;  art.  106. 

Reos  ausentes;  arta.  834  á 846. 

Requisitorias;  arta.  512  á 514,  8;15  á 838. 

Reserva  de  acción  civil:  arta.  621  y 843. 

Resoluciones  judiciales;  arta.  141  á 162. 

Res|M)nsabilidad,  — Personal  subsidiaria;  art.  71. 

Judicial;  190,  200,  269  y 757  á 778. -Civil  de 
tercej  as  personas;  615  á 625. 

Restitución  de  efectos  ó instrumentos  del  delito; 
arta.  619*  620  y 844. 

Resultandos:  qué  deben  contener;  art.  142.,  ^ 

Resumen;  art.  152. 

Retracto  de  las  personas  perjudicadas  por  el  de- 
lito; art.  327. 

Revisión.— V.  Recurso  de  .... 

Rey,  Reina  y Reg'ente.  — No  tienen  obligación  de 
(Jeclarar;  art.  41 1 . 

Robo.  —V.  Delitos  de 

Ruetia  de  presos;  art.  369  y 370. 

s 

Sala  segunda  del  Supremo;  art.  251. 

Secciones  de  las  Audiencias;  art.  665. 

Secretarios  judiciales;  arta.  84,92,206,208,214 
y 321. 

Secuestro  de  ejemplares;  art.  816. 

S(Miado.  — Véase  Cuerpos  Colegisladores. 

Sena<Iores:  modo  de  proceder  criminalmente  con- 
tra ellos;  arts.  760  á 766. 

Sentencias:  cómo  se  redactan;  arts.  I4I  y 142. — 
Magistrados  que  han  de  concurrir  á dictarlaá;^ 
145  y 153. — Término  necesario  al  efecto;  148, 
149,  203  y 798. — Discusión  y votación  de  las' 
ndsmas;  149  á 157. — Cuáles  se  llaman  firmes,  su 
registro,  notificación  y aclaración;  158  á 162. — 
Cuestiones  que  deben  resolver;  742.— En  causas 
por  delito  iiagrante;  798. 
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Sentencias  de  casación;  arte.  886  á 906,  930  á 932. 
— Suspensión  de  ejecución;  908,  909  y 920.-  Kn 
los  juicios  y faltas;  973,  974  y 978.  — Su  ejecución; 
983  á 998. 

Señas  personales  de  los  acusados;  art.  374. 

Sig*ilo  sacramental  y profesional:  arts.  263,  416 
y 417.  Cuándo  deja  de  ser  público  el  juicio  oral; 

- 680  á 682. 

Sobreseimiento;  arts.  634  á 645,  675  y 742. — Véase 
Recursos  de  casación. 

Sordomudos:  sus  declaraciones;  arts.  398,  440  á 
442  y 711. 

Subalternos  de  los  Juzg:ados  y Tribunales.— 

V.  Correcciones  disciplinarias. 

Sumario. — Días  hábiles  para  él;  arts.  22  y 23  y 
201 . — Denuncia;  259  á 269. — Querella;  270  á 281 . 
— Policía  judicial;  282  á 298. — Su  carácter  secre- 
to y autoridades  competentes  para  instruirlo; 
299  á 305.-  Instrucción;  299  á 325. — Cómo  se 
forma;  306  á 325. — Comprobación  del  delito,  etc.; 
326  á 485.  — Citación,  detención  y libertad 
provisional;  486  á 544.  — Entrada  y registro  en 
lugar  cerrado,  de  libros,  etc.;  545  á 588. — Fian- 
zas y embargos;  589  á 61 4.  — Responsabilidad  ci- 
vil de  terceras  personas  y conclusión  del  su- 
mario; 615  á 645. — Disposiciones  generales;  646 
á 648. — Si  se  suspende  por  la  declaración  de  re- 
beldía; 840. 

Suplente  del  Juez  municipal;  art.  83. 

Suplicatorio;  arls.  184  y 188. 

Suspensión  de  procedimiento;  art.  4.o — De  un  tór 
mino  judicial;  202.  — Del  juicio  oral;  745  y 747. — 
De  Jueces  y Magistrados;  775. 

T 


Tabernas;  art.  557. 
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Tachaduras  y enmiendas:  están  prohibidas;  ar- 
tículos 403  y 450. 

Tasación  de  costas.— Véase  Costas. 

Telegramas;  art.  582. 

Templos. — (Entrada  y registro  en  los);  artícu- 
lo 649. 

Tercerías;  arts.  367  y 996. 

Términos  judiciales.  — En  las  competencias;  ar-  . 
tículos  28  á 32,  34,  36  á 43.  — En  los  incidentes 
de  recusación;  64,  65,  77,  79  á 81.— Para  dictar  ^ 
sentencia;  149. — Disposiciones  generales  sobre 
términos;  197  á 215. — Son  improrrogables;  202. 

— Para  dictar  providencias,  etc.,  y hacer  notifi- 
caciones; 203  á 209. — Para  recurrir  en  forma, 
súplica,  apelación  y queja,  y para  comparecer  ' 
en  el  Tribunal  superior  interponiendo  la  apela- 
ción; 211  á 213,  224  y 227. — Para  instar  la  sus- 
tanciación  de  la  querella;  275  y 276.  — Para  for- 
mar el  sumario,  324. — Para  recibir  la  primera 
declaración  á los  procesados;  386. — Para  que 
éstos  designen  Abogados;  448. — Para  elevar  á 
prisión  la  detención;  497  y 499. — Para  confirmar  ^ 
la  prisión  ó dejarla  sin  efecto  y para  expedir  el  . 
mandamiento  de  prisión;  616  y 617.  Para  pre-  . 
sentar  el  fiador  el  procesado  rebelde;  634. — En  ¿ 
el  embargo  de  bienes  de  terceras  personas;  617.  , ' 

— Para  comparecer  concluido  el  sumario;  623. — 

Idem  en  el  Juzgado  municipal;  625, — Para  ins- 
truirse; 627  y 628. — Para  abrir  el  juicio  oral  ó ‘ ; 
sobreseer;  633.- Para  apelar  el  Fiscal;  647.-^» 

Para  calificar;  649. — Para  recusar  á peritos;  662 
y 663. — Para  proponer  artículos  de  previo  pro-  ' ^ 
nunciamiento  y contestar  á ellos,  667  y 669.— 

En  el  antejuicio  para  exigir  responsabilidad  ju-  J 
dicial,  771. — Para  decidir  si  el  delito  es  flagran*  , 
te;  781. — Para  proponer  prueba;  796. — Para  in- 
terponer  recurso  por  quebrantamiento  de  forma 
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en  causas  por  delito  flagrante;  800.— Para  cele- 
brar juicio  en  ia  de  injuria  y calumnia;  800. — 
Para  solicitar  testimonio  al  efecto  del  recurso 
de  casación  y para  expedirle;  866  y 868. — Para 
interponerle  por  infracción  de  ley;  859,  873,  8:6, 
944,  949  y 950.  — Para  recurrir  en  queja  é im- 
pugnar el  recurso;  863,  865,  868  y 872. — Para 
instruirse  del  de  casación  y decidirlo;  880,  899, 
925  y 928.— Para  interponer  el  de  quebranta- 
miento de  forma  y comparecer  en  el  Tribunal 
Supremo;  916  y 919.  — Para  interponerlo  por  que- 
brantamiento de  forma  y de  infracción  de  ley; 
935. — Para  celebrar  juicio  de  faltas;  964  y 965. 
— Para  comparecer  ante  el  Juez  de  instrucción 
en  los  mismos  ó instruirse  de  los  sutos;  976  v 
977.— Para  practicar  prueba;  980. 

Testigos:  indemnizaciones  á los  mismos;  arts.  121, 
241,  242  y 722. — Para  identificar  el  cadáver  de 
la  víctima;  340. — Cómo  hacen  sus  declaraciones, 
personas  obligadas  á prestarlas  y exceptuadas; 
410  á 45íi. —Examen  de  los  residentes  en  el  ex- 
tranjero; 424.  — Careo  de  testigos;  451  á 455.— 
Examen  de  los  mismos;  701  á 722,  772  y 746.— 
Cuáles  'pueden  declarar;  728. — En  causas  por 
delito  flagrante;  790. — En  las  de  injuria  y ca- 
lumnia; 813. — Examen  de  los  residentes  fuera 
del  lugar  del  juicio;  967. 

Traje:  conservación  del  de  el  acusado;  arts.  371 
y 373, 

Traslado  de  la  calificación;  art.  655. 

Tribunal  Supremo;  arts.  14,  20  y 68. 

Trimestres:  Cuándo  empiezan;  arts.  319. 

V 

Vacaciones  de  los  Tribunales;  art.  201. 

Vasos  sagrados;  art.  338. 
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Veiicimieiito  de  los  términos;  art.  214. 

Visita  (le  cárceles;  art.  566. 

Vistas  de  las  apelaciones  de  las  cansas;  arts.  330 
y 682. — De  los  artículos  de  previo  pronuncia- 
miento; 673.  — De  los  recursos  de  casación;  829, 
894  á 898  y 930.  De  ia  admisión  de  los  recur- 
sos de  casación;  884  y 885. — En  los  juicios  de 
faltas;  978. 

Votaci()ii.  — Resumen  que  debe  preceder  á ella; 
artículo  1 62. 

Votos  reservados;  arts.  156,  167,  861,876  y 880. 
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A 

Abogados;  art.  12,  núm.  2.o_Su  asistencia  al  acto 
del  sorteo  de  jurados;  art.  44.  — Defensa  de  los 
procesados  cuando  haya  de  constituirse  el  Jura- 
do en  población  distinta  de  la  en  que  radique  el 
Tribunal  de  derecho;  art.  46,  párrafo  2.o  — V.  Pro- 
ceso. 

Abstención. — Ningún  jurado  puede  salvar  su 
voto,  y responsabilidad  del  que  se  resiste  á emi- 
tirle: art.  86. — Ni  los  jurados  ni  los  Jueces  de 
derecho  pueden  en  ningún  caso  dejar  de  pro- 
nunciar veredicto  ó sentencia;  art.  99. 

Actas. — De  la  votación  del  Jurado;  arts.  87,  88,  90 
y lio. — De  las  sesiones;  arts.  94  y 95. — Acta  es 
pecial  de  la  tercera  deliberación  del  Jurado  cuan- 
do ésta  adolezca  de  los  mismos  defectos  que  las 
anteriores;  art.  1 1 0. 

Acusación. — Cuando  son  varias  las  partes  acusa- 
doras, la  competencia  del  Jurado  se  determina 
por  la  calificación  más  grave;  art.  6.® — Derecho 
del  público  á mantenerla;  art.  69. 

Alardes  de  causas  para  someterlas  al  Jurado;  ai 
tículos  43  y 44. 
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Aiiiistad  íntima  ó enemistad  manifiesta  con  las 
partes. — Es  causa  de  incompatibilidad  para  ser 
jurado;  art.  12,  núm.  4.® 

Apeljicioiies  contra  los  acuerdos  sobre  inclusión 
en  las  listas  de  jurados;  art.  17  — V.  Recursos. 

Artículos  de  previo  pronunciamiento;  art.  41. 

Audiencias  ó Salas  de  lo  criminal. — Fijan  la  com- 
petencia del  Tribunal  del  Jurado;  Criterio  coit 
sujeción  al  que  han  de  hacer  esa  determinación; 
arts.  6.^  y 41  .—Excepción  de  este  principio;  ar- 
tículo 65. 

c 

Calificaciones  de  las  partes  acusadoras;  arts.  36  á 
41  y 44.  — Variación  después  del  veredicto,  de 
las  formuladas  por  el  Fiscal  y defensores,  pero 
partiendo  de  la  declaración  de  aquél;  art.  92. 

Circunstancias  para  ser  jurado;  arts.  8.o  y si- 
guientes. 

Citaciones  para  el  juicio;  art.  47. — V.  Despachos  y 
Exhortas. 

Competencia  del  Tribunal  del  Jurado;  arts.  2®, 
4.0,  6.^  7.0,  41  y 65. 

(Jonclusiones;  arts.  64,  65  y 71. 

Contestación  á las  preguntas  sometidas  al  Jurado. 
— Han  de  ser  categóricas  y la  falta  de  esta  for- 
malidad determina  el  recurso  de  reforma  del  V6‘ 
redicto;  art.  107,  núms  l.o  y 3.o,  109  y 110.— 
V.  Freguntas. 

(’opias  certificadas  de  listas  de  jurados;  arts.  29, 
30  y 82. 

Constitución  del  Tribunal  del  Jurado.— Diligen- 
cias preparatorias;  Epocas  de  reunión  del  Jura- 
do; Lugar  del  juicio;  Alardes  de  causas;  Sorteo 
de  jurados,  etc.;  arts.  42  y siguientes. 

Contribuyentes. —Concurrencia  ó la  formación  de 
las  listas;  arts.  14  y siguientes. 
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Correcciones  disciplinarias;  art.  106.  ~ Véase 
Multas» 


D 

Deliberación  de  los  Jueces  de  derecho;  art.  93. 

— de  loj  jurados;  arts.  78  y siguientes. 

Delitos  de  la  competencia  del  Jurado;  art.  4.o,  nú- 
mero 1.0,  y arts.  7.o  y 65.— Delitos  exceptuados; 
art.  4.®,  núm.  2.",  y art.  5 o 

Despachos  para  la  citación  de  jurados;  art.  46. 

Devolución  del  veredicto  al  Jurado  para  su  refor- 
ma; arts.  107  y siguientes. 

Dietas  á los  jurados  y á los  Jueces  de  derecho; 
3.®-  disposición  especial. 

Diligencias  preparatorias  para  la  constitución  del 
Tribunal  del  Jurado;  arts.  42  y siguientes. 


E 


Empate. — En  la  votación  de  las  preguntas  someti- 
das al  Jurado;  Sus  efectos;  art,  86. — V.  Fo- 
tación. 

Escritos  de  calificación. — Requisitos  que  han  de 
contener;  art  37. 

Error  grave  y manifiesto  al  pronunciar  el  veredic- 

. to. — Casos  en  que  [)rocede  esta  declaración,  for- 
ma-de  hacerla  y sus  efectos;  arts.  112  y si- 
guientes. 

Examen  de  la  causa  por  nuevo  Jurado;  art.  112  y 
siguientes. 

Excusas  para  el  cargo  de  jurado;  art.  13. — Idem 
para  formar  parte  de  la  Junta  que  ha  de  hacer 
las  primeras  listas  de  jurados;  art.  14,  párrafo  2.® 

Exhortes  para  la  citación  de  peritos  y testigos;  ar- 
tículo 46. 
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F 

Facultades  de  los  jurados  y de  los  Jueces  de  de- 
recho; arta.  2.°  y — Del  Presidente  del  Tribu- 

nal; arts.  105  y 106. 

Faltas. — V.  Correcciones  disciplinarias  y Multas, 

Fallecimiento,  ausencia  ó impedimento  físico  de 
los  jurados. — Manera  de  acreditar  estas  circuns- 
tancias; art.  61. 


I 

Incapacidades  é incompatibilidades  para  ser  jura- 
do; arts.  10,  11,  12  y 34. 

Inclusiones  y exclusiones  en  las  listas  de  jurados; 
art.  14,  párrafo  último  y arts.  16  y 18. 

Incomunicación  de  los  jurados  durante  la  delibe- 
ración del  veredicto;  art.  80.— Suspensión  de 
este  acto;  art.  81. 

Incongruencia  ó contradicción  en  las  contestacio- 
nes del  Jurado  á las  preguntas  que  le  han  sido 
sometidas;  arts.  107,  núm.  2.<^,  108,  109  y 110. 

Inculpabilidad. — Se  entiende  votada  la  inculpabi- 
lidad cuando  resulta  empate  en  la  votación  del 
veredicto;  art.  85. 

Informes  de  los  Abogados,  Fiscales,  etc.;  arts.  25, 
64  y 91. 


j 

Jueces  y Fiscales  municipales;  arts.  14,  15,  17,  22, 
26  y 34. 

— de  derecho;  arts.  1.®,  3.<^,  61,  91  y siguientes.  " 
Juicio  ante  el  Tribunal  del  Jurado;  arts.  60  y si* 
guientes. — Trámites  preparatorios;  arts.  36á41. 
Suspensión;  arts.  100  á 102  y Disposición  I,»-  es- 
pecial.— Son  aplicables  al  mismo  los  arts.  745  á 
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749  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  criminal;  ar- 
tículo 101. 

Juicio  de  derecho;  arts.  91  y siguientes. 

Juntas  municipales  y de  partido  para  la  formación 
de  las  listas;  arts.  14  y siguientes. 

— de  partido  ó distrito  para  la  selección  de  jura- 
dos de  las  listas  formadas  por  las  Juntas  rmini- 
cipales  — Su  couiposición;  Elección;  Incompati- 
bilidades, etc.;  art.  31. 

— de  gobierno  de  las  Audiencias. — Conocen  de 
las  reclamaciones  sobre  la  constitución  de  las 
Juntas  encargadas  de  la  formación  de  las  pri- 
meras listas  de  jurados;  art.  14,  párrafo  5 o y ar- 
tículo 31,  párrafo  3.^,  y de  los  recursos  contra 
los  acuerdos  de  las  Juntas  de  formación  dií  listas 
resolviendo  las  reclamaciones  ante  las  mismas 
presentadas;  art.  21. 

Jurado* — Composición  del  Tribunal;  arts.  l.^á  3.o 
— Su  competencia;  arts.  á 7.^ — Constitución 
del  Tribunal;  Diligencias  preparatorias;  arts.  42 
á 62. — Juicio  ante  el  Tribunal  del  Jurado;  Recu- 
sación, juramento,  preguntas  á los  jurados,  ve- 
redicto, sentencia,  etc.;  arts.  63  á 106.  — Recur- 
sos: De  reforma,  de  revista,  de  casación  y de  re- 
visión; arts.  107  á 122. 

Jurados.  — Sus  funciones;  arts.  2. o y 8.o-  Requisi- 
tos para  ser  jurado;  art.  9.^ — Incapatddad;  ar- 
tículos 10  y 34. — Incompatibilidades;  arts.  3 1, 
12  y 34.  — Excusas;  arts.  13  y 44. — l^istas  de  ju 
rados;  arts.  14  y 44. — Obligación  de  concurrir 
y multa;  art.  62. — Recusación;  arts.  63  á 67. — 
Juramento;  arts.  68  y 69.  — Su  derecho  á hacer 
preguntas  en  el  juicio;  art.  63.  — Cuestmnes^y 
preguntas  á que  han  de  contestar;  arts.  70  á 77. 

— suplentes;  arts.  L®,  44,  90  y 102. 

Jurameuto  de  los  jurados;  arts.  68  y 59. 
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L 

Ley  (le  Enjuiciamiento  criminal.  — Reforma  de  sus 
artículos  146  y 153;  artículo  adicional. 

Listas  de  jurados;  arts.  14  á 34. 

M 

>ía^istraidos.— V.  Jueces  de  det'echo. 

Ministerio  tiscal.— Su  asistencia  al  acto  del  sorteo 
de  jurados;  art.  44. 

3Iiiltas  á los  que  sin  causa  rehúsen  pertenecer  á 
la  Junta  que  ha  de  formar  las  primeras  listas  de 
jurados;  art.  14,  párrafo  ‘2. o 

— ■ A los  Jueces  municipales  que  proceden  dolo 
sámente  en  la  constitución  de  las  Juntas  para 
formar  listas  de  jurados;  art.  14,  párrafo  6.® 

— A los  jurados  por  falta  de  asistencia  á las  se- 
siones; art.  62. 

— A los  jurados  por  resistencia  á prestar  jura- 
mento; art.  59. — V.  Correcciones  disciplinarias. 

— Por  retraso  en  el  envío  de  las  copias  certifica- 
das de  las  listas  de  jurados  formadas  por  las 
Juntas  municipales;  art.  30. 

— Por  falta  de  asistencia  a las  Juntas  de  partido 
ó distrito;  art.  31,  párrafo  2.^ 

— Por  mala  fe  en  la  recusación  de  jurados;  artícu- 
lo 45,  párrafo  6.<> 


N 

Xotillcacion  y citación  de  jurados,  peritos  y testi- 
gos; arts.  46  y 49. 

Número  necesario  de  jurados  y supernumerarios 
para  abrir  el  juicio;  arts.  44  y 62. 

— Para  pronunciar  veredicto. — Cuando  concu- 
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rran  menos  de  los  exigidos  por  la  ley  hay  mo- 
tivo de  casación  por  quebrantamiento  de  forma; 
art.  119,  núm.  3.o 


P 

Parentesco  con  el  procesado,  Procuradores  y Abo- 
gados.— Es  causa  de  incapacidad  para  ser  jura- 
do; art.  12,  nóm.  3.® 

Preguntas  y cuestiones  á que  ha  de  responder  el 

. Jurado;  arts.  72  á 77. — Preguntas  de  los  jurados 
á las  partes,  peritos,  testigos,  etc.;  art.  63. — Acla- 
ración de  preguntas;  art.  82.  — Votación  de  las 
preguntas  sornetidas  al  Jurado;  arts.  83  á 88 
y 90  — Preguntas  capciosas  é impertinentes;  ar- 
tículo 63. — Preguntas  y respuestas;  Las  del  ve- 
redicto se  transcriben  en  la  sentencia  en  vez  de 
la.narración  de  los  hechos;  art.  97.  — V.  Empate 
é Incongruencia. 

Presidencia  del  Jurado;  art.  79. 

Presidente  del  Tribunal. — Sus  funciones;  arts.  53 
á 68,  62,  63,  65  á 78,  80  á 82,  91 , 105  y 106. 

Procesados. — Pueden  impugnar  el  acuerdo  de  las 
Salas  de  las  Audiencias  determinando  la  compe- 
tencia del  Jurado  ó del  Tribunal  de  derecho 
para  conocer  de  la  causa;  art.  41. — Pueden  ha- 
blar después  de  sus  defensores;  art.  66. 

Proceso.— Entrega  á los  Abogados  para  instruc- 
ción; art.  46. 

Procuradores;  art.  12,  núm.  '2.^ 

Pruebas. — Proposición  y admisión  ó denegación; 
arts.  37,  38,  61,  62  y 63.  — En  las  recusaciones; 
art.  45. — Incidencias  sobre  admisión  de  pruebas, 
quién  las  decide  y orden  en  que  han  de  practi- 
carse; arts.  61  y 62. 
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R 

Reclamaciones  contra  la  exclusión  ó inclusión  en 
las  listas;  art.  18  y siguientes. — Contra  las  pre- 
guntas dirigidas  por  el  Presidente  á los  jurados; 
art.  77. 

Rectificíicioii  de  listas;  art.  27. 

Recursos  contra  los  actos  y acuerdos  de  las  Au- 
diencias en  la  formación  de  listas  definitivas; 
art.  33,  regla  4.^ 

— Contra  la  resolución  de  la  Audiencia  ó Sala  de 
lo  criminal  determinando  la  competencia  para 
conocer  de  las  causas;  arts.  6.®  y 41. 

— Contra  las  resoluciones  del  Tribunal  de  dere- 
cho determinando  la  competencia  para  conocer 
los  juicios;  art.  41 . 

— Contra  la  imposición  de  multas  á los  recusan- 
tes; art.  46,  párrafo  6. o 

— Contra  la  negativa  del  Tribunal  á la  ampliación 
de  prueba  propuesta  ó contra  la  declaración  de 
ser  impertinente;  art.  4G. 

— Contra  la  falta  de  citación  al  Ministerio  fiscal, 
Abogados,  acusados,  etc.,  al  acto  del  juicio;  ar- 
tículo 47. 

— Contra  las  resoluciones  de  la  Sección  de  dere- 
cho recaídas  en  las  reclamaciones  contra  las  pre- 
guntas formuladas  al  Jurado;  art.  77,  párrafo 
último. 

— Contra  el  acuerdo  del  Tribunal  de  derecho  des- 
estimando la  petición  encaminada  á que  vuelva 
el  veredicto  al  Jurado  para  nueva  deliberación; 
art.  111. 

— De  casación  contra  las  sentencias  del  Tribunal 
del  Jurado,  por  quebrantamiento  de  forma  ó in- 
fracción de  ley;  arts.  116  á 121. 

— De  reforma  de  veredicto;  art.  107  y siguientes. 

— De  revista  de  la  causa  por  nuevo  Jurado;  ar- 
tículo 112  y siguientes. 
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Recursos  de  revisión  contra  las  sentencias  del  Tri- 
bnnal  del  Jurado;  122. — V.  Juntas  de  gobierno. 

Recusaciou  de  jurados;  arts.  12,  44,  45,  63  y si- 
guientes. 

— de  peritos.— Forma  en  que  ha  de  proponerse  y 
trámites  del  incidente;  art.  40. 

Redacción  de  la  sentencia;  art.  97. 

Reforma  del  veredicto;  arts.  107  á 111. 

Responsabilidad  civil.  — Su  declaración  es  facultad 
del  Tribunal  de  derecho;  arts.  3. o y 76,  párrafo 
último. 

— criminal  de  los  jurados;  art.  110. 

Resumen  del  Presidente;  art.  68. 

Reyelaciou  de  voto.  — Está  prohibida  á los  jura- 
dos; art.  89. 

Revisión  ante  un  nuevo  Jurado,  art.  112  y siguien- 

; tes. — Revisión  de  sentencias;  art.  122. 

s 

Salas  de  gobierno  de  las  Audiencias. — Forman  las 
listas  definitivas  de  jurados;  art.  33. 

Secreto.— V.  Revelación  del  voto. 

Senadores  y Diputados. — Mientras  estén  abiertas 
las  Cortes  pueden  excusarse  para  ser  jurados; 
art.  13,  núm.  4. o 

Sentencia  de  los  Jueces  de  derecho;  arts.  3.o,  93  y 
96  y siguientes. — Recursos  de  casación  contra 
ellas;  arts  116  á 122. 

Sentencias  y autos. — Número  de  Magistrados  nece- 
sario para  dictar  sentencia  ó auto  en  los  asuntos 
de  que  conozca  el  Tribunal  Supremo  ó las  Au- 
diencias de  lo  criminal  ó las  Salas  respectivas  de 
las  territoriales,  etc.,  etc.;  Reforma  de  los  artícu- 
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Redacción  ó de  jurisconsultos  eminentes.  Cada  sus- 
cripto!’ por  un  año  tiene  derecho  á que  se  le  contes- 
ten gratis  por  la  Redacción  dos  consultas,  y el  que  lo 
sea  por  un  semestre  una  sola,  siempre  que  estén  for- 
muladas en  términos  breves  y concretos,  pues  las 
extensas  y difíciles  son  objeto  de  dictámenes  más 
amplios  y han  de  satisfacer  honorarios  convenciona- 
les. Si  los  dictámenes  los  emite  fuera  del  número  in- 
dicado la  Redacción,  el  término  medio  es  15  pesetas; 
si'se  quiere  que  sean  de  los  más  notables  Abogados 
de  este  Colegio,  los  honorarios  serán  convencionales; 

3. “  Crónica  legislativa  universal.^  en  la  que  se  ha- 
cen sucintas  indicaciones  acerca  de  las  leyes  y dispo- 
siciones de  carácter  general  que  se  publiquen  en  los 
diarios  oficiales  de  los  principales  Estados  de  Europa 
y América; 

4. "  Nota  jurídica  de  la  semana. 

5. “  Crónica  de  Tribunales.^  con  noticias  ó reseñas  de 
los  juicios  más  notables,  tanto  civiles  como  crimina- 
les, que  se  celebren  en  las  Audiencias  territoriales  y 
provinciales,  para  lo  cual  cuenta  la  Revista  con  ex- 
celentes colaboradores  en  todas  ellas; 

6. “  Quejas  y reclamaciones^  siempre  bajo  la  respon- 


sabilidad  de  los  que  firmen  las  cartas  en  que  se  re- 
mitan, cuando  la  firma  sea  conocida  de  la  Redacción 
ó nos  den  referencias  que  garanticen  su  autenticidad; 

TaHedades,  noticias  jurídicas,  movimiento  del 
personal  dependiente  del  Ministerio  de  Gracia  y Jus- 
ticia, anuncio  de  vacantes,  etc.; 

■ 8.*  Movimiento  cien tí/ico-Jurídico. — Crónica  de  re- 
vistas jurídicas,  bibliografías  de  los  libros  de  Dere- 
cho que  se  nos  remitan,  y,  si  los  autores  ó editores 
envían  dos  ejemplares  de  sus  obras,  se  harán  reseñas 
más  extensas; 

9.*  Anuncios  que  puedan  ser  de  interés  para  los 
suscriptores,  por  ejemplo,  los  Abogados  y Procura- 
dores en  ejercicio  en  las  capitales  donde  haya  Au- 
diencia territorial,  etc. 

PARTE  SEGUNDA 

Jurisprudencia. — Se  publica  en  máximas  concisas, 
que  contienen  con  exactitud  la  doctrina  establecida 
en  la  parte  dispositiva  de  las  sentencias  civiles,  pe- 
nales y contencioso  administrativas,  resumen  de  las 
decisiones  gubernativas  y de  la  Dirección  de  los  Re- 
gistros. Esta  parte  va  dividida  en  las  secciones  co- 
rrespondientes, se  distribuye  semanalmente  con  el 
número,  para  poderla  encuadernar  aparte,  y se  publi- 
carán al  final  del  año  minuciosos  índices  cronológi- 
cos y alfabéticos  de  cada  sección. 

PARTE  tercera 

Legislación  española. — Comprende  todas  las  leyes  y 
disposiciones  de  carácter  general,  repartiéndose  tam- 
bién con  el  número  semanal,  para  encuadernar  en 

tomo  aparte. 
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Los  Códigos  y las  leyes  demasiado  extensas  se 
publican  además  en  tomitos  separados  y anotados,  en 
tamaño  igual  al  de  la  Biblioteca  de  bolsillo  que  edita 
este  Centro,  y que  se  darán  con  el  20  por  100  de  reba- 
ja á los  suscriptores  que  deseen  adquirirlos. 

Con  las  anteriores  indicaciones  podrán  formar  los 
lectores  idea  aproximada  de  la  importancia  y utilidad 
de  nuestra  Revista.  Vean  ahora  las  ventajas  y condi- 
ciones de  la  suscripción. 

Precios  de  suscripción  (pago  adelantado). 

España  y Portugal.,  un  año,  25  pesetas.  Semes- 
tre, 15  id. — Extranjero,  un  año,  40  pesetas.  Semes- 
tre, 20  id. 

lliiy  importante. — A fin  de  facilitar  la  suscrip- 
ción á esta  Revista  á los  que  adquieren  la  Legisla-^ 
ciÓN  y Jurisprudencia  españolas  publicadas  por 
otras  Empresas,  se  admite  también  á la  parte 
primera  sola.,  ó sea  al  número  semanal,  sin 
los  pliegos  sueltos  que  le  acompañan  de  una  y otra 
de  aquellas  materias.  El  suscriptor  por  un  año  al  nú- 
mero semanal  de  la  Revista  sin  la  Legislación  y Jw- 
rispriidencia.,  podrá  hacer  gratuitamente  una  consul- 
ta, siempre  que  sea  breve  y concreta. 

Precios  fie  suscripción:  Madrid  y provincias, 
un  año,  16  pesetas.  Extranjero,  24  id.  Madrid  y pro- 
vincias, un  semestre,  8 pts.  Extranjero,  12  id. 

I..OS  suscriptores  á esta  piiblicaeión  pue- 
den adc|iiirir  con  un  90  por  iOO  de  descuen- 
to las  obras  que  necesiten  de  las  editadas  ^ 
por  €‘l  Cc^iitro  que  publica  esta  Revísta.,  y cuyo 
catálogo  insertamos  á continuación,  siem- 
pre <|iie  se  pidan  directamente  a esta  jLdmi- 
iiislración. 

Los  suscriptores  (antiguos  ó nuevos)  que  quieran 
tener  completas  todas  ó cualquiera  de  las  coleccio- 
nes de  lo  publicado  como  Revista  (^Boletin  y parte 
doctrinal.  Legislación  ó Jurisprudencias)  obtendrán 
la  rebaja  del  50  por  100  de  los  precios  que  á conti- 
nuación se  indican; 


li. — Colecciobes  de  lo  publicado  como 
«Revista  de  los  Xríbiinales». 

A. — De  Boletín  y parte  doctrinal  van  publicados 
los  tomos  siguientes: 

Desde  18^8  á 1902  (ambos  inclusive),  40  tomos  en 
4.®  msyor,  365  pesetas  en  Madrid  y 393  en  provincias. 

En  pasta  pueden  encuadernarse  en  25  tomos  y cues- 
tan 42  pesetas  más  sobre  dichos  precios. 

B, —De  Repertorios. 

1.®  Repertorio  de  Leg-lslaclóii.— Van  publi- 
cados: 


Madrid.  Provincias. 

Tomo  I. 

— Año 

18^8. . . 

10  y 11  ptas. 

> 

II. 

> 

18*79.  . . 

10  y 11 

> 

III. 

> 

1880. . . 

*7y  8 

IV. 

» 

1881. . . 

lOy  11 

> 

» 

V. 

> 

1882. . . 

13  y 14 

> 

» 

VI. 

> 

1883. . . 

lOy  11 

> 

VII. 

» 

1884. . . 

lOy  11 

» 

» 

VIII. 

> 

1885. . . 

lOy  11 

> 

> 

IX. 

> 

1886. . . 

12  y 13 

> 

» 

X. 

188*7. . . 

8y  8 

50 

> 

XI, 

> 

1888.  . . 

lOy  11 

> 

> 

XII. 

> 

1889. . . 

lOy  11 

> 

> 

XIII. 

> 

1890. . . 

10  y 11 

> 

> 

XIV. 

> 

1891. . . 

8y  8 

50 

> 

XV. 

> 

1892. . . 

10  y 11 

> 

XVI. 

> 

1898. . . 

10  y 10 

50 

> 

XVII. 

> 

1894.  . . 

5y  5 

50 

» 

XVIII. 

> 

1895. . . 

6y  6 

50 

> 

XIX. 

1896.  . . 

10  y 10 

50 

> 

XX. 

> 

189*7.  . . 

6 y 6 

50 

> 

XXI 

1^9^^.  . . 

6 y 6 

50 

> 

XXII. 

1899.  . . 

6y  6 

50 

XXIII. 

> 

1900.  . . 

10  y 10 

50 

> 

XXIV. 

1901.  . . 

6 y 6 

50 

> 

XXV. 

1902.  . . 

8y  8 

50 

Los  25  tomos 

221  y 240 

pts 
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y pueden  encuadernarse  en  pasta  en  14  volúmenes 
aumentando  su  precio  23  pesetas. 

(Se  venden  sueltos  desde  el  4.°  en  adelante). 

2. ''  iiepertorio  de  «I urisprudencia  civil 
espaíiola.--  Consta  de  veinte  tomos  en  4.°  ma- 
yor á dos  columnas,  y comprende  desde  1839  hasta 
1.®  de  Enero  de  1894;  su  precio  es  el  de  185  pesetas 
en  Madrid  y 200  en  provincias.  Empastados  en  10  to- 
mos cuestan  16  pesetas  más. 

3. °  Kepertorio-Iticcionario  de  «lurispru- 
deucia  crliaiiiial.— Dos  tomos,  que  comprenden  las 
sentencias  del  Tribunal  Supremo  desde  18T0  hasta  l.° 
de  Enero  de  1880:  20  pesetas  en  Madrid  y 21  en  pro- 
vincias; 2 pesetas  más  encuadernado  en  pasta  en  un 
solo  volumen. 

Apéndices  1.®  al  12  del  mismo  Repertorio:  compren- 
de las  publicadas  desde  1.®  de  Enero  de  1880  á la 
misma  fecha  de  1894;  87  pesetas  en  Madrid  y 95  en 
provincias;  14  pesetas  más  en  pasta  en  ocho  volú- 
menes. 

4. ®  i^eperlorio  de  «Biirisprudencla  adnii- 

iiif^ilrativa. — Tomos  1.®  al  12:  comprenden  desde 
1.®  de  Enero  de  1880,  á fin  de  Diciembre  de  1894:  73 
pesetas  en  Madrid  y 80  en  provincias. 

5. ®  Kepertório  de  Jíurisprudeiicia  hipo* 
tecaria. — Tomo  1.®  Comprende  todas  las  Resolucio- 
nes de  la  Dirección  de  los  Reg-istros  de  la  propiedad, 
desde  1874  á fin  Diciembre  1879:  6 pesetas. 

Tomo  2.®  al  5.®,  las  de  1880  y 1887:  4 tomos  16  pe- 
setas en  Madrid  y 17  en  provincias. 

Tomo  6.®  á 8.®,  las  de  1888  á 1890:  6 pesetas. 

Tomo  9.®  y 10,  las  de  1891  y 92;  3 pesetas. 
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Tomo  11,  las  de  1893,  4 pesetas. 

Estos  once  tomos  pueden  encuadernarse  en  dos,  y 
su  coste  es  35  pesetas  en  pasta  en  Madrid  y 40  en 
provincias. 

Repertorio  de  Jurisprudencia  española.— 

Continuación  de  los  anteriores  Repertorios.  — To- 
mo 1.®  Comprende  la  doctrina  de  las  sentencias  dicta- 
das por  el  Tribunal  Supremo  y por  el  de  lo  Conten- 
cioso-administrativo;  las  decisiones  adoptadas  por  los 
departamentos  ministeriales  en  materia  gubernativa 
y las  acordadas  por  las  Direcciones  generales  de  los 
Registros  y del  Notariado  y la  de  Gracia  y Justicia 
del  Ministerio  de  Ultramar,  publicadas  en  la  Gaceta 
desde  1.®  de  Enero  á fin  de  Diciembre  de  1894;  7 pese- 
tas en  Madrid  y 7‘50  en  provincias,  en  rústica. — To- 
mo 2.®  Comprende  las  sentencias,  etc.,  etc.,  desde  1.® 
de  Enero  á fin  de  Diciembre  de  1895;  8 pesetas  en 
Madrid  y 8*50  en  provincias. — Tomo  3.®  Comprende 
desde  Enero  á Diciembre  96,  8 pesetas  en  Madrid  y 
8‘50  en  provincias. — Tomo  4.®  Comprende  desde  Ene- 
ro á fin  Diciembre  97;  7 pesetas  en  Madrid  y 7*50  en 
provincias. — Tomo  5.®  Comprende  la  de  1898;  7 y 8 
pesetas.— Tomo  6.®  Comprende  las  de  1899;  7 y 8 ptas 
Tomo  7.®  Comprende  las  de  1900;  7 y 7‘50  pesetas. 
Tomo  8.®  Comprende  las  de  1901,  7 y 8 ptas.  Tomo 
9.®  Comprende  las  de  1902,  8 y 9 pts. 

Las  suscripciones  y pedidos  al  Administrador  de 
la  Revista^  San  Bernardo,  43,  Madrid. 


Manual  dejiirisprucleiieia  penal  y procesal 

ó Diccionario  recopilador  de  la  doctrina  de  las  senten- 
cias dictadas  por  el  Tribunal  Supremo  sobre  aplica- 
ción del  vigente  Código  penal  y de  la  ley  de  Enjui- 
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ciamiento  criminal,  desde  su  publicación  hasta  1892. 
Dos  tomos  en  8.°  de  más  de  400  páginas  cada  uno, 
1 pesetas  en  rústica  y 8 encuadernados  en  tela  en  un 
solo  volumen  en  Madrid  y 7‘50  y 8‘50  en  provincias. 

II 

LEGISLACION  EXTRANJEEA 

( 

Se  han  publicado  10  tomos  del  Anuario  de  Legis- 
lación UNIVERSAL,  que  comprende  las  principales  le- 
yes promulgadas  en  los  Estados  de  América  y Euro- 
pa durante  los  años  1894  á 1899.  Cada  tomo,  16  pese- 
tas en  Madrid,  en  rústica. 

III 

BIBLIOTECA  JÜEÍDICA 

COLECCIÓN  DE  LAS  OBRAS  MÁS  NOTABLES  DE  DERECHO 
PUBLICADAS  EN  EL  EXTRANJERO  Y TRADUCIDAS 
AL  CASTELLANO. 

Hasta  la  fecha  se  han  publicado  en  esta  Biblioteca 
21  tomos  correspondientes  á las  siguientes  obras: 

Carrara.  — Teoría  sobre  la  tentativa  y la  compli- 
cidad ó el  grado  en  la  fuerza  física  del  delito;  versión 
castellana,  anotada  y con  un  prólogo  de  D.  Vicente 
Romero  Girón.  Un  tomo  en  4.®  (1.®  de  la  Biblioteca): 
6 pesetas  en  Madrid  y 6‘50  en  provincias,  en  rústica 
(l‘o0más  en  pasta). 

Flore.  — Derecho  internacional  privado^  ó princi- 
pios para  resolver  los  conflictos  entre  las  leyes  ci- 
viles, comerciales,  judiciales  y penales  de  los  diversos 
Estados. — Versión  española  anotada  por  D.  A.  García 
Moreno,  con  un  prólogo  del  Excmo.  Sr.  D.  Vicente 
Romero  y Girón. — Segunda  edición  completamente 
refundida  y considerablemente  ampliada. — Cuatro  to- 
mos en  4.®,  25  pesetas  en  Madrid  y 26  en  provincias, 
en  rústica  (6‘50  pesetas  más  en  pasta). — En  breve, 
terminará  el  autor  é inmediatamente  publicaremos 
en  castellano  los  tomos  5.®  y 6.®  con  que  da  fin  la 
obra. 
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íüairiffiiy. — Sistema  de  Derecho  romano;  versión  cas- 
tellana de  los  Sres.  D.  Jacinto  Mesía  y D.  Manuel 
Poley,  con  una  introducción  crítica  de  D.  Manuel 
Durán  y Bas,  Presidente  de  la  Asociación  «Savi- 
g*ny*  de  Cataluña,  y Catedrático  de  la  Facultad  de 
Derecho  en  la  Universidad  de  Barcelona.— Seis  to- 
mos, 40  pesetas  en  Madrid  y 42  en  provincias,  en  rús- 
tica (9  pesetas  más  en  pasta). 

Plore. — Derecho  internacional  público . Versión  cas- 
tellana de  A.  García  Moreno. — La  nueva  edición, 
refundida  y considerablemente  aumentada,  consta  de 
4 tomos  en  4.®  mayor:  los  tres  primeros  tratan  del 
Derecho  internacional  público  en  tiempo  de  paz,  y 
el  4.®  en  tiempo  de  guerra:  precio,  26  pesetas  en  Ma- 
drid y 28  provincias,  rústica  (6  ptas.  más  en  pasta). 

Bluntschli  • — Derecho  público  universal.  — Versión 
castellana  ampliada  con  las  noticias  biográficas  del 
autor,  ó indicación  de  su  sistemay  obras,  por  A.  Gar- 
cía Moreno. — Cuatro  tomos  en  4.®  mayor,  26  pesetas 
en  Madrid  y 28  en  provincias,  en  rústica  (6  pesetas 
más  en  pasta). 

Xissot. — Derecho  penal.¡  estudiado  en  sus  princi- 
pios, en  sus  aplicaciones  y legislaciones  de  los  di- 
versos pueblos  del  mundo. — Tres  tomos  en  4.®  mayor, 
20  pesetas  en  Madrid  y 22  en  provincias,  en  rústica 
(4  pesetas  más  en  pasta). 

Pnrico  PerrI.  — Los  nuevos  horizontes  del  Derecho 
y del  procedimiento  penal.  Versión  castellana  de  D.  Isi- 
dro Pérez  Oliva,  con  un  prólogo  del  autor,  escrito  ex- 
presamente para  la  edición  castellana:  un  tomo  de  413 
páginas,  1 pesetas  en  Madrid  y 7‘50  en  provincias, 
en  rústica  (1‘50  más  en  pasta). 

Diodato  Liioy. — De  la  Filosofía  del  Derecho, — 
Versión  castellana  de  D.  Luis  de  Moya,  con  una  carta 
prólogo  del  Excmo.  Sr.  D.  Vicente  Romero  Girón: 
dos  tomos  en  4.®,  12  pesetas  en  Madrid  y 13  en  pro- 
vincias, en  rústica  (3  pesetas  más  en  pasta). 

Plore. — El  Derecho  Internacional  codificado  y su 
sanción  Jurídica j seguido  de  un  resumen  histórico  de 
los  principales  tratados  internacionales;  versión  cas- 
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tellana  anotada  y considerablemente  aumentada  con 
ampliaciones  comparativas  y críticas  y varios  apén- 
dices, por  D.  A.  García  Moreno;  dos  tomos,  14  pesetas 
en  Madrid  y 15  en  provincias,  en  rústica  (3  pesetas 
más  en  pasta). 

Los  que  deseen  adquirir  toda  la  colección,  podrán 
obtener  los  21  tomos:  en  Madrid,  por  160  pesetas  en 
rústica  y por  200  en  pasta;  en  provincias  por  HO 
y 210  respectivamente,  y en  Ultramar  y extranjero, 
por  180  en  rústica  y 225  (francos  ú oro)  en  pasta, 
francos  de  porte  y certificados  los  paquetes. 

IV 

CÓDIGOS  Y LEYES  ESPAÑOLAS 

DE  LA  PENÍNSULA  É ISLAS  ADYACENTES 

I. — Códigos  y Leyes  comentado^. 

f'ódigo  civil  español  ilustrado  con  notas,  refe- 
rencias, concordancias,  motivos  y comentarios,  por 
D.  Modesto  Falcón,  Catedrático  de  la  asignatura  de 
Derecho  civil  en  la  Universidad  de  Barcelona;  con  un 
estudio  crítico  del  Código,  por  el  Excmo.  Sr.  D.  Vi- 
cente Romero  y Girón. — Consta  de  cinco  tomos  en  4.®, 
y su  precio  es  de  30  pesetas  en  Madrid,  3^  en  pro- 
vincias en  rústica  ylí  pesetas  más  en  pasta  española. 

Código  de  comercio  (segunda  edición  reforma- 
da y considerablemente  ampli-.ida  hasta  fin  de  1901), 
concordada  con  nuestra  legislación  anterior  y la  vi- 
gente, anotado  con  la  jurisprudencia  nacional  y ex- 
tranjera, exposición  de  motivos  del  proyecto,  precedi: 
do  de  una  introducción  por  D.  Vicente  Romero  y 
Girón,  y seguido  de  treinta  y seis  Apéndices  que  con- 
tienen cuantas  disposiciones  dictadas  hasta  el  día 
aclaran,  amplían  ó explican  los  preceptos  de  aquél: 
1 0 pesetas  en  Madrid  y iO^dO  en  provincias  en  rús; 
tica  y ^ pesetas  más  en  pasta. 

liepcrtorio  de  los  «iiizgados  municipales, 

ó sea  Compilación  metódica  y práctica  de  cuantas 
disposiciones  legislativas,  fundamentales  y comple* 
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mentarías  necesitan  conocer  los  Jueces,  Fiscales  y 
Secretarios  de  dichos  Juzgados  para  el  buen  desem- 
peño de  su  cargo,  con  las  aclaraciones  y formularios 
de  todas  clases  que  facilitan  su  cumplimiento,  por 
D.  A.  M.  Lage  (edición  completada  hasta  el  día); 
pesetas  en  Madrid  y <»^oO  provincias  en  rústica,  y 
K y respectivamente  en  tela. 

L.cg'islación  (*special  ele  Eiisaiiclie  de  po- 
blaciones.—Contiene  la  Ley  de  26  de  Julio  de  1892 
■y  el  Reglamento  para  su  ejecución  de  31  de  Mayo 
de  1893,  concordados  y anotados  con  las  disposicio- 
nes ministeriales  y decisiones  de  la  Jurisprudencia 
dictadas  hasta  la  fecha;  la  Ley  de  Saneamiento  y re- 
forma interior  de  poblaciones  de  30  000  ó mas  almas, 
con  su  respectivo  reglamento;  las  disposiciones  lia- 
ciendo  extensiva  la  Ley  de  Ensanche  á los  Munici- 
pios de  Tarragona,  Cartagena,  Palma  de  Mallorca, 
Alicante,  Valencia  y Santander;  la  Instrucción  vi- 
gente para  la  contratación  de  servicios  provinciales 
y municipales;  el  Reglamento  de  procedimiento  ad- 
ministrativo que  rige  en  las  oficinas  centrales,  pro- 
vinciales y locales  dependiei. tes  del  Ministerio  de  la 
Gobernación,  y los  yjrincipales  artículos  del  Código 
civil  relacionados  con  la  materia,  seguido  de  un  Re- 
pertorio alfabético  por  D.  Emilio  Blanco  y Martínez, 
Abogado  del  Ilustre  Colegio  de  Madrid,  Precio,  1 
pesetas  en  Madrid  y en  provincias. 

II. — Códigos  y Leyes  anotadas. 

(biblioteca  de  bolsillo) 

1. — Legislación  civil ^ mcí'cantil^  penal 
é hipotecaria. 

Código  civil.  — Octava  edición,  corregida  con 
arreglo  al  texto  de  la  mandada  publicar  por  R D.  de 
24  Julio  1889,  en  cumplimiento  ele  la  ley  de  24  Mayo 
del  mismo  año,  y el  Real  decreto  de  31  Julio  de  1889, 
haciéndolo  extensivo  á Cuba,  Puerto  Rico  y Filipi- 
nas; con  multitud  de  referencias  de  unos  artículos  con 
otros,  con  las  leyes  procesales  y complementaiias  del 
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mismo,  jurisprudencia  del  Supremo  y disposiciones 
aclaratorias  hasta  fin  de  1901.  Contiene,  además,  diez 
interesantísimos  apéndices  acerca  de  la  inscripción 
de  los  matrimonios  canónicos,  actuaciones  preparato- 
rias en  los  juicios  de  divorcio  ó de  nulidad  délos  ma- 
trimonios civiles;  enajenación  de  bienes  de  menores; 
modo  de  funcionar  el  Consejo  de  familia;  testamento 
ológrafo;  legítima  del  cónyuge  viudo,  etc.,  y un  mi- 
nucioso índice  alfabético. 

Si  precio  de  esta  octava  edición  es  el  de  4 pesetas 
en  Madrid  y en  provincias  encuadernado  en 

tela;  & y en  pasta  española. 

I^ey  de  Eiijiiieíamieiito  civil  (6.®  edición  1898) 
arreglada  á las  reformas  introducidas  en  la  misma  por 
la  de  11  de  Mayo  de  1888,  anotada  con  la  jurispruden- 
cia del  Tribunal  Supremo,  concordada  con  el  nuevo 
Código  de  Comercio  y seguida  de  varios  Apéndices 
con  toda  la  legislación  vigente  sobre  procedimiento 
en  lo  civil  y un  minucioso  índice  alfabético;  4 pese- 
tas en  Madrid  y 4^50  en  provincias,  encuadernado 
entela  (i  peseta  más  en  pasta). 

Código  de  comercio  (9.®  edición  1902),  anotada 
con  la  jurisprudencia  del  Supremo  y numerosas  refe- 
rencias, tanto  de  unos  artículos  á otros  cuanto  á los 
reglamentos  y demás  disposiciones  vigentes;  encua- 
dernado en  tela,  3 ptas.  en  Madrid  y 3^30  en  pro- 
vincias (1  peseta  más  en  pasta). 

Código  penal  para  la  Península  (7.®  edición,  1900) 
anotado  con  la  jurisprudencia  establecida  por  el  Tri- 
bunal Supremo  desde  que  rige  aquél  hasta  fin  de  1896; 
aumentada  esta  edición  con  84  TABLAS  ue  duración 
de  las  penas  y ESCALAS  de  la^  respectivas  inferio- 
res, y con  la  LEY  DE  EXPLOSIVOS  comparada  con 
sus  similares  del  extranjero;  3 pts.  en  tela  y 3^30. 

■..ey  de  Eiijuiciamieiilo  criminal  (3.®  edición 
1899)  anotada  con  la  jurisprudencia  del  Supremo,  Cir- 
culares de  la  Presidencia  y Fiscalía  del  mismo  y con 
cuantas  disposiciones  relacionadas  con  el  procedi- 
miento criminal  se  hallan  vigentes  y aumentada  con 
las  leyes  del  Jurado,  explosivos  y represión  del  anar- 
quismo; 3 pesetas  en  Madrid  y 3*&0  en  provincias. 
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Manual  del  Jurado.— Comprende,  además  del 
texto  y Real  decreto  poniéndolo  en  ejecución,  la  par- 
te de  las  Orgánica,  Enjuiciamiento  criminal  y Código 
penal  que  la  completan,  y un  prólogo  del  Sr.  Romero 
Girón;  ■ ‘50  pesetas  en  Madrid  y ^ en  provincia^, 
encuadernada  en  tela. 

líCyes  orgánicas  del  Poder  judicial  de  15 

de  Septiembre  de  1870  y de  14  de  Octubre  de  1882, 
anotadas  y concordadas  con  todas  las  disposiciones 
complementarias  vigentes,  seguidas  del  texto  de  és- 
tas y de  las  dictadas  para  la  inteligencia  y aplicación 
de  las  leyes  de  Enjuiciamiento  civil  y criminal  y del 
Jurado,  con  un  estudio  preliminar  sobre  reformas  en 
la  organización  judicial,  por  D.  Ramón  Sánchez  de 
Ocana;  pesetas  Madrid  y 'í^‘50  provincias,  tela. 

Ley  y Kéglanicnto  liifiotccarios  para  la 
Península,  profusamente  anotados  con  la  doc- 
trina establecida  por  la  Dirección  de  los  Registros,  y 
las  disposiciones  legales  que  reforman  ó modifican 
algunos  de  sus  preceptos.  Contiene,  además,  en  dos 
Apéndices  el  Real  decreto  de  10  de  Julio  de  1893,  so- 
bre clasificación  definitiva  de  los  Registros  y fianzas, 
yelde  17  de  Noviembre  de  1890,  sobre  provisión, 
traslaciones,  permutas,  etc.;  5 pesetas  en  Madrid  y 
5‘50  en  provincias,  entela. 

Escribanos  de  actuaciones* — Real  decreto  de 
20  de  Ma‘yo  de  1891,  organizando  la  carrera,  anotado 
y con  varios  apéndices;  i pta.  rústica  y 1‘50  tela. 

Contrabando  y defraudación. — Real  decreto 
de  20  de  Junio  de  1852  sobre  represión  de  los  delitos 
de  contrabando  y defraudación  á la  Hacienda  pública, 
anotado  con  las  disposiciones  posteriores;  i peseta. 

Manual  práctico  de  la  Hipoteca  naval.  Comenta- 
rios y texto  de  la  ley  de  21  de  Agosto  de  1893,  con- 
cordada con  las  correspondientes  extranjeras  y con 
la  jurisprudencia  análoga,  por  D.  Leopoldo  González 
Revilla.  Un  tomo  de  344  páginas,  3 pesetas  en  Ma- 
drid y 3‘50  en  provincias,  en  tela. 

Ley  y Reglamento  del  Iliotarlado  é Instruc- 
ción sobre  la  manera  de  redactar  los  instrumentos 
públicos  sujetos  á registro,  anotadas  con  la  Jurispru- 
dencia del  Tribunal  Supremo,  las  Resoluciones  de  la 
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Dirección  general  de  lo»  Registros  y cuantas  dispo- 
siciones referentes  á la  materia  se  han  publicado  has- 
ta el  día;  pts.  Madrid  y S provincias,  en  tela. 

llaiiiial  fiel  Abogado  y del  funcionario  ju- 
dicial,—En  un  elegante  tomo  de  unas  400  páginas 
en  8.“,  encuadernado  en  tela,  hemos  compilado  cuan- 
to puede  interesar  á los  Ab(»gados,  Jueces,  Magistra- 
dos, etc.,  para  el  ejercicio  de  la  profesión,  desde  los 
Estatutos  vigentes  para  los  Colegios  hasta  lo  que  se 
refiere  á la  contribución  industrial,  timbre,  etc..  Or- 
denanzas de  las  Audiencias. Juzgados,  etc.  Precio  A, 
pesetas,  tela,  en  Madrid  y 4i‘í»0  en  provincias. 

Coi&B|iUacif>n  de  los  Aranceles  vigentes  en  la 
Península,  incluso  los  recientes  de  les  Agentes  de 
Negocios,  y reformas  introducidas  en  los  mismos. — 
Segunda  edición  ampliada. — Encuadernado  en  tela, 
^ pesetas  en  Madrid  y en  provincias. 

Aovísinia  Legislación  de  Hacienda.  — Con- 
tiene este  volumen:  Aranceles  de  Aduanas  y Reper-, 
torio  alfabético  para  su  aplicación;  Ley  y Reglamen- 
to del  Impuesto  de  transportes;  Ley  y Reglamento 
del  Timbre  del  Estado;  Impuesto  S(>bre  el  consumo 
del  gas,  electricidad  y carburo  de  calcio;  Ley  y Re- 
glamento del  Impuesto  sobre  las  utilidades  de  la  ri- 
queza mobiliaria;  Ley  y Reglamento  de  ios  Impues- 
tos sobre  la  propiedad  minera;  Registro  tiscal  (le  la 
propiedad  inmueble,  cultivo  y ganadeiín;  Ley,  Tari- 
fas y Reglamento  del  Impuesto  de  Derechos  reales  y 
transmisión  de  bienes;  Reglamento  de  la  iuve-tiga- 
ción  de  la  Hacienda  pública;  Instrucción  para  el  ser- 
vicio de  recaudación  de  contribuciones  é impuestos 
y para  el  procedimiento  contra  deudores  a la  Hacien- 
da; Presupuestos  generales  del  Estado  para  1900.— 
Precio,  ^ pesetas  en  Madrid  y en  provincias. 

Haiitial  cl«  l^ropietlatl  literaria,  artB.«füea 
y draiiiáliea,  con  toda  la  legi-slacióo  española  so- 
bre esta  materia,  convenios  internacionales  y varios 
interesantes  Apéndices,  por  D.  Antonio  Soto  y Her-» 
nánd(‘z,  Redactor-Jefe  de  la  Revista  de  los  Tribuna' 
les.  Precio,  ^ pesetas  en  rústica  y en  tela. 
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Ley  de  Propiedad  industrial  de  16  de  Mayo 
de  1902,  concordada  con  la  legislación  anterior  'so- 
bre patentes  de  invención  y marcas  de  fábrica,  y 
dos  Apéridices.  Precio,  1 peseta  en  rústica. 

Ley  de  Caza  de  16  de  Mayo  de  1902,  profusa- 
mente anotada  y adicionada  con  cuanto  interesa  co- 
nocer á los  cazadores  y aficionados.  Tercera  edición; 
•>0  céntimos  en  rústica 

Legislación  de  caza,  pesca  y uso  de  armas, 

anotada  con  las  decisiones  de  la  Jurisprudencia  v 
-adicionada  con  cuantas  disposiciones  legales  la  sir- 
ven de  complemento,  i‘5©  en  rústica  y ^ en  tela. 

Comunidades  de  labradores.— Libro  de  gran 
utilidad  para  los  agricultores  y para  las  entidades  á 
quienes  está  dedicado;  i peseta. 

2. — Leyes  penales  militares. 

lVue¥0  Código  de  Justicia  militar  de  27  de 

Septiembre  de  1890,  anotado  y concordado  con  la  le- 
gislación militar  anterior,  el  Código  penal  común,  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil,  el  Código  penal  pára  la 
Marina  de  guerra,  etc.,  etc.,  precedido  de  una  intro- 
ducción crítica  por  D.  Ramón  Sánchez  de  Ocaña,  Re- 
dactor de  la  Revista  de  los  Tribunales.  Este  Código 
regirá  en  la  Península,  Cuba,  Puerto  Rico  y Filipi- 
nas; 3 pts.  en  Madrid  y en  provincias,  en  tela. 

Código  penal  de  !a  Marina  de  Guerra;  f peseta 
en  rústica  y f en  tela,  en  Madrid. 

Leyes  de  organización  y atribuciones  de  los 
Tribunales  de  Marina  y de  Enjuiciamiento  militar 
de  Marina  de  10  de  Noviembre  de  1894  (edición 
de  1895).  Un  tomo  de  225  paginas  en  8.®,  ^ pesetas 
en  Madrid,  en  tela,  y en  provincias. 

Manual  de  Justicia  militar  para  las  clases  de 
tropa,  arreglado  al  nuevo  Código  de  Justicia  militar 
de  27  de  Septiembre  de  1890,  publicado  por  la  Revis- 
ta de  los  Tribunales]^  &0  céntimos  en  Madrid,  rú.stica 

3. — Derecho  político  y administrativo. 

Constitución  de  la  Monarquía,  de  30  de  Ju- 
nio de  1876,  con  las  leyes  de.  Imprenta,  Reunión, 
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Asociación,  Extranjería,  etc.,  y referencias  á otras  le- 
yes orgánicas,  al  Código  penal  y ley  de  Enjuicia- 
miento criminal;  1 pta.,  en  rústica.  (Cuarta  edición 
de  1901). 

llueva  ley  electoral  (ó  del  Sufragio),  para  Di- 
pillados  á Cortes  de  26  de  Julio  de  1890,  y la  de  Se- 
nadores de  8 de  Febrero  de  1877,  anotadas  y concor- 
dadas por  D.  Ramón  Sánchez  de  Ocaña  y D.  Manuel 
Ochotorena  y Trujillo,  redactores  de  la  Revista  de  los 
Tribunales'^  aumentado  con  19  Ap  ' ndices  con  cuantas 
disposiciones  se  han  dictado  hasta  el  día;  H pesetas 
en  Madrid  y en  provincias,  en  tela.  Se  venden 

también  sueltos  los  19  Apéndices  y valen  f peseta 
en  Madrid. 

|jeg*ÍMlacióii  Electoral  vig'eiite  para  l>ipu- 
(ado»  proviijciales  y Eoiieejales. — Contiene  el 
Real  decreto  de  adaptación  de  la  ley  electoral  vigen- 
te a las  elecciones  de  Diputados  provinciales  y Con- 
cejales, anotado,  precedido  de  su  exposición  y seguido 
de  vanos  apéndices  con  todas  cuantas  disposiciones 
complementarias  se  han  publicado  para  su  ejecución 
y con  formularios  ajustados  a su  texto,  por  D.  Manuel 
Ochotorena  y Trujillo,  Redactor  de  la  hevista  de  los 
Tribunales.  — Vrecio^  pesetas  tela,  en  Madrid. 

El  lie  rcclio  electoral  eii  E.spaua,  por  D.  Am- 
brosio d’apia.  Fiscal  de  la  Audiencia  de  Barcelona.— 
labro  (pie  comprende  la  ley  de  26  de  Junio  de  1890 
sobre  Sufragio  universal  y elecciones  de  Diputados  á 
Cortes,  el  Real  decreto  de  adaptación  de  5 de. Noviem- 
bre de  1890  sobre  elecciones  de  Concejales  y Diputa- 
dos provinciales,  el  Real  decreto  de  30  de  Diciembre 
de  1890  sobre  elecciones  municipales,  la  ley  de  8 de 
Febrero  de  1877  sobre  elección  de  Senadores,  cuantas 
disposiciones  legales  se  han  publicado  por  la  Junta 
central  del  Censo  y el  Gobierno,  para  la  mejor  inteli- 
gencia y aplicación  de  la  ley  de  Sufragio  universal, 
sus  coiicordantrs  de  otras  leyes,  la  sanción  penal  de 
los  delitos  y faltas  electorales,  con  notas,  comentarios 
y referencias  Su  precio,  jiesetas  en  Madrid  y 
en  provincias,  en  rústica;  en  tela  50  céntimos  más. 
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Cartilla  electoral. — Ajustada  á las  disposiciones 
de  la  vigente  ley  del  Sufragio  de  26  de  Junio  de  1890, 
y al  Real  decreto  de  adaptación  de  la  misma  á las 
elecciones  de  Diputados  provinciales  y Concejales,  de 
5 de  Noviembre  de  dicho  ano;  &0  céntimos  en  rús- 
tica y i peseta  en  tela,  en  Madrid. 

Cey  orgcánica  del  Consejo  de  Estado  de  de 
Agosto  de  1860  y Reglamento  para  el  régimen  in- 
terior del  mismo,  de  28  de  Junio  de  1891  (2.*  edición); 

1 peseta  en  rústica  y 1^50  en  tela,  en  Madrid. 

Ley  y Reglamento  de  lo  contencioso  ad- 
ministrativo, reformado  por  el  decreto  de  22  de 
Junio  de  1894,  con  la  Exposición  de  motivos  de  la 
reforma,  notas  explicativas,  críticas  y de  referencia 
y un  extenso  prólogo  (2.®  edición);  pesetas  en 

Madrid  y 3 en  provincias  en  tela. 

Estudios  sobre  el  procedimiento  contencioso  ad- 
ministrativo. Providencias  que  causan  estado,  por 
D.  José  María  Caballero,  con  un  Prólogo  de  D.  Is- 
mael Calvo,  Catedrático  de  la  Universidad  Central; 
Un  tomo  de  300  páginas,  3 pts.  en  Madrid,  en  rústica. 

Reglamento  del  Procedimiento  administrativo 
de  los  departamentos  ministeriales,  publicado  en 
cumplimiento  de  la  ley  de  Bases  de  19  de  Octubre  de 
1889;  ^ pesetas  en  Madrid  y provincias,  tela. 

Ley  y reglamento  provisional  de  procedimiento 
en  las  reclamaciones  económico-administrativas,  de 
24  de  Junio  de  1885  y 14  de  Abril  de  1890;  i ‘&0  pe- 
setas en  Madrid,  en  tela. 

Reglamento  provisional  para  la  inspección, 
administración  y cobranza  de  la  contribución  indus- 
trial y de  comercio,  aprobado  por  Real  decreto  de  28 
de  Mayo  de  1896;  pesetas. 

El  Impuesto  de  derechos  reales.  — Ley  de 

2 de  Abril  de  19oO  y Reglamento  general  para  la  ad- 
' ministración  y realización  del  impuesto  de  derechos 

reales  y transmisión  de  bienes  de  10  del  mismo  año. 
Precio,  i peseta  en  Madrid  y en  provincias. 

Ley  del  Timbre  del  Estado  y Reglamento  pa- 


20 


ra  su  ejecución,  de  2*7  de  Marzo  de  1900,  anotadas  y 
concordadas  con  la  leg-islación  complementaria;  1 pe- 
seta en  Madrid  y i‘*í5en  provincias. 

Hiucvaíi  Ordenanzas  g*ciierales  de  la  Reuta 
de  Atlnaiias  de  15  de  Octubre  de  1894  (tercera  edi- 
ción); 3‘50  pesetas  en  Madrid  y en  pr,ovincias,  en 
tela. 

Aranceles  de  importación  y exportación, 

con  el  Repertorio  alfabético  publicado  en  1900;!  pe- 
seta en  Madrid  y provincias,  en  rústica. 

Keg'laniento  provisional  para  la  administra- 
ción y exacción  del  impuesto  de  consumos,  aprobado 
por  Real  decreto  de  11  Octubre  1898,  con  las  leyes 
de  Bases  y Tarifas;  i peseta  en  rústica  en  Madrid  y. 
en  provincias. 

Reg'laniento  especial  para  el  Resguardo  del 

impuesto  de  consumos,  aprobado  por  R.  D.  de  29  de 
Septiembre  de  1885;  ^5  céntimos  en  Madrid,  rústica. 

Reglamento  para  el  servicio  de  la  Inspección  é 
Investigación  de  la  Hacienda  pública  de  31  de  Agos- 
to de  1892,  anotado  con  varias  disposiciones  comple- 
mentarias; 1 peseta  en  Madrid,  rústica. 

Reglamento  para  la  administración,  investiga- 
ción y cobranza  de  la  contribución  sobre  los  edificios 
y solares,  de  24  de  Enero  de  1894;  1 peseta  en  Ma- 
drid, rústica. 

Aiicvo  Reglamento  de  la  Asociación  gene- 
ra! de  €aauaderos,  aprobado  por  el  Real  decreto 
de  13  de  Agosto  de  1892,  anotado  y concordado  y pre- 
cedido Je  una  resena  histórica  del  honrado  Concejo 
de  la  Mesta  y de  la  legislación  sobre  ganadería,  por 
D.  Ramón  Sánchez  0caña;l^&O  pts.  en  Madrid,  tela. 

I^eycis  de  dehesas  hoy »\e¡s  y Administraciones 
s}ibaliernas^  con  los  Reglamentos  de  la  Administra- 
ción económica  provincial,  el  del  servicio  de  inves- 
tigación (lela  Hacienda  pública  y los  modelos  oficia- 
les para  su  cumplimiento;  i ‘SO  pesetas  en  rústi- 
ca y H encuadernado  en  tela. 

Reglaiiiciito  de  los  Cuerpos  de  Üiegurldad 
y igila liria,  aprobado  por  Real  decreto  de  18  de 

Octubre  de  IHSl;  0‘50  pts. 
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Ley  de  Reclutamiento  y reemplazo  del 
Ejército  de  11  de  Julio  1885,  modificada  por  la  de 
21  de  Agosto  de  1896  y Reglamento  para  su  ejecu- 
ción y declaración  de  exenciones  de  23  de  Diciembre 
de  1896,  anotados  y concordados  con  las  Leyes,  De- 
cretos, Reales  órdenes  y demns  disposiciones  y Juris- 
prudencia que  las  sirven  de  complemento;  ^ pesetas 
en  rústica. 

Ley  de  Reeliitaiiileiito  y Reemplazo  de  la 
Armada,  de  H de  Agosto  de  1885,  Instrucción  pa- 
ra su  cumplimiento  de  16  de  Diciembre  del  mismo, 
y Reglamento  orgánico  del  ejército  territorial  de  las 
islas  Canarias,  de  10  de  Febrero  de  1866;  i peseta. 

Compilaeién  de  la  legiatlacióii  de  aguas, 
canales,  pantanos  y puertos,  anotada  con  la  doctrina 
y referencias  á la  jurisprudencia  civil,  a lministrati- 
va  y a las  Leyes  y Códigos  que  tienen  relación  con 
ella  y aumentada  con  la  ley  de  Obras  públicas  (ter- 
cera edición  de  1894);  pesetas  en  Madrid  y 

3 en  provincias,  en  tela. 

V 

CÓDIGOS  Y LEYES  DE  ULTRAMAR 

I. — ESPECIALES  PARA  CUJ?A  Y PUERTO  RICO 

Ley  de  Enjuiciamiento  criuiiiiai  para  Cuba 
y Puerto  Rico,  profusamente  anotada  con  la  juris- 
prudencia del  Tribunal  Supremo  y con  cuantas  Re- 
soluciones y Circulares  han  dictado  la  Presidoncia  y 
Fiscalía  del  citado  Triliunal,  desde  que  se  lialía  es- 
tablecido el  inicio  oral.  Precio,  S pesetas  en  Madrid 
en  tela  y en  pasta. 

I.egislación  Moiarial  \ igeníe  y 

Puerto  Rico. — Contiene  además  de  la  Ley  _v  R<'- 
glamento  del  Notariado,  y la  Tnstrucció-n  gericral 
sobre  la  manera  de  redactar  los  Instruineníos  pú- 
blicos sujetos  á Registro,  anotados  con  las  Resolu- 
ciones de  la  Dirección  general  de  los  Registros,  sen- 
tencias del  Tribunal  Supremo  y con  cuantas  dis|)o;si- 
ciones  aclaratorias  se  han  dictado  hasta  el  día,  los 
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Aranceles  vigentes  en  ambas  Antillas,  la  demarca- 
ción notarial,  el  Real  decreto  creando  el  Registro  de 
última  voluntad  y circulares  dictadas  para  su  ejecu- 
ción, etc.,  etc.;  en  Madrid  en  tela  y 3 en  pasta. 

EiCy  de  Ag'iias  para  la  isla  de  Cuba  de  9 de  Ene- 
ro de  1891  é Instrucción  de  13  de  Enero  del  mismo 
año,  anotada  porD.  Manuel  Ochotorena.  Precio,! ‘30 
pesetas  en  Madrid,  en  tela. 

Ley  de  caza  para  Cuba  y Puerto  Rico;  30  cénti- 
mos en  Madrid,  rústica. 

Leyes  de  Imprenta,  Keunióu  y i!soeÍaeión 

para  Cuba  y Puerto  Rico,  anotadas  con  la  jurispru- 
dencia y demás  disposiciones  vigentes;  30  céntimos 
en  Madrid,  rústica. 

uevas  Ordenanzas  de  Aduanas,  para  la  Isla 
de  Cuba,  que  empezaron  á regir  en  I.'" de  Julio  de  1892; 
^‘30  pesetas  en  Madrid,  tela,  y 3 en  pasta 

Huevos  Aranceles  de  Aduanas,  para  la  Isla  dé 
Cuba  y Puerto  Rico,  que  rigieron  desde  l.°  de  Julio 
de  1892;  ^ pesetas  en  Madrid,  rústica. 

ilegianiento  para  la  Hdniinistraeión  del 
Impuesto  sobre  llereehos  reales  y Transmi- 
sión de  bienes,  que  rigió  en  la  isla  de  Cuba  desde 
1°  de  Julio  de  1892;  1 peseta  en  Madrid,  rústica. 

Reg'laniento  para  la  imposición  y cobranza  de 
la  contribución  industrial  y de  comercia  que  rigió  en 
la  isla  de  Cuba,  de  1 de  Julio  de  1892;  precio,  1‘30 
pesetas  en  Madrid,  rústica. 

II.  — ESPECIALES  PARA  FILIPINAS 

Lódig-o  penal  reformado  para  las  islas  Filipinas 
Í3.“  edición,  1896),  profusamente  anotado  con  el  ex- 
tracto de  aquellas  sentencias  dictadas  por  el  Tribu- 
nal Supremo  en  que  se  establece  verdadera  doctrina, 
íiesde  IHTO  hasta  el  día.  Contiene  además  la  ley 
Provisional  para  la  aplicación  del  Código  y la  parte 
de  la  de  Enjuiciamiento  criminal  de  22  de  Diciembre 
de  18*72  (;ue  le  sirve  de  complemento.  Forma  un 
tomo  de  200  paginas  masque  la  edición  anterior.  Su 
precio,  3 pe.setas  (ui  Madrid,  en  pasta. 

I..ey  cl4‘  Liijiiieiaiiiiento  elvll  para  las  islas 
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Filipinas  (2.®  edición,  1895),  aprobada  por  Real  orden 
de  3 de.  Febrero  de  1888;  precedida  de  la  l'lxposición 
de  motivos  de  la  Comisión  codificadora  de  Ultramar; 
concordada  con  la  Ley  de  la  Península  y el  nuevo  Có- 
digo de  comercio;  anotada  con  la  juri.sprudcncia  del 
Tribunal  Supremo  y demás  disposiciones  legales 
hasta  fin  de  1894;  seguida  de  once  Apéndices  con  to- 
da la  legislación  vigente  sobre  procedimiento  en  lo 
civil  eo  Filipinas,  y de  un  minucioso  índice  alfaljéti- 
co  (edición  manual);  H pesetas  en  Madrid,  pasta. 

I^egislacióii  notarial  para  las  islas  Filipinas. 
Comprende  la  Ley  del  Notariado  de  15  de  Febrero  de 
1889;  el  Reglamento  para  su  ejecución  de  11  de 
Abril  de  1890,  y la  Instrucción  general  sobre  la  ma- 
nera de  redactar  los  instrumentos  públicos  sujetos  á 
Registro,  la  demarcación  notarial  y varios  apéndi- 
ce y modelos;  pesetas  en  Madrid,  tela. 

Ordenanzas  de  la  Renta  de  Aduanas,  que  rigie- 
ron en  las  islas  Filipinas,  anotadas  y adicionadas  con 
'varias  disposiciones  aclaratorias  y complementarias; 
3 pesetas  en  Madrid,  en  tela. 

IIT.  -LEYES  COMUNES  Á CÜBA_,  PUERTO  RICO 

Y FILIPINAS 

Keglaniento  de  las  carreras  civiles  de 

Uliraniar,  con  notas  y apéndices  que  contienen 
varias  disposiciones  que  aclaran  ó modifican  lo  en 
aquél  preceptuado,  y las  referentes  á las  carreras  ju- 
dicial y fiscal;  1 peseta  en  Madrid,  rústica. 

Keal  decreto  de  12  de  Octubre  de  1884_  esta- 
bleciendo el  servicio  de  Cambio  de  cartas  con  valores 
declarados  y el  de  paquetes  postales  mariliovos  entre  la 
Península  y las  islas  de  Cuba,  Puerto  Rico  y FiUj)i- 
nas.  Contiene  a/lemás,  los  Reglamentos  para  la  orga- 
nización y régimen  del  Registro  mercantil  en  las 
islas  de  Cuba  y Puerto  Rico,  de  12  de  Febrero  de  188fi; 
Instrucción  p ira  la  exacción  y administración  de  la 
renta  del  sello  y timbre  del  FiStado  en  la  isla  de  Cu- 
ba, de  5 de  Febrero;  Real  decreto  haciendo  extensivo 
á las  citadas  islas,  con  las  modificaciones  que  en  el 
mismo  se  expresa,  el  Código  de  Comercio  vigente  en 
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la  Península;  Aranceles  de  los  Juzgados  municipales 
de  las  mismas  islas,  aprobados  por  Real  decreto  de 
16  de  Enero  de  1884,  y Real  decreto  organizando  los 
Juzgados  municipales,  de  15  de  Enero  del  mismo 
ano;  pesetas  en  Madrid,  rústica. 

ilraiicele*i»  judi(*Jales  para  los  negocios  civiles. 
(Decreto  de  18  Julio  1893);  1 pta.  en  Madrid,  rústica. 

Iileiii  ícl.  en  los  negocios  criminales.  (Decreto  de 
18  de  Mayo  de  1894);  t peseta  en  Madrid,  rústica. 

El  procediiiiieuto  administrativo  en  los 
iieg-ocios  de  Ultramar,  organizado  por  Real  de- 
creto de  21  de  Septiembre  de  1888,  y la  Ley  de  lo  con- 
tencioso administrativo  hecha  extensiva  á las  islas  de 
Cuba,  Puerto  Rico  y Filipinas  por  Real  decreto  de  23 
de  Noviembre  de  1888.  Contiene  además  la  Ley  or- 
gánica del  Consejo  de  Estado  y el  Reglamento  para 
su  régimen  interior;  ^ pts.  en  Madrid,  tela. 

Compilación  de  las  disposiciones  orgánicas  de  la 
Administración  de  justicia  en  las  provincias  de  Ul- 
tramar, precedida  de  una  Introducción  histórica,  ano- 
tada y concordada  con  la  legislación  anterior  y la  de 
la  Península  y con  las  leyes  procesales,  y seguida  de 
varios  Apéndices  comprensivos  de  la  ley  de  unifica- 
ción de  19  de  Agosto  de  1885,  el  decreto  ley  de  em- 
pleados de  Ultramar  y las  reformas  de  la  legislación 
para  Fili|)inas  de  11  de  Septiembre  de  189*7;  3 ptas. 

Ucy  y l(4‘giamcnto  hipotecarios  para  Ultra- 
mar, anotada  y con  sus  complementos;  dos  tomos,  ^ 
pesetas  eii  Madrid  y en  pasta,  encuadernados 

en  nrio. 

CÓDIGOS  EXTRANJEROS 

Vc^iicKiiclii:  i'ódijiv'o»  civil,  penal,  de  ■•ro- 
civi<^  de  Enjuiciamiento  crimi- 
nal y il<-í  Rii.striicción  piililica,  precedidos  de  la 
ti 'oii.sti<iM‘ióii  política  lie  esta  República,  promul- 
í^a-iu  (MI  Ví9  il(í  Marzo  de  190!;  6 pesetas  en  Madrid, 
5 (MI  proviiKÚas  y 8 en  el  extranjero. 

I'ófligo  civil  de  €Hiiateniala;  4 pesetas  en  Ma- 
drid y 4‘50  en  j)rovincias,  en  rústica. 
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VI 

PR0(4RAMAS  Y CONTESTACIONES 

Á ALGUNOS  DE  ELLOS 

IVuevo  progprania  oficial  para  el  ejercicio  teóri- 
co de  oposición  á las  plazas  de  Aspirantes  á la  Judi- 
catura, precedido  del  Real  decretó  de  convocatoria  de 
21  de  Junio  de  1889;  i peseta. 

Con  testaciones  á este  programa  por  don  Ramón 
Sánchez  Ocaña  y D.  Fermín  Castaño,  publicadas  por 
la  Revista  de  los  Tribunales , en  las  que  encontrarán  los 
opositores,  sin  necesidad  de  consultar  otra  obra  ni  texto 
legal^  cuanto  es  necesario  para  el  desarrollo  de  todas 
las  lecciones  del  programa. — El  precio  de  esta  obra 
es  de  38  y 40  pesetas;  2 más  encuadernada. 

Para  mayor  facilidad  se  ha  dividido  en  cinco  cua- 
dernos. Derecho  civil,  O y 0‘30  pesetas;  Penal,  K y 
Mercantil,  K y Procedimientos  judi- 
ciales, O y y Derecho  político  y administra- 
tivo y Disciplina  eclesiástica,  O y pesetas. 

Preparación  para  el  ejercicio  práctico  de  dichas 
oposiciones.  Tramitación  y formularios  en  materia  ci- 
vil y criminal,  por  D.  J.  M.  de  Cíipua;  O y pts. 

Programa  para  el  primer  ejercicio  de  oposición 
á ingreso  en  el  Cuerpo  de  Aspirantes  á Registros  de 
la  propiedad,  con  la  orden  de  convocatoria,  el  regla- 
mento correspondiente  y un  apéndice;  i peseta. 

' t'oiitcstacíoiies  á este  programa  por  los  mis- 
mps  autores  que  el  anterior,  en  las  que  encontrarán 
los  opositores,  sin  necesidad  de  consultar  otra  obra  ni 
texto  legal^  cuanto  es  necesario  para  el  desarrollo  de 
todas  las  lecciones  del  programa. — El  precio  de  esta 
obra  es  de  35  ptas.  en  Madrid  y 31»  en  provincias. 

Por  cuadernos  sueltos  se  vende  esta  obra  á los 
precios  .siguientes:  Legislación  hipotecaria,  10  pese- 
tas.—Derecho  civil  común  y foral,  9.— Derecho  in- 
ternacional privado,  3. — Derechos  reales,  3 —Legis- 
lación notarial,  3 — Derecho  mercantil,  4.  — Procedi- 
mientos judiciales,  3. 

Ouia  del  opositor  á los  Itcgistros  de  la  pro- 
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piedad  en  la  convocatoria  de  1896:  contiene  la  Real 
orden  y el  Reglamento  correspondientes,  la  orden  de 
convocatoria,  el  Programa  para  el  único  ejercicio  teó- 
rico que  se  exige  é indicaciones  y fuentes  necesarias 
para  entender  bien  y contestar  las  *700  preguntas  de 
que  consta,  con  notas  complementarias  de  las  fuen-. 
tes,  etc.  (1896);  3 pesetas  en  Madrid  y 3^50  pro- 
vincias. 

Motas  ampliadas  para  contestar  las  preguntas 
de  Legislación  notarial  en  las  oposiciones  á Registros 
de  ^a  propiedad;  i peseta  Madrid  y 1 provincias 

|•rog‘rama  para  el  examen  de  ingreso  en  las  Es-, 
cuelas  de  Comercio;  pesetas. 

Programas  del  Cuerpo  de  Ayudantes  de  Obras 
públicas  y de  Telégrafos;  1^50  pesetas  en  Madrid. 

Programas  de  las  materias  que  constituyen  el 
examen  de  ingreso  en  el  personal  de  la  Inspección 
administrativa  y mercantil  de  ferrocarriles  y Regla 
mentó  para  el  régimen  interior  de  las  Secciones  pro- 
vinciales de  Fomento;  i peseta  en  Madrid. 

Itog-larneuto  para  los  ejercicios  de  oposición  á 
las  plazas  de  Auxiliares  de  la  Dirección  general  de 
los  Registros  del  Ministerio  de  Gracia  y Justicia  de 
25  de  Enero  de  1887  y Programa  de  preguntas  para 
el  primer  ejercicio;  Reglamento  Cuerpo  Jurídico  de 
la  Armada  de  17  de  Noviembre  de  1886  y de  oposicio- 
nes para  el  Cuerpo  Jurídico  militar  de  24  de  Junio  de 
1884;  i peseta  en  Madrid. 

vil 

DLSCURSOS  Y FOLLETOS  JURÍDICOS 

El  Proceso  de  la  llano  Megera. — Informes  de 
los  Exemos.  Sres.  D.  José  Carvajal  y D.  Manuel  Pe- 
dregal, y las  sentencias  de  la  Audiencia  de  Jerez  y del 
Supremo  Tribunal  de  Justicia;' pts.  ?n  Madrid. 

t:asU^llar. — La  codificación  civil,  con  un  resumen 
de  las  legislaciones  ferales;  pesetas  en  Madrid. 

Ealcoii. — La  futura  legislación  civil  de  España. — 
lOxamen  d(*  las  bases  para  la  redacción  del  Código  ci- 
vil; ])esetas  en  Madrid. 


27 


Falcón* — La  Codificación  civil;  breves  indicacio- 
nes sobre  la  misma  con  motivo  del  Real  decreto  de  2 
de  Febrero  de  1880;  f peseta  en  Madrid. 

Falcóii.— Organización  de  los  Tribunales  en  su 
relación  con  la  Administración  de  la  justicia  penal; 
ftO  céntimos  de  peseta  en  Madrid. 

Xeinio  %^eg‘a, — Derechos  de  la  madre  bínuba. — Me- 
moria publicada  en  la  Revista'.^  i pfseta  en  Madrid. 

Org-aniíeacióii  judicial,  — Discursos  pronuncia- 
dos en  el  Senado  el  día  7 y 8 de  Junio  de  1887,  por 
D.  Vicente  Romero  y Girón  y D.  Manuel  Alonso  Mar- 
tínez; i peseta  en  Madrid. 

El  Jurado.— Discursos  pronunciados  los  días  24. 
25  y 26  de  Enero  de  1888  en  d ífensa  del  estableci- 
miento del  Jurado  para  los  juicios  criminales,  por  don 
Vicente  Romero  y Girón;  f peseta  en  Madrid. 

Causa  de  Arclildoiia,— Defensa  de  D.  Ricard<í 
Peris  hecha  ante  el  Supremo  Tribunal,  por  D.  Vicente 
Romero  Girón;  ^ y ^^50  pesetas,  en  rústica. 

Estufllo  crítico  del  Código  civil  español,  por  ei 
Exemo.  Sr  D.  Vicente  Romero  y Girón;  ^ pesetas  en 
Madrid  y en  provincias. 

Ciracla  y Farejo, — De  las  Fundaciones  como 
personas  jurídicas;  1 peseta  en  Madrid, 

JImeuo  4g*lus.— El  suicidio  en  España,  f pese- 
ta.— La  criminalidad  en  España,  i peseta  en  Madrid. 

Torres  Caiii|»os.  — La  pena  de  muerte  y su  apli- 
cación en  España;  1 peseta  en  Madrid. 

• Kouicro  drón. — La  cuestión  de  las  Caroliujs 
entre  España  y Alemania;  f peseta  en  Madrid. 

Fl  sa  Fajares. — Derecho  romano^  acerca  de  la 
validez  y subsistencia  del  testamento  otorgado  pol- 
los ascendientes  y descendientes.  Reformas  sanciona- 
das por  la  Novela  115.  ¿Debe  admitirse  en  buenos 
principios  de  derecho  la  absoluta  libertad  de  testar? 
Trabajos  publicados  en  la  Revista  de  los  Tribunales . - 
Precio,  pesetas  en  Madrid. 

Vliicciit, — Las  personas  y los  actos  extranjer<.s 
ante  los  tribunales  franceses,  por  Mr.  René  y Vincei  t; 
versión  castellana  y andada;  ^ pesetas  en  Madrid  v 
»‘50  en  provincias. 
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Olivor  y Esteller.— Breve  sumario  del  Proyecto 
(le  C()dig'o  Je  Alemania  y del  proyecto  de  ley  para  su 
planteamiento;  I pta. 

Calvo. — Los  poderes  del  Estado,  sus  conflictos  y 
manera  de  resolverlos;  f peseta  en  Madrid,  rústica. 

Ots  y Escuierdo.— La  locura  ante  los  Tribunales 
ó Estudio  médico-legal  de  la  irresponsabilidad  del 
loco;  t peseta  en  Madrid,  rústica. 

VIII 

OBRAS  VARIAS  DE  DERECHO 

Kesoliicióii  de  cien  cuestiones  de  Derecho,  ó sea 
contestación  á los  cien  temas  de  Derecho  civil,  pe- 
nal, comercial  y procesal,  que  comprende  el  progra- 
ma para  el  segundo  ejercicio  de  las  oposiciones  á las 
plazas  de  Aspirantes  á la  Judicatura  de  1883.  Su  pre- 
cio, pesetas. 

Discuí^ión  parlamentaria  del  Códisfo  civil* 

— Discursos  pronunciados  en  el  Senado  durante  la 
legislatura  de  1888  á 89;  f O pesetas  en  Madrid  y 11 
en  provincias,  en  rústica  (*2  más  en  pasta'. 

Eeriiández  Euis. — Derechos  reales  sobre  bienes 
(Estudios  prácticos  sobre  el  Derecho  ci- 
vil y la  legislación  hipotecaria). — Un  tomo  en  4.°  ma- 
yor, O pesetas  en  Maiirid  y 1 en  provincias,  rústica. 

llackeiizie. — Estudios  de  Derecho  romano]  un  to- 
mo en  4.®  de  más  de  460  páginas,  & pesetas  en  Ma- 
drid y en  provincias,  rústica. 

'■"orres  lyaiiipos. — Nociones  de  Bibliografía  y Li' 
ler atura  jurídicas  de  España;  un  tomo  en  8.°,  3 pe- 
setas en  Madrid  y 3‘^0  en  provincias,  rústica 

%'ocahiilairio  j3ii‘iídieo-*leg'al  ó Lenguaje  de  las 
Leyes,  por  D.  Enrique  Oliver,  y un  prólogo  de  Don 
Adolfo  Posada.  Un  tomo  en  8.“  prolongado, 
pe-í(*tas  en  rústica  y 3 en  tela. 

Ea  Eiiiicioii  judicial,  por  D.  Carlos  López  de 
II  aro,  Registrador  de  la  propiedad;  ^ pesetas. 

C'olt'^ccióii  de  traliajo.N  foreii$$es  y noticias 
l»io|y;‘ráticas  de  los  reputados  jurisconsultos  Alonso 
Martínez,  Alvarez  Ossorio  (D.  Florencio j,  Carvajal, 
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Cortina  (D.  Manuel),  Dato,  Díaz  Cobena,  Fernández 
Villaverde,  Gamazo,  Groizard,  Gualberto  Ballestero, 
Labra,  Lastres,  Martínez  Fresneda,  Marios,  Maura, 
Montero  Ríos,  Pérez  Hernández,  Pí  y Margall,  Ro- 
mero Girón,  Ruiz  Jiménez,  Sánchez  Román,  Salme- 
‘rón.  Serrano  Echevarría,  Silvela  (D.  Francisco  y Don 
Manuel)  y Suárez  García.— Un  tomo’en  4.°  mayor  de 
552  páginas,  B ptas.  en  Madrid  y 0^50  provincias. 

Alnianaqiie  judicial  para  i003,  por  la  Re 
dacción  de  la  Revista  de  los  Tribunales^  con  multitud 
de  datos,  estados  y fechas  del  mayor  interés  para  el 
ejercicio  profesional.  Un  tomo  de  181Í  páginas  en  8.®, 
i peseta  en  rústica  y 1^30  en  tela. 

/ 

SECCIÓN  SEGUNDA 

OBRAS  DE  HISTORIA 

Biblioteca  histórica. 

Momniscii. — Historia  de  Roma. — Versión  caste- 
llana por  A.  García  Moreno,  con  un  prólogo  y notas 
de  la  parte  relativa  á España  por  F.  Fernandez  y 
González. — Nueve  tomos  en  4.*^  (l.°  al  9.®  de  esta  Bi- 
blioteca): 413  ptas.  en  Madrid  y -JlíSJ  en  provincias, 
rústica  (6  pesetas  más  en  pasta) 

liVeber. — Historia  contemporánea  de  1830  á 18*72. 
— Versión  castellana,  aumentada  con  tres  apéndices  , 
uno  sobre  la  Historia  y Constitución  de  los  Pistados 
americanos,  sobre  los  principales  acontecimientos  de 
España  hasta  18*78,  y otro  sobre  la  cuestión  de  Orien- 
te, y anotada  por  A.  García  Moreno.  — Cuatro  tomos 
en  4.®  (10  al  13  de  esta  Biblioteca):  pesetas  en  Ma- 

drid y en  provincias  (6  pesetas  más  en  pasta). 
Alerivule. — Historia  de  los  Romanos  bajo  el  Impe- 
— Traducción  de  la  reciente  edición  inglesa,  ano- 
tada por  D.  A.  García  Moreno.  Van  publicados  los 
cuatro  primeros  tomos  (15  al  18  de  la  Biblioteca).— Su 
precio,  pesetas  en  Madrid  y en  provincias, 

cada  tomo,  rústica  (1‘50  más  en  pasta). 
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SECCIÓN  TERCERA 

OBRAS  FILOSOFICAS 

|•e€l^eg•al. — Estudios  sobre  el  engrandecimiento  y 
decadencia  de  España:  un  tomo  en  4.®  de  más  de  300 
píig'inas,  41  pesetas  en  Madrid  y 4l‘SOen  provincias, 
rústica. 

"ü"Iberg-hieu,  — Generación  de  los  conocimientos 
hiimanos  en  sus  relaciones  con  la  moral,  la  política  y 
la  religión  Versión  castellana  de  A.  García  Moreno, 
con  una  introducción  y notas  de  D.  N.  Salmerón  y 
O.  U.  González  Serrano. — Cuatro  tomos  en  8.°  (1.® 
al  1.®  de  esta  Biblioteca),  141  p tas  en  Madrid  y fO 
en  provincias,  rústica. 

lalner.  — Estudios  filosóficos  y religiosos;  un  tomo 
en  8.®  (5.®  de  la  Biblioteca),  3 ptas.  Madrid  y 3^50 
en  provincias,  rústica. 

SECCIÓN  CUARTA 

MISCELÁNEA , OBRAS  CIENTÍFICAS , 

LITERARIAS,  ETC. 

Sumario  ele  letras  y ciencias  ó Resumen  de 
Ihs  asignaturas  de  segunda  enseñanza  necesario  para 
la  preparación  de  los  ejercicios  del  Grado  de  Bachi- 
lUr,  por  Tabeada  y Calafat.  Precio,  O pesetas  en 
rústica  y en  tela;  y una  peseta  más  en  pro- 

vincias. 

Ballzer.  — Elementos  de  matemáticas'^  traducción 
directa  del  alemán  por  los  Sres.  Jiménez  y Merelo, 
con  un  prólogo  de  Echegaray.  — Primera  parte:  Arit- 
mética vulgar.,  ^ pesetas  en  Madrid  y en  pro- 

vincias.— Segunda  parte:  .Aritmética  universal,  41  pe- 
setas y l-r^O  en  provincias,  rústica.  (Agotada  la  Se- 
gunda parte). 

X.  Ortclls.  — Matemáticas  al  alcance  de  todos,  un 
tomo  en  8.®,  pesetas  en  Madrid. 
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OBRAS  DE  VARIOS  AUTORES 

DE  D.  FEBíTANDO  CADALSO 

Diccionario  de  l^cg'islacióii  l*ciial,  Pro- 
cesal y de  Prisiones,  tomo  primero  (LOGO  pagi- 
nas), letras  A,  B y C,  15  pesetas. 

Idem  id.  tomo  segundo,  en  publicación,  publicadas 
460  paginas,  letras  D,  E,  F y G,  G pesetas. 

Estudios  penitenciarios.— Presidios  españoles 
y Escuelhs  clasica  y positiva,  un  volumen,  5 pesetas. 

l*rincipios  de  la  colonización  y colonias 
penales,  un  volumen,  4 pesetas. 

Ixa  pena  de  deportación  y la  colonización 
por  penados,  1‘50  pesetas 

lül  anarc|iiisnio  y los  medios  de  repi’eslón, 
2 peseta .s. 

’^B'ribiinales,  Juzgados  y Pi'isioncs,  un  fo 

lleto,  2 pesetas. 

rVovísima  Feg-isíaciÓBi  de  Príslosae.s,  un  fo- 
lleto, 1 peseta. 


DK  D.  RODBIGO  JADO 


l^ert^eho  eivil  de  %' i zea  ya. — {Jomentario.s  a 
las  It^yes  del  fuero  de  Vizcaya  con  la  Jurisprudencia 
d(  1 Tribunal  Supremo  de  Justicia  y de  la  Dirección 
de  los  Registros  civil,  de  la  propiedad  y del  Notarla 
do,  precedidos  de  un  estudio  acerca  del  terrirorio  en 
que  rig^^n  esas  Bases,  por  D.  Rodrig'o  Jaco  y Venia- 
de-  — Precio,  4»  pesetas  en  rúírtica. 

DE  D.  ISMAEL  CALVO  Y M.'VDROVO 


liiiperatoris  ■ustiiiiaiii  íiísriinásormin.  - 1 i- 

i)n  qiiat' ur.  Adjecta  sunt  ainjuot  e.\ 
bus  fragmenta  et  ex  Dige.stis  rn.nüi:'  oe 

iuris.  C<m  la  traducción  al  casteilai-o  peo  .. 

a- 1 ii.i-t u ■'■i  e¡j  la 


Calvo  y Madroño,  Catedrático  neja 
Universidad  central.— Precio,  ) ’S»  i 


la.s' . 
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